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PROLOGO 


La Institución Mitre propuso como tema para uno de 
sus concursos «El régimen impositivo para la Nación, 
las Provincias y los Municipios» y formuló un programa. 
que los aspirantes al premio debían realizar. Dando un 
ejemplo digno de ser imitado, una empresa privada, la 
Cervecería Quilmes, proporcionó los fondos necesarios. 
El primer año los trabajos presentados para optar al 
premio, aunque representaban esfuerzos laudables, no 
ofrecían la extensión y profundidad necesarias para me- 
recerlo. El segundo año, que fué el pasado, tres obras 
importantes se presentaron al concurso. La Comisión exa- 
minadora formada por los doctores Horacio Beccar Va- 
rela, Juan José Díaz Arana, Vicente F. López, Manuel 
Peña y el suscrito las estudiaron por separado y las ano- 
taron minuciosamente. Reunidos luego, coincidieron uná-. 
nimemente, sin discusión, en discernir el premio al autor 
de la que llevaba por lema Scientiía. Abierto el sobre se 
encontraron con este nombre y esta dirección «Manuel L.. 
López Varela, abogado, Rosario». Se miraron sorprendi- 
dos. Nunca habían oído ese nombre. Las conjeturas vi-- 
nieron. ¿Se tratará de aleún viejo estudioso de provin- 
cla, uno de esos hombres modestos e ignorados, raros: 
ejemplares que pasan la vida dedicados a la meditación 
y el estudio? ¿Será acaso, algún joven recién salido de 
las aulas de la Universidad? En este último caso, algu- 
nos de los miembros del Jurado, la mayor parte profe- 
sores de la Universidad, debieron haberlo conocido. Un 
talento y una preparación como los que se revelaban en 
esta obra fundamental, no se improvisan. Tienen sus. 
precedentes en algún notable examen que siempre se: 
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recuerda o en el ambiente que le forman sus condiscí- 
pulos. Nadie, sin embargo, recordaba ese nombre. Triun- 
fó, pues, provisoriamente, la hipótesis del «viejo provin- 
ciano». A un llamado telegráfico para que viniera a re- 
cibir el premio en el acto público que todos los años se 
celebra el 26 de junio, fecha del natalicio del ilustre 
argentino cuyo nombre ostenta con orgullo la Institu- 
ción, se presentó el autor. Nuestra sorpresa fué gran- 
de; en vez del «viejo provinciano» nos encontramos con 
un joven, muy joven, rosarino, recién salido de los claus- 
tros de la vieja Universidad de Córdoba, la que lo había 
consagrado como alumno sobresaliente. Se explicaba así 
huestra ignorancia, pero no se justificaba. Las consa- 
eraciones de provincia llegan a esta gran urbe tardía- 
mente. No hay colaboración intelectual entre los centros 
de estudios de la República. Nuestros dirigentes univer- 
sitarios se ocupan con tesón del intercambio de profe- 
sores y alumnos con las universidades europeas, pero 
a nadie se le ha ocurrido hacer eso en su propia casa. 
De ahí viene la ignorancia en que vivimos los hombres 
de la capital respecto de la labor intelectual de los jó- 
venes provincianos. La Institución Mitre, en su modesta 
esfera y aleccionada por el caso del autor de este tra- 
bajo, trata de poner remedio a esta situación, para lo 
cual creó el año pasado una serle de premios que debe- 
rán disputarse los alumnos de todas las universidades 
de la República. Se espera que esta iniciativa tenga el 
éxito que merece. 

López Varela, tiene solamente 24 años de edad. La pre- 
paración revelada por su obra, la madurez de su juicio 
y la forma de encarar y resolver problemas tan arduos, 
parecerían requerir una mayor edad y una larga ex- 
periencia. Pero, se ha dicho muchas veces, la experiencia 
no la dan los años, sino la observación, el estudio y el 
talento. 

Nuestros hombres de gobierno y nuestros estudiosos 
encontrarán en este libro, además de una clara exposi- 
ción de las diversas fuentes de donde la Nación y- las 
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provincias extraen sus rentas y. de la delimitación cons- 
titucional de las facultades impositivas de una y otras, 
un plan general de reforma del régimen tributario que 
les ha de servir como valioso elemento de consulta para 
preparar las leyes que la opinión pública reclama a fin 
de que las cargas entre los habitantes de la República 
sean distribuidas más equitativamente. 


Octavio S. Pico. 
Abril de 1925. 


ADVERTENCIA 


El premio otorgado por la Institución Mitre al pre- 
sente trabajo, fué creado en virtud de una resolución 
del Consejo Ejecutivo de dicha entidad de Agosto de 
1922, la que fué publicada indicando las bases del con- 
curso y los fines en que se inspiraba. En dicha publi- 
cación se manifestaba lo siguiente: 

«En la última sesión celebrada por el Consejo Eje- 
cutivo de esta institución se resolvió abrir un concurso 
especial para premiar los mejores trabajos que se pre- 
senten sobre un plan completo de régimen impositivo 
para la Nación, las provincias y los municipios y que 
abarque entre otros, los siguientes puntos: examen de 
los impuestos directos e indirectos, e indicación con- 
creta de los impuestos que se aconsejan para la for- 
mación de las rentas públicas; examen de los monopo- 
lios como fuente de recursos, y de la municipalización 
o explotación oficial de ciertos servicios o de determi- 
nadas industrias; estudio de las formas de percepción 
de impuestos, consideradas como más eficaces y econó- 
micas; estudio sobre la delimitación precisa de las fa- 
cultades impositivas de la Nación, las provincias y las 
municipalidades, proponiendo las reformas legales y 
constitucionales que se consideren necesarias para 
evitar la superposición de gravámenes sobre un mismo 
bien económico. 

<«La enumeración que precede es simplemente indi- 
cativa de los puntos del vasto problema, que se apre- 
cia deben ser considerados; pero no excluye el estudio 
de otros aspectos de la cuestión, ni importa establecer 
el orden en que debe ser planteado el trabajo, a cuyo 
respecto se deja plena libertad a los autores. 
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«Como fundamento de esta resolución, el Consejo 
Ejecutivo ha considerado que el régimen de los im- 
puestos, que afecta a la población toda de la Repú- 
blica y también a los extranjeros que mantienen con 
ella relaciones de intereses, es uno de los importantes 
asuntos que urge estudiar y resolver dentro de las ten- 
dencias modernas, porque su acertada solución puede 
contribuir, más que cualquier otra medida, al mayor 
desarollo de la riqueza pública y privada, al aumento 
de la población por la inmigración y por el crecimien- 
to vegetativo, que se restringe cuando disminuye el 
índice del bienestar colectivo, a la acción desembaraza- 
da de los gobiernos general y locales, y en definitiva a 
la mayor felicidad del pueblo, objetivo cardinal de 
toda comunidad política, constituída democrática- 
mente en Nación». 

Ahora bien; declarado desierto el concurso el año en 
que se estableció, fué reabierto en 1923, expidiéndose 
en 1924 el ¡jurado nombrado para el examen de los tra- 
bajos, en los términos de que instruye el acta que trans- 
cribimos a continuación: 

«En Buenos Aires, a 24 de Junio de 1924, reunidos 
en el local de la Institución Mitre los señores inge- 
niero Octavio $S. Pico, doctor Horacio Beccar Varela, 
doctor Juan J. Díaz Arana y doctor Vicente Fidel Ló- 
pez, miembros de la comisión examinadora de los tra- 
bajos presentados al concurso sobre «Régimen impo- 
sitivo para la Nación, las Provincias y los Municipios», 
después de haber expuesto cada uno su opinión sobre 
los distintos trabajos, llegaron por unanimidad a la 
conclusión de que las tres obras sometidas a su estudio 
tienen positivo mérito y constituyen desde diversos 
puntos de vista una contribución valiosa para la solu- 
ción de nuestros problemas financieros, por lo que ma- 
nifestaron complacidos que los fines de la Institución 
habían sido ampliamente satisfechos. Considerando, sin 
embargo, que el trabajo presentado bajo el lema 
«Scientia» es el que más se ajusta al programa del 
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concurso, resuelven por unanimidad aconsejar al C. E. 
acuerde a su autor el premio instituído de $ 6.000 min. 
Hacen constar asimismo que, atenta la importancia del 
trabajo firmado por el doctor Mariano de Vedia y Mi- 
tre, como estudio histórico y constitucional de nuestro 
régimen impositivo, recomiendan al Consejo Ejecutivo 
le otoreue una mención especial. Y reconociendo tam- 
bién señalados méritos a la monografía presentada ba- 
jo el lema: «Est modus in rebus, sunt certi denique 
fines, Quos ultra citraque nequit consistere rectum», 
opinan que el C. E. debe acordarle una distinción ho-- 
norífica. Acto seguido se procedió a abrir el sobre co- 
rrespondiente al lema «Scientia», resultando ser autor 
del trabajo que se recomienda al premio el doctor Ma- 
nuel L. López Varela». 

Posteriormente, el Consejo Ejecutivo de la Institu- 
ción Mitre aprobó lo resuelto por la Comisión. 


hi1 Ed VA 


INNER ODUCCION 


1 — TRASCENDENCIA DEL PROBLEMA 
IMPOSITIVO 


Existen ciertos problemas fundamentales que agitan 
de continuo la vida de los pueblos, excitan las cavila- 
ciones de los hombres dirigentes y determinan en sus 
múltiples soluciones las características propias que en 
materia de instituciones poseen los distintos países. 
Así, hay un problema social, un problema político, uno 
económico, jurídico, religioso, uno financiero, que in- 
voluecran a su vez problemas de distinto orden. Dentro 
del que hemos denominado financiero se debe señalar 
al problema impositivo como aquél que reviste mayor 
significación. 

Estos problemas, productos de la contraposición de 
las distintas fuerzas que se mueven en las comunida- 
des civilizadas, poseen cada uno su especial importan- 
cla; querer determinar cuál de ellos requiere más ur- 
gente y pronta solución nos parece vano empeño, ya 
que no es posible trazar entre los mismos una línea 
divisoria que marque sus fronteras respectivas, for- 
mando al contrario, un todo único e indivisible. Es así 
como cada uno de estos problemas contiene en parte 
a cada uno de los demás, de manera que el problema 
social, por ejemplo, comprende al económico, al políti- 
co, al financiero, etc., y este último posee a su vez un 
aspecto político, uno económico, ete. Es que en la com- 
pleja trabazón de la vida civilizada los factores que 
los determinan refluyen unos sobre otros, obrando a 
veces como causas y en otras cireunstancias como 
efectos. 
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La importancia de cada una de estas cuestiones de: 
pende también de la época y del país que se considere 
así como de las diversas soluciones que se han ido alle- 
gando. En ciertas ocasiones, es la contextura social la 
que más se resiente, en otras lo es más la política o la 
económica, aunque es evidente que la íntima unión 
existente entre ellas, de que hemos hablado, hace 
que el estado patológico o de normalidad afecte por 
lo común a todo el edificio social. Cabe también hacer 
otra consideración, y es de que a menudo se magnifi- 
can los horizontes de algunos de estos problemas y en- 
tonees se levantan sobre sus posibles soluciones todo 
un programa de palingenesia social, sin sospechar que 
tras la cuestión política, económica, o de otro orden, 
de que se trate, se ocultan todas las demás y que el 
asunto, en apariencia seneillo, es en realidad mucho más 
complejo. 

Ahora bien, ciñéndonos al problema impositivo: ¿có- 
mo determinaremos su verdadera trascendencia y ad- 
quiriremos un concepto del mismo, valedero, dentro de 
su propia relatividad, para todo país y para toda épo- 
ca? En la única forma posible, recoriendo la historia, 
ya que al problema impositivo, aunque cambiante en 
sus diversas modalidades, se le puede señalar desde el 
comienzo mismo de la sociedad política. 

El Estado fué la estructura de esta sociedad y el go- 
bierno el órgano de aquél, y sea ejercido en nombre 
del más fuerte, del derecho divino o de la soberanía 
del pueblo, ha recaudado siempre los recursos del Es- 
tado imponiendo las contribuciones que juzgaba ne- 
cesarias, ya que al hacerlo, no hacía más que poner 
en ejercicio una de las facultades más características 
de la soberanía, cual es la de imponer. El impuesto se 
justifica al considerar la necesidad ineludible de la 
propia conservación del Estado que, como todo orga- 
nismo, necesita recursos para llenar su misión. Ade- 
más, su acción, ejercida en beneficio de la colectividad, 
no le dá tiempo para subvenir a sus propias necesida- 
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des, es decir, a las de su órgano, cual es el gobierno in- 
dividualizado en funcionarios. de 

Siendo ésa la justificación y el rol natural del im- 
puesto, el conflicto aparece cuando se desvió el des- 
tino de los recursos del Estado; cuando en vez de ser- 
vir para llenar sus necesidades reales, fueron a consu- 
mirse en manos de los que ejercían la potestad políti- 
ca; cuando se administraron mal o se dilapidaron. Co- 
mo su resultado lógico fué el aumento desmedido de 
las gabelas, surgió la resistencia de la masa contribu- 
yente a pagar las contribuciones excesivas; ante un 
impuesto que se aproximaba mucho a una exacción, 
nació su protesta, la que no era, en resumidas cuentas, 
más que la defensa de sus intereses econámicos vulne- 
rados. Montesquieu ha dicho sobre ésto palabras defi- 
nitivas: «Las rentas del Estado son una parte que da 
cada ciudadano de lo que posee para tener asegurada 
la otra o para disfrutarla como le parezca. Para fijar 
estas rentas se han de tener en cuenta las necesidades 
del Estado y las de los ciudadanos. Es preciso no exi- 
girle al pueblo que sacrifique sus necesidades reales 
para necesidades imaginarias del Estado. Son necesi- 
dades imaginarias las que crean las pasiones y debili- 
dades de los que gobiernan, por el afán de lucirse, por 
el encanto que tiene para ellos cualquier proyecto ex- 
traordinario, por su malsano deseo de vanagloria, por 
cierta impotencia de la voluntad contra la fantasía. 
A menudo se ve que los espíritus inquietos, han creído 
necesidades del Estado las que eran necesidades de sus 
almas pequeñas» (1). 

La trascendencia del problema tributario lo vemos 
diseñarse en la historia al entrar en oposición los dos 
factores qeu hemos señalado, a saber, por un lado, la 
necesidad del gobierno de obtener recursos para la con- 
servación y progreso del Estado, y por otro, la resisten- 


(1) Del Espíritu de las Leyes. Tomo I, pág. 306. — Biblioteca de au- 
tores célebres. — Garnier Hermanos, París. 
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cia del pueblo a pagar contribuciones injustas y exce- 
sivas. Hacer la historia del antagonismo de estos dos 
factores en la evolución de los Estados civilizados, es 
reseñar la génesis de la mayoría de las guerras civiles, 
de las luchas entre el poder político, ya se llame a éste, 
casta privilegiada, monarca o mandatario democráti- 
co y la masa popular; de los conflictos entre aquéllos 
que prosperan con los recursos del Estado con los que 
deben contribuir a formarlos. Es cierto que estas con- 
tiendas que tienen una naturaleza netamente económi- 
ca o financiera asumen a veces modalidades de carác- 
ter político, dada la variedad multiforme de las rela- 
ciones humanas, y es evidente que con frecuencia hom- 
bres astutos y sin escrúpulos promueven movimientos 
populares disfrazando sus ambiciones personales con 
la máscara del bien colectivo; pero, lo esencial para 
nosotros es que en la inmensa mayoría de los casos los 
conflictos mencionados, ya real o virtualmente, resul- 
tan de la oposición entre el Estado y el contribuyente. 


El pueblo hace oír su voz de protesta más que cuan- 
do se ataca a su libertad política cuando se lo vulnera 
en su capacidad económica, aunque podemos decir que 
defendiendo ésta no hace más que proteger aquélla y 
recíprocamente, pues ambas se compenetran en forma 
tal que la una sin la otra nada significan. Así lo com- 
prendieron los ingleses cuando hicieron firmar a Juan 
Sin Tierra la Carta Magna y al lado de las garantías 
de la libertad individual colocaron aquellos preceptos 
básicos de las finanzas por los cuales ningún monarca 
podría imponer más tributos que los autorizados por 
el Parlamento. Por otra parte, la historia del pueblo 
inglés es fecunda en conmociones políticas de las cua- 
les la mayor parte tuvieron en substancia el mismo 
fundamento, a saber: la protesta contra las malas fi- 
nanzas que se resumen en malos y exajerados impues- 
tos que en definitiva perjudican la economía indivi- 
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dual y pública. La caída de los Estuardos es su aspecto 
más característico. El tradicionalista pueblo inglés no 
vaciló en poner en un tajo la cabeza de su rey y en 
exaltar al poder político a un cervecero (Oliverio 
Cromwell) con el propósito de librar al país de algo 
que consideraba el peor de los males: los impuestos 
abrumadores y excesivos, las gabelas ilegales. 

Y si de la historia de Inglatera pasamos a la de 
Francia llegaremos a las mismas conclusiones: las re- 
vueltas más clamorosas, aquéllas que llevaban más 
marcado el sello de la popularidad, que fueron más 
pertinaces y que hicieron vacilar a ministros y a mo- 
narcas, fueron las que hundían sus raíces en algo que 
es esencial al hombre: su naturaleza económica. Al 
protestar y al alzarse en armas contra las autoridades 
constituídas, lo hacía el pueblo en virtud de su propia 
instinto. de conservación amenazado por las exacciones 
desmedidas del Estado. Estremecióse la bella Lutecia, 
allá en los tiempos del cardenal Mazarino, cuando vo- 
laban como mensajeros alados aquellas célebres can- 
zonetas que se llamaron «de Fronda»; fué aquél un 
alzamiento en masa del pueblo de París que respetando 
a su buen rey Luis XIV, entonces niño, quería poner 
coto a los manejos desvergonzados del ministro. Bajo 
otro rey (Luis XVI) la bufonada se convirtió en tra- 
gedia y el pueblo francés fué el actor del aconteci- 
miento más grandioso después del Cristianismo. La 
Revolución Francesa, revolución política por excelen- 
cia, era en su base también originada por motivos eco- 
nómicos y financieros; (1) «la buena máquina» — el 


(1) Dice J. Caillaux, después de describir la organización impositiva 
francesa anterior a la Revolución. *““¿Qué conclusión general se ha de 
sacar de este cuadro? ¿Qué juicio se ha de formular sobre estos im- 
puestos que se entrelazan, se sobreponen, se contrarían? ¿Qué puede 
decirse, sino que a fines del antiguo régimen no hay, propiamente ha- 
blando, un sistema de impuestos en Francia? Por lo demás, no podría 
ser otra cosa. Libre de toda intervención, el poder político no ha pen- 
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estado llano, — marchó hasta que un día su mecanis- 
mo se detuvo ante tantos obstáculos puestos por la 
avaricia insaciable del monarca y de los otros estados. 
Se quiso exprimir a la población productora toda su 
energía, hasta que el 14 de Julio de 1789 se rebeló 
y Luis XVI murió en el patíbulo; las exigencias de una 
Corte corrompida y los funcionarios rapaces habían he- 
cho su obra. 

¿Y no fué en su origen también la Revolución Nor- 
teamericana una protesta contra los tributos “excesi- 
vos e llegales?; extremando la nota podríamos decir 
que las altas contribuciones al té y a los sellos han sido 
las causas determinantes de la independencia de los 
Estados Unidos de Norte América. En nuestra misma 
Revolución de 1810 han obrado causas que no eran por 
cierto meramente políticas; el antagonismo entre espa- 
ñoles y criollos tenía por motivo, en gran parte, el 
pésimo sistema económico y rentístico implantado por 
España en sus colonias, que extrangulaba el comercio 
y mantenía en la infancia a la industria y a la produc- 
ción. 


Hemos presentado como ejemplos algunos de los mo- 
vimientos populares más memorables que recuerda la 
historia, pero podríamos citar cien más para confirmar 
lo que venimos diciendo, a saber, que doquiera haya 
habido un conflicto de carácter grave entre la potestad 
política y la masa del pueblo, el problema impositivo 
ha aparecido como causa determinante, concomitante 
o subsidiaria. 


sado nunca más que en aumentar los gastos; la Monarquía no ha pe- 
dido a los administradores generales sino vivir al día; no ha empleado 
la habilidad, el talento de aquéllos sino en encontrar dinero, sin tener 
para nada en cuenta la elección de los medios». (Los impuestos en Fran- 
cía, tomo 1%., pág. 52). 
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La trascendencia de esta cuestión de los impuestos 
es, pues, innegable, e indiscutiblemente, se la debe eo- 
locar, como dijimos al principio, entre los grandes pro- 
blemas, que afectando distintas formas y apariencias 
según el país y la época, forman parte de ese fondo la- 
tente de «causa causarum», donde se general los gran- 
des movimientos colectivos. Problema de tal importan- 
cia requiere, por lo tanto, soluciones adaptables para 
cada época y lugar, ya que la carencia de ellas provo- 
caron las conmociones populares que hemos menciona- 
do y las que importaron verdaderas transformaciones 
sociales, políticas, económicas y hasta religiosas. 

De aquí la fundamental importancia que revisten los 
estudios y las investigaciones que se hagan con el ob- 
jeto de dotar a la República del mejor régimen imposi- 
tivo posible en el orden nacional, provincial y munici- 
pal, puesto que ello no solamente tiende a solucionar 
un problema financiero, sino también uno social, eco- 
nómico y político. 


II. — EL PROBLEMA IMPOSITIVO Y LA ECONO- 
MIA NACIONAL 


Al proponer un plan de régimen impositivo para la 
Nación, las provincias y las municipalidades, hay que te- 
ner muy en cuenta el estado actual del país en lo que 
se refiere a su economía, en atención a que es ésta, en 
último término, la fuente de recursos y a que su esta- 
do floreciente o de ruina tiene que repercutir forzosa- 
mente sobre la productividad de los impuestos. A más, 
debemos hacer una consideración derivada del fin so- 
cial del impuesto, y es la de que un exceso de gravá- 
menes, la imposición de varios sobre una misma rique- 
za, O bien la tributación exagerada del trabajo o de los 
instrumentos de producción, trabarían el desenvolvi- 
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miento económico del país, siendo una nueva causa de 
perturbación que se agregaría a las ya existentes. 

De aquí la necesidad de conocer el verdadero estado 
del país en lo que atañe al desenvolvimiento de la ri- 
queza individual y sus proyecciones en el futuro, en 
el momento de proyectar la reforma de su régimen im- 
positivo. Hacer un examen del grado de potencialidad 
de las fuerzas vivas de la Nación, ver si continuamos 
constituyendo un pueblo que vive únicamente de sus 
industrias extractivas, si se ha avanzado también en el 
campo de la manufacturera, si en este renglón depen- 
demos aún del extranjero o si podremos independizar- 
nos dentro de breve tiempo; si nos encontramos en la 
situación de un país que contrapesa sus gastos con su 
producción o si debemos exportar anualmente fuertes 
cantidades de metálico al exterior; si estamos en ab- 
soluto bajo el régimen del capital extranjero o si ya 
es considerable el aporte del nacional; si tenemos una 
buena moneda o una moneda depreciada; si nos son 
favorables o contrarios los cambios con el exterior; si es 
conveniente o no proteger determinados ramos de la 
industria nacional y hasta qué punto; si las perspecti- 
vas económicas para un futuro próximo son buenas o 
malas. 

El conocimiento de los datos que hemos mencionado 
es tanto más necesario cuanto que muchas veces la con- 
veniencia o desventaja de un determinado impuesto 
depende de la respuesta que se dé a una de las interro- 
gaciones que hemos formulado. Por otra parte, inci- 
diendo el impuesto sobre la riqueza individual de cada 
uno de los habitantes de la Nación, interesa al Estado 
que dicha riqueza se acreciente y que no disminuya. 
El problema es, pues, éste en líneas generales: buscar 
un régimen impositivo que proporcionando los recur- 
sos necesarios al fisco, no trabe en modo alguno el libre 
desarrollo de las actividades de aquéllos sobre quienes 
recaiga el tributo, ya que éste, dentro de su rol, debe 
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estimular la producción de riqueza no eravándola en 
forma inconveniente y excesiva. 

Si bien no podemos detenernos en el examen de las 
condiciones económicas de la República, ya que ello 
nos alejaría de nuestro tema, debemos tenerlas muy 
presentes en todo el curso del estudio financiero que 
emprendemos. Muy especialmente en lo que se refiere 
a la posible conveniencia de sustituir los actuales im- 
puestos por otros, a la agravación o modificación de los 
existentes, a la solución del problema de la superposi- 
ción de tributos sobre un mismo bien económico y a la 
explotación por el Estado o por los municipios de de- 
terminadas industrias o monopolios. 


CAPITULO PRIMERO 


CAPITULO PRIMERO 


SECCION 1, 


LAS RENTAS DEL ESTADO 


I, — LAS FUENTES DE RENTA. — EN LA REPUBLICA 
] 


Para hacer frente a sus gastos el Estado necesita re- 
cursos, los que pueden provenir de distintas fuentes, ya 
sea de su dominio territorial, industrial, comercial o fi- 
nanciero, ya sea de sus servicios, o bien de los impues- 
tos. Determinar en que proporción deben entrar cada 
uno de estos renglones en la formación de los recursos 
públicos, es tarea imposible de cumplir pues depende 
de múltiples. cireunstancias de lugar y tiempo; lo úni- 
nico que podemos indicar es la conveniencia de que en 
un Estado haya diversidad de fuentes de recursos exis- 
tiendo un relativo equilibrio entre las mismas. Claro es 
que sería inobjetable que un Estado llenara todas sus 
necesidades con el producto de su dominio o de sus ser- 
vicios, puesto que ello redundaría en un alivio mani- 
fiesto para la masa del pueblo, pero señalar ese obje- 
tivo en la actualidad sería colocarnos en un plano si- 
tuado fuera de la realidad. Por otra parte, siempre 
existiría el peligro de que para llegar a ese resultado in- 
vadiera el Estado la esfera de ciertas actividades, que, 
por no entrar en los exclusivos fines del Estado, ejer- 
ciera una acción perniciosa en la economía general. 

Los recursos de que acabamos de hablar son los lla- 
mados generalmente «ordinarios», porque el Estado 
cuenta con ellos de una manera permanente y periódi- 
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ca, pero existen también recursos denominados «ex- 
traordinarios», que no tienen los mismos caracteres de 
regularidad y permanencia. La diferencia fundamen- 
tal que existen entre ellos, radica en que los primeros, 
por lo general, fluyen de la renta, ya privada, ya pú- 
blica, y pueden repetirse consecutivamente en todos 
los ejercicios financieros, mientras que los recursos 
extraordinarios, que pueden provenir del capital, ha- 
cen imposible esa repetición regular, so pena de ani- 
quilar la riqueza pública y privada. 

Ahora bien; entre los recursos ordinarios podemos 
distinguir los recursos originarios o de derecho pri- 
vado de los derivados o de derecho público. Los pri- 
meros están constituidos por el dominio fiscal del Es- 
tado que puede ser territorial, industrial, comercial o 
financiero, excluyéndose el dominio público ya que és- 
te es intransferible, no pudiendo ser aplicado a la pro- 
ducción de ninguna especie de rentas. En cuanto al 
dominio privado, el Estado asume las funciones de 
agricultor, industrial o comerciante de la misma ma- 
nera que los individuos aislados o asociados, con el fin 
de procurase recursos para hacer frente a sus gastos. 

En la Edad Media, los reyes y señores feudales sa- 
caban la mayor parte de sus recursos de las regalías o 
sea del dominio territorial, teniendo derechos finan- 
cieros limitados, como ser las tasas y peajes. Se con- 
fundía entonces la propiedad particular del soberano 
con los bienes del Estado, sirviendo ellos, al mismo 
tiempo que para satisfacer las necesidades de aquél, 
para atender los servicios públicos. Más adelante, las 
regalías se distinguieron en mayores y menores, según 
que se las hiciera servir en beneficio de los reyes O se- 
ñores feudales o bien de la colectividad. Las primeras 
comprendían ¡aquellos bienes que quedaban siempre 
como de única y absoluta propiedad del soberano, 
mientras que las segundas se referían a aquéllos de los 
cuales, si bien el príncipe conservaba el goce y usu- 
fructo, pertenecían en propiedad a la comunidad, de- 
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biéndose afectar las rentas producidas a la satisfae- 
ción de los servicios públicos. 

Estas regalías menores comprendían bienes, funcio- 
nes, tasas, contribuciones y derechos de muy distinto 
orden, habiéndose subdividido en las territoriales que 
eran las que consistían en ciertas limitaciones al dere- 
cho de propiedad, como por ejemplo en la facultad de 
apropiarse de bienes vacantes, de dar permisos para 
cazar, para pescar y de apropiarse las prebendas epis- 
copales vacantes; en industriales, como ser la acuña- 
ción de moneda, el correo, ete.; las prediales, foresta- 
les y mineras. 

Pero a medida que el Estado feudal fué siendo sus- 
tituído por la monarquía, la regalías menores fueron 
diferenciándose en los recursos que constituyen las 
entradas ordinarias de los Estados modernos, de ma- 
nera que podemos decir que ellas formaron la transi- 
ción entre la época en que los ingresos fiscales prove- 
nían casi exclusivamente del dominio privado y aqué- 
lla en que ellas están constituídas, por lo general, por 
las tasas y por los impuestos. 

La consolidación del poder absoluto de los reyes hi- 
zo posible que éstos se dirigieran directamente a sus 
súbditos y les exigieran las contribuciones necesarias 
para el mantenimiento de los servicios públicos (1). Ba- 


(1) “'En los siglos XIV y XV, los reyes de Francia, que vivían en 
guerras y festines continuos, necesitaban continuamente dinero. Como 
los productos de sus propiedades no eran suficientes, trataron de au- 
mentar sus recursos alterando el valor de la moneda, hasta tal punto 
que la libra del tiempo de San Luis, que valía 16 francos, acaba por 
sólo representar uno, mientras que la inglesa vale siempre 25. Además 
contraen la costumbre de pedir dinero a sus súbditos. Los principales 
personajes se reúnen en asamblea, les conceden un **subsidio””, esto 
es, el derecho de cobrar una tasa. En las provincias del Norte suelen ser 
de tanto por libra sobre las '*'mercancías vendidas””, especialmenie las 
bebidas, de modo que se parece a los impuestos indirectos modernos; 
en el Mediodía es el “'fogaje'? un tanto por cada fuego, esto es, por 
cada familia; es, en corsecuencia, análoga a nuestros impuestos directos 
(más tarde se transform%j en un impuesto sohre la tierra, análogo a la 
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jo el régimen de las regalías se atendía también a estos 
servicios, pero como el Estado carecía del poder coac- 
tivo para exigir claramente y sin cireunloquios el di- 
nero necesario, lo hacía subrepticiamente, cobrando ba- 
jo la forma de retribución de servicios una suma mu- 
cho mayor a la que realmente se había empleado en la 
producción de los mismos. Pero una vez que el monar- 
ca tuvo en sus manos la fuerza suficiente para impedir 
que se limitaran taxativamente los ingresos públicos, 
se delineó dentro del conjunto de derechos, funciones, 
peajes y retribuciones de servicios constituídos por las 
regalías, los recursos fundamentales con que cuenta el 
Estado moderno y cuyos embriones se encontraban en 
aquéllas, a saber: el dominio fiscal, las tasas y los im- 


puestos. 


contribución territorial moderna); pero estos subsidios los concede la 
asamblea por poco tiempo, lo más por dos o tres años, y el rey tiene 
que pedirlos de nuevo cada vez. Los Estados los conceden siempre, pero 
después de recriminar contra lo excesivo de los gastos.'” Y: 

**Después de la derrota del rey Juan en 1356, la asamblea del Norte 
(los Estados de París), votó una tasa sobre las bebidas, y para que la 
Corte no pudiera disipar su producto, estableció una administración re- 
gular: al efecto encargó a 12 generales de repartir la tasa cada uno en 
su provincia y de vigilar el empleo del dinero; esos funcionarios nom- 
bran otros subordinados, que llaman electos y que reglamentan las ope- 
raciones. Los países sometidos a este: régimen son divididos en genera- 
latos y subdivididos en elecciones. Tres años después, cuando el rey 
llegó a ser omnipotente, se apoderó de esta organización, nombró por sí 
mismo a los empleados y continuó cobrando el subsidio, sin consultar 
más a sus súbditos. El subsidio sobre las bebidas se transformó en un 
impuesto perpetuo, que el soberano gasta como le parece, sin dar cuenta 
a nadie de lo que hace.”” 


“A fines de la guerra de Cien Años, Carlos VII pidió a la asamblea 
de los Estados, reunida en Orleans (1439), una tasa que lo ponga en 
situación de pagar su ejército; y así como los Estados de París votaron 
el subsidio, así los de Orleans concedieron la “'talla?? o “**pecho””, que 
es una contribución anual, pagadera por los campesinos y log burgueses 
en proporción de su fortuna. Este impuesto se hizo perpetuo como el 
otro. En adelante no vive el rey del producto de sus haciendas, sino 
con el dinero producido por los impuestos decretados por los Estados 
para las necesidades públicas, que el soberano se apropia y que serán, 
hasta 1789, las dos principales fuentes de la renta real.' (Seignobos, 
Historia de la Civilización en la Edad Media, págs. 261-262). 
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Desde entonces el Estado obtiene ingresos de su do- 
minio fiscal en la misma forma en que lo hacen los par- 
ticulares para hacer frente a sus erogaciones; esto es, 
por medio de la actividad productora ejercitada en la 
industria, en la banca, en la propiedad territorial, en 
el comercio y en la agricultura. En segundo lugar, el 
Estado obtiene también recursos en una forma neta- 
mente peculiar al mismo, esto es, como una contrapres- 
tación que puede ser o no equivalente al valor de los 
servicios públicos que presta a la sociedad, siendo ex- 
eluída en este caso toda idea de lucro. Esta contrapres- 
tación está representada por las contribuciones. 

Dentro de las contribuciones, debemos hacer una dis- 
tinción. Pueden ser recaudadas como una contrapres- 
tación perfectamente equivalente desde un punto de 
vista individual aplicable a servicios públicos de carác- 
ter divisible, de manera que el contribuyente entregue 
al Estado solamente el importe correspondiente en 
cuanto ha aprovechado del servicio. En este caso, te- 
nemos las contribuciones especiales o tasas. Pero pue- 
de no existir esa correspondencia exacta entre el be- 
neficio obtenido por el contribuyente y su prestación 
individual, por tratarse de servicios públicos de ca- 
rácter indivisible, y entonces tenemos las contribucio- 
nes generales o impuestos. 

La diferencia que existe entre los impuestos y las 
tasas la pone bien de manifiesto Federico Flora cuan- 
do dice: «De suerte que, tanto los unos como las otras, 
se refieren a servicios públicos prestados por el Esta- 
do a los asociados; pero mientras que para algunos de 
esos servicios se puede conocer la demanda de cada 
ciudadano y, en proporción a ella, asignar a aquél la 
alícuota correspondiente del coste de producción, pa- 
ra otros no existiendo una demanda activa por haber 
eliminado el Estado las causas que podrían provocarla, 
el coste debe repartirse entre toda la colectividad. Las 
tasas encierran la idea de retribución; los impuestos, 
la de gratuidad, y tienen una utilidad preventiva, im- 
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palpable, enteramente derivada de la indivisibilidad 
del consumo público» (1). 


II 


Pero el establecimiento de la monarquía absoluta 
que permitió la implantación de impuestos, trajo tam- 
bién el abuso. A los impuestos directos sobre el patri- 
monio y las transacciones se agregaron numerosos im- 
puestos al consumo que incidían sobre los artículos de 
primera necesidad, y al llegar el siglo diecisiete se en- 
contraba organizado en la mayor parte de los países 
de Europa un complicado sistema de gabelas que pesa- 
ba en forma exhorbitante sobre el pueblo y los que es- 
taban destinados, en su gran mayoría, a sostener las 
cortes fastuosas y las continuas guerras de la época. 
Las consecuencias no se hicieron esperar; en España 
se derrumbaba la monarquía con Felibe 11 preparando 
la decadencia, en Inglaterra estallaba la revolución, y 
en Francia eran continuos los motines que presagiaban 
el movimiento de 1789. 

El pésimo sistema rentístico europeo se reflejaba en 
nuestro país en tiempo de la Colonia. A más de los im- 
puestos de los Cabildos, el virrey gozaba de ciertos de- 
rechos para aumentar los recursos en virtud de autori- 
zaciones concedidas en las leyes de Indias; existían im- 
puestos sobre casas de comercio, alcabalas o sea un tan-- 
to por ciento que recogía el fiseo en todo contrato de 
compra-venta o permuta, derechos de registro, diezmos 
o un tanto por ciento sobre el valor de las mercaderías 
que entraban y salían de la colonia, annatas y medias 
annatas o derechos sobre los primeros beneficios de to- 
do empleo laico o. eclesiástico, mesadas o prebendas 


(1) Manual de Ciencia de la Hacienda; tomo 1y pag iTA 
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eclesiásticas, etc. Decretado el comercio libre y pro- 
ducida la emancipación, los derechos aduaneros empe- 
zaron a constituir las principales entradas de los go- 
biernos patrios, y luego, sucesivamente, a medida que 
las necesidades del Estado lo fueron requiriendo, se 
crearon por distintas leyes y decretos los impuestos 
que serían los embriones de los actuales, como la con- 
tribución directa, las patentes y los sellos. Al mismo 
tiempo, se suprimían los antiguos tributos coloniales 
recurriéndose en circunstancias extraordinarias a las 
capitaciones o contribuciones forzosas sobre los espa- 
ñoles y criollos realistas. 

Los impuestos mencionados fueron casi siempre pro- 
vinciales exceptuando las rentas de correos y de adua- 
nas declaradas nacionales en 1826, aunque al sobrevenir 
la disolución nacional volvieron a ser provinciales hasta 
el año 1853 en que se dictó la Constitución. El ar-. 
tículo 4. de la misma, conjuntamente con los incisos 
1.9, 2.2, 3. 4.2 y 13. del artículo 67 y los artículos 
104 y 108 organizan el sistema rentístico argentino, al 
que podemos subdividirlo en nacional, provincial y mu- 
nicipal, de acuerdo al régimen federativo adoptado por 
la Nación (art. 1.) y a la necesidad de que las provin- 
clas aseguren su régimen municipal (art. 5.2). Los re- 
cursos que corresponden a la Nación y a las provincias 
están deslindados en los citados artículos constitucio- 
males y en cuanto a los municipales, están marcados en 
las leyes orgánicas de las municipalidades de cada pro- 
vincia. Ahora bien: el deslinde que mencionamos no 
está hecho de la manera clara que sería de desearse en 
materia tan delicada, de manera que una misma materia 
impositiva se encuentra a veces gravada al mismo tiem- 
po por la Nación y por las provincias con el consiguiente 
perjuicio para las dos entidades políticas mencionadas 
y para el contribuyente. Por otra parte, las constitucio- 
nes de las provincias omiten por lo general la enumera- 
ción de las facultades impositivas de las mismas, deján- 
dlolas al azar de las resoluciones de los cuerpos legislati- 
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vos y como las atribuciones de las municipalidades en 
esta materia están, como dejamos dicho, consignadas 
en las leyes orgánicas, son frecuentes también los con- 
flietos por cuestiones de impuestos entre las provincias 
y los municipios. 


1. — EL IMPUESTO 


Si examináramos el impuesto como fenómeno histó- 
rico y general diríamos que consiste en el constreñimien- 
to del poder político sobre los contribuyentes con el 
objeto de proporcionarse recursos. Tal ha sido el con- 
cepto del impuesto en su origen y tal es hoy día en los 
países en que aún reinan los regímenes absolutos y des- 
póticos. Su misma etimología nos lo demuestra; impues- 
to viene del verbo «imponere», que significa poner 
carga u obligación. Este concepto del impuesto no exl- 
ge especiales requisitos ni para su creación ni en su 
fin; la única condición que se requiere es que sea una 
imposición de la potestad política. 

Pero esta idea primaria del impuesto se desvanece a 
fuerza de hacerse concreta en las sociedades modernas 
y esto, que parece una paradoja, no es más que la rea- 
lidad. Se desvanece en el sentido de que el concepto 
actual del impuesto es otro, desde que exige requisitos 
fundamentales para que pueda existir en el carácter 
de tal: en su creación, al requerir el consentimiento de 
los representantes del pueblo y en su fin, puesto que 
el destino de su producido debe servir para sufragar 
los gastos públicos. Se concreta, porque si ha variado 
en el curso de los tiempos la idea primitiva del impues- 
to, éso no impide que haya conservado algo que cons- 
tituye su esencia, esto es, la de una imposición ejerci- 
da por el poder público sobre los habitantes de un 
país. S1 es cierto que entre la exacción arbitraria e in- 
justa del publicano de Roma y el impuesto constitu- 
cional recabado para llenar necesidades legítimas del 
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Estado hay un abismo, no es posible negar tampoco la 
relación de continuidad que existe entre ambos. 

Esta evolución del concepto del impuesto ha sido el 
fruto de las luchas de los nobles contra el poder dis- 
erecional y arbitrario de los monarcas, primero, y lue- 
go, del triunfo de las ideas democráticas. Los barones 
ingleses imponiendo a Juan Sin Tierra la Carta Magna 
aseguraron una primera conquista al proclamar que el 
soberano no podría imponer otros tributos que los vo- 
tados por el Parlamento. (1) La Revolución Francesa 
arrasando con el derecho divino de los reyes, suprimió 
lo arbitrario en el destino de los recursos provenientes 
del impuesto creando la responsabilidad de los que 
ejercitan la potestad política. 

A las ideas de coacción y de su fin, consistente en 
ser aplicados a los servicios públicos, debemos agregar 
una tercera, saber, de que estos servicios sean indivi- 


(1) Desde entonces data el célebre aforismo de que sin representa- 
ción no hay impuesto, '*'pas de répresentation, pas d'impót'”. La dis- 
posición impuesta al rey Juan en la Carta Magna (1215) expresaba: 
“*No se establecerá en nuestro reino auxilio ni ““scutage'” alguno sin el 
consentimiento de nuestro común consejo del reino, a no ser que se des- 
tinen al rescate de nuestra persona, o para armar caballero a nuestro 
hijo primogénito, o bien para casar por una sola vez a nuestra hija pri- 
mogénita; y aun en estos casos el impuesto o auxilio habrá de ser mo- 
derado*”. (Art. 14). — Esta cláusula ha sido reproducida en Inglaterra 
en diversas ocasiones; así, el Estatuto de **“Tallaggio non concedendo”” 
(1297), (reinado de Eduardo 1) estableció: '“No se impondrá ni cobrará 
contribución alguna por Nos ni por nuestros herederos en nuestro reino, 
sin haber obtenido el consentimiento de los arzobispos, obispos, condes, 
barones, caballeros, pueblo y demás hombres del país”'; en la ''“Peti- 
ción de Derechos'? de 1628 se manifestaba: ''Se suplica humildemente 
a vuestra muy excelente majestad que nadie, en lo sucesivo, sea obligado 
a hacer algún don gratuíto, ningún préstamo de dinero, ningún presente 
voluntario, ni a pagar ninguna tasa o impuesto cualquiera sin el con- 
. 3ntimiento común dado por ley del Parlamento; y en el “'Bill de De- 
xechos**, de 1869, los lores espirituales y temporales y los individuos 
de la Cámara de los Comunes, reunidos y constituyendo plena y libre- 
mente el cuerpo representativo de la Nación, declararon '“'“ilegal toda 
cobranza de impuestos para la corona sin el consentimiento del Parla- 
mento, por un tiempo más largo y de otra manera de aquéllo que es o 
será consentido por el Parlamento””. 
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sibles, es decir, de una naturaleza tal, que sea 1mposi- 
ble averiguar desde un punto de vista individual la co- 
rrelación existente entre el servicio de que beneficia el 
contribuyente y la cuota en dinero que entrega. Este 
tercer elemento que concurre a caracterizar el impues- 
to moderno y que es una consecuencia de la diversifi- 
cación de las antiguas regalías, tiene la mayor impor- 
tancia en lo que se refiere a la medida o criterio que ha 
de adoptarse para graduar el gravamen al ser aplicado 
a los sujetos impositivos. De acuerdo con él, es menes- 
ter rechazar la teoría de que los impuestos que abonan 
los habitantes de un Estado sean el equivalente exacto 
de los servicios que éste les proporcione, por lo que 
se hace necesario buscar otra norma que presida la 
distribución del impuesto. Hoy se acepta generalmente 
que ella ha de ser la de la capacidad de prestación en re- 
lación con la riqueza poseída, pero las opiniones difie- 
ren respecto a la forma en que se debe entender dicha 
capacidad; así, se ha dicho que ella se traduce por el 
patrimonio, por la fortuna, por el producto, por los 
consumos, o bien, por la renta. i 

Por fin, a estos requisitos esenciales que hoy se exi- 
gen del impuesto, es menester agregar otros de orden 
secundario; así por ejemplo, la imposición era antes 
con frecuencia persónal o en especie; ahora, en las so- 
ciedades civilizadas, lo es sólo en dinero (1). 

Los elementos que hemos analizado nos conducen a 
la definición del impuesto, tal como existe en la actua- 
lidad. Wagner dice que debe entenderse por impues- 
tos a las cargas públicas o censos exigidos a las orga- 
nizaciones privadas de acuerdo a bases y escalas gene- 
rales, como contribuciones obligatorias para cubrir los 
gastos públicos generales (2). Flora establece que el im- 


(1) En los países gobernados democráticamente, los impuestos requie- 
ren además, otras cualidades, que si no atañen a la esencia de los mismos 
son indispensables desde el punto de vista legal. Tales son el requisito 
de la igualdad del impuesto y el de la limitación de su monto, para evitar 
la confiscación de la propiedad privada. 

(2) Science des finances; tomo II, pág. 109. 


EL RÉGIMEN IMPOSITIVO ARGENTINO 25 


puesto es la cuota individual del coste de producción de 
los servicios públicos requeridos de modo indistinto e 
indivisible por toda la población, o por grande e inde- 
terminada parte de ella, y coactivamente detraída por 
los entes públicos territoriales o institucionales sobre 
la riqueza de todos sus miembros (1). Estas definicio- 
nes, a pesar de su bondad, creemos que son en exceso 
descriptivas. Un concepto sintético del impuesto es el 
que da el Dr. Terry en sus Conferencias de Finanzas, 
cuando dice: «el impuesto es la cuota parte en dinero 
que el poder público obtiene del contribuyente, en vir- 
tud de una ley, debiendo ser aplicada a las necesidades 
de los servicios públicos» (pág. 206). in embargo, es 
una definición deficiente, sobre todo, porque engloba 
en la misma tanto a los impuestos como a las tasas. 

Por nuestra parte, adoptamos la siguiente: el im- 
puesto es la cuota parte en dinero que el poder público 
exige legalmente a los particulares para llenar las ne- 
cesidades de los servicios públicos de carácter indivi- 
sible. 


(1) Op. citada; tomo Il, pág. 296. 


XA 
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SECCION 2* 


LA REFORMA DEL REGIMEN IMPOSITIVO 
ARGENTINO 


I. — DIVERSOS ASPECTOS DE LA REFORMA 


Como todos los países nuevos que consolidaron su 
organización política después de una larga serie de 
guerras exteriores y de luchas internas, la Argentina 
posee un sistema primitivo de tributos nacidos al azar 
de las necesidades y de las circunstancias. Reposa él, 
principalmente, sobre los impuestos indirectos, pues 
la principales entradas del fisco están constituídas por 
los derechos aduaneros y por los impuestos internos; 
los impuestos que le siguen en orden de importancia 
son los directos, es decir, la contribución territorial y 
las patentes, pero, como no son generales sino aplica- 
bles solamente a la Capital Federal y a los Territorios 
Nacionales su producto es muy reducido en compara- 
ción con los indirectos. Otros impuestos que deben 
mencionarse es el de sellos y el gravamen a las suce- 
siones, aunque el producto íntegro de este último es 
destinado a sufragar los gastos de instrucción pública. 

El régimen impositivo argentino carece de todo plan 
científico y de todo principio de organización. Domina 
en él un concepto puramente elemental y empírico, el 
de obtener dinero, pero aún éste no se lleva eficazmen- 
te a la práctica, ya sea por la mala aplicación de los 
impuestos o por la deficiente organización de las ta- 
rifas, como pasa con los derechos aduaneros; de ma- 
nera que se obtiene un rendimiento inferior al que ló- 
gvicamente deberían dar. | 

Es por ésto que al proyectar su reforma se lo deba 
hacer contemplando todos los aspectos del problema, 
ya que en la adopción de las medidas que los satisfa- 
cen, se hace residir la bondad de un sistema impositi- 
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vo moderno. Dichos aspectos están constituídos por el 
fiscal, el económico, el científico, el social y el legal. 
Los analizaremos sucesivamente. 


1. — Aspecto fiscal 


La necesidad de la reforma desde el punto de vista 
fiscal se refiere, más que todo, a la mayor productivi- 
dad que debe caracterizar a los futuros impuestos para 
hacer frente a los gastos siempre crecientes de la Ad- 
ministración. Los excesivos gastos públicos han traído 
en la República esta doble consecuencia : desequilibrio 
en los presupuestos y aumento de la deuda pública, 
siendo. ésta la consecuencia directa de aquélla. El es- 
tablecimiento de impuestos productivos es uno de los 
remedios de esta situación, pero no el único, como lo 
veremos a continuación: 


El crecimiento de los gastos públicos 


Ante todo, estableceremos algunas ideas generales 
sobre los gastos públicos. El Estado, cuyo fin es la con- 
servación de la comunidad y su progreso indefinido, 
tiene necesidades que llenar para cumplir con su mi- 
sión, y por lo tanto, tiene que realizar gastos. De aquí 
su analogía aparente con el individuo, pues ambos tie- 
nen la necesidad imperiosa de efectuar ciertas eroga- 
ciones para mantener su existencia. Pero el individuo 
llena sus necesidades con sus propios recursos, o a lo 
menos, así se supone, mientras que el Estado, dado que 
lo absorbe el cumplimiento de su télesis, necesita que 
le suministre los recursos la sociedad a quien sirve. Es 
por ésto que, mientras el individuo puede elevar el 
monto de sus gastos hasta donde llega el índice de su 
productividad, el Estado sólo debe hacerlo hasta don- 


SA 
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de llega el límite exigido por el cumplimiento de sus 
fines. : 

Se ha definido a los gastos públicos diciendo que son 
aquéllos que se hacen por autoridades competentes pa- 
ra llenar los fines del consorcio político, o sea del Ls- 
tado. Ahora bien, dentro de la frase «fines del Esta- 
do» caben multitud de conceptos; el entendimiento de 
la expresión, así como su alcance comprensivo, depen- 
de de los distintos puntos de vista en que nos coloque- 
mos al considerar las funciones del Estado, ya que pen- 
semos que ellas se refieren a la simple seguridad in- 
terna y externa o ya en el extremo, de que ella com- 
prenda también funciones económicas de muy distinto 
orden. De la idea del Estado gendarme a la del Estado 
providencia hay un abismo, una graduación infinita 
que va desde el liberalismo de la escuela clásica en 
economía política con su «laissez faire, laissez passer», 
hasta la concepción colectivista en que el Estado se ha- 
ce dueño de todas las fuentes de producción, pasando 
por las numerosas escuelas intermedias. No es nuestro 
propósito entrar en el estudio de cada una de estas 
escuelas; solo diremos que la actual concepción del Es. 
tado moderno tal como existe en los principales países, 
comprende fines de muy distinto orden y muy diver- 
sos, que no es posible encasillarlos en una escuela deter- 
minada pero en el cual se manifiesta un gradual en- 
sanchamiento de sus funciones. 

Esto ha conducido a que el fenómeno del crecimiento 
progresivo de los gastos públicos adquiera los caracte- 
res de un hecho universal. Sin embargo, se señalan 
también otras causas de importancia, a saber: aumen- 
to en el precio de las cosas y de los servicios; menor 
poder adquisitivo de la moneda; aumento de la deuda 
pública; aumento de los gastos de guerra y marina, 
pudiéndose indicar para la República, causas de otro 
orden como ser el rápido crecimiento de la población 
y la defectuosa administración. 

Ahora bien; la suma total de los gastos públicos na- 
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cionales, provinciales y municipales de nuestro país, 
se calcula que ha ascendido en 1923 alrededor de los 
1.100 millones de pesos moneda nacional. En los últi- 
mos 20 años dichos gastos han estado en constante pro- 
gresión, salvo raras excepciones, como se puede ver en 
el cuadro que damos a continuación: 


Años Millones de $ 7% Años Millones de $ 
1904 2597 1914 669 
1905 330 1915 631 
1906 312 1916 604 
1907 315 1917 612 
1908 2392 1918 639 
1909 991 1919 680 
1910 . 604 1920 770 
1911 644 1921 850 
1912 656 1922 a 
1913 670 1923 1100 (calculado) 


Este aumento extraordinario de los gastos públicos 
se ha realizado sin contar con los recursos necesarios 
para hacerles frente en su totalidad, de lo que ha sur- 
gido como una consecuencia necesaria el desequilibrio 
de los presupuestos y el déficit. 

Así, en el orden nacional, la diferencia entre los re- 
cursos generales calculados y los recaudados, sin con- 
tar los provenientes del crédito, en cada uno de los 
ejercicios financieros entre 1909 y 1922, ha sido la si- 
guiente: 


1909 $" 85.741.300 1916 $ Y 123.332.483 
1910  ,, 103.886.505 1917 4d 078.097 
1911  ,, 106.024.723 1918 , 94.412.193 
A. 46.613.325 1919 , 18.294.380 
1... 33.986.628 1920 , 35.408.767 
1914 ,, 140.000.348 1921 ,, 94.267.669 


1915 ,, 148.174.072 1929: 000179994.800 


O 
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Estos déficits sucesivos fueron en eran parte la cau- 
sa del aumento de la deuda pública. De acuerdo a un 
informe publicado por la Dirección de Estadística, la 
deuda pública de todo el país, tanto consolidada como 
flotante y exigible, de la Nación, la provincias y las 
municipalidades era, a fines de 1923, de tres mil millo- 
nes de pesos moneda nacional. 

El crecimiento paulatino de la deuda pública nacio- 
nal puede verse en el siguiente cuadro: 


1909 AS oro 44006 +00) 
LO O OPA 
E li 
1 IA OI 
VE SO MIOS 
1 A A OS O 
11 AR 
1016 A IO e e O OA 
A A 
AO A A A O 
LA A O O 
E A A Or O e 
E ar 
10 A A ORO O 


Lo que es sobre todo el resultado del déficit conse- 
cutivo de los últimos ocho años es la creación de la, 
enorme deuda flotante que en la actualidad llega alre- 
dedor de la suma de 1.100 millones de pesos y que ha 
dado motivo a gruesas emisiones de títulos para col- 
marla en parte. La deuda flotante gravita sobre el pre- 
supuesto de la República como una obligación sin pla- 
zo que puede llegar a hacerse efectiva inmediatamen- 


te, 0 a corto término, y por lo tanto, exigible en su in- 
tegridad. 
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Esta situación eminentemente perjudicial para el 
país y especialmente para las finanzas públicas, ha he- 
cho de que se trate empeñosamente de hallar remedio 
al mal, buscando el equilibrio de los presupuestos y 
suprimiendo con ello una causa permanente de endeu- 
damiento. Ahora bien, el equilibrio de un presupuesto 
se puede obtener de dos formas, según que se disminu- 
ya el peso de uno de los platillos de la balanza o que 
se aumente el del platillo contrario; es decir, o bien que 
se trate de conseguirlo por la reducción de los gastos, 
esto es, por la economía, o bien, por el aumento de los 
recursos. Claro es que se aumentará la eficacia si se 
utilizan a la vez ambos temperamentos. 

En cuanto a la primera solución, es decir, a la de las 
economías en los gastos públicos, debe comenzar por 
la detención en la progresión de los gastos, eliminando, 
luego, todos aquellos que tengan un carácter superfluo 
o fastuoso, que si bien contribuyen a darle brillo a una 
Nación y a los mandatarios que los realizaron, no re- 
portan una utilidad directa para la comunidad, tales 
como las grandes obras de embellecimiento edilicio, las 
elevadas remuneraciones a colocaciones de representa- 
ción, el aumento excesivo de la burocracia. Una eco- 
nomía en esta forma, no solo importa el buen sentido 
introducido en la Administración Pública, sino tam- 
bién la sencillez y severidad que deben ser una norma 
para los gobiernos republicanos. 

Pero la economía debe ir más allá cuando de la mo- 
deración en los gastos públicos depende la suerte mis- 
ma del país. Se impone entonces no solamente una de- 
tención en su progresión sino también una acción di- 
recta que ataque de raíz al mal; no solamente deben 
evitarse entonces los gastos superfluos sino también 
muchos de los denominados útiles, pues la extrema elas- 
ticidad del concepto de lo útil hace que ciertos gastos 
rubricados en esa forma se aleje mucho de lo que se 
entiende por indispensable. La economía significaría 
entonces, la organización extricta de las diversas ra- 
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mas de la Administración bajo una base mínima de 
gastos siempre que sea sin perjuicio de su eficiencia 
y de la equidad en las remuneraciones; la supresión 
de las reparticiones que no respondan a los sacrificios 
que se hagan para mantenerlas y la desaparición de 
aquellos empleos que no rindan una labor realmente 
útil; la duración de la labor diaria bajo una base ma- 
yor de la que existe en la actualidad para las oficinas 
nacionales, provinciales y municipales. 

El segundo temperamento que indicábamos para que 
conjuntamente con el que acabamos de referinos con- 
tribuyan a remediar la situación financiera del país, 
es el que se refiere al aumento de los recursos, y es el 
que se relaciona propiamente con el aspecto fiscal de 
la reforma impositiva, ya que la única fuente capaz de 
proporeionarlos actualmente en forma amplia es el im- 
puesto. 

Ahora bien, para el aumento de los recursos prove- 
nientes del impuesto pueden adoptarse dos soluciones: 
o bien la creación de nuevos impuestos manteniendo los 
antiguos, o bien la selección de un número limitado, 
que por poseer condiciones especiales, permita esperar 
de ellos un gran rendimiento. Como la multiplicación 
indefinida de los tributos es contraria a un buen régi- 
men impositivo por su superposición sobre la misma 
materia impositiva y por su elevado costo de percep- 
ción, debemos optar por la segunda solución esbozada. 

Es por su gran productividad que vamos a propiciar 
en nuestro país el establecimiento del impuesto sobre la 
renta y la reorganización del impuesto a las sucesiones. 
Del impuesto a la renta, algunos países han hecho una 
de sus principales fuentes de recursos; así, por ejemplo, 
Inglaterra, que obtuvo en el ejercicio de 1923-24, 330 
millones de libras esterlinas; Estados Unidos, que lo 
implantó por primera vez en 1863 por los Estados Con- 
federados y luego en 1894, habiéndose convertido hoy 
en uno de los puntales más firmes de sus finanzas; 
Francia, que habiéndolo establecido en 1913, da más 
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de 3.000 millones de francus por año. En la República 
tenemos dos impuestos que se caracterizan por su pre- 
duectividad: tales son los derechos aduaneros y los im- 
puestos internos, cuyo producido se calcula para 1923 
en $ 274.170.000 y $ 100.000.000 respectivamente. Esta 
circunstancia es la que nos lleva a abogar por el man- 
tenimiento de estos impuestos indirectos a pesar de los 
inconvenientes inherentes a su condición de tales, y 
hasta tanto que el suficiente desarrollo de los grandes 
impuestos directos que se proyectan no haga posible 
su reducción paulatina. 

El aspecto fiscal de la reforma requiere otra cuali- 
dad en los impuestos: la elasticidad. En efecto: es ne- 
cesario contemplar no solamente la situación normal de 
un país:sino también la posibilidad de una extraordi- 
naria, como por ejemplo, una guerra que exija grandes 
erogaciones. Un impuesto es elástico cuando permite 
por un simple recargo de la tarifa, por un leve aumente 
de la tasa, obtener abundantes recursos suplementarios. 
Esta cualidad la tiene en alto grado el impuesto a la 
renta; en Inglaterra se había calculado en 1906 que 
cada penique de aumento del ““income tax”? aseguraba 
al fisco una entrada de más de dos millones quinientas 
mil libras esterlinas y durante la pasada guerra le per- 
mitió hacer frente en forma cómoda a los gastos ex- 
traordinarios que se produjeron. En cambio, los im- 
puestos al consumo son inelásticos por excelencia: lle- 
gado í£ un cierto límite no se puede aumentar la tasa 
so pena de restringirlo y de disminuir la renta; esto 
lo hemos observado en nuestro país con los derechos 
aduaneros: cuando sobreviene una época de importa- 
ciones reducidas merman en seguida las entradas fis- 
cales, cireunstancia ésta que muestra el inconveniente 
que existe en hacer reposar las finanzas nacionales so- 
bre los mismos. 


Régimen, 3 


Su 
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2. — Aspecto económico. 


La reforma tributaria teniendo en consideración a la 
economía general del país nos obliga al estudio de dos 
problemas: el que se refiere al fomento de la industria 
nacional por medio de los derechos protectores de 
aduana y el que se refiere a los diversos elementos que 
se deben tener en cuenta a fin de que los gravámenes no 
traben la prosperidad y desarrollo de la producción, la 
industria y el comercio del país. 

Los examinaremos sucesivamente: 


A).—Derechos aduaneros protectores: 


Todas las civilizaciones que se han sucedido en el 
transcurso de los siglos han tenido un rasgo caracte- 
rístico: así, en la romana fué la guerra, en la árabe la 
religión; de igual modo podemos decir que en la nues- 
tra lo es la industria. El hecho de que la civilización 
actual sea industrial se ve en la circunstancia de que 
los países más ricos y poderosos sean industriales: lo 
son Inglatera, Estados Unidos, Francia y Alemania. 
Otro de los resultados de esta era de la industria es 
la de que el trabajo técnico sea el más remunerado y 
que por lo tanto el nivel de vida en esos países sea su- 
perior. 

Todos los países aspiran, pues, al mismo objetivo, es 
decir, a convertirse en Estados industriales los que no 
lo son y en acrecentar su industria los otros. Nuestro 
país se encuentra en el primer caso: no hemos salido 
aún del período agrícola-ganadero y si bien es cierto 
que bajo la presión de las necesidades nuestra indus- 
tria obtuvo algún desarrollo durante la gran guerra, 
es todavía de escasa importancia. Esta deficiencia en 
el orden industrial ha sido una de las causas de la 
erisis por que ha pasado el país últimamente: en efecto, 
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mientras que el valor de nuestros productos de expor- 
tación quedaba estacionario con relación a los precios 
de la ante-guerra, nuestros artículos de importación 
consistentes en su mayoría en objetos manufacturados, 
duplicaban su valor. 

De aquí que el incremento de la industria nacional 
sea en el día el objetivo cardinal de nuestros economis- 
tas, de nuestros financistas y de nuestros hombres de 
negocios, a fin de alcanzar dos resultados que se juz- 
gan indispensables: que el país pueda disminuir las 
importaciones para restablecer el equilibrio de la ba- 
lanza de comercio, y de que, en un momento dado de 
grandes perturbaciones, como ser una guerra, no quede 
despojado por completo de los productos industriales 
necesarios para su vida. Claro es que el hecho de que 
un país sea agrícola o industrial depende en mucho de 
cireunstancias de orden geográfico, demográfico y 
hasta histórico, y que en la transformación del primer 
estado en el segundo entra en gran parte la obra del 
tiempo; sin embargo, consideramos que es lícito acele- 
rar un proceso por el que han pasado todos los países. 
Diversidad de medidas se han propuesto para llegar al 
objetivo expresado, pero la que ha primado ha sido la 
protección a la industria nacional por medio del re- 
cargo de los derechos de aduana convertidos en protec- 
tores. 

Ahora bien: nuestro régimen aduanero es eminente- 
mente fiscal salvo raras excepciones, como ser la pro- 
tección al azúcar, etc., y se trata de convertirlo en un 
instrumento de protección a la industria del país, lo 
que tendría efectos económicos de la más alta impor- 
tancia como ser el equilibrio de la balanza de pagos 
por la disminución de las importaciones, tendiendo por 
lo tanto a la valorización del peso argentino. La ter- 
cera Comisión Asesora del Gobierno en el estudio del 
Tégimen impositivo para 1923 había proyectado esta- 
blecer con este fin, cuatro categorías de las mercade- 
rías importadas para aplicarles distintos derechos 
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aduaneros, en la siguiente forma: 1. Materias primas: 
necesarias para las industrias nacionales, así como el 
hierro y el carbón: exención de derechos o, a lo más, 
uno pequeño con fines fiscales hasta el cinco por ciento; 
2. Mercaderías que no hagan competencia a las produ- 
cidas en el país: 25 0/0; 3. Mercaderías que puedan 
competir con los productos de la industria nacional: 
50 o/o; 4. Mercaderías que hagan competencia a los 
productos típicos del país, como ser la harina, o de 
lujo cuya importación sea indeseable: 80 o/o. 

El criterio propuesto parecería racional y de acuerdo 
con lo que hemos dieho, pero no lo es si examinamos. 
sus posibles efectos sobre el desarrollo industrial que 
se trata de fomentar y más bien puede dar un re- 
sultado contrario al que se quiere lograr. En efecto, 
una protección moderada es indiscutible cuando se 
trata de industrias de fácil adaptación y arraigo en el 
país; ella se impone durante los primeros años de des- 
arrollo de la misma a fin de contrarrestar la competen- 
cia desastrosa del extranjero que recurre muy a me- 
nudo al conocido procedimiento del «dumping». Pero 
pasados estos primeros años del crecimiento, la protec- 
ción se torna perjudicial porque si la industria no con- 
sigue entonces mantenerse en pie por sus propios me- 
dios quiere decir que es una industria sin base en el 
país, y por lo tanto, los derechos protectores sólo al- 
canzarán a darle una vida artificial y precaria. Prote- 
ger industrias que no están destinadas por la economía. 
del país a tener una vida perdurable es un error que 
acarrea consecuencias perjudiciales de distinto orden: 
en primer lugar se obligará al consumidor a pagar caro: 
el artículo, pues el costo de producción quedará recar- 
gado con el importe de los derechos aduaneros o poco 
menos, y por otra parte, el consumidor obtendrá un 
producto inferior por la deficiencia de los procedimien- 
tos técnicos; en segundo lugar, la industria misma ten- 
drá en su desenvolvimiento un resultado contraprodu- 
cente, pues el fabricante ni se preocupará de bajar el 
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«costo de producción haciendo economías ni de perfec- 
cionar sus productos, y en vez de progresar la indus- 
tria se mantendrá estacionaria. Si por un momento se 
le quitaran los derechos protectores su derrumbe sería 
inevitable. 

Protegiendo en cambio en forma moderada las indus- 
trias adaptables a la economía nacional el resultado 
será otro, pues en un porvenir más o menos próximo 
estarán en condiciones de resistir la competencia ex- 
tranjera en igualdad de condiciones, entrando así el 
país en la transición necesaria para llegar a ser un Es- 
tado industrial. Cómo debe ser llevada a la práctica 
será materia de estudio al tratar en especial del régi- 
men aduanero. 

B).—Medidas a adoptar a fin de que los gravámenes no 
traben la prosperidad y desarrollo de la producción, 
del comercio y de la industria: 


Son ellas de muy distinto orden y como nos ocupare- 
mos de las mismas al estudiar cada impuesto y su re- 
percusión en la economía del país, nos limitaremos 
ahora a enunciar a algunas por vía de ejemplo. Una 
€s la que se refiere a la necesidad de suprimir los ae- 
tuales derechos a la exportación que, establecidos en 
un momento difícil para el erario nacional, permanecen 
aún con grave daño para los productos del país, cuya 
desvalorización, provocada por causas externas de con- 
currencia de otras naciones y de reducción del poder 
consumidor de los mercados europeos, tiene que sopor- 
tar también ese factor desfavorable. Otra providencia 
a adoptarse es la relativa a la unificación de los im- 
puestos internos al consumo. El sistema actual signi- 
fica en la práctica una doble y triple imposición repre- 
sentada por el gravamen nacional, el provincial en el 
lugar de producción y, por fin, otra vez el impuesto 
provincial en el lugar de consumo, cuando se trata de 
mercaderías que se producen en una provincia y se con- 
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sumen en otra, y como pasa, por ejemplo, con el vino 
que las provincias andinas remiten a las del litoral. 
La unificación que mencionamos remediaría también 
otra consecuencia de pésimos resultados económicos 
que érea el régimen actual y que es el que se refiere 
al proteccionismo establecido de provincia a provincia, 
creando así verdaderas “aduanas provinciales, que a 
más de ser expresamente prohibidas por la Constitu- 
ción y de haberlas llamado Alberdi «instrumentos de 
atraso y despoblación, producen enormes trabas al eo- 
mercio y a la industria por la complicación emer» 
gente de las medidas administrativas, hacen iluserio el 
proteccionismo respecto de las mercaderías extranjeras 
y crean innumerables obstáculos a la circulación de los 
productos. 

Por fin, el aspecto económico de la reforma imposi- 
tiva requiere que los gravámenes a la producción, al 
comercio y a la industria no sean excesivos. El recargo 
inmoderado de la contribución territorial, de las pa- 
tentes, ete., trae como consecuencia uno de estos dos 
resultados, o bien el aumento del precio de costo de 
los productos o bien la emigración de los capitales al 
extranjero. 


3. — Aspecto científico. 


Un objetivo importante de la reforma impositiva es 
también la selección de aquellos tributos que dentro 
de las clasificaciones establecidas reúnan mejores con- 
diciones desde el punto de vista de la ciencia finan- 
ciera y de los problemas que ésta contempla relativos a 
la incidencia, repercusión y difusión del impuesto. Con 
este fin examinaremos separadamente los impuestos di- 
rectos e indirectos y los impuestos reales y personales. 


A). —Impuestos directos e indirectos : 


Más que en la cireunstancia de que los impuestos dl- 
rectos se pagan «directamente» y de que los indirectos. 
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se abonan «indirectamente», o de que la materia im- 
ponible en los primeros afecta cualidades de perma- 
nencia, durabilidad y continuidad de que carecen los 
segundos, creemos que la diferencia entre ambas espe- 
cies de impuestos reside en el hecho de que en los pri- 
meros el «objeto» del impuesto se confunde con su 
«fuente» o a lo menos se le aproxima, mientras que en 
los segundos no. En el impuesto a la renta, por ejem- 
plo, la renta es al mismo tiempo el objeto y la fuente 
del impuesto, mientras que en los impuestos al consu- 
mo, el objeto está representado por la mercadería gra- 
vada mientras que la fuente lo está, por lo general, por 
la renta del consumidor. 

Por otra parte, en los impuestos direetos, especial- 
mente en los del tipo de los personales de que luego 
hablaremos, la repercusión no se efectúa en forma per- 
ceptible aunque sí en parte en los del tipo de los rea- 
les; en cambio, en los impuestos indirectos, la repercu- 
sión se efectúa casi en forma absoluta aunque ate- 
nuada en parte por la ley de la oferta y de la demanda 
y por el fenómeno de la difusión del impuesto. 

Ahora bien: la repercusión del impuesto, la ley de la 
oferta y de la demanda, y la difusión de aquél, son he- 
chos en extremo aleatorios, sujetos a mil contingencias, 
que no están sometidos a ningún control de orden cien- 
tífico, cireunstancia que impide conocer y constatar 
con precisión el sujeto real que se grava en los impues- 
tos indirectos. Se conoce, es cierto, el sujeto legal, es de- 
cir aquél que la ley señala a los efectos de la recauda- 
ción del impuesto, pero se ignora, o a lo menos sólo se 
presume de una manera imperfecta, quien es aquél que 
realmente debe pagarlo y que experimenta con ese mo- 
tivo una disminución de su renta, ya sea procedente del 
trabajo, del capital o ya sea mixta. En una palabra, se 
conoce la incidencia legal del impuesto pero no su in- 
cidencia efectiva al decir de Stourm. 

Esta ignorancia, esta situación de duda acerca de 
quien es el verdadero sujeto en los impuestos indiree- 
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tos, sobre quien recae en último término el gravamen, 
es la falla que encontramos a los mismos desde el punto 
de vista científico. En efecto, la ciencia requiere la cer- 
tidumbre, la seguridad, el conocimiento exacto, o por 
lo menos con una gran aproximación, acerca de aquél 
a quien va a alcanzar la carga tributaria, a fin de arre- 
glar ésta a su capacidad contributiva, de no exigirle 
más allá de aquello que lógicamente pueda dar, de no 
imponer en una forma tal que frustre toda tentativa 
de trabajo y de empresa. 

Los impuestos directos no poseen en tan alto grado 
los inconvenientes de orden científico que hemos es- 
bozado y podemos decir que los pertenecientes al tipo 
de los personales carecen de ellos en absoluto. De aquí 
la importancia que tiene la introducción en nuestro sis- 
tema impositivo de los gravámenes mencionados, los 
que vendrían a atenuar las consecuencias que resultan 
de la preponderancia excesiva que tienen en el mismo 
los impuestos internos al consumo y los derechos adua- 
neros. 


B).—Impuestos reales y personales : 


Dijimos que la característica de los impuestos direc- 
tos era la de que gravaban la riqueza en sus fuentes; 
ahora bien: esta imposición puede hacerse «objetiva- 
mente», haciendo abstracción del sujeto sobre el que 
incide la carga tributaria y teniendo sólo en cuenta la 
riqueza, independientemente de toda otra considera- 
ción, O bien «subjetivamente», es decir, contemplando 
ante todo la posición del sujeto impositivo y gravando 
la riqueza supeditada o condicionada a la capacidad. 
contributiva del mismo. Cuando la imposición se hace 
en la primera forma tenemos el tipo de los impuestos 
reales; cuando se efectúa en la segunda tenemos el de 
los personales. 

Como se ve, el sentido de la denominación de «im- 
puestos personales» lo es en el de oposición a «reales», 


EL RÉGIMEN IMPOSITIVO ARGENTINO 41 


distando del concepto que existía antes de la Revolu- 
ción Francesa cuando el impuesto personal significaba 
el constreñimiento de los contribuyentes para la reali- 
zación de ciertos trabajos materiales en favor del rey 
o del señor. 


El impuesto real grava a la riqueza de una manera 
uniforme y proporcional, independientemente del cono- 
cimiento del poseedor de la misma y sin tener en cuenta 
de que éste sea más o menos rico por tener o no entra- 
das de otros órdenes. El impuesto personal, en cambio, 
averigua la capacidad contributiva del sujeto imposi- 
tivo, respetando una base necesaria para la vida fisio- 
lógica y social, para la educación de los hijos, para la 
reserva en caso de enfermedad, etc., haciendo redue- 
ciones en el monto del impuesto por concepto de car- 
gas de familia u obligaciones como ser el mantenimien- 
to de mujer, hijos, etc., y grava a la renta en forma 
global y progresiva. El tipo de este impuesto es el 
«emkommensteuer» prusiano, participando de él el «in- 
come tax» inglés perfeccionado en 1910, el sistema de 
impuesto a la renta norteamericano de 1913, el francés 
de las leyes de 1914 y 1917 y el belga de la ley de 1921. 

La ventaja de orden científico que tienen los impues- 
tos personales sobre los reales, ya que la que se refiere 
al aspecto social la estudiaremos luego, es la que se re- 
laciona con la repercusión del impuesto. Ya nos hemos 
referido a los inconvenientes de dicho orden que tie- 
nen los gravámenes que son repercutidos en gran parte 
o en su totalidad y en los que la ley de la oferta y la 
demanda, lo mismo que el fenómeno de la difusión ha- 
cen difícil la determinación de la incidencia efectiva 
del impuesto. Ahora bien: la repercusión, aunque sea 
en parte, se efectúa en nuestros impuestos directos de 
carácter real que son la contribución directa y las pa- 
tentes que gravan la renta normal, sea de la tierra, sea 
de los establecimientos industriales o comerciales. Tra- 
tándose de la contribución territorial se pueden pro- 
ducir dos casos: 1.” Si se efectúa la repercusión lo hace 
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sobre el locatario o aumenta el costo de los productos 
de la tierra; 2. En caso contrario, el capital invertido 
en inmuebles buscará otra colocación o emigrará al ex- 
tranjero. Si se trata de las patentes el resultado será 
análogo: 1.2? Repercutiendo el impuesto se traducirá en 
un aumento del costo de produceión o de venta de las 
mercaderías; 2. Impidiéndolo la oferta y la demanda, 
los capitales y el trabajo buscarán un empleo más pro- 
ductivo. 

Aunque la repercusión y la difusión del impuesto nos 
impide determinar con precisión al verdadero sujeto 
de estos impuestos reales, podemos sin embargo afir- 
mar que en la mayoría de los casos no lo es ni el pro- 
pietario de inmuebles ni el industrial ni el comercian- 
te. De aquí que el impuesto tenga por lo general este 
resultado: o bien aumentar el costo de producción o de 
venta de los productos o bien producir un retraimiento 
de los capitales destinados a la edificación, a la explo- 
tación agrícola-ganadera, a la industria o al comercio. 
En los impuestos personales, en cambio, el sujeto está 
perfectamente delineado, individualizado, puesto que 
se lo grava de acuerdo a su capacidad contributiva y 
no solamente teniendo en cuenta la riqueza que se im- 
pone; para llegar al conocimiento de aquélla ha sido 
necesario, en primer lugar, respetar un mínimo indis- 
pensable para la vida fisiológica y social del sujeto im- 
positivo y de su familia y hacer luego reducciones por 
cargas, obligaciones, etc., del conjunto de su renta. 
Lo que queda es lo que podríamos llamar «renta real 
e imponible», a la que será posible aplicar la progresi- 
vidad de las tasas aunque no la discriminación de sus 
fuentes, lo que es un defecto. Este gravamen, como se 
ve, no afectará a la renta normal del trabajo, del capi- 
tal o de la tierra, y por lo tanto la repercusión no podrá 
efectuarse, no afectando tampoco a la producción, al 
comercio y a la industria desde que el impuesto habrá 
desaparecido como elemento necesario del costo de 
producción. 
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Las consideraciones que preceden nos harán propi- 
ciar a su debido tiempo un impuesto a los réditos en 
forma global y progresiva aunque sobre la base del sis- 
tema cedular y proporcional, adoptando esta última 
por consideraciones de orden práctico y de adaptación 
a nuestro medio. Por eso creemos que se deben man 
tener por ahora los impuestos reales de contribución te- 
rritorial y de patentes, los que, por ser de antigua data 
tienen todas las ventajas que caracteriza a los impues- 
tos antiguos; su abolición debe venir cuando la produe- 
tividad de los grandes impuestos directos a crearse así 
lo permita, sin que corran las provincias el rieseo de 
verse privadas de su principal fuente de recursos. 


4, — Aspecto social 


El aspecto social de la reforma impositiva se refie- 
re, más que todo, a la solución de los problemas que na- 
cen de la distribución del impuesto. En primer lugar: 
¿Con qué criterio debe efectuarse? Evidentemente, no 
puede ser otro que con el de la justicia, pues el imperio 
de ella es uno de los objetivos cardinales de la comu- 
nidad política. El preámbulo de nuestra Constitución 
lo establece: «afianzar la justicia», en lo que está com- 
prendido, por lo tanto, la justicia en las cargas pú- 
blicas. 

Ahora bien: en todos los países democráticos, la 
justicia impositiva se traduce en la igualdad del grava- 
men ante todos los habitantes del país, como dice el ar- 
tículo 16 de nuestra Constitución: «La igualdad es la 
base del impuesto y de las cargas públicas». Para que se 
realice esta igualdad tributaria se exije en los países 
más adelantados, como ser Inglatera, Francia, Estados 
Unidos y Suiza, tres condiciones principales que son 
la progresividad, la personalidad y la discriminación 
de las fuentes de recursos del contribuyente. Las anali- 
zaremos sucesivamente: 
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A). —Progresividad 


Antes de la Revolución Francesa, no todos los habi- 
tantes de un país pagaban impuestos; de las tres cla- 
ses en que se dividía a la sociedad solo pagaba impuestos 
el estado llano quedando exceptuadas las otras dos, es 
decir, la nobleza y el clero. Se consideraba que la pri- 
mera ya contribuía aportando en caso de guerra su 
concurso personal así como el de sus subordinados y 
que la segunda contribuía también llenando una mi- 
sión moral de importancia; el concurso en dinero es- 
taba reservado, pues, al tercer estado. Pero esta situa- 
ción explicable hasta cierto punto en tiempo de gue- 
rra, hacía ver en la paz toda su odiosa arbitrariedad e 
injusticia : la clase más pobre debía contribuir a cubrir 
todas las necesidades del Estado, quedando exceptuadas 
las más ricas. Esta situación fué una de las causas de 
la Revolución Francesa, de manera que, triunfante és- 
ta, se apresuró a destruír este privilegio como lo hi- 
ciera con tantos otros y a declarar la igualdad de los 
ciudadanos ante las cargas públicas, principio que des- 
parramado por todos los países debía convertirse en 
una sólida conquista democrática. 

La igualdad que se proclamaba manifestaba que a 
iguales riquezas debían corresponder iguales tributos, 
y que, variando el dividendo, es decir la riqueza, de- 
bía mantenerse fijo el divisor, o sea la cuota del im- 
puesto: éste era, pues, proporcional. Sin embargo, ha- 
cia mediados del siglo XIX corrientes democráticas 
más fuertes empezaron a hacer variar este concepto 
primario de la igualdad ante el impuesto; en efecto : 
el liberalismo económico comenzaba a ser atacado y se 
abrían paso las doctrinas socialistas con Saint Simón, 
Fourier, etc., y entonces empezó a abogarse por la pro- 
eresividad del impuesto como medio de transformar el 
orden en la distribución de la riqueza, haciéndole ecum- 
plir, pues, fines de orden social. Se mantenía siempre 
la fórmula de que a iguales rqiuezas, igualdad de im- 
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puestos, pero añadiendo, que variando la riqueza o sea 
el dividendo debe variar también la cuota del impues- 
to o sea el divisor. 

Pero dentro de esta doctrina genérica de la progre- 
sividad del impuesto se diseñaban diversos matices res» 
pondiendo a los distintos puntos de vista con que se 
auspiciaba la reforma: 1% Los conservadores que re- 
chazaban de plano la innovación; 2%. Los liberales que 
veían en el impuesto progresivo nada más que una re- 
forma destinada a asegurar mayor justicia en el im- 
puesto; 3%. Los reformistas, para los que el impuesto 
progresivo, aparte de su función financiera, era un me- 
dio también para atenuar las desigualdades sociales, y 
4%. Los que podríamos llamar extremistas, como ser 
comunistas, socialistas, ete., que consideraban a dicho 
impuesto como un arma para modificar la base econó- 
mica de la sociedad e imponiendo una progresión tal 
que conduciría paulatinamente a la creación de la pro- 
piedad colectiva. Los grupos 3%. y 4%. han dado origen 
en tiempos recientes a numerosas doctrinas, entre ellas 
a la del impuesto único de Henry George que partiendo 
de los fisiócratas que creían que era la tierra el regulador 
de todos los valores económicos, piensan que resolvien- 
do el problema de la misma se llega a la solución de 
la cuestión social. De allí parte también la doctrina de 
la progresividad siempre creciente del impuesto sobre 
las sucesiones, en tal forma, que equivalga a una semi- 
confiscación por parte del Estado. 

Creemos, sin embargo, de que el impuesto es un 
medio excesivamente débil y precario para resolver el 
problema trascendental de la cuestión social. En efec- 
to, el impuesto no es más que una pequeña porción de 
la inmensa riqueza colectiva, destinada al sosteni- 
miento de la organización política de la sociedad, y 
comparada con aquélla está en la relación de la parte 
al todo. Dentro pues de la estructura económica total, 
desempeña una función secundaria que deja intactos 
los elementos fundamentales del trabajo, del capital y 
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de la tierra que la forman. Más bien, pensamos que al 
contrario: la transformación económica de la sociedad, 
tendría por resultado la modificación tributaria. 

A pesar de lo manifestado, no es posible negar tam- 
poco en absoluto el fin del impuesto como suavizador 
de ciertas situaciones económicas que tienen un prin- 
cipio de injusticia, pues puede el efecto reaccionar sobre 
la causa y obtener una conquista de orden social. Tal 
sería, por ejemplo, el impuesto al mayor valor de las 
propiedades que han adquirido una valorización re- 
pentina como resultado del progreso de una región de- 
terminada. 

La importancia del impuesto progresivo en el aspec- 
to social de la reforma tributaria está, pues, como ya 
lo dejamos insinuado, en su influencia en la solución 
del problema de la distribución del impuesto y no en 
el orden del reparto de la riqueza. En efecto: el im- 
puesto progresivo importa más justicia en su aplica- 
ción que el proporcional; éste impone la misma tasa 
para cualquier riqueza mientras que aquél la hace va- 
riar de acuerdo a la capacidad contributiva del sujeto 
y a una riqueza mayor aplica una tasa también mayor. 
El impuesto proporcional lo es meramente a la riqueza 
mientras que el progresivo es proporcional a ésta al 
mismo tiempo que a la capacidad contributiva del su- 
jeto. La mayor justicia del impuesto progresivo se pone 
en evidencia si consideramos que el poseedor de 100.000 
pesos tiene una capacidad mayor que mil poseedores 
de cien pesos o que cien poseedores de mil pesos. 

Es, pues, de aconsejarse la implantación del impues- 
to progresivo en la Argentina aunque con base limita- 
da para evitar la confiscación de la riqueza por parte 
del Estado, como ocurriría si la progresión fuera al 
infinito. Ya lo tenemos en el impuesto a las sucesiones, 
el cual se adapta mucho al mismo de igual manera que 
el impuesto global a la renta; en el sistema por cédu- 
las deber ser proporcional lo mismo que en nuestros 
actuales impuestos directos, la contribución territo- 
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rial, las patentes, así como otros impuestos a la pro- 
ducción; sin embargo, en algunas provincias, como ser 
Santa Fe y Entre Ríos, para combatir el latifundio, se' 
han sancionado impuestos progresivos para la contri- 
bución territorial. Creemos que en estos casos la pro- 
gresión no es conveniente, pues recayendo el exceden- 
te sobre una renta normal acarrea perturbaciones de 
orden económico. 

Pero nuestro sistema tributario reposa principalmen- 
te sobre los impuestos al consumo (60 %) mientras que 
los impuestos sobre la riqueza representan solo el 25 
por ciento de las entradas públicas y 15 por ciento los 
sobre la producción, con el agravante de que la estadís- 
tica ha demostrado que los artículos necesarios para 
la vida y “el confort resultan gravados con más del 10 
por ciento de su valor mientras que los que exceden 
de esas necesidades sólo lo están con el 5 por ciento. 
Ahora bien, en estos impuestos al consumo no solamen- 
te es imposible introducir la progresividad sino que la 
proporcionalidad es también discutible. Con razón decía 
el profesor Gastón Jéeze en su conferencia pronunciada 
el 19 de mayo de 1923 en la Facultad de Ciencias Eco- 
nómicas de la Capital Federal: «... Desde que se pro- 
clama el principio de la igualdad ante el impuesto y 
ante las cargas públicas, las contribuciones sobre con- 
sumos pierden en gran parte su utilidad, es decir, la 
de hacer pagar a las clases aristocráticas y privilegia- 
das su proporción de tributos. El consumo, en efecto, 
no es un signo correcto de la renta: es, por el contra- 
rio, un signo muy imperfecto. El consumo depende de 
las cargas de familia, de las costumbres de vida y de 
los gustos individuales. El padre de una familia nume- 
rosa, por ese solo hecho, está gravado más pesadamen- 
te que un celibatario; y el que fuma, el que bebe, o el que 
juega no lo hace por su capacidad económica sino por 
sus hábitos particulares». Agregando luego, que desde 
el punto de vista de la justicia en la repartición de las 
cargas públicas, los impuestos sobre consumos viciosos 
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y perjudiciales no contemplan la equidad financiera 
y más bien son cargas penales, excelentemente dispues- 
tas como medio de restringir el uso de los artículos da- 
ñoses pero de nineún modo fuentes de verdaderos re- 
eursos económicos para el Erario. Ellos prestan tam- 
bién cierta utilidad como impuestos de compensación 
para alcanzar ciertas capacidades financieras, que, eo- 
mo las de los obreros o de las clases menos acomodadas, 
escaparían a la contribución si sólo existieran los im- 
puestos directos sobre la renta o sobre los. capitales. 

Estas últimas consideraciones de M. Jéze y el hecho 
de que los impuestos al consumo formen la mayor pat- 
te de las entradas de la Nación nos obligan a conside- 
rar como necesaria la permanencia de estos impuestos 
en el Cálculo de Recursos. Suprimirlos sería condenar 
a muerte a la Nación, pues como dijo Alberdi hace 60 
años: «Sin rentas no hay gobierno; sin gobierno, sin 
población, sin capitales, no hay Estado». Quizás el por- 
venir haga posible la completa supremacia de los im- 
puestos directos, tal como ocurre en el día en las na- 
ciones más adelantadas, como ser Inglaterra, Estados 
Unidos, Francia y Suiza, pero nuestro país no puede 
prescindir en la actualidad de las circunstancias de he- 
cho concretadas en la necesidad de que el Estado ob- 
tenga abundantes recursos para llenar con eficiencia 
sus fines. 

Mientras tanto, la falta de progresividad de los im- 
puestos indirectos podrá compensarse con el impuesto 
a las sucesiones y con el proyectado a la renta. 


B) —Personalidad 


Al tratar anteriormente del aspecto científico de la 
reforma impositiva hemos establecido la clasificación 
de impuestos reales y de impuestos personales, los que, 
gravando ambos a la riqueza en sus fuentes lo hacen 
los primeros en forma objetiva, es decir haciendo abs- 
tracción del sujeto impositivo y los segundos subjeti- 
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vamente tomando en consideración las situaciones par- 
ticulares de los individuos. 

El impuesto personal considera que la capacidad 
económica del sujeto no la da solamente la cantidad de 
riqueza más o menos grande que posea sino también su 
especial situación dentro de la familia ya sea como hijo, 
padre, etc., teniendo en cuenta los personas que están 
a su cuidado. Es evidente, que, con iguales entradas, 
la capacidad contributiva del soltero es superior a la 
del hombre casado y la del padre de familia inferior al 
del que no lo sea. Considera también la situación de 
acreedor o deudor del sujeto impositivo, porque es evi- 
dente que en este último caso su haber debe considerar- 
se reducido en relación con el importe de las deudas y 
el gravámen sólo debe aplicarse a la cantidad líquida 
que resulte. En definitiva: el impuesto personal no so- 
lamente atiende a las entradas para aplicarlo, sino que 
tiene en cuenta también a las salidas, con lo que tien- 
de a respetar el mínimo necesario para la vida fisioló- 
glea y social del individuo y de su familia y a estable- 
cer el impuesto de acuerdo a las verdaderas facultades 
del contribuyente. 

En la República Argentina no existe actualmente la 
personalidad en el impuesto; la mayor parte de sus 
entradas están formadas por los impuestos al consumo 
y en cuanto a lo directos tienen el carácter de reales. 
De aquí la necesidad de introducir este principio para 
asegurar mayor justicia en la distribución del impuesto 
y lo que empezará a realizarse por la creación del im- 
puesto a la renta y por la reorganización del de las su- 
cesiones. En cuanto al primero, la imposición global 
permitirá implantar la personalidad aunque conser- 
vando también la forma cedularia por las razones que 
luego se expondrán; así, el ante-proyecto de la Comi- 
sión Asesora del Gobierno para el estudio del impuesto 
a la renta en 1923 consignaba, que, sobre el impuesto 
caleulado cada contribuyente tiene derecho a una re- 
ducción sobre la suma a pagar; de 5 por ciento, si tiene 
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una persona a su cargo; del 10 por ciento, si tiene dos; 
de 15 por ciento, si tiene tres; y así sucesivamente has- 
ta un máximo de sesenta por ciento del impuesto. Si el 
contribuyente es casado y vive con su cónyuge tendrá 
derecho a una reducción de 10 por ciento siempre den- 
tro del 60 por ciento como máximo. El anteproyecto 
consigna también diversas deducciones que deben ha- 
cerse de la renta a los fines de su imposición estable- 
ciendo entre ellas los intereses de las deudas que gra- 
vitan sobre cada contribuyente. 


C) —Discriminación de las fuentes de remta 

La justicia impositiva exije también que al averi- 
guar la capacidad contributiva del sujeto se tenga tam- 
bién en cuenta el origen de los recursos del contribu- 
yente, es decir, si se trata de rentas del trabajo, del 
capital o del trabajo asociado al capital, o sea mix- 
tas, lo que está establecido en los países más adelanta- 
dos .Se considera que el carácter de permanencia que 
asumen las rentas provenientes del capital las debe ha- 
cer pasibles de una imposición más elevada que las que 
tienen su origen en el trabajo, las que son siempre más 
aleatorias. En cuanto a las rentas mixtas poseen tam- 
bién en parte el carácter arriesgado de las del trabajo 
y el gravamen, por lo tanto, debe ser también menor 
que el del capital, mediando además una razón econó- 
mica y que es la que se refiere a la necesidad de pres- 
tigiar y fomentar el espíritu de empresa. 

Nuestros impuestos, basados su mayor parte en los. 
que gravan el consumo han hecho casi imposible la dis- 
criminación: más aún, una categoría especial de capi- 
tal, la invertida en valores mobiliarios, ha quedado por 
mucho tiempo exceptuada de todo impuesto, especial- 
mente aquéllos que representan títulos de la deuda pú- 
blica o cédulas hipotecarias. Recién ahora se está tra- 
tando de implantar este impuesto. 

El impuesto a la renta en forma de cédulas es el gra- 
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vamen ideal para obtener la diseriminación de las fuen- 
tes de renta; cada clase especial de réditos: los prove- 
nientes de la propiedad inmobiliaria, de las profesio- 
nes, de los beneficios industriales y de los valores mo- 
biliarios se encuentra gravada con una tasa determi- 
nada teniendo en cuenta la gran clasificación de las 
rentas que hemos mencionado. El inconveniente con- 
siste en que en esta forma no se puede aplicar la per- 
sonalidad del impuesto, aunque se obvia adoptando el 
impuesto cedular combinado con el global sobre los ré- 
ditos: el primero será proporcional aplicando la dis- 
eriminación y el segundo progresivo y personal. Este 
sistema será el que propiciaremos para nuestro país. 


5. — Aspecto legal 


7) 


El aspecto legal o político de la reforma impositiva 
surge como una consecuencia necesaria de nuestro sis- 
tema federal de gobierno. El no existiría en un país 
de forma unitaria, centralizada, como Francia o Chile, 
pero si en países como Estados Unidos, Suiza o Alema- 
nia en los que alrededor de la entidad política central, 
se encuentran las constituídas por las provincias, Es- 
tados o cantones autónomos. En aquéllos, la unidad 
del gobierno político estará complementada con la uni- 
dad financiera, haciendo abstracción de la descentra- 
lización administrativa, mientras que en éstos, la duple 
organización política traerá como resultado el doble 
sistema financiero, lo que implica un régimen impositi- 
vo dual. Por otra parte, en la mayoría de los paí- 
ses democráticos existe el régimen municipal, cuyo es- 
_tablecimiento exige nuestra Constitución a las provin- 
cias como una condición indispensable a la garantía 
que les presta la Nación; la administración municipal 
también tiene gastos que deben allegarse con recursos, 
entre los cuales contamos a los impuestos; de aquí el 
nacimiento de un tercer régimen impositivo. 

Pero a esta diversidad de las esferas impositivas no 
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corresponde la multiplicidad del sujeto de las mismas, 
es decir del contribuyente, sino que, a menudo, coinel- 
de el triple régimen sobre 'el mismo individuo y siem- 
pre, tratándose del contribuyente provincial, el prove- 
niente de la Nación y el de su provincia respectiva. 
Ahora bien: esta situación de hecho que significa, por 
un lado, unidad del contribuyente, y por otra, diver- 
sidad de esferas impositivas, exije el conocimiento pre- 
vio, antes de proyectar cualquier reforma impositiva, de 
que impuestos o grupos de impuestos constituyen la 
materia propia de cada uno de ellos, pues no sería ra- 
zonable dejar librado por completo al azar de las de- 
cisiones legislativas de las entidades políticas intere- 
sadas, la selección de los tributos, la elección de la 
materia imponible así como la forma de su aplicación 
y percepción. Se impone, al contrario, la existencia de 
normas, ya constitucionales, ya simplemente legales, 
que limiten el radio de acción de cada una de ellas, tan- 
to más, si consideramos que la materia impositiva es de 
aquéllas en que la acción gubernativa peca por exce- 
siva antes que por deficiente; que las administracio- 
_nes tratan siempre de obtener el máximo de los re- 
cursos posibles y que, existiendo para las mismas un 
régimen de absoluta libertad, lo lógico es que agoten 
toda la materia imponible. Como ésto se efectuaría 
tanto por la Nación como por las provincias y los mu- 
nicipios sobre el mismo sujeto impositivo, resultaría a 
fin de cuentas una competencia desastrosa que abru- 
maría al contribuyente redundando también en perjui- 
cio de los mismos fiscos, pues es un axioma de la cien- 
cia financiera que el gravamen excesivo reduce el ren- 
dimiento y fomenta el fraude en gran escala. Por últi- 
mo, sus consecuencias en el orden económico y político 
serían incalculables: en el primero produciría el estan- 
camiento de la producción, de la industria y del eo- 
mercio provocando la detención del progreso del país; 
en el segundo, sería causa fecunda de rozamientos en- 
tre el Estado general y los particulares, pudiendo lle- 
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gar a producir serios conflictos que afectarían la uni- 
dad nacional. 

En previsión de estas pésimas consecuencias de ca- 
rácter fiscal, económico y político, ha sido que los paí- 
ses que han adoptado los principios del «self govern- 
ment» y del régimen federativo de gobierno en sus 
distintas especies, han tratado de impedirlas de ante- 
mano por medio de sabias disposiciones consignadas 
en sus cartas fundamentales, atingentes, con especiali- 
dad, a las atribuciones impositivas del Estado central 
en su relación con los autónomos, porque la reglamen- 
tación de las atribuciones municipales de esta índole 
entra en el resorte de estos últimos. De aquí que nues- 
tra Constitución fije también de una manera general 
las facultades impositivas de la Nación, y que podamos 
deducir las de las provincias, subordinadas a aquéllas 
en caso de conflicto, por reglas que nos da ta misma 
Constitución. La clara inteligencia de estas disposicio- 
nes constitucionales así como su interpretación racio- 
nal será la materia de la primera parte del estudio que 
emprenderemos acerca del aspecto legal de la reforma 
impositiva y se referirá por lo tanto a la «Delimita- 
ción constitucional de la esfera impositiva de la Na 
ción y de las provincias», la que para su mejor consi- 
deración subdividiremos en: a) Antecedentes consti- 
tucionales y b) Facultades impositivas de la Nación y 
de las provincias. 

Pero el estudio del aspecto legal de la reforma impo- 
sitiva no debe limitarse a la interpretación de las clán- 
sulas constitucionales; abarca él un radio mucho ma- 
yor. Así, dentro de él, es lícito averiguar si la demar- 
cación impositiva de la Constitución tiene su realiza- 
ción en la práctica, si el concepto de rígida autonomía 
económica que ella nos presenta es inseparable del con- 
cepto del gobierno federativo y si, en fin, ella está de 
acuerdo con las modernas exigencias financieras tanto 
de la Nación como de las provincias. Los resultados 
que se infieran de la investigación esbozada nos lleva- 
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rán a la introducción de nuevos conceptos en el proble- 
ma de las relaciones financieras de ambas entidades 
políticos que, como ser el de su «solidaridad», nos mos- 
trarán la posibilidad de variar aquella noción de la 
autonomía económica que en la práctica se traducirá 
por modificaciones, ya de orden legal o constitucional. 
Es por ésto que creemos que el estudio completo del 
aspecto legal de la reforma impositiva (1) debe com- 
prender, en resumen, los siguientes tópicos: 

1%. Delimitación constitucional de la esfera impositi- 
va de la Nación y de las provincias; 

2%. Resultados prácticos de la delimitación impositi- 
va de la Constitución; 

3%, Medidas constitucionales o legales a adoptarse. 


11. — ASPECTO PRACTICO 


Existe también uno que podríamos llamar “aspecto 
práctico?” de la reforma impositiva, aparte de los que 
ya hemos estudiado, es decir, el fiscal, el económico, 
el científico, el social y el legal. Si no lo hemos exami- 
nado al mismo tiempo que éstos y formando con ellos 
un conjunto es por la siguiente razón: porque los as- 
pectos fiscal, económico, científico, social y legal de la 
reforma impositiva en nuestro país, son aspectos de 
«orden teórico», en la medida en que lo hace posible 
una ciencia tan positiva y concreta como lo es la fi- 
nanciera, mientras que el nuevo aspecto que considera- 
mos es esencialmente de «orden práctico», como su 
mismo nombre lo indica. En una forma más extricta y 
justa podríamos decir que los aspectos de la reforma 
que antes hemos estudiado lo han sido dentro del cam- 
po de la ciencia financiera considerada ésta como una 


(1) Estos tópicos son tratados en el capítulo II. 
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contextura orgánica de causas, de efectos y de. leyes, 
mientras que el que ahora contemplamos lo hacemos 
dentro del arte financiero considerando las posibilida- 
des de adaptar los resultados de aquel estudio a las 
modalidades de orden práctico que tiendan a hacer 
efectiva su realización. 

Considerando este aspecto de la reforma impositiva 
decía M. Gastón Jeze en la conferencia a que antes he- 
mos aludido <«... Cada país tiene su medio económico, 
político, y social propios, sus costumbres y sus prejui- 
cios. Hay, por otra parte, ciertas fuerzas políticas o so- 
ciales que pueden oponerse a ciertas reformas, y si no 
es cuestión de inclinarse dócilmente ante los hábitos y 
los prejuicios, ante las fuerzas políticas y sociales, es 
necesario tener en cuenta todos esos factores. Aquí, 
más que en ninguna Otra materia, es de aplicarse la 
teoría de las aproximaciones sucesivas. Conviene, ante 
todo, fijar un ideal, y luego tratar de aproximarse a él 
lo más posible. La sabiduría de los hombres de Estado 
consiste en saber orientar al país en la buena vía, sin 
querer realizarlo todo de una vez. No hay, en efecto, 
ningún sistema fiscal que no se preste a serias críticas, 
y es preciso juzgar el conjunto, no ser demasiado exl- 
gentes, pues que en materia de impuestos la medioeri- 
dad es, sin duda, el máximo de lo que puede ser reali- 
zado en la práctica». 

Para el examen del aspecto práctico de la reforma 
impositiva en la Argentina debemos considerar el me- 
dio geográfico y democráfico, el económico, el admi- 
nistrativo y el social. Los analizaremos sucesivamente: 


1. — Medio geográfico y demográfico 


La República Argentina tiene una población de más 
de nueve millones de habitantes en más de dos millo- 
nes y medio de kilómetros cuadrados. De los nueve 
millones de habitantes podemos decir que «groso mo- 
do» cerea de la quinta parte está radicada en la capi- 
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tal de la República y el resto, haciendo abstracción de 
varias ciudades de cierta importancia, está esparcida 
por todo su inmenso teritorio. En cuanto al comercio 
y a la industria podemos decir que están más o menos 
distribuídos en la misma forma. 

Esta condición de país poco poblado y extenso enca- 
rece la percepción del impuesto especialmente en aqué- 
llos que requieren una gran fiscalización y control, por 
la necesidad de multiplicar las oficinas y empleados, 
pues, en caso contrario, se deja la puerta abierta al frau- 
de. El impuesto a la renta se verá obstaculizado por es- 
te inconveniente por ser de aquéllos que poseen en alto 
erado las cualidades antedichas. 

Ella fué una de las causas por la que los derechos 
aduaneros tardaron en crearse en los territorios nacio- 
nales del Sud y por la que aún hoy están exceptuados 
del pago de los impuestos internos. 

Claro es, que aparte de la razón apuntada que ha 
hecho que no existan en los territorios del Sud los im- 
puestos internos al consumo, ha intervenido mucho 
también el propósito de fomentar el progreso de los 
mismos por medio de la exención impositiva y hasta 
se ha tratado de erear puertos francos en esos territo- 
rios. 


-2. — Medio económico 


En nuestro país la mayor parte de la población vive 
aún de la agricultura, para cuya explotación se hace 
uso de varios procedimientos, ya sea por explotación 
directa, por arrendamiento, por aparcería, ete., lo que 
hace difícil conocer el verdadero rendimiento lo mis- 
mo que por la falta de contabilidad. Esto originará in- 
convenientes en la organización del impuesto a la 
renta. 

Otra cireunstancia de índole económica que debe te- 
nerse en cuenta en la organización de nuestros im- 
puestos es la mayor facilidad que existe en conocer el 
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valor venal de la tierra antes que su valor de renta 
debido a la rápida transmisión de la propiedad. 


3. — Medio administrativo 


Este punto se refiere, más que todo, a la organiza- 
ción de la burocracia. Según algunos autores, la selec- 
ción y educación de un personal administrativo de em- 
pleados competentes es tan importante casi como la 
elección apropiada de la tasa y de los objetos que han 
de ser gravados. La selección debe efectuarse proveyen- 
do los puestos administrativos con personas de especial 
idoneidad material, intelectual y moral, exigiendo exá- 
menes para aquellos puestos técnicos en que se hagan 
necesarios, remunerando el trabajo en una forma ade- 
cuada y premiando con el ascenso (1). 

Nuestras administraciones no poseen más que en 
parte ese personal seleccionado y educado y que en lo 
que se refiere a los impuestos haga imposible el carác- 
ter inquisitorial y abusivo, que, con motivo de la adop- 
ción de medidas necesarias para su mejor aplicación, 
podrían tomarse aquellos empleados que no estén en 
posesión de la cultura necesaria para comprender sus 
obligaciones con respecto al contribuyente. Las pro- 
vincias, especialmente, son las que más se resienten de 
su organización burocrática, en la que, por lo general, 
la política local hace sentir excesivamente su influen- 
cla. 

Los impuestos personales son los que requieren por 
lo general empleados de mayor preparación técnica y 
especialmente más discretos y de mayor cultura, dado 


(1) Así dice Wagner: **En lo que se refiere al personal de la recau- 


«dación es necesario seguir en la medida de lo posible los dos principios 


en que Von Hock ve los principales principios de la administración de 
impuestos en general: **pocos empleados, pero bien pagados y bien ins- 
truídos”. (Op. citada, tomo II, pág. 468). 
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que se está en el caso de hacer averiguaciones de todo 
orden, reunir un cúmulo numeroso de datos acerca de 
cada contribuyente, siendo necesario a menudo hacer 
investigaciones en la vida privada de las personas que 
podrían herir ciertas susceptibilidades sino se hace uso 
de mucho tacto. El impuesto a la renta está en este caso 
y es por éso que no propiciaremos el tipo del «einkom- 
mensteuer» prusiano sino uno ecléctico; la misma razón 
nos inducirá a hacer del mismo un impuesto nacional 
y no provincial, aparte de los poderosos motivos de 
otro orden que enunciaremos en su oportunidad. 


4, — Medio social 


El medio social a que aquí nos referimos es al esta- 
do de las costumbres públicas y de la conciencia popu- 
lar con relación al impuesto. En este orden de ideas es 
lícito encontrar una marcada diferencia de los pueblos 
anglosajones con los latinos; en aquéllos no despierta 
recelos la intromisión del fisco con el objeto de fiscali- 
zar y de aplicar el impuesto, estando muy desarrollado 
en la masa del pueblo el sentimiento del deber fiscal; 
en los latinos, al contrario, se desconfía siempre que la 
administración quiere intervenir en los asuntos priva- 
dos y en cuanto al deber fiscal no ha logrado compe- 
netrarse con la conciencia popular. Las fuertes evasio- 
nes de la contribución inmobiliaria en Italia demostra- 
das por Luzzatti y las que se han producido en el im- 
puesto a la renta corrobora lo que venimos diciendo; en 
este último, para compensar el fraude se recurrió al 
aumento de la tasa en una forma tal que no hizo más 
que disminuir el rendimiento. 

Este sentimiento del deber fiscal ha contribuído al 
éxito obtenido por el impuesto sobre los réditos en 
diversos países. El impuesto global sobre la renta ha 
logrado prosperar en un país, en que, como Alemania, 
está arraigado el pleno sometimiento a todas las dis- 
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posiciones administrativas; en cambio, sería de muy 
difícil implantación en países latinos en que es fuerte 
el disfavor con que se mira a lo que se ha llamado la 
«inquisición prusiana». 

Esta última es la situación de nuestro país, compues- 
to en su inmensa mayoría por individuos de raza la- 
tina. El pueblo está dispuesto a pagar elevados im- 
puestos en forma de precio de venta de los artículos 
porque, dándole la ilusión de que no los paga, perma- 
nece en una ignorancia virtual acerca de su imposl- 
ción. Los impuestos directos, en cambio, dándole a co- 
nocer lo que realmente desembolsa para concurrir a la 
formación del Tesoro público, deben necesariamente 
levantar más resistencias, aparte de que, como ya he- 
mos dicho, los impuestos personales requieren una fis- 
calización y un control tal que a que no está acostum- 
brado el pueblo argentino. 

Los tributos a crearse deben pues adaptarse a la si- 
tuación de hecho esbozada, so pena de no lograrse el 
objeto que se ha propuesto con su implantación; así, 
en el impuesto a la renta, el gravamen de la misma en 
su fuente y su percepción por intermedio de terceros 
serían medios de excelentes resultados entre nosotros. 


APITULO SEGUNDO 


a CA 
DA, 


CAPITULO SEGUNDO 


SECCION 1?. 


DELIMITACION CONSTITUCIONAL DE LAS FA.- 
CULTADES IMPOSITIVAS DE LA NACION 
Y DE LAS PROVINCIAS 


l. —. ANTECEDENTES CONSTITUCIONALES 


Antes de entrar en el estudio de lo que forma la ma- 
teria propiamente dicha del tópico que abordamos y 
que es el que se refiere a las facultades impositivas 
que tienen la Nación y las provincias dentro de la eco- 
nomía de la Constitución, es necesario recordar diver- 
sos antecedentes que se refieren a ésta en relación con 
el régimen federal de gobierno adoptado, ya que la 
demarcación de las atribuciones que en materia tribu- 
taria poseen la Nación y las provincias dependerá de la 
mayor o menor extensión de los poderes de orden ge- 
neral que se hayan delegado a la primera y de los que 
conserven las segundas, por lo que éstos nos servirán 
para fijar O interpretar debidamente aquélla. 

Dichos antecedentes constitucionales los examinare- 
mos en el siguiente orden y forma: 


1. —El Estado Federal Argentino. 
2. — Su comparación con el estadounidense. 
3. — Poderes de la Nación y de las provincias. 


4. — Poderes concurrentes. 
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1. — El Estado Federal Argentino 


<« La Nación Argentina adopta para su gobierno la 
forma representativa republicana federal...», esta- 
blece la Constitución Nacional en su artículo 1”. La or- 
ganización política argentina es por lo tanto la de un 
Estado Federal, es decir, la de un organismo complejo 
compuesto de diversas partes autonómicas, alejándose 
tanto de la unidad absoluta que excluye toda diversifi- 
cación política como de la noción de la confederación, 
que no es más que una relación entre partes que tie- 
nen por sí una personalidad clara, definida y soberana. 
Podríamos decir que una confederación es una reunión 
y coordinación de Estados, tomando a esta palabra en 
su sentido más lato, mientras que el Estado Federal 
es una reunión y coordinación de autonomías, toman- 
do a ésta en el más comprensivo. 

Una autonomía en este sentido es una entidad que 
aunque forma parte del cuerpo de la Nación y se ha- 
lla subordinada, en cuanto a las facultades que ha dele- 
sado, al gobierno de la misma, tiene poderes de orden 
político anteriores a la organización misma del Estado, 
los que, conservándolos, hace que su personalidad sea 
indestructible a no ser que por su propia y Única vo- 
luntad, en anuencia con la de la Nación, se exprese lo 
contrario (art. 13 C. N.) o que se proceda a la reforma 
de la Constitución de acuerdo a los requisitos que se 
exigen en la misma. (Art. 30 C. N.). El Estado Argen- 
tino es pues, una reunión y coordinación de autono- 
mías (las provincias) que practican a nombre de los 
principios del «self government» los poderes que no 
han delegado a la Nación; estos poderes están consig- 
nados en los artículos 104, 105, 106 y 107 al decir el 
primero, que nos da la regla fundamental de la sepa- 
ración de los poderes de la Nación y de las provin- 
clas: «Las provincias conservan todo el poder no dele- 
gado por esta Constitución al Gobierno Federal..., ete.»; 
el 105: «Se dan sus propias instituciones y se rigen por 
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ellas. Eligen sus gobernadores, sus legisladores y de- 
más funcionarios de provincia, sin intervención del go- 
bierno federal »; el 106: «Cada provincia dicta su 
propia Constitución, conforme a lo dispuesto en el ar- 
tículo 5%; el 107, enumera poderes en su mayor par- 
te de orden económico, teniendo en cuenta el bienestar 
general: «Las provincias pueden celebrar tratados 
parciales para fines de administración de justicia, de 
intereses económicos y trabajos de utilidad común, 
con conocimiento del Congreso federal; y promover su 
industria, la inmigración, la construcción de ferroca- 
rriles y canales navegables, la colonización de tierras 
de propiedad provincial, la introducción y estableci- 
miento de nuevas industrias, la importación de capi- 
tales extranjeros y la exploración de sus ríos, por le- 
yes protectoras de estos fines, y con sus recursos pro- 
pios». Esta frase: «con sus recursos propios», se re- 
fiere a los poderes financieros de las provincias, indis- 
pensables para dar efectividad a sus poderes de orden 
político y económico. Por otra parte, esta enumeración 
de los poderes de las provincias que hace la Constitu- 
ción debe considerarse sólo a título enunciativo, pues 
debemos referirnos siempre a la regla general del ar- 
tículo 104. | ) 

Pero como dijimos más arriba, las provincias no son 
Estados en el sentido que da a esta palabra el Derecho 
Internacional sino que forman parte del cuerpo mismo 
de la Nación, cuyo pueblo ha estatuído por medio de 
sus representantes la Constitución Nacional que ha fi- 
jado su organización política. No es pues el Estado Fe- 
deral Argentino de igual manera que el de los Estados 
Unidos, una liga, confederación o pacto entre el pueblo 
de los diversos Estados en su capacidad, sino un gobier- 
no propio fundado en la adopción del pueblo, y que 
crea relaciones directas entre el gobierno y los indivi- 
duos (1). Así, nuestro artículo 31 establece la supre- 


(1) Webster; postulado, 12. 


64 MANUEL L. LÓPEZ VARELA 


macia de las leyes nacionales al decir: «Esta Cons- 
titución, las leyes de la Nación que en su conse- 
cuencia se dicten por el Congreso y los tratados con 
las potencias extranjeras son la ley suprema de la 
Nación; y las autoridades de cada provincia están obli- 
gadas a conformarse a ella, no obstante cualquier dis- 
posición en contrario que contengan las leyes o consti- 
tuciones provinciales, etc. «Ello se deriva como una. 
consecuencia necesaria de la salvaguardia de los inte- 
reses fundamentales del Estado que están a cargo de 
la Nación expresados en el Preámbulo de la Constitu- 
ción y que podríamos resumirlos diciendo que son los 
que se refieren a la seguridad externa e interna, a la 
garantía de las instituciones políticas y a la promoción 
del bienestar común en todo el país resultante de su 
prosperidad y progreso. 

Dichos poderes están concretados y especificados en 
todo el articulado de la Constitución, ya en forma atri- 
butiva en el capítulo referente a las «Declaraciones, 
Derechos y Garantías», que forma la primera parte de 
nuestro código político o en la segunda que trata de las 
«Autoridades de la Nación», título primero, subdivi- 
dido en las secciones primera, segunda y tercera, que 
se refieren al Poder Legislativo, Ejecutivo y Judicial, 
respectivamente; ya en forma de prohibiciones a las 
provincias, establecidas en el artículo 108 del título II 
de la segunda parte. No entraremos en el examen de- 
tallado de los mismos, limitándonos a recordar lo que 
respecta a la garantía de nuestro régimen representa- 
tivo republicano federal de gobierno que entra dentro 
del estudio especial que realizamos. El artículo 5 de 
nuestra Ley fundamental expresa que el gobierno fe- 
deral garante a cada provincia el goce y ejercicio de 
sus instituciones, bajo las siguientes condiciones: 

1”, Que cada provincia dicte para sí una Constitu- 
ción bajo el sistema representativo republicano, de 
acuerdo con los principios, declaraciones y garantías 
de la Constitución Nacional; 


NA 
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2%. Que ella asegure su administración de justicia; 

3. Su régimen municipal; 

4%, Su educación primaria. 

En caso contrario, el gobierno federal interviene en 
el teritorio de las provincias de acuerdo a lo estable- 
cido en el artículo 6. 

En resumen: la forma de gobierno adoptada por la 
Nación Argentina es la de un Estado Federal, en el 
cual las provincias han delegado al gobierno nacional 
un número limitado de poderes, en los que se hallan 
comprendidos, según luego lo veremos, no solamente 
los. de carácter explícito sino también los implícitos, 
poseyendo un carácter un tanto centralizado en lo que 
se diferencia de la adoptada por Estados Unidos. De 
aquí que nuestro régimen federal sea análogo pero no 
igual al existente, como acabamos de decirlo, en los 
Estados Unidos, y en el Brasil, Méjico, Venezuela, Sui- 
za, Canadá, Australia, Sud Africa, ete. 


2. — Su comparación con el estadounidense 


Hemos dicho que en nuestro sistema federal de go- 
bierno las atribuciones de las provincias son indefini- 
das mientras que las de la Nación son limitadas de 
acuerdo a la regla sentada en el artículo 104 de la Cons- 
titución Nacional. Decía Alberdi que la esfera del go- 
bierno federal comprende un número determinado de 
cosas, que son las que interesan al bien común de las 
provincias; mientras que los gobiernos provindiales 
conservan bajo su acción inmediata todos los intere- 
ses locales de sus provincias respectivas, la adminis- 
tración de justicia en asuntos civiles y criminales que 
afecta a la propiedad, a la vida, al honor, a la libertad 
de los ciudadanos, la legislación local y el gobierno in- 
mediato del pueblo (1). Sin embargo, este concepto que 


(1) Obras completas, tomo JI, pág. 240. 


Régimen, 5 
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es verdadero en sus líneas generales, se desvirtúa si se 
lo quiere aplicar de un modo extricto; concordante con 
él, había redactado Alberdi el artículo 99 de su proyecto, 
correspondiente al actual 104, diciendo que las faculta- 
des de la Nación se extendían sólo a aquéllas que habían 
sido expresamente delegadas; pero los constituyentes 
del 53 suprimieron el adverbio «expresamente» en aten- 
ción, sobre todo, a los inconvenientes que se habían orl- 
ginado en los Estados Unidos durante el período de Con- 
federación (1781-1788) por haberse consignado en el 
artículo 2% que: «Cada Estado conserva su soberanía, su 
libertad, su independencia y su poder, jurisdicción 
y derecho en todo lo que en esta Confederación no ha- 
ya sido «expresamente» delegado a los Estados Uni- 
dos reunidos en Congreso». 

Con esta delegación, expresa en último grado, la ac- 
ción del gobierno federal se vió coartada e imposibili- 
tada de cumplir con los fines que se le habían enco- 
mendado; de aquí, que modificando esa redacción la 
enmienda 10%. a la Constitución norteamericana ex- 
prese que: «los poderes no delegados a los Estados 
Unidos por la Constitución ni prohibidos por ésta a los 
Estados, están reservadas a los Estados respectivamen- 
te o al pueblo», de la que ha sido tomado el recorda- 
do artículo 104 de la nuestra, que dice: «Las provin- 
cias conservan todo el poder no delegado por esta 
Constitución al gobierno federal, y el que expresa- 
mente se hayan reservado por pactos especiales al tiem- 
po de su incorporación», agregado este último que tie- 
ne un origen histórico. 

Por otra parte, la disposición constitucional citada 
está complementada por el inciso 28 del artículo 67 que 
consigna como una de las atribuciones del Congreso: 
«Hacer todas las leyes y reglamentos que sean conve- 
nientes para poner en ejercicio los poderes antece- 
dentes, y todos los otros concedidos por la presente 
Constitución al gobierno de la Nación Argentina». En 
conclusión, podemos afirmar que tanto en nuestro. ré- 


EL RÉGIMEN IMPOSITIVO ARGENTINO 67 


gimen federal como en el estadounidense, las provin- 
cias o Estados conservan los poderes que no hayan sido 
delegados en forma expresa o implícita a la Nación. 
Contrasta ésto: con lo que se ha adoptado en otras or- 
ganizaciones federales como ser las del Canadá y Sud 
Africa en los que la regla es a la inversa: el Dominio 
o la Unión conservan todos los poderes que no hayan 
sido delegados a las provincias. 

La analogía del sistema argentino con el estadouni- 
dense no es sin embargo tan extrema que nos permita 
hallar una absoluta equivalencia y que haga posible 
afirmar como lo hizo Sarmiento que nuestra Constitu- 
ción Nacional sea una copia de su modelo, la norte- 
americana. Nó; si es cierto que coinciden en los linea- 
mientos generales acerca de la demarcación de las atri- 
buciones del Estado general y de las de los Estados 
particulares en cuanto se considera que las primeras 
forman la excepción y las segundas la regla dentro de 
las funciones que desempeña la potestad política, hay 
sin embargo no sólo diferencias de detalles sino también 
de fondo que nos alejan de la completa similitud y que 
tienden a llevar a estos resultados: a una mayor con- 
solidación del Estado central en el régimen argentino 
y a una mayor descentralización en el de los Estados 
Unidos. Así, diversas materias que según nuestra Cons- 
titución están a cargo del gobierno general, en la de 
los Estados Unidos se la reservan los Estados. Tal por 
ejemplo la materia electoral referentemente a los po- 
deres nacionales y que en nuestra Constitución es de 
legislación privativa del Congreso, está reservada por 
el artículo 1”. sección 4%. de la Constitución estadouni- 
dense a las legislaturas de los Estados, estableciendo que 
a ellas corresponde prescribir el tiempo, lugar y modo 
de las elecciones de senadores y representantes; la 
Constitución argentina establece en sus artículos 37 y 
46 que la Capital de la República tiene representación 
en la Cámara de Senadores y en la de Diputados, mien- 
tras que no la tiene por su Constitución la Capital de 
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los Estados Unidos; estatuye también nuestra Carta 
fundamental en el artículo 67, inciso 2%. que el Congreso 
tiene la atribución de dictar los Códigos Civil, Comer- 
cial, Penal y de Minería, mientras que en los Estados 
Unidos está reservada a la legislatura de los Estados; 
el artículo 67 inciso 2”. prescribe que es atribución exelu- 
siva del Congreso la de dictar “leyes generales para 
toda la Nación sobre naturalización y ciudadanía con 
sujeción al principio de la ciudadanía natural?”, mien- 
tras que la sección 1*. del artículo 14 establece que: ““To-: 
das las personas nacidas o naturalizadas en los Estados 
Unidos y sujetas a su jurisdicción, son ciudadanos de 
los Estados Unidos y del Estado en que residen””. Las 
distintas materias que hemos mencionado cuya legisla- 
ción y jurisdicción, en cuanto ésta correspondiere, per- 
tenecen en nuestro país al gobierno de la Nación y en 
los Estados Unidos a los gobiernos locales, así como 
otras numerosas atribuciones que como ser las refe- 
rentes a la elección del presidente y vice de la Repú- 
blica, al acuerdo del Senado para el nombramiento de 
empleados de la administración y a las facultades del 
gobierno federal para intervenir las provincias y a la 
cireunstancia de establecer nuestra Constitución en el 
artículo 110 y no existir análoga disposición en la de los 
Estados Unidos, que los gobernadores de provincia son 
agentes naturales del gobierno federal, nos confirma lo 
que ya hemos afirmado: que dentro de la similitud 
que guarda nuestro sistema federal con el de los Es- 
tados Unidos se destaca también una sensible diferen- 
cia que se refiere a la mayor consolidación entre nos- 
otros del Estado central y a la mayor descentralización 
de los Estados locales en Estados Unidos. 

Ahora bien: de la comparación efectuada deducimos 
las siguientes conclusiones: 

1%. Que tanto la República Argentina como los Esta- 
dos Unidos han adoptado un tipo de Estado federal 
que les es común; 

2%. Que sin embargo se diferencian en que en la pri- 
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mera el Estado federal es más centralizado que en la 
segunda; 

3. Que por lo tanto: cuando se trate de interpretar 
alguna cláusula constitucional argentina, dudosa, en 
lo que se refiere a los poderes otorgados al Estado ge- 
neral o a los locales, acudiendo a la Constitución esta- 
dounidense deberemos proceder con el siguiente crite- 
rio: A) Si ella se decide por un aumento de los pode- 
res del Estado general, tendrá para nosotros decisiva 
importancia, haciéndonos inclinar la solución de la 
cuestión planteada en el mismo sentido; B) Si se de- 
cide por un aumento de los poderes locales, su impor- 
tancia será solo relativa. 


3.—Poderes de la Nación y de las Provincias. 


Es indudable que en el mecanismo de un Estado fe- 
deral como el nuestro, los poderes de las provincias de- 
ben ser todos aquellos que conduzcan al pleno ejercicio 
del gobierno propio, a la garantía de los derechos ci- 
viles de los ciudadanos, como ser la vida, el honor y la 
propiedad, mientras que los poderes otorgados a la 
Nación sólo deben ser aquéllos que tengan en mira fines 
de interés general, como ser el mantenimiento de las 
relaciones exteriores, la seguridad interna y externa, 
y la adopción de aquellas medidas que, redundando en 
un mayor bienestar de toda la Nación, esté ella en me- 
jores condiciones de llevarlas a la práctica. Los pode- 
res del Estado general deben tender, en síntesis, a la 
realización de los grandes objetivos esbozados en el 
preámbulo de nuestra Constitución y que son: «consti- 
tuir la unión nacional»; «afianzar la justicia», «con- 
solidar la paz interior»; «proveer a la defensa común»; 
«promover el bienestar general y asegurar los beneficios 
dle la libertad». Estas grandes directivas están conere- 
tadas en el articulado de la Constitución y de su pro- 
pia limitación fluye lo indefinido de los poderes pro- 
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vinciales. Así dice Alberdi: «El poder general es limi- 
tado, y se compone en cierto modo de excepciones. 
Sólo es de su incumbencia lo que está escrito en la 
Constitución; todo lo demás es de las provincias». 
Nada más precioso, más eficaz, más esencial al pro- 
greso y engrandecimiento de los pueblos argentinos, 
que el poder reservado a sus gobiernos provinciales; 
es el llamado a transformar su ser y salvar la Repúbli- 
ca». Y Estrada afirma: «Todas las atribuciones perte- 
necientes o que puedan pertenecer al gobierno, que no 
estén definidas en la Constitución, todas aquéllas cuyo 
ejercicio ha menester en cualquier ocasión, en virtud 
de ulteriores necesidades sociales no previstas por el 
pueblo y sus representantes, al tiempo de sancionar la 
ley fundamental de la República, pertenecen a las pro- 
vincias siempre que de ello no se siga perjuicio ni a la 
unidad nacional ni a la supremacia de la Constitución 
y leyes nacionales dictadas en su consecuencia». Lo 
dicho, así como las opiniones de Alberdi y de Estrada 
está consagrado por la Constitución en el artículo 104, 
al manifestar que: «Las provincias conservan todo el 
poder no delegado por esta Constitución al gobierno 
federal, y el que expresamente se hayan reservado por 
pactos especiales al tiempo de su incorporación». 
Además, existiendo dentro del régimen federal de 
gobierno un doble sistema de poderes ejercitados a 
menudo sobre las mismas personas y sobre las mismas 
cosas, ha sido necesario que la Constitución sentara un 
principio que hiciera imposible un dualismo en el ejer- 
cicio del poder sobre las mismas relaciones de las per- 
sonas con las cosas. Ese principio nos lo da el artículo 
31 cuando dice que: «Esta Constitución, las leyes de 
la Nación que en su consecuencia se dicten por el Con- 
greso y los tratados con las potencias extranjeras son 
la ley suprema de la Nación; y las autoridades de cada 
provincia están obligadas a conformarse a ella, no obs- 
tante cualquiera disposición en contrario que conten- 
gan las leyes o constituciones provinciales, ete. » Esta 
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regla ha sido concretada por la Suprema Corte, mani- 
festando que el poder de legislación provincial se halla 
limitado en los siguientes casos: 1. Cuando la Consti- 
tución concede al Congreso en términos expresos un 
poder exclusivo; 2. Cuando el ejercicio de idénticos 
poderes ha sido expresamente prohibido a las provin- 
cias; 3% Cuando hay una directa y absoluta incompa- 
tibilidad en el ejercicio de ellas por estas últimas. 
(Tomo III; pág. 131). 

Ya hemos dicho que la misma regla fundamental 
acerca de la separación de los poderes del Estado ge- 
neral y de los Estados locales la encontramos en la 
Constitución estadounidense cuya enmienda X, de 1791, 
expresa que: «los poderes no delegados a los Estados 
Unidos por la Constitución ni prohibidos por ésta a los 
Estados, están reservados a los Estados respectiva- 
mente o al pueblo». Al explicarla, Bryce dice: «Los 
poderes atribuídos al gobierno nacional son poderes 
delegados, enumerados y definidos en el instrumento 
que ha creado la Unión. De ahí resulta la regla 
según la cual, cuando se suscita la cuestión de saber 
si el gobierno nacional posee realmente un poder da- 
do, es necesario probar que ese poder le ha sido efec- 
tivamente otorgado. Si no lo ha sido, no lo tiene, por- 
que la Unión es una producción artificial, y el gobierno 
no puede retener más que lo que el pueblo le ha con- 
cedido por la Constitución. La presunción en esos ca- 
sos está en favor del Estado y en contra del gobierno 
nacional» (1). El mismo Bryce hace la siguiente ela- 
sificación de poderes del Estado general y de los Es- 
tados locales (2), que es completamente aplicable entre 
nosotros a los de la Nación y provincias: 

1.2 Poderes atribuídos al gobierno nacional solo; 

2.2 Poderes atribuídos a los Estados solos; 


(1) La República Norteamericana, tomo 11, pág. 121. 
(2) Op. citada; tomo 11, pág. 114. 
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3.2 Poderes que pueden ser ejercidos indiferente- 
mente por el gobierno nacional o por los Estados; 

4.2 Poderes prohibidos al gobierno nacional; 

5.2 Poderes prohibidos a los gobiernos de los Es- 
tados. 


4. —Poderes concurrentes. 


Los poderes del gobierno general y locales que aca- 
bamos de indicar con los números de orden 1.% 2.9, 4. 
y 5”., no ofrecen mayor dificultad en su determinación, 
pues se trata de poderes conferidos en forma exclu- 
siva a la Nación o a las provincias. Pero aparte de 
éstos, tenemos los del tercer grupo que Bryce llama 
«poderes que pueden ser ejercidos indiferentemente 
por el gobierno nacional o por los Estados», y que 
nosotros podemos descomponer en tres órdenes de po- 
deres: a) Poderes delegados a la Nación en forma ex- 
presa o implícita pero no exclusiva; b) Poderes de las 
provincias consignados explícitamente por la Consti- 
tución; c) Poderes indefinidos que las provincias con- 
servan. Ahora bien: la concurrencia nace ante el ejer-. 
cicio por la Nación de los poderes del primer orden 
conjuntamente con el ejercicio por las provincias de 
los poderes del segundo y tercero. 

Debemos determinar primero cuál ha de ser para 
nosotros el concepto de «concurrencia de poderes». 
Parecería que él radicara en el sistema de gobierno 
duple implantado en la República; en efecto, a una 
doble potestad política ejercitada por la Nación y. las 
provincias corresponde una sola masa de personas y 
cosas sobre las que aquélla debe recaer. Su resultado 
es el nacimiento de una concurencia de poderes, pero 
de una concurrencia por «coexistencia», indispensable 
en todo régimen federal de gobierno, pues la identifi- 
cación de los poderes traería por resultado el aniquila- 
miento del sistema. Así es, como, por ejemplo, las re- 
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laciones de derecho entre los habitantes de una' pro- 
vincia están regladas, en cuanto se refiere a su fondo, 
por leyes nacionales, y a su forma, por leyes de la 
provincia. 

Pero no es a esta concurrencia por coexistencia a la 
que queremos referirnos; ella no requiere ningún dilu- 
cidamiento puesto que nace de disposiciones claras y 
terminantes que reglan las facultades exclusivas de la 
Nación y de las provincias en nuestra Carta funda- 
mental. Existe otro género de concurrencia de pode- 
res entre la Nación y las provincias y es la que se re- 
fiere a la «concurrencia de fines» y que se produce 
en los casos que hemos especificado al principio; así, 
las provincias pueden promover su industria, la inmi- 
gración, la construcción de ferrocarriles y canales na- 
vegables, la colonización de tierras de propiedad pro- 
vincial, la introducción y establecimiento de nuevas 
industrias, la importación de capitales extranjeros y la 
exploración de sus ríos, por leyes protectoras de estos 
fines y con sus recursos propios (artículo 107 C. N.) y, 
por Otra parte, la Nación posee, de la misma manera, 
iguales atribuciones a las enumeradas en el art. 67, in- 
ciso 16, al incluir entre las facultades del Congreso: 
«Proveer lo conducente a la prosperidad del país, al 
adelanto y bienestar de todas las provincias y al pro- 
greso de la ilustración, dictando planes de instrucción 
general y universitaria, y promoviendo la industria, la 
inmigración, la construcción de ferrocarriles y canales 
navegables, la colonización de tierras de propiedad na- 
cional, la introducción y establecimiento de nuevas in- 
dustrias, la importación de capitales extranjeros y la 
exploración de los ríos interiores, por leyes protecto- 
ras de estos fines y por concesiones temporales de pri- 
vilegios y recompensas de estímulo». 

Hemos mencionado como ejemplo las facultades con- 
currentes enunciadas, aunque ellas se refieren también 
a Otras materias como resultado de las disposiciones 
constitucionales así como de los poderes indefinidos 
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que conservan las provincias; así, ellas existen en el 
renglón de renta, instrucción pública, administración 
de justicia y viabilidad. Notemos de paso que esta 
concurrencia de poderes no se refiere a fines de orden 
político, sino de orden económico o cultural, como las 
facultades que se ejercitan para promover el bienestar 
general, o de orden financiero, con el propósito de alle- 
gar recursos a la Nación o a las provincias. La razón 
es evidente: una concurrencia de «fines» de orden po- 
lítico es inconcebible en un Estado federal en el que, 
precisamente, la Nación por una parte y las provincias 
por otra, tienen «facultades exclusivas» para llenar 
los fines que se resumen en la creación de un gobierno 
central y en el mantenimiento de las autonomías pro- 
vinciales. 

Pero esta concurrencia de facultades en cuanto a los 
fines expresados, ¿puede crear en un momento dado 
la confusión de los medios de acción de la Nación y 
de las provincias ejercitándolos sobre las mismas per- 
sonas y cosas de la misma manera? Preciso es contes- 
tar negativamente, pues en caso contrario sería intro- 
ducir la anarquía y el caos en la legislación y lo que 
sería aún peor, en la jurisdicción, cuando sea ésta una 
consecuencia necesaria de aquélla, todo ello con grave 
daño no solamente de la economía y finanzas de la Na- 
ción y de las provincias, sino también del vínculo po- 
lítico que las une. De aquí que debamos aceptar la de- 
finición que de las facultades concurrentes da el doe- 
tor A. Bas cuando dice: «La Constitución establece 
para la Nación y las Provincias, concurrencia de fines 
o materias de legislación, pero siempre dentro de la 
diversidad de momento, persona o radio jurisdiccional, 
en que aquélla deba ejercitarse» (1). Esta definición 
presupone la imposibilidad del ejercicio simultáneo y 


(1) Derecho Público Provincial; pág. 349. 
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contradictorio de las mismas facultades por la Nación y 
las Provincias, siendo de aplicación el principio por el 
cual, tratándose de poderes no conferidos de una mane- 
ra exclusiva a la Nación, se prohibe su ejercicio por las 
provincias cuando ello aparejara una manifiesta re- 
pugnancia. 

De todo lo dicho, podemos sentar las siguientes con- 
clusiones: 

1. La Nación y las Provincias tienen facultades 
concurrentes en lo que se refiere a las materias de le- 
gislación sobre renta, viabilidad, ferrocarriles, inmi- 
eración y colonización, privilegios y patentes, instrue- 
ción pública y administración de justicia; 

2. Estas facultades pueden ser ejercidas sobre los 
mismos objetos pero bajo diferentes formas o distintas 
jurisdicciones; 

3.2 Ejercitándolas la Nación bajo una forma deter- 
minada, excluye su ejercicio por las Provincias en la 
misma forma dentro del mismo radio jurisdiccional. 


If[—DELIMITACION DE LAS FACULTADES 
IMPOSITIVAS DE LA NACION Y DE 
LAS PROVINCIAS 


Uno de los elementos más característicos de la sobe- 
ranía es el dominio eminente que tiene el Estado, en 
su carácter de órgano de la misma, sobre las personas 
y las cosas, en su triple faz de legislación, jurisdicción 
e imposición. Como en nuestro régimen federal de 
gobierno la soberanía reside en el pueblo de la Nación 
y sus órganos constitucionales son el Estado general 
y los locales, de aquí que la facultad de imponer tribu- 
tos teóricamente pertenezca tanto a la Nación como a 
las Provincias. 

Pero la Constitución consigna reglas en esta deli- 
cada materia de las facultades impositivas, lo que sin 
duda es muy acertado dado los grandes inconvenientes 
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que podrían originarse de la ausencia de las mismas, 
según ya hemos tenido ocasión de demostrarlo; estas 
normas se refieren únicamente a los poderes de la Na- 
ción, no mencionando los de las provincias más que 
para referirse a prohibiciones. Ahora bien: ¿de qué 
naturaleza son las facultades impositivas de la Nación ? 
¿Son ellas exclusivas o admiten su concurrencia con 
las facultades impositivas de las provincias? Esto lo 
sabremos analizando los pertinentes artículos constitu- 
cionales. El artículo 4%. manifiesta: «El gobierno fede- 
ral provee a los gastos de la Nación con los fondos del 
Tesoro nacional, formado del producto de los derechos 
de importación y exportación, etc.», el cual concuerda 
con lo establecido en el artículo 9% al decir que: «En 
todo el territorio de la Nación no habrá más aduanas 
que las nacionales, etc.»; con el artículo 67 inciso 1”.: 
«Corresponde al Congreso... Legislar sobre las adua- 
nas exteriores y establecer los derechos de importa- 
ción, etc. Establecer igualmente los derechos de expor- 
tación»; con el inciso 9”. del mismo artículo: «... crear 
y suprimir aduanas...», y finalmente con el artículo 
108 al decir que: «las provincias no ejercen el poder 
delegado a la Nación. No pueden... ni establecer 
aduanas provinciales». Todo esto nos está diciendo 
claramente que la facultad de establecer derechos 
aduaneros, es decir, los de importación y exportación, 
es exclusiva de la Nación; podemos adelantar desde 
ya que ella constituye la única facultad de esta natura- 
leza que de un modo permanente ha consagrado la 
Constitución y que forma parte del sistema rentístico 
exclusivo con que los constituyentes quisieron asegu- 
rar a la Nación el mejor cumplimiento de sus fines. 
Dicho sistema rentístico se halla formado por los men- 
cionados derechos aduaneros, la venta y locación de 
tierras de propiedad nacional, la renta de correos y la 
de los servicios que le pertenecen como consecuencia 
del poder privativo que corresponde al gobierno fede- 
ral para reglamentar el comercio marítimo y terrestre, 
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externo e interprovincial, para habilitar puertos, con- 
ceder patentes de corso y reglamentar presas, ete., Co- 
mo ser los derechos de puertos, faros, avalices, tone- 
laje, etc. 

El mismo artículo 4. ya mencionado, manifiesta 
también: «El gobierno federal provee a los gastos de 
la Nación con los fondos del Tesoro nacional, forma- 
do...; de las demás contribuciones que equitativa y 
proporcionalmente a la población imponga el Congreso 
general, ete.»; y el artículo 67 inciso 2.” dice: «Corres- 
ponde al Congreso: Imponer contribuciones directas 
por tiempo determinado y proporcionalmente iguales 
en todo el territorio de la Nación, siempre que la de- 
fensa, seguridad común y bien general del Estado lo 
exijan»; el artículo 16: «La igualdad es la base del 
impuesto y de las cargas públicas»; el 17: «Sólo el 
Congreso impone las contribuciones que se expresan 
en el artículo 4. el 44: «A la Cámara de diputados 
corresponde exclusivamente la iniciativa de las leyes 
sobre contribuciones yreclutamiento de tropas»; los 
artículos 10, 11 y 12 se refieren a la prohibición de im- 
poner derechos de tránsito y de gravar la circulación 
interprovincial, No existe en la Constitución ninguna 
otra disposición que limite el poder impositivo de la 
Nación consagrado en los artículos precedentes ni que 
conceda en forma exclusiva y determinada su ejercicio 
a las provincias. De aquí que nos encontremos en pre- 
sencia de un caso típico de concurrencia de los poderes 
delegados a la Nación en forma expresa o implícita con 
los poderes indefinidos que las provincias conservan 
por no haberlos delegado en forma exclusiva. Esta 
concurrencia de las facultades impositivas se amolda, 
por otra parte, a la letra de la Constitución cuando 
habla en el artículo 107 de los recursos propios de las 
provincias, y también a su espíritu, referido al sistema 
federal de gobierno, que hace necesaria la autonomía 
económica para el sostenimiento de la autonomía polí- 
tica, ya que como dice Hamilton haciendo una compa- 
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ración entre el gobierno de la persoña y el de un Es- 
tado: “tener acción sobre la subsistencia es tenerla 
sobre la voluntad.”” 

Determinada de un modo general la esfera imposi- 
tiva de la Nación y de las provincias, nos resta espe- 
cificarla concretamente, lo que haremos en los siguien- 
tes tópicos: 

1.—Alcance de la disposición del artículo 4.” y de la 
del inciso 2.” del artículo 67. 

2.—La concurrencia impositiva; 

3.—La esfera impositiva de las provincias. 


1. — Alcance de la disposición del artículo 4”. y de la 
del inciso 2”. del artículo 67 de la Constitución na- 
cional. 


Del examen de las cláusulas constitucionales hemos 
llegado a la conclusión de que la Nación y las provin- 
cias tienen facultades concurrentes en materia de im- 
puestos, pero como ella es de índole general debemos 
concretarla respondiendo a las siguientes interrogsacio- 
nes: ¿en qué medida se efectúa esta concurrencia de po- 
deres con el fin de establecer impuestos dentro de la 
clasificación fundamental que ha establecido la cien- 
cia financiera? Teniendo lugar tanto en los impuestos 
directos eomo en los indirectos: ¿lo es en una forma 
extensa y amplia? La respuesta a estas preguntas de- 
penderá del alcance que asignemos a las disposiciones 
de la Constitución que otorgan a la Nación poderes im- 
positivos, y ya hemos dicho que, aparte de los derechos 
aduaneros, ellas están constituidas por las del artículo 
4%. al formar el Tesoro de la Nación con las demás con- 
tribuciones que equitativa y proporcionalmente a la 
población imponga el Congreso y por la del inciso 2. 
del artículo 67 al atribuir a aquél la facultad de impo- 
ner contribuciones directas por tiempo determinado 
siempre que la defensa, seguridad común y bien gene- 
ral del Estado lo exijan. Como vemos, dichos poderes 
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están enunciados en una forma general y un tanto va- 
ga sin concretar especificamente, razón por la cual se 
han prestado a múltiples interpretaciones, disconfor- 
mes y opuestas entre sí; de aquí la necesidad de que 
nos aboquemos al estudio del artículo 4”., así como del 
inciso 2%. del artículo 67 para dar a nuestra vez una in- 
terpretación racional de las mismas de acuerdo al es- 
píritu de nuesta Carta fundamental, así como de sus 
fuentes y antecedentes históricos. 

Para ello debemos recordar, ante todo, las conclu- 
siones a que llegamos anteriormente, acerca de los po- 
deres de la Nación y de las provincias. Dijimos: 

1”.—Que en los poderes delegados a la Nación están 
comprendidos no solamente los que se le han de- 
legado en forma expresa, sino también los im- 
plícitos, necesarios para llevar aquéllos a su 
completa realización. 

2% —Que si una cláusula de la Constitución de los Es- 
tados Unidos se decide por un aumento de los 
poderes del Estado general, debemos considerar- 
la de gran importancia para el esclarecimiento 
de la nuestra. 

3%—Que los poderes concurrentes de la Nación y las 
Provincias hacen posible su mismo ejercicio so- 
bre las mismas personas y cosas, siempre que 
sea en distinta forma. 

Las diversas interpretaciones que se han dado acerca 
de qué clase de impuestos y en qué medida deben ceon- 
siderarse como materia de legislación concurrente en- 
tre la Nación y las provincias, y por lo tanto, también 
si la Nación ha sido excluída de aleún ramo especial de 
tributos, podemos agruparlas en cuatro, que juzgamos 
principales y que a continuación enunciamos: 

1%—La que estima que «las demás contribuciones 
equitativas y proporcionales a la población», que men- 
ciona el artículo 4. están constituídas por las directas 
que por tiempo determinado puede imponer el Congre- 
so general siempre que sean proporcionalmente iguales 
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en todo el territorio de la Nación y sólo cuando la de- 
fensa, seguridad común y bien general del Estado lo 
exija (art. 67, inciso 2”.). Excluye en absoluto del po- 
der impositivo nacional a las contribuciones indirectas. 

2%.—La que partiendo de la interpretación literal del 
artículo 4*., considera que al exigir éste que las contri- 
buciones sean “equitativas y proporcionales a la po- 
blación”? se ha excluído deliberadamente a la Nación 
de los impuestos indirectos, salvo, claro está, de los de- 
rechos aduaneros. 

3%—La que considera que la amplia libertad de im- 
posición consagrada para la Nación en el artículo. 4”., 
está limitada por el inciso 2%. del artículo 67 en lo que 
se refiere a los impuestos directos y que en cuanto a los 
indirectos la conserva. 

4%—La que entiende que la disposición del artículo 
4%. debe interpretarse en la forma más elástica posible 
comprendiendo tanto a los impuestos directos como a 
los indirectos. | 

Examinaremos sucesivamente las interpretaciones 
formuladas, haciendo su erítica respectiva y manifes- 
tando, por fin, nuestro punto de vista. 


4A.—Primera interpretación 


De acuerdo a la primera interpretación que se ha for- 
mulado, la Nación solo podría contar ordinariamente con 
los derechos de aduana puesto que las contribuciones di- 
directas sólo se aplicarían en circunstancias excepcionales 
y se la funda en los antecedentes de la Convención Cons- 
tituyente del 53, argumentándose con el informe de la Co- 
misión de Negocios Constitucionales que decía: «La Comi- 
sión confía en que vuestra honorabilidad hallará acerta- 
da la elección que se ha hecho de los ramos que han de 
formar el tesoro nacional, los cuales se reducen casi ex- 
clusivamente a las contribuciones indirectas de origen 
aduanero y al producto que proporcionan las tierras de 
propiedad nacional»; agregando: «Bien conocerá vues- 
tra honorabilidad que las contribuciones directas con que 
el gobierno federal puede gravar a la Nación no serán 
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impuestas sino en aquellos casos en que la existencia inde- 
pendiente del pueblo esté en peligro, o cuando la opinión 
se adelantase a ofrecer lo que una palpable necesidad lle- 
-gase a exigir» (1). Por otra parte, se arguye también 
que al proponer el convencional Leiva que la cláusula 
correspondiente al actual artículo 4. se redactara en 
los siguientes términos: «el gobierno federal provee 
a los gastos de la Nación con los fondos del Tesoro 
nacional, formado con impuestos soportados por to- 
das las provincias, proporcionalmente», invocando pa- 
ra ello la autoridad de Alberdi, le contestó el miembro in- 
formante de la Comisión, Sr. Gorostiaga, manifestando : 
«que siendo el segundo de los recursos establecidos por el 
artículo 4. de las contribuciones que equitativa y pro- 
porcionalmente a la población imponga el Congreso, uno 
de los recursos que quedaba a las provincias, era natural 
que no se echase mano de él sino en circunstancias muy 
excepcionales». 

Esta interpretación le parecía plausible al doctor 
Agustín de Vedia, aunque sin embargo, encontraba que 
los impuestos internos provinciales están de acuerdo con 
el espíritu de la Constitución, por que ésta «es un orga- 
nismo que vive y se desarrolla con el país, y no una fór- 
mula rígida y estéril, dura e inflexible», agregando que : 
«sería irrisorio y monstruoso, que, del silencio, la vague- 
dad o las contradicciones aparentes de la Constitución, se 
arrancase hoy un argumento susceptible de introducir 
una grave perturbación en la marcha de la Nación, et- 
cétera» (2). 

Creemos nosotros, que no solamente es defendible la 
imposición de contribuciones indirectas por parte de la 
Nación desde el punto de vista de los fines generales de la 
Constitución, sino también de acuerdo a su propia contex- 


(1) Convención nacional de 1898 y antecedentes, 1853-60-66, public. 
oficial, pág. 264. 


(2) Derecho Conslitucional; págs. 233 y 234. 
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tura y que la teoría contraria surge como dice el doctor 
González Calderón en su «Introducción al Derecho Públi- 
co Provincial», de una interpretación demasiado literal y 
exageradamente analítica de la Constitución, partiendo 
del error de creer, que en sólo los capítulos dedicados a 
enunciar las facultades de los poderes públicos instituídos 
están éstas conferidas o prohibidas otras. Afirma el autor 
citado que la Constitución es un instrumento de gobier- 
no que está formado por un conjunto de preceptos armú- 
nicos entre sí, coordinados todos a la realización de los 
mismos fines, y que, precisamente en su primera parte, 
que trata «De las declaraciones, derechos y garantías», 
se encuentran conferidas facultades y prohibidas otras, 
de manera tan perfecta y terminante, como lo es en ca- 
da sección especial del resto que forma la segunda parte, 
«Autoridades de la Nación». (Págs. 369 a 370). De aquí 
que a los efectos de determinar la importancia de las fa- 
cultades impositivas de la Nación consignadas en el ar- 
tículo 4.” y en el inciso 2%. del artículo 67, no prime esta 
última sobre la primera en el sentido de que la que allí 
se expresa sea la única contribución que se ha delegado a 
la Nación; al contrario: el poder impositivo de la misma 
debe quedarle reconocido tal cual se encuentra en el artí- 
culo 4. entendiendo a la citada disposición del inciso 2.* 
del artículo 67 como una limitación de las contribuciones 
directas restringida a un caso particular, como demostra- 
remos luego. En cuanto a las opiniones de los constitu- 
yentes mencionados más arriba, ellas ceden ante la letra 
misma de la Constitución interpretada de la manera ra- 
cional antedicha y la que nos permite presentar nume- 
rosos casos en que debemos proceder con análogo criterio; 
así, la facultad de intervenir en las provincias establecida 
en el artículo 6. no está especialmente enumerada entre 
las atribuciones del Congreso, ni en el artículo 86 que de- 
termina las facultades del presidente; para la reforma de 
la Constitución prevista en el artículo 30, no está ineluí- 


Ca la iniciativa que corresponde al Congreso, en ese ar- 
tículo 67. 


Qu 
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Lo que venimos diciendo respecto al amplio poder de 
imposición que tiene la Nación se encuentra, por otra par- 
te, corroborado por el artículo 17 de la Constitución cuan- 
do dice: «Sólo el Congreso impone las contribuciones que 
se expresan en el artículo 4."». ? 


B.—Segunda interpretación 


La segunda interpretación enunciada tiende a cerce- 
nar, por distinto camino que la anterior, los impuestos in- 
directos. Considera que ésta ha sido la mente de los cons- 
tituyentes al requerir que «las demás contribuciones» de 
que habla el artículo 4”. sean «equitativas y proporciona- 
les a la población» y ya que los impuestos indirectos ca- 
recen de ésta última calidad, pues serán proporcionales 
en todo caso al «consumo» de los eontribuyentes o a su rl- 
queza presunta. 

La verdad de la premisa sentada es indiscutible, pero 
si la aceptamos, debemos ampliar también a los impuestos 
directos la conclusión que se sigue de la misma. En efec- 
to: hay un solo impuesto que es proporcional a la pobla- 
ción y es la capitación, el cual, por otra parte, está tam- 
bién en contradicción con la Constitución puesto que es 
inequitativo; las contribuciones directas en ningún cast 
pueden ser proporcionales a la población y tomando por 
ejemplo a la contribución territorial, observamos que su 
proporcionalidad únicamente puede referirse al valor de 
la tierra o a su valor locativo. Si aceptáramos pues la in- 
terpretación literal de la cláusula constitucional citada, 
llegaríamos a la siguiente conclusión: que la facultad 
otorgada a la Nación por el artículo 4.” es completamente 
llusoria dada la imposibilidad de que las «demás contri- 
buciones» reúnan las condiciones expresadas. Pero es in- 
concebible que los constituyentes hayan podido compla- 
cerse en la paradoja constitucional que consistiría en 
afirmar el otorgamiento de un poder a la Nación para 
destruirlo enseguida por medio de condiciones imposibles ; 
por ésto es que nos encontramos en el caso de aplicar las 
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reslas interpretativas que enunciara Agustín de Vedia, 
al decir: «Que debe desecharse toda interpretación que 
lleve al absurdo, como sería aquella que fuese moralmente 
imposible, o tan opuesta a la razón, que no pudiera atri- 
buirse a un hombre de recto juicio», y «que la Constitu- 
ción fué hecha para cumplir grandes y benéficos fines ;, 
y toda interpretación técnica o estrecha que la destruya 
y perjudique, pervierte claramente su sentido real.» 

Es indudable que la incongruencia de la redacción del 
artículo 4%. proviene de haberse interpretado mal el ar- 
tículo 1. de la sección 2.? de la Constitución estadouni- 
dense, la que al establecer que los impuestos directos se im- 
ponen conforme al censo lo hizo por la razón de que «ellos 
se distribuyen entre los varios estados que pueden ser in- 
ecluídos en la Unión según su población respectiva»; en- 
tre nosotros no existe tal distribución y de aquí el absur- 
do de pretender que las contribuciones sean proporciona- 
les a la población. Debemos pues, aceptar el poder de la 
Nación para imponer contribuciones de acuerdo a las 
cláusulas de los artículos 4. y 17 de la Constitución Na- 
cional considerando como inexistente la condición de que 
sean proporcionales a la población, porque como dice el ya 
citado Agustín de Vedia: «Cuando hay términos en con- 
flieto, cuando diferentes cláusulas de un instrumento, a- 
fectando su coexistencia, a menos de variar el sentido na- 
tural y común de las palabras, se hace necesaria la inter- 
pretación, y se justifica en aquella variación». y que: 
<«Concedida una facultad expresamente en términos ge- 
nerales, no debe ser restringida a casos particulares, de- 
biendo siempre interpretarse en el sentido que mejor con- 
sulte y promueva los grandes objetos que ella tuvo en vis- 
ta» (1). La proporcionalidad que menciona el artículo 4.2 
podrá ser a la riqueza, a la capacidad contributiva del 
sujeto impositivo o bien al consumo, es decir, una propor- 
cionalidad de tal naturaleza que haga viable el estable- 


(1) Derecho Constitucional; pág. 351. 
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cimiento de contribuciones, ya directas, ya indirectas, y 
que reuniendo las condiciones de equidad y uniformidad 
hagan posible la consecución de los grandes fines que se 
han impuesto a la Nación. 


C.—T ercera interpretación 


Los que sostienen esta interpretación consideran, en lí- 
neas generales, que la esfera impositiva de la Nación está 
constituída por los impuestos indirectos mientras que la 
de las provincias lo está por los directos. Entienden que el 
artículo 4. de la Constitución Nacional que habla en tér- 
minos generales de los impuestos nacionales y el artículo 
17 que faculta al Congreso para implantarlos sufren una 
limitación de importancia derivada de la cláusula del in- 
ciso 2. del artículo 67 al establecer que las contribuciones 
directas han de ser «por tiempo determinado» y sólo se 
impondrán «cuando la defensa, seguridad común y bien 
general del Estado lo exijan». Es pues, una interpreta- 
ción restrictiva de las facultades impositivas de la Nación 
y considera, que así como los derechos de aduana consti- 
tuyen una facultad privativa y excluyente de la Nación, 
del mismo modo, las contribuciones directas impuestas de 
una manera permanente y en circunstancias normales, 
constituyen también una facultad privativa y exvluyente 
de las provincias. En cuanto a los impuestos internos al 
consumo, caerían dentro de la esfera de acción coneurren- 
te de la Nación y de las provincias, sujetos por lo tanto 
a la disposición del artículo 31 de la Constitución Nacio- 
nal y a lo estatuído por la Suprema Corte al consagrar la 
supremacia de los poderes de la Nación cuando el ejerci- 
clio de los poderes concurrentes de las provincias sea re- 
pugnante a los mismos. 

Se basan para llegar a estas conclusiones, en primer lu- 
gar, en la opinión de Alberdi al decir: «la Constitución 
Argentina admite estos dos métodos de exigir el pago de 
la contribución, pero se encuentra inclinada al último 
(la contribución indirecta) que sin duda alguna es 
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más conforme a sus principios, a los intereses que ella tie- 
ne en vista y a las cireunstancias presentes del pueblo de 
la Confederación Argentina. Es fácil demostrarlo por ei 
exámen comparativo de las ventajas e inconvenientes de 
los dos sistemas de contribuciones «directas» e «indirec- 
tas» (1). Se citan también a los autores norteamericanos 
Daniels y Wilson; el primero cuando dice: «El gobierno 
federal deriva principalmente la mayor parte de su renta 
de los impuestos indirectos. Las fuentes principales de 
esta renta son: 1) los derechos de aduana; que se recau- 
dan sobre las importaciones; 2) los derechos de sisa, o 
sean los impuestos sobre la renta interna, que se recau- 
dan especialmente sobre la producción de alcohol y sobre 
el tabaco, y 3) las entradas de correos» (2); y el segun- 
do: «Se puede pues, considerar como una de las 
ventajas tradicionales de nuestro gobierno federal sobre 
los gobiernos de los Estados, que él ha sacado casi siem- 
pre en tiempo ordinario sus rentas enteras de contribu- 
ciones indirectas, prontas y fáciles de percibir, mientras 
que los Estados han tenido que vivir de los ingresos sumi- 
nistrados con lentitud y de mala gana que procura una 
contribución directa» (3). 

Pero notemos, en primer lugar, que si bien los autores 
citados están contestes en afirmar que el gobierno federal 
debe obtener sus recursos «principales» de los impuestos. 
indirectos, no lo excluyen de los que puedan proporcio- 
narle los directos. Sin embargo, el argumento de fondo 
que debemos hacer es el que se funda en el análisis del 
mismo inciso 2. del artículo 67 de la Constitución que es 
el que sirve de asidero a la teoría que comentamos. En 
efecto: la interpretación de dicho inciso podemos hacerla 
en dos formas; una literal atendiéndenos exclusivamente 
al texto expreso del mismo o teniendo en cuenta el espíritu 


(1) Sistema económico y rentístico, pág. 198. 
(2) Elementos de finanzas públicas, pág. 150. 


(3) El gobierno congresional, pág. 109. 
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de dicha cláusula, refiriéndonos al pensamiento dominan- 
te en los convencionales que la sancionaron. 


Es indudable que la interpretación literal del inciso 2.* 
del artículo 67 nos llevaría a creer que las «contribucio- 
nes directas» de que hace mención el mismo, no solamente 
conprende la contribución territorial, que a todas luces, 
según luego lo veremos, era lo que se entendía en la épo- 
ca de sancionarse la Constitución por contribución direc- 
ta, sino también toda suerte de impuestos directos que me- 
rezcan tal clasificación en el estado actual de la ciencia fi- 
nanciera como ser el impuesto a los capitales, a la renta, 
a los superbeneficios, etc.; pero la interpretación literal 
de la primera parte del inciso nos lleva a aplicarla tam- 
bién al resto del mismo, es decir, donde consiena los re- 
caudos y condiciones que se requieren para que la Na- 
ción pueda aplicar las mencionadas contribuciones diree- 
tas y que se refieren: 1. A que la imposición sea por 
tiempo determinado; 2.” Que ella pueda efectuarse siem- 
pre que la defensa, seguridad común y bien del Estado lo 
exijan. Respecto a la primera, como bien dice Montes de 
Oca ateniéndose a su letra: «Con esto la Constitución no 
establece una novedad; todos los impuestos son por tiem- 
po determinado en la República; el Congreso debe dictar 
anualmente la ley de presupuesto y anualmente también 
la de impuestos. La diferencia que pueda notarse en este 
caso, y que explica las palabras del texto constitucional, 
es que algunas de estas rentas, son fijas» (1). En cuanto 
a la segunda condición, ha dicho el doctor Arturo Bas si- 
guiendo el mismo criterio: «El poder encargado de velar 
por la defensa, la seguridad y el bien general del Estado, 
es el único autorizado para juzear de las necesidades re- 
tlamadas por aquél, tanto más, cuanto que, en el concep- 
to de bienestar general se comprende todo cuanto el go- 
bierno central puede y debe hacer en beneficio del país 


(1) Lecciones de Derecho Constitucional, pág. 210, tomo 1. 
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invirtiendo al efecto los recursos que constituyen el te- 
soro nacional» (1). 

En resumen: si bien la interpretación literal del inciso 
2.2 del artículo 67 nos induce a aceptar la generalidad de 
la frase «contribuciones directas», por otra parte, destru- 


ye la eficacia de las condiciones que consigna. Es pues el 
caso de repetir la regla que enunciara Agustín de Vedia: 
«Que la Constitución fué hecha para cumplir grandes y 
benéficos fines; y toda interpretación técnica o estrecha 
que la destruya y perjudique, pervierte claramente su 
sentido real»; desechamos, pues, la explicación literal de 
la disposición constitucional citada, adoptando aquélla 
que se acomode a los fines y propósitos que tuvieron los 
constituyentes al sancionarla. 


La disposición del inciso 2. del artículo 67 es a nues- 
tro entender explicable teniendo en cuenta el sentido que 
se daba en la época de la sanción de la Constitución a la 
expresión «contribuciones directas»; todo nos hace creer 
que se refería exclusivamente a la contribución territo- 
rial. En efecto: en el Congreso general constituyente, G+o- 
rostiaga, que informó sobre el artículo 4.*, precisando el 
deslinde de las atribuciones que corresponden a la Nación 
y a las provincias en materia impositiva, decía, refirién- 
dose a los impuestos de la Provincia de Santa Fe; «que 
las rentas de esta provincia, incluyendo los derechos de 
patentes, papel sellado, corrales, impuestos sobre heren- 
cias, impuestos a las marcas, multas policiales y contribu- 
ción directa, importaban, excluyendo los derechos de im- 
portación y exportación, la mitad de las rentas de la pro- 
vincia; que en su concepto esa mitad era suficiente para 
cubrir los gastos de ella, deducidos los que quedan a car- 
go del gobierno federal». Por otra parte, un antecedente 
de gran importancia nos lo ofrece el mismo Congreso ge- 
neral constituyente cuando en una de sus últimas sesio- 


(1) Op. citada, pág. 336. 
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nes dictó la Ley del Estatuto en cuyo artículo 8.” se esta- 
blecía la contribución territorial de 4 por 1.000 que debía 
pagar todo bien raíz, comprendido dentro del territorio 
de la Confederación. Este mismo concepto que asimila el 
impuesto directo a la contribución territorial lo encontra- 
mos en la ley de Noviembre de 1853 de la Provincia de 
Buenos Aires en que se decía: «Queda abolido en la ciu- 
dad y campaña toda contribución que no sea sobre capl- 
tales representados por bienes raíces; la ley de contribu- 
ción directa en cuanto a los bienes raíces regirá por el año 
1854 y la recaudación se hará en la forma y términos que 
se ha hecho hasta el presente.» A los argumentos mencio- 
nados agregaremos uno de carácter general y científico y 
es que el motivo que hace a los impuestos directos más 
apropiados a la imposición local se refiere especialmente 
a la contribución territorial por la estrechez de su base 
o sea el valor venal de la tierra. 

Consideramos pues que cuando el inciso 2. del artícu- 
lo 67 atribuye al Congreso la facultad de imponer contri- 
buciones directas, quiere referirse a la contribución te- 
rritorial y que en cuanto a los demás impuestos directos 
que reconozca la ciencia financiera quedan comprendidos 
dentro del amplio poder de imposición que para la Nación 
consagra el artículo 4.2? Ahora bien; podría preguntarse: 
¿a qué fin conduce entonces atribuir separadamente al 
Congreso la facultad de imponer la contribución territo- 
rial?; la respuesta surge del propio contexto del inciso 
2.” del artículo 67; a fin de que esta imposición proceda 
sólo cuando se haga por tiempo determinado, es decir, por 
el período en que la defensa, seguridad común y bien ge- 
neral del Estado lo exijan, palabras que debemos inter- 
pretarlas no en el sentido que literalmente podría dedu- 
cirse sino en el que surge del espíritu que informó su 1n- 
serción, esto es, cuando existan circunstancias extraordi- 
narias y excepcionales. 

De aquí que pensemos que la delimitación constitucio- 
nal de la esfera impositiva de la Nación y de las Provin- 
clas bajo la base de atribuir a la primera los impuestos in- 
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directos y a la segunda los directos, no es acertada; a lo 
sumo, lo único que de la Constitución se desprende es lo 
siguiente: 1. Que la Nación tiene la facultad privativa 
y excluyente de imponer derechos aduaneros; es decir, 
una clase especial y determinada de impuestos indirectos ;, 
2. Que las provincias se han reservado la imposición de 
un impuesto directo de un modo permanente y en cir- 
cunstancias normales, esto es, la contribución territorial, 
que en este sentido es facultad excluyente y privativa de 
las provincias. Pero nada más; porque en cuanto a los de- 
más impuestos indirectos o directos el poder de la Na- 
ción es tan amplio como lo establece el artículo 4. de la. 
Constitución y lo consagra el 17 y referentemente a las 
provincias lo mismo, pues la facultad de imponer dichos 
tributos se encuentra comprendida en los poderes indefi- 
nidos que poseen (artículo 104) aunque ella se encuentra 
limitada en la medida en que lo están todas las faculta- 
des concurrentes. 


D. —Cuarta interpretación. 


Según esta última interpretación, las facultades impo- 
sitivas de la Nación tienen toda la amplitud y elasticidad 
que se requieren para que pueda llenar los grandes fines 
que le confía la Constitución. Si ella ha de ser el propio 
instrumento de su prosperidad y engrandecimiento y por 
lo tanto del de las provincias, dado que éstas no son más 
que sus partes indestructibles y si, en fin, debe ella ga- 
rantirlas territorial y políticamente y proveer a la segu- 
ridad interna y externa del país, menester es que se le fa- 
ciliten los recursos necesarios para alcanzar esos resulta- 
dos. Los grandes enunciados del Preámbulo de la Consti- 
tución quedarían sólo como postulados líricos y abstrae- 
tos, sin tender a su realización concreta, si así no fuera, y 
por ésto es que la esfera impositiva de la Nación debe 
abarcar tanto a los impuestos directos como a los indi- 
rectos. 
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Que es ésta la interpretación más concorde con los tex- 
tos constitucionales, ya lo hemos demostrado preceden- 
temente al hacer la exposición y crítica de las doctrinas 
contrarias, pero a mayor abundamiento agregaremos aho- 
ra valiosos elementos de juicio que surgen de diversas 
fuentes de la Constitución y los que podemos agrupar en 
la siguiente forma: 1.” opinión del autor del proyecto de 
Constitución, Juan Bautista Alberdi; 2. opiniones de 
los convencionales del 53 y 60; 3.” texto de la Constitu- 
ción estadounidense; 4. opiniones de comentaristas ar- 
gentinos y estadounidenses. 

1.2 Alberdi ha expresado en diversas partes de sus 
obras, opiniones que concuerdan con lo que hemos mani- 
festado. Así, en las «Bases» encontramos proyectadas es- 
tas cláusulas: «Los gastos de la Confederación serán 
sostenidos por un Tesoro federal creado con ¿impuestos so- 
portados por todas las provincias» (art. 8) (1), inelu- 
yendo entre las atribuciones del Congreso: «impone 
y suprime contribuciones y regla su cobro y distribu- 
ción» (art. 69, inciso 3.) (2), fundándolas con las si- 
guientes palabras: «Por un evento de guerra exterior o 
de conmoción interior, puede llegar caso en que esa con- 
tribución (derechos de aduana), cese enteramente; y 
para que el ejéreito no quede desnudo y hambriento, para 
que la lista civil no perezca, para que el país no se pre- 
sente indigente y débil, será necesario que el gobierno 
federal eche mano de otros recursos. De aquí la necesi- 
dad de dar a su poder de imposición una extensión tan 
ilimitada como pueda serlo la del círculo de sus necesida- 
des» (3). En el «Sistema económico y rentístico» distin- 
guía Alberdi los impuestos directos de los indirectos 
en la siguiente forma: «Los recursos provinciales de- 
legados al Tesoro federal están designados por el ar- 
tículo 4. de la Constitución, que hemos transeripto 


(1) Las Bases, pég. 270. 
(2) Op. citada, pág. 232, 
(3) Obras completas, tomo 1, pág. 235. 
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más arriba. De éstos hay unos que se han delegado 
de un modo absoluto y sin reservas. Tales son el 
producto de las aduanas, de la renta de correos, de 
los derechos de tonelaje, de.la amonedación (artículos 9, 
10, 11 y 105). Otros se han delegado a medias, y son, por 
ejemplo, la venta y locación de tierras públicas, las con- 
tribuciones directas e indirectas y el crédito, (artículos 
4 y 105). Otros recursos provinciales no se han delegado 
al Tesoro nacional de ningún modo...» «En los impues- 
tos de la primera y última de estas tres divisiones, no pue- 
de haber conflicto entre el poder provincial y el poder 
nacional de imposición. La dificultad puede ocurrir en 
los impuestos de la seeunda división, que según la Consti- 
tución pueden ser establecidos por las provincias y por la 
Confederación. La regla de ésta para cada vez que ocurra, 
está trazada por la Constitución misma y es muy sencilla : 
el impuesto provincial cede al impuesto nacional, por la 
siguiente regla : Esta constitución, las leyes de la Con- 
federación que en su consecuencia se dicten por el Con- 
greso y los tratados con los potencias extrangeras son la 
ley suprema de la Nación; y las autoridades de cada pro- 
vincia están obligadas a conformarse a ella, no obstante 
cualquiera disposición en contrario que contengan las le- 
yes O constituciones provinciales» (1). En otro lu- 
gar, el autor de «Las Bases» añade: «Las contri- 
buciones de «aduana» y de «correo» son las únicas 
que nombra expresamente el artículo 4. de la Constitu- 
ción argentina, pero no las únicas que admite, pues tam- 
bién designa para la formación del Tesoro nacional el 
producto de las «demás contribuciones que equitativa y 
proporcionalmente a la población imponga el Congreso 
general», agregando luego: «En cuanto a las demás con- 
tribuciones deferidas a la competencia del Congreso Na- 
cional, absteniéndose la Constitución de mencionarlas por 
su nombre y de limitarlas a determinado número, ha 


a 


(1) Sistema económico y rentístico, páy. 138. 
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querido dejar al legislador la facultad de adoptar todas 
las que reconozca la ciencia, con tal que, por su índole 
y efectos, se acomoden a los principios de la misma Cons- 
titución (1). 

Vemos, pues, que el primer intérprete de la Cons- 
titución argentina, cuya autoridad reside en haber sido 
el que la proyectó y luego comentó con singular acierto, 
atribuye al gobierno federal completa libertad en mate- 
ria de contribuciones. Veamos ahora algunas opiniones 
de los constituyentes del 53 y 60. 

2.2 En la Convención Constituyente reunida en San- 
ta Fe en 1853 decía el señor Leiva, representante de la 
provincia de ese nombre, oponiéndose al artículo 4.": 
<...que con él se quitaba a las provincias los derechos 
de importación y exportación, y demás con que conta- 
ban para atender sus gastos ordinarios, no quedándoles 
más recursos a tal efecto, que la contribución territo- 
rial», y refiriéndose al artículo 67, inciso 2.”, agregaba: 
«Que además, por otro artículo del proyecto de Consti- 
tución, el Congreso quedaba facultado para imponer la 
contribución directa, en ciertos casos, temporalmente»; 
el convencional señor Seguí, sosteniendo el artículo, tal 
cual se halla redactado y contestando al convencional 
Leiva, expresó: «Que no era prudente ni aceptable ce- 
rrar al gobierno nacional ninguna de las fuentes rentís- 
ticas del país, cuyas dimensiones eran tan pequeñas com- 
paradas con la inmensa cantidad que debía consumirse, 
en provecho mismo de la Nación que se constituía». Esto 
en cuanto a los constituyentes del 53, que en lo que se 
refiere a la Convención reunida en Buenos Aires en 1860 
con objeto de revisar la Constitución que aquéllos ha- 
bían sancionado, Dalmacio Vélez Sarsfield, miembro in- 
formante de la Comisión, decía: «...Que al Congreso le 
quedaba la facultad de imponer las contribuciones que 
quiera sobre el Estado de Buenos Aires». 


(1) Op. citada, pág. 189. 
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3.2 Debemos también citar el texto de la Constitu- 
ción estadounidense que ha tenido parte tan principal 
en la redacción de la nuestra, en lo que se refiere a las 
facultades impositivas de la Nación. En efecto: el ar- 
tículo, sección 8.?, dice: «11 Congreso está facultado... 1.* 
Para establecer y cobrar contribuciones, derechos, wm- 
puestos y sisas para pagar las deudas y proveer a la co- 
mún defensa y bienestar general de los Estados; pero 
todos los derechos, impuestos y sisas serán enteramente 
uniformes en todos los Estados Unidos.» Y bien, es el 
caso de aplicar la conclusión a que antes llegábamos 
cuando decíamos: que si alguna cláusula de la Consti- 
tución de los Estados Unidos se decide por un aumento 
de los poderes del Estado general, con mayor razón de- 
bemos interpretar la nuestra en el mismo sentido. De 
aquí que el amplio poder impositivo consagrado en la 
Constitución estadounidense para la Nación, debemcs 
considerarlo también establecido en la nuestra y lo que, 
por otra parte, se encuentra corroborado por las opinio- 
nes de distinguidos comentaristas, tanto argentinos como 
norteamericanos. 

4. Entre los primeros hemos citado ya la opinión de 
Alberdi; mencionaremos ahora la de Sarmiento, su con- 
tinuo contendor, aunque en esta materia coinciden. Dice 
Sarmiento: «Por las demás contribuciones que equita- 
tiva y proporcionalmente imponga el Congreso General, 
la Constitución entra de lleno en el poder general del 
Congreso de imponer contribuciones, en proporción de 
las necesidades de la República, y sin limitación a fuente 
especial y determinada.» Estrada analiza el sistema im- 
positivo de la Constitución de la siguiente manera: «Es 
también facultad concurrente, ejercida por la Nación y 
las provincias, la de levantar rentas, imponiendo contri- 
buciones directas e indirectas. Hay una exeepción a esta 
regla: las provincias no pueden en ningún caso, impo- 
ner derechos a la importación ni a la exportación de pro- 
ductos, porque ésto es de exclusiva facultad nacional. 
il poder de las provincias y de la Nación, de levantar si- 
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multáneamente rentas, nace de que la Constitución or- 
ganiza gobiernos con poder para conservarse, y autori- 
«lad sobre las personas o las cosas, en el radio de sus fun- 
ciones. Se sigue de aquí, que no teniendo otras limita- 
ciones, las provincias y la Nación pueden establecer im- 
puestos sobre las mismas bases, y en que se recarguen, 
aunque en distinta forma, los mismos valores.» En cuan- 
to a los comentaristas estadounidenses debemos citar la 
opinión de Tiffany, quien dice: «Está plenamente ave- 
riguado que, bajo las concesiones de la Constitución, el 
Congreso tiene pleno poder sobre toda especie de propie- 
- «dad imponible dentro de los Estados Unidos, salvo las 
exportaciones. Que no hay sino dos reglas prescriptas, 
para seguir 'en el ejercicio de este poder: la regla de la 
uniformidad para los impuestos indirectos y la propor- 
clonalidad para los impuestos directos. Los derechos, 
impuestos y sisas, constituyen las tres clases de impues- 
tos indirectos o sean impuestos sobre el consumo o los 
gastos; la capitación e impuestos sobre las tierras cons- 
tituyen los impuestos directos que han de repartirse pro- 
porcionalmente», y agrega citando a Kent: «Si hubiera 
otras especies de impuestos, no comprendidos con las pa- 
labras derechos, impuestos, se impondrían o no, confor- 
me a la regla de la uniformidad, según que el Congreso, 
en su discreción, lo ereyere razonable o conveniente. Nin- 
gún gobierno puede sostenerse sin los medios de crear 
una renta conveniente; luego debe tener este poder en sí 
mismo, independiente de toda otra autoridad. El Con- 
greso es el único juez del monto de la renta que ha de 
<rearse» (1). 

Hemos examinado diversos elementos de juicio que 
surgen de varias fuentes interpretativas de nuestra 
Constitución, a saber: la opinión del autor del proyecto 
de la misma, Juan Bautista Alberdi, la de los constitu- 
yentes del 53 y del 60, el contexto de la cláusula corre- 


o. 


£(1) Derecho Constitucional, pág. 351. 
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lativa de la Constitución estadounidense y por fin, lo que 
han dicho ilustrados comentaristas de la misma así como 
de nuestra Carta. Todo ello con el objeto de confirmar 
lo que venimos diciendo, o sea: que nuestro actual régl- 
men constitucional en materia de impuestos nacionales 
es todo lo elástico que puede ser en la misma; que él 
abarca tanto los impuestos indirectos como los directos 
y que está de acuerdo por lo tanto, con los grandes ob- 
jetivos confiados a la realización de la Nación. 

Ahora bien: al comenzar el parágrafo relativo al. «al- 
cance de la disposición del artículo 4.? y de la del inciso 
2.2 del artículo 67 de la Constitución Nacional», después 
de haber dejado sentado que las facultades impositivas de: 
la Nación que se mencionaban en los mismos eran «a 
priori» concurrentes con las de-igual índole provinciales, 
nos hacíamos la pregunta de que en qué medida se efec- 
tuaba esa concurrencia de poderes dentro de la clasifi- 
cación fundamental establecida por la ciencia financie- 
ra; como hemos determinado el alcance de la esfera im- 
positiva de la Nación y de las provincias estamos ahora 
en condiciones de poder responder a la misma. En efec- 
to, hemos dicho que la delimitación de las facultades im- 
positivas dé la Nación y provincias está efectuada en la 
Constitución de la siguiente manera: 

1.2 La Nación tiene el derecho exclusivo y privativo 
de establecer derechos aduaneros. 

2.2 Las provincias tienen el derecho exclusivo y pri- 
vativo de establecer la contribución territorial de un mo- 
do permanente y en circunstancias ordinarias. 

3.2 Tanto la Nación como las Provincias tienen el de- 
recho de imponer los demás impuestos directos e indi- 
rectos. 

Como se vé, la concurrencia de las facultades de la Na- 
ción y de las provincias en materia de impuestos se pro- 
duce dentro de este tercer grupo que comprende todos 
los impuestos, tanto directos como indirectos, creados o 
a crearse, salvando sólo las especialísimas excepciones 
que se mencionan en los grupos 1.* y 2.9; ella es amplia 
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y general y de aquí que la solución del problema de la 
delimitación de las facultades impositivas de la Nación 
y de las provincias dentro de la Constitución, se reduzca 
ahora a la aplicación de las reglas generales que se han 
establecido respecto de los poderes concurrentes. 


2.—La concurrencia impositiva 


En la conferencia pronunciada el 24 de Mayo de 1923 
en la Facultad de Ciencias Económicas de Buenos Aires 
sobre las relaciones entre los regímenes fiscales de la Na- 
ción y de las Provincias, decía el profesor M. Gastón 
Jéze: «La Nación y las Provincias extraen de los im- 
puestos la mayor parte de sus recursos, y por consl- 
guiente, hay en la Argentina impuestos nacionales y pro- 
vinciales. Pero si existen dos series de impuestos, es evi- 
dente que no existen dos series distintas de contribuyen- 
tes: los contribuyentes nacionales y los contribuyentes 
provinciales. Los mismos sujetos pagan a la vez los im- 
puestos nacionales y los impuestos provinciales y aún se 
puede añadir que los mismos sujetos pagan también los 
impuestos municipales» (1). Pero esta concurrencia im- 
positiva que hacía notar aquí M. Jéze es la resultante 
de nuestro sistema de gobierno duple, es decir, la que 
hemos llamado «concurrencia por coexistencia», mientras 
que a la que queremos referirnos es a la originada por la 
coincidencia de materias sobre las que pueden legislar 
la Nación y las Provincias o sea a la «concurrencia de 
fines». Ahora bien: hemos sentado tres reglas como con- 
clusión del estudio que sobre esta última hicimos, las cua- 
les son: 1. La Nación y las Provincias tienen facultades 
concurrentes en lo que se refiere a la legislación sobre 
renta, viabilidad, ferrocarriles, inmigración y coloniza- 
ción, privilegios y patentes, instrucción pública y admi- 
nistración de justicia; 2.2 Estas facultades pueden ser 
ejercidas sobre los mismos objetos pero bajo diferentes 


(1) Transcripción del diario «La Nación», 25 de mayo de 1923. 
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formas o distintas jurisdicciones; 3. Ejercitándolas la 
Nación bajo una forma determinada excluye su ejercicio 
por las provincias en la misma forma y dentro del mismo 
radio jurisdiccional, 

En materia de impuestos hemos dicho que salvo lo re- 
lativo a los derechos de aduana que se atribuyen exclu- 
sivamente a la Nación y al impuesto territorial cuyo es- 
tablecimiento permanente y en circunstancias normales 
se lo reservan las provincias, la concurrencia de faculta- 
les entre la Nación y las provincias es general y amplia, 
las que se encuentran sometidas por lo tanto a las reglas 
que acabamos de mencionar. Para mostrar en forma ob- 
jetiva el mecanismo de la aplicación de estas normas a 
la materia tributaria, tomemos una especie de impuestos 
en que se verifique la concurrencia, por ejemplo los im- 
puestos internos al consumo, creados por la Nación por 
ley de 1891. Dichos impuestos podrían ser objeto de le- 
gislación tanto por las provincias como por la Nación, de 
conformidad a la primera regla enunciada, siempre que 
esa legislación no fuese simultánea, pues la regla segun- 
da mencionada excluye el ejercicio de las facultades con- 
_currentes sobre los mismos objetos, bajo la misma forma 
y en idéntica jurisdicción, y por fin, la creación de los 
impuestos internos por parte de la Nación imposibilita 
a las provincias para hacer lo propio, porque el ejercicio 
de las facultades concurrentes bajo forma determinada 
por parte de la Nación excluye el de las provincias de 
acuerdo a la regla tercera citada. De aquí que el ejer- 
cicio por la Nación y las provincias de facultades impo- 
sitivas concurrentes en forma simultánea y determinada 
tiene la virtud de transformar dichas facultades concu- 
rrentes en poder exclusivo de la Nación. 

Por otra parte, esta preeminencia impositiva de la Na- 
ción sobre las provincias se basa en disposiciones de la 
misma Constitución, en decisiones de la Corte Suprema, 
así como en la doctrina de nuestros publicistas. En cuan- 
to a la primera, es de aplicación estricta el ya recordado 
artículo 31 cuando dice: «Esta Constitución, las leyes de 
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la Nación que en su consecuencia se dicten por el Con- 
greso y los tratados con las potencias extranjeras son la 
ley suprema de la Nación y las autoridades de cada pro- 
vincia están obligadas a conformarse a ella, no obstante 
cualquier disposición en contrario que contengan las le- 
yes o Constituciones provinciales, etc.» Con referencia a 
las decisiones de la Corte Suprema hemos manifestado 
ya lo que sentara en el caso «Mendoza versus Provincia 
de San Juan»: «Los actos de las legislaturas provincia- 
les pueden ser invalidados: 1% Cuando la Constitución 
concede al Congreso en términos expresos un poder ex- 
clusivo; 2. Cuando el ejercicio de idénticos poderes ha 
sido expresamente prohibido a las provincias, y 3. Cuan- 
do hay una directa y absoluta incompatibilidad en el 
ejercicio de ellos por estas últimas.» (Tomo III, pág. 
131); en otra ocasión, dijo en el mismo sentido: «Los po- 
deres de provincia no pueden ejercer facultad alguna de 
las que han sido delegadas a los poderes públicos de la 
Nación ni de aquéllos cuyo ejercicio por los poderes pro- 
vinciales obstruiría o haría ineficaz el de los que corres- 
ponden a los poderes nacionales» (1). Respecto a las doc- 
trinas de los publicistas, debemos en primer lugar citar la 
Opinión de Alberdi: «Como el gobierno Supremo y Nacio- 
nal garantiza la existencia y seguridad de los gobiernos de 
provincia, a él primeramente le corresponde el poder de 
establecer contribuciones directas e imdirectas, en toda la 
Confederación.» En otra oportunidad manifestaba en el 
mismo orden de ideas: «La supremacia o prelación de la 
ley nacional sobre la provincial, en caso de conflicto, se 
funda en el principio contenido en el artículo 5.” de la 
Constitución federal, por el cual «el gobierno federal ga- 
rantiza a cada provincia el goce y ejercicio de sus ins- 
tituciones». Para que esta garantía, en que estriba toda 
la nacionalidad del país, se haga efectiva, es menester 
que las provincias dejen en manos del gobierno común 


(1) Fiscal v. P. Albarracín, tomo X, pág. 380. 
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o general los medios rentísticos de ejecutarlo», agregan- 
do: «Los conflictos de este género son frecuentes aún en 
las federaciones más bien organizadas, como lo demues- 
tra el ejemplo de los Estados Unidos, donde mil veces la 
Corte Suprema a quien corresponde conocer de ellos, ha 
declarado infringidas las leyes rentísticas del Congreso 
de la Unión por leyes fiscales de algunos Estados, que 
habían estatuído de un modo supremo sobre el mismo 
punto, y el Congreso ha tenido que derogarlas» (1); 
hemos citado anteriormente la opinión de Estrada que 
refiriéndose a las facultades impositivas concurrentes de 
la Nación y de las provincias, concluía: «Se sigue de 
aquí, que no teniendo otras limitaciones, las provincias y 
la Nación pueden establecer impuestos sobre las mismas 
bases, y en que se recarguen, aunque en distinta forma. 
los mismos valores»; por fin, contemplando a los impues- 
tos internos dice el doctor Lucio Vicente López: «Quien 
reflexione sobre esto, comprenderá al momento que los 
impuestos internos son evidentemente nacionales, porque 
son el único medio de evitar el desequilibrio y el desorden 
entre los artículos de importación y los artículos de pro- 
ducción o exportación» (2). 

Vemos, pues, que tanto la disposición constitucional 
citada como los fallos de la Corte y las opiniones de los 
publicistas que hemos transcripto, establecen y explican 
el sentido que se debe atribuir a la concurrencia de la 
Nación y de las provincias en materia tributaria; esto es, 
la preeminencia de la primera sobre las segundas, lo que 
es una consecuencia directa de los deberes que competen 
a la Nación en salvaguardia de los intereses fundamen- 
tales del Estado, es decir, su seguridad interna y exter- 
na así como la garantía de su organización política. 


(1) Sistema económico y rentístico, pág. 188. 
(2) Ourso de Derecho Administrativo, pág. 472. 
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3.—La esfera impositiva de las provincias 


La preeminencia que con respecto a los impuestos tiene 
la Nación en el ejercicio de las facultades concurrentes 
que comparte con las provincias, no significa, sin em- 
bargo, privar a éstas de los recursos necesarios para su 
desenvolvimiento autonómico ni mucho menos invertir el 
producto de los impuestos que paga el contribuyente 
provincial al fisco nacional en erogaciones que no redun- 
den en beneficio de todas y cada una de las provincias, 
pues, como bien dice Alberdi: «Las provincias no aban- 
donan, no enajenan, ni se desprenden de la porción de 
su renta, que entregan al Tesoro nacional. Este Tesoro 
nacional es tan propio y peculiar de las provincias reuni- 
das en cuerpo de Nación, como lo es de cada una el de 
su distrito. No abandonan un ápice de su renta en esa 
delegación. Respecto de una porción de ella, sólo ceden 
a la Confederación un modo local de crear y de invertir 
esa renta, en cambio de otro modo nacional de crear y 
de invertir esa misma porción de su renta, que abando- 
nan en apariencia, pero que en realidad toman (1). 

Pero aparte de esto, las provincias tienen fines que 
llenar y por lo tanto gastos que efectuar y que proveer 
con sus recursos propios. El gobierno federal garante a 
cada provincia el goce y ejercicio de sus instituciones 
siempre que asegure su administración de justicia, su ré- 
gimen municipal y la educación primaria (art. 5.”), exi- 
giéndole también la organización del gobierno bajo el 
sistema representativo republicano que implica la divi- 
sión de los poderes y por lo tanto el establecimiento de 
las tres ramas: ejecutiva, legislativa y judicial, lo que 
importa la elección o nombramiento de funcionarios así 
como el mantenimiento de reparticiones públicas que lle- 
ven a la práctica los poderes que poseen las provincias, 
ya sea los contenidos en los artículos 105, 106 y 107 de 


(1) Op. citada, pág. 189. 
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la Constitución o los comprendidos en los poderes no 
delegados de que nos habla el artículo 104. De aquí que 
dentro del sistema de la Constitución, las provincias po- 
sean un amplio poder de imposición sobre las personas 
o cosas que dentro de su territorio se encuentren some- 
tidas a su jurisdicción quedando librado el mismo al eri- 
terio de sus legislaturas, encuadrado dentro de los pode- 
res que les otorguen las constituciones de provincia y ob- 
servando las limitaciones resultantes de la exclusividad 
de la Nación para imponer los derechos de aduana; de 
la que emerge, según ya lo hemos dicho, de los poderes 
concurrentes, y teniendo en cuenta además los requisi- 
tos de equidad, proporcionalidad e igualdad que la Cons- 
titución exiwe, y las prohibiciones que estatuye en los ar- 
tículos 10, 11 y 12 .Esta extensión de los poderes impo- 
sitivos de las provincias la tenemos abonada, en primer 
lugar, por la opinión de Desty, quien dice: «Sobre las 
bases de las restricciones constitucionales, pueden esta- 
blecer impuestos y determinar los medios de distribu- 
ción, en el modo y alcance que les parezca mejor; y en 
el ejercicio de su poder soberano, pueden adoptar cual- 
quiera o todos los medios conducentes a crear rentas y 
sus decisiones sobre lo que es propio, justo y político, y 
respecto a la materia imponible, como a la naturaleza y 
calidad del impuesto, deben ser finales y concluyentes. 
Los poderes son discrecionales, y el interés, sabiduría y 
justicia del cuerpo legislativo y sus relaciones con sus 
electores, ofrecen la única seguridad contra los abusos de 
ese poder discrecional». El doctor Arturo Bas expone 
en el mismo sentido: «Esto no obstante, conviene tener 
presente que la facultad preferente de la Nación, para 
el establecimiento de los gravámenes de la naturaleza 
expresada, no priva a las provincias del poder de impo- 
ner nuevamente idénticos valores o materias, aunque sí, 
en diferente manera y oportunidad, y así tenemos por 
ejemplo, que establecidos por el Congreso los impuestos 
al consumo sobre el azúcar, el alcohol, los fósforos, etc., 


ete., las provincias no podrían afectar nuevamente, con 
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impuestos locales, el consumo de los artículos expresa- 
dos, pero aquéllos no son, en manera alguna, óbice para 
que se graven con impuestos provinciales las casas en 
que se expendan las materias referidas, y en general, 
las transacciones que, como forma de la circulación eco- 
nómica, pudieran celebrarse sobre las mismas» (1). 

La Corte Suprema en el caso «Blanco versus Nazar», 
se ha pronunciado de un modo general en favor de la 
amplitud de los poderes de las provincias, diciendo: «Es 
un principio que las provincias conservan después de la 
adopción de la Constitución general, todos los poderes 
que antes tenían y con la misma extensión, a menos de 
contenerse en aquel Código alguna expresa disposición 
que restrinja o prohiba su ejercicio.» (Tomo I, pág. 
170), y en la causa promovida contra la provincia de 
Buenos Aires, por inconstitucionalidad del impuesto a la 
producción agropecuaria en el año 1906, manifestó : «Que 
la creación, elección de objetos impombles y formalidades 
de percepción, son del resorte exclusivo de las provincias, 
cuyas facultades sobre este particular, dentro de sus res- 
pectivas jurisdicciones, tienen la propia amplitud de su 
poder legislativo, ya se trate de personas, propiedades, 
posesiones, franquicias, privilegios, profesiones o dere- 
chos, ete.» (2). De aquí que la limitación de las fa- 
cultades de las provincias tienen el carácter restrictivo 
que ya hemos indicado pero no inhibe a las mismas para 
imponer otras contribuciones, pues el ejercicio de las fa- 
cultades de la Nación no puede significar, como ha dicho 
la Corte, una limitación de crear impuestos y contribu- 
ciones que la misma Constitución acuerda a las provin- 
cias, sino que las disposiciones de la ley fundamental ex- 
presan las reglas y preceptos relativos al régimen impo- 
sitivo que la Nación por medio del Congreso, debe poner 


(1) Op. citada, págs. 351 y 352. 
(2) Iglesias versus Provincia de Buenos Aires, tomo CV, pági- 
na 273. 
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en práctica para los fines generales del gobierno. (Tomo 
XV; pág. 50). 

Resumiendo: las provincias tienen amplias facultades 
en materia de impuestos, abarcando tanto a los directos 
como a los indirectos, las que, sin embargo, se hallan li- 
mitadas en la siguiente forma: 

1.2 Por los derechos de aduana, cuya imposición es 
exclusiva de la Nación; 

2.2 Por la imposibilidad de imponer en la misma for- 
ma a los mismos objetos impositivos que la Nación, tra- 
tándose de las facultades concurrentes; 

3.2 Los impuestos deben reunir las condiciones de 
equidad, proporcionalidad e igualdad (art. 4.” y 16). 

4. Por la prohibición de imponer derechos de 
tránsito así como los que traben la circulación interpro- 
vineial (art. 10, 11 y 12). 

Ahora bien: las limitaciones primera y segunda son 
aplicables únicamente a las facultades impositivas de las 
provincias mientras que la tercera y cuarta no son ex- 
elusivas de las mismas, sino que son extensivas también 
a las facultades impositivas de la Nación. Es indudable 
que la Constitución se ha referido en una forma gené- 
rica a ambas. 
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SECCION 2*. 


RESULTADOS PRACTICOS DE LA DELIMITACION 
CONSTITUCIONAL 


1I—CONCEPTO DE AUTONOMIA FINANCIERA 
EN LA CONSTITUCION. 


Hemos examinado el régimen impositivo nacional y 
provincial tal como existe en el mecanismo de nuestra 
Constitución. Es indudable que en el mismo actúa una 
idea o principio fundamental, a saber, asegurar recursos 
tanto a la Nación como a las provincias estableciendo así 
entre ambas su mutua dependencia financiera, en la mira 
de que ambas potestades políticas pudieran llevar a buen 
término el rol que les estaba señalado dentro del sistema 
federal de gobierno. Instituir así, al lado del federalis- 
mo político, con sus poderes y resortes propios de go- 
bierno sin intervención de otra entidad extraña, una 
suerte de federalismo financiero, si se nos permite el 
término, que vendría a ser el espejo en que se reflejara 
el primero y del cual sería su legítimo sostén, estable- 
ciéndolo, no solo en el sentido de asegurar recursos es- 
peciales para el sostenimiento de las administraciones de 
la Nación y de las provincias, sino también, que en el 
orden de los tributos, se efectuara por las mismas su 
imposición, su selección, la graduación de las tasas y su 
percepción. 

Anteriormente hemos visto que al crear la Constitu- 
ción un tipo de Estado federal estableció para su regu- 
lar funcionamiento el sistema rentístico que se creyó 
más adecuado al mismo, esto es, el de la amplia libertad 
de imposición tanto para el Estado general como para 
los locales. Se dijo entonces que el crear gobiernos con 
las amplias facultades que del «self-rovernment» se de- 
rivan, sería crear una ficción si no se les daban también 
los más amplios poderes en materia rentística y especial- 
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mente en la tributaria. Tanto el autor del proyecto de 
Constitución como los convencionales que la sancionaron, 
estaban saturados de éste que podríamos llamar princi- 
pio: que estaba sobreentendido que así como al gobierno 
federal no se le ponía ninguna traba en materia imposi- 
tiva, permitiéndole imponer «las demás contribuciones, 
etc.», del mismo modo, las provincias, que aligen «sus 
gobernadores, sus legisladores y demás funcionarios de 
provincia sin intervención del gobierno federal, etc.», po- 
seían también la misma facultad, es decir «la da impo- 
ner las demás contribuciones, etc.», desde que, por no 
haber delegado este poder a la Nación en forma exclu- 
siva, lo conservan como anejo a las facultades indefini- 
das que retienen. Estas conclusiones se derivan más del 
silencio que guarda la Constitución al respecto que de 
sus afirmaciones, pues respecto del poder impositivo de 
las provincias habla sólo de «sus recursos propios» y 
para sentar algunas prohibiciones y en lo que se refiere 
al mismo gobierno federal sobre cuya materia legislaba, 
ya que en lo que se refiere a los gobiernos de provincia 
sólo se ocupa de un modo general, nuestro Código polí- 
tico es parco en sentar disposiciones sobre la materia de 
los impuestos. Sólo se refiere a uno en forma explícita 
y atributiva, a los derechos aduaneros, que en cuanto a 
los demás, los engloba bajo el rubro general de «demás 
contribuciones» y notemos que aparte del artículo 4.2 — 
ya hemos dicho que el inciso 2* del artículo 67 tiene sólo 
una importancia relativa — la Constitución no se ocupa. 
de los impuestos más que para consignar algunos prin- 
cipios generales inherentes al sistema republicano (ar- 
tículos 16, 17 y 44). 

El Estado federal requiere que tanto el Estado gene- 
ral como los locales posean una «plena capacidad de go- 
bierno» y de aquí la necesidad de que los mismos posean 
también una «plena capacidad financiera», la que se tra- 
duce en un amplio poder impositivo: este fué sin duda 
el primer razonamiento que en esta materia se hicieron 
los constituyentes del 13, complementado con el que he- 
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mos enunciado al comienzo de este parágrafo referente- 
mente a las relaciones de las finanzas generales con las 
locales, a saber, que el federalismo político debía ir acom- 
pañado de una suerte de federalismo financiero, consa- 
grándose para las provincias su independencia finan- 
crera. Veremos más adelante que estos dos conceptos, 
«amplio poder impositivo de las provincias» y su «inde- 
pendencia financiera» y de los cuales el primero es el 
antecedente necesario del segundo han fracasado en la 
práctica de nuestras instituciones por dos series de he- 
chos: 1.2 Por estar en contradicción con otros objetivos 
constitucionales; 2. Por no acomodarse a las necesida- 
des reales de la República. 

En primer lugar, si bien es cierto que las provincias 
parecen poseer un amplio poder impositivo, se encuentra 
limitado, en realidad, por diversas disposiciones consti- 
tucionales. En efecto: existen dos limitaciones que po- 
dríamos llamar genéricas que rigen tanto para los im- 
puestos nacionales como para los provinciales, derivada 
una del régimen republicano de gobierno (Artículos 4 y 
16) y otra por circunstancias de orden económico (Ar- 
tículos 10, 11 y 12). Existen, por fin, dos limitaciones es- 
pecíficas que se refieren únicamente a los impuestos pro- 
vinciales y que fluyen del rango superior, eminente, que 
ocupa el gobierno central con respecto a los locales por 
su rol de defensa de la integridad nacional y de garan- 
tía del propio régimen de gobierno: una se refiere a la 
exclusividad que tiene la Nación para imponer los dere- 
chos aduaneros y la otra se deriva de la concurrencia de 
las facultades impositivas de la Nación y de las provin- 
cias asegurando la preeminencia de aquélla de imponer 
en forma determinada con el objeto de evitar la anar- 
quía y el caos en esta materia. (Art. 31). 

Pero fuera de estas limitaciones, la libertad de im- 
posición de las provincias, es completa, pues la Consti- 
tución no se ha detenido al estilo de otras en determinar 
específicamente los diversos tributos que entran en la 
formación del tesoro provincial. Es evidente que en ma- 
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teria impositiva se ha contentado con sentar principios 
generales y que sólo ha descendido al análisis tratándose 
de prohibiciones o de limitaciones. Y así como la regla 
general del artículo 4.” carece de toda reglamentación y 
de toda clasificación y calificación minuciosa, de la mis- 
ma manera debemos entender que la regla general para 
las provincias es de la amplitud de imposición y las pro- 
hibiciones y limitaciones mencionadas sólo son excepcio- 
nes. De aquí que podamos decir que en esta materia un 
tanto intrinzada y confusa surge algo claro y determina- 
do y es lo siguiente: Tanto la Nación como las provin- 
cias poseen un amplio poder de imposición, dentro de re- 
gímenes financieros independientes. Este y no otro ha 
sido el propósito definido de los constituyentes del 53, 
basado en el estado de la ciencia política política de la 
época, en la economía de la Constitución estadounidense, 
así como en la opinión del autor de su proyecto. Su fór- 
mula se puede resumir: la autonomía política debe ser 
condicionada por la autonomía financiera en su más am-- 
plio significado, a saber: recursos propios que nacen so- 
bre todo de la facultad de imponer tributos, seleccionán- 
dolos, graduando sus tasas y percibiéndolos. 

Veremos ahora, si esta concepción rígida de autono- 
mía financiera que existe en nuestra Constitución ha 
contemplado las exigencias financieras de las provincias, 
qué resultado ha tenido su realización práctica, si ha orl- 
ginado o no trastornos al país, y en fin, si la misma ha 
permanecido estacionaria o ha variado al compás de la 
ciencia política y de la financiera. 


I[—BHXIGENCIAS FINANCIERAS DE LAS 
PROVINCIAS. 


El concepto de autonomía financiera, tal como se ha- 
lla delineado en la Constitución ha fracasado en la práe- 
tica en lo que se refiere a la imposibilidad en que se en- 
cuentran las provincias de responder a sus exigencias fi- 
nancieras dentro del margen constitucional; imposibili- 
dad que surge de una única causa: el escaso rendimien- 
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to de los impuestos provinciales. La Constitución ha tra- 
zado a las provincias un amplio programa que llenar y 
que va desde la organización del gobierno representativo 
republicano de gobierno, del régimen municipal, de la 
administración de justicia y de la instrucción pública 
hasta la promoción del bienestar general de sus habitan- 
tes en lo que se refiere al fomento de la industria, de, la 
inmigración, de la construcción de ferrocarriles, etc.; y 
para llegar a la realización de estos fines consagra para 
ellas un poder amplio en materia impositiva y su inde- 
pendencia financiera respecto del gobierno federal. Ya 
hemos dicho que a ello la llevaba el estado de la ciencia 
política de la época y más que todo, el ejemplo de su mo- 
delo, la Constitución estadounidense, en la que se seguían 
las normas de un régimen federal en el que el rol prin- 
cipal de gobierno estaba reservado a los Estados locales. 

Los constituyentes del 53 tuvieron, sin embargo, la 
intuición de que nuestro país no estaba en condiciones 
para ejercitar un sistema federal tan avanzado, deriva- 
do en parte de la larga tradición colonial de la unidad 
del virreinato y de la pobreza de las provincias del in- 
terior; aun dentro de la organización federativa pensa- 
ron, sin duda, que la inspiración directriz, el cumpli- 
miento de los grandes fines esbozados en el Preámbulo 
debería venir más de la Nación que de los Estados loca- 
les y de aquí que, como ya lo hemos demostrado, que 
nuestra Constitución se diferencia de la de los Estados 
Unidos en la mayor preponderancia que se asigna en la 
primera a las funciones de gobierno del Estado central. 
Consecuentes con la idea del alto rol que estaba reser- 
vado entre nosotros a la Nación, quisieron los constitu- 
yentes asegurarle los medios necesarios para que lo lle- 
vara a su realización y a este fin responde, sin duda, la 
reserva exclusiva que de los derechos aduaneros se hi- 
ciera a favor de la Nación, aparte de la preeminencia 
que le corresponde, en todo caso, en el ejercicio concu- 
rrente de las facultades impositivas. 

Es indudable que los hombres del 53 y del 60 se colo- 
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caban, estatuyendo en esta forma, en el verdadero terre- 
no a que los conducía el examen de los hechos y de las 
cireunstancias especiales de la República, y que, en cuan- 
to a la Nación, el resultado de la obra constitucional, ha 
sido el eficiente rol que ha desarrollado en beneficio del 
progreso y prosperidad del país; lo contrario ha suce- 
dido con las provincias, pues en lo que se refiere a éstas, 
dicha obra se ha malogrado en parte, debido a no haber 
persistido los constituyentes en la línea trazada. En 
efecto, si por un lado consultaban los verdaderos intere- 
ses de la República dando mayor cohesión al gobierno 
federal, por otro mantenían un principio que no se ave- 
nía con las exigencias reales de las provincias, estable- 
ciendo su independencia financiera respecto de la Na- 
ción. De la oposición de estos dos principios antagónicos 
debían derivarse males de la mayor trascendemcia: el 
primero tendía a hace ilusoria la efectividad del segun- 
do. ¿Y qué valor puede tener para las provincias el 
nvantenimiento de una independencia financiera que no 
se asiente en recursos suficientes para asegurar los fi- 
nes del gobierno? La existencia de este principio abstrac- 
to, que no responde, a las características de nuestra es- 
pecial organización política, es la causa directa de la 
exigiiidad de los recursos provinciales y por lo tanto de 
la carencia de las obras necesarias para su mayor bien- 
estar y progreso, de la falta de caminos, de escuelas, de 
la ausencia total de todo fomento a las industrias re- 
gionales, de lo irrisorio de los emolumentos de sus fun- 
cionarios, de la mala organización administrativa y por 
fin, del estancamiento de su población. Claro está que 
este cuadro sombrío es más aplicable a las provincias 
propiamente del interior que a las centrales y del litoral, 
pues en éstas actúan factores favorables de otro orden, 
como ser el extraordinario desarrollo de su producción 
agropecuaria. El fenómeno que indicamos se pone más 
de manifiesto en provincias que, como las de Santiago 
del Estero, La Rioja, Catamarca, San Luis, etc., requie- 
ren del gobierno una acción más intensa y perseverante, 
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dada la índole distinta de sus riquezas naturales, de su 
producción y de su industria. 

Reasumiendo nuestra exposición: el concepto de la au- 
tonomía financiera de las provincias dentro de la Cons- 
titución, establece en primer lugar que ellas poseen re- 
cursos propios, los cuales provienen en su mayor parte 
de los impuestos, pero como ha dicho la Suprema Corte, 
es evidente que esta amplia libertad de imposición reco- 
noce los límites que le ha marcado la propia Constitu- 
ción. Ya hemos expresado al tratar de la esfera impositi- 
va de las provincias, que sus poderes que abarcan tanto a 
los impuestos directos como a los indirectos, se hallan li- 
mitados: 1.2 Por los derechos de aduana cuya imposición 
es exclusiva de la Nación; 2.2 Por la imposibilidad de 
imponer en la misma forma a los mismos objetos imposi- 
tivos que la Nación, tratándose de las facultades con- 
currentes; 3. Los impuestos deben reunir las condicio- 
nes de equidad, proporcionalidad e igualdad (artículos 
4 y 16); 4. Por la prohibición de imponer derechos de 
tránsito así como los que traben la circulación interpro- 
vincial (artículos 10, 11 y 12). Y al examinar la cuarta 
interpretación que se ha dado acerca del alcance de la 
disposición del artículo 4.2 y de la del inciso 2. del ar- 
tículo 67, hemos manifestado que: 1. Que la Nación tie- 
ne el derecho privativo y exclusivo de establecer los de- 
rechos aduaneros; 2. Que las provincias tienen el dere- 
cho privativo y exclusivo de establecer la contribución 
territorial de un modo permanente y en circunstancias 
ordinarias; 3. Tanto la Nación como las provincias tie- 
nen el derecho de imponer los demás impuestos tanto di- 
rectos como indirectos. Es, pues, respecto de esta última 
clase de tributos en los que se produce la concurrencia 
de facultades y en lo que se refiere a las provincias, de- 
ben observar las limitaciones segunda, tercera y cuarta, 
mencionadas antes. 

Ahora bien: hasta 1891 la Nación se había concretado, 
para hacer frente a sus gastos, a los recursos proporcio- 
nados por los derechos áduaneros y por los provenien- 
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tes de los servicios y dominio del Estado, pero apremia- 
da en esa época por necesidades de orden externo, im- 
plantó por primera vez los impuestos internos al consu- 
mo; como ellos están comprendidos dentro de las facul- 
tades impositivas concurrentes, las provincias quedaban 
excluídas de poder imponer los mismos objetos dentro 
de sus jurisdicciones respectivas en la misma forma que 
la Nación, es decir, como gravamen al consumo. La 
esfera, impositiva de las provincias quedaba limitada «de 
hecho» a la contribución territorial que es su facultad 
privativa en esta materia y a los demás impuestos sobre 
la producción y la industria, porque en cuanto a pensar 
en la creación de otros gravámenes que señala la ciencia 
financiera, las provincias no están habilitadas para im- 
plantarlos, ya sea por circunstancias derivadas de su 
propia naturaleza que los hace solamente aplicables por 
la Nación, o por motivos de organización administrativa 
cuya deficiencia sería notoria en aquéllas. 

Ahora bien : el rendimiento del impuesto territorial, 
así como el de otros gravámenes a la producción y a la 
industria, no alcanza siquiera a cubrir la mitad de los 
actuales presupuestos provinciales; su causa radica: en 
la naturaleza de la materia imponible, que es la riqueza 
incorporada a la economía de la provincia, ya en forma 
de propiedad inmueble, de producción agropecuaria o de 
capitales industriales y comerciales. La materia impo- 
nible de los impuestos provinciales es deficiente, lo que 
proviene en primer término de la mala organización ju- 
rídica de la propiedad raíz, lo que impide que el impues- 
to territorial posea una materia adecuada que le sirva 
de objeto y que por lo tanto hace que su rendimiento sea 
limitado, dado que la mala organización mencionada im- 
pide el desarrollo y formación del dominio. Por otra 
parte, la falta de esa propiedad saneada, deslindada y 
determinada, ahuyenta el trabajo e impide la radicación 
de capitales, de lo que se sigue, que los otros tributos 
que hemos menciondo y que inciden sobre la producción 
agropecuaria, sobre la industria y el comercio, tampoco 
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Riqueza territorial 
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consigan una relativa importancia para contribuir en 
forma eficaz a formar los recursos del Estado. 

Esta relación directa e inmediata entre la deficiente 
organización jurídica de la propiedad y la escasa pro- 
ductividad de los impuestos provinciales, se pone de 
manifiesto observando las cifras que acerca de la riqueza 
provincial nos suministra el tercer censo nacional reali- 
zado en 1914: 
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Erqueza comercial 
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Riqueza total 
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Calculando una tasa del cinco por cienio sobre cada uzo 
de los renglones mencionados, vemos que el conjunto de 
los diversos impuestos que los pueden gravar respec- 
tivamente, a saber, la contribución territorial, el impues- 
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to a la producción agropecuaria o de guías o mobiliario, 
al comercio y a la industria, o a los capitales en giro, 
apenas si alcanza a cubrir del 25 al 40 por ciento del 
cálculo de recursos de cada provincia; si a los impues- 
tos mencionados agregamos otros que son de común im- 
posición por parte de las provincias tales como patentes: 
ijas, el papel sellado, el impuesto a la transmisión era- 
tuita de bienes, licencia para venta de tabacos, alcoho- 
les, naipes, etc., podemos calcular otro cinco por cien- 
to sobre la misma riqueza, lo que hace un total de diez 
por ciento, obteniendo finalmente la siguiente renta pa- 
ra las provincias: 
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Pero como dice el doctor José María Ahumada en el 
Anexo No. 14 del Anteproyecto de Ley General de Im- 
puestos Internos: «Aún a esta tasa realmente extorsiva, 
ninguna de las provincias alcanza a cubrir con los solos 
impuestos directos, sus cálculos de recursos actuales, si se 
exceptúa Buenos Aires, Santa Fe, Corrientes y alguna 
otra, que, sin embargo, tienen ya proyectados aumentos 
de bastante consideración que es necesario reconocer les. 
son Indispensables para atender las nuevas exlgeneias 
de su desarrollo. Así se explica que esos Estados, obede- 
ciendo a la ley de la necesidad, que no tiene vallas des- 


bo 


EL RÉGIMEN IMPOSITIVO ARGENTINO uE 


borden sus sistemas financieros sobre el de la Nación, 
introduciendo el caos en todos los órdenes de la vida na- 
cional, según creo haberlo demostrado en la «Exposición 
de Motivos». (Pág. 371). Esta situación de pobreza fi- 
nanciera de las provincias originada por la deficiencia 
de la materia imponible, con su corolario lógico, cual es 
la imposibilidad de que desarrollando con eficiencia los 
fines de gobierno se fomente la instrucción pública, la 
producción y la industria, colaborando con la Nación 
en la promoción del bienestar general, ha sido puesta 
de manifiesto en diversas oportunidades por nuestros 
parlamentarios y hombres de gobierno; así, el diputado 


- nacional don Luis Leguizamón, decía en la Cámara de Di- 


-putados en la sesión del día 13 de junio de 1910:x<.. 


. . De ahí surge la mayor dificultad, pues de ello re- 
sulta que las provincias carecen de rentas suficientes pa- 
ra llenar los amplios fines de gobierno, que no son los 
que pudiéramos llamar primordiales, la garantía de los 
derechos de los hombres, la libertad y la justicia; nues- 
tra época tiene otras exigencias de orden moral y ma- 
terial que demandan no sólo pensamiento en los hombres 
que hacen el gobierno, sino recursos para realizarlos; la 
educación del pueblo, en primer término y obras pú- 
blicas que impulsan el aumento de la población y en el 
desarrollo de la producción, del comercio y de la rique- 
za» (1); el diputado nacional, señor Agote, decía en el 
mismo sentido el 22 de agosto de 1913: «Cada día que pa- 
sa se registra un nuevo hecho confirmatorio de lo que ase- 
guro; sin recursos, sin fondos propios, tomado por la 
Nación lo poco a que tienen derecho, se ven obligadas 
las provincias, como lo repito con la insistencia que co- 
rresponde a la verdad de los hechos, a vegetar misera- 
blemente . . . etc.», agregando luego: «Colocadas las 
provincias entre la espada y la pared, es decir, entre no 


¡tener recursos suficientes ni nuevos gravámenes que 


—. 


(1) Diario de sesiones, año 1210, tomo 1, pág. 167. 
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crear, y las necesidades crecientes de sus propias admi- 
nistraciones, vénse obligadas a aumentar los impuestos 
ya existentes, algunos bastante castigados con relación 
a otros, lo que da lugar a movimientos internos, a veces 
airados, realizados por aquellos mismos que pagan en 
silencio, no importa qué carga, con tal que sea en for- 
ma indirecta» (1); el doctor Ahumada, en el ya citado 
Anteproyecto manifestaba, concordando con las opiniones 
transcriptas: «En efecto, muchas provincias carecen 
hoy de los recursos necesarios para costear los servicios 
más indispensables de un país civilizado, y esta situación 
se perpetuará por bastante tiempo aún, sobre todo para 
las del interior, donde el crecimiento de la riqueza es 
muy lento. Tal hecho las condena a vegetar en el atra- 
so y la pobreza salvo las dos o tres que han podido des- 
arrollar industrias fuertemente protegidas y a ver des- 
poblarse su territorio, como ya ocurre en alguna de 
ellas». (Pág. 165). 

La falta de recursos de los gobiernos provinciales, ha 
hecho que su acción sea deficiente y hasta nula en ma- 
terias tan esenciales e inherentes al concepto mismo de 
eobierno como son las que se refieren a justicia, cuya 
morosidad y lentitud de trámites derivadas del escaso nú- 
mero de funcionarios son proverbiales en las provincias 
del interior; a instrucción pública, esfera en que ha de- 
bido substituirlos en multitud de casos el gobierno na- 
cional; a higiene y obras públicas, en lo que ha pasado 
lo mismo; a la policía, siempre insuficiente y por fin, 
a la viabilidad y al fomento de las industrias locales, 
materias éstas totalmente descuidadas y las que están ín- 
timamente correlacionadas. Así, decía el diputado nacio- 
nal Miguel Laurencena fundando un proyecto de dis- 
tribución de parte del producido de los impuestos inter- : 
nos a las provincias con el objeto de mejorar su viali- 
dad: <...Es inútil pensar en un aumento rápido de po- 


(1) Diario de sesiones, año 1913, tomo II, págs. 1019 y sigtes. 
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blación; es inútil pensar en resolver, ni siquiera plan- 
tear sobre bases sólidas el problema de la colonización ; 
es inútil pretender que nuestro comercio y nuestras in- 
dustrias se desenvuelvan en condiciones prósperas y flo- 
recientes mientras no tengamos caminos cómodos, que les 
permitan conducir sus mercaderías y productos con la 
regularidad y economía necesarios», agregando más ade- 
lante: «Es necesario que las ciudades estén unidas por 
caminos buenos y cómodos a las aldeas, a los pequeños 
núcleos de población y a los distritos más lejanos; es ne- 
cesario que esas mismas aldeas, esos pequeños núcleos 
de población y esos distritos de campaña puedan comu- 
nicarse entre sí con las menores dificultades posibles, co- 
mo único medio, repito, de fomentar el comercio anémi- 
co de los pueblos y campañas, la colonización, la agricul- 
tura, las pequeñas industrias secundarias, la educación 
de las masas campesinas y todo aquello, en fin, que en- 
riquece y civiliza los pueblos, que los hace independien- 
tes y aptos para gobernarse a sí mismos» (1). 

Por otra parte, nuestras industrias regionales carecen 
del fomento gubernativo necesario para su mayor pros- 
peridad y desarrollo, tales como la vitivinicultura, fru- 
ticultura y minería de las provincias andinas. Nuestras 
provincias descuidan este rol fundamenta! de la acción 
gubernativa y su causa estriba en lo que ya hemos ma- 
nifestado, a saber, la carencia de recursos, la exigúidad 
del producido de sus impuestos que son los medios nece- 
sarios para llevar a la práctica los fines expresados. 

De todo lo dicho podemos inferir las siguientes con- 
clusiones: 

lo.—La Constitución ha establecido para las provin- 
cias un régimen de independencia financiera respecto 
de la Nación; 

20.—Los tributos que «de hecho» pueden estable- 
cer las provincias, se caracterizan por la deficiencia 


(1) ' Diario de sesiones, año 1912, tomo II, págs. 351 y sigtes. 
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de la materia imponible y por su escaso rendimiento; 
30.—Las exigencias financieras de las provincias no 
son satisfechas con dichos impuestos. 


III. — RESULTADOS 


Y bien: después de setenta años de haber vivido la 
República con las instituciones consignadas en nuestra 
Carta política podemos decir que la práctica del régimen 
financiero que ha consagrado no ha respondido a las es- 
peranzas de los constituyentes. El estado de cosas que 
implica las exigencias financieras de las provicias para 
atender a los fines generales del gobierno, por un lado, 
y por otro, la existencia de recursos insuficientes y pre- 
carios, ha llegado a plantear a las provincias el siguien- 
te dilema: o bien mantenerse dentro del margen consti- 
tucional llevando la vida mezquina y raquítica que le 
permite la modicidad de sus entradas, o bien, no respe- 
tando los límites constitucionales, procurarse recursos 
invadiendo la esfera impositiva reservada a la Nación, 
cuando no recurriendo a peores expedientes. 

El continuo crecer de los sastos públicos que ha po- 
dido tener su contrapeso en la administración nacional 
por el aumento correlativo de los recursos, no ha podido 
serlo en las administraciones provinciales dentro de los 
límites trazados por la Constitución. Las consecuencias 
más graves y funestas se han derivado de esta estrechez 
económica y así la República ha visto surgir dos insti- 
tuciones que nuestra ley fundamental había repudiado 
como causas constantes de atraso y de ruina y son: las 
aduanas interprovinciales bajo la forma de impuestos 
internos diferenciales y el papel moneda provincial bajo 
el rubro de letras de tesorería. 

La primera que mencionamos ha sido a menudo la re- 
sultante de otra transgresión constitucional: la que se 
refiere a la invasión que han hecho las provincias de la 
esfera impositiva de la Nación. En efecto: hemos di- 
cho ya que la concurrencia en materia de impuestos 
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debe ser a base de la supremacia de las facultades 
de la Nación de imponer en forma determinada, 
como una condición necesaria para evitar el desor- 
den económico, financiero y aún político; pues bien, 
la Nación creó en el año 1891, como ya lo diji- 
mos, los impuestos internos al consumo, haciendo uso de 
la citada facultad concurrente, efectuando luego las pro- 
vincias lo propio a partir del año 1912 en que Tucumán 
implantó el impuesto a los tabacos, en tal forma, que en 
la actualidad los contribuyentes de las provincias deben 
soportar un doble sistema de impuestos internos, cuando 
no triple a causa de la imposición de los municipios. 
En el año 1916 existían ya ocho provincias que ha- 
bían implantado impuestos internos al consumo en sus 
territorios respectivos y eran las provincias de Tucumán, 
Mendoza, San Juan, Catamarca, Santiago del Estero, 
Salta, Jujuy y Corrientes, las que gravaban en la mayo- 
ría de los casos los mismos artículos que los impuestos 
nacionales, adoptando generalmente su misma organi- 
zación y variando sólo el monto de la tasa en el sentido 
de aumentarla; de la fecha mencionada en adelante, se 
han ido incorporando las restantes, procediendo en la 
misma forma; así, Entre Ríos creó los impuestos al con- 
sumo por ley de 23 de diciembre de 1919; Córdoba por la 
de 2 de agosto de 1920; San Luis por la del 4 de julio 
de 1918; La Rioja por diversas leyes de 1917 y 1920; 
Santa Fe por la del 27 de mayo de 1922 y finalmente, 
Buenos Aires por la del 12 de abril de 1923. 

Una de las consecuencias de los impuestos internos 
provinciales es el resurgimiento «de hecho» de las 
antiguas aduanas interprovinciales, reconocido por las 
siguientes circunstancias: lo.: Por el cobro del impuesto 
a las mercaderías introducidas de otras provincias, lo 
que importa una extricta fiscalización en los puertos 
fluviales y en las estaciones ferrocarrileras. 20: Porque 
el impuesto incide sobre los consumidores de las provin- 
cias a las que se remiten los productos gravados. Por fin, 
hay una consideración que nos confirma en la opinión 
de que los impuestos internos provinciales implican la 
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ereación de aduanas y es la siguiente: porque tanto las 
unas como los otros acarrean una misma consecuencia, 
cual es la de servir a propósitos proteccionistas, en este 
último caso a favor de las industrias locales, por medio 
de la imposición de derechos diferenciales en contra de 
los productos de las otras provincias. Todo esto, en cuan- 
to a las consecuencias que se derivan por el solo heciro 
de imponer las provincias impuestos al consumo, lo que 
entra dentro de sus facultades, porque en cuanto a 
las que se originan cuando rebasan el límite de las mis- 
mas gravando los mismos artículos que la Nación, lo que 
dá por resultado una doble imposición, se suman a aqué- 
llas las siguientes: gravitación del impuesto provincial 
sobre la renta interna nacional, ídem sobre las existencias 
comerciales, conflictos de jurisdicción entre las autori- 
dades locales y nacionales, restricción del rendimiento 
de los tributos nacionales, malestar comercial, ete. Todas 
estas consecuencias, ya sea de orden fiscal, económico o 
político, las estudiaremos con detenimiento al tratar en 
particular de los impuestos internos y las que redundan 
en perjuicio del fisco, del contribuyente, de la industria 
y del comercio, y por último, de la misma organización 
política del Estado. 

La otra institución provincial reprobada por la Cons- 
titución, que ha surgido como una consecuencia indubi- 
table de las necesidades financieras de las provincias y 
de la imposibilidad en que se hallan dentro de las vías 
legales de procurarse recursos, es como ya hemos dicho, 
la emisión de bonos o letras de Tesorería y los que cons- 
tituyen verdadero papel moneda provincial lanzado a 
la circulación por el gobierno, obligando a los emplea- 
dos provinciales a recibirlo en pago de sus haberes y 
admitiéndolo en el cobro de impuestos; dichos bonos 
que afectan todas las características de la moneda por 
la forma de emitirlo representando pequeños valores y 
por su factura, circulan en las provincias que los han 
adoptado con una fuerte depreciación en relación con ia 
moneda nacional, dando por resultado lógico la escasez de 
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ésta. En este sentido y refiriéndose a la ilegalidad de di- 
chos bonos, ha dicho el Directorio de la Caja de Conver- 
sión en nota pasada en el mes de julio de 1923 al Mi- 
nistro de Hacienda: «Las provincias pueden, sin duda, 
hacer uso de su crédito y emitir títulos representativos 
de su valor, pero les está expresamente vedado emitir mo- 
neda y hacerla circular, y a la Nación se ha investido de 
facultades privativas en todo lo relativo a la acuñación 
y circulación de la moneda — artículos 108 y 67, -in- 
cisos 5 y 10, respectivamente, de la Constitución Nacio- 
nal. Así lo han reconocido todas las leyes vigentes en la 
República», agregando luego: «Pues bien: las emisiones 
provinciales que se creían para siempre extirpadas de la 
economía nacional, reaparecen ahora con caracteres alar- 
mantes y sin atenuantes de ninguna especie, en forma 
de emisiones ilegales que se han hecho y se continúan la- 
cindo por sumas que se suponen considerables y que van 
ereciendo continuamente». 

Reasumiendo: apremiadas las provincias por sus ne- 
cesidades financieras y para hacer frente a los gas- 
tos de su administración, no han vacilado en establecer 
impuestos que contrarían el régimen impositivo de la Na- 
ción y en resucitar, de hecho, instituciones anacrónicas 
prohibidas expresamente por nuestra Carta Fundamen- 
tal. Estos resultados, eminentemente perniciosos para la 
economía del país, son los derivados forzosos de la polí- 
tica financiera que con respecto a las provincias estable- 
ce la Constitución, esto es, su independencia financiera 
de la Nación, a base de impuestos precarios e improducti- 
vos. Dichos resultados los podemos concretar: 

lo.—Establecimiento de impuestos por las provincias 
sobre el mismo objeto y en la misma forma que la Na- 
ción, en oposición con el concepto admitido de las facul- 
tades concurrentes; 

20.—Creación de aduanas interprovinciales, como un 
derivado de los impuestos provinciales al consumo; 

30.—Emisión de papel moneda por las provincias bajo 
la forma de bonos o letras de tesorería. 
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SECCION 3*. 


MEDIDAS LEGALES Y CONSTITUCIONALES 
A ADOPTARSE 


1. — EVOLUCION Y CONCEPTO ACTUAL 
DE LA AUTONOMIA FINANCIERA 


Hemos dicho que la Constitución ha establecido para 
las provincias un régimen de independencia financiera 
con respecto a la Nación, el que, en la época de su san- 
ción se hallaba de acuerdo con el estado de la ciencia 
política y con lo estatuído en la Constitución estadouni- 
dense. Hemos dicho también que este principio de la in- 
dependencia financiera se hallaba en contradicción con 
otras disposiciones constitucionales que, teniendo en 
cuenta las necesidades reales de la República, habían or- 
ganizado un régimen federativo un tanto centralizado y 
otorgado, en orden a los poderes, una evidente suprema- 
cia a la Nación, comprendiendo entre ellas las faculta- 
des impositivas. Que de esta contradicción se había se- 
guido que el sistema impositivo de las provincias, se 
asentara sobre bases débiles y deleznables, acarreando la 
imposibilidad de que pudieran responder a sus exigen- 
cias financieras y que, por fin, esta situación había ori- 
ginado consecuencias altamente perniciosas como ser la 
superposición tributaria organizada por las provincias 
sobre artículos ya gravados por la Nación, el estableci- 
miento de hecho de aduanas provinciales así como la 
emisión de papel moneda por aquéllas. Ahora bien, debe- 
mos preguntarnos: ¿ha evolucionado en la ciencia polí- 
tica y en la práctica de las instituciones de gobierno aná- 
logas a las nuestras el concepto de autonomía financie- 
ra que hemos esbozado, en forma tal que aplicado a nues- 
tro país evite las graves consecuencias que acabamos de 
mencionar? Respondiendo afirmativamente: ¿cabe este 
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nuevo concepto dentro de la economía de nuestra Cons- 
titución ? 

Por ahora sólo nos ocuparemos de la primera cues- 
tión que hemos planteado y respecto a la misma debe- 
mos manifestar que existe en la actualidad una poderosa 
corriente de opinión en el sentido de considerar que la 
autonomía financiera que requieren los Estados locales 
dentro del sistema federal de gobierno, no debe enten- 
derse como sinónimo de una separación absoluta entre 
el sistema financiero federal y el local, en cuanto a la 
elección de los tributos, a la graduación de las tasas y a 
la percepción, sino, que su concepto fundamental reside 
sólo en la posibilidad de que los entes autónomos puedan 
disponer de recursos cuya inversión escape por completo 
al control del Estado Federal. Lo que debe importar a 
los Estados locales, es contar con los recursos necesa- 
rios para dar cumplimiento a los fines del gobierno, pe- 
ro la circunstancia de que esos recursos provengan de 
imposiciones ejercitadas a nombre propio o en el del go- 
bierno federal, es sólo de un interés secundario. Lo esen- 
cial, no es en esta materia, el principio teórico de que las 
provincias posean una absoluta independencia financie- 
ra con respecto a la Nación, sino la posibilidad práctica 
de que su autonomía financiera, en cuanto son ellas los 
únicos jueces respecto a la formación de sus presupues- 
tos de gastos y en imputar a éstos sus entradas, se ejer- 
cita sobre recursos reales y concretos, cuya obtención le 
está asegurada por la Constitución o la ley. 

Por otra parte, no debemos olvidar que en las finan- 
zas de un Estado federal como el nuestro, actúan tam- 
bién dos principios en la organización de las mismas, y 
que son: la unidad del contribuyente y la unidad na- 
cional, En cuanto al primero: el sujeto impositivo es el 
mismo, tanto para la Nación como para las provincias; 
de su renta o de su capital ha de salir en definitiva el 
tributo nacional o el provincial, y como es un axioma 
de que el impuesto en su rendimiento tiene un límite 
fuera del cual son inútiles todas las tentativas para au- 
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mentarlo, produciendo ello, al contrario, un resultado 
perjudicial, como ser la evasión o el fraude, la armonía 
entre los dos entes impositivos será un beneficio mutuo, 
no solamente en el caso que hemos presentado de gravar- 
se dos veces un objeto en la misma forma sino siempre 
que la competencia tributaria tienda a producir la anar- 
quía en esta materia. En lo que se refiere al segundo 
principio que hemos mencionado como derivado de nues- 
tra forma de gobierno, o sea, la unidad nacional, debe- 
mos manifestar que el Estado argentino no es una agre- 
cación de Estados soberanos, sino que, como bien se ha 
dicho del estadounidense, es «una unión indestructible 
de Estados indestructibles», pues si bien se considera 
que éstos son anteriores a la idea de organización políti- 
ea, el concepto de Nación es indivisible, habiendo estatuíi- 
do el pueblo de la misma por medio de sus representan- 
tes la Constitución que nos rige; de aquí la contradie- 
ción que surge entre nuestro sistema de gobierno y la 
oposición impositiva entre la Nación y las provincias 
que conduce a la desorganización de sus respectivos regí- 
menes tributarios. La unidad nacional exige, pues, corre 
lación y coordinación entre el sistema financiero fede: 
ral y el de las provincias; de lo contrario se seguiría 
el debilitamiento del vínculo político. 

Estos dos principios emergentes de nuestro sistema fe- 
deral de gobierno, a saber, la unidad del contribuyente y 
la unidad nacional, conjuntamente con la evolución que 
hemos indicado acerca del concepto de autonomía finan- 
ciera de las provincias, nos lleva a la conclusión de que 
es posible sustituir la noción de absoluta independencia 
financiera de éstas con respecto a la Nación, por otra, a 
saber, la de la interdependencia de ambos regímenes fi- 
nancieros, o en forma más concisa, la de su solidaridad. 
El profesor Jéze la propiciaba al decir en la conferencia 
que hemos mencionado : « esa debe ser la base indestrue- 
tible de la organización fiscal argentina. Pero hasta ahora 
la solidaridad fiscal no ha existido; se ha practicado la 
independencia y el egoísmo, y el resultado ha sido la in- 
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coherencia. Es preciso, en consecuencia, introducir en la 
organización financiera el principio de la solidaridad eli- 
minando el espíritu de egoísmo, evitar las rivalidades y 
obtener la colaboración ; es indispensable substituir la dis- 
ciplina fiscal a la anarquía. » 

Ahora bien : dijimos que al antiguo concepto de la au- 
tonomía financiera de las provincias le era inherente la 
completa independencia de las mismas y que, por lo tan- 
to, subvenían sus necesidades con sus recursos propios, 
entendiéndose que tratándose de los provenientes de los 
impuestos, debían ser éstos « provinciales », en el más 
amplio sentido de la palabra, es decir, en cuanto a la 
elección de la materia imponible, distribución, selección de 
las tasas y percepción; no se vislumbraba la posibilidad 
de que las provincias pudieran formar sus recursos por 
medio de impuestos recaudados por la Nación. Se partía 
de un aislamiento irreductible del gobierno federal y del 
de las provincias en materia financiera, de manera que 
cada entidad política era libre de imponer los tributos 
que más le conviniera dentro de su respectiva esfera y 
aun fuera de ella, sin cuidarse de los perjuicios que pu- 
dieran ocasionarse mutuamente y excluyendo toda comu- 
nidad de intereses en este ramo. El nuevo concepto de 
autonomía financiera tiende a sustituir el principio egoís- 
ta de independencia por uno que podríamos llamar de 
recíproca ayuda, de solidaridad, entendiendo que la au- 
tonomía sólo debe sienificar la libertad de disposición sin 
ningún control extraño, siendo indiferente que la impo- 
sición o la recaudación sea hecha por las provincias o por 
la Nación; lo importante es que los recursos emanados 
del impuesto se apliquen a satisfacer las necesidades de 


- las provincias de acuerdo a disposiciones claras y termi- 


nantes y por medio de sus legítimas autoridades, 
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1. — LA PARTICIPACION DE LAS PROVINCIAS 
EN EL PRODUCIDO DE IMPUESTOS 
NACIONALES 


El principio de la solidaridad entre la Nación y las 
provincias debe concretarse en la organización financiera 
de nuestro país, por la participación de éstas en el pro- 

- ducido de determinados impuestos creados y recaudados 
por aquélla. En efecto : nos hemos referido a nuestro sis- 
tema de gobierno federal manifestando que su tendencia 
a la centralización exige a la Nación el cumplimiento de 
numerosos fines gubernativos que en otros países, de aná- 
logo sistema, se confían a los Estados locales y que, con- 
secuente con ello, la Constitución le ha conferido poderes 
impositivos de tal naturaleza que aseguran su preemi- 
nencia con respecto a las provincias; que, por otra par- 
te, éstas se encuentran en la imposibilidad de implantar 
determinados tributos por circunstancias de orden cien- 
tífico y por deficiencias administrativas; que los impues- 
tos que « de hecho » pueden crear son de escasa produc- 
tividad, no alcanzando a llenar con los recursos prove- 
nientes de ellos las exigencias de un país civilizado y que, 
por fin, esta situación ha traído aparejadas las graves 
consecuencias que antes mencionábamos, como ser la do- 
ble imposición, las aduanas interprovinciales, la moneda 
ilegítima, ete. Los inconvenientes que acabamos de enu- 
merar encuentran su remedio en el plan esbozado; si las 
provincias, por sí mismas, encuentran cerradas otras fuen- 
tes de recursos, nada obsta a que se las proporcione la 
Nación por medio de la participación de aquéllas en el 
producido de determinados impuestos de ésta; con ello 
desaparecerá la doble imposición, con todos sus trastornos, 
ya que ello se impondrá a las provincias como una con- 
dición ineludible, así como las aduanas interprovincia- 
les, no necesitando ya las provincias recurrir a otros me- 
dios ilegales como ser la emisión de moneda, ete. Por otra 
parte, la Nación está en condiciones de crear determina- 

dos impuestos que, como en el de scbre la renta, podrían 
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participar las provincias y lo mismo en otros que, como 
el de las sucesiones, alcanzarían mayor productividad es- 
tablecidos por la Nación. De aquí, que una distribución 
del producido de ciertos impuestos como la planteada, 
tenga la ventaja no sólo de hacer desaparecer la anarquía 
financiera con todos sus males sino también la de pro- 
porcionar sólidos recursos a las provincias que asegura- 
rán de verdad su autonomía financiera, complemento in- 
dispensable de la política. 

Esta participación de las provincias en el producido 
de los impuestos nacionales, o más bien, la idea de que 
determinados impuestos sean nacionales en su creación 
: y recaudación y a la vez nacionales, provinciales y hasta 
comunales en la distribución de los recursos que propor- 
cionan, la fundamentamos, por otra parte, en los siguien- 
tes elementos de juicio: I. En que ella ya ha sido lle- 
vada a la práctica en determinados países; 11. En las 
opiniones de E. R. A. Seligman, consignada en su obra 
« Ensayos sobre el impuesto » y en la de Gastón Jéze, re- 
ferentemente a nuestro país; III. En los precedentes que 
al respecto existen en la Capital de la República y en al- 
gunas provincias sobre distribuciones locales; IV. En los 
diversos proyectos presentados al Congreso sobre repar- 
tición entre la Nación y las provincias de la renta inter- 
na unificada; V. En las iniciativas de la Administración 
de Impuestos Internos con el mismo objeto; VI. En la 
adopción del principio por el Poder Ejecutivo nacional, 
así como por sus comisiones asesoras, en el estudio del 
régimen impositivo durante el año 1923. Los examinare- 
mos por su orden. 


I 


El régimen de participación de las provincias en el 
producido de determinados impuestos nacionales ha sido 
puesto en práctica en países que poseen una forma fede- 
ral de gobierno análoga a la nuestra, como ser en Suiza 
para el impuesto sobre alcoholes, en Australia, en Alema- 


Régimen, 9 
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nia, en el Canadá, en los Estados Unidos y también en 
países de organización unitaria, como ser Inglaterra y 
Francia. El antecedente más remoto que respecto a dicho 
régimen encontramos es el famoso distribution of the 
surplus, procedimiento implantado en los Estados Unidos 
en 1836 y por el cual el Gobierno Federal repartía entre 
los diversos Estados el excedente de los impuestos creados 
y recaudados por él; actualmente en los mismos Estados 
Unidos, diversos gobiernos locales reparten parte del pro- 
ducido de sus impuestos entre las municipalidades. En 
Alemania, los recursos provenientes de ciertos impuestos 
indirectos, se reparten entre el gobierno federal y los lo- 
cales; durante la guerra se estableció que en el impuesto 
a las sucesiones tendrían participación los Estados; por 
otra parte, el impuesto al mayor valor es creado y recau- 
dado también por el gobierno federal, repartiéndose su 
producido entre éste, las administraciones de Estado y 
las comunas. 

Por la ley de 29 de Marzo de 1920, el esnktommensteuer, 
que era establecido por Prusia, Baden, Sajonia y Wút- 
temberg, pasó al Reich, correspondiendo un tercio de su 
producido a éste y dos tercios a los Estados y a las co- 
munas. En 30 de Marzo se creó un impuesto federal 
sobre las personas jurídicas, cuyo producido se reparte 
en la misma forma. En Suiza se creó en el año 1917 el 
impuesto federal a la renta, pero debiéndose repartir el 
quinto de su producido entre los diversos cantones. En 
el Canadá se practica también el sistema, formándose 
en parte los recursos provinciales por medio de impues- 
tos recaudados por el Dominio. En Australia, si bien los 
impuestos directos son privativos de las provincias y los 
indirectos de la Confederación, al constituirse ésta en 
1900 y teniendo en cuenta que anteriormente la renta 
de dichos Estados provenía en su mayor parte de las 
sisas y de los derechos de aduana se decidió concederles 
una parte de estas rentas durante los primeros diez años. 
En cuanto a los países de gobierno unitario, han adop- 
tado el sistema para ciertos impuestos, Francia e In- 


A 


EL RÉGIMEN IMPOSITIVO ARGENTINO 131 


glaterra; en este último, si bien los derechos de sucesión 
son establecidos y recaudados por el gobierno central, 
una parte del producido se reparte entre las adminis- 
traciones locales. 


II 


El eminente financista estadounidense Edwin R. A. 
Selieman, dice en su obra «Ensayos sobre el impuesto»: 
«La cuarta y última conclusión es la importancia cre- 
ciente que se da al estudio de las relaciones entre las 
finanzas centrales y las finanzas locales, lo mismo que 
a las relaciones entre las finanzas nacionales y las fi- 
nanzas de listado, y entre las finanzas de Ystado y las 
finanzas comunales », agregando luego : « Comproba- 
mos por fin que los impuestos recaudados por el gobier- 
no central son distribuídos, al menos en parte, entre los 
Estados y aun en ciertos casos entre las localidades. Sin 
hablar del sistema inglés de los grants in ard, encon- 
tramos en Australia una repartición del excedente de las 
rentas entre los Estados, y en Alemania, una distribución 
del impuesto a las herencias entre el Imperio y los Esta- 
dos, y de los nuevos impuestos territoriales entre el Impe- 
rio, los Estados y las localidades. De más en más se con- 
templa la cuestión fiscal en su conjunto, y se consideran 
las pretensiones relativas de las comunas, de los Estados 
y de la Federación del punto de vista del reparto equi- 
tativo de la carga que pesa sobre el individuo o sobre 
la clase. Tal es la fase más reciente de la reforma fiscal 
moderna y sin duda ésta es la razón de que haya sido 
menos estudiada hasta el presente. Y, sin embargo, es 
tal vez el aspecto más característico del movimiento mo- 
derno» (1). 

En otro lugar, el señor Seligman manifiesta : «Si el 
gobierno federal tiene necesidad de una parte o de todos 


27] 


(1) Essais sur V'impót, tomo TI, pág. 341. 
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estos impuestos, que se le reserve, distribuyendo el resto 
entre los diversos Estados, según reglas y criterios fácii- 
mente determinables. Aunque el gobierno nacional re- 
servara una parte para hacer frente a los gastos nor- 
males, los Estados nada sufrirían, pues el éxito mayor 
de la aplicación de un impuesto federal, constituiría un 


aumento tal de rendimiento, que las entradas atribuídas 


a un Estado, a título de fracción del impuesto bajo el 
nuevo régimen, serían ciertamente superiores al pro- 
ducto de la integridad del impuesto bajo el antiguo ré- 
gimen. Desde el punto de vista fiscal, como desde cual. 
quier otro, los Estados no tienen en realidad nada que 
perder» (1). 


El profesor Gastón Jéze, en la conferencia que ya he- 


mos citado acerca de las relaciones de los regímenes fis- 
cales de la Nación y de las provincias, decía al referirse 
a la participación de estas últimas en determinados im- 
puestos : «Es legítimo y de buena política financiera 
hacer participar a las provincias en el producto de 
ciertos impuestos nacionales. En este caso el impuesto 
es nacional en cuanto a su aplicación y a su recaudación, 
pero es a la vez nacional y provincial y hasta muni- 
cipal, en cuanto a su destino. Esta participación es la 
solución más sencilla que pueda darse al difícil proble- 
ma de las relaciones entre las finanzas nacionales y las 
provinciales. Dando un carácter nacional a la aplicación 
y a la percepción, se entregará a la Nación lo que le 
corresponde constitucionalmente...», manifestando más 
adelante : « Y puede agregarse que de tal modo se ha 
de conseguir mayor simplicidad y mayores economías en 
los servicios de aplicación y recaudación, puesto que en 
vez de dos categorías de agentes del fisco — agentes 
provinciales y nacionales — no habrá más que una. Y, 
por fin, que el contribuyente argentino puede así conocer 
más fácilmente los impuestos que lo gravan y no tendrá 


(1) Op. citada, 
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que combinar dos legislaciones paralelas y a veces con- 
trarias. Por otra parte, haciendo participar a las pro- 
vincias en el producto de ciertos impuestos aplicados y 
percibidos por la Nación, se asegurarán a aquéllas re- 
cursos importantes. » 


ALE 


Entre los antecedentes nacionales que existen respee- 
to a la organización financiera que proponemos, debe- 
mos citar, en primer lugar, a diversas leyes nacionales 
y provinciales que establecen para la Capital Federal y 
las provincias, respectivamente, reglas de distribución 
del producido de determinados tributos entre la entidad 
fiscal que los impone y recauda y las comunas o insti- 
tuciones áutónomas. Así, la ley nacional N” 9086, esta- 
blece en su artículo 5% : « Desde el 1% de enero de 1913, 
la parte del Consejo Nacional de Educación en la con- 
tribución directa de la Capital será de un 33.33 %,; con- 
tribución directa de los territorios nacionales, 33.13 %; 
patentes de la capital, 15 %,; y patentes de los territo- 
rios, 15 % >»; y en el artículo 6” : « Desde igual fecha 
la parte de la Municipalidad de la Capital en la Con- 
tribución Directa y patente de la misma será de 20 %, 
conforme a su ley orgánica, más de un 10 % de ambas 
para el servicio del empréstito autorizado por la ley 
No 8815.» La Ley de Impuestos a la Valuación de la 
provincia de Buenos Aires determina en su artículo 
16 : « Declárase renta municipal : a) El 10 % del pro- 
ducido de la contribución territorial, previa deducción 
del 30 % que corresponde al Tesoro Escolar; b) El 16 
por ciento del producido del impuesto a la producción 
agropecuaria. La ley de Impuestos al Comercio e In- 
dustrias de la misma provincia dice en su artículo 23 : 
« Declárase renta municipal el 15 % del producido del 
impuesto al comercio e industrias, que se liquidará de 
acuerdo con las disposiciones de la ley de 30 de Octu- 
bre de 1911; la ley de Impuesto a las Bebidas Alcohó- 
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licas, Naipes y Tabacos, establece en el artículo 12 : 


« Declárase renta municipal el 30 % del producido del 


impuesto que establece la presente ley. » 


IV 


En diversas ocasiones se han presentado a la Cámara 
de Diputados de la Nación, proyectos de leyes tendien- 
tes a unificar los impuestos internos y a repartir de su 


producido total, un tanto por ciento, ya sea a las pro-' 


vincias únicamente, o a éstas conjuntamente con la Capi- 
tal Federal, en la mira de suprimir los perniciosos efec- 
tos que se derivan de la doble imposición y de asegurar 
a las provincias una saneada fuente de recursos. 

El primero en orden cronológico es el del diputado 
don Luis Leguizamón, quien en la sesión del día 13 de 
junio de 1910 presentó un proyecto de modificación de 
la ley de impuestos internos vigente, la que declaraba 
en su artículo 10 : « Desde el 1? de enero de 1911 la 
Nación entregará a las provincias el veinte por.ciento 
de las rentas de impuestos internos provenientes de al- 
coholes, tabacos, cerveza, fósforos, naipes y bebidas ar- 
tificiales en la proporción que a cada una corresponda 
en relación a su población.» El señor Leguizamón manl- 
festaba, al fundar su proyecto, que : « él resuelve el con- 
flicto de las dos necesidades que dejo apuntadas, acor- 
dando una parte del producido de los impuestos inter- 
nos a las provincias, en proporción a su respectiva po- 
blación, lo que es justo desde que se trata de impuestos 
a artículos de consumo que pesan sobre los consumidores, 
y dejando la otra parte mayor para la Nación que los 
hace efectivos y los recauda». Posteriormente, el 24 de 
Agosto de 1912, el diputado don Miguel Laurencena 
presentaba a la Cámara de que formaba parte, un pro- 


yecto de la misma naturaleza que el anterior, expresan- 


do en su artículo 1% : «Desde el 1% de Enero de 1913 


yr 
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se distribuirá el 20 % del producido de los impuestos 
internos entre todas las provincias en proporción al nú- 
mero de habitantes de cada una. » Los recursos prove- 
nientes de esta participación debían destinarse al fo- 
mento de la vialidad local, base del progreso de la pro- 
ducción agropecuaria. El 22 de Agosto del año siguien- 
te, varios diputados que encabezaban los señores Luis 
Agote y Jerónimo del Barco, presentan a su vez un 
proyecto, que establecía en su artículo 1% : « Desde la 
promulgación de la presente ley, el Poder Ejecutivo 
entregará directamente a los gobiernos de provincias el 
33 % del producido total de los impuestos internos en 
vigencia y los que más tarde se crearen, de acuerdo con 
la población respectiva de cada provincia». El diputado 
Félix T. Garzón presenta en el mismo sentido un pro- 
yecto de Ley General de Impuestos Internos el 15 de 
Marzo de 1917, basado en un anteproyecto elaborado 
por la Administración del ramo, manifestando en el ar- 
tículo 108 : «La renta interna nacional se distribuirá 
trimestralmente entre la Nación y las provincias en la 
siguiente proporción: 70 % para la primera y 30 % 
para las segundas, líquido, en proporción a la población 
según el último censo levantado. » Por fin, en el trans- 
curso del año 1923, el diputado nacional Juan A. Gon- 
zález Calderón presentó otro proyecto de distribución 
de la renta interna unificada, expresando en el artículo 
19: «El P. E. entregará a la Municipalidad de la Ca- 
pital y a los gobiernos de provincias que se ajusten a las 
disposiciones de la presente ley, y en proporción a la 
población respectiva, el 30 % del producto total de los 
impuestos internos establecidos por la Nación y de los 
que más adelante se crearen. » En apoyo de su proyecto, 
el doctor González Calderón aduce importantes consi- 
deraciones de orden fiscal, económico y político. 
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En la Memoria de 1907, el entonces administrador 
general de los impuestos internos, don Rufino Varela, 
manifestaba, ocupándose del problema del doble sistema 
impositivo en materia de renta interna : « Cree, el que 
suscribe, señor ministro, que una reflexión madura so- 
bre esta cuestión, podría aconsejar la distribución de la 
renta obtenida, por impuestos internos, aplicando una 
parte, dígase, por ejemplo, un 60 %, al Tesoro nacional, 
y el resto a los tesoros provinciales, haciéndose la dis- 
tribución según el número de habitantes que en cada 
provincia acuse el último censo nacional. » Esta idea la 
recogió el actual administrador de dicha repartición 
nacional, Dr. José M. Ahumada, y en su anteproyecto de 
ley general de impuestos internos de 1916, reeditado en 
1922, establece en la sección relativa a la Distribución 
de la Renta, artículo 142 : «La renta interna nacional 
se distribuirá mensualmente entre la Nación y las pro- 
vincias y la Capital Federal en la siguiente proporción : 
dos terceras "partes para la Nación y una tercera parte 
para las provincias y Capital Federal. La distribución 
entre éstas se hará según el número de habitantes que 
en cada una de ellas acuse el último censo nacional. » 
Acompaña a este anteproyecto una extensa exposición 
de Motivos en la que refiriéndose al artículo que hemos 
transeripto, manifiesta : « Esta solución no puede ser 
otra que una equitativa distribución de la renta interna 
Tederal entre la Nación y las provincias, en proporción 
a su población, suprimiéndose en absoluto por una dis: 
posición legal expresa, los impuestos locales de la misma 
índole. Esta solución sería a la vez justa y conveniente, 
arreglada a la Constitución Nacional y armónica con lo 
que se practica entre nosotros y en otros países de or- 
ganización parecida a la nuestra », y después de refe- 
rirse a la pobreza económica de las provincias, continúa : 
«La solución propuesta llena cumplidamente aquella 
exigencia vital de las provincias y no tiene los inconve- 
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-nientes del subsidio graciable, pues para muchas de ellas 


duplicará casi su renta, y para otras les llevará un 
fuerte y sólido refuerzo a sus finanzas que les permitirá 
hacer un gobierno más eficiente. La Nación ganará tam- 
bién en ello, puesto que a la vez que consolidará su 
renta interna, aumentando su rendimiento, se verá ali- 
viada de muchos servicios de carácter local, que, hoy por 
hoy, no puede atender debidamente». (Págs. 165-166). 


vi 


Por fin, el principio de la distribución del productc 
de ciertos impuestos entre la Nación y las Provincias ha 
sido aceptado por el Poder Ejecutivo de la Nación al 
manifestar en el mensaje de apertura del Congreso en 
1923 que: «La reforma impositiva debe concebirse sobre 
la base esencial de un arreglo equitativo previo con las 
provincias», agregando en seguida: «el cual, además, 
importará la supresión de los impuestos internos provin- 
ciales que evitará las trabas que se han creado a la libre 
circulación entre los Estados y permitirá la implanta- 
ción en todo el país de impuestos generales. Un arreglo 
con las provincias que establezca su participación en los 
impuestos internos nacionales y en los impuestos a la 
renta y a las sucesiones, también con carácter nacional, 
redundaría no solamente en beneficio de la justicia y 
de la conveniencia contributiva, sino también en econo- 
mía para el erario público». Consecuente con estas ideas, 
el ingeniero Alejandro E. Bunge al inaugurar las reunio- 
nes de la 4.? comisión asesora del P. E. para el estudio 
del régimen impositivo, dijo: «En la reforma se trata 
de suprimir las superposiciones actuales, bajo distintos 
aspectos, y en particular, por su carácter diferencial que 
significan aduanas interprovinciales y aduanas exter- 
nas en varias provincias. Para este fin se proyecta dar 
a todas las provincias participación en los tres primeros 
grandes impuestos (a las herencias, a la renta e internos) 
y a los municipios en el de las herencias. Se ha conside- 
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rado que no sólo es necesario respetar los derechos im- 
positivos de las provincias, en la forma más estricta, sino 
también sus necesidades fiscales y aún las necesidades 
económicas de cada una de ellas». 

Por otra parte, la participación de las provincias en el 
producido de determinados impuestos nacionales, es tam- 
bién un anhelo de las fuerzas vivas del país, que ven en 
dicha medida la solución de los graves inconvenientes 
que ha creado la doble imposición; así, la Segunda Con- 
ferencia Económica reunida en la Capital Federal a me- 
diados de 1923, declaró: «Que el régimen impositivo de- 
be uniformarse y nacionalizarse con participación ade- 
cuada de las provincias y municipalidades». 


Vemos, pues, que tanto la práctica financiera de las 
naciones más adelantadas y especialmente de aquéllas 
que poseen una organización federal similar a la nuestra, 
como la opinión de distinguidos profesores dedicados al 
estudio de las finanzas y los precedentes argentinos en 
la materia, tanto parlamentarios como administrativos, 
así como el anhelo de los hombres de negocios, concuer- 
dan en la solución que hemos planteado en el difícil pro- 
blema de las relaciones entre las esferas impositivas de la 
Nación y de las provincias, a saber: que partiendo del 
nuevo concepto de autonomía financiera que implica la 
solidaridad entre las finanzas federales y las locales se 
concreta prácticamente por medio de la participación de 
las provincias en parte del producido de ciertos impues- 
tos, creados y recaudados por la Nación. 


II1.—SI ES NECESARIA LA REFORMA DE LA 
CONSTITUCION 


Nos preguntábamos al empezar el parágrafo primero, de 
que si en caso de haber variado el concepto de autonomía 
financiera como inherente al régimen federal de eobier- 
no, cabría el nuevo concepto dentro de la economía cons- 
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titucional. La respuesta debe venir ahora, ya que hemos 
determinado que la autonomía financiera debe compren- 
derse dentro de la noción de solidaridad de las finanzas 
federales con las locales, la que en los actuales momentos 
significaría la imposición y percepción por la Nación de 
determinados tributos en los que las provincias tendrían 
una adecuada participación. 

A primera vista todo parece inducirnos a contestar ne- 
sativamente la pregunta formulada. En efecto; hemos 
dicho que los constituyentes del 53, imbuídos de los prin- 
cipios de la Constitución estadounidense, habían consa- 
erado la completa independencia de las finanzas nacio- 
nales respecto de las provincias; que por otra parte, ha- 
bían organizado un gobierno federal más fuerte que el 
de los Estados Unidos, teniendo en cuenta las necesida- 
des reales del país; que esto implicaba la necesidad de 
asegurarle una fuente productiva y elástica de recursos, 
como se hizo, dándoles facultades impositivas excluyen- 
tes y preeminencia en lo que hemos denominado poderes 
concurrentes; que la oposición del principio de la inde- 
pendencia financiera de las provincias con el de la pre- 
eminencia impositiva de la Nación ha dado el siguiente 
resultado: que a pesar de consagrar la Constitución am- 
plia libertad en materia tributaria para las provincias, 
éstas se ven limitadas de hecho a impuestos de escaso 
rendimiento, a lo que contribuye también la circunstan- 
cla de encontrarse imposibilitadas de crear ciertos impues 
tos por razones de orden científico y administrativo. Pa- 
recería, pues, que no existiendo en la Constitución dis- 
posición alguna que ponga en relación las finanzas fede- 
rales con las locales y que no mencionándose siquiera las 
fuentes de recursos que en materia de impuestos tengan 
las provincias, pues sólo al final del artículo 107 se ha- 
bla de «sus recursos propios», deberíamos llegar a la con- 
clusión de que no emanando del espíritu de las cláusulas 
constitucionales el concepto de solidaridad a que nos hemos 
referido, la proyectada distribución de parte del pro- 
ducido de ciertos impuestos creados y recaudados por la 


140 MANUEL L. LÓPEZ VARELA 


Nación, entre las provincias, y bajo la base de ciertas 
restricciones a las facultades impositivas de éstas, es con- 
traria a la economía de nuestra Constitución, pudiendo 
sólo llevarla a la práctica por una reforma de la misma. 
Es indudable que éste es el verdadero punto de vista sl 
se trata de crear de un modo permanente una nueva or- 
ganización financiera, en la que los impuestos a repartirse 
no sean propiamente nacionales, como bien se ha dicho, 
si no nacionales en cuanto a su creación y recaudación, y 
nacionales y provinciales a la vez en cuanto a la distri- 
bución de su renta. 

Hay, sin embargo, una disposición constitucional que 
podría inducirnos a pensar lo contrario, es decir, en la 
posibilidad de que sin reformar nuestro Código político 


se establezca la repartición que hemos indicado; ella está 


constituída por la del artículo 67, inciso 8. al decir : 
«Corresponde al Congreso... acordar subsidios del Te- 
soro Nacional a las provincias cuyas rentas no alcancen, 
según sus presupuestos, a cubrir sus gastos ordiarios». 
Evidentemente, esta disposición se ha consignado par- 
tiendo del concepto de la unión nacional y teniendo en 
cuenta que los graves inconvenientes que se derivan del 
hecho de que una provincia no pueda hacer frente a sus 
gastos ordinarios deben repercutir ya materialmente o 
moralmente sobre la Nación; pero es también indudable 
que elia, dentro del principio general de la independen- 
cla financiera de las provincias, constituye una excepción 
que está en franca contradicción con el mismo. Así lo 
han entendido nuestros parlamentarios y hombres de go- 
bierno; Dalmacio Vélez Sarsfield decía en la Conven- 
ción del 59: «Un artículo de la Constitución dispone que 
la Nación soportará el déficit de los presupuestos provin- 
ciales. ¿Qué tiene que ver el presupuesto general con el 
presupuesto de cada provincia? Ellas son completamente 
libres en su régimen interior y pueden gastar de su renta 
lo que quieran. ¿Por qué el Congreso llenaría así los pre- 
supuestos de cada Estado federal? Este artículo es com- 
pletamente contrario a los principios de una federación 


TW 
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política». En la misma asamblea manifestaba el conven- 
cional Elizalde: ““La Constitución ha previsto el caso de 
que muchas provincias no tendrán recursos propios para 
vivir y ha ido a consignar el privilegio más absurdo, como 
lo dijo el señor convencional que habló por primera vez 
en general (Vélez Sarsfield), que lo era autorizar al 
Congreso a votar subsidios a las provincias que no tienen 
como vivir. ¿Cómo se comprende que una Constitución 
que parte de la base que hay provincias que no tienen 
bastantes fondos, provea a sus necesidades por el Con- 
greso? Un Congreso fijando auxilios es un absurdo». En 
1863, el doctor Rawson como ministro del Interior diri- 
gía una circular a los gobernadores de provincias en la 
que les decía: «El régimen federativo tal como está es- 
tablecido por nuestra ley fundamental, supone la apti- 
tud de cada provincia para bastarse a sí misma con los 
recursos ordinarios de su respectiva localidad. El gobier- 
no nacional comprende que la atribución de que se ha 
hecho mención y la ley dictada en virtud de ella, provee 
en circunstancias extraordinarias, como aquéllas porque 
acaba de pasar la República, suponiendo con razón, que 
las fuentes de las riquezas han sufrido una profunda 
perturbación, pero entiende también que a la sombra de 
la paz y la libertad del país conquistadas, las provincias 
han de ascender en breve a un grado de bienestar que 
las ponga en el caso de tener a su alcance y en su mismo 
seno, todos los recursos necesarios para subvenir a las 
exigencias de su vida política». 

Aún adoptando el nuevo concepto de autonomía finan- 
ciera que hemos esbozado, es decir, atendiendo a la no- 
ción de solidaridad, creemos que esta forma de contri- 
buir a la formación de los tesoros provinciales por me- 
dio de subsidios graciables que entra en la facultad de 
la Nación concederlos o nó, es repugnante al principio 
del régimen federal de gobierno; si la capacidad econó- 
mica de las provincias ha de estar subordinada a la 
buena o mala voluntad de la mayoría del Congreso, la 
autonomía política falla por su base y el pensamiento 
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de que las provincias subvencionadas se conviertan en 
tributarias del gobierno federal no está muy lejos de la 
realidad. Es creíble que la disposición del inciso 8”. del 
artículo 67 tenga su origen histórico en que los constitu- 
yentes creyeron necesario intercalarla al articulado de 
la Constitución al verse obligados a reconocer en el ca- 
rácter de provincias autónomas a organismos debilita- 
dos y huérfanos de los recursos necesarios para hacer 
frente a las funciones del gobierno y teniendo en cuen- 
ta, por otra parte, los antecedentes del pacto federal, se- 
gún el cual, Buenos Aires se comprometía a subvenir 
mensualmente a los gastos de la administración de las 
otras provincias litorales. Pero actualmente, la facultad 
del Congreso para acordar subsidios a las provincias 
cuyas rentas no alcancen a cubrir los gastos ordinarios, 
según sus presupuestos, es incoherente y arbitraria de 
acuerdo al concepto constitucional de la independencia 
financiera de las provincias y si la consideramos desde 
el punto de vista de la noción enunciada de autonomía 
financiera, contemplando la solidaridad entre las finan- 
zas federales y las locales, es una fórmula débil e insu- 
ficiente que no puede ser la base durable de la organi- 
zación que hemos esbozado, por lo que ya hemos dicho, 
o sea, porque la Nación otorga facultativamente subsi- 
dios pero no se obliga de una manera clara y determi- 
nada a entregar a las provincias una porción de los re- 
cursos que obtenga por un concepto fijado de antemano. 
En resumen, dicha cláusula no acuerda a las provincias 
«un derecho» sino que facultad a la Nación para otor- 
gar «una gracia» lo que es incompatible con el concep- 
to de Estados autonómicos que tienen las provincias. 
Volviendo ahora a nuestro punto de partida: ¿pue- 
de la Nación otorgar a las provincias una participación 
en el producto de determinados impuestos que ella eree 
y recaude?; ciertamente, a mérito de lo dispuesto en el 
inciso 8%. del artículo 67, ya que a pesar de las objeecio- 
nes que merece, posee todo su valor mientras no se la 
suprima, pero siempre que las entregas de la Nación 
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asuman el carácter de subsidio y de acuerdo a la condi- 


ción especificada en el mismo, es decir, cuando las ren- 


tas de las provincias no alcancen, según sus presupuestos, 
a cubrir sus gastos ordinarios. No hay duda que esta se- 
ría una solución dentro de la Constitución, pero sería 
sólo una solución provisoria, de emergencia, pero no de- 
finitiva del difícil problema de las relaciones de los 
régimenes financieros de la Nación y de las provincias, 
pues aparte de la objección fundamental que ya he- 
mos hecho sobre el carácter de la participación que 
podría otorgar la Nación pero que no tendrían derecho 
las provincias a pedirla, existen otras derivadas del sis- 
tema de facultades concurrentes que en materia imposi- 
tiva tienen la Nación y las provincias y que sólo una re- 
forma constitucional puede solucionar radicalmente para 
asegurar recursos estables a ambas entidades políticas, 
sin producir conflictos de carácter fiscal, económico y 
político. 

En efecto: la distribución a las provincias de parte 
del producido de determinados impuestos, creados y re- 
caudados por la Nación, debe ir acompañada de la su- 
presión de la facultad de las provincias para establecer- 
los, dado que una de las causas de la adopción de aquel 
temperamento es precisamente su existencia, por los ma- 
les que ella implica, siendo por otra parte, injusto, que 
las provincias obtuvieran recursos de la doble imposi- 
ción de un tributo. Ahora bien: ¿cómo conseguir esa 
supresión? El profesor Jéze cree que bastaría para eilo 
la sanción de una ley nacional; así dice: «Por lo tanto, 
la conclusión es la siguiente: Cuando se haya demos- 
trado que ciertos impuestos establecidos por las provin- 
cias son contrarios a la solidaridad financiera dictada 
por la Constitución, el Congreso nacional tiene dere- 
cho de prohibirlos por ley nacional a las provincias,. No 
hay necesidad de modificar la Constitución para reco- 
nocer este derecho al Congreso». 


(1) Conferencia sobre las Relaciones entre los regímenes fiscales de la 


Nación y de las provincias, 
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Respetando la opinión del ilustre profesor francés, cree- 
mos que el concepto de solidaridad no debe llevarnos tan 
lejos, como sería el de cercenar a nombre de la misma 
una facultad a las provincias, aparte de que, como ya 
dijimos, no es el espíritu de solidaridad financiera en- 
tre la Nación y las provincias el que domina en la Cons- 
titución, sino todo lo contrario. En cuanto a los proyee- 
tos de leyes presentados al Congreso teniendo en cuenta 
la participación de las provincias en parte del produci- 
do de los impuestos internos, tenemos que el artículo 
107 del proyecto del doctor Félix T. Garzón, de la mis- 
ma manera que el 141 del anteproyecto del doctor Ahu- 
mada, establecen: «Los efectos tributarios de impuestos 
internos nacionales no podrán ser gravados con análo- 
gos impuestos provinciales o municipales, bajo cualquier 
forma o denominación que sea». Creemos, sin embargo, 
que una declaración que esta naturaleza, establecida in- 
dudablemente con el propósito de allanar el camino, a los 
fines de que la justicia establezca la inconstitucionali- 
dad de los impuestos internos provinciales, no es viable. 
En efecto: de acuerdo al artículo 31 de la Constitución, 
para que una ley nacional pueda ser considerada «ley 
suprema de la Nación», debe ser dictada por el Congre- 
so «en consecuencia» de la misma Constitución, según las 
palabras del citado artículo 31; y bien: la Constitución 
no prohibe a las provincias el establecimiento de los im- 
puestos internos sino que, al contrario, dicha facultad 
debe considerarse comprendida entre las «no delegadas» 
que menciona en el artículo 104. De aquí que ella sea 
una facultad impositiva que poseen las provincias en 
concurrencia con la Nación. Hemos determinado en otro 
lugar el concepto de las facultades concurrentes y he- 
mos dicho que en lo que se refiere a los poderes impo- 
sitivos como en los demás, los de las provincias ceden a 
los de la Nación solamente cuando se impongan los mis- 
mos objetos en la misma forma; fuera de este caso de 
conflicto, las provincias conservan su amplio poder de 
IMposición. 
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En distintas ocasiones, a la Corte Suprema le ha to- 
cado resolver sobre la constitucionalidad o inconstitucio- 
nalidad de diversos impuestos provinciales, aunque te- 
niendo más bien en cuenta a las disposiciones de los ar- 
tículos 10 y 11 relativos a la circulación interprovin- 
cial. Así, ha dicho: «Un impuesto provincial que gra- 
va las casas donde se consignan y expenden licores por 
mayor, sin distinción en cuanto al lugar de su fabrica- 
ción, grava al consumo local y no la introducción, el 
tránsito y la circulación de los mismos. En esos térmi- 
nos dicho impuesto no es contrario a los artículos 10 y 
11 de la Constitución.» (1). Sienta la Corte un criterio 
opuesto en los siguientes fallos: cuando dice: «La ley de 
la Provincia de Tucumán, en la parte que prescribe que 
toda carga de vinos en barriles, o en botellas de los que 
se fabrican en la República, que se consignan o se ven- 
den para el consumo público, pagará doce reales fuer- 
tes por cada carga y un real fuerte por cada doce bo- 
tellas, que vengan en cajones, es inconstitucional» (2). 
Y al manifestar: «El impuesto sancionado por la 
Municipalidad de Salta de un real y medio por arroba 
sobre los azúcares que se expenden de primera mano, 
es inconstitucional.» El alto tribunal funda estos fa- 
llos en el hecho de que los artículos gravados han sido 
introducidos de una provincia a otra, y estando «aún 
bajo el mismo envase y acondicionamiento en que han 
sido introducidos y sin que se hayan incorporado al ca- 
pital de la provincia, de donde se infiere que si el im- 
puesto fuera sobre el expendio en detalle, dejaría de ser 
inconstitucional.» 


Como se vé, la Corte no ha declarado la inconstitucio- 
nalidad de los impuestos internos provinciales, sino que, 
al contrario, se inclina a favor de su constitucionalidad. 


(1) Fallos, tomo X, pág. 74. 
(2) Fallos, tomo XXVI, pág. $3. 
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Creemos nosotros, que aparte del caso de contradie- 
ción que ya hemos presentado en que prima la facultad 
de la Nación para imponer un objeto en forma deter- 
minada, si se hiciera en forma general y expresa la cues- 
tión de inconstitucionalidad de los impuestos internos 
provinciales, la ganarían las provincias. 

Se ha pretendido también ¡justificar la supresión de 
los impuestos internos de las provincias por ley nacio- 
nal, atendiendo al ejemplo que se presenta respecto a la 
sanción de la ley 5315 que exonera de los impuestos pro- 
vinciales y municipales a las empresas ferroviarias que 
erucen sus vías por una provincia determinada, y res- 
pecto a las leyes nacionales de concesión que las exi- 
men especialmente del pago de la contribución terri- 
torial. Es evidente que estas exoneraciones y exenciones 
importan verdaderas limitaciones ejercidas por la Nación 
sobre el poder impositivo de las provincias, cuya ampli- 
tud le permite gravar en su poder concurrente a cual- 
quier objeto impositivo que se encuentre en los límites 
de su jurisdicción; sin embargo, las razones que se invo- 
can para proceder así, son realmente atendibles; en efec- 
to: aún reconociendo la acción amplia y concurrente 
que tienen las provincias para crear impuestos, esa es- 
fera de acción se limita, cede su lugar cuando con su 
ejercicio se pudiera contrariar o entorpecer alguna de 
las facultades que la Constitución ha otorgado al gobier- 
no nacional. (1). Pues bien: este argumento se preten- 
de aplicar para justificar la prohibición por la Nación 
de los impuestos internos provinciales, pero a nuestro en- 
tender, se trata de situaciones completamente diferen- 
tes; la exoneración de los impuestos a las empresas fe- 
rroviarias es una prohibición de carácter especial, que 
nace de la contradicción que se seguiría, en que, mien- 
tras la Nación trata por todos los medios de fomentar 
las construcciones ferroviarias, las provincias las traba- 


(1) Fallos de la Suprema Corte, tomo 68, pág. 237; tomo 104, pág. 121. 
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rían con lo imposición de tributos; de manera que un 
poder de la Nación se vería obstruído en su ejercicio 
por una facultad provincial, siendo pues indudable que 
esta última deba ceder ante aquél. Tratándose de los 
impuestos internos provinciales, no ejercitándose éstos 
sobre el mismo objeto y en la misma forma que los na- 
cionales, no se puede decir que exista esa contradicción 
entre el ejercicio de la facultad impositiva de las pro- 
vincias y un poder de la Nación; las limitaciones deben 
ser siempre de interpretación restrictiva y no sería posi- 
ble valerse de una vaga similitud para sustraer a la ae- 
ción de las provincias toda una rama tributaria. 

Solamente en casos determinados y especiales podría- 
mos valernos de esta analogía para prohibir el estable- 
cimiento por las provincias de los impuestos internos al 
consumo; así, por ejemplo, cuando ella haga ineficaz el 
ejercicio de un poder de la Nación, como en el caso de los 
impuestos que gravan en las provincias el consumo de 
ciertos artículos protegidos con fuertes derechos por la 
Nación, en el ejercicio de su facultad excluyente de es- 
tablecer los derechos de importación y exportación. Es- 
tos derechos que se imponen con el fin de fomentar la 
industria nacional y cuyo resultado inmediato es el en- 
carecimiento del artículo, se ven desvirtuados en sus 
propósitos al valerse ciertas provincias del sacrificio 
que realizan todos los habitantes de la República para 
allegar recursos a sus tesoros; tal ha pasado con los de- 
rechos protectores que gravan la introducción de azú- 
car del extranjero, artículo al que la provincia de Tu- 
cumán, su principal centro productor, no ha vacilado 
en gravar con impuestos al consumo. 

En conelusión; pensamos que una ley nacional que 
declarara suprimidos los impuestos internos provinciales 
sería innocua e inoficiosa, dado que, puesta en tela de. 
juicio su validez constitucional, no vacilamos en creer 
que se resolvería en contra de la misma. En cuanto a la 
imposición por las provincias de los mismos objetos y en 
la misma forma que la Nación, no es necesaria tampoco 
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la sanción de una ley que suprima en este caso especial 
los impuestos provinciales, pues su inconstitucionalidad 
surge de las mismas disposiciones de nuestra ley funda- 
mental así como de las resoluciones de la Corte acerca. 
de las facultades concurrentes. El único caso en que cree- 
mos que sería procedente que el Congreso adoptara el 
procedimiento indicado sería en el que ya hemos mencio- 
nado como análogo a la situación contemplada por la ley 
5315, es decir, cuando un poder de la Nación, como ser 
el de implantar derechos protectores, quedara destruí- 
do o cercenado por el ejercicio de la facultad impositiva. 
de las provincias; como se trataría de limitar a ésta, de- 
be fijarse la prohibición de una manera especial y con- 
creta, ya que, como hemos dicho, toda limitación debe 
ser de interpretación restrictiva. 

Ahora bien: no pudiéndose suprimir los impuestos in- 
ternos provinciales por una ley nacional, quedarían sub- 
sistentes las graves consecuencias que trae aparejado su 
mantenimiento, quedando frustrados, por lo tanto, los 
objetivos que se han propuesto con el proyecto de dis- 
tribución de la renta; de aquí que se haya buscado otro 
camino, sin reformar la Constitución, que conduce al mis- 
mo fin, para obligar de hecho a las provincias a la su- 
presión de dichos impuestos. Consiste ella en la facultad 
que se da a éstas, de acogerse o no a la distribución que 
efectuará la Nación poniendo como condición la supre- 
sión mencionada y estableciendo sanciones, como ser el 
retiro de las subvenciones que por distintos conceptos 
las provincias reciben de la Nación. Así, el proyecto del 
diputado nacional don Luis Leguizamón a que ya nos 
hemos referido, decía en su artículo 22 : « No gozarán 
de los beneficios de la disposición anterior las provincias 
que graven con impuestos locales los artículos menecio- 
nados»; el de los diputados Agote y del Barco expre- 
saba en el tercero : « Las provincias que se acojan a los 
beneficios de la presente ley deberán manifestarlo por 
ley de sus legislaturas, en la que se derogarán los im- 
puestos de las mismas sobre productos afectados por las. 
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leyes nacionales de impuestos internos»; el tercero del 
proyecto del doctor González Calderón : < Queda facul- 
tado el P. E. para obtener de los gobiernos provinciales 
la abolición de los impuestos internos locales y concer- 
tar con ellos los arreglos adecuados a los fines de esta 
ley »; y el cuarto : «El P. E. procederá a retirar todo 
subsidio que por cualquier concepto reciban de la Nación 
las provincias que no se conformen a esta ley, excepto 
los destinados al fomento de la instrucción pública ». 
El doctor González Calderón manifiesta en los funda- 
mentos de su proyecto : «Ahora bien, ¿cómo impedir 
que las provincias cuyo derecho para crear los impues- 
tos internos no se discute aquí, puedan negarse a aceptar 
la ley, o eludir después sus altos propósitos? La ley que 
se proyecta no puede imponérseles contra su voluntad 
por el gobierno federal », agregando luego : « Propon- 
go, pues, un artículo que autorice al P. E. para gestio- 
nar de las provincias la abolición de sus impuestos in- 
ternos; y como esto no sería suficiente, incluyo en el 
proyeeto otra disposición, por la cual el gobierno de la 
Nación retiraría a las provincias que no aceptaran esta 
ley, todo subsidio que por cualquier concepto recibiesen, 
excepto los destinados al fomento de la instrucción pú- 
blica ». 

Creemos que la solución propuesta es la más conve- 
niente que podría adoptarse para suprimir los impues- 
tos internos provinciales, dentro de la economía actual 
de la Constitución, haciendo posible la distribución de 
parte del producido de los impuestos nacionales a las 
provincias, sin tener que alterar aquélla. Adolece, em- 
pero, de deficiencias fundamentales, como ser : la que 
se refiere a la posibilidad de no contar la ley con la 
adhesión de todas las provincias, pues es evidente que 
dado el carácter facultativo de la misma, podrá ser muy 
bien que ciertas provincias, que, como las de Tucumán, 
Mendoza, etc., resultaran perjudicadas con el plan pro- 
puesto, no le prestaran su concurso o que se lo retiraran 
£n un momento dado; aparte de que, como ya lo hemos 
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dicho, la distribución del producido de los impuestos in- 
ternos nacionales sin reformar la Constitución, nunca 
podrá ser invocada por las provincias «como un dere- 
cho», sino que la Nación podrá otorgarla «como una. 
eracia ». | 

Y esto que decimos de los impuestos internos, a los 
que nos hemos referido especialmente por ser el proble- 
ma que más urge resolver, es aplicable a cualquier par- 
ticipación de las provincias en impuestos creados y re- 
eaudados por la Nación y a la supresión de los correla- 
tivos provinciales, tanto más, cuanto que no se trata 
sólo de hallar un remedio a la situación creada por la 
doble imposición del tributo al consumo, sino también, y 
éste es el objetivo fundamental, de organizar un nuevo 
ordenamiento financiero en las relaciones entre el go- 
bierno nacional y los provinciales, que debe gozar de 
la estabilidad necesaria para su regular funcionamiento 
y cuya existencia no puede dejarse librada a la única e 
independiente voluntad de las partes en juego. 

Es por ello, que si bien es cierto, como lo dejamos. 
dicho, que como una medida provisoria y hasta tanto se 
proceda a la organización definitiva, podría aceptarse 
la solución esbozada dentro de los límites actuales de 
la Constitución, pensamos que tanto la distribución del 
producido de determinados impuestos entre la Nación 
y las provincias, como la prohibición de que éstas lo 
establezcan en sus jurisdicciones respectivas, debe venir: 
de la Constitución, por lo que se hace necesaria una re- 
forma adecuada de la misma, ya que ella, en último tér- 
mino, es la suprema garantía, tanto de las facultades 
delegadas al gobierno federal como del mantenimiento 
de las autonomías provinciales. 
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IV. — LAS BASES DE LA REFORMA 
CONSTITUCIONAL 


1. — Primera base 


La primera base de la reforma constitucional tendien- 
te a establecer la nueva organización financiera que pro- 
ponemos, debe consistir en la supresión de las facultades 
concurrentes que en materia impositiva tienen la Nación 
y las provincias y en la demarcación exacta y precisa 
de ambas esferas tributarias, con lo que lograremos una 
«le las finalidades de aquélla, cual es la de impedir que 
las provincias puedan implantar los mismos impuestos, 
que, creados y recaudados por la Nación, su producido. 
se distribuya entre ambas entidades políticas. 

A favor de esta delimitación clara y definida de las 
atribuciones que en materia de impuestos deben tener 
la Nación y las provincias, podemos aducir también otras 
consideraciones de carácter general. Así, al empezar el 
estudio acerea del aspecto legal de la reforma tributa- 
ria, manifestábamos que en un país de régimen federal 
de gobierno, debía establecerse en su Constitución qué 
impuestos o grupos de impuestos constituían la materia 
propia de la Nación y de las provincias, puesto que no 
sería razonable dejar librado por completo al azar de las 
decisiones legislativas de las entidades políticas intere- 
sadas, la selección de los tributos, la elección de la ma- 
teria imponible, así como la forma de su aplicación y 
percepción. Qug se imponía, al contrario, la existencia 
de normas que limitaran el radio de acción de cada una 
de ellas, teniendo en cuenta que la materia impositiva 
es de aquéllas en que la acción gubernativa peca por 
exceso antes que por defecto, ya que las administracio- 
nes tratan siempre de obtener el máximo de recursos 
posibles. (Que existiendo para las mismas un régimen de 
absoluta libertad, lo lógico es que agoten toda la ma- 
teria imponible y como esto se efectuaría tanto por la 
Nación como por las provincias, resultaría al final una 
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competencia desastrosa que abrumaría al contribuyen- 
te, redundaría en perjuicio del fisco, acarrearía males de 
orden económico y sería susceptible de producir hasta 
conflictos políticos. Ahora bien: hemos visto como nues- 
tra Constitución ha organizado un sistema de amplia 
libertad de imposición tanto para la Nación como para 
las provincias, radicando la mayor parte de sus facul- 
tades impositivas entre las denominadas concurrentes, 
pues sólo existen como excepción las siguientes que son 
privativas y excluyentes : 1? Los derechos aduaneros 
para la Nación; 2 La contribución territorial impuesta 
en condiciones normales, para las provincias. 

Carece la materia tributaria, dentro de nuestra Cons- 
titución, de esa demarcación explícita y definida a que 
antes aludíamos, pues no consagra una regla general que 
atribuya tanto a la Nación como a las provincias una 
clase especial y determinada de impuestos; de aquí que 
se produzca en nuestro país una situación análoga a la 
esbozada, siguiéndose las graves consecuencias que men- 
cionábamos. Por otra parte, está ello en contradicción 
con una faz muy importante del movimiento político- 
financiero moderno y que consiste en atribuir tanto al 
gobierno general como a los locales, fuentes específica- 
mente determinadas de tributos; así dice Seligman : 
<« Nuestro estudio pone en evidencia varias tendencias 
de gran interés. Hay que señalar, desde luego, el esta- 
blecimiento de fuentes nuevas y autónomas de rentas 
federales, como en Australia para el «land-tax >» y en 
Alemania para el impuesto territorial, los derechos de 
sucesión y el impuesto federal propuesto sobre las fortu- 
nas. Observamos en seguida, el traspaso gradual de los 
impuestos de Estado al gobierno federal en lo concer- 
niente no sólo a la administración, sino también al pro- 
ducto. Así, en Australia, las aduanas y las sisas son asig- 
nadas al gobierna federal y se hizo lo propio con los de- 
rechos de Estado sobre las sucesiones; en cuanto a los 
impuestos sobre el mayor valor territorial, deben por 
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lo menos estar bajo el control de las autoridades fede- 
rales » (1). | 

En otra ocasión hemos dicho que nuestra ley fun- 
damental legisla sobre la materia tributaria en forma 
un tanto vaga, que se refiere únicamente a los impues- 
tos nacionales, que la regla de la libertad de imposición 
debemos deducirla más de su silencio que de sus afir- 
maciones y que en lo que respecta a las provincias, sus 
facultades impositivas debemos inferirlas de la regia 
general del artículo 104. Todos los perjuicios que se 
han seguido de la anarquía reinante en esta materia, 
podemos decir que se han originado en esta falta de 
sistematización y de orden en las reglas constituciona- 
les referentes a los impuestos, las que deben abarcar, 
no sólo a los que contribuyan a formar los recursos na- 
cionales, sino también a los provinciales, dada la soli- 
daridad que existe por la naturaleza del régimen federal, 
que si bien hace necesario un doble sistema impositivo, 
él se ejercita sobre el mismo contribuyente. 

De estas consideraciones surge la necesidad de des- 
lindar en forma conereta las atribuciones del gobierno 
federal, como las de los gobiernos locales, aparte de la 
razón fundamental que nos mueve a ello, o sea la su- 
presión o prohibición a las provincias de implantar aque- 
llos impuestos cuyo producto se ha de distribuir entre 
la Nación y aquéllas. Pero, ¿con qué criterio efectuar 
este deslinde o demarcación entre las esferas impositivas 
de la Nación y las provincias? ¿Recurriremos a la clá- 
sica división de impuestos directos e indirectos para 
atribuir uno de estos grupos a dichas entidades políticas ? 
Así se ha propuesto en repetidas ocasiones, ya sea otor- 
gando a la Nación la facultad exclusiva de legislar sobre 
los impuestos indirectos y a las provincias sobre los di- 
rectos, o recíprocamente, aunque primando por lo ge- 
neral la primera solución debido a que nuestra Carta 


(1) Op. citada, tomo II, pág. 341. 
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política introduce ya este principio de clasificación al 
dar a la Nación la facultad privativa de legislar sobre 
un impuesto indirecto, los derechos aduaneros, y a las 
provincias de hacer lo propio sobre uno directo, la con- 
tribución territorial. No creemos, sin embargo, que sea 
ésta la solución que nos convenga; en primer lugar, el 
concepto mismo de la diferencia entre el impuesto direc- 
to y el indirecto no es lo suficientemente general para 
asentar sobre la misma un deslinde de atribuciones; hay 
ciertos impuestos que se consideran directos por unos e 
indirectos por otros; tal ocurre por ejemplo con el de 
las sucesiones. En segundo lugar, la atribución de una. 
clase determinada de impuestos a la Nación o a las pro- 
vincias no es posible hacerla arbitrariamente, sino con- 
sultando la conveniencia que desde el punto de vista 
de la productividad, implantación, percepción, ete., ha- 
ga preferible su establecimiento por una u otra de las. 
entidades nombradas, por adaptarse más a su órbita de 
'obierno. 

La demarcación tributaria de la Nación y de las pro- 
vincias debe obedecer, pues, a un principio científico 
que contemple todas las circunstancias apuntadas y que 
sea una garantía de la eficiencia de los impuestos que: 
se atribuyan a la primera o a las segundas. Este prin- 
eliipo lo inferimos del examen de la base de imposición: 
de los tributos, y decimos: cuando la base sea amplia, 
general, el impuesto debe ser nacional; cuando sea es- 
trecha, limitada, debe ser provincial. Impuestos de la pri- 
mera categoría son, por ejemplo, el tributo sobre econ- 
sumos, sobre la renta, sobre el capital, sobre los valo- 
res mobiliarios, sobre las sociedades y sobre las transmi- 
siones gratuitas; de la segunda, es un caso típico el 
impuesto territorial, pudiéndose mencionar también las 
patentes y licencias comerciales, ete. Concordante econ 
esta clasificación, dice M. Jéze en la conferencia que 
ya hemos citado : « Algunos han propuesto en la Ar- 
gentina separar los impuestos nacionales y provinciales, 
de acuerdo con un criterio que deja a las provincias. 
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los impuestos directos y a la Nación los de consumo. No 
participo de esa manera de ver, porque es demasiado 
absoluta. El impuesto sobre la renta, el impuesto sobre 
los valores mobiliarios; el impuesto sobre las sucesio- 
nes; el impuesto sobre las sociedades anónimas, sobre 
las compañías de seguros, son impuestos directos que 
corresponden naturalmente a la Nación, en razón de 
la naturaleza general de la materia imponible que se 
encuentra en todo el territorio. E inversamente, pueden 
existir consumos puramente locales que justificarían im- 
puestos provinciales » (1). La abona también la opinión de 
Seligman : « Mientras que la propiedad inmueble, con 
su base estrecha, se encuentra en un extremo de la es- 
cala, nos encontramos en el otro extremo con una base 
de gran importancia, los artículos de consumo general. 
La base más amplia que pueda imaginarse nos es sumi- 
nistrada por los objetos de consumo común, como el ta- 
baco y los espirituosos; vemos así que en los Estados 
Unidos, como en todas partes, los derechos que gravan 
estos artículos, están reservados a la jurisdicción fis- 
cal más elevada. Casi sin excepción, los Estados ameri- 
canos se han abstenido voluntariamente de recurrir a 
esa fuente de renta, porque los derechos de consumo no 
convienen en modo alguno para costear los gastos de 
Estado. Sucede lo mismo, en medida aun mayor, con 
los derechos de aduana, que casi siempre son reservados 
para la Nación o la federación » (2). 

Refiriéndose a la amplitud de la base de los tributos 
al consumo, decía don Rufino Varela en la Memoria de 
Impuestos Internos correspondiente a 1907 y argumen- 
tando a favor de su imposición por la Nación : « Estu- 
diando los números anteriores, se evidencia que el lugar 
de producción de los artículos gravados con impuestos, 


(1) Relaciones entre log regímenes fiscales de la Nación y las pro- 
vincias, 
(2) Op. citada, tomo II, pág. 96. 
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no es el lugar de su consumo, donde esos impuestos se 
pagan, y que en rigor de justicia, no tienen razón los 
que han sostenido que la Nación aprovecha de impues- 
tos que corresponderían a los lugares productores. Es 
siquiera concebible que el Norte llegara a consumir la 
cantidad de alcoholes producida; Cuyo sus grappas; el 
litoral interior sus tabacos, ete., si hubiera de limitarse 
el consumo de sus productos a los lugares de produc- 
ción? Seguramente no; y de igual modo que los im- 
puestos cobrados sobre artículos extranjeros que vienen 
al consumo de la República, pertenecen al Tesoro nacio- 
nal, aun cuando el consumidor de esos artículos esté en 
Jujuy, en Bahía Blanca o en otro punto, de igual ma- 
nera, el consumidor (téngase bien presente que en nin- 
oún caso la ley hace pagar impuesto al fabricante) de 
igual modo, digo, el consumidor de alcoholes, tabacos, 
ete., debe a la Nación el impuesto y no a la provincia o 
lugar que lo produce ». Vemos, pues, que para los im- 
puestos al consumo, tanto aduaneros como internos, la 
amplitud de su base hace que su imposición por las pro- 
vincias presente este gran inconveniente : a saber : que 
el gravamen alcance a sujetos impositivos que no están 
comprendidos dentro de los límites de su jurisdicción, 
lo que es completamente injusto además de falsear el 
régimen federal de gobierno que no permite que una pro- 
vincia pueda ejercitar sus poderes sobre las personas o 
cosas sometidas a la jurisdicción de otra. 

Pero estos inconvenientes, derivados del hecho de que 
impuestos de base amplia sean aplicados por los gobier- 
nos locales, no se limitan al impuesto sobre los consu- 
mos, sino que acontece también con el impuesto sobre el 
capital, sobre los valores muebles, sobre las sociedades, 
sobre las sucesiones y sobre la renta. Ellos se ponen cla- 
ramente de manifiesto en este último, donde constatamos 
un fenómeno del mismo género aunque inverso del que 
hemos indicado en la imposición local del impuesto al 
consumo y es el siguiente: que el gravamen no alcance a 
todos los sujetos impositivos comprendidos dentro de los 
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límites de la jurisdicción provincial. En efecto: para que 
una provincia pueda ejercitar una facultad tributaria, es 
necesario que la materia impositiva se encuentre dentro 
de sus límites. Ahora bien; nada más fácil sería, sobre 
todo a los grandes rentistas, trasladar sus capitales a 
progresiva; como ocurre a menudo, que actualmente, tan- 
más benigno, con lo que lógicamente se produciría la 
evasión de la renta, acarreando además la injusticia de 
que el impuesto sólo vendría a gravar a los pequeños 
rentistas que no pueden trasladar sus capitales con tanta 
facilidad, ya sea por trabajarlos personalmente, etc. Por 
otra parte, existen ciertos tipos de impuestos a la renta, 
como ser el global, que requieren el conocimiento de la 
renta total del contribuyente a fin de gravarla en forma 
progresiva; como ocurre a menudo que actualmente tan- 
to los individuos como las sociedades posean capitales 
en diferentes puntos de la República, y por lo tanto, en 
diversas jurisdicciones provinciales, no es posible, pues, 
que un gobierno local grave a la renta que se reditúe en 
otra jurisdicción, de lo que se sigue, la imposibilidad de 
la aplicación del impuesto. Por fin, una tercer conside- 
ración nos muestra la injusticia que puede implicar el 
impuesto a la renta aplicado por las provincias y es la 
siguiente: que mientras algunos rentistas, como ya diji- 
mos, escaparían por completo a la imposición del tribu- 
to, otros, por haber realizado sus inversiones en dos o 
más lugares en que rija el mismo, se encontrarían de he- 
cho gravados con una doble o triple imposición, 

Todos estos inconvenientes que acarrearía el estableci- 
miento por las provincias del impuesto a la renta, pode- 
mos generalizarlos a los otros que habíamos mencionado, 
a saber: el impuesto sobre los valores mobiliarios, sobre 
el capital, sobre las sociedades y sobre las transmisiones 
gratuitas, porque todos reconocen una única e idéntica 
causa, o sea, la extensión de su base, la dispersión de la 
materia impositiva en todo el territorio de la República, 
lo que a menudo hace aparecer disociados al sujeto del 
objeto impositivo por quedar en distintas Jurisdicciones. 
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La evasión, la doble o triple imposición, el “sravamen de 
sujetos impositivos ajenos a la jurisdicción de una pro- 
vincia, todo ello se evita nacionalizando el impuesto, 
puesto que entonces, en un país de regular extensión, de- 
ben coincidir necesariamente, a los fines jurisdiccionales, 
los dos elementos mencionados. Es por esto, que tanto los 
tributos a que acabamos de referirnos como los sobre con- 
sumos deben ser nacionales y no locales. 

En cambio, aquellos impuestos que, como ser: la con- 
tribución territorial, las licencias, las patentes fijas, el 
impuesto a la producción agropecuaria, o de guías o mo- 
biliario, etc., reconocen una base estrecha, deben ser pro- 
vinciales, puesto que coinciden en la misma jurisdicción 
el sujeto y el objeto impositivo, no acarreándose, por 
tanto, ninguna de las consecuencias que se originan de 
su situación en distintas esferas impositivas. 

De aquí, que la regla fundamental para la delimita- 
ción de los regímenes impositivos de la Nación y de las 
provincias ha de ser ésta: la Nación posee la facultad de 
imponer todos aquellos tributos que reconozcan una am- 
plia base impositiva, quedando, por lo tanto, reservado 
a las provincias aquellos cuya base estrecha se acomode 
a la índole del gobierno local. Es, pues, el que propone- 
mos, un criterio científico basado en las características 
propias de ambas entidades políticas y en su especial 
funcionamiento dentro del régimen federal, siendo una 
garantía de la eficiencia de los impuestos que se acomo- 
den al mismo en lo que se refiere a su adaptación al me- 
dio y a su productividad, eliminando, por otra parte, 
por su precisión, toda confusión en la materia. 


ie 
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2. — Segunda base 


. 

Establecida la primera base de la reforma constitu- 
cional, logramos la supresión de las facultades concu- 
rrentes de la Nación y de las provincias en materia im- 
positiva y la implantación de una norma que fija de 
una manera precisa y determinada sus poderes respee- 
tivos. Dicha regla se propone con un criterio científico, 
es decir, que ella atribuye tanto a la Nación como a las 
provincias los impuestos que más se acomoden a la ín- 
dole de su organización dentro de nuestro sistema de 
gobierno. 


Sin embargo, si partiendo de la demarcación efec- 
tuada dejaríamos librada la eficiencia de la acción de los 
gobiernos provinciales a los recursos provenientes” de 
los impuestos que así les corresponderían, volveríamos 
al mismo punto de partida en que nos encontrábamos 
al criticar la actual organización financiera de la Cons- 
titución al adoptar el concepto de «independencia» res- 
pecto de la Nación y con este agravante: que en el afán 
de delimitar de una manera clara y definida ambas es- 
feras impositivas, habríamos quitado por completo a 
las provincias la posibilidad de aumentar sus recursos 
fuera del círculo de hierro de dos o tres, que ya hemos 
sindicado como improductivos y precarios. En efecto: 
al atribuir a las provincias las facultades de imponer es- 
tos tributos de base estrecha, se restringe a los mismos 
su esfera de acción y se impide por completo su in- 
cursión en la de aquellos impuestos que como los de 
consumo acusan un gran rendimento actual, y en los 
de sobre la renta, etc., en los que es fácil predecir lo mis- 
mo para un futuro próximo. 


Pero ya hemos establecido que la autonomía finan- 
ciera de las provincias no debemos entenderla en el sen- 
tido de su independencia respecto de la Nación, sino 
que, nada obsta, a la implantación de una organización 
financiera de interdependencia mutua y de solidaridad; 
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de aquí, que estableciendo el criterio que ya hemos ex- 
puesto para la separación de las esferas impositivas de 
la Nación y de las provincias en cuanto al poder de 
crear los tributos, graduar sus tasas y percibirlos, con- 
sienemos también una disposición por la cual se con- 
templa las necesidades financieras por la participación 
que se hace a las provincias del producido de determi- 
nados impuestos. No olvidemos, por otra parte, que la 
delimitación que en materia de impuestos hacemos de 
las facultades de la Nación y de las provincias tiene 
también una finalidad práctica de la mayor importan- 
cia, cual es la de impedir que las provincias establez- 
can los mismos impuestos que aquéllos cuyos produci- 
dos se ha de distribuir entre ambas entidades políti- 
cas; bajo este aspecto, pues, la participación a las pro- 
vincias es el antecedente necesario y lógico de la demar- 
cación de los poderes impositivos. i 

La nueva constitución de Alemania nos ofrece un 
ejemplo de la disposición que adoptamos cuando dice en 
el artículo 8: «El Reich tiene el derecho de legislar so- 
bre impuestos y otras entradas siempre que los afecte 
en todo o en parte, a sus fines. Cuando el Reich se re- 
serve impuestos u otros cobros cualesquiera que antes se 
reservaban a los países (el territorio de todo Estado 
particular componente de Alemania) debe tomar en 
consideración el mantenimiento de los medios de exis- 
tencia de dichos países». Nosotros hacemos lo propio 
de la única manera digna con que podemos contemplar 
las exigencias financieras de las provincias autónomas 
en un régimen federal de gobierno: asignándoles una 
participación perfectamente determinable y proporcio- 
nal a su población en el producido de determinados im- 
puestos, cuya creación y recaudación reservamos a la 
Nación en virtud de las exigencias de orden científico 
que ya hemos explicado. 

Enunciado el principio general, se presentan diver- 
sas cuestiones de carácter subsidiario y que se refieren 
a la realización práctica de la reforma proyectada, a 
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saber: ¿Cuáles serán los impuestos nacionales cuyo pro- 
ducido se ha de distribuir entre la Nación y las provin- 
clas?; ¿con qué criterio se ha de efectuar la repartición ? 
En cuanto a la primera cuestión, pensamos que no es 
conveniente especificar los tributos estableciendo de una 
manera restrictiva aquéllos en que han de participar las 
provincias, en atención a que la variación de las condi- 
ciones o el progreso de la ciencia pueden aconsejar la 
creación de otros gravámenes o la sustitución de unos 
por otros, y ya que, manteniéndose la Nación dentro 
de su esfera impositiva podría llegar a hacer ilusorio el 
derecho de las provincias. Debe pues sentarse una regla 
general por la cual las provincias participen en el pro- 
ducido de todos los impuestos que contribuyan ordina- 
riamente a formar los recursos de la Nación, (1) ex- 
ceptuando sólo los derechos aduaneros, ya que una lar- 
ea tradición los ha consagrado como tributos típicamen- 
te nacionales y porque la Nación no podría despren- 
derse de recursos que le son indispensables para hacer 
frente a las necesidades de su administración. Otra de 
las cuestiones que mencionamos es la que se refiere a 
la proporción que correspondería a la Nación y a las pro- 
vincias en la distribución; en los diversos proyectos de 
reparto del producido de los impuestos internos se han 
presentado cuotas que varían del 20 al 30 por ciento 
como asignación de las provincias, correspondiendo el 
resto a la Nación. Creemos que la participación de las 
provincias no debe bajar del 30 por ciento, ya que hay 
que tener en cuenta que las provincias pueden, a su vez, 


(1) Debemos recalcar que la participación de las provincias en el pro- 
ducto de los impuestos nacionales se refiere sólo en cuanto éstos «contribu- 
yan ordinariamente a formar los recursos de la Nación», no comprendién- 
dose, por lo tanto, a los que se impongan en circunstancias extraordinarias 
de acuerdo a lo estatuído en el inciso 20. del artícuio 67 de la Constitu- 
ción. Es claro, que tampoco han de comprenderse en ningún caso los que 
establezca el Congreso en virtud del inciso 27 del artículo 67 en su carác- 
ter de legislatura local de la capital. 
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hacer participar a los municipios; dicha proporción no 
debe, sin embargo, ser fija e invariable sino solo marcar 
un límite mínimo arriba del cual entra en la facultad 
del Congreso su aumento, cuando el estado de las ren- 
tas nacionales así lo permita. 

En cuanto al criterio con que debe efectuarse la re- 
partición, el más indicado es el que se refiere a la po- 
blación respectiva de cada provincia de acuerdo a los 
resultados que arroje el último censo; este criterio ha 
sido adoptado en los proyectos que ya hemos menciona- 
do de reparto del producto de los impuestos internos. 
Aunque es indudable que él puede no dar en muchos ca- 
sos el verdadero índice de la riqueza y de la capacidad 
contributiva de las provincias, no acomodándose por lo 
tanto de una manera extricta a la justicia que signifi- 
caría su exacta relación con aquélla, lo adoptamos te- 
niendo en cuenta que él nos da un patrón fácilmente 
determinable y cuya sencillez ha de favorecer en mu- 
echo la aplicación de la innovación que se propicia. 

Por otra parte, la modificación de las soluciones que 
hemos indicado para las cuestiones planteadas, no afec- 
tarían a lo fundamental de la nueva organización finan- 
ciera que se proyecta, de manera que su adopción tie- 
ne sólo una importancia relativa, siendo susceptibles de 
variaciones que no alteren la idea esencial, a saber: la 
distribución del producido de determinados impuestos 
entre la Nación y las provincias. 


VIT. — PROYECTO DE REFORMA DE LA 
CONSTITUCION 


Hemos expuesto a grandes rasgos las bases funda- 
mentales de la reforma constitucional que juzgamos ne- 
cesaria para establecer los nuevos regímenes impositivos 
tanto para la Nación como para las provincias, así co- 
mo la relación entre ambos, teniendo en cuenta la dis- 
tribución del producido de determinados impuestos y la 
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supresión de los correlativos provinciales. Dijimos que 
eran ellas: 1% demarcación de la esfera impositiva de 
la Nación y de las provincias atribuyendo a la primera 
aquellos tributos que reconozcan una amplia base de 
imposición y a las segundas los de base estrecha; 2. 
distribución a las provincias de una cuota que no baje 
del 30 por ciento del producido de los tributos que en- 
tran en la esfera impositiva de la Nación y de acuerdo 
a la población respectiva de aquéllas. 

La base primera supone la reforma del artículo 40. 
de la Constitución nacional; así, donde dice: «El Gobier- 
no federal provee a los gastos de la Nación con los fon- 
dos del Tesoro Nacional, formado..., de las demás 
contribuciones que equitativa y proporcionalmente a la 
población imponga el Congreso general», nosotros po- 
nemos:... de los demás impuestos que equitativamente 
imponga el Congreso general y cuya base de imposición 
sea amplia. Como se ve, usamos la palabra «impuestos» 
en vez de «contribuciones» por tener un sentido más 
científico y suprimimos la frase «proporcionales a la 
población» que ha originado tantas confusiones. 

Al texto del artículo 4. le hacemos sufrir otras mo- 
dificaciones; así, suprimimos los derechos de exporta- 
ción como uno de los recursos del gobierno federal por 
las razones que daremos al tratar en general de los de- 
rechos aduaneros; en vez de la frase «del de la venta o 
locación de tierras de propiedad nacional», ponemos la 
más amplia «de la disposición de los bienes de propie- 
dad nacional»; en lugar «de la renta de correos», que 
se restringe a un servicio determinado, la general «de 
la retribución de los servicios del Estado». De manera 
que el artículo reformado quedaría como sigue: «El go- 
bierno federal provee a los gastos de la Nación con los 
fondos del Tesoro nacional, formado del producto de 
los derechos de importación ; de la disposición de los bie- 
nes de propiedad nacional; de la retribución de los ser- 
vicios del Estado; de los demás impuestos que equita- 
tivamente imponga el Congreso general y cuya base de 
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imposición sea amplia, y de los empréstitos y operaciones 
de crédito que decrete el mismo Congreso para urgen- 
cias de la Nación o para empresas de utilidad nacional». 

La demarcación de la esfera impositiva de la Na- 
ción y de las provincias, quedaría definitivamente asen- 
tada con un agregado que haríamos al artículo 108 y que 
aclara toda duda que pudiera existir acerca de la su- 
presión de las facultades concurrentes en materia im- 
positiva y su transformación en facultades excluyentes 
y privativas de cada una de las entidades políticas men- 
cionadas. Dicho agregado se sumaría a la serie de pro- 
hibiciones que consagra el artículo nombrado cuando di- 
ce: «Las provincias no ejercen el poder delegado a la 
Nación. No pueden... ete., ete...; nosotros añadiría- 
mos: mi establecer los impuestos que el artículo 4. reser- 
va a la Nación. 

Suprimimos la disposición del inciso 8%. del artículo 
67 que faculta al Congreso a: «Acordar subsidios del 
Tesoro Nacional a las provincias cuyas rentas no al- 
cancen, según sus presupuestos, a cubrir sus gastos or- 
dinarios», y consienamos de acuerdo a la base segunda 
de la reforma constitucional, la siguiente: Fijar anual- 
mente a las provincias una participación que no baje del 
30 por ciento en el producto de los impuestos nacionales 
comprendidos en el artículo 4. haciendo exclusión de los 
derechos aduaneros y de acuerdo a la población respec- 
tiva de cada provincia. | 

Reformamos también el inciso 2". del artículo 67, de- 
jándolo en la siguiente forma: «Corresponde al Congre- 
so:... Imponer coniribuciones por tiempo determinado y 
proporcionalmente iguales en todo el territorio de la Na- 
ción en circunstancias extraordinarias siempre que la de- 
fensa, seguridad común y bien general del Estado lo exi- 
jan». Como se ve, suprimimos el calificativo de «directas» 
a las contribuciones puesto que consideramos que no de- 
be existir una limitación de esa naturaleza y agregamos 
que su imposición procede en circunstancias extraordi- 
narias para recalcar bien su carácter de excepcionales. 
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El objeto de esta disposición es asegurar a la Nación, 
en casos urgentes, recursos que no estén comprendidos en 
aquéllos en que debe compartir su producido con las 
provincias de acuerdo a lo dispuesto en el inciso 8%. del 
artículo 67. 

De conformidad a lo que ya hemos manifestado an- 
tes sobre los derechos de exportación, suprimimos el 
agregado final del inciso primero del artículo 67 que 
dice: «Establecer igualmente los derechos de exporta- 
ción»,y adoptando una de las reformas propuestas por 
el doctor Carlos F. Melo en su proyecto de 1917 con el 
objeto de favorecer a los territorios nacionales, supri- 
mimos la frase que establece que los derechos de impor- 
tación así como las avaluaciones sobre que recaigan, se- 
rán uniformes en toda la Nación. De aquí que dicho inci- 
so quede como sigue: «Corresponde al Congreso: Legis- 
lar sobre las aduanas exteriores y establecer los derechos 
de importación ; bien entendido que ésta, así como las de- 
más contribuciones nacionales, podrán ser satisfechas en 
la moneda que fuese corriente en las provincias respec- 
tiva por su justo equivalente». 

Concordante con esta reforma es el siguiente agre- 
gado que hacemos al artículo 12, adoptado también del 
mencionado proyecto del doctor Melo: «Los buques des- 
tinados de una provincia a otra, no serán obligados a 
entrar, anclar, y pagar derechos por causa de tránsito; 
sin que en nigún caso puedan concederse preferencias 
a un puerto respecto a otro por medio de leyes o regla- 
mentos de comercio, pero podrá favorecerse por medio 
de exención o de disminución de derechos de aduana, la 
entrada de mercaderías o efectos por puertos de territo- 
rios nacionales apartados». 
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SECCION 12. 


SISTEMA IMPOSITIVO DE LA NACION 


Habiendo estudiado en los capítulos anteriores los di- 
versos aspectos de la reforma impositiva, la delimita- 
ción constitucional de las facultades de la Nación y de 
las provincias así como la modificación de la misma, 
debemos entrar ahora a trazar el esquema general de 
los tributos fundamentales que deben coneurrir a for- 
mar el Tesoro de la Nación, esquema que será a modo 
del hilván que nos servirá de guía para concretar lue- . 
go al tratar en particular de cada impuesto. 


Consideramos que ellos deben ser los siguientes: 


1%. — Los impuestos internos. 

2%. — Los derechos aduaneros. 
3 — El impuesto sobre la renta. 
4%, — El impuesto a las herencias. 


Estos tributos, como decimos, deben formar la base 
del sistema impositivo nacional, pero ellos no excluyen 
la permanencia de aquéllos de índole secundaria que 
existen en la actualidad como ser el impuesto de se- 
llos, ete., ni la implantación de gravámenes aconseja- 
dos por la ciencia financiera y la experiencia de otros 
pueblos como de positivos resultados desde el punto de 
vista fiscal, económico y social, y que son, por otra 
parte, adaptables a su imposición por la Nación en un 
régimen de gobierno federal. Tales son, por ejemplo, 
los impuestos al mayor valor, a'los superbeneficios y la 
contribución de mejoras, tratándose de valorizaciones 
producidas por las grandes obras públicas nacionales. 
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En cuanto a los cuatro grandes impuestos indica- 
dos, los dos primeros pertenecen a los denominados «in- 
directos» mientras que los dos últimos a los «directos», 
consecuentes con lo que hemos dicho acerca del poder 
de imposición de la Nación que debe extenderse sobre 
todos los tributos que reconozcan una'amplia base de 
imposición, ya que ello es una condición de la produe- 
tividad y eficacia de los mismos. Tanto los impuestos 
internos como los derechos aduaneros, el impuesto sobre 
la renta y el impuesto a las herencias, están en este caso, 
ya que respecto de los dos primeramente nombrados se. 
trata de tributos que gravan a artículos cuyo consumo 
es general en toda la República, y en lo que se refiere a 
los segundos, su materia imponible se encuentra tam- 
bién dispersa en todo su territorio. 

Por otra parte: los impuestos internos y los derechos 
aduaneros satisfacen el aspecto fiscal de nuestro siste- 
ma impositivo puesto que los dos son de una gran pro- 
ductividad, aunque no elásticos, inconveniente que está 
obviado por la implantación del impuesto sobre la renta 
y por el impuesto a las herencias que lo son en alto gra- 
do. En cuanto al aspecto económico: la reorganización 
de los derechos aduaneros permitirá establecer' una pro- 
tección moderada e inteligente a aquellas industrias na- 
cionales de arraigo en nuestro país y la exoneración de 
derechos a las materias primas, suprimiendo, por otra 
parte, los derechos de exportación y los impuestos in- 
ternos provinciales que traban el comercio y la indus- 
tria de las provincias, asegurando esto último por medio 
de la unificación de los impuestos internos a base de los 
nacionales. El aspecto científico de la reforma está tam- 
bién contemplado en los cuatro grandes impuestos na- 
cionales que proponemos; porque: 1% Se atenúan los 
efectos perjudiciales de los impuestos indirectos en lo 
que se refiere a la ignorancia del sujeto impositivo y a su 
repercusión, por medio de la creación del impuesto sobre 
la renta y por el de las herencias reorganizado. 2%. En 
lo que se refiere a las ventajas de los impuestos perso- 
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nales sobre las reales, adoptamos un sistema mixto de im- 
puesto sobre la renta, existiendo por lo tanto el global, 
que es un ejemplo típico de impuesto personal. El im- 
puesto sobre las herencias satisface el aspecto social por 
la progresividad de las tasas lo mismo que el impuesto 
sobre la renta, asegurando también este último la per- 
sonalidad del tributo y la discriminación de las fuen- 
tes de renta. Tenemos también en cuenta el aspecto le- 
gal, ya que la imposición de estos gravámenes por la 
Nación está de acuerdo con el artículo 4*., reformado, de 
la Constitución, que establece: «El Gobierno Federal 
provee.a los gastos de la Nación con los fondos del Teso- 
ro Nacional, formado... de los demás impuestos que 
equitativamente imponga el Congreso general y cuya 
base de imposición sea amplia». Además, en el produci- 
do de su renta tienen participación las provincias, en 
atención a lo consignado en el inciso 8%. del artículo 67, 
también reformado, facultando al Congreso a: «Fijar 
anualmente a las provincias una participación que no ba- 
je del 30 por ciento en el producto de los impuestos na- 
cionales comprendidos en el artículo 4”. haciendo ex- 
elusión de los derechos aduaneros y de acuerdo a la 
población respectiva de cada provincia». 

Por fin, el aspecto práctico de la reforma está tam- 
bién contemplado en los tributos indicados: el medio geo- 
gráfico - demográfico, el económico, el administrativo y 
el social de la República nos han inducido, en parte, a la 
conservación de los derechos aduaneros y de los impues- 
tos internos y nos hará adoptar una organización espe- 
cial en el impuesto a la renta. 

Claro es que el plan esbozado acerca de los grandes 
impuestos nacionales no aspira a ser definitivo; al con- 
trario, creemos que él debe irse perfeccionando y modi- 
ficando a medida que el transcurso del tiempo vaya con- 
solidando el principio de la reforma que ahora se in- 
troduce en el régimen tributario. Ningún país ha podi- 
do prescindir del período de transición que lógicamente 
debe sobrevenir al régimen imperante, y es para ese 
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lapso de tiempo que hemos trazado las líneas fundamen- 
tales del sistema. 

Concuerda con el plan propuesto, el presentado por 
el ingeniero Alejandro E. Bunge en representación del 
Ministerio de Hacienda a la 4*. Comisión Asesora del 
Gobierno en el estudio del régimen impositivo, con fecha 
20 de julio de 1923, manifestando al enumerar los im- 
puestos que hemos mencionado: <«... Con ellos, y los de 
menor importancia que deben susbsistir, se forma un 
conjunto coordinado que tiende a transformar el ilógi- 
co e inconveniente mosaico actual en un sistema adelan- 
tado y de carácter genuinamente nacional, como resulta- 
do de la experiencia impositiva y económica del país». 
Agregando luego: «La reforma proyectada tiene tam- 
bién en cuenta que no hay en la Argentina catorce eco- 
nomías distintas, ni catorce substancias impositivas di- 
versas que deban ser gravadas de diferente modo y su- 
cesivamente por la Nación, las Provincias y los Muni- 
cipios. Se ha considerado, añadió, que se trata de una 
sola entidad, desde el punto de vista económico, desde 
el financiero y aún desde el político, que exige un ré- 
gimen rentístico coordinado y común en sus aspectos 
fundamentales, tal como se deduce de las disposiciones 
generales de la Constitución Nacional referente a los 
tributos, tanto a los de carácter explícito como implí- 
cito.» 

Entraremos ahora en el estudio particular de cada 
uno de los impuestos que formarán el basamento de 
nuestro régimen tributario, es decir, en el análisis de los 
impuestos internos, de los derechos aduaneros, del im. 
puesto sobre la renta y del impuesto a las herencias. 
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SECCION 2*, 


LOS IMPUESTOS INTERNOS 
Il — GENERALIDADES 


La denominación de impuestos internos se aplica por 
lo general a aquéllos que gravan a los artículos de con- 
sumo dentro del territorio del Estado, ya se produzcan 
en el mismo o ya se importen del extranjero. Son pues 
impuestos que se perciben en el interior del país, dife- 
renciándose así de otra clase de impuestos al consumo, 
los derechos aduaneros, que se perciben en las fronteras 
y que gravan únicamente, por lo tanto, a los artículos 
de importación. En la República, las leyes que se ocu- 
pan de la materia se refieren por lo general a tributos 
sobre artículos de consumo aunque comprenden también 
otros gravámenes como ser el impuesto a los seguros y 
el sobre las sociedades anónimas y bancos, este último 
ya derogado. 

Siendo pues, impuestos indirectos al consumo, poseen 
todos los graves inconvenientes que hemos señalado en 
general para éstos desde el punto de vista científico, en 
lo que se refiere a la ignorancia del verdadero sujeto 
impositivo, desde el social, por la injusticia que entra- 
ña la falta de progresividad, personalidad y de discri- 
minación de las fuentes de renta, y por fín, desde el fis- 
cal, por carecer estos tributos de elasticidad. Sin embar- 
go, al igual que los derechos aduaneros, tienen también 
una gran ventaja de este último orden que nos hace 
inclinar a favor de su adopción, y es el que se refiere a 
su gran productividad que los hace indispensables pa- 
ra poder responder a las exigencias actuales del Esta- 
do. (1) En efecto; a partir del año de su creación (1891) 


(1) Aparte de esto, estos impuestos tienen también la gran ventaja 
de percibirse en el mejor momento, es decir, cuando el contribuyente va a 
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su crecimiento ha sido constante, proporcionando hoy a 
la Nación recursos que llegan a cubrir más de la sexta 
parte de su presupuesto. Dicho crecimiento se puede ob- 
servar por las siguientes cifras de su recaudación: 


Años Recaudación 
IBA AS $ »-  2.555.130.22 
ARAS SS Das OZ 
1 A A o 71879005980) 
TRIAS SO 7498 85 EN 
105 94489 31901 
SIGA ns NES a TAS 
LITA RE AAA A 28095 613918 
ASISTAN » » 271.P979.141.63 
ARO ado a ¿36.020 DAA 
LIO AA TE ES y PIAR SES 
LODO ca » » 41.350.499; 75 
os - , 28.3890.716.21 
LIO ¡877 DABA 
1904. cono IB TOD ES 
O oO, 649.101 47 
E » , -40.487.846.35 
TARA id e 4309. 63030 
LO Al a 2, 45.592.043.82 
Ed) A o, TO 48 OVIEDO 
ATT AA 1 5590.648 250508 
TIA > » 53.508.494.06 


consumir desprendiéndose de su dinero, y en que no se da cuenta de que 
paga un impuesto, pues éste va estrechamente unido al valor de la mercan- 
cía, dándole la ilusión de que sólo paga el precio de ésta. Sin embargo, el 
impuesto no debe ser muy excesivo, pues como dice Montesquieu: «Para 
que el precio de la cosa y el derecho que se le imponga puedan confundirse 
en la mente del que paga, es preciso que haya cierta relación entre la 
mercancía y el impuesto, sin que se grave un género de poco precio con un 
derecho extremado. Hay países en los cuales el derecho es 170: 8 veces el 
valor del artículo. En este caso, el príncipe le quita la ilusión a los contri- 
buyentes haciéndoles ver que se les trata sin consideración, con lo cual 
o hasta donde llega su servidumbre». Op. citada, tomo II, 
pág. 313, 


SS 


AE 
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a o >, 52.807.643.59 
o le  , 68.306.389.14 
dd » > 57/.895.194.28 

>» 61.119.055.16 


>» 67.463.652.16 
E > + 80.841.502.03 


A >». 93.633.124.92 
io a >, 90.163.897).47 
o a, e OTIS VITA0S 


Ahora bien: establecida la necesidad de la existencia 
de los impuestos internos y aceptado que ha de ser uno 


“ de los tributos fundamentales del régimen impositivo de 


la Nación, entraremos a su estudio contemplándolos en 
su Organización actual así como en sus posibles modifi- 
caciones, teniendo en cuenta su coordinación con los de- 
más impuestos que comprende aquél como también su 
relación con los sistemas tributarios de las provincias. 
Dicho estudio debe comprender los siguientes tópicos: 

1%, Autoridad que los crea y distribución de su renta. 

2. Artículos gravados. 

3. Tasas de imposición. 

4, Administración, fiscalización, inspección y proce- 
dimientos, y disposiciones penales. 

Examinaremos separadamente cada uno de ellos. 


Jl. — AUTORIDAD QUE LOS CREA 
Y DISTRIBUCION DE SU RENTA 


Aunque el punto que vamos a abordar ya lo hemos 
tratado en general al referirnos al aspecto legal de la 
reforma impositiva y a las modificaciones de índole 
constitucional que proyectamos, exige un examen espe- 
cial y detallado del mismo en atención a que la crea- 
ción por las provincias de sistemas impositivos internos 


A 
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análogos al de la Nación que gravan a los mismos artí- 
culos de consumo, ha originado, aparte de los inconve- 
nientes que ya acarrea de por sí el establecimiento de 
estos impuestos por las provincias, un nuevo problema, el 
de la doble imposición, que da lugar a graves consecuen- 
cias de órden fiscal, económico y político. 

En primer término: ¿qué autoridad debe crear los 
impuestos internos?; ¿la nacional o la provincial?; ¿es 
posible tolerar una doble imposición? Evidentemente, 
formulamos estas preguntas haciendo por completo abs- 
tracción del actual ordenamiento constitucional y legal 
del asunto, el que, por otra parte, ya lo hemos dilucida- 
do; de manera que las respuestas deben surgir de acuer- 
do a un criterio puramente financiero. 

Hemos dicho en otro lugar que la demarcación de las 
esferas impositivas de la Nación y de las provincias, de- 
bía reconocer el gran fundamento científico de la ampli- 
tud o estrechez de la base de imposición de los tributos, 
correspondiendo a la Nación los primeros y a las provin- 
cias los segundos. Pues bien; los consumos que se acos- 
tumbra gravar con los impuestos internos, son por lo 
común generales en toda la República y no se cireunser]- 
ben a una provincia determinada; tal es el caso de las 
bebidas espirituosas, del tabaco, de los fósforos, de los 
naipes, ete. Es por eso que estos impuestos deben ser na- 
cionales y no provinciales, y como dice Gastón Jéze, si 
se diera el caso de existir consumos puramente locales, 
su imposición debería corresponder también a las respee- 
tivas localidades. Pero aparte de esta razón de orden 
científico existen otras varias de carácter económico 
que abogan en favor de la implantación de los impuestos 
internos por la Nación. 

La primera es la que proviene del hecho de que al es- 
tablecerlos esta última se consagra su uniformidad en 
todo el territorio de la Nación en virtud de la aplica- 
ción del principio de la igualdad de los habitantes ante 
las cargas públicas que impediría exonerar del impuesto 
a una localidad determinada; en cambio, estando su im- 
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posición al arbitrio de las provincias se viola aquélla, ya 
que algunas obedeciendo a sus propias conveniencias, 
no establecerán impuestos al consumo mientras que otras 
si y entre éstas habrá unas que gravarán los objetos im- 
positivos más fuertemente que otras. 

El resultado de esto será que se desviará la distribu- 
ción natural de las industrias del país, ya que el propó- 
sito de eludir el pago del impuesto o buscando uno me- 
nos riguroso hará que emigren o que no se establezcan 
en aquellas regiones que a pesar de ser las más indica- 
das por sus condiciones climatéricas, abundancia de ma- 
teria prima o de brazos, exista el gravamen o sea ex- 
cesivo. 

La segunda razón económica que debemos mencionar 
a favor de los impuestos internos nacionales y en contra 
de los provinciales es la de que estos últimos, gravando 
muchas veces a artículos fabricados en una provincia 
y consumidos en otras, establecen medidas de policía y 
de inspección sobre los mismos, afectando el tráfico en- 
tre las provincias, lo que, por otra parte, contraría la 
disposición constitucional que atribuye a la Nación la 
reglamentación del comercio interprovincial (artículos 
67 inciso 12 y 108) y la que ha sido adoptada de la 
Constitución estadounidense (artículo 1%, Sección 8%*.) 
Otra razón del mismo orden y muy relacionada con ¡a 
anterior es la de que los impuestos internos provincia- 
les, al trabar la circulación de los efectos de provincia 
a provincia, significan en el hecho verdaderas aduanas 
interprovinciales que han sido condenadas por nuestra 
Constitución como símbolos de una época de anarquía 
y barbarie. El carácter aduanero de los impuestos inter- 
nos provinciales se pone de manifiesto: 1%. al gravar 
el consumo de otras provincias; 2%. al gravar los ar- 
tículos provenientes de otras provincias. En lo que se 
refiere a lo primero, tenemos que, por lo general, las pro- 
vincias productoras de determinados artículos como ser 
las andinas repecto al vino y Tucumán y Jujuy respee- 
to al azúcar y al aleohol industrial, no los consumen si- 


Régimen, 12 


178 MANUEL L. LÓPEZ VARELA 


no en mínima parte, pues en su casi totalidad los «ex- 
portan» a las provincias del litoral; como las provincias 
productoras no liberan de impuestos a dichos artículos 
«exportados» puesto que en ello estriba precisamente la 
productividad del tributo, resulta que dichos impuestos 
son el en el hecho «verdaderos derechos de exportación» 
y los que en definitiva los pagan son los consumidores 
de las otras provincias. Refiriéndose a esto, manifestaba 
el diputado nacional don Luis Leguizamón al fundar su 
proyecto sobre distribución del producido de los impues- 
tos internos: «Hay otra razón que considero importante: 
la necesidad rentística ha determinado en algunas pro- 
vincias un hecho que es perturbador en la vida nacional 
y contrario a mi juicio, al principio de solidaridad; 
injusto y egoísta, pero al fin hijo de la necesidad; me 
refiero al impuesto que se establece sobre determinados 
artículos que se fabrican en aleunas provincias y que en 
su mayor parte, son destinados al consumo de las otras; 
el resultado positivo, real, es que el impuesto lo paga 
un habitante que no está bajo el imperio de la sobera- 
nía que lo creó y lo hizo efectivo y que una contribución 
establecida en Mendoza, por ejemplo, o en Santiago del 
Estero, o en Buenos Aires, va a pesar sobre los habitan- 
tes de otras provincias, lo cual puede determinar en 
un futuro más o menos lejano o inmediato, represalias 
inconvenientes siendo todo ello contrario a principios 
fundamentales de la Constitución Nacional», agregando 
más adelante: «A todo esto responde la declaración de 
que en todo el territorio de la Nación no habrá más 
aduanas que las nacionales, la libre circulación de los 
productos, la prohibición del establecimiento del dere- 
cho de tránsito y otras análogas tendientes todas a la su- 
presión de fronteras provinciales a los efectos del comer- 
cio y la economía nacional». 

En lo que se refiere a la segunda característica que 
nos muestra a los impuestos internos provinciales bajo 
la faz de derechos aduaneros, tenemos, que como las pro- 
vincias no solamente gravan a las mercaderías fabrica- 
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«las en su territorio sino también las producidas en otras 
o las importadas del extranjero, se organiza el control 
del tributo a base de la fiscalización de la circulación, 
lo que se traduce en exigir, tanto en las estaciones fe- 
rrocarrileras como en los puertos fluviales, toda la do- 
ecumentación de estas mercaderías como ser las cartas 
de porte, conocimientos, facturas, con el objeto de co- 


-brar el impuesto antes de permitir el retiro de las mis- 


mas. De aquí, que bajo los dos aspectos que hemos men- 
cionado, los impuestos internos provinciales contrarían 
las disposiciones de la Constitución, la que en el artícu- 
lo 9 establece que en todo el territorio de la Nación no 


habrá más aduanas que las nacionales, en el artículo 10 


consigna la libertad de eirculación de las mercaderías 
en el interior de la República y en el artículo 11 prohi- 
be los derechos de tránsito. 

Por fin, existen otras dos razones de orden económi- 
«c0o que nacen como una consecuencia directa del carác- 
ter aduanero que asumen los impuestos al consumo im- 
plantados por las provincias, ya que funcionan como 
aquéllos al hacer posible: 1% El proteccionismo ejerci- 
tado a favor de las industrias regionales; 2”. La gue- 
rra de tarifas que es su inmediata consecuencia. Consti- 
tuye esto dos fases de la lucha económica a que son 
conducidas las provincias en su afán de crearse rentas 


y de fomentar sus industrias. El proteccionismo local 


se manifiesta con los derechos diferenciales con que se 
recargan a los productos provenientes de otras provin- 
cias, que se gravan con impuestos internos, y los cua- 
les podrían hacer competencia a los artículos de pro- 
ducción local. Un ejemplo del mismo es la ley N“. 209 
de La Rioja de 2 de enero de 1914 que gravaba al vino 
riojano con medio centavo por litro y con tres centavos 
por litro al vino «no riojano»; aunque esta ley ha sido 
derogada, ha tenido una vigencia de dos años y medio. 
Otro ejemplo nos presenta la ley de Santiago del Este- 
ro N“. 543 del 21 de octubre de 1915 que grava la tone- 
lada de alfalfa de otras provincias con un peso y la to- 
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nelada de cal de extraña provincia con igual impuesto. 
En cuanto a la guerra de tarifas se produce entre las 
provincias que no tienen producción similar como ser 
las vinícolas y azucareras; así, Tucumán grava el vino 
y el alcohol vínico de Mendoza, San Juan, La Rioja y 
Catamarca, y estas últimas gravarán el azúcar y el al- 
cohol industrial de Tucumán y Salta. 

Por otra parte, los impuestos provinciales al consumo 
de determinados artículos hacen ilusoria e ineficaz la 
protección que la Nación ha establecido por medio de 
derechos de aduana a favor de los mismos, desvirtuando, 
por lo tanto, sus fines. Resulta de esto que el encareci- 
miento de los artículos protegidos tiende a beneficiar 
únicamente a los gobiernos provinciales que imponen di- 
chos tributos, los que vienen a ser pagados, en forma in- 
justa, por los consumidores de las otras provincias. Tal 
ha pasado con el azúcar y con el vino, artículos protegi- 
dos a los que las provincias no han vacilado en gravar 
con impuestos internos. En lo que respecta al azúcar se 
ha tratado de corregir esta situación por medio de la ley 
N“, 11.002 de febrero 14 de 1920, cuyos artículos 2%. y 
3”., establecen en aquellos impuestos una rebaja equiva- 
lente a los gravámenes provinciales que pesan sobre di- 
cho producto; sin embargo, esta medida no es mayor- 
mente eficaz por no alcanzar más que en forma mínima 
al artículo y por no comprender al vino. El inconvenien- 
te que mencionamos ya era puesto de manifiesto por el 
senador de la provincia de Buenos Aires doctor Héctor 
(Juesada al consignar en su proyecto de declaración so- 
bre adjudicación a las provincias de un porcentaje del 
producido de los impuestos internos presentado en la 
sesión del 1% de abril de 1913: «...Y señala a la misma 
representación el hecho de que algunas provincias, al 
amparo de la ley de aduana, que grava con fuertes de- 
rechos prohibitivos la importación de artículos simila- 
res a los de la producción, — artículos que pueden con- 
siderarse como de primera necesidad, — aquéllas han 
hecho de esos artículos fuentes de recursos provinciales, 
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elevando, por consiguiente, su precio a los consumido- 
res nacionales». 

Por fin, podemos agregar una última razón de caráe- 
ter económico en contra de los impuestos internos pro- 
vinciales, por presentar el inconveniente que menciona 
el doctor Ahumada en su anteproyecto de ley general de 
impuestos internos, al decir: «Los impuestos internos 
provinciales, que si no son pagados en las estaciones y 
puertos de destino, en acto de la entrega o despacho de 
la mercadería, tienen el serio inconveniente de gravitar 
sobre existencias comerciales, ocasionan en los negocios 
los más molestos trastornos y causan las más desagra- 
dables perturbaciones en el giro diario. En efecto, la fis- 
calización en estos casos tiene que ser muy activa, casi 
diaria y de la mayor intensidad, llegándose a procedi- 
mientos inquisitoriales, por empleados no siempre res- 
petuosos y comedidos. Cualquiera puede imaginarse lo 
que esto significaría para el comercio, sobre todo si se 
mezcla la política local, hecho harto frecuente, casi in- 
evitable, en las administraciones provinciales. La inspec- 
ción nacional no tiene ni puede tener tales inconvenien- 
tes. Desde luego, los impuestos se pagan a la salida de 
aduana, fábrica o depósito fiscal, y no gravitan sino 
excepcionalmente sobre existencias comerciales. No tiene, 
en consecuencia, necesidad de ser tan activa e intensa. 
En segundo lugar, su personal, a pesar de algunos lu- 
nares, es idóneo y culto, y siempre extraño a la políti- 
<a local» (1). 


En cuanto a la doble imposición, es decir, a la coexis- 
tencia de los dos regímenes de impuestos internos, na- 
cional y provincial, acarrea graves consecuencias de ca- 
rácter económico, fiscal y político. 

En cuanto a la primera. Es sabido que no es posible 


(1) Pág. 155. 
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gravar los productos de una industria determinada más 
que hasta un límite dado; más allá se corre el riesgo de 
provocar su ruina. Ahora bien, cuando la autoridad na- 
cional crea un impuesto interno sobre un artículo de 
consumo, se presume que ha agotado el límite imponible 
puesto que tal es la tendencia de toda entidad impositi- 
va, de manera que si sobre el mismo artículo recae el tri- 
buto provincial es lógico concluir que se ha excedido 
aquél, importando a la industria el perjuicio ya señala- 
do y redundando también en forma desfavorable para la 
economía del país. 

Esta consecuencia de carácter económico, da origen a 
una de orden fiscal. En efecto: es lógico pensar que si se: 
destruye la materia imponible debe suceder lo propio con 
la renta. A más, debemos considerar que la restricción: 
del consumo originada por el encarecimiento de los ar- 
tículos tributarios, el malestar comercial emergente de 
la doble inspección y fiscalización así como los conflie- 
tos jurisdicionales entre ambas autoridades impositi- 
vas debe traer necesariamente la disminución de una ren- 
ta, que, sin existir esos inconvenientes, adquiriría más 
lozano desarrollo. Otra consecuencia también de caráe- 
ter fiscal de la doble imposición es la que resulta de: 
que ambos tributos tienden a gravitar recíprocamente 
el uno sobre el otro por formar parte el impuesto al con- 
sumo del respectivo precio de venta de cada artículo 
gravado; así, el paquete de cigarrillos que se venda a. 
veinte centavos inclusive el impuesto paga $ 0.07 moneda 
nacional a la Nación y $ %% 0.04 a Santa Fe, que re- 
sulta así gravando a la renta nacional y como se aumenta 
el precio de venta, la Nación ya no debe cobrar $ 0.07 
sino $ 0.11 con lo que a su vez la Nación grava la renta. 
provincial, y así se proseguiría en un círculo vicioso. 

Nace también de la doble imposición una consecuen- 
cia de orden político originada por la discrepancia exis- 
tente entre las legislaciones impositivas nacional y pro- 
vinciales en lo referente a la policía y reglamentación 
del comercio de los artículos gravados. De aquí que sur- 
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jan conflictos jurisdiccionales en la aplicación de las 
leyes respectivas, ya que en la generalidad de los casos 
ambas legislaciones se refieren a los mismos objetos im- 
positivos y lo que trae aparejado, muchas veces, el en- 
cono entre las autoridades nacionales y provinciales. 
Es indudable que los primeros perjudicados en esta lu- 
cha por la preeminencia han de ser el comercio y la in- 
dustria pero indirectamente acarreará perjuicios de or- 
den institucional traducidos en el debilitamiento del 
vínculo político del Estado general con los estados 
particulares. 


Ahora bien: contemplando los inconvenientes que se 
derivan del establecimiento de los impuestos internos 
provinciales, agravados por existir en concurrencia con 
los nacionales, dando así origen a la doble imposición con 
todas sus perniciosas consecuencias, es fácil llegar a la 
siguiente conclusión: de que en el régimen tributario 
argentino deben desaparecer los tributos al consumo que 
han establecido las provincias. Este objetivo se alcanza 
con la reforma constitucional que hemos propuesto, ya 
que, por el artículo 4”., atribuímos a la Nación la facul- 
tad de imponer los demás impuestos cuya base de impo- 
sición sea amplia y es indudable que en ellos están in- 
ecluídos los actuales impuestos internos, tanto nacionales 
como provinciales, en atención a que ellos recaen, como 
ya hemos dicho, sobre artículos cuyo consumo es general 
en toda la República no hallándose cireunscripto a una 
localidad determinada. 


Dilucidado el primer punto del primer tópico con la 
atribución a la autoridad nacional de la facultad de 
implantar los impuestos internos, pasemos al segundo 
que se refiere a la distribución de su renta. Hemos dado 
ya las razones que nos han inducido a proyectar la su- 
presión de la disposición actual del inciso 8” del artículo 
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67 y a reemplazarla con la siguiente: «Fijar anualmen- 
te a las provincias una participación que no baje del 30 
por ciento en el producto de los impuestos nacionales 
comprendidos en el artículo 4”. haciendo exclusión de 
los derechos aduaneros y de acuerdo a la población res- 
pectiva de cada provincia». De aquí que la Nación po- 
drá contar siempre hasta un máximo del 70 por ciento 
del producido de sus impuestos teniendo en cuenta sus 
necesidades así como los gastos de administración y re- 
caudación de los mismos, mientras que las provincias 
tendrán asegurado anualmente un porcentaje mínimo 
de 30 por ciento a repartirse entre ellas de acuerdo a la 
población respectiva de cada una. 

La administración de impuestos internos de la Nación 
ha calculado que la renta interna unificada bajo la base 
de un aumento en el número de los artículos gravados 
y de cierta agravación de las tasas de que luego trata- 
remos, sería susceptible de ascender a la suma de ciento 
cincuenta millones de pesos moneda nacional; como ha 
proyectado la distribución de dos terceras parte a la Na- 
ción y de una tercera parte a las provincias (más o me- 
no3 70 y 30 por ciento, respectivamente) correspondería 
100 millones a la primera y cincuenta millones a las 
segundas. Ha calculado también el reparto definitivo de 
la parte de renta correspondiente a las provincias de 
acuerdo a su población respectiva, aunque debemos ha- 
cer notar de que en el mismo comprende también a la 
Capital Federal en atención a lo consienado en el artícu- 
lo 142 del anteproyecto de dicha administración, mien- 
tras que nosotros la hemos eliminado de la distribución 
puesto que, entendiendo que la reforma debe venir de la 
Constitución, consideramos que no es materia propia de 
ésta fijar las fuentes de entrada de los municipios sino 
que ellas deben consignarse, ya sea en las constituciones 
de provincia o bien, tratándose de la Capital Federal, 
en la ley orgánica municipal que dicta el Congreso en 
su carácter de legislatura local de la misma. Por lo tan-. 
to, si se quiere hacer participar a la Capital Federal en 
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el producto de los impuestos internos debe realizarse por 
medio de una ley especial que dicte el Congreso y dicha 
participación sería solamente, por lo tanto, en la parte 
que correspondería a la Nación una vez deducida la asig- 
nación de las provincias. Con esta constancia, damos las 
cifras a que antes nos hemos referido : 


DISNAcCIÓn 2... $ £ 100.000.000.00 
Capital Federal .. ,, ,, 10.429.105.08 
Buenos Aires ..... PS ds PT 
O ei 95d 027 63 
Mute RÍOS. ...0.. CER ODE OO 
A US a [RO 
ION ¿des a ALO ODO ED 
del Estero... .1.131:846,11 
e AA A e a a 
EEN e 932.687.779 
o AA AA SS 507.163.30 
OARIMarca ...... da 664.411.05 
ODA e E 9521.830.59 
PA ds 789.237.58 
IO o o OSO O da: 
UPA 0 o 45 Jo: 769.474.21 


Comparando el producido de los impuestos internos 
tanto de la Nación como de las provincias durante el 
amo 1921 con la cuota parte que correspondería a cada 
una de las mismas en la distribución de la renta inter- 
na unificada, la administración de Impuestos Internos 
presenta el siguiente cuadro en la nota de remisión de 
la misma de la segunda edición de su anteproyecto con 
fecha 26 de octubre de 1922 (1). 
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Debemos hacer constar que en lo que se refiere a la. 
provincia de Buenos Aires la cifra anotada como pro- 
ducido de sus impuestos internos y diferencia en más 
con relación a la cuota asignada, variará radicalmente 
en el ejercicio de 1923 debido a la sanción de la ley de 
impuestos al consumo de bebidas alcohólicas, naipes, ta- 
bacos y perfumes del 12 de abril de dicho año y cuyo 
producido anual se calcula en $ *í 11.522.136.26. Por 
otra parte, la renta nacional tiende a aumentar año a. 
año, de manera que su producido, efectuando las modi- 
ficaciones que ya hemos indicado referente a los gravá- 
menes y a las tasas, sobrepasará en mucho a la cifra cal- 
culada de 150.000.000 de pesos moneda nacional. 


Las cifras consignadas nos muestran que en 1921, las 
provincias recaudaron por concepto de impuestos inter- 
nos $ %% 22.349.488 de manera que calculando sólo en 
$ "% 50.000.000 la cantidad de que participarían las. 
provincias, resulta un exceso a su favor de pesos mone- 
da nacional 27.650.511.69. La Nación también se bene- 
ficiaría con un excedente de $ "% 9.836.102.53 resul- 
tante de la diferencia de lo producido en 1921, pesos mo- 
neda nacional 90.163.897.47 y lo caleulado en la distri- 
bución o sea $ "% 100.000.000. Es indudable que estos 
resultados a que se llega tomando las cifras de 1921 y 
a las que nos referimos en la imposibilidad de adquirir 
datos completos más recientes acerca del producido ac- 
tual de los impuestos internos de cada una de las pro- 
vincias, deben haber variado en los últimos dos años, 
creencia asentada en el hecho de que las provincias cal- 
culan el rendimiento de impuestos internos para 1925 
en $ *% 41.920.888 sobre un total de recursos de pesos. 
moneda nacional 198.936.444. Sin embargo, si varían 
las cifras no sucede lo propio con las conclusiones a que 
arribamos, ya que, por otra parte, el constante aumento 
de la renta interna nacional hace, que, aumentando, co- 
mo ya hemos dicho, el número de los artículos gravados 
con los que luego indicaremos y agravando en cierta 
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medida las tasas, no se estaría lejos de alcanzar la cifra 
de $ *< 200.000.000 al cabo de varios años. 


Ahora bien: el éxito principal de la reforma se ha io- 
grado, ya que hemos visto que la fracción que corres- 
pondería a las provincias del producido total de los im- 
puestos internos es muy superior al que obtienen en el 
régimen actual. Sin embargo, examinando el resultado 
que tendrían cada una de las provincias consideradas in- 
dependientemente vemos que hay algunas que resultan 
perjudicadas. En efecto, de acuerdo al cuadro presenta- 
do se sigue que hay 10 provincias que se benefician en 
el sentido de que la cuota que reciben es superior a la 
que percibían de sus impuestos internos; las provincias 
restantes que son las de Tucumán, Jujuy, San Juan y 
Mendoza, resultan perjudicadas puesto que reciben pe- 
sos moneda nacional 823,095.87, 205.360.91, 605.035.79 
y 3.040.919.17, respectivamente, menos, por ser inferior 
la cuota que se les adjudica que el producido actual de 
sus tributos al consumo. 


Se ha tratado de compensar esta disminución de en- 
tradas de las provincias mencionadas por un reintegro 
que se haría a las mismas de la diferencia, la cual se de- 
duciría de la cantidad asignable en conjunto a la Nación 
y a las provincias y de acuerdo con el mismo criterio 
adoptado en la distribución; este reintegro se haría por 
un número determinado de años hasta que las provin- 
cias perjudicadas hubieran organizado sus finanzas de 
acuerdo al nuevo régimen. Así, el artículo 143 del ante- 
proyecto del señor Ahumada dice: «A los Estados que 
resulten perjudicados por la supresión de sus sistemas 
de impuestos internos locales y eorrespondiente susti- 
tución por la cuota asignada por el artículo anterior, se 
les reintegrará durante 10 años el déficit que sufran 
según los estados de recaudación de los mismos en el 
ejercicio de 1921. La reintegración se hará al practicar- 
se la liquidación de dicha asignación»; y el artículo 50. 
del proyecto del señor González Calderón: «A las pro- 
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vincias que resulten perjudicadas en sus rentas fiscales 
por la supresión de sus impuestos internos locales y co- 
rrespondiente sustitución por la cuota asignada por el 
artículo 1*., el gobierno nacional reintegrará, durante 
quince años, el déficit que sufran, según los estados de 
recaudación de dichos impuestos en el ejercicio anterior 
a la celebración de los convenios previstos en el artículo 
3%.» Estas soluciones se fundamentan en el desequilibrio 
financiero que podría producirse en las provincias per- 
judicadas tomando ejemplo en la que se llegó en la Con- 
federación Australiana cuando pasaron al gobierno fe- 
deral las sisas y los derechos de aduana, repartiéndose 
parte del producido a los Estados. Hubo uno de éstos, 
el de Australia Occidental que resultaba perjudicado en 
el reparto y entonces en 1909 se resolvió: «Acordar a 
Australia Occidental, en atención al fuerte ingreso en 
las rentas aduaneras, con que contribuía por cabeza, un 
aporte anual excepcional de 250.000 libras esterlinas, 
que debía disminuir cada año consecutivamente en 10.000 
libras esterlinas, aporte que debía ser deducido de 
la parte de los otros estados». (1). 

Pero a pesar de ser tan autorizadas las opiniones de 
los que presentan las soluciones expuestas, así como el 
ejemplo de que se hace mención, no creemos que sea con- 
veniente aplicarlas; en efecto; tanto el señor Ahumada 
como el señor González Calderón contemplan el mismo 
caso, a saber, la posibilidad de unificar los impuestos 
internos en atención a los inconvenientes de los tributos 
provinciales así como de la doble imposición. Es decir, 
contemplan un aspecto fragmentario del vasto problema 
impositivo, o sea el de los impuestos al consumo. Por otra 
parte, los proyectos que presentan tratan de llevarlos a 
la realización dentro de la economía actual de la Consti- 
tución, y es evidente que no prohibiendo ésta la imposi- 
ción de los tributos al consumo por parte de las provin- 


(1) Seligman, Essais sur l'impót, tomo II, pág. 336. 
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cias, podrían negarse al plan de unificación de los im- 
puestos y distribución de la renta, dado el carácter de 
«acuerdo» que debe revestir. De aquí, que en atención a 
esta circunstancia y ya que la falta de asentimiento de 
las provincias podría hacer fracasar el plan que requie- 
re el concurso de todas, se resuelva reintegrar a las mis- 
mas, durante un plazo más o menos largo, las diferencias 
en que resulten disminuídas sus entradas por concepto 
de impuestos internos. | 

Nuestra situación es otra; no es nuestro propósito su- 
jetarnos únicamente a la reforma de la actual organi- 
zación de los tributos al consumo sino que vamos más 
lejos, puesto que emprendemos la modificación total del 
régimen impositivo en la medida que lo hace posible las 
necesidades financieras del Estado general y de los Es- 
tados particulares. Es por ello que hemos contemplado 
el problema en su aspecto fiscal, económico, científico, 
social, legal y práctico entendiendo por este último el 
examen de nuestro medio geográfico demográfico, eco- 
nómico, social y administrativo; el estudio de los cuales 
nos ha llevado a la adopción de un sistema de impues--. 
tos eclético, es decir, en el que entran tanto los impues- 
tos directos como los indirectos, y considerando que los 
principales gravámenes que deben formar las rentas del 
Estado son los derechos aduaneros, los impuestos inter- 
nos, el gravámen a los réditos y el impuesto a las suce- 
siones. Por otra parte, dentro del aspecto legal de la 
reforma, hemos abordado la posibilidad de establecer 
una nueva organización financiera en las relaciones en- 
tre la Nación y las provincias, bajo la base de atribuir 
los tributos mencionados anteriormente a la Nación y 
«de distribuir el producido de los mismos entre aquélla y 
las provincias, salvo los derechos aduaneros. Como se ve, 
la distribución no se refiere solamente a los impuestos 
internos sino también al impuesto a la renta y al tri- 
buto sobre las transmisiones gratuitas y podría referir- 
se en el futuro a otros que presenten las mismas condi- 
ciones de generalidad. 
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Es por esto que no debe preocuparnos mayormente el 
hecho de que aleunas provincias resulten perjudicadas 
en relación al producido bajo el anterior régimen de in- 
dependencia, en la distribución ya sea del impuesto a la 
renta, del de las sucesiones o de los impuestos internos; 
lo que nos interesa es que el nuevo sistema ha de propor- 
cionar en general más recursos y entradas más equitati- 
vas tanto a la Nación como a las provincias. Sería con- 
traproducente a nuestro juicio establecer compensacio- 
mes por términos más o menos largos que no significa- 
rían en el hecho más que la perpetuación, en distinta 
forma, del anterior sistema, dilatando sin ningún fun- 
damento serio la aplicación del nuevo. 

Además, reformándose la Constitución tal como lo 
hemos proyectado, no subsiste ya el areumento de que 
las provincias podrían negarse a adherir a la nueva or- 
ganización financiera, puesto que al demarcarse en for- 
ma explícita los poderes impositivos de la Nación y de 
las provincias, suprimiéndose las facultades concurren- 
tes, las provincias recalcitrantes verían anulados los 
impuestos que establecieran o mantuvieran en contra- 
“vención de aquélla, por la declaración de su inconstitu- 
clionalidad por la justicia. Hay que tener en cuenta tam- 
bién que la delimitación impositiva que hemos hecho no 
puede perjudicar en ningún modo a las provincias, pues- 
to que como dice el señor Ahumada: «Esta evolución es, 
no sólo posible, sino indispensable. Es posible, porque la 
fuente de riqueza permanente de que esas cuatro pro- 
vincias sacan sus recursos, en la forma de impuestos in- 
directos, gravando el producto, debe necesariamente ser 
capaz de aportar los mismos recursos en la forma direc- 
ta gravando el capital. En otros términos, el gravamen 
sobre la tierra cultivada, sea con viña y con caña, debe 
ser tan proficuo, por lo menos, como el gravamen sobre 
los frutos, el vino o el azúcar o el alcohol, como lo de- 
muestran las provincias cerealistas y ganaderas del li- 
toral. Para que no fuera así, sería menester equiparar 
la agricultura con la minería, es decir, considerar los 
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frutos de aquélla como productos, en el sentido jurí- 
dico y económico de los términos, lo que sería absur- 
do». (1). 

Una última razón contribuye a decidirnos en contra 
de la cláusula del reintegro y es la que se refiere a la 
injusticia que entraña que las provincias ya mencio- 
nadas, de Mendoza, San Juan, Tucumán y Jujuy per- 
ciban el producto de impuestos sobre consumos efee- 
tuados en otras provincias y los que contribuyen en 
la proporción de 53.95, 49.61. 45.80 y 36.89 por cien- 
to, respectivamente, a sufragar los gastos de sus admi- 
nistraciones; el establecimiento de dicha cláusula no 
haría más que perpetuar dicha injusticia. 


III. — ARTICULOS GRAVADOS 


La legislación nacional de impuestos internos en vi- 
gencia grava a los siguientes artículos: alcoholes, fós- 
foros, cervezas, bebidas alcohólicas, vinos, naipes, ta- 
bacos, seguros, bebidas artificiales, específicos, perfu- 
mes, Champagne, vino espumante, sidra y alhajas. Al- 
gunos de ellos están gravados desde la época de la 
ereación de los impuestos internos, tales los alcoholes y 
las cervezas; las bebidas alcohólicas y los naipes se 
gravaron en 1892 y en 1893, suprimiéndose luego para 
reaparecer en 1914; los vinos desde 1894, aunque desde 
el año 1906 a 1914 quedaron eliminados para reapare- 
cer en 1915; los seguros desde 1896; el tabaco desde 
1895; las bebidas artificiales desde 1898; los específi- 
cos desde 1904; los perfumes desde 1914; el champag- 
ne desde 1920 lo mismo que el vino espumante y la si- 
dra, y por fin, las alhajas desde 1923. Por otra parte, 
en diversas épocas se han impuesto otros artículos aun- 
que luego han desaparecido; así, el impuesto al azúcar 
existió desde 1897 a 1905; el tributo a los sombreros en 


(1) Op. citada, pág. 177. 
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1898, 1899 y 1905 y el a los aceites en 1898 y 1899. El 
impuesto a las sociedades y bancos existió desde 1891 
a 1895 y en 1905. 


Los diversos renglones de los impuestos internos na- 
cionales han producido durante el ejercicio de 192%: 


ABU DOIOS do $ % 13.540.546.29 


OE VEZAS rocoso e a O IA LON 
SOLOS de od 112 (0% de 


Bebidas alcohólicas , , 12.474.784.43 


A A a A oro 
AAA A 493.254.50 
MODACOS » » 48.650.012.44 
OO e Ea o? DO uo 
ab artificiales ia 12.498.72 
ISDEGÍLACOS. “..co.. A 
PErTUmes 2... .. O AIBR. 846:67 
Champagne ...... ASES 369.2854.00 
Natorespumante 0. s, -190.648.03 
Ss a 51.783.05 


Eventuales: multas, 
intereses, venta de 
impresos, almacena- 
jes, eslingajes, ser- 
vicios de desnatu- 


A 334.917.54 
S 
Mortal 977 $ "% 91.784.177.94 


El cáleulo de recursos para 1923 estima el produ- 
cido de los distintos renglones de impuestos internos 
enumerados, como sigue, aunque como se verá, refun- 
diendo aleunos cuyo rendimiento en 1922 hemos formu- 
lado separadamente: 


Régimen, 13 
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Alcoholes Naco $ "e 17.000.000.— 
IPOSÍÓTOS ae » 3.  %4.500.000.— 
Cervezas olas » »  4.500.000.— 
Bebidas alcohólicas ,, ,, 16.500.000.— 
VIDOS PU NO » »  8.500.000.— 
Naipes Ue » »  1.000,000.— 
Tabacos iio » » 98.000.000.— 
NEQUPOS Mao a » »  2.000.000.— 
Perfumes y especí- | 

TICO ia » »  6.150.000.— 


Desnat. de alcoholes ,, ,, 400.000.— 


Como se ve, nuestra legislación de impuestos inter- 
nos gira, en su parte fundamental, (alcohol, bebidas 
espirituosas, tabacos) alrededor de aquellos consumos 
que se han calificado como superfluos o de lujo y al 
mismo tiempo susceptibles de proporcionar por la gran 
generalidad de su uso, una sólida entrada al fisco. Por 
otra parte, a más de conseguir eficientemente este fin, 
gravando fuertemente dichos artículos, se logra también 
en ciertos renglones una finalidad de carácter prohibi- 
tivo en lo referente a ciertos consumos sindicados eo- 
mo perjudiciales o nocivos desde el punto de vista de 
la higiene; tal ha pasado por ejemplo con el ajenjo 
cuya elevada imposición ha originado la restricción en 
su consumo. Fuera de esto, la legislación impositiva 
respecto a los artículos que como ser las preparaciones 
alcohólicas de toda clase, vinos o cervezas, y los ta- 
bacos, son susceptibles de adulteraciones capaces de 
alterar la pureza de los productos poniendo en peliero 
la salud pública, es una garantía de aquélla debido a 
las minuciosas reglamentaciones que del comercio y 
policía de los mismos incluye por lo general. 

Es verdad de que algunos de los consumos gravados 
como ser el vino, la cerveza o los fósforos, no pue- 
de decirse que sean enteramente de carácter superfluo 
sino que pueden incluirse bajo la denominación de úti- 
les. Pero hay que tener en cuenta que este carácter de 
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utilidad dista mucho de la indispensabilidad que ca- 
racteriza aquellos artículos de primera necesidad que 
como ser el pan, la carne, la sal, etc., cuya imposición 
muestra al extremo la posible injusticia de estos im- 
puestos que gravando dichos artículos llegan a con- 
vertirse en verdaderas capitaciones, ya que afectan por 
igual al rico que al pobre sin la presunción siquiera 
de que se distinga la capacidad contributiva de los 
sujetos impositivos. 

Stourm elasifica la materia imponible de los tribu- 
tos al consumo en tres grandes grupos distintos, a sa- 
ber: de consumo superfluo, de consumo útil y de eon- 
sumo indispensable para la vida. Entre los primeros 
comprende las bebidas alcohólicas, tabacos, naipes, ob- 
jetos de oro y de plata, pólvora para la caza, ete., en- 
tre los segundos, el azúcar, el vino cuando es empleado 
para reconstituir las fuerzas perdidas en el trabajo, la 
cerveza, el té, el café según los casos, el vestuario, 
muebles y los combustibles, determinando la aplicación 
y clase de estos artículos su clasificación entre los úti- 
les y los superfluos; entre los indispensables para la 
vida coloca el pan, la sal, la leche, la carne, la mante- 
ca, pescado, legumbres, habitación, vestuario y mu- 
chos otros de utilidad o necesidad según la aplicación 
que se haga de ellos. Es indudable que un país que ob- 
tuviera los recursos necesarios para la marcha de su 
administración de esta última clase de impuestos, po- 
seería un sistema impositivo arcaico e injusto que de- 
bilitaría la capacidad de consumir de la mayor parte 
de la población. Llevaría al obrero a situaciones forza- 
das que le harían elegir entre la pobreza fisiológica y 
la reacción violenta con el objeto de obtener mayor au- 
mento en los salarios, lo que no siempre es posible, en 
atención a que están sujetos como cualquier mercancía 
a las fluctuaciones de la oferta y la demanda. Pero la 
mayor parte de los países han conseguido ya atravesar 
este período primitivo de la organización tributaria; así, 
Inglaterra derogó en 1825 los impuestos sobre el 
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pan y la carne y de 1842 a 1846 el ministro Peel em- 
prendió una reforma impositiva radical, suprimiéndose 
cerca de 700 impuestos al consumo y creándose para 
compensar la disminución de recursos el «income tax». 
y aumentándose el impuesto al té, a la cerveza, alco- 
holes, achicoria, a los transportes por ferrocarril y a 
las licencias; en 1873 Prusia derogó el impuesto sobre 
el pan y la carne y lo mismo hicieron los Estados Un1- 
dos en 1868, Bélgica en 1870, Rusia en 1880 y Portu- 
gal en 1886 respecto al impuesto sobre la sal. En Esta- 
dos Unidos, a raíz d ela ¡guerra de Secesión se había 
aumentado en forma prodigiosa los impuestos internos, 
pero después de normalizadas sus finanzas, se redu- 
jo su número a unos cuantos que gravan el alcohol, ta- 
baco, ete. | 

En resumen: la tendencia actual consiste en gravar 
con impuestos internos aquellos consumos que, ya sean 
superfluos o útiles y especialmente los primeros, sean 
capaces de proporcionar, por su gran difusión, abun- 
dantes recursos al fisco; estos consumos deben ser po- 
cos numerosos y gravados por lo común con fuertes 
imposiciones para obtener aquella finalidad. Genera- 
lidad en su consumo y no indispensabilidad del mismo 
son los dos requisitos que el profesor Seligman exige 
a los productos que se gravan con impuestos internos. 

Los nuestros, que ya hemos mencionado, reúnen es- 
tas calidades, a los que podríamos agregar como lo pro- 
pone el señor Ahumada en su anteproyecto general de 
impuestos internos, el jugo de uva, las sodas, bebidas 
gaseosas, etc., los jarabes, refrescos y similares, la yer- 
ba mate, el té, café, etc., y la nafta, por tener tam- 
bién las mismas condiciones y como un medio de au- 
mentar la renta interna nacional, unificándola con la 
provincial y repartiendo su producido entre la Na- 
ción y las provincias. 
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Dos cuestiones previas se presentan al tratar este 
tópico de las tasas de imposición o tarifa de los gra- 
vámenes: una que se refiere al doble sistema de tasas 
que pesa sobre un determinado artículo y que en el he- 
cho equivale a una doble imposición; la otra respecto a 
si conviene mantener el sistema de tasas diferenciales 
entre los artículos de producción nacional y extran- 
JOYA 

En cuanto a la primera, existe un artículo, el aleo- 
hol, que soporta una doble tasa impositiva: 1”. Como 
materia prima en la industria licorera; 2% Como ma- 
teria elaborada en las bebidas alcohólicas. En efecto; 
sabemos que los alcoholes están gravados actualmente 
con un peso cincuenta moneda nacional por litro, ya se 
produzcan en el país o se importen, pero aparte de esto, 
el alcohol es vuelto a gravar ya sea en las preparaciones 
alcohólicas que se importan, a razón de un centavo y 
medio por cada grado o fracción de grado de alcohol 
en volumen, o ya sea en las producidas en el país, im- 
puesto que afecta a todas las bebidas, sean o no pro- 
ductos directos de las destilerías, que tengan más del 
10 por ciento de aleohol en volumen, excluídos los vi- 
nos genuinos y los que pagan un impuesto caleulado 
sobre su graduación alcohólica y de acuerdo a su en- 
vase. ¿Cuál es el objeto de esta doble imposición con 
que se grava primeramente a la materia prima y lue- 
go al producto elaborado? Es indudablemente el de 
proporcionar mayores recursos al erario imponiendo 
separadamente cada uno de estos renglones, teniendo 
en cuenta el conocido axioma financiero de que la agra- 
vación excesiva. de uno solo, a la larga, fomenta el 
fraude y hace disminuir el rendimiento. Sin embargo, 
no creemos que este axioma tenga aplicación en este 
caso, puesto que, en definitiva, se grava siempre al 
mismo artículo ya aparezca simplemente como alcohol 
2 como bebida alcohólica, y así ha quedado demostrado 


198 MANUEL L. LÓPEZ VARELA 


desde la sanción de la ley 9470 de 20 de abril de 1914, ba- 
jo cuyo imperio la suma del producido del impuesto a las. 
bebidas alcohólicas con el del alcohol no ha supera- 
do más que en forma poco apreciable el del impuesto 
anterior a esa ley, que gravaba únicamente al alcohol 
y cuya tasa, sin embargo, se mantuvo. Ahora bien: esta 
duplicación de impuestos para un mismo artículo pro- 
duce un sinnúmero de perturbaciones para la industria 
y el comercio del ramo, y, por otra parte, dificulta la. 
fiscalización y el control que debe efectuarse sobre 
dos artículos en lugar de uno solo. De aquí que sea una 
aspiración general la unificación de .los gravámenes, 
habiéndose pronunciado en este sentido los que se har 
ocupado con especialidad de la materia; así, manifes- 
taba el señor F. Agustín Pinedo en el Memorándun 
presentado a la Comisión Asesora del P. E. para el es- 
tudio del régimen de los impuestos internos, durante 
el año de 1923: «... que como la obra que en primer 
término debe abordar la Comisión para realizar una 
reforma orgánica del régimen impositivo, es la unifi- 
cación de los impuestos internos, tanto nacionales eo- 
mo provinciales, es lógico que esta unificación comien- 
ce previamente por el régimen tributario nactonal, ha- 
ciendo desaparecer de su estructura la doble imposi- 
ción, como la que gravita sobre el alcohol industrial y 
vínico, el cual según la ley vigente, está gravado, como 
es sabido, dos veces, como producto elaborado y como: 
materia prima en la elaboración licorera.» 

Pero si bien todos están contestes en afirmar la con- 
veniencia que existe en unificar los actuales graváme- 
nes sobre el alcohol, las opiniones disienten en cuanto 
a la base de la unificación, pues mientras unos mani- 
fiestan que el gravamen debe recaer únicamente sobre 
la materia prima (el alcohol) otros consideran que 
él debe hacer lo propio sobre el artículo elaborado 
(bebidas alcohólicas). 

El señor F. Agustín Pinedo en el Memorándum an- 
tes citado se decide por este último temperamento; así, 
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dice: «Otro carácter fundamental de la reforma que se 
preconiza consiste en equiparar el régimen fiscal del 
alcohol, sea industrial o vínico, al vigente del tabaco, 
o en la liberación del pago del impuesto cuando se lo 
emplee como materia prima en la fabricación de bebi- 
das alcohólicas». «Por la reforma proyectada, desapare- 
cerá el impuesto de $ 2% 1. al litro de alcohol puro y 
el adicional o la sobre tasa correspondiente a la gra- 
duación de las bebidas alcohólicas. Lo propio sucede: 
rá con el alcohol vínico, que solamente pagará impues- 
to, ya se lo emplee como materia prima en la fabrica- 
ción licorera o se libre directamente al consumo, como 
bebida alcohólica, según su graduación, al salir de la 
licorería al consumo. Este doble impuesto de la ley ac- 
tual se unifica para hacerlo recaer únicamente sobre la 
bebida alcohólica», agregando más adelante: <En 
síntesis, el alcohol que ingresa a la licorería para ser 
elaborado no pagará impuesto, a semejanza del tabaco 
en rama que entra en un manufactura, y el «precio de 
venta» del tabaco elaborado que determina la tasa per- 
tinente, se sustituye con el «grado» de la bebida aleo- 
hólica resultante». Sin embargo, los que abogan por 
la vuelta al régimen sobre el alcohol anterior a la ley 
9470 observan los inconvenientes que se originarían si- 
guiendo ese criterio. Así, hacen notar que la antigiie- 
dad de aquél es una garantía de eficacia, ya que en ma- 
teria Impositiva la costumbre desempeña un rol de 
gran importancia y que, por otra parte, la imposición 
de las bebidas aleohólicas no se ha traducido en nin- 
gún beneficio para el fisco; que además las bebidas al- 
cohólicas presentan mayores dificultades de control y 
fiscalización que el alcohol ya que éste tiene un proce- 
so de elaboración más complicado que hace más difíci- 
les las defraudaciones al fisco mientras que las bebidas 
alcohólicas se prestan al clandestinismo lo que ha dado 
origen a numerosas infracciones; que por último, el 
personal de inspección tiene ya una práctica experi- 
mentada en lo que se refiere al control del alcohol, no 
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pudiéndose decir lo mismo de las bebidas alcohólicas. 
Concordante con estas ideas, -el Administrador Gene- 
ral de Impuestos Internos, remitió al Ministerio de Ha- 
cienda durante el año de 1923, una comunicación en la 
que impugnaba el anteproyecto de la comisión asesora 
que ya hemos mencionado y en la que entre otras con- 
sideraciones decía: «... que eliminando el doble gra- 
vamen la fiscalización se limitaría a dos artículos: el 
alcohol industrial y el vínico, cuyas fuentes de pro- 
ducción, en lo que respecta al primero, que es el ren- 
glón especial, su número es reducido (26 destilerías) 
y se hallan sujetas a la inspección permanente de los 
empleados fiscales que intervienen en su elaboración 
y expendio; y en lo que respecta al último, aparte, de 
la inspección eficiente que se tiene establecida, con- 
curren a dar mayor seguridad a la fiscalización las 
empresas que los transportan desde las regiones pro- 
ductoras a los centros de consumo, lo que no ocurre 
con las licorerías que, aparte de su considerable núme- 
ro, fácil instalación, variedad de sus productos y-lo 
numeroso y diseminado de los locales en que éstos se 
expenden, están ubicados precisamente en los merca- 
des de mayor consumo y no se cuenta con el auxilio 
que las empresas transportadoras prestan a la fiscali 
zación de los alcoholes, tanto industriales como víni- 
COS.» 

Estas consideraciones así como las primeras a que 
nos hemos referido antes, nos hacen inclinar por la so- 
lución que propicia el Administrador General de Im- 
puestos Internos, esto es, por aquélla que unifica los 
gravámenes que hoy pesan sobre el alcohol como mate- 
ria prima y cómo materia elaborada, tomando como ba- 
se a la primera, lo que permitirá, por otra parte, una 
agravación de las tasas del alcohol, ya que se supri- 
men las que se refieren a las bebidas alcohólicas. 


La otra cuestión a la que nos referimos al principio 
es la concerniente a si es conveniente o no el manteni- 
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miento del mayor gravamen que se hace recaer actual- 
mente sobre los artículos extranjeros con el propósito 
de fomentar así a la industria nacional. En la actual 
legislación, los vinos «originarios» de Champagne pa- 
gan una tasa doble de la que abonan los vinos tipo 
Champagne; cabe pues preguntarse; ¿es conveniente 
esta protección que en forma de derechos diferenciales 
se dispensa a la industria del país? ¿no originará ella, 
por el contrario, perturbaciones en la política econó- 
mica que desarrollan ya los derechos aduaneros? De 
este último parecer es el señor Pinedo cuando en el Me- 
morándum antes citado, dice: «La reforma no sería com- 
pleta si se limitase simplemente a unificar los graváme- 
nes. Es además necesario establecer la uniformidad de 
las tasas, dejando la diferenciación de las mismas al 
régimen aduanero, por corresponder al arancel adua- 
nero la articulación de la política económica del Esta- 
do en defensa de los intereses legítimos de la industria 
nacional. Así pues, se proyectan tasas uniformes so- 
bre los vinos, cervezas, sidras y bebidas alcohólicas, sin 
distinción de origen o procedencia, con lo que de paso 
se pone a salvo el principio constitucional de la igual- 
dad de las industrias ante las leyes tributarias de 
carácter interno». Y en la nota que el mismo remitió 
al presidente de la Comisión de régimen aduanero, ma- 
nifestaba entre otras consideraciones: «Entendiendo 
esta Comisión que el impuesto diferencial es de carác- 
ter eminentemente aduanero, por el espíritu de protec- 
ción que comporta, considero, por consiguiente, que es 
en las leyes de aduana donde debe actuar como instru- 
mento y como expresión de la política fiscal nacional, re- 
cayendo sobre aquellos productos que, como los vinos es- 
pumantes y los de Champagne, la producción viníco- 
la del país no elabora o con los cuales no puede com- 
petir en condiciones ventajosas, por deficiencia de la 
técnica industrial o por cualquier otro fundamento.» 

En realidad, no creemos nosotros de que exista un 
principio legal que impida el establecimiento de dere- 
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chos diferenciales en los impuestos internos, puesto que 
la Constitución no ha establecido en forma expresa 
que la política económica del país deba ser establecida 
por medio de los derechos aduaneros, o por otra clase 
de impuestos. Pero lo que sí existe, es un principio de 
conveniencia que hace más eficaz que el establecimien- 
to de los derechos diferenciales se efectúe por medio de 
los derechos aduaneros ya que éstos abarcan una esfe- 
fa mucho más amplia y en atención a que su inclusión 
en los impuestos internos podría originar contradic- 
ciones que destruirían la armonía y la correlación tan 
necesarias en esta materia. Es por esto que nos deci- 
dimos por la supresión de las tasas diferenciales que 
existen en los mismos. 


Estudiadas las dos cuestiones previas a que nos re- 
ferimos al principio, examinaremos las tasas que exis- 
ten actualmente en cada uno de los renglones sujetos 
a impuestos internos dsí como las de aquéllos cuya crea- 
ción ¿juzgamos conveniente, indicando de paso las 
agravaciones que pueden imponerse en los primeros 
con el objeto de obtener un mayor rendimiento en es- 
ta rama tributaria; lo que se hace posible teniendo en 
cuenta la liberación que significaría para la industria 
la supresión de los impuestos al consumo implantados 
por las provincias y lo que hará más factible la distri- 
bución del producido de la renta entre la Nación y 
aquéllas. 


1. — Alcoholes y bebidas alcohólicas 


La ley 3761 del 1%. de enero de 1899, establece la 
tasa de $ 1, por litro de alcohol en general, y 
la de $ 0.30 al vínico inferior a 55” G. L. y $ 1, 
pasando de 55%; el desnaturalizado $ 0.10; la ginebra 
$ 0.50 no pasando de 50% y $ 1., pasando de 50%. La 
ley 4289 de 6 de febrero de 1904, exonera de impues- 
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tos al alcohol desnaturalizado de producción nacional 
destinado a calefacción, iluminación, fuerza motriz y 
barnices, e impone la tasa proporcional de $ 0.65 el 
litro de 96” a toda preparación alcohólica. La ley 10.224 
publicada el 5 de marzo de 1917 declara comprendido 
en el impuesto al aleohol que estableció la ley 3764 
(artículo 4”) a los vermouths importados. Por fin, el 
artículo 2”. de la ley 11.252 establece que los alcoho- 
les que se empleen en la elaboración de perfumes pa- 
garán $ 1.50 por litro y que igual impuesto pagarán 
los alcoholes contenidos en los perfumes de proceden- 
cia extranjera; el artículo 3”., que se exonera de impues- 
tos al consumo el alcohol destinado a las Universida- 
des y hospitales de la República, y el 12, que los im- 
puestos establecidos por el artículo 1”. de la ley 3761 
serán cobrados con un 50 por ciento de recargo. Actual- 
mente el alcohol, en general, paga $ 1.50 "% de impuesto. 

En cuanto a las bebidas alcohólicas, el artículo 4”. 
de la misma ley, establece que toda preparación alco- 
hólica, sea o no bebida, que se importe, pagará un im- 
puesto de un centavo y medio moneda nacional por 
grado o fracción de grado de aleohol en volumen y 
agrega que ese impuesto se liquidará al mismo tiempo 
que el de aduana; el artículo 5”., que todas las bebidas, 
sean o no productos directos de las destilerías, que ten- 
gan más del 10 por ciento de alcohol en volumen — 
excluído los vinos genuinos — serán clasificados como 
bebidas alcohólicas a los efectos de dicha ley y pagarán 
a la salida de los depósitos fiscales un impuesto interno 
en estampillas para ser adheridas a los envases, de 
acuerdo con las categorías que enumera dicho artículo 
en los siguientes incisos: a) Las bebidas que contengan 
de 10 a 240” y fracción de grados de aleohol en volu- 
men, pagarán por cada botella de capacidad hasta 50 
centilitros, $ 0.15 min. y por las de capacidad de 51 
centílitros hasta 1 litro, $ 0.80 min. b) Las bebidas que 
contengan de 25 a 39 grados y fracción de grado de al- 
cohol en volumen, pagarán por cad botella de capaci- 
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dad hasta 50 centílitros, $ 0.30 min., y por las de ca- 
pacidad de 51 centílitros hasta 1 litro, $ 0.60 min. e) 
Las bebidas alcohólicas que contengan de 40 a 65 gra- 
dos de aleohol en volumen pagarán por cada botella 
con capacidad hasta 50 centílitros $ 0.75 mlin., y por 
las de capacidad de 51 centílitros hasta 1 litro $ 1.20 
min. Si la graduación fuera superior a 65 grados paga- 
rán $ 1.50 y 3.00 min., respectivamente; d) Los ajenjos 
y en general las bebidas que lo contengan pagarán poz 
cada botella de capacidad hasta 50 centílitros $ 4.50 
min., y por las de capacidad de 51 centílitros hasta 1 
litro, $ 9 min. El whisky pagará $ 3.75 min, por litro 
o por cada botella de un litro o.menor cantidad. 

Ahora bien, unificando los gravámenes, el Adminis- 
trador de Impuestos Internos propiciaba las siguien- 
tes modificaciones a la actual imposición de tasas, en 
la comunicación pasada al Ministerio de Hacienda que 
ya hemos recordado, modificaciones que ¿juzgamos 
acertadas. 

1%. Aumentar la tasa actual de los alcoholes indus- 
triales de cualquier procedencia a 2 pesos por cada li- 
tro de 95”. Gay Lussac o superior a esta graduación; 

2%, Fijar en $ 0.60 min. por cada litro, la tasa de im- 
puesto a los alcoholes vínicos, puros o anisados obte- 
nidos por destilación directa y rectificación hasta 95 
G. L. y que sean destinados a ser consumidos como be- 
bidas, y en $ 0.02 por cada grado alcohólico de la gra- 
duación de expendio cada litro cuando sobrepase este 
último límite de 55%; mantener la exención de impues- 
tos para los alcoholes vínicos que se inviertan en aleo- 
holización de vinos, tal cual rigen al presente; 

3, Suprimir el impuesto a las bebidas alcohólicas; 

4, Incluir el «whisky» en la supresión del impuesto 
a las bebidas alcohólicas; 

9”. Prohibir el consumo del ajenjo y bebidas simila- 
res, o en caso contrario fijarle la tasa de $ 10. por ca- 
da litro; 

6%. Fijar en $ 2 por cada litro la tasa del impuesto 
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al alcohol que se emplee en la elaboración de perfu- 
mes. Al alcohol empleado en los perfumes de proce- 
dencia extranjera gravarlos con la tasa de $ 2, sobre 
los 95% G. L.; : 

7%, Aumentar la tasa de impuesto sobre las prepara- 
ciones alcohólicas a $ 2 sobre los 95% G. L.; 

8% Fijar en $ min. 0.60 el impuesto sobre las bebi- 
das nacionales de destilación directa y rectificación a 
95% G. L. en las mismas condiciones que los alcoholes 
vínicos. 

9%, Aumentar a $ 2 min. sobre los 95% G. L. el im- 
puesto al alcohol contenido en bebidas o preparaciones 
alcohólicas importadas. 


2. — Vinos y bebidas artificiales 


Actualmente los vinos genuinos tanto de producción 
nacional como de procedencia extranjera pagan un 
cuarto de centavo moneda nacional por litro. Se ex- 
ceptúan los vinos de pasa que pagan 4 centavos, los »pe- 
tiot» ocho, los trabajados nueve, los originarios de Cham- 
pagne que pagan por botella hasta Y, litro, $ 0.25 min; 
hasta la litro $ 0.50; hasta 1 litro $ 1; y hasta 2 litros 
$ 2; los tipos Champagne y espumante de cualquier 
procedencia que pagan por botella, hasta Y litro, pe- 
sos 0.12; hasta Ys litro $ 0.25; hasta 1 litro, $ 0.80 y en- 
vases mayores de 1 litro, por cada litro, $ 0,80. En cuan- 
to a las bebidas artificiales pagan $ 0.14 min. por litro. 

Creemos conveniente adoptar en sustitución de esta 
legislación, la que fija la Administración de Impuestos 
Internos en el anteproyecto de ley general de la ma- 
teria en los artículos 7*., 8%, y 9%. que establecen: 

Artículo 7%. — Los vinos, tanto de producción nacio- 
nal como extranjera, pagarán de acuerdo con la si- 
guiente escala: 

a) Los vinos genuinos, por envase de Y litro $ 0.03. 


b) Idem por litro o por envase de más de 1% litro 
hasta 1 litro $. 0.05, 
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e) Los vinos licorosos y de postres por litro $ 0.10. 

d) Las bebidas artificiales y los demás vinos no gra- 
vados especialmente, por litro $ 0.14. 

Artículo 8”. — Los vinos de champaña o similares 
y los espumantes en general, de cualquier procedencia, 
pagarán los siguientes impuestos a la salida de adua- 
na o del local de la elaboración : 

En botellas hasta 1 litro de capacidad y que se ven- 
dan: 


Hasta $150 'cadasbotella a $ 0.15 
0) 3 3.00 ” 9 rr so , 0.30 
a a da is y ¡0558 


Y más de $ 6.00 — 1 peso. 


En botellas o envases de 1 litro, el impuesto se pa- 
gará según la misma escala, computándose las fraccio- 
nes por 1 litro. 

Artículo 9%. — Estos impuestos se pagarán por me- 
dio de estampillas o faja que se adherirá a cada bote- 
lla u otro envase de venta, debiendo en cada envase 
consignarse el precio de venta. 

La reforma propuesta posee la gran ventaja de cla- 
sificar en una forma racional a los vinos, incluyendo 
en dicha clasificación a las bebidas artificiales, con lo 
que se simplifica en mucho el actual sistema. El au- 
mento de la tasa a los vinos es moderada y no signifi- 
ca poner trabas al desarrollo de la industria. En cuan- 
to a los vinos de Champagne se suprime la actual dife- 
rencia entre los originarios y los tipos Champagne lo 
que consulta lo que antes hemos dicho sobre la supre- 
sión de los derechos diferenciales como medio de fo- 
mentar la industria nacional. 


3. — Cervezas 


Por la ley vigente, la cerveza, nacional o importada, 
paga en cascos $ 0.04 por litro; en botellas de más de 
70 centílitros hasta un litro $ 0.04 cada una; la botella 
de más de 61 centílitros hasta 70, $ 0.02; la botella de 
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41 a 60 centílitros $ 0.015; la botella de menos de 41 
<entílitros $ 0.012. ) 

Creemos que estas tasas no deben agravarse, por la 
conveniencia que existe, desde el punto de vista higié- 
mico y social, en difundir el consumo de la cerveza en 
atención a su escasa graduación alcohólica. En cuan- 
to a la disposición actual que establece que la cerveza 
que se consuma dentro de la fábrica queda exenta de 
gravamen, debe suprimirse por inequitativa. Igualmen- 
te la que establece que la cerveza elaborada con ce- 
bada cosechada en el país pagará la mitad del impues- 
to, pues ya hemos dicho que debe excluirse todo propó- 
sito proteccionista en la legislación de los tributos al 
CONSUMO. 

4. — Sidras 


Las sidras de procedencia nacional o extranjera, pa- 
gan por botella: hasta Y litro $ 0.02; hasta 12 litro 
$ 0.04; hasta un litro $ 0.05; envases mayores de 1 li- 
tro, por cada litro, $ 0.10. 

La única modificación que juzeamos conveniente in- 
troducir, por razones de equidad, es la que se refiere 
a la tasa de la botella hasta 1 litro que debe pagar 
$ 0.08 y no $0.05 como lo consigna la ley vigente. En 
efecto, si se paga por botellas hasta Y litro $ 0.02 y 
hasta Yo litro $ 0.04, es justo que hasta un litro paguen 
$ 0.08. 


5. — Tabacos 


Los cigarros, cigarrillos y tabacos, cualquiera que 
sea su procedencia, pagan los siguientes impuestos: 

Cigarrillos: Hasta $ 0.10 incluso el impuesto, $ min. 
0.03; hasta $ 0.15 en la misma forma, $ min. 0.05; hasta 
$ 0.20, $ 0.07; hasta $ 0.25, $ 0.08; hasta $ 0.30, $ 0.10; 
hasta $ 0.45, $ 0.15; hasta $ 0.60, $ 0.25; hasta $ 1, 
$ 0.35; hasta $ 1.25, $ 0.40. El paquete cuyo precio ex- 
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ceda de $ 1.25 min., incluso el impuesto, pagará por 
cada $ 0.10 de precio un derecho adicional de $ min. 
0.05, computándose enteras las fracciones de $ 0.10 
min. Limítase a 15 gramos el peso neto de cada pa- 
quete y a doce el número de cigarrillos, pero a los 
efectos del impuesto se considerará cada 15 gramos de 
peso neto o fracción excedente, un paquete. 

Cigarros: Cada paquete que contiene hasta cinco cl- 
garros de un peso no mayor de kgs. 4.20 el millar y 
que se venda hasta $ 0.05, incluso el impuesto, paga 
$ min. 0.015. Cada cigarro que se venda hasta $ 0.05 
incluso el impuesto, paga $ 0.012 quedando expresa- 
mente establecido que en ningún caso el peso del millar 
de estos cigarros podrá exceder de kgs. 7.00 neto. 
Cada cigarro que se vende hasta $ 0.08 incluso el im- 
puesto, paga $ 0.02; hasta $ 0.10, $ 0.03; hasta $ 0.15, 
$ 0.04; hasta $ 0.20, $ 0.05; hasta $ 0.25, $ 0.07; hasta 
$ 0.30, $ 0.12; hasta $ 0.35, $ 0.14; hasta $ 0.40, $ 0.16; 
hasta $ 0.50, $ 0.20; hasta $ 0.60, 0.24; hasta $ 0.70, 
$ 0.28; hasta $ 0.80, $ 0.32; hasta $ 0.90, $ 0.36; hasta 
$ 1 mín. $ 0.40. Cada cigarro cuyo precio de venta 
exceda de $ 1 min. incluso el impuesto, pagará $ 0.40 
min. por cada $ 1 o fracción. 

Tabacos: Los tabacos elaborados, sean picados, he- 
bra o pulverizados (rapé) y los tabacos en tabletas o 
en cuerdas, pagan el siguiente impuesto: hasta $ min. 
3.50 el kg., incluso el impuesto, $ min. 1.50 el kg.; hasta 
$ 6, $ 2.50; hasta $ 12, $ 6; hasta $ 24. $ 10. Aquéllos 
cuyos precios excedan de $ 24 el kg. inclusive el im- 
puesto, pagarán $ 16 el kg. 

Creemos que tanto el acondicionamiento de los pro- 
ductos con sus tasas no requieren modificaciones dig- 
nas de consignarse. 


6. — Fósforos 


Los fósforos de cera o de cualquier otra substancia 
que la imite, o similar, pagan medio centavo por cada 


EL RÉGIMEN IMPOSITIVO ARGENTINO 209 


envase que contenga hasta 25 fósforos; y mayor im- 
puesto a razón de medio centavo moneda nacional por 
cada 25 fósforos o fracción de 25 si el contenido del 
envase supera a esta cantidad. Los fósforos de palo, 
cartón, papel u otra substancia, que no imite la cera 
pagan $ 0.05 por cada 50 fósforos o fracción de 50 si el 
contenido del envase supera a esa cantidad. Encende- 
dores de nafta, mechas, piedras o de cualquier otra ela- 
se que sustituya al fósforo, que se vendan hasta $ 1 
moneda nacional, $ 0.20, y más de $ 1, $ 0.50. 

No consideramos necesaria ninguna reforma en esta 
legislación . 


7. — Naipes 


Los naipes que se venden hasta $ 1 moneda nacional 
pagan $ 0.50 por juego; y los que se venden de $ l a 
$ 2, pagan $ 1 moneda nacional y los que se venden a 
más de $ 2 pagan $ 1.50. 


8. — Seguros 


La ley que rige, 11.252, establece en su artículo 17. 
«Las compañías de seguros de cualquier género cuya 
dirección o capital inscripto no estén radicados en el 
país, pagarán un impuesto de 7 por ciento sobre las 
primas de los seguros que celebren, exceptuándose los 
seguros sobre la vida, que pagarán el impuesto del 
2 por ciento sobre dichas primas y los seguros agríco- 
las que no pagarán ninguno»; en el 18: «Las compa- 
ñías de seguros cuyo capital y dirección estén radica- 
dos en el país, pagarán un impuesto de $ 1.40 min. por 
ciento sobre las primas de seguros que celebren, excep- 
tuando las de seguros sobre la vida que pagarán un 
impuesto de ly por ciento sobre dichas primas y los 
seguros agrícolas que no pagarán ninguno»; en el 19: 
«Las compañías nacionales de seguros que reaseguren 
sus Operaciones en compañías extranjeras, tengan o no 
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representación legal en el país, o den en cualquier forma 
intervención en sus operaciones al capital asegurador 
extranjero, deberán abonar la diferencia del impuesto 
hasta completar las tasas de los artículos precedentes 
sobre las porciones cedidas o reaseguradas.» 


9. — Aguas minerales 


La ley vigente presenta dificultades en su aplica- 
ción; de aquí que adoptemos las disposiciones que con- 
siena el señor Ahumada en su anteproyecto, en la si- 
guiente forma: 

Art. 26. — Las aguas minerales y naturales pagarán 
a la salida de aduana, las importadas, y a la salida del 
lugar donde se envasen, las de producción nacional, los 
siguientes impuestos: 

a) En damajuanas a razón de un centavo el litro, 
cuando su precio de venta al público resulte mayor de 
treinta y menor de cuarenta centavos; a mayor precio 
el litro, pagará a razón de cinco centavos. 

b) En botellas, cuando el precio de venta de cada 
botella al público, no sea mayor de cincuenta centa- 
vos, pagarán un centavo por botella; cuando el precio 
de venta sea mayor de 50 centavos, pagarán cinco cen- 
tavos. 

Art. 27. — Las aguas minerales naturales que se ex- 
pendan en damajuanas estarán libres de impuesto, 
cuando el precio de venta por litro resulte a menos de 
$ 0.30 min. 

Art. 28. — Las aguas minerales artificiales de cual. 
quier procedencia, pagarán $ 0.10 min. por botella y 
en envases mayores a razón de $ 0.10 min el litro. 


10. — Perfumes y específicos 


Adoptamos también en este ramo las disposiciones 
del anteproyecto antes mencionado, en el que se in- 
troduce la gran innovación de sustituir el impuesto es- 
pecífico por el «ad valorem», lo que implica mayor 
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sencillez en la recaudación, más equidad y mayor se- 
guridad para el público, ya que se cobra el impuesto 
sobre el precio de venta. Dichas disposiciones se con- 
signan en los siguientes artículos: 

Art. 29. — Las especialidades medicinales pagarán el 
5 por ciento de su precio de venta, incluído en éste el 
impuesto interno. 

Art. 30. — Las especialidades veterinarias pagarán 
el 10 por ciento de su precio de venta incluído en éste 
el impuesto interno. Exceptúanse los sarnífugos y ga- 
rrapaticidas, que no pagarán impuesto. 

Art. 31. — Los perfumes y artículos de tocador o 
uso higiénico en general o asimilados pagarán el 15 
por ciento de su preciko de venta, incluído en éste el 
impuesto. Exceptúanse los ¡jabones no perfumados, que 
no pagarán impuesto. 


11, — Alhajas 


Las piedras preciosas y las alhajas y objetos de ador- 
no de plata, oro y platino o que contengan hasta un 
20 por ciento de estos metales cuyo precio de venta al 
público excede de $ 1 mn. incluído el gravamen pagan 
un impuesto interno de $ 0.50 min. por cada $ min, 10 
0 fracción. 

Es un impuesto de reciente creación y del que aún 
no se conoce el resultado. 


Gravámenes cuya creación se aconseja. 


Ya hemos dicho que con el propósito de aumentar 
la renta y hacer viable la distribución de su producido 
entre la Nación y las provincias juzeábamos conve- 
niente la imposición de gravámenes a determinados 
artículos que reunían las condiciones de generalidad y 
<dispensabilidad» y que eran los siguientes: el jugo de 
uvas, las sodas, bebidas gaseosas, ete., los jarabes, re- 
frescos y similares, la yerba mate, el te, el café, etc., 
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y la nafta. La imposición de estos artículos ha sido 
propuesta en el anteproyecto de ley de impuestos in- 
ternos que ya hemos mencionado, en el que se establece 
también un impuesto al azúcar que nosotros rechaza- 
mos en atención a que consideramos que es un artículo 
de primera necesidad, ya encarecido por la política 
proteccionista. A continuación consignamos las tasas - 
cuya aplicación consideramos equitativa y que adopta- 
mos del mencionado anteproyecto. 


12. — Jugo de uvas 


Art. 10. — El jugo de uvas, por envases hasta de 
medio litro, pagará $ 0.05. 

Idem por litro y por envase de más de medio litro 
hasta 1 litro, $ 0.10. 


13. — Sodas, bebidas gaseosas, etc. 


Art. 16. — Las sodas en general, bebidas gaseosas 
y similares pagarán: 

Por botellas hasta medio litro, $ 0.05; idem idem de 
más de medio litro y por litro, $ 0.10. 


14. — Jarabes, refrescos y similares 


Art. 17. — Los jarabes, refrescos y similares paga- 
rán: 
. Por botellas hasta medio litro, $ 0.25; por botellas 
de más de medio litro y por litro, $ 0.50. 


15. — Yerba mate, té, café y similares 


Art. 33. — La yerba mate, el té, el café, y sus simi- 
lares pagarán de acuerdo con la siguiente escala: 

Por envases hasta medio kg. $ 0.06; idem idem de 
más de Yo kg. hasta 1 kg., y por kilog., $ 0.10. 
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16. — Nafta. 


Art. 34. — La nafta pagará por litro $ 0.05. 


V. — ADMINISTRACION, FISCALIZACION, 
INSPECCION, PROCEDIMIENTOS 
Y DISPOSICIONES PENALES. 


is el cuarto y último de los tópicos que nos quedaba 
por examinar en el estudio de los impuestos internos, 
y de su debida legislación depende en mucho la pro- 
ductividad de estos tributos, ya que ella se refiere a 
las relaciones entre el fisco y los que deben sufragar 
los impuestos, determinando específicamente a estos úl- 
timos y la forma en que han de efectuarlo, reglamen- 
tando lo concerniente al comercio y policía a los efee- 
tos de evitar el fraude y las evasiones, dictando aque- 
llas medidas necesarias para una buena percepción y 
dando aquellas normas de procedimientos para el caso 
de disconformidad entre el contribuyente y el fisco así 
como mencionando las disposiciones penales que deban 
aplicarse. Las leyes 3761, 4295, 3972, 11252, 3764, se 
ocupan de estas materias, especialmente la última. El 
señor Ahumada en su anteproyecto ya mencionado, ha 
refundido, coordinado y reformado, en su caso, todas 
estas disposiciones, dividiendo su exposición en los tí- 
tulos 11, IIl y IV del mismo, ocupándose el primero 
de las «Disposiciones Especiales» divididos en 10 see- 
ciones y en las que, como dice al referirse a los aleoho- 
les y a las bebidas aleohólicas, se limitan a aquéllas, 
de índole tal, que no estando comprendidas en las dis- 
posiciones generales que la reglamentación adaptará 
a cada caso, es indispensable que estén expresamente 
contenidas en la legislación para evitar que sus omisio- 
nes desvirtúen los propósitos de la ley o que sus in- 
elusiones en los reglamentos carezcan de base legal 
(pág. 73). Al mismo tiempo establece también otras 
disposiciones, que por estar comprendidas en las fa- 
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cultades que las generales del proyecto de ley confie- 
ren al Poder Ejecutivo deben ser concertadas en la 
revlamentación. El Título III se refiere a las «Dispo- 
siciones Penales» y el IV en las secciones 1?., 2%, 32, y 42. 
reglamenta la «Administración», la «Fiscalización y 
Control», la «Recaudación» y los «Procedimientos», 
respectivamente. 


SECCION 3*. 


LOS DERECHOS ADUANEROS 
Il. — GENERALIDADES 


Los derechos aduaneros son aquellos impuestos que 
se cobran en las fronteras sobre las mercaderías aque 
salen o entran al país. Se diferencian por lo tanto de 
la otra rama de tributos al consumo, los impuestos in- 
ternos, en que éstos se perciben en el interior del país 
sobre los artículos de producción nacional así como 
también sobre los importados, aunque la agravación 
de estos últimos es una innovación sudamericana. 

Siendo, pues, los derechos aduaneros, impuestos in- 
directos al consumo, poseen todos los inconvenientes 
inherentes a su calidad de tales, pero tienen también 
en alto grado la ventaja general que ya hemos indi- 
cado respecto a los impuestos internos, a saber, su gran 
productividad, que los hace adecuados en extremo para 
responder a las grandes exigencias que en materia de 
gastos tienen los Estados modernos. Así, en nuestro 
país, concurren con cerca del 50 por ciento en el total 
de los recursos nacionales. Sobre un total calculado 
para 1923 de $ min. 545.801.881.99 en efectivo y 
$ min. 99.150.904.25.en títulos, los derechos de impor- 
tación figuran por $ min. 175.100.000 los que, conjun- 
tamente con el adicional del 2 y 7 por ciento que se 
calcula en $ min. 34.000.000 y con el producido del re- 
cargo del 25 por ciento de la ley 10.229 caleulado en 
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$ min. 70.000, el de los derechos de exportación calen- 
lado en $ min. 30.000.000 y el de los de estadística en 
7.000.000 de $ mín., forman un total de $ mi. 
274.170.000. 

Se ha criticado esta excesiva preponderancia de los 
derechos aduaneros en el conjunto de las entradas que 
contribuyen a formar el Tesoro nacional. En primer 
lugar, se dice, es un recurso en extremo aleatorio, pues 
en caso de un econflieto con las naciones con las que 
principalmente mantenemos nuestro comercio interna- 
cional se seguiría como una consecuencia inmediata la 
disminución de la renta, citándose a este efecto lo que 
ya decía el señor García en el año 1822 como ministro 
en la Cámara de Representantes: «La mayor parte de 
las rentas consisten en las entradas de aduana, que son 
eventuales, de fácil obstrucción en caso de una guerra 
marítima, y tanto o más peligrosas en tiempo de paz, 
porque no se debe olvidar que nuestra ciudad es emi- 
nentemente mercantil; que enfrente de ella, y en las 
costas de uno y otro mar, se levantan pueblos libres que 
sostendrán bien pronto una honrosa rivalidad, y si por 
descuido o imprevisión no se habrían establecido en- 
tonces de otra manera más segura y mejor entendidas, 
nuestras rentas, careceríamos de la independencia y 
libertad precisas para competir viectoriosamente». La 
predicción del señor García ha tenido su actualización 
en el período de la eran guerra, durante el cual las res- 
tricciones que se originaron al comercio marítimo pro- 
dujo una disminución considerable en las importacio- 
nes y por lo tanto en la renta aduanera. Así, en 1915 
fué de cien millones de pesos moneda nacional sobre 
lo, calculado ese año. 

Por otra parte, gravando los derechos aduaneros a 
la inmensa mayoría de los artículos necesarios para la 
vida, ya se refieran a la alimentación, al vestuario o 
a la vivienda, la injusticia que implican los tributos al 
consumo por no gravar a los sujetos impositivos de 
acuerdo a su verdadera capacidad y por provocar una 
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disminución en los salarios reales de los trabajadores, 
se ponen plenamente de manifiesto y deben decidirnos 
por aminorar en lo posible la extensión de los mismos. 
Porque si es cierto que los impuestos internos gravan 
también el consumo, lo hacen sobre aquellos artículos 
que no revisten el grado de necesidad y de utilidad de 
los artículos gravados en la importación y es por eso 
que en el dilema de tener que decidirnos por una u 
otra clase de impuestos al consumo, debemos hacerlo por 
los impuestos internos. 

Pero ya hemos dicho que la fundamental reforma im- 
positiva en nuestro país, debe hacerse a base de la 
creación de los grandes impuestos directos que acon- 
seja la ciencia moderna y cuya implantación ya se ha 
difundido en los países más adelantados. El impuesto 
a la renta, el impuesto a las sucesiones, etc., poseen la 
gran ventaja de los derechos aduaneros o sea su gran 
productividad, sin tener sus inconvenientes; así, no 
tiene porque disminuir su rendimiento a causa del cie- 
rre de las fronteras o de un bloqueo, pudiendo, al 
contrario, proporcionar recursos suplementarios a la 
Nación en circunstancias eríticas debido a su gran elas- 
ticidad. Al revés de los derechos aduaneros que encare- 
cen la vida gravando los artículos necesarios para la 
misma, esos tributos directos realizan el ideal de jus- 
ticia al alcanzar a los sujetos en su verdadera capaci- 
dad contributiva y haciendo coincidir al contribuyente 
de la ley con el real. 

Es por esto que al hacer entrar a los grandes impues- 
tos directos en el sistema tributario nacional, servirán de 
contrapeso y de compensación a los derechos aduaneros 
en el sentido de atenuar sus inconvenientes, y ya que no 
es posible su supresión, en atención a las necesidades 
fiscales y económicas de la Nación, por lo menos hará 
viable su reducción paulatina, porque es evidente que 
la creación de aquellos impuestos que hemos menciona- 
do no debe hacerse con el propósito de agregar «otros» 
a los ya existentes, sino que ella debe ir acompañada 
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de la correlativa supresión o amortización gradual de 
aquéllos que impliquen elementos primitivos en la or- 
ganización tributaria. De no ser así, la reforma no sería 
más que un nuevo factor que vendría a agravar la 
anarquía financiera, y las superposiciones de los gra- 
vámenes sobre la misma materia impositiva tendría eo- 
mo corolario lógico preparar la decadencia económica 
del país. Criticando el aumento que sufrieron los dere- 
chos aduaneros en el año 1923, de 60 por ciento en los 
aforos de la tarifa de avalúos y de 25 por ciento en los 
derechos específicos decía «La Prensa» en su editorial 
del 18 de junio de 1923: «Aquel sistema impositivo ha- 
cia el cual se encaminan las naciones guiadas por la 
ciencia financiera, y en el cual nuevos impuestos di- 
rectos permitirán aliviar los gravámenes indirectos y 
disminuir las desigualdades de la manera como éstos 
ponen su carga sobre las habitantes de la Nación, tro- 
pezaría con serios obstáculos si el aumento necesario 
para equilibrar ahora el presupuesto recayese final- 
mente en el derecho de importación, y en los impuestos 
internos sobre las bebidas alcohólicas, porque sobre el 
derecho de aduana que se mantendría integramente se- 
gún ya lo explicamos, se superpondrían las nuevas con- 
tribuciones directas, en vez de realizar con éstas la justa 
compensación de las desigualdades existentes en las 
cargas impositivas». 


II. — DESARROLLO HISTORICO 


Hacer la historia de los derechos aduaneros en nues- 
tro país es hacer la de nuestro comercio de importación 
y exportación. En la época colonial, el sistema mono- 
polista y restrictivo de España impidió que tanto los 
unos como el otro adquirieran una relativa impor- 
tancia. El comercio internacional, es decir, con España, 
se efectuaba en América por solo dos puertos, Portobelo 
y Panamá y si bien en el año 1778 se dictó el reglamen- 
to de comercio que habilitaba doce puertos a los mis- 
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mos fines, la situación no se modificó esencialmente, ya. 
que los productos coloniales solo podían ser remitidos 
a la metrópoli quien a su vez nos remitía todos los ar- 
tículos de importación. 

«En 1809, — dice el doctor Alberdi en el «Sistema. 
Económico y Rentístico», — con el estado de postra- 
ción de la marina española, cesó el comercio del Río de 
la Plata, que se reducía en ese tiempo al de su metró- 
poli, y la renta de aduana disminuyó para el erario. Es- 
casearon los socorros del virreynato del Perú, y el go- 
bierno colonial de las provincias argentinas se encontró: 
sin recursos para pagar el servicio civil y militar de la 
administración». (1) Fué entonces cuando el doctor Mo-- 
reno presentó su célebre escrito sobre la Representación 
de los Hacendados en el que abogaba por la libertad 
de comercio con Inglaterra para que los productores 
de la colonia pudieran así exportar sus lanas, cueros, y 
demás frutos del país que se encontraban sin salida. El 
virrey Cisneros, a pesar de la oposición de los comercian- 
tes, accedió a lo pedido, econ lo que el comercio se inten- 
sificó y se logró un apreciable aumento en las rentas 
aduaneras. Producida la Revolución al año siguiente, 
quedó declarado para siempre el libre comercio con to- 
das las naciones del mundo y desde entonces, la entra- 
da proveniente de las derechos de importación y exporta- 
ción creció paulatinamente hasta formar la entrada más: 
considerable de la administración. Se ha calculado que 
en los primeros años de la emancipación las rentas 
aduaneras producían, término medio, $ 1.200.000 anua- 
les; en 1817 produjeron, $ 1.600.000, en 1822, 1.900.000, 
en 1823, 1.600.000; en 1824, 2.000.000 y en 1825, pesos 
2.200.000. 

Bajo la presidencia de Rivadavia se dictó en 1826 
la ley que nacionalizaba la aduana de Buenos Aires, 
pero los acontecimientos que sobrevinieron luego con 
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la disolución de la unión nacional la volvió otra vez 
a la potestad de la provincia, bajo la cual debía continuar 
durante el largo período de la tiranía de Rosas. Triun- 
fante Urquiza, se procede a declarar la apertura de los 
ríos para todas las banderas del mundo y la Constitu- 
ción dictada en 1853, por expresas disposiciones, esta- 
blece que las aduanas deben ser nacionales. Sin embar- 
0, la lucha entablada entre la Confederación y Bue- 
nos Aires, dió por resultado que la aduana de esta úl- 
tima continuara siendo provincial. En 1856 se dicta 
la ley sobre los derechos diferenciales para favorecer 
los puertos de la Confederación, la que no reportando 
ningún beneficio a la misma sirvió sólo para ahondar 
el abismo entre las dos entidades políticas en puena. 
Durante este período, de 1854 a 1862, la aduana de 
Buenos Aires producía en concepto de derechos de im- 
portación de 2 y 1/2 a 3 millones de pesos oro. 

Reorganizada la Nación, la aduana de Buenos Aires 
pasó a ser nacional y desde entonces los derechos adua- 
neros han venido cubriendo la mayor parte de los pre- 
supuestos nacionales, debido al extraordinario des- 
arrollo de nuestro comercio exterior. 

Tomando las cifras del último decenio, tenemos que 
el comercio exterior argentino ha sido el siguiente: 


Años Importación Exportación 
$ oro $ oro 

de 00 EAS 496.000.000 539.000.000 
E As 322.000.000 403.000.000 
O o 305.000.000 582.000.000 
O A 366.000.000 973.000.000 
A 330.000.000 550.000.000 
es 501.000.000 801.000.000 
A 656.000.000 1.031.000.000 
só 935.000.000 1.044 .000.000 
AO 749.000.000 671.000.000 


RR AR 690.000.000 676.000.000 
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El producido en el mismo período de las rentas adua- 
neras, comprendidas las portuarias, ha sido el siguiente: 


Derechos Derechos Demás rentas Ad. Total 
Años de Importación de Exportación y portuarias 
$ oro $ oro $ oro $ oro 
1913 87.634.764 87.251 11.256.730 98.978.745 
1914 52.083.036 7.348 8.587.260 60.677.644 
1915 41.752.688 1854 7.753.118 49.508.320 
1916 46.153.496 7.583 7.469.005 53.630.134 
1917 42.520.751 6.966 6.472.854 49.000.571 
1918 38.960.401 22.279.638 9.835.317 71.075.416 
1919 49.019.117 29.693.062 12.611.056 91.323.235 
1920 70.326.398 42.498.660 17.673.200 130.698.258 
1921 70.580.485 18.549.915 17.191.481 106.321.881 
1922 80.556.642 10.198.383 17.049.697 107.804.722 


TIT. — AUTORIDAD QUE LOS CREA Y DESTINO 
DE SU RENTA 


El artículo 4%. de la Constitución establece que los 
derechos de importación y exportación concurren a 
formar los fondos del Tesoro Nacional; el 9”. que en to- 
do el teritorio de la Nación no habrá más aduanas que 
las nacionales, en las cuales resirán las tarifas que san- 
cione el Congreso y el 10%. que en el interior de la Re- 
pública es libre de derechos la circulación de los efee- 
tos de producción o fabricación nacional, así como la 
de los géneros y mercancías de todas clases, despacha- 
das en las aduanas exteriores; estas dos últimas dispo- 
siciones concuerdan con la del artículo 108 al consig- 
nar que las provincias no pueden establecer aduanas 
provinciales. El artículo 11 manifiesta que los artículos 
de producción nacional o extranjera, así como los gana- 
dos de toda especie, que pasen por territorio de una 
provincia a otra, serán libre de los derechos llamados 
de tránsito, siéndolos también los carruajes, buques o 


EL RÉGIMEN IMPOSITIVO ARGENTINO 221 


bestias en que se transporten; y ningún otro derecho 
podrá imponérseles en adelante, cualquiera que sea su 
denominación por el hecho de transitar el territorio. El 
inciso 1%. del artículo 67 da al Congreso la facultad de 
legislar sobre. las aduanas exteriores y establecer los 
derechos de importación, los cuales, así como las avalua- 
ciones sobre que recalgan, serán uniformes en toda la 
Nación; así como también la de establecer los dere- 
chos de exportación. El inciso 9% del mismo artículo 
faculta al Congreso para crear y suprimir aduanas sin 
que puedan suprimirse las aduanas exteriores que exis- 
tan en cada provincia al tiempo de su incorporación, 
disposición esta última que tiene su origen histórico en ' 
el temor de que se suprimiera la de Buenos Aires. 

La reforma constitucional que hemos propuesto no 
afecta la creación y aplicación por la Nación de los 
derechos de importación, ya que ellos están compren- 
didos entre los tributos que siendo equitativos y tenien- 
do una base amplia de imposición, por tratarse de im- 
puestos sobre consumos generales en toda la Repúbli- 
ca, hemos reservado a su órbita impositiva. Las modi- 
ficaciones que adoptamos son las siguientes: 

1% — Suprimimos los derechos de exportación por 
considerarlos antieconómicos, de acuerdo a lo 
que luego diremos sobre ellos. 

2%. — Suprimimos la frase del inciso 1. del artículo 
67 que dice: «los cuales, así como las avalua- 
clones sobre que recalgan serán uniformes en 
toda la Nación», con el objeto de favorecer la 
importación en determinadas regiones del país 
por medio de exenciones o disminuciones de 
derechos, como ser en los territorios naciona- 
les del Sud. 

En cuanto a la renta proveniente de los derechos 
aduaneros, ella debe ir íntegramente al fondo del Te- 
soro nacional sin repartir su producido con las pro- 
vincias como proyectamos para los demás impuestos, 
de acuerdo a la disposición que hemos consignado en el 
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inciso 8%. del artículo 67, teniendo en cuenta dos géne- 
ros de consideraciones: 1%. la larga tradición nacional 
de este impuesto que lo ha hecho indispensable para eu- 
brir las erogaciones que demanda la administración de 
la Nación; 2%. porque a pesar de que establecemos la 
solidaridad como el fundamento de la nueva organi- 
zación financiera en las relaciones entre el Estado ge- 
neral y los Estados particulares, es necesario también 
asignar a los mismos, fuentes independientes de reecur- 
sos que aseguren la flexibilidad del sistema. 


1V. — DERECHOS DE IMPORTACION 


1. — Mercaderías gravadas y exceptuadas. — Derechos 
específicos y «ad-valorem> 


La ley que legisla sobre los derechos de importación 
llamada comúnmente «Ley de Aduana» y que rige en 
la actualidad es la 11.281 promulgada el 29 de noviem- 
bre de 1923 y en su parte fundamental, sin tener en 
cuenta modificaciones de orden secundario, es la re- 
producción de la ley N”. 4933 del 20 de diciembre de 
1905. 

El artículo 1%. establece que las mercaderías de pro- 
cedencia extranjera que se importen al territorio de 
la República, pagarán los derechos de importación que 
establece en los artículos subsiguientes. Esta disposi- 
ción está complementada con la del artículo 25 al ma- 
nifestar que las mercaderías de fabricación nacional 
que se exporten o retornen por cualquier causa al país, 
abonarán derechos de importación, salvo que esas mer- 
caderías se diferencien, sin lugar a duda, de sus simi- 
lares extranjeras y el retorno se efectúe dentro del 
término de un año, a contar desde la fecha de su sa- 
lida. 

Como se ve, el gravamen de los artículos importados 
es la regla general, pero hay excepciones que se con- 
signan expresamente. le manera que podemos hacer la 
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siguiente clasificación: 1% Mercaderías gravadas con de- 
rechos de importación; 2% Mercaderías exoneradas de 
los mismos. 

Estas últimas se enumeran en el artículo 4. de la 
ley bajo el rubro de «Importación libre de derechos». 
Comprenden distintas clases de artículos entre los cua- 
les podemos mencionar: 1”. Utiles y máquinas para la 
industria agrícola y en general para todas aquéllas cu- 
yo fomento se juzgue necesario, como ser arados, se- 

gadoras, espigadoras, maquinarias para fábricas de 
hilados, etc., etc., 2% Maquinarias, útiles, ete., que lle- 
nen necesidades de índole general y pública, como ser 
buques, materiales para astilleros, medicamentos des- 
tinados a los hospitales, materiales para la construc- 
ción de tranvías a sangre, a vapor o a electricidad en 
ciudades de menos de 100.000 habitantes, aparatos cien- 
tíficos, ete., ete.; 3% Libros impresos, diarios, revistas, 
útiles, instrumentos y materiales para las escuelas y 
colegios nacionales y provinciales, y los instrumentos 
y aparatos que introduzcan con fines científicos los ins- 
titutos oficiales, nacionales y provinciales, así como el 
papel común blanco para diario, etec., ete.; 4% El car- 
bón, como elemento indispensable a las industrias en 
general; 5% Maquinarias y materiales destinados a los 
establecimientos industriales que elaboren materias pri- 
mas de producción nacional o explotaciones o explora- 
ciones mineras, perforaciones y aprovechamiento del 
«subsuelo, ete., etc.; 6% Víveres frescos, pescado, fru- 
tas, legumbres, etc., y ciertas substancias químicas cCo- 
“mo el sesquisulfuro de fósforo y el sulfato de barita 
para pintura, así como el acero y hierros viejos, ete., 
ete.; 7%. Materiales que introduzcan las municipalida- 
des de toda la República destinados a sus servicios pú- 
blicos. 

En cuanto a las mercaderías gravadas, lo están en 
-dos formas distintas, ya sea con derechos «ad valo- 
rem» o específicos. El primero se liquida por una tari- 
fa de avalúos o arancel aduanero, formado sobre la base 
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del precio de los artículos en depósito, y en los que a 
más del precio de fábrica se incluyen los gastos de 
conducción, seguros, comisiones, ete.; los derechos de 
las mercaderías no incluídas en la tarifa de avalúos, se 
liquidan sobre los valores declarados por los despa- 
chantes y justificados con exhibición de las facturas 
originales. Este valor declarado debe comprender el 
precio de costo en el puerto de procedencia justificado 
con dichas facturas y el aumento correspondiente a los 
fletes, seguros y demás gastos comunes hasta la entra- 
da de los artículos en los depósitos de descarga de la 
aduana. Esta podrá retener por cuenta del Tesoro pú- 
blico, toda mercadería cuyo valor declarado conside- 
re bajo, pagando a los interesados el importe del valor 
referido con un aumento de 10 por ciento, (artículo 
104 de las ordenanzas de Aduana). La tarifa de ava- 
lúos en vigor es la declarada ley de la Nación a partir 
del 1 de enero de 1906 y leyes complementarias, ha- 
biéndose aumentado últimamente los aforos en un 60 
por ciento. 

Los derechos específicos son derechos fijos, estable- 
cidos sobre la unidad de peso, de extensión o de volu- 
men de la mercadería tasada o tarifada; los artículos 
sometidos a estos derechos están clasificados en dos 
incisos y un agregado con el título de «Varios artícu- 
los». En realidad, todos los derechos de nuestra ley 
son en esencia derechos específicos puesto que los de- 
rechos «ad valorem» no son estrictamente tales. En 
efecto: para ser efectivamente «ad valorem», el derecho 
debería aplicarse sobre el valor declarado y comproba- 
do de cada mercadería, pero en nuestra tarifa de ava- 
lúos no es así, puesto que el tanto por ciento del dere- 
cho debe aplicarse, no sobre el valor de las mercaderías, 
sino sobre el avalúo del arancel, el que consiste en una 
cuota fija por unidad de peso o de medida. De aquí 
que se trate propiamente de una tarifa de derechos es- 
pecíficos que no responden al valor de las mercaderías 
sino al consignado en la misma. 
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La distinción que establece nuestra ley para la per- 
cepción del derecho de importación entre derechos «ad 
valorem» y específicos, no es pues una clasificación 
científica, aunque es dable notar en los primeros una 
mayor proporcionalidad, habiéndose adoptado por mo- 
tivos de conveniencia práctica. 


2. — Tasas. — Tarifa aduanera. — Otras disposiciones 


La unidad aduanera que entre nosotros se ha adop- 
tado es la del 25 por ciento en los derechos «ad velo- 
lorem». Así dice el inciso 5”. del artículo 2%. de la actual 
ley: «Pagarán un derecho del 25 por ciento ad valo- 
rem todas las mercaderías que en esta ley no figuren 
con derecho especial, y las que no estén exoneradas de 
derechos». La ley aduanera de 1854 estableció el 10 
por ciento como derecho general y el 20 por ciento 
para varios artículos de fabricación nacional. Este de- 
recho se mantuvo con pequeñas variantes hasta 1876 
en que fué aumentado al 40 por ciento acentuándose 
así la política proteccionista. Actualmente existen di- 
versos derechos de 50, 40, 35, 20, 15, 10 y 5 por ciento, 
teniendo en cuenta si son artículos que puedan com- 
petir con los de producción nacional, si son materias 
primas indispensables para las industrias nacionales o 
para obras de utilidad pública, o bien si son artículos 
de lujo, necesarios o simplemente útiles. 

Ya hemos dicho que estos derechos son calculados so- 
bre los aforos de la tarifa de avalúos de 1906, la que ha 
sufrido diversas modificaciones; así, por la ley 11.022 
hoy derogada, se aumentaban los aforos, a partir del 
7 de julio de 1920 en un 20 por ciento. La actual ley 
11.281 ha establecido en su artículo 11: «Auméntanse 
en un 60 por ciento los aforos consignados en la Tarifa 
de Avalúos y demás leyes que la complementan y en 
un 25 por ciento a las mercaderías gravadas a su im- 
portación con derechos específicos, fijados por esta 
ley». Por otra parte, los derechos de importación ya 
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estaban recargados en la forma que establece el artícu- 
lo 8%: «Todas las mercaderías o productos sujetos al pa- 
go de derechos de importación, cuyo gravamen sea del 
10 al 20 por ciento abonarán, además, un adicional del 
2 por ciento y cuando tal gravamen exceda del 20 por 
ciento ese adicional será del 7 por ciento. Estos 'adi- 
cionales se liquidarán sobre los valores que determina 
el arancel, o sobre el que corresponda, cuando se trate 
de mercaderías o productos no tarifados». En cuanto a 
las mercaderías que se importen en condiciones de en- 
comiendas marítimas, fluviales, terrestres o postales, y 
las que se presenten a despacho como muestras no com- 
prendidas en los artículos 200 y 202 de las ordenanzas 
de Aduana, pagarán un adicional del 25 por ciento so- 
bre el valor que les asigne la tarifa de valúos o sobre 
el que declare el introduetor como valor en depósito, 
cuando vengan destinadas a particulares o agentes de 
manufacturas extranjeras, sin casa establecida en el 
país. El mismo recargo sufrirán las que introduzcan 
los viajeros en sus equipajes, siempre que no sean de- 
finidos en el artículo 201 de las ordenanzas. Dichó adi- 
cional será aplicado solamente a los artículos compren- 
didos en las secciones mueblería, sombrerería, cerámi- 
ca y cristales, tejidos, confecciones, mercería y bazar, 
tabacos, instrumentos de música y armas, de la tarifa 
de avalúos. (Artículo 70). 

En cuanto a la organización y mecanismo de la ta- 
rifa, se encuentra dividida en las siguientes secciones: 

TI Artículos libres de derechos; II Materias primas; 
III Comestibles; IV Bebidas; V Tabacos; VI Cueros 
y pieles; VII Talabartería; VII Zapatería; 1X Mue- 
blería; X Alhajas; XI Instrumentos musicales; XII 
Sombrerería; XIII Ferretería; XIV Electricidad y ar- 
tículos de iluminación; XV Armería; XVI Cerámicas 
y cristales; XVII Tejidos; XVIII Confecciones y ropa 
hecha; XIX Mercería, papelería y bazar; XX Drogue- 
ría; XXI Exportación. 

En cuanto al articulado, empieza refiriéndose a di- 


— 
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versas circunstancias que hay que tener en cuenta en 
la aplicación de la tarifa, reglando luego la aplicación 
de los derechos de almacenaje y eslingaje de acuerdo 
a la ley N%. 4928, para las mercaderías que entren a 
depósitos o a despacho oficial. Trata luego de las ta- 
ras, mermas y roturas que hay que tener en cuenta al 
gravar a las mercaderías por su peso o por su valor, a 
fin de evitar las injusticias que pudieran producirse 
en la aplicación del impuesto. En cuanto a las diversas 
secciones o capítulos en que está dividida la tarifa, se 
consignan en las mismas ciertas notas referentes al 
procedimiento a adoptarse en cada easo para hacer con 
exactitud el cálculo del gravamen y que se relacionan 
con los aforos, con los envases de los artículos, ete. 
En cada uno de los capítulos mencionados se espe- 
cifican todas las mercaderías que se comprenden en los 
mismos; al lado en una columna se consiena la unidad 
que se toma como base para la aplicación del aforo y 
que se refiere, según los casos, al peso, al litraje, al 
volumen, la longitud, ete.; en otra columna se fija el 
aforo o sea el valor presumido de la mercadería; en 
otra, se establece la tasa del derecho, subdividida según 


que el artículo esté gravado. con derechos «ad valorem» 


o específicos; una última columna se refiere al alma- 
cenaje y eslingaje. | 

Hay ciertos artículos que no están tarifados, respee- 
to de los cuales el artículo 17 establece la forma de 
cobrar los derechos de importación, al decir: «Las mer- 
caderías de procedencia extranjera no enumeradas en 
la tarifa, pagarán el derecho establecido en la misma 
para las de su clase, sobre un valor en depósito decla- 
rado por el introductor y si no pertenecen a ninguna 
de las categorías establecidas en el arancel abonarán 
el derecho general del 25 por ciento sobre su valor en 
depósito declarado en la misma forma». 
- En cuanto a la forma del pago de los derechos, el ar- 
tículo 18 manifiesta: «Los derechos de importación se- 
rán satisfechos al contado, antes de la entrega de las 
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mercaderías», y en lo que se refiere a la clase de mo- 
neda, los derechos específicos, los de adicional y esta- 
dística, así como los aforos fijados en el arancel y los 
que declaren los interesados, son expresados en mone- 
da metálica, pero los derechos pueden ser satisfechos 
en moneda de curso legal, por un valor equivalente de 
acuerdo con la ley de conversión N“. 3871. 

Respecto de las mercaderías de tránsito serán excep- 
tuadas del pago de los derechos, las siguientes: 


1%. Las que pasen de tránsito para los puertos del 
Brasil y Paraguay, por las aduanas de Concordia y 
Monte Caseros. 

2%. Las que pasen de tránsito para puertos del Bra- 
sil por las de Empedrado y Paso de los Libres. 

3. Las que pasen de tránsito de las aduanas de la 
Capital y Rosario a las de Mendoza, San Juan, Salta y 
Jujuy, con destino a Bolivia y Chile. 

4. Las que pasen de la Aduana de la Capital a La 
Plata y viceversa. 

5. Las que pasen de Chile por la Aduana de Bahía 
Blanca a la Aduana de la Capital. 


Por otra parte, los derechos de importación fijados 
en la ley, — dice el artículo 76, — constituye la tarifa 
mínima para las mercaderías o productos de toda na- 
ción que aplique igual tarifa mínima para las merca- 
derías o productos de toda nación que aplique igual 
tarifa y que no aumente los gravámenes a las expor- 
taciones de la República Argentina, ni los establezca 
para los exentos de derechos ni rebaje excepcionalmen- 
te el arancel actual a artículos similares de otra pro- 
cedencia, ni tampoco dificulte la importación de fru- 
tos o productos argentinos, con medidas restrictivas. 
En cualquier caso contrario, el P. E. queda facultado 
para aplicar a las mercaderías y productos procedentes 
de esa nación, la tarifa máxima igual a un recargo de 
50 por ciento sobre los derechos establecidos en la mis- 
ma y de 15 por ciento sobre los artículos exceptuados 
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de derechos de introducción (1). Más adelante, el artícu- 
lo agrega: Queda igualmente facultado el P. E. para 
acordar una disminución excepcional no mayor de 50 
por ciento en los derechos establecidos por la presente 
ley, sobre algunos artículos de los países que a su ¿jui- 
cio ofrezcan ventajas equivalentes y por el término que 
se convenga. Esta concesión deberá acordarse bajo la 
reserva por el gobierno argentino, de hacer cesar sus 
efectos, notificando esta intención con seis meses de 
anterioridad. 

Finalmente, la ley de aduana consigna numerosas 
disposiciones relativas a las sanciones penales de que 
se hacen pasibles aquéllos que la infrinjan (artículos 
54 a 71), estableciendo los recursos de apelación co- 
rrespondientes, (artícuos 72 a 74). Incluye también di- 
versas modificaciones introducidas en la tarifa de ava- 
iúos (art, 4%.), disposiciones complementarias a las es- 
tablecidas por las ordenanzas de aduana sobre el des- 
pacho aduanero (artículos 27 a 53) y diversas disposi- 
ciones generales (artículos 75 a 84). 


VII. — ASPECTO ECONOMICO DE LOS DERE- 
CHOS DE IMPORTACION 


Al comenzar el estudio de los derechos aduaneros 
dijimos que su renta contribuye a cubrir más o menos 
la mitad de nuestro presupuesto, criticando esta enor- 
me proporción con que entran en el cálculo de recursos 
en virtud de diversas consideraciones que atañen a la 
organización de un buen sistema impositivo. Más ade- 
lante llegamos a la conclusión, de que, desde este pun- 
to de vista, se imponía la reducción de los mismos, ya 
que para solventar la diferencia se implantarían los 
grandes impuestos directos que, como el de sobre los 


(1) Esta tarifa máxima nunca se ha aplicado, habiendo legado a ser 
una norma de la política comercial y aduanera argentina, la «igualdad» 
para todos los países, sin distinción de procedencia de las mercaderías. 
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réditos, introducirían en nuestro régimen impositivo, 
principios de elasticidad y de justicia de que hoy ca- 
rece. Contemplábamos así, el aspecto fiscal del mismo 
al asegurar a nuestros impuestos aquella cualidad que 
actualmente no poseen; el social, ya que se introduce 
la progresividad, la personalidad y la discriminación de 
las fuentes de renta, y también al aspecto científico 
puesto que el gravamen incidirá entonces sobre el sujeto 
real, evitando en gran parte la repercusión y el fenóme- 
no de la difusión del impuesto que hace que el funda- 
mental problema de la distribución del mismo adquiera 
la característica de una materia vaga e imprecisa que 
escapa a toda determinación científica. 

Pero existe otro aspecto en todo régimen impositivo, 
también muy digno de tenerse en cuenta, y que en lo 
referente a los derechos aduaneros adquiere una im- 
portancia excepcional. Es el aspecto económico, es de- 
cir, el atingente al estudio de los problemas que pre- 
senta el impuesto como propulsor de la economía gene- 
ral del país, como elemento que puede conducirnos a 
una mejor utilización de sus productos y de sus rique- 
zas y más que todo, buscando aquellos tributos, aque- 
llas tasas y aquellas formas de aplicación y de percep- 
ción que no traben la producción del país, ni su indus- 
tria ni su comercio. De manera que el aspecto econó- 
mico del sistema impositivo podemos considerarlo en 
dos sentidos: 1%. en uno afirmativo; 2”. en uno ne- 
gativo. En el primer caso al impuesto se lo hace servir 
como instrumento o como medio de mejoramiento eco- 
nómico; en el segundo se trata de que perjudique lo 
menos posible o que afecte en forma mínima el desen- 
volvimiento de la producción y de la industria. 

Es indudable que este último rol es el de más impor- 
tancia; baste considerar que intrínsecamente el impues- 
to no tiene por fin la protección del productor, del in- 
dustrial o del comerciante, sino todo lo contrario: le 
exije a éstos una parte del producido de su industria, 
extractiva, comercial o manufacturera, para atender 
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fines de índole general que se resumen en la conserva- 
ción y en el progreso del Estado. De manera que la 
verdadera función económica del impuesto debe entrar 
en el último orden de ideas esbozado; es decir, tratar 
de que perjudique lo menos posible, de que los tributos 
sean de una índole tal que no graven al trabajo ni al 
producido normal y racional de cualquier actividad lí- 
cita, sino que, más bien, tienda a gravar el mayor va- 
lor no ganado (unearned increment), los superbene- 
ficios, las mejoras producidas por grandes obras públi- 
cas, el margen de renta que sobrepase los provechos co- 
munes y normales y que permita desarrollarse libre de 
obstáculos el mecanismo del trabajo, de la tierra y del 
capital. Este es el ideal a que debe tenderse en esta ma- 
teria, aunque elaro está, que a ello no podremos llegar 
en forma repentina sino que es necesario el transcurso 
de los años que maduren la reforma cuyos fundamentos 
hacemos entrar en el actual régimen impositivo. 

El otro sentido del aspecto económico de un buen 
sistema impositivo que mencionábamos, o sea el afirma- 
tivo, y que convierte al impuesto en un medio de fo- 
mento de los distintos elementos que conducen a un 
país a la prosperidad, no puede tener sino un rol subsi- 
diario con relación al que acabamos de tratar. En efee- 
to: ya hemos dicho cuál es el fin esencial del impuesto, 
o sea, sufragar los gastos del Estado, que en último 
término, significa un sacrificio que aquél impone a los 
que se benefician con la protección que él dispensa. 
De aquí la necesidad de mantener este concepto funda- 
mental del impuesto y es por esto, que el rol económi- 
co del mismo, debe mantenerse en un plano secundario. 
Exagerar éste hasta el extremo de desnaturalizar por 
completo a aquél, sería ir contra todo lo que la cien- 
cia constitucional y financiera han establecido respecto 
del impuesto y convertir a éste en algo indeterminado, 
vago e impreciso, que haría retrogradar su noción a 
la que existía en las épocas primitivas del Estado. Si 
el fin económico del impuesto ha de estar por encima 


259 MANUEL L. LÓPEZ VARELA 


de su concepto político y financiero, es evidente que no 
hay por qué detenerse a averiguar si se confisca o no 
la materia imponible, si el gravamen está de acuerdo 
con la capacidad contributiva del sujeto o si se consul- 
tan los principios de justicia. 

De todo lo dicho, deducimos dos géneros de conclu- 
siones: 

1%. Que el aspecto económico del sistema impositivo 
debe tenerse en cuenta más en su sentido negativo, ya 
que éste comprende a todos los impuestos, que en el 
afirmativo, puesto que éste debe ser sólo una excepción 
a observarse en casos determinados. 

2%, Que en este último supuesto, el uso del impuesto 
como medio para favorecer la economía del país no 
debe ir hasta el extremo de destruir el concepto mo- 
derno del mismo, teniendo en cuenta, al mismo tiempo 
que el aspecto económico, el fiscal, el social, el cientí- 
fico y el legal. 

Sentado esto, estamos ahora en condiciones de en- 
trar en el estudio de los derechos aduaneros en su rela- 
ción con el aspecto económico del sistema tributario, es 
decir, si debemos aceptarlo como instrumento destina- 
do a actuar favorablemente en la vida del país, por me- 
dio del fomento de las industrias nacionales. En otras 
palabras, si estos derechos aduaneros debemos apli- 
carlos, en mayor o menor escala, como derechos pro- 
tectores. Es, pues, la debatida cuestión de la protección 
y del libre cambio la que debemos examinar. 


VI. — PROTECCION Y LIBRE CAMBIO 


Al tratar este punto nos apartaremos un tanto del 
método que se acostumbra a emplear para dilucidar 
esta difícil cuestión y para determinar el régimen más 
conveniente a nuestro país. En efecto; el problema de 
la protección y del libre cambio se estudia comúnmen- 
te desde el punto de vista doctrinario y con este pro- 
pósito se enumeran las distintas ventajas e inconve- 
nientes que ambos sistemas presentan. Así, entre los 
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resultados favorables de la protección se colocan: a) 
la superioridad de un estado industrial complejo; b) el 
sostenimiento de ciertas industrias que garanten la in- 
dependencia nacional; e) la ayuda que las industrias 
requieren en su juventud; d) la conveniencia de com- 
pensar las importaciones con las exportaciones. A estas 
consideraciones oponen los librecambistas: a) las ven- 
tajas que se derivan de la división del trabajo interna- 
cional por la mejor utilización de las condiciones pro- 
ductivas del país; b) el abaratamiento de los artículos 
de consumo que encarece la protección. Y por fin, des- 
pués de examinar detalladamente las ventajas e incon- 
venientes de una y otra teoría, se termina por escoger 
la protección o el librecambio o bien un sistema ecléc- 
tico o trasaccional, 

Nosotros no seguiremos este método que hasta cierto 
punto es abstracto y generalizador de determinados 
fenómenos económicos que sólo pueden comprobarse en 
algunos países. Consideramos que, por lo contrario, de- 
bemos adoptar uno que tenga en cuenta las caracterís- 
ticas o peculiaridades propias de cada país, su posi- 
ción agrícola, industrial o mixta, si es susceptible de 
bastarse o de llegar a bastarse a sí mismo con sus re- 
eursos naturales y con su elaboración manufacturera 
o si necesita indispensablemente de los productos de 
los otros países. Adoptamos este método porque pen- 
samos que a la protección y al libre cambio deberuos 
tomarlos, más que como doctrinas, como tendencias 
históricas que se vienen desarrollando en los distintos 
pueblos y especialmente al último, ya que el sistema de 
hostilidad internacional, política o económica, ha sido 
casi siempre la regla entre todas las naciones. 

Dijo bien el doctor Terry al manifestar que el deba- 
te entre la protección y el libre cambio era más cuestión 
de arte que de ciencia, y al agregar: «No creo que el 
proteccionismo como el libre cambio deban ser conside- 
rados como principios doctrinarios, sino como sínto- 
mas de un estado, de una situación. Algo más: pienso 
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que=son simples efectos de las diversas edades de los 
pueblos y del consiguiente desenvolvimiento que a 
ellas se vinculan». (1). : 

Así piensa también el eminente político inglés, Da- 
vid Lloyd George, quien ha dicho después de las elec- 
ciones británicas de diciembre de 1923 que dieron el 
triunfo a las ideas librecambistas y refiriéndose a In- 
glaterra: «Lo que conviene a otros países no es nece- 
sariamente adaptable a nuestro comercio. Somos co- 
merciantes internacionales en mucha mayor proporción 
que cualquier otro país del mundo, La prosperidad de 
nuestras principales industrias está, por lo tanto, cons- 
tituída sobre base de compras de materias primas, ele- 
mentos y accesorios en los mercados más baratos. Las 
industrias aleodonera, del carbón, de la navegación, de 
la construcción naval, mecánica, constructora y de al- 
macenaje, han prosperado sobre la base de la compra ba- 
rata». | 

Inglaterra ha manifestado su voluntad de seguir sien- 
do librecambista, es decir, persistiendo en la política 
fiscal iniciada por Cobden hace ochenta años y cuyo 
primer triunfo fué obtenido por Peel al conseguir la 
supresión de los derechos sobre los granos. Los esfuer- 
zos realizados por las colonias para obtener el estable- 
cimiento del sistema de las preferencias aduaneras pa- 
ra los productos de las mismas y bajo la base de recar- 
gar los derechos o de imponerlos a los productos de 
otra procedencia, han fracasado. 

El examen del gran debate que se produjo en el Rel- 
no Unido al hacerse las proposiciones proteccionistas 
y en el que han intervenido sus hombres más promi- 
nentes, es aleccionador para los demás países en el sen- 
tido de que éstos, antes de inclinarse por el librecambio 
o la protección, han de considerar más que las teorías 
brillantes y unilaterales, la economía general de los 


(1) Finanzas, pág. 375. 
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mismos, su grado de dependencia del extranjero, así co- 
mo las características propias de su producción y de 
su industria. Teniendo en cuenta estas cireunstancias 
es que haremos una breve relación del mismo. 

El proyecto de establecer en Inglaterra un sistema 
de preferencias aduaneras a favor de los productos eo- 
loniales no es nueva; ya había sido planteada por Mr. 
Chamberlain en 1906, pero sin mayor éxito. Ahora 
bien; en el transcurso del año 1923 se reunió en Lon- 
dres la Conferencia Económica Imperial Británica con 
el objeto de tratar diversos asuntos relacionados con 
los intereses comunes de Inglaterra y de sus colonias, 
como ser la defensa del Imperio, la armada única, la 
inmigración, ete. y a la que concurrieron delegados de 
cada una de aquéllas entre los cuales se encontraban 
sus primeros ministros. El 9 de octubre, el ministro de 
Comercio Sir Philips Lloyd Graeme, anunció que el go- 
bierno estaba dispuesto a acordar ventajas aduaneras 
a las frutas secas, al tabaco y al azúcar de las colonias, 
y a discutir más tarde lo referente a los otros produe- 
tos. En cuanto a las frutas secas, el gobierno gravaría 
con un derecho de diez chelines y seis peniques por 
quintal (50,8 kilogramos) las procedentes de países ex- 
tranjeros y dejaría libre de derechos a las coloniales, 
mientras el tabaco y el azúcar de origen colonial goza- 
rían de una rebaja de la sexta parte de la tarifa actual; 
estas preferencias se otorgarían por diez años. 

Sin embargo, los ultraproteccionistas y los delegados 
de las colonias abogaban por una protección mayor que 
comprendiera a la carne, a los cereales, a las maderas 
y a otros productos coloniales; en apoyo de esta idea, 
Mr. Bruce, primer ministro de Australia, manifestaba 
que cuando la Gran Bretaña compra productos a los 
Estados Unidos, la Argentina y Dinamarca, deja de 
comprar en el Imperio Británico. Hizo notar que en 
1922 los tres países citados enviaron al Reino Unido 
mercaderías por valor de 318 millones de libras ester- 
linas y compraron productos británicos sólo por 113 
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millones. La Gran Bretaña, agregó, debe ayudar a las 
colonias a vender sus productos de alimentación y sus 
materias primas. No se podrá desarrollar el Imperio 
mientras el Reino Unido siga siendo el campo de aceión 
para el «dumping» del exceso de la producción de todos 
los países extranjeros. 

La proposición del ministro de Comercio inglés y del 
primer ministro australiano no eran más que tentati- 
vas para poner en ejecución un vasto plan de protección 
recíproca del Reino Unido con los dominios y de éstos 
entre sí, que implicaría el establecimiento de tarifas 
aduaneras preferenciales de los productos que se re- 
mitan con respecto a los extranjeros. De esta manera 
se pretendía llegar a los siguientes resultados: 1%. Ase- 
gurar los mercados coloniales a las mercaderías de fa- 
bricación inglesa, con lo cual se conseguiría el fomen- 
to de las industrias y se combatiría la desocupación; 
2%, Asegurar a las colonias la salida de sus productos; 
3, Estrechar las relaciones de la metrópoli con sus do- 
minios para llegar en lo económico al ideal de que el 
imperio se baste a sí mismo. 

Pero a pesar de la importancia de los objetivos a que 
tendía el sistema preferencial, tuvo la virtud de pro- 
vocar una fuerte corriente de oposición que se manifes- 
tó en contra del mismo y que abogó por el manteni- 
miento del libre cambio. Los «leaders» del Partido Li- 
beral, Mr. Asquith y Mr. Lloyd George se pronunciaron 
en este sentido y Mr. Henderson uno de los dirigentes 
del Partido Laborista, decía: «Un sistema de preferen- 
cla imperial, si realmente fuera recíproco, daría a la 
India una preferencia de una sexta parte sobre las im- 
portaciones de té y de tabaco; pero la India no da pre- 
ferencia alguna a nuestras exportaciones, sino que, por 
el contrario, elabora actualmente un sistema de pro- 
tección en contra de las exportaciones británicas. Gran- 
de es la oposición del Canadá a la preferencia que se 
acuerda a nuestra industria de la lana, pues, según se 
dice, perjudica a la industria textil de ese dominio. 
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El desenvolvimiento de la industria azucarera en - las 
Indias occidentales se ve dificultado por el acuerdo co- 
mercial canadiense, West India, que impide la impor- 
tación del azúcar refinada a las islas. Un sistema de 
preferencia imperial supone una comunidad de in- 
tereses que no existe. Hay un conflicto de intereses 
que esta cuestión de las tarifas no hará sino intensi- 
ficar». 

El plan preferencial aleanzó sólo un éxito relativo en 
el seno de la misma Conferencia Económica Imperial, 
pues solo subsistió la propuesta del ministro de Comer- 
cio sobre protección a las frutas secas, al tabaco y al 
azúcar procedentes de las colonias, y aunque el primer 
ministro Baldwin parecía decidido a persistir en la 
política proteccionista, las elecciones de diciembre, 
dando ocasión al pueblo para pronunciarse sobre el 
asunto, lo hizo a favor del librecambio, dando la mayo- 
ría de sus votos a los adversarios del gobierno. * 

Lo interesante de este gran debate sobre la protec- 
ción y el libre cambio realizado en Inglaterra, no resi- 
de precisamente en el triunfo de esta última tendencia, 
con lo que, por otra parte, no ha hecho más que conti- 
nuar en su política tradicional, sino en el examen de 
la calidad de los argumentos expuestos que han gira- 
do todos alrededor de la especial situación que ocupa 
en el mercado internacional. Así, cuando los proteecio- 
nistas manifestaban que ya no eran los tiempos de Cob- 
den y que Inglaterra había dejado de ser «el taller del 
mundo» y que actualmente se producía dentro de los 
límites del Imperio productos de todos los elimas y de 
todas las zonas, los librecambistas replicaban que la 
especial situación de Inglaterra como país eminente- 
mente industrial no había variado y que por lo tanto, 
reportaba más ventajas del libre cambio que le permi- 
tía adquirir sus productos de alimentación y sus mate- 
rias primas al más bajo precio posible. 

De la misma manera, al buscar la solución adecuada 
para nuestro país, debemos hacer lo propio. Estudiar 
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la situación exacta de nuestro país dentro de la econo- 
mía mundial, ver si estamos aún en el período agrícola- 
ganadero, en el industrial, o en un estado de transl- 
ción entre ambos, qué mercaderías importamos, cuá- 
les exportamos, el grado de dependencia del extranje- 
ro y si existe un campo propicio para que determinadas 
industrias alcancen un pronto desarrollo. 

En segundo lugar, no debemos olvidar que tratándo- 
se de proteger la industria nacional por medio de de- 
rechos aduaneros, hay que tener en cuenta lo que ya di- 
jimos al tratar del aspecto económico de los mismos, 
a saber, que no se debe ir hasta el extremo de destruir 
el concepto moderno del impuesto, considerando al 
mismo tiempo que el aspecto económico, el fiscal, el so- 
cial y el científico. Lo contrario, tendería a suprimir 
la garantía constitucional que consagra el artículo 14 
al permitir a todos los habitantes de la Nación, traba- 
jar y ejercer toda industria lícita, pues es evidente que 
de hecho quedaría vulnerada dicha cláusula constitu- 
cional por medio indirecto, al establecer derechos adua- 
neros de tal naturaleza que asumieran el carácter de 
prohibitivos. Por otra parte, estableciéndose altos de- 
rechos aduaneros sobre las mercaderías importadas, se 
llegaría a este resultado: que si bien importaría una 
protección de la industria nacional, contemplándose el 
aspecto económico del régimen impositivo, tendería a 
desvirtuar el aspecto fiscal del mismo, pues la dismi- 
nución de la renta sería su consecuencia lógica. 

El fomento y la protección amplia de la industria 
y de la producción nacional no debe entrar propiamente 
en el resorte de los impuestos, cuya función esencial 
ya dijimos que es otra; la acción gubernativa debe ejer- 
citarse por otros medios que han sido reconocidos co- 
mo eficaces en las naciones más adelantadas, tales co- 
mo las primas a la exportación, los préstamos indus- 
triales, la garantía del interés, las primas a la produe- 
ción, el «drawback» y la admisión temporaria, y por 
otros procedimientos afines. 
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Para entrar a averiguar, pues, si nuestros derechos 
de importación deben tener el carácter de protectores, 
debemos partir de las siguientes bases: 

1”. Economía actual del país; 

2”. Los derechos aduaneros en ningún caso deben 
considerarse prohibitivos. 

Ahora bien: ¿cuál es la economía actual de nuestro 
país? El mejor índice de la misma es indudablemente 
nuestro comercio exterior, al informarnos sobre la can- 
tidad y calidad de los productos exportados e importa- 
dos, igualmente que sobre el destino y procedencia de 
unos y otros. De los datos que él nos suministre podre- 
mos deducir cual es la característica económica actual 
de nuestro país; la suba o baja de determinados ren- 
glones de importación nos mostrarán el nacimiento y 
el desarrollo de ciertas industrias. Claro es que las ci- 
fras del comercio exterior traducen en determinados 
artículos la protección aduanera con que se favorece 
a los de fabricación nacional y que, para tener una sem- 
blanza completa de todos los ramos de la producción y 
de la industria del país, sería necesario un conocimien- 
to exacto del consumo nacional y saber la proporción 
en que entran en el mismo los productos nacionales. 
Pero esto último sólo tiene una importancia relativa, 
pues los saldos contrarios que arrojan en los últimos 
años los balances comerciales nos están diciendo que 
esa proporción debe ser forzosamente reducida. 

Así, tomando las cifras del comercio exterior en 
1921 y 1922, tenemos que en el primer año el valor de 
las importaciones ascendió a $ oro 749.533.697 y el de 
las exportaciones a $ oro 671.129.420, y en el segundo, 
el de las importaciones a $ oro 689.645.471 y el de las 
exportaciones a $ oro 676.008.289, dando en el prirmer 
año una diferencia en contra del país de $ 78.404.277 


oro y en el segundo de $ oro 13.637.182. 


La importación en los citados años se descompone 
por grupos de artículos, en la siguiente forma: 
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TITULOS 1921 1922 
$ oro $ oro 
1.—Animales vivos ............ 666.911 1.190.516 


I1.—Substancias alimenticias: 


a) Substancias animales .... 6.635.389 5.493.375 
b) Substancias vegetales: 
1 :Protag c ATd a Ue. 5.422.799 3.821.767 
2. Especias y otros condi: 
mentos (incluye azúca- 
res y aceites comesti- » 
DIOR AA e 29.959.743 27.855.379 
3. Legumbres y cereales ' 
(incluye arroz, malta). 9.436.666 11.455.416 
4. Substancias para infu- 
siones y bebidas calien- 
tes (incluye té, café y 
Orba mate) 30.304.608 28.026.955 
5. Harinas, pastas, fécu- 
las y otros productos 
alimenticios ...o....:. 1.334.544 1.026.603 
Totales II as 83.093.749 77.679.695 


111.—Tabacos y sus manufacturas. 14.053.160 12.399.718 
IV.—Bebidas: 


SAS a RES 4.619.201 5.948.253 

b) Aguardientes y licores .. 4.019.570 3.285.943 

c) Demás bebidas ......... 1.027.589 1.332.254 

Totales LV A e 9.666.360 10.566.360 
V.—Materias textiles y sus arte- 

factos: 

A) IIA a a Ea SENS 13.593.126 13.459.303 

DI LAMA ae da Dicha A 34.618.455 36.556.958 

A EE Al PL 91.688.389 97.779.388 
d) Demás fibras textiles (in- 
clusive arpillera, fundas 

para. carnes, etc.) ....... 42.744.015 47.046.363 

SOLAR V de de cae ne 185.637.985 194,842,012 

VI.—Aceites fijos, minerales, volá- . 

tiles, medicinales y grasas 
(incluye kerosene, nafta, pe- 

A A 48.049.371 53.460.431 
VII.—Substancias y productos quí- 

micos y farmacéuticos ...... 24.132.814 31.059.745 

VIIT.—Colores y tintes ............ 5.721.564 5.660.996 


IX.—Maderas, otras substancias le- 
ñosas y sus artefactos: 
a) Materias primas y de es- 
casa elaboración ........ 33.296.438 30.284.576 
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TITULOS 1921 1922 
$ oro $ oro- 

DINA TLSLAGÍOS ¿ci ios > 0090. 088 7.526.085 

O O E AAA 40.133.426 37.810.661 
X.—Papeles y sus artefactos: 

a) Papeles y cartones ...... 18.514.240 17.571.540 

EE TACLOS o ces 2.947.603 2.893.253 

IAS AA NA 21.461.843 20.464.793 
XI.—Cueros y sus artefactos ..... 3.168.354 3.673.562 


XII.—Hierro y sus artefactos: 
a) Materias primas y de es- 


casa elaboración ..22..7. 32.792.241 30.135.321. : 
b) Artefactos de hierro y 

E, AA EAN ARICA 68.506.817 75.641.099 
OI e ARO JA IÓN 101.299.058 105.776.120 


XIITI.—Demás metales y sus artefactos: 
a) Materias primas y de es- 


casa elaboración ........ 4.670.087 4.390.692 

AER TACLOS 2 a e 17.629.583 18.409 904 
AE AN AA 22.299.670 22.800.596 

A e 13.103.471  30,360.581 


XV.—Piedras, tierras, cristalería y 
productos cerámicos: 

a) Materias primas y de es- 

casa e.aboración (incluye 


carbón de piedra) ....... 39.876.232 42.634.477 

EE TARLOS: 16.426.911 15.415.335 

A O A A 56.303.143 58.049.812 

AV I-—BEltetricidad .............<.. 10.305.669 17.646.868 
XVII.—Artículos y manufacturas di- 

AR A NA 50.548.873 66.090.741 

E IAS AR 689.645.471 749.533.697 


-En cuanto a los artículos exportados, lo han sido en 
la siguiente forma: 


1922 1921 
$ ¡oro $ oro 
Productos de la ganadería: 
ICE SDOVÍIDOS es das do 2.213.020 1.366.894 
IA AA 216.999 285.201 
ISIOS OVINOS ¿ooo ooo ao dis 225.372 172.200 
a A 20.692.396 60.104.328 


Régimen, 16 
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Productos de la ganadería: 


BOVINO 'enÍrado mn y a 
Carneros congelados as oia lead 
Carne. salada. y dasajo.. on elas ete ips 
Cerdos: congelados Mesta alo ds 
Cueros de cabra y cabrito .......... 
Cueros Janates ¡sucio ió aia 
Cueros vacunos salados ............ 
Cueros ¡vacunos ¡secos cera re 
Cueros yeguarizos salados y secos.... 
Lanajlavad A e IA Ei 
Lána sucia no aj Elo 1d E 
Lenguas “Congeladas e e tae 
Lenguas ¿CONSOTVAdaR 
Menudencias de carnes congeladas .. 
Oarne “conservada e. .m peor alo 


Manteca de vaca ma lola y ds 
Margarina y. ¡palmitinas 
Queso. Maia a cr 
Seboy«prasa derretida: 
SUCEDE 
A e A E E O 


Papas ao Es E OA 
Pastomseco. pata anta dni ab 
POTOLOS MN NS O 
Tabaco nr OIDO OA 
LEDO dao de a slo RN ARUBA 
Aceite ¡de TDO PAR A O 
'AgUuaTdIento o ad a ON EN: 
ATACA A E 
Harina destrigo da Deol 
Vido +argentinp a AUN 
'Abrecho arrecho o IA ano 
Tortas de semillas oleaginosas ...... 
Productos forestales: 
Extracto de quebracho 
E A E O a o 


Totales de los tres grupos ... 
Demás ¡articulos O, IE 


Totales generales .... 


o) 
0 0 NN A AS 


ao 


1922 


$ oro 


.386. 
.164. 
ES E 
.020. 
LO 
.664. 
.646. 
MODE 


584, 


.816. 
.154. 


10% 
325. 


.469. 
.030. 
.684.. 


42. 


120. 
o9Az 


Pa 
700. 


.413. 
¿ON 
015 
750. 
.882 


892 


912 
173. 
24. 
18: 


.683. 


151 
141. 


. 763. 


193. 


UL 
.067. 


73. 


.746. 


.621. 
.386. 


.008. 


241 
989 
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Los totales por grupo de los artículos exportados han 
sido los siguientes: 


Valores en pesos oro 


, 1921 1922 
O IRA ON ANA 258.465.594 237.191.189 
SA 384.398.536 410.496.164 
A AAA AAA 12.925.437 16.347.425 


RAR E TICULOS ricos 15.339.853 IIOTSC OL 


e 671.129.420 676.008.289 


Observando las cifras de los renglones de la impor- 
tación, tenemos que la mayor parte de ésta está repre- 
sentada por artículos industrializados y por materias 
primas. Así, sobre un total de importación de $ oro 
689.645.471 en 1922 y de $ oro 749.533.697 en 1921, las 
substancias alimenticias sólo figuran con un valor de 
$ oro 83.093.749 en 1922 y de $ oro 77.679.695 en 1921 
y las bebidas por $ oro 9.666.360 en 1922 y pesos nro 
10.566,450 en 1921. En cuanto a la relación existente 
entre la importación de artículos industrializados y la 
de materias primas, notamos que es muy superior la de 
las primeras. Solamente en el ramo de materias texti- 
les y sus artefactos, se ha importado en 1922 por valor 
de $ oro 185.637.985 y en 1921 por $ oro 194.842.012; 
en el renglón de hierro y sus artefactos se ha importa- 
do en concepto de materias primas y de escasa elabo- 
ración por valor de $ oro 32.792.241 en 1922 y de pe- 
sos oro 30.135.321 en 1921, mientras que en concepto 
de artefactos de hierro y acero lo ha sido por pesos oro 
68.506.817 en 1922 y por $ oro 75.641.099 en 1921. En 
el grupo de «Demás metales y sus artefactos», las 
materias primas y de escasa elaboración están repre- 
sentadas por $ oro 4.670.087 en 1922 y por pesos oro 
4.390.692 en 1921, y los artefactos por $ 17.629.583 
oro en 1922 y por $ oro 18.409.904 en 1921. Por otra 
parte, determinados renglones se refieren casi exclu- 
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sivamente a artículos industrializados; así, el de 
«Aceites fijos, minerales, volátiles, medicinales y gra- 
sas» cuya importación ha sido en 1922 de pesos oro 
48.049.371 y en 1921 de $ oro 53.460.431; lo mismo el 
de «Colores y tintes», el de «Substancias y productos 
químicos y farmacéuticos», ete., etc. 

Hay, sin embargo, ciertos grupos en los que el valor 
de las materias primas importadas es superior al de los 
artículos elaborados; así, en el de «Maderas, otras subs- 
tancias leñosas y sus artefactos», tenemos que se i¡m- 
portó en concepto de materias primas y de escasa ela- 
boración en 1922 por valor de $ oro 33.296.438 y en 
1921 por $ oro 30.284.576 y en concepto de artefactos 
por $ oro 6.836.988 en 1922 y por $ oro 7.526.085 en 
1921; en el de «Papeles y sus artefactos» se. importó 
por concepto de papeles y cartones $ oro 18.514.240 
en 1922 y $ oro 17.571.540 en 1921, mientras que por 
el de artefactos sólo $ oro 2.947.603 en 1922 y $ oro 
2.893.253 en 1921. En el de «Piedras, tierras, cristale- 
ría y productos cerámicos», lo mismo; se importó por 
materias primas y de escasa elaboración $ 39.876.232 
oro en 1922 y $ oro 42.634.477 en 1921 mientras que por 
artefactos sólo $ oro 16.426.911 en 1922 y pesos oro 
15.415.335 en 1921. Sin embargo, en este renglón nay 
que tener en cuenta que entre las materias primas se 
comprenden el carbón de piedra y de que, por otra 
parte, se engloban también ciertos productos que eo- 
mo ser el cemento portland, ete., son materias elabo- 
radas para la industria de los materiales de construe- 
ción. 

Por fin, notemos que los productos importados pro- 
vienen en su mayor parte de países netamente o prin- 
cipalmente industriales. Así, en 1921 y 1922, las tres 
naciones que nos han remitido más mercaderías han sido 


las siguientes: 
$ 
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1921 1922 
Estados Unidos $ oro 200.860.141 $ oro 152.597.289 
Reino Unido... , 173.899.864 » 161.677.354 
Alemania .... Y Ad ES13903 ns 92.711.108 


En cuanto a la exportación, vemos que en su inmen- 
sa mayoría se compone de productos de alimentación 
y de materias primas provenientes de la agricultura, 
de la ganadería y de la explotación forestal. Sin em- 
bargo, ha adquirido importancia la exportación de de- 
terminados productos elaborados a base de la mteria 
prima existente en el país; así, debemos mencionar la 
manteca, el queso y el vino, cuya exportación ha ido 
gradualmente en aumento al par que van desalojando 
del país a los productos extranjeros. Por otra parte, la 
harina hace tiempo que constituye un artículo de ex- 
portación, pudiéndose indicar algunos otros, como ser 
el aceite de lino, el azúcar, etc. 


De todo lo dieho podemos deducir las siguientes con- 
clusiones: 


Que la Argentina depende del extranjero en lo 
que se refiere a los artículos manufacturados necesa- 
rios para responder a las exigencias de la vida civi- 
lizada. 

Que ella exporta anualmente un inmenso exce- 
dente de su producción agrícola-ganadera, lo que cons- 
tituye la contrapartida necesaria de su importación. 

Planteada la cuestión en estos términos, no debemos 
vacilar en afirmar que la República Argentina está aún 
en el período económico caracterizado por dicha pro- 
ducción, aunque es indudable que ya ha pasado la épo- 
ca en que la ganadería no consistía más que en apacen- 
tar el ganado y aprovecharlo en una forma primitiva; 
hoy tenemos una industria de la carne y la evolución 
hacia la agricultura nos ha proporcionado la industria 
agrícola. 

Siendo, pues, la Argentina un país eminentemente 
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agrícola-ganadero: ¿debe o no desarrollar una política 
proteccionista con el objeto de fomentar su industria 
manufacturera? Si entendemos por tal a la tendencia a 
transformar sistemáticamente 'los derechos aduaneros 
en protectores, creemos que no. Si lo entendemos en 
un sentido limitativo para proteger determinadas in- 
dustrias susceptibles de desarrollarse por estar basa- 
das en materias primas abundantes en el país y en tor- 
ma transitoria hasta que esas industrias se consoliden 
y puedan resistir la competencia extranjera, estamos 
por la afirmativa. Una tercera condición debemos agre- 
gar para que sea posible implantar derechos protecto- 
res, de acuerdo a lo qué hemos dicho anteriormente, a 
saber, que esos derechos no sean prohibitivos. De ma- 
nera que aceptamos la protección aduanera en nuestro 
país, en la siguiente forma: 


1%. Que no constituya una política sistemática; 

2%. Que sea transitoria; 

3%. Que no implique el establecimiento de derechos 
prohibitivos. | 


La primera condición reside en lo que ya hemos di- 
cho acerca de la naturaleza agrícola de nuestro país. 
Los períodos en las naciones son como las edades en 
los individuos; existe una imposibilidad de hecho, na- 
tural, de que la Argentina pueda transformarse de 
pronto en un gran emporio industrial y de que haga 
que el país pueda satisfacerse a sí propio. Es cierto lo 
que se ha afirmado acerca del mayor valor del trabajo 
técnico; pero, ¿está en la mano del legislador variar 
las condiciones de un país que hacen que en un momen- 
to dado sea agrícola o industrial? Pensamos que no, 
pues ello significaría tener la pretensión de querer 
impedir el libre juego de las leyes económicas. 

El estado industrial complejo supone una población 
numerosa, materias primas a bajo precio, grandes mer- 
cados de consumo, facilidades en la adquisición del 
combustible y finalmente supone dominio de la mejor 
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técnica de' producción. Todo eso no puede ser obra de 
decisiones gubernativas, ni simplemente de estímulos 
de diverso orden, sino el resultado de un estado de eo- 
sas al que se ha llegado por una evolución más o menos 
larga. | 

Por otra parte, lo que es indispensable a un país, es 
poder compensar las importaciones con las exportacio- 
nes, es decir las entradas con las salidas y recíproca- 
mente. La Argentina presenta a este respecto un largó 
período de balances favorables al país; si últimamente 
parecen desviarse en un sentido inverso hay que acha- 
carlo, más que todo, a la disminución del poder de con- 
sumo de los países europeos debido a causas transito- 
rias de índole política. Si Alemania, Francia, etc., des- 
arrollan una política proteccionista, es porque no tie- 
nen otro medio para compensar sus importaciones, que 
la venta de artículos manufacturados, siendo, por otra 
parte, países de producción mixta, es decir, agrícola 
industrial. Entre nosotros, un recargo excesivo de los 
gravámenes sobre las mercaderías extranjeras con el 
objeto de proteger la producción nacional, no reporta- 
ría mayor beneficio a la economía del país y en cam- 
bio se seguiría el resultado pernicioso de encarecerlas, 
disminuyendo la capacidad consumidora y teniendo por 
lógico resultado la disminución de las importaciones, 
lo que a su turno traerá aparejado la de las exporta- 
ciones, pues está comprobado que en el intercambio in- 
ternacional las mercaderías se pagan econ mercaderías. 

Pero si rechazamos la protección aduanera en nues- 
tro país como la expresión de una política sistemática 
y permanente tendiente a realizar el ideal del Estado 
industrial complejo, al que hemos dicho que no se 
puede llegar por el recargo de impuestos a las merca- 
derías extranjeras, estamos de acuerdo con los que 
piden una protección racional a las industrias que tien- 
dan a la elaboración de las materias primas que nos 
brindan la ganadería, la agricultura o los productos 
forestales. No significamos con lo dicho que la protee- 
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ción deba ser «<a outrance» a todas las industrias men- 
cionadas, sino que deben ser consideradas en la posi- 
bilidad de ser protegidas. A este efecto se debe examli- 
nar a cada una en particular teniendo en cuenta la im- 
portancia de la misma, considerando el capital em- 
pleado, la cantidad de obreros que ocupa, el monto de 
los artículos que produzca, si éstos son de consumo in- 
dispensable, necesario, no deseable o de lujo y si sa- 
tisface a todo el que demande el país o en forma apre- 
ciable. Una cuestión previa a dilucidar una vez com- 
probada la conveniencia de la protección sería la de 
ver cuál es el mejor sistema para llegar a ese fin; si 
por el aumento de los derechos a los artículos simi!la- 
res de producción extranjera y la exoneración de gra- 
vámenes a las maquinarias que se utilicen en la indus- 
tria, o por aleuno de los otros medios que ya hemos 
indicado como ser las primas a la exportación, las ga- 
rantías de interés, los «draw-backs», las admisiones 
temporarias, las exenciones de toda clase de tributos, 
etcétera. : 
La segunda condición que hemos establecido como 
necesaria al ejercicio de la protección a la industria 
nacional, es de que ella sea transitoria. Se ¿justifica 
que se realice en los primeros años de su desarrollo cuan- 
do múltiples cireunstancias la coloquen en situación 
desfavorable con respecto a la extranjera y cuando 
la exigúidad de los capitales empleados hacen peligrar 
su existencia frente al «dumping» de los grandes sin- 
dicatos extranjeros. Pero pasado el período de conso- 
lidación de la industria, la protección debe retirarse 
en el propio beneficio de la misma puesto que, como 
decía el doctor Terry, no hay que confundir los inte- 
reses de la industria con los de los fabricantes. Una 
protección prolongada trae como resultado el estanca- 
miento del mismo desarrollo industrial que se trata de 
favorecer, puesto que contando con el margen protee- 
tor, el industrial no se aplica a perfeccionar sus pro- 
ductos ni sus procedimientos de fabricación tendien- 
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tes a introducir mayores economías en el precio de cos- 
to, o bien aprovecha de grandes ganancias obtenidas 
del encarecimiento de los artículos... Y si se argumen- 
tara que no produciéndose estos resultados, el retiro 
de la protección acarrearía la ruina de la industria, res- 
ponderíamos que con ello el país nada perdería, pues 
una industria que no ha podido arraivarse en un lapso 
adecuado de tiempo sin ponerse a la altura de sus si- 
milares extranjeras, es porque carece de base econó- 
mica, faltándole los elementos en cuya organización ar- 
mónica reside su eficaz funcionamiento. Si se manten- 
dría una industria de esta naturaleza no tendría más 
resultado que desviar el empleo eficaz de las fuerzas 
productivas que en ella se empleen, encareciendo inne- 
cesariamente el consumo. 

La última condición que exigíamos a la implantación 
de los derechos protectores es la de que éstos no equi- 
valgan a derechos prohibitivos. Un recargo exagerado 
de los derechos aduaneros traería por lógica consecuen- 
cla la imposibilidad de importar las mercaderías ex- 
tranjeras similares a las protegidas. Aparte de lo que 
ya hemos dicho sobre la naturaleza del impuesto y so- 
bre las razones de orden constitucional que militan a 
favor de lo que sostenemos, existe también un podero- 
so motivo de carácter económico y es el que se refiere 
a la consideración de que un derecho de esa clase trae- 
ría como resultado la eliminación de la competencia, 
anulándose en gran parte el funcionamiento de la ley 
de la oferta y la demanda, ya que de hecho, quedaría 
establecido un monopolio a favor de los productores 
nacionales. | 

Lo que la ley debe perseguir no es la creación de 
una situación excepcional y privilegiada que favorez- 
ca a los fabricantes residentes en el país con respecto 
a los extranjeros, sino de colocarlos en igualdad de 
condiciones con los mismos, compensándoles las desven- 
tajas que existen en su contra por la mayor antigiie- 
dad de la industria extranjera, por su dominio del 
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mercado, por la importancia de los capitales inverti- 
dos en la misma que le permiten provocar una baja, en 
un momento dado. Es por esto que no se debe impedir 
la entrada al país de los productos extranjeros, sino 
colocar la competencia en su verdadera base, esto es, 
en igualdad de condiciones. 


La Comisión Asesora del Gobierno para el estudio 
del régimen aduanero durante el año 1923 aprobó una 
serie de normas relativas al mismo, entre los cuales la 
4? que decía: 

«Todos los artículos y productos que se introducen 
en el país se clasificarán en cuatro categorías que se- 
rán: 


Primera categoría: Materias primas y maquinarias 
que sean necesarias para la producción y la industria 
nacionales y que por su carácter (como el hierro y el 
carbón) su similar nacional deba ser defendido por 
otros medios con prescindencia del derecho aduanero. 
Los artículos que se incluyan en esta categoría esta- 
rán libres de derechos o pagarán 5 por ciento. 


Segunda categoría: Artículos que pueden soportar 
un derecho fiscal o que necesitan protección aduane- 
ra moderada. Estos artículos pagarán alrededor de un 
25 por ciento. 

Tercera categoría: Artículos que puedan hacer com- 
petencia perjudicial al similar nacional. Estos artícu- 
los pagarán alrededor de un 50 por ciento. 

Cuarta categoría: Artículos cuya introducción es in- 
conveniente para la economía del país de un modo ma- 
nifiesto, desde el punto de vista de la producción o 
del balance económico o por otras razones de orden 
social, pudiéndose considerar entre ellos muchos sub - 
productos de la agricultura y de la ganadería cuya pro- 
hibición contribuirá a atenuar la crisis ganadera y 
agrícola; se incluirán también artículos superfluos y 
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de lujo en esta categoría. Estos artículos pagarán alre- 
dedor de un 80 por ciento.» 


Las reglas N%. 12 y N“. 13 completaban este pro- 
grama proteccionista al establecer: 


«12. — Que debe darse al P. E. la facultad de elevar 
hasta un 50 por ciento los aforos y los derechos de un 
artículo O grupo de artículos, previa solicitud presen- 
tada por los productores interesados y de la aproba- 
ción de una junta que debe crearse con ese objeto. 


«13. — Que este derecho deberá ejercerlo el P. E. 
cada vez que la producción de un artículo nacional es- 
té amenzada por el «dumping», deliberado o no, de 
otros países, de orden comercial, o de la moneda, o de 

“los fletes, o del salario.» 


Es pues el plan propuesto una verdadera sistemati- 
zación del proteccionismo para ser aplicado de un mo- 
do permanente con el fin de fomentar a toda la in- 
dustria nacional; se la protegerá en más o en menos, pe- 
ro el verdadero significado de la reforma queda plena- 
mente de manifiesto cuando se establece que en la ter- 
cera categoría se colocarán todos aquellos productos 
extranjeros que hagan competencia a los nacionales. 
Como a esta categoría le corresponde una tasa del 50 
por ciento y la unidad de nuestro régimen aduanero 
es de 25 por ciento, resulta que para estos artículos, 
en la mayoría de los casos, se duplicará el gravamen. 
Si se tiene en cuenta, de que por otra parte, se proyee- 
taba poner los aforos de la tarifa de 1906 a la par de 
los precios reales de las mercaderías, el derecho adua- 
nero se elevaba en forma exhorbitante. 


Donde se denuncia claramente el propósito de trans- 
formar los derechos aduaneros en verdaderas prohibi- 
ciones a la importación, es en la cuarta categoría, en ¡a 
que los artículos comprendidos en la misma son grava- 
dos con un 80 por ciento. Ya hemos demostrado como 
los derechos prohibitivos infrineen conceptos funda- 
mentales de orden financiero, constitucional y econó- 
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mico, de modo que nos abstendremos de volverlo a 
hacer. 

Por otra parte, en la regla 1?. se manifiesta que el 
régimen aduanero debe pasar a adaptarse, en adelante, 
a las necesidades y conveniencias de la producción, de 
la industria y del trabajo nacional, lo que significa 
desviarlo de su fundamental misión como parte inte- 
erante del sistema impositivo nacional. Las normas 
12 y 13 no hacen más que confirmar lo dicho al otorgar 
al P. E. la facultad, excesiva al extremo, de duplicar 
los derechos aduaneros en determinados casos, aparte 
de la invasión que esto significa sobre los poderes ex- 
presos del Congreso. 

Lo que el país necesita, antes que una acción de la 
naturaleza de la propuesta tendiente a la protección de 
la industria manufacturera, es el fomento de la actual 
producción y una orientación científica dentro de las 
condiciones naturales de su desarrollo, perfeccionando 
sus métodos, ensayando el cultivo en gran escala de 
productos subtropicales que como el arroz, el tabaco 
y la yerba mate tienen en nuestro país favorables con- 
diciones climatéricas. Como ya lo hemos consignado, 
nuestro país ha importado del extranjero en concepto 
de substancias alimenticias en 1922 por valor de $ aro 
83.093.749 y en 1921 por $ oro 77.679.695, entre las 
cuales se cuenta el arroz con casi 35 millones de kilos 
en este último año, el aceite comestible con 11 millo- 
nes, los pescados secos y en conserva con 9 millones, 
los porotos con tres millones, y la yerba con 62 millo- 
nes. Todos estos productos de alimentación no solo po- 
drían producirse en el país sino también exportarse en 
gran escala. 

Otra orientación económica que se ofrece a la Re- 
pública es la referente a los yacimentos carboníferos y 
metálicos cuya exploración debe ser fomentada. En lo 
que se refiere al petróleo se impone una legislación 
adecuada que favorezca su explotación y que haga que 
ese combustible abastezca al país, al que en la actuali. 
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dad se importan grandes cantidades (57 millones de 
kilogramos para la nafta refinada y 303 millones pa- 
ra el aceite en bruto en 1921). 


Pero es indudable que en el fomento de los cultivos 
subtropicales y de las exploraciones metalíferas y rcar- 
boníferas y en la producción del petróleo, no debe re- 
ecurrirse a la creación de derechos protectores que en- 
carezcan artículos necesarios para la subsistencia y 
perjudiquen el desarrollo de otras actividades. La pro- 
tección que requieren los cultivos y las exploraciones 
debe realizarse por un sistema de crédito a largo pla- 


zo, por la facilitación de las vías de comunicación, ete. 


La protección aduanera, como ya lo hemos dicho, 
.debe ejercerse a favor de aquellas industrias manufae- 
tureras que utilicen las materias primas que se produz- 
can en el país, en los primeros años de su desarrollo, y 
con el objeto de ponerlas en igualdad de condiciones 
con las extranjeras, sin que esto entrañe el estableci- 
miento de derechos prohibitivos. Existen muchos pro- 
ductos industrializados que importamos en cantidad 
considerable del extranjero a pesar de tener en el país 
materia prima en abundancia; así, en 1921 se ha im- 
portado en concepto de sarnífugos, ocho millones de 
kilogramos; de soda cáustica, 6 millones; de carburo de 
calcio, tres; de jabón común, uno; y de glucosa también 
una cantidad importante. 


Y lo que decimos de estos artículos, podemos am- 
pliarlo a todos aquéllos que estén en sus mismas con- 
diciones, a saber, concurrencia de factores favorables 
para su producción en atención a las circunstancias de 
todo orden que dan a nuestro país una situación .Te- 
terminada dentro de la economía mundial. La protec- 
ción se impondrá o no según sea el estado actual de la 
industria y su relación con aquélla. 
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VII. — DERECHOS DE EXPORTACION 


La convención constituyente de 1860 había estable- 
cido la condición de que los derechos de exportación 


se establecerían solamente «hasta mil ochocientos se- 


senta y seis con arreglo a lo estatuído en el inciso 1”. 
del artículo 67», el que decía en su último apartado: 
«hasta 1866, en cuya fecha cesarán como impuesto na- 
cional, no pudiendo serlo provincial». Esta limitación 
de orden temporal impuesta por la Convención se ha- 
bía sancionado como consecuencia de lo que dijera don 
Rufino de Elizalde, quien afirmaba que al gravar di- 
chos derechos a la producción de cada provincia de- 
bía considerarse que su imposición entraba en el domi- 
nio de la misma. El precedente de los Estados Unidos 
al respecto así como los argumentos de Vélez Sárs- 
field que sostuvo que los derechos de exportación eran 
necesarios para hacer frente a las necesidades del era- 
rio, determinaron el mantenimiento de los mismos en 
la o ya indicada. 

La Convención reunida en 1866 en la ciudad a San- 
ta Fe eliminó del artículo 4”. la frase «hasta 1866 con 
arreglo a lo estatuído en el inciso 1%. del artículo 67», 
y de este último la que decía «hasta 1866, en cuya fe- 
cha cesarán como impuesto nacional, no pudiendo ser- 
lo provincial». Desde entonces, pues, los derechos de ex- 
portación han quedado consasradast como “Tecursos 
que entran en la formación del Tesoro nacional. 

Sin embargo, se han aplicado siempre en forma li- 
mitada; en primer lugar, se gravan solamente los pro- 
ductos provenientes de la ganadería y de la agricultu- 
ra, aunque éstos en forma más limitada, dejándose ii- 
bres de derechos a los manufacturados, en atención a 


que se considera que éstos y los agrícolas deben luchar. 


con mayor competencia en el exterior. En segundo lu- 
gar, este gravamen ha sido suspendido en determi- 
nadas épocas; así, de 1888 a 1890, de 1905 a 1917, de- 
biéndose su reimplantación a necesidades urgentes del 
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fisco nacional. Así, en 1890, fué la crisis estallada ese 
año con la consiguiente merma de las entradas y en 
1917, la guerra, que dificultó la importación de merca- 
derías restringiendo el producido de los derechos de 
importación. Por fin, la tasa de imposición nunca ha 
sido elevada; en 1861 el derecho era del 5 por cien- 
to «ad valorem» sobre la carne tasajo y salada, las len- 
guas saladas, los animales en pie y otros artículos; en 
1862 se elevó la tasa al 10 por ciento, la que subsistió 
hasta 1866 en que se redujo al 8 por ciento y la que su- 
frió otras reducciones hasta que en 1888 se suprimió 
el derecho. Reapareció éste en 1891 con la tasa del 
4 por ciento y continuó en esta forma hasta 1905 en que 
- volvió a suprimirse. La ley 10.349 de 18 de diciembre 
de 1917 volvió a poner en vigor los derechos de expor- 
tación, bajo la forma de impuesto al mayor valor de 
los artículos exportados, siendo evidente que el pro- 
pósito ha sido gravar las ganancias anormales obteni- 
das por los exportadores durante la guerra. 

Esta ley establece gravámenes tanto para los pro- 
ductos de la agricultura como de la ganadería y por 
ella, debe fijarse mensualmente el aforo de dichos pro- 
ductos, que abonarán el derecho de exportación siempre 
que su valor en el acto de liquidarse el boleto de em- 
barque o permiso de depósito, sea superior a los pre- 
cios básicos. El impuesto es al mayor valor y se esta- 
blece la tasa de 12 por ciento para los frutos y produe- 
tos de la agricultura y el 15 por ciento para todos los 
«demás frutos y productos, sobre la diferencia entre el 
valor de los aforos y los precios básicos de la ley. 

Los productos son aforados mensualmente en mone- 
da metálica por una Comisión presidida por el minis- 
tro de Hacienda y formada por un delegado del Minis- 
tro de Hacienda, otro del de Agricultura, uno de la 
Sociedad Rural, otro de la Bolsa de Comercio y otro 
de la Unión Industrial Argentina. La Comisión fija 
también en forma específica el impuesto que corres- 
ponde a cada fruto o producto. Para la fijación del 
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aforo deberá tenerse en cuenta el valor de los frutos o 
productos en plaza, cargándole según el caso, el costo 
de producción o elaboración, los que comunicados a la 
aduana sirven de base para el cobro. Los frutos y pro- 
duetos cuyo avualúo no haya sido expresamente deter- 
minado por la comisión anterior, abonarán a su salida 
el 2 por ciento sobre los valores que les asignen los 
interesados con el respectivo permiso de exportación. 

El producido actual de los derechos de exportación 
es mínimo comparándolo con el de los derechos de im- 
portación. Así en 1922 fué de 23 millones de pesos y en 
el cálculo de recursos para 1923 figuran con 30 millo- 
nes. 
Ahora bien; en el plan de reformas a la Constitu- 
ción que hemos proyectado, suprimimos los derechos a 
la exportación. Así, en lugar de la disposición del ar- 
tículo 4%. que dice: «El Gobierno Federal provee a los 
gastos de la Nación con los fondos del Tesoro Na- 
cional, formado del producto de los derechos de i¡m- 
portación y exportación, etc.», ponemos: <«...formado 
del producto de los derechos de importación» y elimi- 
namos el último agregado del inciso 1%. del artículo 67 
que dice: «Establecer igualmente los derechos de ex- 
portación.» 

¿Cuál es la razón que nos induce a proyectar la su- 
presión de los derechos de exportación? Indudablemen- 
te, no puede ser la misma que exponía el señor Rufino 
de Elizalde en la Convención eonstituyente del 60, por- 
que al eliminarlos de la esfera impositiva de la Nación, 
no los incluímos en modo alguno en la de las provin- 
cias. Ella está relacionada con el aspecto económico que 
debe contemplarse en todo buen régimen impositivo. 
En efecto; los derechos de exportación que gravan en- 
tre nosotros a los productos de la ganadería y de la 
agricultura son manifiestamente antieconómicos y con- 
trarios en todo sentido el desarrollo de las fuerzas pro- 
ductivas del país. Si el ideal de un país en materia 
económica consiste en la producción de determinadas 
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especies que abastezcan el consumo interno y que de- 
jen el mayor margen posible para utilizarlo en el co- 
mercio de exportación, ya que ésta es la forma más 
eficaz e importante de pagar las mercaderías que «le- 
be importar el país, como las deudas existentes por 
otros conceptos, es evidente que toda medida tendiente 
a restringir la exportación de ese excedente ha de ser 
de perniciosos resultados. 

Y esto que decimos es aplicable a cualq ¡¡er país, ya 
exporte productos de la agricultura, de la ganadería o 
manufacturados. Así lo han entendido las naciones más 
adelantadas y es por eso que no existen en los Estados 
Unidos por expresa prohibición constitucional, no cono- 
ciéndose tampoco en Inglaterra; en Alemania fueron 
abolidos en 1873 y en Francia en 1881. En el Canadá, 
país que presenta en su economía gran analogía con el 
nuestro, existieron desde 1868 a 1892; en 1890 dieron 
93.674 dólares y en 1892, 108. Desde esa fecha han des- 
aparecido como recursos del Estado. 

Por otra parte, median actualmente para la República 
Argentina determinadas circunstancias que abogan por 
la abolición de estos derechos. Ellas son : 1%. Necesidad 
de favorecer la exportación para compensar la balanza 
de comercio que ha dado saldos contrarios en los últimos 
años; 2% Evitar el recargo de precio que ellos significan 
para los productos de exportación en los mercados con- 
sumidores, frente a la competencia de otros países, que 
como ser Australia y Nueva Zelandia, tratan de desalo- 
jar a la Argentina del principal mercado consumidor de 
carnes, que es el inglés; 3” Contribuir a solucionar la eri- 
sis ganadera por la eliminación de obstáculos a la pro- 
ducción. 

Pero lo fundamental no son para nosotros estos mo- 
tivos de carácter circunstancial, ya que ellos pueden 
desaparecer bajo el influjo de otros factores favorables. 
La razón que milita a favor de la supresión de los dere- 
chos a la exportación es de orden permanente, ya que, 
como hemos dicho, la necesidad de fomentar el envío de 
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productos nacionales al extranjero, existe en toda épota, 
para pagar nuestras importaciones del exterior, así como 
las cargas de toda clase que existen en contra del país 
bajo la forma de pasivo económico, equilibrando el ba- 
lance internacional de pagos. 

Por otra parte, todas estas consideraciones han sido 
tenidas en cuenta en nuestro país, ya que vemos des- 
aparecer a estos impuestos por largos interregnos y sur- 
gir sólo en ocasiones extraordinarias bajo el acicate de 
la disminución de las entradas fiscales. Sin embargo, 
aun en esta forma de excepción deben rechazarse estos 
tributos, por dos géneros de consideraciones : 1%. porque 
siguiendo la característica de todos los impuestos, una 
vez establecidos cuesta trabajo retirarlos, tendiendo a 
constituirse en recursos ordinarios de la administración ; 
2%. porque, precisamente, las circunstancias excepciona- 
les en que se imponen estos tributos, hace derivar los 
más perniciosos efectos para la economía del país, ya 
que ello sucede en épocas en que la preponderancia ex- 
cesiva de las importaciones con relación a las exportacio- 
nes, ha sido una de las causas del malestar producido. 

Es cierto que existe una consideración de carácter fis- 
cal que aboga por la mantención de estos recursos, pero 
ella desaparece si reflexionamos que las entradas extraor- 
dinarias que ellos pueden proporcionar es posible hacer- 
las derivar de otros impuestos, que como ser el de sobre 
los réditos, permiten por una pequeña agravación aumen- 
tar en forma notable su producido, sin tener los incon- 
venientes señalados para aquéllos. Existen también de- 
terminados impuestos que podrían crearse en las cireuns- 
tancias determinadas en el inciso 2%. del artículo 67, sus- 
ceptibles de dar un gran rendimiento. Así, citaremos el 
impuesto a las ganancias extraordinarias que produjo en 
los Estados Unidos en el ejercicio de 1921 - 22, 177.484.161 
dólares equivalentes a 520 millones de pesos moneda na- 
cional, y él que se ha creado también en Inglaterra y 
Australia durante la guerra. Este impuesto existe tam- 
bién en el Canadá donde ha dado el primer año de su 
implantación (1915) un producido de 3.620.782 dólares. 
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VII. — LA TARIFA ADUANERA Y LOS TRATADOS 
DE COMERCIO 


En los últimos tiempos se ha venido proponiendo con 
frecuencia que la Argentina abandone el sistema de ta- 
rifa única en lo que se refiere a los gravámenes que pe- 
san sobre las mercaderías importadas y que se incline 
por el régimen de las tarifas independientes con el obje- 
to de poder otorgar por los tratados de comercio, venta- 
Jas aduaneras de distinta índole a los países que hagan 
lo propio con nuestros productos de exportación. l'ús 


pues, un sistema preferencial el que se propone y se pien- 


sa de que él ha de ser un medio eficaz para hallar más 
fácil colocación a nuestros productos, estimulando en es- 
ta forma el desarrollo de las actividades nacionales. 

Así, la Segunda Conferencia Económica Nacional hizo 
la siguiente declaración: «Que en defensa de la produec- 
ción ante el proteccionismo casi prohibitivo de algunos 
países, se propone: la denuncia de los tratados de co- 
mercio y la supresión de la cláusula de la Nación más 
favorecida, dejando plena libertad al gobierno para ve- 
rificar convenciones comerciales con los distintos países 
en condiciones satisfactorias al incremento de nuestros 
intereses, perfectamente factibles, dado que la estadísti- 
ca arroja resultados de sernos favorables la balanza co- 
mercial con aquélla». Por otra parte, la comisión ase- 
sora del P. E. para el estudio del régimen aduanero es- 
tableció como uno de los principios a que había de suje- 
tarse el mismo: «Evitar las guerras de tarifas y no ce- 
rrar el camino a los tratados comerciales que puedan con- 
venir en lo futuro.» Por fin, en un proyecto presentado 
a la Cámara de Diputados el 11 de octubre de 1923 se 
decía: «La Cámara de Diputados resuelve nombrar una 
Comisión de cinco diputados para que estudie los trata- 
dos de comercio actualmente en vigor y proyecte su re- 
dacción de acuerdo con las necesidades de la produe- 
ción y el consumo.» 

Ahora bien: este cambio en la orientación de la polí- 
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tica comercial del país, ¿es realmente adecuada a sus ac- 
tuales necesidades y a sus relaciones comerciales con los 
demás países? Creemos que no. En primer lugar, el prin- 
cipal mercado consumidor de nuestros productos de ex- 
portación es Inglaterra y este país practica en la actua- 
lidad para la inmensa mayoría de sus mercaderías de 
importación, la política de puertas abiertas. De manera 
que no podríamos otorgar una ventaja particular a nin- 
eún país sin concedérsela inmediatamente a Inglaterra, 
no solamente porque el tratado que tenemos suscripto 
con ese país así lo establece sino por un simple prin- 
cipio de moral política. En segundo lugar, la concesión 
de preferencias aduaneras a determinados países tiene el 
peligro de provocar represalias de parte de aquéllos que 
se crean perjudicados con las mismas, y los inconve- 
nientes que de ésto se seguirían a nuestro comercio de 
exportación no quedarían compensados por los benefi- 
cios que nos traería el control de plazas comerciales de 
solo relativa importancia en relación a nuestro gran 
mercado consumidor que ya hemos indicado. En tercer 
lugar, se desviaría a los derechos aduaneros de su prin- 
cipal función como parte integrante del sistema rentís- 
tico nacional, quitándole la estabilidad que le es tan ne- 
cesaria, para convertirlos en un instrumento de lucha 
económica que haría variar sus tasas de imposición al 
compás de los vaivenes y fluctuaciones de la misma. Y 
por fin, el establecimiento de tarifas independientes pa- 
ra determinados países nos pondría en contra del punto 
de vista americano en esta cuestión que quiere un trata- 
miento aduanero igualitario para todas las naciones con 
el fin de evitar oposiciones y conflictos que del terreno 
económico podrían pasar al político (1). 


(1) Ello no significa que en ciertos y determinados casos no se pueden 
acordar ventajas a la introducción de algunos artículos de aquellos países 
que acuerden iguales beneficios a nuestros productos de exportación. Pero 
esto no hace necesario la firma de tratados de comercio, sino sólo la apli- 
cación del artículo 76 de la ley de Aduana que faculta al P. E. para otor- 
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Por todas estas consideraciones, juzgamos que debe 
mantenerse el sistema actual de unidad del frente adua- 
nero, es decir, igualdad de tratamiento para todos los 
países. | 


IX. — LA REFORMA DE LA LEGISLACION 
ADUANERA 


Descripta la organización actual de nuestra ley de 
Aduana, examinado el problema fundamental de la 
protección y del libre cambio, establecida la necesidad 
de suprimir los derechos a la exportación y habiéndos- 
nos referido a la cuestión de la tarifa general y de los 
tratados de comercio, debemos preguntarnos si la legis- 
lación vigente de los derechos de importación es ade- 
cuada a las necesidades del intercambio internacional o 
si sería conveniente ensayar su reforma, ya que no en 
su total estructura, en diversos órdenes de la misma. La 
respuesta debe ser afirmativa, no solamente por el moti- 
vo indicado sino también porque tratándose de empren- 
der una reforma fundamental del régimen impositivo, 
no podría escapar a la misma una de sus ramas más im- 
portantes cual es la de los derechos aduaneros, haciendo 
de ella un instrumento tributario moderno, coordinado 
en su mecanismo a todo el sistema. La reforma de 
la legislación de los derechos de aduana debe orientarse 
en las siguientes direcciones principales 


-I. Modificación de la forma de aplicar los derechos 
de importación. 

IT. Cambios a introducir en la tarifa de avalúos. 

III. Variación de las tasas de imposición. 

Las examinaremos por su orden. 


gar una disminución excepcional no mayor de 50 % en los derechos de 
ciertos artículos, bajo la condición de que ella sea temporal, recíproca, y 
bajo la reserva de su denuncia por el P. E. 
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I 


Ya hemos expresado que entre nosotros existen dos 
modos de hacer efectivos los derechos de importación, 
es decir, por los derechos específicos y por los ad va- 
lorem y aunque hemos dicho que estos últimos son 
también, en último término, específicos, por referirse 
a una avaluación fija o sea el aforo que engloba a me- 
nudo mercaderías de valor muy diferente, se distingue 
de aquéllos en que existen en los mismos mayor propor- 
cionalidad, ya que se aplica el mismo porcentaje a diver- 
sos renglones, variando por lo tanto el derecho de acuer- 
do con el precio. 

El derecho ad valorem típico es aquél en el que se 
aplica el porcentaje sobre el valor declarado de las mer- 
caderías comprobado por las facturas, conocimientos, etc. 
Es indudable que este sistema realiza el máximo de 
proporcionalidad porque no se tiene en cuenta para na- 
da el artículo en particular sino solamente grandes gru- 
pos de mercaderías, al solo efecto de aplicarle la tasa ele- 
gida, teniendo en cuenta motivos de carácter económico 
o aquéllos que se relacionan con la mayor o menor ne- 
cesidad de los consumos gravados. Es claro que aquí se 
realiza en toda su extensión el principio de justicia im- 
positiva que desecha lo arbitrario en la aplicación del 
impuesto para adoptar el patrón único del valor real 
de la cosa. 

Este sistema había sido propiciado en el año de 1923 
por el Ministro de Hacienda doctor Herrera Vegas sien- 
do luego abandonado por las dificultades de orden práe- 
tico que tiene. Estas dificultades nacen principalmente 
de la imposibilidad de comprobar el valor de las merca- 
derías de una manera fehaciente, con lo que puede dar- 
se el caso de que mercaderías idénticas sean gravadas de 
diferente modo, por haberse hecho una declaración dis- 
tinta, con lo que necesariamente varían las avaluaciones. 
Estos inconvenientes han tenido ocasión de ser puestos 
en evidencia tratándose de los casos de excepción que es- 
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tablese la actual ley de Aduana, cuando las mercade- 
rías no estén comprendidas en la Tarifa de Avalúos; en 
estos casos se recurre a la declaración, aunque bueno es 
decir que este procedimiento se ha generalizado, tenien- 
do en cuenta la enorme cantidad de artículos que no 
están comprendidos en la tarifa (cerca de 1.500). Pre- 
viendo que los introductores declaren a sus mercade- 
rías por menos de su valor real, las Ordenanzas de 
Aduana han contemplado este caso, estableciendo en 
el artículo 134 que la Aduana podrá retener por cuenta 
del Tesoro público toda mercadería cuyo valor declara- 
do considere bajo, pagando a los interesados el importe 
del valor referido con un aumento del 10 por ciento. Pe- 
ro esta disposición no ha sido mayormente favorable al 
fisco, por no estar en condiciones apropiadas para hacer 
el oficio de vendedor, como ser falta de oportunidad pa- 
ra la venta, inexistencia de depósitos o almacenes ade- 
cuados y obligación de vender en pública subasta. 
Estas son las consecuencias del sistema ad. valorem, 
que podríamos llamar «puro», por lo que a pesar de sus 
ventajas de índole teórica debemos desecharlo. 
En cuanto a los derechos específicos que en parte 
adopta la ley actual, tienen la ventaja de que fijan de 
una manera clara e incontrovertible el derecho que de- 
be abonar cada artículo por unidad de peso, de medi- 
da, etc. Sin embargo, lo específico de este derecho es 
sólo relativo, pues lo común es que se engloben bajo 
una misma denominación artículos de la misma clase pe- 
ro de muy diferente calidad. De aquí el principio de in- 
justicia que es inherente a estos derechos. Un ejemplo 
aclarará lo dicho; tenemos por ejemplo las medias que 
tienen un derecho específico determinado; ahora bien: 
el arancel no se detiene a hacer una clasificación entre 
medias de seda, de hilo o de algodón sino que las englo- 
ba a todas sin tener en cuenta su calidad y diferencia 
de precio, de donde se sigue que en este caso el impues- 
to se aplica en forma regresiva, es decir cuanto más ba- 
rato es el artículo paga relativamente más y viceversa. 
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Por otra parte, los derechos específicos ocultan la ver- 
dad al contribuyente en el sentido de que éste ignora 
la proporción del impuesto y no se sabe a simple vista 
si se tiene en cuenta la justicia impositiva o si se apli- 
can los derechos en forma arbitraria. Si bien esto es una 
ventaja para el P. E. o para el Congreso al evitar pro- 
testas, es incompatible con nuestro sistema de gobierno 
que exije la publicación y el control en todos los actos 
de la Administración. Es cierto que cuando el Ministro 
de Hacienda tenía la facultad de introducir modifiea- 
ciones en la tarifa de avalúos, los derechos específicos 
importaban una ventaja de consideración ya que se te- 
nía la seguridad de que no serían alterados; pero desapa- 
recida esa facultad ha sucedido lo propio con la ventaja, 
quedando subsistentes en cambio, todos sus inconvenien- 
tes. Por esto pensamos que los derechos específicos de- 
ben desaparecer de la legislación aduanera. 

Por fin, el sistema de derechos ad valorem estable- 
cidos en nuestra ley para la mayoría de los artículos es 
intermediario entre los estudiados anteriormente y atem- 
peran por lo tanto, las desventajas que hemos señalado 
a aquéllos. Tienen de común con el primer sistema en 
que existe el principio de proporcionalidad al estable- 
cer un tanto por ciento para toda una categoría de artí- 
culos, y con el segundo en que la aplicación del porcen- 
taje debe hacerse, no sobre el valor actual de la merca- 
dería, sino sobre el consignado en la tarifa de avalúos, 
es decir, sobre el aforo, por lo que viene a ser el dere- 
cho una cuota fija que se aproxima al concepto de los 
derechos específicos. 

Actualmente está en vigor la Tarifa de Avalúos que 
entró a regir en el año de 1906, pero como en el tiempo 
transcurrido desde esa fecha se han ido creando numero- 
sos artículos nuevos que han quedado fuera de la tarifa, 
habiendo variado también en forma notable los valores 
de las mercaderías y observado, por otra parte, diversas 
imperfecciones de aquélla en cuanto a la clasificación de 
las mercaderías, englobamientos que se hacen de diver- 
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sas calidades y a las notas que se consignan, se hace 
necesaria la revisión de dicha tarifa para ponerla de 
acuerdo a las necesidades del comercio y del fisco. 


II 


La ley de Aduana establece que los derechos ad va- 
lorem deben ser liquidados por medio de un arancel 
formado sobre la base del precio de los artículos en de- 
pósito, y la tarifa de 1906 se formó de acuerdo con esta 
indicación, incluyendo, por otra parte, todos los artícu- 
los (3.700) que no siendo gravados con derechos espe- 
cíficos eran materia de nuestro comercio de importa- 
_ ción. Ahora bien: el largo lapso de tiempo transcurrido 
desde entonces (18 años) han originado con relación a la 
tarifa un doble orden de hechos: 1%. Existen en la actua- 
lidad una cantidad considerable de artículos (1.500) que 
no se encuentran aforados y cuyos derechos deben liqui- 
darse a base de la declaración; 2”. Que los aforos de la 
Tarifa de Avalúos no están de acuerdo con los precios 
reales de las mercaderías. 

Es evidente que existe una situación de injusticia res- 
pecto de los artículos no aforados con relación a los de 
la Tarifa de Avalúos. En efecto, en aquéllos las tasas 
se aplican sobre los precios reales y actuales de las mer- 
caderías, mientras que en los últimos se lo hace sobre 
los precios de 1905 o sea del año en que se confeccionó la 
Tarifa. La solución residiría o en incluir los nuevos ar- 
tículos en la Tarifa de Avalúos o bien en acomodar los 
aforos anticuados a los precios de actualidad. Es eviden- 
te que lo primero es lo más racional, puesto que lo se- 
gundo no sería más que una solución de emergencia ca- 
rente de estabilidad ya que una nueva variación de los 
precios volvería a traer el desequilibrio, con el agravan- 
te de complicar la liquidación de los derechos mante- 
niendo para determinados artículos la declaración, la 
que no debe usarse más que en casos excepcionales. 

Sin embargo, es esto último lo que se ha hecho en 1923 
al aumentar los aforos en un 60 por ciento. Aparte de 
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lo ya manifestado, la medida adoptada tiene también el 
inconveniente grave de haber aplicado el aumento de una. 
manera general sin entrar a conocer el verdadero au- 
mento experimentado en el precio de cada mercadería. 
Se propone también que se adopten las dos medidas 
indicadas, es decir, que se incluyan en la Tarifa los 
1.500 artículos que se encuentran fuera de ella y que al 
mismo tiempo se modifiquen los actuales aforos colo- 
cándolos a la altura de los precios corrientes. Los que 
ésto propician significan que no es solamente una eues- 
tión de justicia impositiva la que hay que resolver sino 
que es necesario también que los aforos expresen la ver- 
dad de la avaluación, lo que repercutiría en beneficio 
del erario, ya que a pesar de haber aumentado en forma 
considerable el valor de las importaciones, la renta adua- 
nera se mantiene estacionaria. A este efecto se mencio- 
nan las siguientes cifras que nos dan el valor nominal y 
real de las importaciones de 1910 a 1922 y el importe 
de la recaudación aduanera, en lo que se refiere a los 
derechos de importación: | 


Importación Importación Recaudación 
Años valor nominal valor real. aduanera 
, $ oro $ oro $ oro 

PE o 319.352.515 76.033.656 
1911. .... 866.810.686 405.019.992 77.524.652 
1912...;.. .384:853.469 446.863.002 82.887.629 
1913 Ad ode 496.227.094 87.634.764 
19M 00 ES 00 322.029.964 52.083.036 
Up re AT 305.488.006 41.752.688 
LLO AA O 0 30 306.130.571 46.153.496 
1917255 111845467048 380.321.178 42.520.751 
TILA ISS SADA 900.602.752 38.960.401 
A O O Ela 655.772.294 49.019.117 
192020 OOO TOELO 934.967.699 70.526.398 
PA O ES Or AE) 149.535.697 > 70.580.485 


1922000. 0 9109391877 689.645.471 80.556.442 


oc" 
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La diferencia de los precios reales de las mercaderías 
con relación a los aforos de la tarifa de avalúos ha sido 
la siguiente: | 


Años Aumento en % 
A 7,8 
AAA 10,4 
ÓN 16,1 
A 17,7 
ESE a 18,6 
7 AO NN 34,6 
ES SA a 68,4 
A o da 106,1 
EA OS AT 201,8 
A ra ide 185,4 
A E a di ES 186,4 
AA AENA 122,4 
A o 84,8 


En realidad, no creemos que el acomodo de los aforos 
a los precios reales de las mercaderías sea una condición 
sine qua non de nuestro sistema de derechos ad valo- 
rem. Si es cierto que la ley de Aduana establece que 
los aforos deben calcularse sobre la base de los precios en 
depósito, nada nos impediría suprimir esa disposición y 
no por eso se alteraría el mecanismo de la liquidación 
de los derechos. El ajuste de los aforos a la verdad de 
los precios no es una exigencia imprescindible de nues- 
tro sistema, ya que el mismo establece la fijeza de la euo- 
ta del aforo y ya que la proporcionalidad es sólo con 
relación a las distintas categorías de artículos y no pre- 
cisamente al valor. El único caso en que se cumple en 
toda su integridad este requisito y en el que por lo tan- 
to, es necesario conocer el precio actual de las merca- 
derías, es cuando los derechos ad valorem se aplica- 
can sobre el valor declarado de las mercaderías y ceom- 
probado por facturas y conocimientos. Pero ya hemos 


- dicho que rechazamos ese método. 
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Además, el hecho de que la renta aduanera haya per- 
manecido estacionaria con relación a 1910, no creemos 
que sea actualmente argumento suficiente para propi- 
ciar la elevación de los aforos. En efecto; la reforma 
impositiva consistente en la introducción de los moder- 
nos impuestos directos no podría llevarse a cabo sin la 
reducción o por lo menos sin el estacionamiento de los 
tributos al consumo. Sino fuera así no se llegaría a otro 
resultado que a crear la anarquía financiera en el orden 
de los impuestos, y a agobiar al contribuyente. 

Elevar los aforos significa aumentar los gravámenes 
a la importación. Es cierto que colocándolos a la par de 
los precios corrientes se cumpliría con lo prescripto por 
la ley y habría un poco más de justicia en la imposición, 
pero entonces sería necesario rebajar las tasas con re- 
lación al aumento producido por la elevación de los afo- 
ros y al probable rendimiento de los grandes impuestos 
directos. 

Siguiéndose este último criterio deberíase nombrar 
una comisión de personas competentes que estuvieran al 
tanto de los problemas que se relacionan con la fija- 
ción de los precios de las mercaderías y que se practi- 
caran todas las investigaciones necesarias con tal obje- 
to. Al mismo tiempo que esta labor, debería emprenderse 
la de organizar una mejor clasificación de las merca- 
derías, desdoblando ciertos renglones que engloban a di- 
versas calidades de mercaderías, sin caer, por otra par- 
te, en el peligro de hacer enumeraciones desmesuradas. 
En el caso de que sea imprescindible el englobamiento, 
el aforo debe establecerse consiedando las diversas cali- 
dades con sus distintos precios, consignando un aforo 
medio. 

Por fin, ya hemos dicho que los derechos específicos 
que establece nuestra ley deben suprimirse, de manera 
que los artículos a los que se aplican los mismos, deben 
también incluirse en la Tarifa de Avalúos. 
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En cuanto a las tasas de imposición, en el caso ya 
dicho de que se proceda a un nuevo avalúo de las merca- 
derías, deben experimentar una rebaja general, de mane- 
ra que en definitiva los derechos aduaneros no sufran 
ningún aumento, ya que en la actualidad producen una 
renta considerable ($ oro 80.556.642 en 1922, solamente 
los derechos de importación). A medida que los nuevos 
impuestos, especialmente el de sobre la renta, vayan au- 
mentando su rendimiento, se debe tender a la gradual 
reducción de las tasas, especialmente las que gravan a 
los artículos necesarios para la subsistencia. Por otra 
parte, no se debe perder de vista el rol económico de 
estos impuestos en el sentido que ya hemos indicado, re- 
ferente a la protección racional de industrias con base 
natural en la producción y en las condiciones del país. 


SECCION 4?. 


EL IMPUESTO SOBRE LA RENTA 
1. — CONCEPTO DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA 


La denominación de impuesto sobre la renta o sobre los 
réditos no expresa, en realidad, una variedad esencial 
de impuesto dentro de una clasificación determinada, ya 
que la inmensa mayoría de los tributos modernos recaen 
en último término sobre la renta, es decir, sobre las utili- 
dades provenientes de alguno de los tres órdenes que 
de acuerdo a los principios de la Economía Política con- 
curren a la producción de la riqueza, o sea, del trabajo, 
de la tierra o del capital y que están representadas res- 
_pectivamente por los salarios, por la renta propiamente 
dicha o por el interés. Una ligera reflexión nos hará ver 
que es posible encuadrar en este triple aspecto de la 
renta a todas las ganancias, acrecentamientos y prove- 
chos que forman la materia imponible del impuesto que 
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estudiamos. Es indudable que hay excepciones, tal la 
del impuesto sobre las herencias, pero en este caso cabe 
observar que el impuesto viene a recaer sobre una rique- 
za no incorporada aún de un modo definitivo al patri- 
monio del heredero, no pudiéndose decir por lo tanto 
que tenga por fuente al capital del mismo. La razón 
fundamental por la cual los Estados modernos extraen 
por lo general sus entradas de la renta de los contri- 
buyentes, se debe a motivos de índole económica, ya que 
hacer del capital en sus distintas formas, moneda, tie- 
rras o maquinarias, la fuente Originaria de los tri- 
butos, equivaldría al apoderamiento de los instrumentos 
productivos y por lo tanto a la introducción del caos en 
la economía privada. 

La diferencia que existe a este respecto entre el im- 
puesto a la renta y los demás, es que en él su fuente se 
confunde con su objeto. En efecto; en este impuesto lo 
mismo que en cualquier otro, hemos dicho que la fuente 
está representada por los réditos del contribuyente, ya 
sean ellos provenientes de la propiedad territorial, de 
los beneficios industriales y comerciales, de los salarios, 
de las pensiones, de la renta de títulos del Estado o de 
compañías anónimas, de los honorarios profesionales, de 
los beneficios de las explotaciones agrícolas, ete., ete. 
Pero no pasa lo mismo respecto al objeto impositivo; en 
los demás impuestos, sean al consumo o al producto, 
la materia imponible no consiste en la diversidad de rédi- 
tos que hemos enumerado, mientras que en el impuesto 
a la renta el objeto se confunde con la fuente, es decir, 
que la materia imponible está constituída precisamente 
por las rentas fundiarias, por los beneficios de la explo- 
tación agrícola, industriales, comerciales, profesionales, 
por los salarios o por la renta de títulos. Es cierto 
que existe un tipo de impuesto a la renta, el que se apli- 
ca de acuerdo con las presunciones e indicios de la ren- 
ta de las personas, que parecería estar en contradie- 
ción con lo que dejamos dicho; es, sin embargo, una ex- 
cepción que viene a confirmar la regla, ya que él es el 
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intermediario entre el antiguo sistema de impuestos al 
consumo o al producto y el nuevo caracterizado por el 
tributo sobre los réditos. 

Al gravamen sobre la renta, más que como un impues- 
to de una naturaleza específica debemos considerarlo eo- 
mo una expresión genérica que comprende toda una se- 
Tie de tributos que asumen formas especiales de acuer- 
do a las condiciones propias de los países en que se im- 
plantan, aunque teniendo todos un fondo común, a sa- 
ber, la tendencia del impuesto a gravar la misma rique- 
za de la que se le ha de extraer en definitiva, para po- 


der así realizar los postulados de la justicia impositiva, 


llevar a cabo las conclusiones científicas de las finanzas 
“suprimiendo en lo posible la repercusión y la difusión 
del impuesto, descubriendo al sujeto real, tratar de no 
herir los factores primordiales de la economía y asegu- 
rar al Estado un sistema de recursos abundantes y elás- 
ticos. 

La denominación de «sobre la renta» que se da a es- 
te impuesto, o más bien dicho, concepto genérico de to- 
da un categoría de impuestos, se refiere al criterio con 
que se mide la capacidad contributiva de los sujetos im- 
positivos. Desechada la idea de que el impuesto es la 
contraprestación que el contribuyente debe al Estado en 
pago de servicios determinados, se deja también de lado 
la noción que acomoda la cuota que debe satisfacerse a 
la mayor o menor extensión de esos servicios. Actual- 
mente se considera que no existe tal obligación sinalag- 
mática de «do ut des» entre los individuos y el Estado, 
sino que aquéllos están directamente obligados, por el 
solo hecho de caer bajo su jurisdicción, a participar de 
las cargas que aquél imponga, ya que ellas son necesarias 
a la conservación y al progreso de la comunidad políti- 
ca. Pero, ¿qué patrón se ha de utilizar para averiguar 
la forma en que se ha de distribuir el impuesto?; es in- 
dudable que el único justo es el que lo hace residir en la 
capacidad de prestación. En los diversos criterios que 
se han dado para entender ésta y en el discernimiento 
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del más adecuado se halla toda la teoría y el problema 
fundamental de la materia tributaria, respectivamente. 

Se han indicado sucesivamente a la capitación, al pa- 
trimonio, al consumo y al producto como diversos medios 
para entender la capacidad contributiva de los indivi- . 
duos. Pero la capitación es una fórmula simplista, com- 
prensible sólo en un estado económico rudimentario; el 
patrimonio no basta porque sólo debe considerarse a la 
fortuna poseída en atención al rendimiento producido 
y esto no se tiene en cuenta, lo mismo que no se distin- 
gue entre dos fortunas iguales, de las cuales una esté 
fuertemente gravada con deudas y la otra libre. El con- 
sumo, especialmente cuando se trata de artículos indis- 
pensables a la subsistencia, no denota el verdadero po- 
der rentístico de una persona ni por lo tanto la ampli- 
tud de sus facultades frente al impuesto, importando al 
contrario una verdadera escala regresiva, ya que tratán- 
dose de rentas elevadas, el margen destinado al consu- 
mo puede ser insignificante mientras que refiriéndose a 
entradas exiguas puede alcanzar apenas a cubrir aqué- 
llos. Por fin, el producto, que crea un sistema de im- 
tos reales, indudablemente superior a los criterios anm- 
teriormente mencionados, ya que por una parte desinte- 
gra el patrimonio gravándolo en sus elementos compo- 
nentes y evitando las injusticias producidas por aplicar 
tasas diferentes para cada clase especial de productos 
y por otra, y en una faz más adelantada de su desarro- 
llo, grava al producto neto una vez deducidos los gastos 
de explotación. Pero los impuestos reales, en primer lu- 
gar, tropiezan con dificultades al querer avaluar el pro- 
ducido de los beneficios industriales y comerciales, así 
como los honorarios profesionales, y en segundo lu- 
gar se aplican sin hacer deducciones por deudas, sin ex- 
ceptuar el mínimun de existencia, no siendo posible es- 
tablecer la progresión. Además, los impuestos reales re- 
percuten el gravamen en su casi totalidad, aunque es- 
tando supeditado este fenómeno a la ley de la oferta y 
la demanda y cuando la repercusión no se produce, al 
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afectar el resultado normal de la propiedad territorial, 
de la explotación agrícola, de los beneficios comerciales, 
etcétera, obstaculizan y traban el libre desarrollo de las 
respectivas actividades. 

Ahora bien; si la capitación, el patrimonio, el eonsu- 
mo y el producto son criterios insuficientes para estable- 
cer de una manera clara y precisa la capacidad contri- 
butiva de las personas y hacer que éstas sean incididas 
por el impuesto consultando en su máximo a los prin- 
cipios de justicia así como a todos aquéllos que caracteri- 
zan el funcionamiento de un buen impuesto, ¿por qué 
no buscar en la fuente misma del impuesto el cartabón 
que deba aplicarse a todos los contribuyentes? No pue- 
«de darse concepción más sencilla y simple de la solución 
del problema de la materia imponible y precisamente 
en ello reside su eficacia. En efecto, dados dos elemen- 
tos esenciales del impuesto, esto es, el sujeto y la fuen- 
te, de la que ya hemos dicho que es la renta, en los tri- 
butos al consumo y al producto existe un tercero que 
es precisamente la mercadería de consumo y los pro- 
ductos que se toman como indicios o presunciones de 
renta y que sirven de intermediarios en la aplicación 
del impuesto. Es pues un método indirecto el que se 
sigue, cuya mayor o menor eficacia científica, social o 
económica residirá en la proporción en que esas pre- 
sunciones se acerquen a la realidad y en cuanto se alean- 
ce a determinar la correlación exacta que existe entre la 
renta y su producción o consumo. En cambio, en el 
impuesto sobre la renta se emplea un método directo que 
suprime los factores intermediarios que aparecen en los 
otros tributos. Haciendo uso de un símil diremos que en 
este impuesto se suprime el prisma en el cual se refrac- 
tan los rayos luminosos representativos de la renta y cu- 
ya mayor o menor coloración o inteasidad podrían in- 
ducirnos a hacer apreciaciones erróneas sobre la ver- 
dadera naturaleza de aquéllos. Se tiende pues a aclarar 
y a simplificar la materia tributaria al adoptar coma 
criterio pra avaluar la capacidad contributiva a la mis- 
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ma materia sobre la que debe efectuarse la medida. Se 
está entonces en presencia de la misma fuente del im- 
puesto y es posible por lo tanto adaptar éste a todas las 
modalidades exigidas por la moderna ciencia financiera, 
ya que se lo ha desembarazado de aquellos elementos que 
no dándonos una noción acabada del verdadero poder 
rentístico de los individuos hacían imposible su apli- 
cación. 

Además, siendo el objeto del impuesto o su materia 
imponible, la riqueza en sus múltiples manifestaciones 
y sabiendo por la Economía Política que ella recorre un 


ciclo evolutivo que consiste en su producción, circula- 


ción, distribución y consumo, inferimos que el impuesto 
puede gravarla en cualquiera de estas fases. Cuando se 
grava la riqueza en la producción tenemos el impuesto a 
los alquileres, a la explotación agrícola, a los beneficios 
de la industria y del comercio y que se denominan con- 
tribución territorial, gravamen a la producción agrope- 
cuaria, patentes y licencias, observando que tratándose 
de las patentes a la industria y al comercio se usan 
dos series de presunciones; en primer lugar se toma 
al producto como indicio de renta, y en segundo lugar, 
se estima el producto por signos exteriores como ser el 
capital en giro, número de empleados, ete. La riqueza 
también se grava en la circulación; tales son por ejem- 
plo los impuestos de sellos aplicables a los contratos y a 
otros actos entre vivos y en este caso es claro que se ha- 
ce uso de un criterio un tanto inmaterial, como lo es 
el de la actividad contractual o jurídica, en virtud de 
presumirse que ella también es signo de renta o por lo 
menos del enriquecimiento procedente de todo cambio. 
La imposición de la riqueza en el consumo nos dan los 
impuestos que llevan ese nombre y que comprenden por 
lo general los derechos aduaneros y los impuestos de 
sisa y los que nacen también de un indicio aunque un 
tanto simplista y grosero, esto es, que el consumo se aco- 
moda a las facultades rentísticas de los individuos. Por 
fin, la riqueza se grava también en la distribución y en- 
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tonces tenemos el impuesto a los réditos, el que es indu- 
dable que debe recaer en uno de los tres aspectos en 
que aparece aquélla, es decir, sobre el salario, sobre el 
interés o sobre la renta, como utilidad correspondiente a 
cada uno de los tres elementos que intervienen en la 
producción o sea el trabajo, el capital y la tierra, y 
que asumen en la actual organización económica la 
forma de rentas territoriales, beneficios industriales y 
comerciales, ídem de las explotaciones agrícolas, suel- 
dos, salarios, honorarios, rentas de títulos del Estado o 
«(le sociedades anónimas, intereses de los créditos hipote- 
carios o quirografarios, intereses de los depósitos banca- 
rios y cualquier otra suerte de entrada que se obtenga 
de un modo permanente. 

Ahora bien; la riqueza que el Estado necesita para su 
desenvolvimiento y progreso es evidente que no debe to- 
marla de aquélla que está empleada en la producción, 
ni en la circulación ni en el consumo so pena de desarti- 
cular el organismo económico y hacer imposible la vida 
regular de sus habitantes. Es por ello que la extrae en 
la misma forma y en el mismo momento en que lo ha- 
cen los diversos factores que concurren a la producción, 
esto es, en la distribución, bajo la forma de impuesto, así 
como aquéllos lo hacen bajo la de renta, salario o in- 
terés, y es por esto que decimos que por lo general la 
fuente de los tributos es la «renta», tomando a ésta en 
un sentido genérico, ya que el Estado para hacer frente 
a sus gastos debe dirigirse al propietario de tierras, al 
industrial, al comerciante o al asalariado para exigirles 
una parte del provecho que ellos han obtenido. 

Pero ya hemos dicho que la riqueza se grava no sólo 
en la distribución sino también en la producción, en- la 
circulación o en el consumo y como el impuesto tiene su 
origen en la distribución, resulta que él impone a la 
riqueza en una faz económica que no es precisamente en 
la que se forma. Como las relaciones que tienen estas 
diversas fases entre sí no están científicamente deter- 
minadas, siendo al contrario de los problemas más ár- 
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duos que se debaten en el campo de las ciencias econó- 
mieo-sociales, resulta la dificultad de establecer la co- 
rrelación existente entre la producción y la distribu- 
ción y de ésta con la circulación y el consumo, y de 
poder aplicar el impuesto al producto o al consumo ha- 
ciéndolos servir de indicios reveladores de renta. Apar- 
te de esto, ¿paga realmente el productor, el fabricante 
o el propietario los impuestos que sobre ellos hace inci- 
dir el fisco?; todo nos hace ereer que en la mayor par- 
te de los casos no es así, con lo que entramos en la parte 
más imprecisa y vaga de la materia tributaria cual es 
la que se refiere a la repercusión y difusión del im- 
puesto. 

En el impuesto sobre la renta no solamente el Esta- 
do toma los recursos necesarios para eumplir sus fines, 
de la riqueza repartida o distribuída, sino que también 
la grava en la misma forma, es decir, como renta. Todo 
pues coincide en la distribución. De aquí que sea inne- 
cesario recurrir a ningún método presuncional o indi- 
clario y que se eliminen los elementos que pueden in- 
ducir a engaño en la exacta apreciación del poder ren- 
tístico. De aquí también que haciendo posible una rela- 
ción más inmediata entre el impuesto y su sujeto ya que 
se grava «su renta» se tenga una seguridad más o me- 
nos amplia de que él ha de cargar con el peso del gra- 
vamen y que no lo ha de trasladar en su totalidad a. 
otros. Por esto el impuesto sobre la renta es el instru- 
mento más eficaz para adecuar los tributos a la verda- 
dera capacidad del contribuyente. : 


Establecida la noción del impuesto sobre la renta es 
preciso dejar sentado de una manera exacta lo que de- 
bemos entender por renta ya que en razón de la misma 
sencillez y generalidad del concepto es menester preel- 
sar y limitar su extensión. | 

El sentido económico de esta palabra ya sabemos cual 
es, O sea, que se refiere a todo beneficio, provecho o uti- 
lidad que provenga de la tierra, del trabajo o del capi- 
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tal. La índole misma de estos beneficios o utilidades ha- 
ce que sean regulares o periódicos, que provengan de 
una fuente normal o fija de adquisición y que se refie- 
ran a un excedente neto después de deducir todas las 
salidas y gastos ocasionados por su obtención. Por fin, 
debe tener por resultado una entrada patrimonial dedi- 
cada a ser invertida en el aumento o reproducción del 
capital o bien en el consumo. Una definición de renta 
sería pues: es toda entrada neta de índole permanente 
proveniente de una fuente fija de adquisición y que pue- 
da ser empleada en la producción o en el consumo sin 
disminución del patrimonio. 

El concepto fiscal de la renta puede ser más o menos 
amplio pero siempre debe girar alrededor de la defi- 
nición económica que hemos dado. Según ella, no que- 
darían comprendidas en el concepto de renta, aquéllas 
entradas excepcionales y provenientes de fuentes diver- 
sas y variables de adquisición como ser las herencias, do- 
naciones, ganancias de juego, o suerte, distribución de 
fondos sociales, ganancias eventuales de la especula- 
ción, mayor valor de las propiedades y de los títulos, etc. 
Rentas se considerarían solamente a las adquisiciones 
del trabajo, del producto neto de empresas o de cual- 
quier empleo del capital que hagan fluír una renta re- 
gular y periódica. 

Hay sin embargo, determinadas entradas que pueden 
o no entrar en la acepción de rentas según que el erite- 
rio fiscal sea amplio o restringido; así, ciertas donacio- 
nes especiales de carácter periódico como ser las pen- 
siones y las rentas vitalicias; las rentas de posesión oO 
de goce provenientes de ciertos provechos estimables en 
dinero como ser la utilización por el propio dueño de 
(quintas O casas, que no se resuelve en una entrada 
en efectivo, pero que su liberación del impuesto podría 
determinar una situación de injusticia con relación a 
Otros propietarios. 


9278 MANUEL L. LÓPEZ VARELA 


1. — LOS DIVERSOS TIPOS DEL IMPUESTO 
SOBRE LA RENTA 


Sentado lo que debe entenderse por renta a los fines: 
de la aplicación del impuesto, se presenta una cuestión 
de índole práctica, a saber: ¿cómo se determina esa ren- 
ta? Es pues un problema que se refiere al métodó a se- 
guir en la implantación del tributo, el que variará de 
acuerdo al anterior régimen impositivo y característi- 
cas propias de cada país, aunque conservando lo que es: 
fundamental en el mismo o sea el gravamen del im- 
puesto sobre la utilidad líquida obtenida de un modo 
permanente por el contribuyente. 

Dada la inmensa variedad de rentas existentes, del 
trabajo, de la propiedad territorial, de los capitales in- 
visibles, de la actividad industrial o comercial, de los be- 
neficios agrícolas, de las pensiones, rentas vitalicias y 
retribuciones profesionales, es necesario buscar un pro- 
cedimiento de tal naturaleza, que al mismo tiempo: 
que impida que ninguna de estas clases de réditos esca- 
pen a la tributación, aseguren por otra parte el má- 
ximun de veracidad y certeza en la avaluación de la. 
renta. A estos fines se han propuesto diversos tipos de 
impuestos que han sido adoptados por los distintos paí- 
ses en concordancia con los adelantos de la ciencia en 
la época de su imposición y con las peculiaridades re- 
lativas al medio económico, social y administrativo de 
cada país, cuya consideración es uno de los requisitos. 
indispensables para el éxito de la innovación. Así, se ha 
recurrido a la determinación de la renta por separado, 
en cada una de sus fuentes de producción, reteniéndola 
en la misma o bien limitándose a obtener una informa- 
ción; otro procedimiento consiste en la obtención de los. 
réditos totales de los contribuyentes por medio de la de- 
claración que éstos prestan al fisco, y por fin, existe 
otro en que se combinan los dos precedentes para com- 
pensar las ventajas y defectos recíprocos de ambos. Den- 
tro de este esquema general ha girado la legislación de: 
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este impuesto en los principales países, con variaciones 
en los aspectos secundarios del mismo. Examinaremos 
en particular los diversos tipos. 


1. — Tipo indiciario o presuncional 


En realidad, este tipo de impuesto no debería entrar 
en el cuadro general de los diversos impuestos a la ren- 
ta. En efecto, la característica de éstos es que toman co- 
mo materia impositiva a la renta líquida del contribu- 
yente mientras que en este tipo, si bien es cierto que 
la carga del tributo recae en virtud de la mayor o menor 
importancia de la renta, se recurre a un método indi- 
recto por medio de presunciones e indicios para entrar 
en averiguación de la misma, de manera que el objeto 
del impuesto deja de ser la renta para serlo los signos 
reveladores del poder rentístico. Es por eso que no se 
diferencia en una forma esencial del sistema de impues- 
tos reales, de los que puede considerarse como una for- 
ma más adelantada. Sin embargo, lo estudiamos al mis- 
mo tiempo que a los otros tipos de impuesto a la renta 
ya que forman el lazo de unión entre aquéllos y éstos 
y porque es general la costumbre de hacerlo así. 

De acuerdo a este tipo de impuesto, la renta se caleu- 
la por el número de carruajes que se poseen, de caba- 
llos, de automóviles, de sirvientes, de puertas y venta- 
nas, del giro del negocio de un industrial, del número 
e importancia de sus máquinas, del valor locativo de 
sus locales, del número de sus obreros, etc. La gran 
ventaja de este tributo consiste en la sencillez de los 
procedimientos administrativos que se requieren y en 
la escasa ingerencia del fisco de la vida privada de los 
contribuyentes, ya que él se impone de acuerdo a los 
indicios exteriores que denotan su renta. Su gran in- 
conveniencia reside en el hecho de que tiende a ser 
no un impuesto sobre los réditos, sino sobre el lujo, sobre 
las costumbres de vida y hasta sobre el aire y la luz tra- 
tándose del que en Francia recaía sobre las puertas y 
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ventanas. Efectivamente: no hay una necesaria correla- 
ción entre las entradas de una persona y esas presuncio- 
nes y a veces hasta puede importar la aplicación de una 
escala regresiva, ya que es común el hecho de la existen- 
cia de personas pudientes que llevan una vida modesta 
en oposición de aquéllas que insumen todas sus rentas en 
llevar un tren de vida suntuoso. 

Por otra parte, la eficacia del sistema consistiría en 
la multiplicación de los sienos de renta, lo que llevaría 
a complicarlo, y aún así, existirían ciertos provechos 
que escaparían al impuesto por la dificultad de su reco- 
nocimiento; tales serían los salarios, sueldos, pensiones, 
las rentas hipotecarias y demás réditos invisibles. 

Antes de que en Francia se sancionaran las leyes de 
1914 y 1917 que modificaron su organización tributaria, 
existían dos impuestos de este tipo que eran la contri- 
bución mobiliaria y el impuesto a las puertas y venta- 
nas. La primera se calculaba sobre la base del alquiler 
y el segundo gravaba a todas las aberturas que se 
abrían a calles, patios o jardines sea que pertenecieran 
a casas de habitación o a fabricantes. En ambos casos 
los indicios utilizados eran absolutamente defectuosos, 
ya que el alojamiento depende de mil causas que pueden 
referirse al número de los miembros de una familia o a 
los gustos, y no a la renta, y en cuanto al impuesto 
sobre las puertas y ventanas, era completamente repro- 
bable por antihigiénico. 


2. — Tipo sintético o global 


En este tipo de impuesto sobre la renta, esta última se 
determina en su totalidad, comprendiendo las utilidades 
y provechos de cualquier orden que posea el contribu- 
yente. El tributo recae, pues, sobre la renta global, la 
que viene a ser una síntesis de todas las rentas parciales 
que entran al haber de cada individuo. 

La renta se determina por medio de la «declaración» 
que el contribuyente hace ante el fisco, el cual verifica 
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la exactitud de la misma «controlándola» y «sancionán- 
dola» con penas. El procedimiento adoptado se aleja, 
pues, tanto de la fijación de oficio por el fisco como de 
la libertad de apreciación del que debe abonar el im- 
puesto. 

Este impuesto sobre la renta requiere dos condiciones 
para que pueda ser implantado con éxito en un país: 
1% una gran perfección del organismo administrativo 
en lo que se refiere a la idoneidad física, intelectual y 
moral de los funcionarios y empleados; 2”. que el pue- 
blo tenga la conciencia del deber fiscal, en el sentido de 
desechar toda prevención acerca de la acción fiscaliza- 
dora de la Administración, facilitando la tarea de la mis- 
ma. Además, el fisco, al realizar la función de verifica- 
ción y control de la declaración de los réditos de los 
contribuyentes, debe salvar dos escollos si se quiere que 
el impuesto prospere y produzca un rendimiento ade- 
cuado: 1% que no sea demasiado severo, ya que se ha 
demostrado que los procedimientos inquisitivos y la in- 
tromisión desconsiderada en la vida privada de las per- 
sonas suscitan reacciones de desconfianza y de retrai- 
miento al impuesto, provocando así la tendencia al frau- 
de; 2%. que no sea excesivamente indulgente, pues en 
este caso el éxito fiscal del tributo se vería seriamente 
comprometido ya que se alentaría la ocultación y las 
falsas declaraciones. El tributo llegaría a convertirse, 
como se ha dicho acertadamente, en un «impuesto a la 
conciencia» que pagarían solamente los hombres de bien, 
dando así lugar a injusticias, agravadas por la compla- 
cencia amistosa o política, con lo que pronto llegaría a 
caer en un franco desprestigio. 

Salvados estos inconvenientes, es evidente que el im- 
puesto global es el que se presta más a la realización de 
todas las exigencias de orden social que caracteriza a un 
impuesto sobre los réditos. En primer lugar, es un tri- 
buto netamente personal que grava la renta líquida del 
contribuyente, en la que se respeta el mínimum de exis- 
tencia, se aplica la progresividad y se hacen deduccio- 
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nes de los intereses de las deudas lo mismo que por car- 
gas de familia. En segundo lugar, presenta también una 
ventaja de orden económico al hacer posible el estable- 
cimiento de tasas moderadas que afecten el producido 
normal de las distintas actividades, ya sea del industrial, 
del comerciante, o del asalariado, gravando más, en 
cambio, a los superbeneficios o ganancias excesivas. 

Este tipo de impuesto a la renta está representado por 
el sistema prusiano de las leyes de 1891 y 1893, modifi- 
cado en 1906, 1909 y 1919-1920. Se compone del «einkom- 
mensteuer» o sea, impuesto sobre los réditos globales y 
del «ergaonzungssteuer» o impuesto sobre el capital. Los. 
examinaremos sucesivamente. 


A.L—El «emkommensteuer> 


Este impuesto recae, sin distinción de personas, de na-- 
cionalidades ni de domicilios, sobre los salarios, sueldos 
y pensiones pagadas por el Tesoro prusiano y rentas: 


procedentes de inmuebles, explotaciones y establecimien- 


tos industriales situados en Prusia. 

Anteriormente a 1891, las personas jurídicas no es- 
taban sujetas al impuesto, porque los beneficios mer- 
cantiles e industriales de las sociedades por acciones 
no pueden en sentido estricto calificarse de renta, sino 
que entran bajo la forma de dividendos e intereses en el 
patrimonio de los socios y accionistas, pero desde el 
mencionado año, tal exención desapareció con el fin de 
acrecentar los recursos fiscales. La citada ley de 1891 
y su reforma de 1906 hace extensivo el impuesto sobre 
la renta a las personas jurídicas siguientes: socieda- 
des por acciones, comanditarias, asociaciones mineras, 
asociaciones inscriptas que negocian con terceras perso- 
nas, asociaciones para la compra en común y la venta 
al detalle de los productos necesarios para la vida y 
sociedades de responsabilidad limitada. Se libera a es- 
tas últimas cuando todos sus miembros pertenecen a. 
corporaciones públicas prusianas, o cuando las compras. 


pa? 
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son destinadas exclusivamente por preceptos de sus es- 
tatutos, a un objeto de interés común, artístico o cientí- 
fico. | 

Se eximen del impuesto los individuos de la casa real 
de Prusia y la de Hohenzollern y los príncipes despo- 
seídos del reino de Hannover, del electorado de Hesse y 
del ducado de Nassau, los agentes diplomáticos extran- 
jeros, los representantes de los Estados confederados 
en el Bundesrat y los agentes consulares de carrera, 
siempre que haya reciprocidad de los respectivos países. 
Quedan fuera de la inmunidad diplomática y de los 
privilegios contractuales las rentas procedentes de pro-- 
piedades, empresas o establecimientos mercantiles e in- 
dustriales situados en Prusia. 

A los efectos del impuesto se considera como rentas 
todos los recursos obtenidos en el curso del año por 
el contribuyente, en moneda o en valor de moneda, pro- 
venientes: 1% de su fortuna en capital; 2%. de sus pro- 
piedades territoriales y arrendamientos, comprendién- 
diéndose el valor de la habitación que el contribuyente 
ocupa; 3%. de su comercio y de su industria, compren- 
diéndose la minera; 4%. de todos aquellos trabajos que 
¿e procuren un beneficio, de sus percepciones periódi- 
cas, no comprendidas en los números anteriores. En 
euanto a los recursos extraordinarios derivados de su- 
cesiones, donaciones, seguros sobre la vida, de la venta. 
de inmuebles, cuando no se hace de ello una profesión 
habitual o con fines de especulación, no deben consi- 
derarse como imponibles sino como simples aumentos 
de capital. Se exceptúa cuando el aumento de patri- 
monio ha sido producido por una venta de un bien in- 
mueble realizada con un propósito de especulación. 

Para hallar la renta neta imponible, se deduce del 
monto bruto constituído por el producido anual de las 
fuentes particulares de renta, los gastos de adquisición 
de cada una de ellas, teniendo así el monto neto respec- 
tivo y el conjunto de estos montos netos de los réditos 
particulares, constituye la renta total del contribuyente, 
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lel que se deducen los intereses de las deudas y otras 
tareas mencionadas en la ley, obteniéndose el resul- 
tado final o sea la renta imponible. Los gastos de ad- 
guisición comprenden los impuestos comunales direc- 
tos, que gravan la propiedad territorial; las empresas 
industriales y mineras, y entre los gastos que pueden 
ser deducidos del conjunto de la renta, los que son in- 
dispensables para llegar a descubrir la renta neta, asi 
por ejemplo, las primas pagadas a las compañías de se- 
guros contra la enfermedad, los accidentes, la vejez, la 
invalidez, así como los pagos a las cajas fundadas en 
favor de las viudas y los huérfanos y las primas paga- 
das a las compañías de seguros sobre la vida. En 1906, 
a estas deducciones autorizadas por la ley se ha agre- 
gado las sumas invertidas para la amortización de las 
hipotecas en las cajas destinadas a ese objeto. En 
cuanto a los intereses debidos por deudas se deducen 
en los casos en que la renta total o patrimonio total no 
están sometidas al impuesto, por ejemplo, cuando -el 
contribuyente no tiene su domicilio en Prusia pero tiene 
rentas de bienes situados en el país. 

La ley trata también sobre las deducciones por car- 
gas de familia o por enfermedades, accidentes o gastos 
extraordinarios para la educación de los hijos o man- 
tenimiento del hogar. Las deducciones acordadas son 
las siguientes: hasta 6.500 marcos de renta la clasifica- 
ción se baja de un grado por dos hijos u otro miembro 
cualquiera de la familia, con excepción de la mujer a 
cargo del jefe. De dos grados, por tres o cuatro hijos 
u Otras personas, y así sucesivamente de un grado por 
cada dos personas más. En las rentas de 6.500 a 9.500 
marcos, la deducción es de un grado por cada tres per- 
sonas más. Se establece también que para las rentas no 
mayores de 12.500 marcos, se puede hacer un retroceso 
especial en el caso de enfermedades u otros casos ex- 
traordinarios que disminuyan la capacidad contribu- 
tiva. 


La exención del mínimum de existencia se fija en 
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900 marcos, sobre cuyo mínimo sometido al impuesto de 
sels marcos anuales se establece una escala de 97 gra- 
dos o clases que ascienden progresivamente hasta el 
erado 100, a partir del cual comienza la tasa normal del 
4 por ciento. 

La renta global se determina, como se ha dicho, por 
medio de la declaración del contribuyente. Esta decla- 
ración es obligatoria para todos aquéllos cuya renta es 
superior a 3.000 marcos, mientras los que poseen una 
renta inferior a esa cantidad, no están obligados a pro- 
ducir su declaración sino cuando la comisión de tasa- 
“ ción lo juzgue conveniente. y 

La declaración debe hacerse por invitación de los 
funcionarios locales, quienes hacen una lista de las per- 
sonas que en cada municipio están sometidas al im- 
puesto. La declaración debe formularse en forma es- 
erita en los formularios reglamentarios o en forma ver- 
bal actuada y debe comprender el monto total de la 
renta así como la proveniente de las fuentes indicadas 
por la ley, indicando los cáleulos que se han efectuado 
para obtener la renta neta así como las deducciones a 
que se tenga derecho. 

La ley de la materia establece también otras dispo- 
siciones referentes a la verificación y control, a las 
multas que se aplican y a la organización de los tri- 
bunales de apelación. ' 


B.—El «ergaonzungssteuer» 


Es un impuesto complementario sobre el capital que 
se aplica a la fortuna global mueble o inmueble, pro- 
ductiva o no de rentas, con excepción de las coleccio- 
nes, bibliotecas y los muebles de habitación. Se deducen 
del capital las deudas que lo gravan. 

El mínimum de existencia para este impuesto se ha 
fijado para los capitales que no pasen de 6.000 marcos 
y para las rentas imponibles que no excedan de 900 
marcos siendo su Capital inferior a 20.000 marcos. Se 
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exceptúan del tributo a las personas morales. Igual- 
mente a las madres con hijos menores o a los huérfanos 
de padre, madre, menores y sin medios de subsistencia 
que no posean más de 1.200 marcos de renta. 

La tasa del impuesto, que no es progresiva sino pro- 
porcional, es de 1/2 por 1.000, lo que al interés ordina- 
rio del 5 por ciento representa un impuesto de 1 por 
ciento sobre la renta. De esta manera, este impuesto 
complementario sobre el capital viene a efectuar la dis- 
eriminación en el «eimkommensteuer» ya que quedan 
libres las rentas provenientes del trabajo. Alcanza a 
todas tas personas físicas inscriptas en los padrones 
«del impuesto global a la renta y a todas aquéllas que 
sin estar inscriptas, posean inmuebles en Prusia. 

La escala del impuesto es la siguiente: 


De 6.000 a 8.000 marcos, el capital paga 3 marcos.. 
8.000 a.,10.000 5 As 5 AA 

», 10.000 a 12.000 a sa E A AS 

»» 12.000 a 14.000 EN X 3 Dor 

» 14.000 a 16.000 E pe E VER 

» 18.000 a 20.000 e a E DU 

» 16.000 a 18.000 EA > E 9 


Se sigue pagando un marco más por cada mil mar- 
cos de capital hasta llegar a los 200.000; pasando esta 
“suma el capital paga 100 marcos de impuesto y au- 
menta luego 10 marcos por cada 10.000 marcos de ca- 
pital. Los capitales que no pasan de 32.000 marcos y 
que no están sometidos al impuesto sobre la renta no 
pagan sino tres mareos de impuesto complementario. 
Respecto a los contribuyentes inscriptos en las cuatro 
Primeras categorías, de los 800 a los 1.500 marcos de 
renta, el impuesto sobre el capital es siempre inferior 
2 los dos marcos del impuesto sobre la renta. 


EL RÉGIMEN IMPOSITIVO ARGENTINO 281 


C.—La reforma de 1919-1920, 


Los impuestos que acabamos de estudiar fueron mo- 
dificados por iniciativa del ministro de Hacienda del 
Reich, Erzberger, en los años de 1919 y 1920. La re- 
forma tuvo lugar especialmente desde el punto de vista 
de la autoridad que debe erear y recaudar el impuesto 
a la renta y otros impuestos directos. 

Antes de dicha reforma, tanto Prusia como Baviera, 
Baden, Sajonia y Wiittembere imponían el «einkom- 
mensteuer» y el «ergaozungssteuer». El Imperio se 
reservaba los grandes impuestos indirectos, tanto adua- 
neros como los de sisas (sobre el tabaco, azúcar, sal, 
alcohol, ete.), y las tasas sobre las transferencias. Un 
solo impuesto directo era de su incumbencia: el del 
mayor valor, que en 1913 había dado menos de quince 
millones y medio de marcos. En cuanto a las comunas, 
les pertenecían los impuesos reales sobre casas y te- 
Trenos. 

Pero terminada la guerra, Alemania se vió sumida 
en una profunda crisis económica y financiera. La 
pérdida de hombres y de riquezas ocasionada por aqué- 
lla, la segregación de algunas de las más ricas comarcas 
del imperio, la gran desocupación reinante y las enormes 
cargas de las reparaciones fueron sus causas principa- 
les. De noviembre de 1918 a noviembre de 1919, la 
deuda flotante se elevó de 49 mil millones de marcos 
a 84 mil millones, 

Crecieron, pues, enormemente las necesidades fisca- 
les, y para remediarlas, Erzberger empezó por dotar al 
Reich de la organización financiera de que carecía para 
la percepción de impuestos directos, por medio del re- 
glamento de 13 de diciembre de 1919. Los impuestos 
directos pasaron de los Estados particulares al Reich 
salvo algunas excepciones, como ser el impuesto a las 
industrias. 

Por fin, por la ley de 29 de marzo de 1920, el «ein- 
kommensteuer» pasó también a la República. Este 
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impuesto difiere poco del prusiano cuya organización 
hemos estudiado. La diferencia más grande consiste 
en que, mientras el «einkommensteuer» prusiano grava 
a las personas físicas y a las sociedades, el establecido 
por el Reich solo lo hace respecto de las primeras, mien- 
tras que las sociedades se gravan con un impuesto es- 
pecial, así como los valores mobiliarios (como ser divi- 
dendos, intereses, etc.). 

El impuesto grava a los individuos que tienen una 
renta superior a 1.000 marcos. Se establecen exencio- 
nes por cargas de familia de 500 a 700 marcos. Tam- 
bién se deducen las deudas, los gastos necesarios para 
el funcionamiento de una industria y las primas de los 
seguros hasta 600 marcos. 

La tasa del impuesto es progresiva, gravando a la 
renta global en la siguiente forma: los primeros mil 
marcos con el 10 por ciento; los segundos con el 11 
por ciento; los terceros con el 12 por ciento; hasta 
15.000 marcos. De 16.000 a 25.000 marcos, 1 por ciento 
por cada 2.000 marcos; de 26.000 a 40.000, 1 por ciento 
por cada 3.000 marcos; de 41.000 a 90.000, 1 por ciento 
por cada 5.000 marcos; desde esta cifra hasta 140.000, 
1 por ciento por cada 10.000 marcos; de 140.000 a 
200.000, 1 por ciento por cada 20.000 marcos; de 
200.000 a 260.000, 1 por ciento por cada 30.000 marcos; 
de 260.000 a 300.000, 1 por ciento; de 300.000 a 500.000 
marcos, 1 por ciento por cada 50.000 marcos o fracción. 
Las rentas superiores a los 600.000 marcos no pagan 
más que el 60 por ciento. 

El producto del «einkommensteuer» se distribuye 
entre los Estados particulares, el Reich y las comunas, 
correspondiendo al Reich un tercio y dos tercios a los 
Estados particulares y a las comunas. 

El impuesto federal sobre la renta dió en el ejercicio 
de 1920-1921, 9.572.766.788 marcos. 

Como el «einkommensteuer» no grava a las socieda- 
des, la ley de 30 de marzo de 1920 ereó un impuesto 
especial que grava a las personas jurídicas, tanto de 
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derecho público como de derecho privado, corporacio- 
nes y fundaciones que residen en Alemania. La renta 
imponible está constituída por el monto de los benefi- 
cios en dinero, haciendo deducción de los intereses de 
las deudas y de los gastos de explotación. La tasa del 
impuesto sobre lag sociedades anónimas o en comandita 
por acciones, grava en las dos formas siguientes : 1". 
con una tasa fija del 10 por ciento del monto global im- 
ponible; 2%. con una tasa adicional del 2 por ciento 
de los beneficios hasta el 4 por ciento del capital; con 
el 3 por ciento de los beneficios hasta el 6 por ciento 
del capital; con el 4 por ciento hasta el 8 por ciento del 
capital; con el 10 por ciento de los beneficios hasta el 
18 por ciento del capital. Las personas jurídicas res- 
tantes son gravadas a razón del 10 por ciento de la renta 
imponible. 

En el ejercicio de 1921-1922, el impuesto federal so- 
bre las personas jurídicas dió un producido de 
1.549.347.098 marcos. La renta se distribuye, un tercio 
al Reich y dos tercios a los Estados particulares y co- 
munas. 

Por ley de 29 de marzo de 1920 se creó un impuesto 
que grava a los valores mobiliarios (dividendos, intere- 
ses, productos) con una tasa del 10 por ciento de la 
renta del capital. Su producido es totalmente para el 
Reich, habiendo dado en el ejercicio de 1921-1922, 
1.486.717.602 marcos. 


3. — Tipo analítico o cedular. 


Este tipo de impuesto a la renta grava separada- 
mente a cada una de las categorías de réditos, descom- 
poviendo de esta manera la renta total del contribu- 
yente. Así, se gravan los réditos provenientes de la 
propiedad territorial (terrenos, casas); los de la explo- 
tación agrícola; los de los beneficios comerciales e in- 
dustriales; los sueldos, pensiones, honorarios y salarios; 
los beneficios de las profesiones liberales (médicos, abo- 
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gados, ete.), la renta de títulos de erédito, de socieda- 
des anónimas o del Estado, ete. Con cada una de estas 
especies de réditos se forma por lo general una cédula. 

El mecanismo de aplicación de este impuesto suprime 
la declaración del contribuyente, salyo excepciones, y 
elige para la determinación de la renta el método más 
apropiado para cada categoría de la misma. Por lo ge- 
neral, la determinación se efectúa en su fuente, pu- 
diendo ir acompañada de la retención del impuesto en 
la misma o bien la sola información a los efectos de 
conocer la renta total. El primer procedimiento (stop- 
page at source) se usa en Inglaterra para la aplicación 
del «income-tax» y de acuerdo con él, el impuesto es 
pagado al fisco por terceros; así, tratándose de alqui- 
leres O arrendamientos, el inquilino o arrendatario tie- 
ne obligación de retener el importe del impuesto y pa- 
garlo al fisco; los que ocupen obreros o empleados, 
deberán hacer lo mismo con los salarios y sueldos; las 
sociedades anónimas y el Estado deberán retener el 
importe del impuesto al pagar los cupones de las ac- 
ciones y de los títulos. La bondad del sistema con- 
siste en que se conoce la verdadera renta del contribu- 
yente en cada una de las distintas categorías y en 
que el responsable del pago del tributo es un tercero 
que no está interesado en defraudar al fisco. Tiene el 
inconveniente de dificultar la aplicación de tasas pro- 
gresivas y las deducciones, en virtud de que el im- 
puesto se cobra sin conocerse la renta total del contri- 
buyente; para obviar esto, en Inglaterra se recurre al 
expediente de las devoluciones que los interesados de- 
ben reclamar al fiseo sobre las cantidades que se han 
pagado de más por estar comprendidos en las deduecio- 
nes autorizadas por la ley. En cambio, el sistema ce- 
dular se presta a la discriminación de las fuentes' de 
renta, ya que es dable aplicar distintas tasas a las di- 
ferentes categorías. 

El segundo procedimiento que hemos indicado para 
la aplicación del impuesto, o sea el de información en 
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la fuente, se diferencia del anterior en que si bien se 
Aleterminan separadamente las diversas especies de rédi- 
tos, no se cobra el impuesto en aquélla. El fisco entra 
así en conocimiento de las diversas entradas del con- 
tribuyente siendo posible entonces aplicar la progresión 
dle las tasas y las deducciones por deudas y cargas de 
familia. Este método, auspiciado por la National Tax 
Association de los Estados Unidos, es reputado por el 
profesor Seligman como uno de los más perfeccionados. 


El «<imcome-tax» 


El «income-tax» inglés pertenece a este tipo de im- 
puesto cedular o analítico sobre la renta. Se aplica di- 
vidiendo los réditos en cinco cédulas designadas con 
las letras A a E. Las cédulas A y B se refieren a las 
rentas territoriales: la primera se refiere al impuesto 
del propietario y la segunda al impuesto del explotante 
o tenedor de la tierra. En la cédula A se impone la 
renta proveniente de propiedades fundiarias (edifica- 
das o no), calculándose el impuesto sobre la renta anual 
o sea sobre el alquiler bruto, con deducción de los gas- 
tos de reparación o de conservación (un sexto de las 
rentas para las casas y un tercio para las tierras), del 
impuesto sobre la tierra (land-tax), de los censos de 
desagúe, drenaje y de los intereses de los eréditos hi- 
potecarios. La cédula B se refiere a los beneficios agrí- 
<olas, los que se caleulan por presunción estimándolos 
en el tercio del valor locativo del campo arrendado. 
La C comprende las rentas provenientes de los títulos 
de crédito del Estado británico, de los Estados colonia- 
les y extranjeros, además de las rentas vitalicias, divi- 
dendos, intereses y anualidades oficiales pagadas por 
el Estado. La cédula D se aplica a los beneficios co- 
merciales e industriales así como a las entradas pro- 
venientes del ejercicio de las profesiones liberales y, en 
general, a todos las rentas no gravadas en las tres cé- 
dulas anteriores. Esta categoría está dividida en las 
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siguientes sub-clases; rentas dela industria y del eo- 
mercio; de las profesiones y empleos privados; las ren- 
tas fundiarias de valor incierto y variable, estando com- 
prendidos los productos de la explotación de canales, 
minas, salinas no arrendadas por un precio fijo; los 
intereses de los capitales en Irlanda y en las colonias 
y cualquier renta no comprendida en las otras cédulas. 

La cédula E se refiere a los emolumentos de empleos 
u oficios públicos, comprendiendo los honorarios de los 
civiles y militares, de los empleados de toda sociedad, 
compañía o agrupación, así como las anualidades, pen- 
siones o salarios pagados por el Estado. 

Se admiten numerosas deducciones: las rentas de la 
cédula Á son eximidas del «income-tax», aunque no del 
«land-tax», en caso de desocupación. Además se deducen, 
no solamente el monto de todos los impuestos y tasas 
pagadas, sino también las primas de los seguros sobre 
la vida y las destinadas a la constitución de rentas vl- 
talicias, siendo esta última exención común a todos los 
contribuyentes y la única que tienen los réditos de la 
categoría C. Las rentas de la categoría B (beneficios 
agrícolas) se eximen en 18; a las de la categoría D 
(beneficios industriales y comerciales) se deducen los 
gastos de reparaciones de los locales destinados al co- 
mercio, a la industria y a las profesiones liberales; los 
gastos de conservación de las máquinas y de los útiles 
necesarios a cada industria o profesión; el monto de 
las pérdidas; los gastos por el alquiler de los locales 
destinados al ejercicio del comercio, de la industria o 
de las profesiones; la depreciación de las máquinas y 
de las herramientas, ete. Los réditos de la categoría 
E son exentos por el monto de los gastos inherentes al 
ejercicio de la función pública o empleo... 

Se eximen del impuesto los bienes de la Corona y las 
propiedades públicas, los bienes de los agentes diplo- 
máticos, los capitales, los dividendos e intereses de los 
institutos de caridad, de las sociedades de socorros mu- 
tuos, de los sindicatos profesionales o Trade Unions; 


só 
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en este último caso sólo se eximen cuando el capital es 
menor de 200 libras esterlinas y la renta anual de me- 
nos de 30 libras por cada socio. 

La recaudación del «income-tax» sólo se hace en las 
cédulas A, B y D por medio de roles nominativos y en 
las cédulas C y E por medio de la retención. Aunque 
se vota anualmente por el Parlamento, en realidad, la 
avaluación de la renta se hace cada tres años. 

La renta se determina por medio de la declaración 
de los contribuyentes, controlándose con las avaluacio- 
nes y pudiendo los agentes del fisco modificar las de- 
claraciones. Liaas comisiones locales y generales la re- 
visan. 

Sin embargo, el sistema de recaudación es bastante 
complicado y el precedimiento establecido para las re- 
clamaciones no es tampoco sencillo. El costo de percep- 
ción es poco elevado. 

El beneficio neto se calcula sobre el término medio 
de los tres últimos años en lo que se refiere a las ren- 
tas industriales y comerciales y a las ganancias profe- 
sionales. 

El «income-tax» no es progresivo sino proporcional; 
la progresión ha sido introducida en el sistema inglés 
por medio de la «super-tax». En cuanto a la exención 
del mínimun de existencia se ha fijado en 160 libras 
y desde esta cantidad hasta la de 700 libras se apli- 
can las siguientes deducciones. 


De 160 a 400 libras, se deducen 160 libras 


A A E 
OO: AS ALDO 
De 600 » 700 »” » »” TO ” 


Como se vé, es una deducción en sentido regresivo a 
medida que aumenta la renta, con el objeto de aligerar 
las cargas tributarias de los pequeños réditos. Además, 
existe otra deducción por cada hijo de menos de 16 
años, que pueden solicitar los o al que no 
o nen más que de 500 libras. 


2994 MANUEL L. LÓPEZ VARELA 


Respecto a la discriminación existe una diferencia- 
ción a favor de las rentas del trabajo y mixtas o ren- 
tas ganadas, pero siempre que la renta total del con- 
tribuyente no pase de 2.000 libras; el «income-tax» 
que recae sobre estas rentas se reduce a 9 peniques. 
Siendo la tasa normal de un chelín por libra se ob- 
tiene, por lo tanto, una reducción de 3 peniques o sea 
Y. En 1909 - 1910 se elevó la tasa del impuesto a seh. 


2 p. o sea de 14 p. por £; sin embargo, se mantuvo la. 


tasa de 9 p. para las rentas ganadas inferiores a 2000 
£ y no se aplicó sino la tasa de 1 sch. a las rentas gana- 
das comprendidas entre 2000 y 3000 £. 

Todas estas deducciones o disminuciones del «inco- 
me-tax» llamadas remisiones deben ser solicitadas por 
los contribuyentes, teniendo un plazo de 3 años para 
hacerlo, después de pagado el impuesto. 

En cuanto al personal administrativo para la aplica- 
ción del impuesto, existen agentes locales y funciona- 
rios del Tesoro, atendiendo los primeros a los intereses. 
de los contribuyentes y los segundos a los del fisco. 


4, — Tipo mixto de impuesto global y de impuesto 
| cedular 


Este tipo de impuesto sobre la renta, que es una. 
combinación de los dos anteriormente estudiados, se 
basa en que tanto el impuesto global o sintético como 
el cedular o analítico presentan determinados incon- 
venientes. Así, en el primero no es posible establecer 
en una forma científica la diferenciación teniendo en 
cuenta el origen de las rentas, tal como se hace en el 
sistema inglés de rentas ganadas y no pagadas, y, por 
otra parte, la simple declaración no dá un resultado 
completo en distintos países, sea como consecuencia de 
la falta de noción del deber fiscal en el pueblo o por 
inexistencia de una buena administración. En cuanto al 
impuesto cedular, se aleja un tanto del concepto de per- 
sonalidad ya que cobra por lo general al impuesto en 
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su fuente haciendo abstracción del contribuyente; de 
aquí la dificultad de aplicarle la progresión y las dis- 
tintas deducciones. 


Teniendo en cuenta estas imperfecciones resultantes 
tanto del impuesto global como del cedular, es que se 
ha pensado en combinar ambos métodos de manera 
que sus ventajas e inconvenientes estén recíprocamen- 
te compensados y que, en definitiva, el impuesto sobre 
la renta realice en el más alto grado posible las cuali- 
dades que lo caracterizan como moderno instrumento 
tributario. 


En este tipo mixto, se impone, en primer lugar, cada 
fuente particular de réditos en forma proporcional, 
respetando el mínimun de existencia y efectuando la 
discriminación. Este impuesto se aplica también a las 
sociedades. En segundo lugar, se aplica el impuesto 
global al conjunto de las rentas del contribuyente en 
forma progresiva y efectuando las disminuciones de los 
intereses de las deudas, de las cargas de familia, ete., 
no aplicándose a las sociedades. 


En este tipo de impuesto, están comprendidos: el sis- 
tema inglés de 1910 formado del «income-tax» y del 
«super-tax»; el sistema norteamericano de 1913 y el 
francés de 1914-1917. Estudiaremos sucesivamente es- 
tos sistemas, los que tienen entre sí, diferencias de im- 
portancia. 


A.—Sistema inglés de 1910, 


Este sistema está compuesto, como hemos dicho, del 
«income-tax» y del «super-tax». El primero o impuesto 
cedular ya lo hemos estudiado; nos falta hacer lo mis- 
mo eon el segundo, o sea el impuesto global. 

El «super-tax» ha tenido su origen en el informe de 
la Comisión de 1906 que afirmaba que para las rentas 
superiores a 5.000 £ era posible introducir un sistema 
de progresión general, imponiendo una sobretasa que 
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eravase, mediante declaración personal, la renta en su 
conjunto. 

El «super-tax» se calcula sobre el conjunto de las ren- 
tas de toda procedencia percibidas por el contribuyen- 
te en el curso del año precedente, autorizándose la de- 
ducción de los intereses de las deudas, hipotecas y to- 
dos los pagos en virtud de obligaciones legales, ade- 
más de una deducción especial de cinco por ciento por 
gastos de administración, en lo que se refiere a las pro- 
piedades sometidas al impuesto en la cédula A. El mí- 
nimum de existencia estaba fijado por la ley de 1909 - 
1910 en 5.000 libras esterlinas, estableciéndose fuera de 
esta cantidad, una escala progresiva. Por la ley de 31 
de julio de 1914 se redujo el mínimum de existencia a 
3.000 libras, modificando la escala de las tasas en el 
sentido de que éstas se aplican en sentido progresivo 
a las fracciones de renta. 

El primer año de su implantación (1911) el «super- 
tax» produjo 2.891.345 libras, cantidad que se elevó a 
16.788.000 libras en 1915 - 1916. 


Modficaciones originadas por la guerra 


Inglaterra ha seguido siempre la política financiera 
de recurrir al impuesto sobre la renta para colmar las 
necesidades fiscales nacidas a raíz de conflictos béli- 
cos. Así fué, que a poco de haber entrado en la gran 
guerra, empezó por doblar la tasa del «income» y del 
«super-tax». En 1915 volvió a aumentarse el «income» y 
el «super-tax» en un tercio. 

En 1914-1915 el «income-tax» gravaba las rentas a ra- 
zón de 1 sch, 8 p, la libra esterlina y en 1915-1916 lo 
hacía a razón de 3 sch. por libra. En 1914-1915, el «in- 
come» y el «super-tax» absorbían un poco más del 17 
por ciento de la renta neta imponible; en 1915-1916 
absorbía un poco más del 28 por ciento. En 1916 - 1917 
la tasa del «income-tax» se elevó a 5 sch. por libra. De 
1918-1919 a 1920-1921 la tasa del «income-tax» fué 
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aumentada de 5 a 6 sch. por libra, es decir, del 25 al 
30 por ciento, y del «super-tax» de 3 sch. 6p. a 4 seh. 6 
p. por libra, es decir, del 17,40 al 22,40 por ciento. En 
1918 fué también bajado de 3.000 a 2.500 libras, el lí- 
mite a partir del cual los réditos son gravados con el 
<«super-tax». 

Terminada la guerra, pudo efectuarse una rebaja en 
el impuesto. En el ejercicio de 1920 - 1921 el mínimo de 
existencia se aumenta a 150 libras para los réditos 
ganados de los celibatarios, con una tasa fija hasta 300 
libras; y a 250 libras para los casados sin hijos, con una 
tasa fija hasta 800 libras; para los casados con hi- 
jos se admiten reducciones de las tasas hasta 8.000 li- 
bras. Para las rentas no ganadas se exceptúan 135 li- 
bras esterlinas para los célibes y 225 para los casados. 
En cambio, para el «super-tax» el límite de exención fué 
disminuido a 2.000 libras y la tasa máxima elevada a 
6 sch. (30 por ciento) por esterlina. La misma tasa se 
mantuvo en 1921 - 1922, 

En el ejercicio financiero de 1921-1922, el «income- 
tax» y el «super-tax» produjeron 398.887.000 libras es- 
terlinas. 


B. —Sistema norteamericano de 1913. 


Es también una combinación del impuesto cedular y 
del impuesto global; el primero se denomina «normal. 
tax» imponiéndose a cada una de las categorías de 
réditos y el segundo «adicional-tax» gravando el to- 
tal de los mismos. 

Ni el impuesto cedular ni el global establecen nin- 
guna diferenciación entre las distintas categorías de 
rentas a los efectos de la aplicación de las tasas, lo cual 
constituye una grave falla del sistema, especialmente 
desde el punto de vista social y económico. Describire- 
mos la organización de ambos impuestos. 
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1% —<Normaltazx». 


Según la ley, se establece sobre la totalidad de la 
renta neta, proveniente de todas las fuentes en el cur- 
so del año procedente, y perteneciente a todo ciuda- 
dano de los Estados Unidos, sea que resida en los Es- 
tados Unidos o en el extranjero y a toda persona resi- 
dente en los Estados Unidos aunque ella no sea ciuda- 
dana. La tasa del impuesto es del 1 por ciento, salvo 
las excepciones que luego se dirán. El tributo es per- 
cibido y pagado anualmente sobre la totalidad de la 
renta de todos los bienes poseídos o de toda empresa, 
comercio o profesión ejercida en los Estados Unidos, 
por personas residentes en el país o en el extranjero. 
A los efectos del impuesto, la renta neta de toda perso- 
na imponible comprende las ganancias, beneficios, y ren- 
tas provenientes de salarios, préstamos o retribución de 
servicios de cualquier naturaleza que ellos sean o bajo 
cualquier forma que sean pagados; obtenida de pro- 
fesiones, empresas, industrias, comercio, venta O eo- 
mercio de propiedades muebles o inmuebles; provenien- 
tes de la posesión, uso o de los intereses de bienes mue- 
bles o inmuebles; y también de interés de alquileres, di- 
videndo de valores o de la explotación de toda em- 
presa legal con un fin lucrativo; o las ganancias, be- 
neficios o las rentas obtenidas de cualquier forma que 
ellas sean; comprendida la renta pero no el valor de 
bienes adquiridos por donación, legados, testamentos 
o sucesión. | 

Esto en cuanto a los individuos, que en lo que se re- 
fiere a las sociedades están sometidas al «normal tax» 
cualquiera que sea su creación u organización con ex- 
clusión de las sociedades en participación (parner - 
ships) ; pero si ellas son organizadas, autorizadas o exis- 
ten en virtud de leyes de un país extranjero, el impues- 
to sólo se aplicará sobre la parte de renta neta obte- 
nida de negocios hechos o de capitales invertidos en 
los Estados Unidos. Algunas sociedades quedan excep- 
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tuadas del impuesto y son las organizaciones obreras, 
agrícolas, bancos de ahorro mutuo, cuyo capital no esté 
representado por acciones y también las rentas de las 
empresas públicas o establecimientos públicos federales 
de Estados locales. 

En general, se eximen del impuesto las siguientes 
rentas: 1%. los intereses de fondos públicos de los Es- 
tados particulares americanos o de las otras organiza- 
ciones políticas autónomas; 2%. los intereses de los fon- 
dos federales o de las asociaciones americanas; 3%. los 
sueldos y honorarios de los funcionarios públicos no re- 
tribuídos por el Tesoro. 

En la ley estadounidense no existe una división clara 
y definida de las rentas como en las cédulas inglesas 
y francesas. Ello se debe a que no se aplica la diferen- 
ciación del gravamen. 


29 —«Adicional tax». 


Es un impuesto global que grava toda la renta de 
los individuos, sin aplicarse a las sociedades. La tasa 
es de 1 por ciento anual respetándose las rentas hasta 
20.000 dólares. La renta se determina por medio de la 
declaración del contribuyente. 


El mínimum de existencia se ha fijado en 4.000 dó- 
lares para las personas casadas, siempre que no estén 
separadas, y 3.000 para las solteras. No hay deduecio- 
nes. En cuanto a la progresión resulta tanto de la com- 
binación del income tax normal e income tax adicional 
como de las exenciones establecidas en la base de apli- 
cación del impuesto. Para las rentas inferiores a 20.000 
dólares la progresión se obtiene indirectamente por el 
sistema de exenciones en su base de aplicación. Para 
las rentas superiores a 20.000 dólares, la progresión es 
la siguiente: 
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De 20.000 a 50.000 
50.000 a: 75.000 
, 75.000 a 100.000 
100.000 a 250.000 
, 250.000 a 500.000 

Más de 500.000 


SS) UU 0 DN al 


De cada renta siempre se deducen los tres o cuatro 
mil dólares de exención. 

Sólo es imponible la renta neta, para cuya obten- 
ción pueden afectuarse las deducciones siguientes: 10. 
Gastos necesarios de explotación efectivamente paga- 
dos, distintos de los gastos personales o de familia; 
2%. Intereses pagados durante un año por deudas per- 
sonales; 3%. Impuestos pagados durante el año al go- 
bierno nacional, al Estado, al circuito o condado, a las 
localidades con exelusión de las contribuciones pagadas 
por el mayor valor de las propiedades; 4”. Las pérdi- 
das efectivas durante el curso del año, del comercio, 
o provenientes de incendios O siniestros no cobrados 
por seguros o de otras maneras; 5%. Créditos vencidos, 
definitivamente reconocidos como no cobrables; 6% Su-. 
mas correspondientes al uso o amortización de los ca- 
pitales invertidos en negocios; 7” Sumas reconocidas 
a título de dividendos sobre los capitales o beneficios 
netos de una sociedad o de una compañía de seguros, 
imponibles sobre su renta neta. 6. Monto de la renta 
sobre la cual el impuesto ha sido ya pagado o retenido 
en virtud del procedimiento de retención en la fuen- 
te. Los que quieren beneficiarse de estas exenciones de- 
berán declarar la renta neta. 

La ley exige también el conocimiento de la renta ne- 
ta global de las sociedades. El conocimiento de esa ren- 
ta neta global es también indispensable para la apli- 
cación del impuesto progresivo a las rentas individua- 
les superiores a 20.000 dólares y para la aplicación a to- 
das las rentas individuales del «normal tax» cuando son 
superiores a 3 o 4 mil dólares. Para beneficiarse de la 
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exención, las personas que tienen una renta superior 
.a3 y 4 mil dólares y menos de 20.000, deberán, según la 
ley, antes del primero de marzo de cada año hacer una 
declaración verdadera y precisa bajo juramento, men- 
clonando el monto bruto proveniente de todas sus fuen- 
tes separadas, haciendo las pertinentes deducciones. 

La aplicación del impuesto se hace en el income tax 
normal, por lo general, por medio de la retención del 
mismo pero hay casos en que no es posible hacerlo. Así, 
se efectúa la retención respecto de las rentas que no 
provienen de intereses de obligaciones de deudas hipo- 
tecarias y títulos de trusts u otras obligaciones análo- 
as de sociedad así como de las rentas provenientes de 
«países extranjeros. Las rentas que no se gravan por 
medio del procedimiento de retención son las que pro- 
vienen de dividendos sociales o de otras categorías pa- 
gadas por las sociedades y los intereses de obligaciones, 
eréditos hipotecarios u otros valores cuyos propieta- 
rios, de buena fe, no sean ciudadanos de los Estados 
Unidos, ni residan en los Estados Unidos. 

En cuanto al «adicional-tax», la renta se determina 
por la declaración del contribuyente para lo cual se 
exige juramento del mismo, siendo debidamente contro- 
lada y sancionada con penas. 


Reformas a la ley de 1913 


La organización del income - tax normal y adicional 
que hemos descripto, es el establecido por la ley de 
1913. 

Posteriormente, fué objeto de diversas modificacio- 
nes. Así, la Revenue Act de 8 de septiembre de 1916 au- 
mentó la tasa, tanto para los individuos como para 
las sociedades, al 2 por ciento, y comprendiendo el au- 
mento a la normal - tax así como a la adicional - tax. 
Combinados estos dos impuestos, gravaban progresiva- 
mente con el 13 por ciento como máximo a los réditos 
superiores a los 500.000 dólares. Esta ley tuvo el mé- 
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rito de introducir las deducciones por cargas de fa- 

milia, consistentes en una deducción de 200 dólares 
para cada hijo menor de 18 años o imposibilitado de ga- 
narse la vida. 

En 6 de abril de 1917 sd Congreso declaraba la gue- 
rra a Alemania, lo que trajo consigo la urgente nece- 
sidad de mayores recursos. Con el objeto de procurar- 
los se sancionó la War Revenue Act de 3 de octubre 
de 1917, la que introdujo también modificaciones en el 
impuesto sobre la renta y que es, según la expresión 
del profesor Seligman, la ley fiscal más gigantesca de 
la historia. Esta ley aseguraba entradas por dos mil 
millones de dólares. 

La War Revenue Aet establecía un impuesto normal 
de guerra del 2 por ciento, elevando así la tasa de la 
<«normal-tax» al 4 por ciento. Redujo a 1.000 dólares el 
mínimo de exención para los celibatarios y a 2.000 dó- 
lares para los casados. Mantuvo las exenciones de 200 
dólares por cada hijo menor de 18 años o impedidos pa- 
ra el trabajo, En cuanto al «adicional-tax» se eleva pro- 
gresivamente hasta el 5 por ciento, reduciendo a 5.000 
dólares el mínimo de existencia. Para las rentas su- 
periores a 1 millón de dólares se establece una progre- 
sión que va hasta el 67 por ciento, es decir, 2 por cien- 
to por el antiguo impuesto normal y 2 por ciento por 
el impuesto normal suplementario de 1917; 13 por cien- 
to por el antiguo impuesto adicional y 50 por ciento 
por el impuesto normal de guerra de 1917. Según Se- 
ligamn, es ésta la tasa más elevada que se ha estable- 
cido en la historia del impuesto. 

La ley de 1917 ha establecido también que es obliga- 
ción de todo contribuyente la declaración de las ren- 
tas cuando éstas sean superiores a 1.000 dólares si es 
soltero y a 2.000 dólares si es casado, aunque, por las 
exenciones a acordarse, el impuesto no deba ser paga- 
do. Para las rentas superiores a los 800 dólares, esta- 
blece la obligación de denunciarlas por la parte que le 
corresponda al contribuyente; así, la sociedad, por los 
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dividendos; los agentes de cambio, por las transaccio- 
nes, etc. 

En cuanto a las sociedades, la ley de 1917 agrega al 
2 por ciento ya existente, una nueva tasa del 4 por cien- 
to, gravándolas en total, por lo tanto, con el 6 por 
ciento. Además, la ley de 1917 introdujo también, aun- 
que en forma tímida, el principio de la discriminación. 

El impuesto sobre la renta produjo en los Estados 
Unidos en 1919, 2.207.000.000 de dólares y en 1920, ex- 
cedió de 1.800.000.000 de igual moneda. 

Pasado, sin embargo, el período de los graves apu- 
ros financieros se vió que no se podía continuar con 
una imposición tan elevada sin perjudicar a las fuentes 
- «dle riqueza del país. Así, el profesor Selieman hizo no- 
tar que la elevada cuota del impuesto había tenido por 
resultado en los Estados Unidos el retraímiento de los 

capitales en nuevas empresas, manifestando, que un 
impuesto excesivo sobre la «industria y el comercio, 
acentúa, sino crea, la parálisis económica, que contri- 
buye a impedir el empleo de la mano de obra disponi- 
ble, perjudicando así a las clases trabajadoras lo mis- 
mo que un impuesto indirecto sobre el consumo o uno 
directo sobre los salarios. 

Para atenuar estos inconvenientes, se sancionó la 
Revenue Act de 23 de noviembre de 1921, la que dis- 
ponía que desde el 1”. de enero de 1922 se grava con 
el «adicional-tax» solamente las rentas mayores de 
8.000 dólares. Puso también el límite de la imposición 
en el 50 por ciento para las rentas superiores a un 1m1- 
llón de dólares en lugar del 67 por ciento que estable- 
cía la ley de 1917. En cuanto a la «normal-tax» se exl- 
men las rentas de los celibatarios hasta 1.000 dólares 
y de los casados hasta 2.000. Si el contribuyente con fa- 
2milia tiene una renta de menos de 5.000 dólares, se de- 
ducen 2.500. 

Las deduciones por cargas de familia se calculan co- 
mo sigue: por cada hijo de menos de 18 años o inca- 
pacitado se deducen 800 dólares, en lugar de 400. Se 
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conserva la tasa de la normal tax, siendo del 4 por 
ciento para los primeros 4.000 dólares y del 8 por cien- 
to para los réditos superiores. Para las sociedades, la 
tasa máxima se reduce al 12 por ciento. 

A fines de 1923, el secretario del Tesoro, Mr. Mellon, 
presentó un plan de reducción general de las cargas 
tributarias, fijando en el 25 por ciento el máximum de 
los impuestos adicionales a las rentas particulares, fun- 
dándose en que las altas contribuciones ahuyentan el 
capital de los campos de inversión fecunda de la in- 
dustria y determinan su colocación en valores exentos 
del pago de impuestos, lo cual disminuye el total de las 
rentas públicas en vez de aumentarlas. | 

Sin embargo, la ley de rentas sancionada en 1924 no 
sigue más que a medias el plan Mellon. El máximum 
de la tasa de los impuestos sobre la renta en la nueva 
ley, es del 6 por ciento en el caso de impuestos ordi- 
narios y de 40 por ciento en el caso de impuestos adicio- 
nales. Según la ley anterior, el máximum de los im- 
puestos ordinarios era del 8 por ciento, y el de los 
impuestos adicionales, de 50 por ciento. Estos últimos 
solo son aplicables a las rentas de más de 10.000 dó- 
lares. 


C.—Sistema francés de 1914-1917. 


Corresponde también al tipo mixto de impuesto so- 
bre la renta, estando formado de un impuesto cedular 
ereado por la ley de 31 de julio de 1917 y de uno elo- 
bal de 15 de julio de 1914 que entró en vigor el 1”. de 
enero de 1916. 


1” —Impuesto celular. 


Establece ocho categorías en las que se grava separa- 
damente las diferentes especies de réditos en la forma. 
siguiente: 
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Cédula 1%, — Contribución territorial sobre la pro- 
piedad edificada. 

Cédula 2?, — Contribución territorial sobre la pro- 
piedad no edificada. 

Cédula 3*. — Impuesto sobre las beneficios de la ex- 
plotación agrícola. 

Cédula 4%. — Impuesto sobre los beneficios del eo- 
mercio y de la industria. 

Cédula 5%. — Impuesto sobre los beneficios de las 
profesiones no comerciales. 

Cédula 6%, — Impuesto sobre los sueldos, salarios, 
emolumentos, pensiones y rentas vitalicias. 

Cédula 7*. — Impuesto sobre las rentas de los valo- 


“res mobiliarios. 

Cédula 8*. — Impuesto sobre las rentas de los erédi- 
tos, depósitos y fianzas. 

Examinaremos separadamente cada una de estas cé- 
dulas, lo que haremos de una manera minuciosa y deta- 
llada, por considerar que la organización de la mismas, 
en lo que tiene de fundamental, debe adoptarse en nues- 
tro país. 


Cédula 1, — Contribución territorial sobre la propie- 
dad edificada, 


Por regla general, todas las propiedades edificadas 
son pasibles de la contribución territorial. Sin embargo, 
la ley indica algunas excepciones, de las cuales unas son 
de carácter permanente y otras temporarias. 

Entre las primeras se comprenden los inmuebles per- 
tenecientes al Estado, a los departamentos o a las comu- 
nas y a los establecimientos públicos o de utilidad gene- 
ral, y no productivas de rentas. Aparte de esta excepción, 
que no comprende más que las propiedades públicas, no 
existen más que dos de carácter permanente relativas a 
propiedades privadas, y son: 1%. la que se refiere a los 
edificios del culto atribuídos a asociaciones religiosas le- 
galmente constituídas; 2%. la que se refiere a las cons- 
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trucciones rurales de explotaciones agrícolas, pero es me- 
nester que se trate de construcciones que sirvan habitual- 
mente y exclusivamente a una explotación agrícola, y no 
de construcciones que constituyan las dependencias de 
una casa de habitación o de una explotación industrial 
o comercial, Por excepción, la exención del impuesto te- 
rritorial es aplicable en el caso de que las construcciones 
sirvan para guardar las bestias y para alojar a su guar- 
dián. 

Además, las casas pertenecientes a las potencias ex- 
tranjeras y destinadas al alojamiento de sus embajadores, 
son exceptuadas también de la propiedad edificada. 

Existen dos géneros de exenciones temporales, aunque 
éstas no significan exonerarlas también del impuesto ge- 
neral a la renta. La primera exención se refiere a las cons- 
trucciones nuevas, las que no están sometidas al impuesto 
hasta el tercer año que sigue a la terminación de los 
trabajos, lo que debe entenderse en el sentido de que las 
construcciones no son imponibles durante los dos años 
que siguen a su terminación; así, una construcción ter- 
minada en julio de 1924 no paga impuesto hasta 1927. 
La segunda exención se refiere a las casas baratas, de 
acuerdo a la ley de 1906 modificada por la de 1912 y 
1919, y las que son liberadas de la contribución a la 
propiedad edificada durante doce años desde el día de 
su terminación, comprendiéndose a las casas individua- 
les o de departamentos destinadas por los capitalistas a 
ser alquiladas o vendidas, y aquéllas que son construídas 
y edificadas por los interesados mismos, siempre que: 1. 
que sean reconocidas en buenas condiciones de salubri- 
dad por los comités de fomento de casas baratas que de- 
berán dar, a tal efecto, un certificado; 2%, que ellas no 
rindan más que cierto valor locativo, no pasando un má- 
ximo, variable según las localidades y según que sea una 
casa independiente o de departamentos; 3”. que sean 
destinadas a habitación de personas poco 'acomodadas. 

El impuesto, cuya tasa se ha elevado en 1917 al 5 por 
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ciento, es debido por toda persona propietaria de un in- 
mueble edificado, ya sea que se trate de una persona 
jurídica, de extranjeros o de personas no domiciliadas 
en Francia. El lugar de la imposición está establecido en 
la comuna donde el inmueble se encuentra situado, aun- 
que este inmueble constituya una dependencia de otro 
edificado en una comuna vecina. 

El monto imponible está constituído por la renta neta 
de la propiedad edificada, entendiendo por ella, no la 
renta efectiva disminuída de sus cargas reales, sino una 
cifra aproximada. Esta cifra se obtiene de la siguiente 
manera: 1”. se calcula el valor locativo normal y propor- 
cional del inmueble edificado, el que comprende el de la 
construcción, el del suelo sobre que se asienta así como 
el del terreno que constituye una dependencia inmedia- 
ta e indispensable de dicha construcción; 2”. a este valor 
se le hace sufrir una disminución del 25 por ciento si se 
trata de casas y de 40 por ciento si se trata de usinas. 

En esta forma, la renta neta imponible representa 
las tres cuartas partes del valor locativo normal y pro- 
“porcional para las casas, y los tres quintos para las usi- 
nas. La deducción del cuarto o de los dos quintos re- 
presenta la cuota de amortización, de conservación y de 
reparaciones y ella no podrá ser elevada, aunque los 
gastos fueran superiores. 

Para determinar el valor locativo que sirve para fi- 
jar la renta neta, no se recurre siempre al alquiler efec- 
tivamente percibido y es por ello que la ley habla de va- 
lor locativo y no de alquiler. Esto se debe a que hay 
casos en que no existe este último, como cuando se ocu- 
pa una casa o un local por su dueño y en que es nece- 
sario atribuirle también un valor locativo. Además, por 
causas accidentales muy diversas, el alquiler puede en- 
contrarse aumentado o disminuído y por consecuencia, 
no hallarse en relación con las locaciones similares; de 
aquí que sea necesario encontrar un valor locativo en 
que no influyan los factores mencionados y que sea pro- 
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porcional en relación con los inmuebles de la misma na- 
turaleza. 

Por lo general, el valor locativo utilizado es el fijado 
en los contratos de arrendamiento o el determinado en las 
declaraciones registradas de las locaciones verbales. No 
existiendo ni lo uno ni lo otro, el valor locativo se deter- 
mina por comparación con otros inmuebles edificados 
en los que el valor locativo es cierto. Por fin, si la com- 
paración misma no es posible, se recurre a avaluar el va- 
lor locativo por vía de estimación directa. 

La avaluación de las propiedades edificadas, es hecha 
por la administración de contribuciones directas, repre- 
sentada especialmente por el agente del control, el cual 
opera con la ayuda del alcalde y de los repartidores y 
en París, con la ayuda de la comisión de contribuciones 
directas. Las avaluaciones hechas son comunicadas a los 
interesados quienes reciben notificación de la avalua- 
ción total de sus inmuebles, pudiendo, a partir de un 
mes de haber recibido el aviso que se les dirige, reclamar 
del detalle de las operaciones de avaluación por inmue- 
ble. Respecto especialmente de los establecimientos in- 
dustriales, el detalle que se proporciona a los interesa- 
dos debe comprender, por cada inmueble, dos cifras 
distintas; una que corresponde a las contribuciones y la. 
otra a las maquinarias pasibles de la contribución a la 
propiedad edificada. 


El contribuyente que encuentre muy elevado el mon- 
to de renta neta atribuída a su inmueble, haya o no acu- 
dido al procedimiento amigable indicado, puede entablar 
una reclamación contenciosa. 

Establecidas las avaluaciones quedan definitivamente 
fijadas durante un período de diez años. 


La contribución a la propiedad edificada admite va- 
rias desgravaciones, las que deben ser solicitadas indi- 
vidualmente por las siguientes causas: cargas de fami- 
lia, deudas privilegiadas e hipotecarias, anticresis, deu- 
das quirografarias, deshabitación y demoliciones. 

Respecto a las cargas de familia, la ley de 1917 esta- 
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blece que sobre el impuesto territorial cada contribu- 
yente tiene derecho a las deducciones siguientes: 


1%. — Por todo contribuyente en que la renta neta 
total, aparte de las deducciones no es superior a 10.000 
francos, 7,50 por ciento por cada persona a su cargo has- 
ta la segunda y 15 por ciento, por cada una de las de- 
más personas a partir de la tercera; 


2%. — Por todo contribuyente cuya reta neta total es 
superior a 10.000 francos, 5 por ciento por cada una de 
las tres primeras personas a su cargo, y 10 por ciento, 
por cada una de las demás a partir de la cuarta, sin que 

.- Por ningún concepto, el monto total de la reducción pue- 
da pasar de 300 francos por persona a cargo del con- 
tribuyente. 


En cuanto a las deudas privilegiadas e hipotecarias, 
la citada ley de 1917 dispone que el propietario de un 
inmueble afectado por hipoteca o privilegio en garantía 
de un crédito, tiene el derecho de obtener la desgrava- 
ción del impuesto territorial referente a este inmueble 
hasta la concurrencia de este impuesto, que represente 
una renta igual a los intereses de dicho crédito. Lo mis- 
mo respecto de la anticresis. Respecto a las deudas qui- 
rografarias, sus intereses serán deducidos de las rentas 
del deudor, con excepción de las que provengan de va- 
lores mobiliarios. 


La pérdida de rentas provenientes de deshabitación de 
casas o de partes de casas y del paro de usinas dan de- 
recho al propietario a una remisión sobre el total del 
impuesto a la propiedad edificada. Igualmente, la pér- 
dida de rentas provenientes de la demolición total o par- 
cial de una casa o de una usina, o de su destrucción por 
incendio u otro siniestro, da derecho a los propietarios 
a una disminución del monto total del impuesto sobre 
la propiedad edificada, proporcional a la pérdida de ren- 
tas sufrida. 
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Cédula 2.2. — Contribución territorial sobre la propie- 
dad no edificada. 


La tasa de la contribución territorial a la propiedad 
no edificada, es la misma que la que se impone a la 
propiedad edificada, es decir, la del 5 por ciento de la 
renta imponible. 

Todas las propiedades no edificadas están sujetas al 
impuesto, salvo las excepciones siguientes: 1%. se exo- 
nera permanentemente del impuesto territorial las pro- 
piedades no edificadas pertenecientes al Estado, a los 
departamentos, comunas y establecimientos públicos si 
ellas están afectadas a un servicio público y no produ- 
cen rentas. Además, los bosques dominiales aunque pro- 
duzcan rentas no están sujetos al impuesto territorial, 
aunque sí a los céntimos adicionales de los departamen- 
tos y comunas; 2%. las excepciones temporales están es- 
tablecidas en beneficio de la agricultura, exonerándose 
totalmente del impuesto territorial durante treinta años 
a los sembrados y plantaciones de bosques sobre las mon- 
tañas áridas, sobre las dunas y en las landas. Los 
terrenos situados en los departamentos infestados por la. 
filoxera, que son plantados o replantados con viñas de 
menos de cuatro años, gozan de una exención total que 
dura hasta que las viñas han pasado su cuarto año. Los 
terrenos plantados con viñas u otros árboles frutales no 
sufren ningún aumento durante los quince o veinte años 
siguientes al que estaban baldíos o sin valor. La cotiza- 
ción de las tierras incultas hasta después de quince años 
no puede ser aumentada durante los diez años que sl- 
guen a su ocupación. | 


Se debe pagar el impuesto en la comuna donde se en- 
cuentra el inmueble no edificado. 


La renta imponible es la base para calcular el impues- 
to, la que está constituída por la renta neta aproxima- 
da obtenida en la siguiente forma: 1”. determinando el 
valor locativo real de la tierra, o sea, la renta territo- 
rial, haciendo abstracción de los beneficios agrícolas; 


Ma » 
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2”., a este valor locativo se hace sufrir una reducción 
de la quinta parte para los gastos de conservación y 
de amortización de las construcciones rurales y riesgos 
de falta de locación o de falta de pago de los arrenda- 
mientos. 

El valor locativo no se identifica siempre con los 
arrendamientos. Por lo general, se deduce directamen- 
te del precio marcado en los contratos o en las decla- 
raciones de las locaciones verbales. Si los inmuebles 
son explotados por sus propietarios, el valor locativo 
se calcula con ayuda de una tarifa establecida para los 
distintos cultivos. 


Cuando las propiedades no están arrendadas, el va- 
lor locativo se determina: 1%. por comparación; 2%. por 
aplicación de una tasa de interés al valor venal; 3%. por 
apreciación directa. 

En cuanto a la base de la contribución territorial a 
aplicar a los bosques y florestas, no es el valor loca- 
tivo sino la renta real. 

Los beneficios comerciales o industriales provenien- 
tes de canteras, pizarreras, arenales, turberas, etc., en 
explotación, no pueden ser asimilados a las rentas fun- 
diarias ni se les debe hacer entrar en la avaluación de 
las propiedades. Los terrenos a edificar en las comunas 
importantes, donde existen inmuebles de cierta catego- 
ría, son avaluados, en defecto de actas de locación, apli- 
cando a su valor venal la tasa media de interés que 
reditúan los inmuebles de la comuna. El valor locativo 
de los parques, lagos, avenidas y otros terrenos desti- 
nados al recreo y que no son objeto de locaciones, es 
determinado por el valor venal de estas propiedades. 
Por fin, el valor locativo de los terrenos ocupados por 
los ferrocarriles y por los canales de navegación se 
gravan con la base de avaluación atribuída a las me- 
jores tierras laborables. 

La avaluación es efectuada por el personal de las 
contribuciones directas representado, especialmente, 
por el agente del control y por los clasificadores, repre- 
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sentantes de los contribuyentes. Una vez. comunicado a 
los interesados el monto global de la renta atribuída a 
sus propiedades, aquéllos tienen derecho a pedir un 
detalle de las avaluaciones parciales. Esto no tiene más 
que un carácter amistoso, reservándose los contribuyen- 
tes el derecho de reclamar por la vía contenciosa. 

Una vez establecida definitivamente la avaluación 
atribuída a una propiedad no edificada, queda inmuta- 
blemente fijada durante un período de veinte años, en 
el curso del cual no se admite ninguna petición de des- 
cargo o reducción. 


La contribución a la propiedad no edificada admite 
diversas desgravaciones, constituídas por las cargas de 
familia, deudas privilegiadas e hipotecarias, anticresis, 
deudas quirografarias, pérdidas y por pequeñas pro- 
piedades. Las desgravaciones que se refieren a cargas 
de familia, deudas privilegiadas e hipotecarias, anticre- 
sis y deudas quirografarias se aplican lo mismo que a 
la contribución a la propiedad edificada. 


La pérdida total o parcial de la renta de las propie- 
dades no edificadas, por circunstancias extraordinarias, 
da derecho a los propietarios a una remisión o a una 
reducción del impuesto, cuando esas circunstancias ha- 
yan hecho perder a los propietarios sus cosechas si tra- 
bajan ellos, o sus arrendamientos si alquilan. Se con- 
sideran como acontecimientos extraordinarios: el grani- 
zO, la helada, la inundación, secas extraordinarias, una 
epizootía general, la filoxera, el oidium, la mora del 
olivo. 

En cuanto a las pequeñas propiedades, se acuerda 
a sus dueños una reducción del impuesto reuniendo los 
siguientes requisitos: 1%. ser propietario, sin distinción 
de nacionalidad, explotando por su cuenta las tierras 
cuyo impuesto pide sea reducido; 2%, no poseer en Fran- 
cia propiedades no edificadas que produzcan, aislada- 
mente o en conjunto, una renta imponible sujeta a la 
contribución sobre la propiedad no edificada, superior 
a 400 francos; 3”. no poseer una renta total superior a 
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1.250 francos, renta determinada según las reglas pro- 
pias al establecimiento del impuesto general sobre la 
renta. Llenados estos requisitos, el contribuyente tie- 
ne derecho a una reducción sobre la parte del impuesto 
atribuído al Estado, que puede alcanzar a los 200 fran- 
cos, aunque sin excederlos, o sea 20 francos. Por lo 
tanto, los propietarios que deberían pagar por el con- 
junto de sus propiedades no edificadas 20 francos en 
concepto de impuesto, quedan libres del mismo, no pu- 
diendo pasarse esta cifra de 20 francos aunque la ren- 
ta imponible sea superior a 200 francos y alcance a 400. 

El contribuyente que quiera acogerse a este benefi- 
cio, debe hacer una declaración escrita indicando todas 
las propiedades no edificadas que le pertenecen y aqué- 
llas que él explote directamente. Además, debe afirmar 
que su renta total no es superior a 1.250 francos, afir- 
mación que será tenida por exacta, salvo prueba en 
contrario de la administración. 


Cédula 3.. — Impuesto sobre los beneficios de la explo- 
tación agrícola. 


Los beneficios de la explotación agrícola pueden com- 
prenderse entre las denominadas «rentas mixtas», ya 
que provienen tanto del trabajo en lo que se refiere 
a la dirección y administración como del capital re- 
presentado por máquinas, semillas, útiles, etc. 

El impuesto debe ser pagado por el explotante y no 
por el propietario, a menos que éste explote la tierra 
por sí mismo. No importa que el explotante tenga un 
administrador, si es a su cuenta personal que la admi- 
nistración funciona, no teniendo aquél más que el ca- 
rácter de mandatario. 

El impuesto, en razón de su carácter personal, está 
establecido obligatoriamente en la comuna donde se 
encuentra la habitación permanente del explotante, 
aunque la mayor porción de su dominio se encuentre 
situado en una comuna vecina. El monto imponible en 
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esta cédula no es el beneficio efectivo de la explota- 
ción agrícola sino uno aproximado de acuerdo a cier- 
tas reglas, debiendo el contribuyente suscribir una de- 
claración. Pero si el contribuyente, en un año deter- 
minado, encuentra que ello perjudica sus intereses, pue- 
de reclamar, pidiendo que ese año el monto imponible 
se calcule según el beneficio real. 

Es cierto que el monto imponible podría obtenerse: 
siempre por medio de la declaración del contribuyente 
y en su defecto por la tasación directa, pero diversas: 
cireunstancias hace que no sea conveniente; tales son, 
por ejemplo, el hecho de que la mayoría de los agricul- 
tores no lleven contabilidad agrícola, de que el siste- 
ma de la declaración suscitaría resistencias, y por fin, 
que la tasación directa no podría apoyarse en ningún 
indicio cierto. De aquí que se haya recurrido a la de- 
terminación de la renta por medio del valor locativo 
del campo de que se trate. 


Los beneficios de la explotación agrícola son consi- 
derados como iguales al valor locativo de las tierras 
explotadas de acuerdo a lo que resulta de la avaluación. 
catastral, multiplicada por un coeficiente apropiado. 
Este coeficiente es fijado por región agrícola y por 
naturaleza del cultivo; un coeficiente medio y único 
por región puede establecerse para las explotaciones 
de cultivos varios no comprendidos por un eultivo prin- 
cipal. 

Los coeficientes son determinados por una comisión: 
instituída por decreto a proposición del ministro de Fi- 
nanzas y del ministro de Agricultura y presidida por 
un consejero de Estado. Esta comisión procede todos 
los años a la revisión de los coeficientes. 

El máximo y mínimo de los coeficientes estableci- 
dos por la comisión son fijados cada año, para el esta- 
blecimiento del impuesto del año siguiente, por una dis- 
posición de la ley de presupuesto o de una ley espe- 
clal, 
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En el año 1920 los coeficientes fueron aplicados, sin 
intervención de la comisión, en la siguiente forma: 

Tierras laborables, bosques industriales, salcedas,, 
mimbrerales, etc., parques, dehezas, 1; 
Praderas, jardines, quintas, pepineras, 2; 
Viñas, 3; 


Huertas, 3; 

Para los terrenos de la zona devastada, delimitadas 
en 12 de octubre de 1919, los coeficientes se fijaron pa- 
ra el año 1920 iguales al cuarto de los aplicados en el 
resto de Francia y para los años ulteriores los fija la 
ley de presupuesto o leyes especiales. Se exceptúan en 
la misma zona del impuesto sobre los beneficios agrí- 
colas, los terrenos incultos por la guerra o aquéllos 
que dan una primera cosecha después de un año o me- 
nos del abandono del mismo. 

Por la ley del 25 de junio de 1920, la tasa del impues- 
to se ha fijado en el 6 por ciento aplicable a la mi- 
tad de las rentas comprendidas entre 1.500 y 6.000 fran- 
cos, y a su totalidad a las que pasan de esta última 
cifra. 


Cédula 4.2. — Impuesto sobre los beneficios del comercio 
y de la industria. 


En primer lugar nos referiremos a los beneficios co- 
merciales. Para establecer qué rentas son las compren- 
didas bajo esta denominación, es necesario hallar la 
distinción con la cédula de los beneficios a las profe- 
siones no comerciales. El interés de esta cuestión ra- 
dica en el hecho de que la tasa del impuesto no es la 
misma en los dos casos y en que el modo del estableci- 
miento es completamente diferente. 

El concepto jurídico de los beneficios comerciales es 
de que son aquéllos realizados por un comerciante en 
el ejercicio de su profesión, y la calidad de comercian- 
te se tiene llenando los siguientes requisitos: a) hacer 
actos de comercio; b) con un fin profesional; e) por 
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cuenta propia. Los actos de comercio son los enumera- 
dos en el Código respectivo. Sin embargo, la Admi- 
nistración sostiene que hay que ajustarse menos a 
la naturaleza jurídica de los actos realizados que a su 
analogía con las operaciones que comporta el ejer- 
cicio de profesiones en las que el carácter comercial 
es indiscutido. Así, se incluyen en esta cédula a los ar- 
tesanos y a los pescadores, y en cambio se excluyen los 
beneficios de la locación de inmuebles sometidos al im- 
puesto territorial, la venta por los agricultores de los 
productos de su explotación, los beneficios de las pro- 
fesiones liberales, etc. 

En cuanto a la determinación de lo que debe enten- 
derse por beneficios industriales, no existe el criterio 
jurídico de que se hace uso para hacer lo propio con 
los procedentes del comercio. Podemos decir que com- 
prenden a los beneficios provenientes de la transfor- 
mación de las materias primas por medios mecánicos, 
a los que tienen por origen la actividad aplicada a la 
creación de productos como pasa en las industrias ex- 
tractivas, de las que, sin embargo, hay que excluír a 
sus explotaciones respectivas. Se comprende también 
los beneficios de las industrias de transportes terres- 
tres, fluviales y marítimos. 

No están sujetos al impuesto sobre los beneficios de 
las profesiones comerciales e industriales más que so- 
bre la porción que pasa de 1.500 francos: | 


1%. — Los obreros que trabajan en su casa o con par- 
ticulares, solos y sin aprendices y que trabajan por su 
cuenta o a jornal. 


2%. — Los obreros que trabajan con un aprendiz de 
menos de 16 años. 
3%. — La viuda que continúa ejerciendo la profesión 


de su marido con la ayuda de un solo obrero o de un 
solo aprendiz. 

4%. — Los vendedores ambulantes que hacen su ne- 
gocio en las calles, lugares de tránsito y en los mer- 
cados. 
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9%. — Los pescadores aunque sean dueños de su 
barca. 

El impuesto anual a los beneficios de las profesiones 
comerciales e industriales grava a los realizados en el 
año precedente o en el período de doce meses consig- 
nados en el último balance, cuando este período no 
coincide con el año civil. El impuesto se establece a 
nombre de cada explotante, por el conjunto de sus 
negocios realizados en Francia, en el asiento de la di- 
rección de los mismos, o, en su defecto, en el lugar del 
principal establecimiento. 

Son gravados sobre sus beneficios netos, hecha de- 
ducción de todos los gastos, entre los que se comprenden 
el valor locativo de los inmuebles afectados a la explo- 
tación y las amortizaciones generalmene admitidas de 
acuerdo a los usos de cada clase de industria o comer- 
cio: las sociedades cuyos balances deben ser comunica- 
dos obligatoriamente a la Administración del Registro 
y los contribuyentes individuales que hayan declarado 
el monto de sus beneficios reales al objeto de la con- 
tribución extraordinaria sobre los beneficios suplemen- 
tarios realizados durante la guerra, siempre que estén 
sujetos a esta contribución, así como las personas O 
sociedades que remitan antes del 1”. de abril de cada 
año al agente del control de contribuciones directas, 
un resumen de su cuenta de pérdidas y ganancias del 
año precedente, así como todos los demás justifica- 
tivos necesarios. 


Para establecer la imposición de los contribuyentes, 
el agente del control puede pedir a los interesados to- 
dos los informes de que tenga necesidad. En esta for- 
ma fija las bases de la imposición, salvo recurso de los 
interesados por la vía contenciosa. 

No haciéndose la comunicación, el beneficio es ava- 
luado por la aplicación de determinadas cifras a base 
de coeficientes apropiados. Una comisión determina los 
coeficientes aplicables a las diversas categorías de con- 
tribuyentes, la que procederá cada año a su revisión y 
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decidirá las modificaciones o adiciones que sean reco- 
nocidas como necesarias en el intervalo. Dicha comisión 
es instituída por el ministro de Finanzas. Una quin- 
ta parte de sus miembros son nombrados a propuesta 
«dle los presidentes de las cámaras de comercio; otro 
quinto a propuesta de las organizaciones sindicales de 
los diversos comercios e industrias y en su defecto, a 
propuesta del ministro de Comercio e Industria. La eo- 
misión es presidida por un consejero de Estado, pudién- 
dose consultar a todas las personas que tengan una 
especial competencia técnica. 


Las personas y sociedades sujetas al impuesto, no 
mencionadas anteriormente, deben hacer declaración 
escrita al agente del control de las contribuciones diree- 
tas, antes del 1%. de abril de cada año, del monto de 
sus negocios en el año precedente, siempre que ese mon 
to pase de la suma de 50.000 francos. En defecto de 
declaración en el plazo predicho, el impuesto es au- 
mentado en un 10 por ciento. Los contribuyentes que 
no cumplen con dicha obligación así como aquéllos cu- 
yo monto de negocios pase el límite fijado, deben, si son 
requeridos por el agente del control, producir la 
misma declaración en un plazo de veinte días a contar 
desde el recibo del aviso que se les manda. Pasado este 
plazo, el monto de los negocios es avaluado de oficio. 
Además de la declaración del monto de los negocios, los 
contribuyentes deben proporcionar, si les son requeri- 
dos, todos los justificativos necesarios. 


Por medio de los informes recogidos y de las consta- 
taciones efectuadas, el agente del control procede a la 
avaluación provisoria de las rentas imponibles aplican- 
do al monto de los negocios un coeficiente determina- 
do. Este coeficiente se halla estableciendo para cada cla- 
se de profesiones muchas categorías, según la impor- 
tancia del monto de los negocios y de todos los otros 
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elementos susceptibles de influir en su produetivi- 
dad. (1). 

En cada categoría así determinada se fija un coefi- 
ciente único o bien un coeficiente máximo y uno míni- 
mo. En este último caso, el agente del control tendrá 
la facultad de determinar, de acuerdo a los elementos 
dle apreciación a su disposición, el coeficiente aplicable 
a cada contribuyente, en los límites del máximo y del 
mínimo correspondientes. 

Siempre que el agente del control esté en condicio- 
nes de establecer que el beneficio neto real del monto 
de los negocios es superior al coeficiente único o al 
máximo fijado por la comisión, puede hacer empleo de 
un coeficiente más elevado, cuando pueda aportar, en 
caso de contradieción, los justificativos necesarios. 

El agente del control comunica a los interesados la 
avaluación provisoria, dándoles un plazo de veinte días 
“para que presenten sus observaciones por eserito o ver- 
balmente sobre dicha avaluación. Si el contribuyente 
Juzga que su beneficio imponible ha sido calculado 
con un coeficiente inferior al coeficiente único o al 
“máximo fijado por la comisión, tiene la facultad de 
indicar el coeficiente que estima que debe ser adopta- 
do y de pedir su aplicación, a condición de proporeio- 
nar los justificativos necesarios. 

Después de la presentación de las observaciones o a 
la expiración del plazo de veinte días previsto, el agen- 
te del control fija definitivamente las bases de imposi- 
ción, sin perjuicio para los interesados del derecho de 
reclamar por vía contenciosa. 


(1) Ex evidente que este sistema del coeficiente, si no se le dota de 
una gran flexibilidad para la apreciación de las diversas situaciones 
“podría llegar a falsear el mecanismo del impuesto sobre la renta. Este 
requiere un beneficio imponible líquido obtenido en una forma directa 
para asegurar su realidad, y si bien es cierto que el método del coefi- 
ciente en razón de los negocios realizados evita una intromisión excesiva 
del fisco en la vida privada, puede dar lugar a injusticias por no tener 
en cuenta los factores de suerte, mejor dirección o región en que $8 
«ejercita la industria. 
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Para el cáleulo del impuesto, la porción de beneficios 
que no exceden de 1.500 francos se computan por un 
cuarto; la fracción comprendida entre 1.500 y 5.000 
francos por la mitad; más allá de esta cifra, por su to- 


talidad. La tasa del impuesto que era de 4,50 por cien-. 


to por la ley de 1917, ha sido aumentada por la ley de 
25 de junio de 1920 al 8 por ciento. 

Aparte del impuesto sobre los beneficios de las pro- 
fesiones industriales y comerciales, se establece por la 
ley una tasa especial sobre el monto de los negocios 
realizados por los grandes almacenes que tienen por 
objeto principal la venta al detalle de artículos de 
consumo, cuando dicho monto sobrepasa la cifra de un 
millón de francos, haciendo deducción del monto de las 
exportaciones al extranjero, a Argelia, a las colonias y 
a los protectorados. 

La tasa del impuesto se fija de acuerdo a la tarifa 
siguiente: 


1 p. 1.000 sobre la fracción del monto de negocios 
comprendida entre 1 millón y 2 millones de francos; 

2 p. 1.000 sobre la fracción comprendida entre 
2.000.001 y 10 millones de francos; 

3 p. 1.000 sobre la fracción comprendida entre 
10.000.001 y 100 millones de francos; 

4 p. 1.000 sobre la fracción comprendida entre 
100.000.001 y 200 millones de francos; 

5 p. 1.000 sobre la fracción que exceda de'200 millo- 
nes de francos. 


Los contribuyentes a quienes alcanza este impuesto, 
deben hacer en los tres primeros meses de cada año, de- 
claración del monto total de sus negocios durante el 
año precedente y presentar todos los justificativos ne- 
cesarios para establecer su exactitud. 


Las sociedades cooperativas de consumos, cuando po- 
seen establecimientos o almacenes para la venta de 
mercaderías, son pasibles del impuesto sobre los be- 
neficios comerciales e industriales, aunque sin que les 
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sean aplicables la tasa suplementaria que hemos indica- 
do ultimamente. Son liberados del impuesto los sindi- 
catos agrícolas y las sociedades cooperativas de con- 
sumos, que se limitan a cumplir los pedidos de sus ad- 
herentes y a distribuir las mercaderías en sus almace- 
nes de depósito, o cuando, no vendiendo más que a sus 
asociados, distribuyen sus ganancias a los mismos o las 
destinan a obras de interés general, o cuando la con- 
sagran a reservas que no son repartidas entre los te- 
nedores de acciones. 


Cédula 5. — Impuesto a los deneficios de las profesio- 
nes no comerciales. 


Esta cédula comprende a los beneficios de las profe- 
siones liberales, de las cargas y oficios en los que los ti- 
tulares no tienen la calidad de comerciantes y los de 
cualquier ocupación o explotación lucrativa no sometida 
a un impuesto especial sobre la renta. 

El monto imponible está formado por el beneficio 
neto del año precedente constituído por el excedente de 
las entradas totales sobre los gastos necesarios para el 
ejercicio de la profesión. 

El impuesto grava a los beneficios que pasan de las 
siguientes sumas: 

De 4.000 francos, si el contribuyente está domicilia- 
do en una comuna de 50.000 habitantes o menos; 

De 5.000 francos, si está domiciliado en una comuna 
de más de 50.000 habitantes, o situada en un radio de 
15 kilómetros a partir del perímetro de la parte central 
de una comuna de más de 50.000 habitantes; 

De 6.000 francos, si el contribuyente está domiciliado 
en París, en el Departamento del Sena o en las cireuns- 
eripciones en un radio de 25 kilómetros de las fortifi- 
caciones. 

Además, la fracción de renta comprendida entre el 
mínimo exonerado y 8.000 francos, se cuenta por la mi- 
tad. 


Régimen, 21 
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La tasa del impuesto es del 6 %. 

Esta es la regla general, de la cual deben exceptuarse 
los beneficios procedentes de las cargas y oficios, las 
cuales están sometidas a las mismas condiciones y tasas 
que las profesiones comerciales. 


Toda persona pasible del impuesto sobre los benefi- 


cios de las profesiones no comerciales debe hacer una de- 
claración del monto de sus rentas en los tres primeros 
meses de cada año. Esta declaración debe ser dirigida 
al agente del control de las contribuciones directas del 
lugar del domicilio del contribuyente. 


El agente toma por base del impuesto el monto del 


beneficio declarado, a menos que la crea inexacta, en 
cuyo caso puede rectificarla, haciendo saber al interesa- 
do, antes de establecer la imposición, el monto con que 
se propone sustituir al de la declaración, indicando los 
motivos que justifican dicha sustitución. Invita también 
al interesado a presentar sus observaciones por escrito o 
verbalmente en un plazo de veinte días. Si el desacuer- 
do persiste, el contribuyente puede hacer el reclamo per- 
tinente. 

El contribuyente que no remite su declaración en los 
tres primeros meses del año, y que, invitado por el agen- 
te del control a producirla en un nuevo plazo de 90 días, 
no lo haga, su monto imponible es determinado de ofi- 
cio, salvo reclamación del contribuyente. En este caso, 
el impuesto se aumenta en la mitad. 

La ley establece diversas penalidades. 


Cédula 6?. — Impuesto sobre los sueldos públicos y pri- 
vados, las indemnizaciones y emolumentos, los sala- 
rios, las pensiones y las rentas vitalicias. 


En esta cédula se imponen dos grandes categorías de 
rentas: 1%. los sueldos públicos y privados, las indemni- 
zaciones, emolumentos y salarios; 2% las pensiones y 
rentas vitalicias. 

En cuanto a la primera, comprende en general todas 


a A e is e 


e Toa, 


4 
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las rentas provenientes pura y exclusivamente del tra- 
bajo ejercido a base de una remuneración periódica, ya 
sea por día, mes o año. La ley enuncia las siguientes cla- 
ses de estas rentas: 

A) Los sueldos públicos y privados. Los públicos son 
aquellos deveneados por los funcionarios del Estado, de 
los departamentos, de las comunas y de los estableci- 
mientos públicos. Los privados, los devengados por los 
empleados de las empresas privadas. 

B) Los salarios, que comprenden especialmente la re- 
muneración propia del trabajo manual de los obreros. 

C) Las indemnizaciones, que son viáticos u honora- 
rios excepcionales, en virtud de tratarse de trabajos ex- 
traordinarios o de ocupaciones que no admiten otra for- 
ma de remuneración o bien de gastos diversos, más o 
menos indispensables. Así, por ejemplo, los gastos de 
etiqueta de determinados funcionarios públicos. 

D) Los emolumentos, que comprenden la retribución 
de un trabajo accidental o de breve duración. 

Además de estas rentas del trabajo que menciona la 
ley a título enunciativo, existen otras que son también 
imponibles. Tales son los sueldos de los militares de tie- 
rra y mar, las retribuciones de los empleados de comer- 
cio y de la industria o al servicio de particulares, y los 
sueldos del servicio doméstico. 

La segunda categoría de rentas comprende a las pen- 
siones y a las rentas vitalicias. 

A) Pensiones. — Comprenden tanto las civiles como 


las militares, las de retiro como las de invalidez o de 
honor. 


B) Rentas vitalicias. — Comprenden todas las rentas 
vitalicias, sean de capital reservado, tengan o no carác- 
ter alimenticio, constituídas a título gratuito, sea entre 
vivos, por contrato de matrimonio o por testamento, por 
particulares o asociaciones o sociedades privadas, a tí- 
tulo de retiro o por servicios hechos, así como las rentas 
vitalicias constituídas a título oneroso. 

El impuesto debe ser pagado cada año por los suel- 
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dos, indemnizaciones y emolumentos, salarios, pensiones 
y rentas vitalicias que los interesados hayan recibido 


en el curso del año precedente. Se establece a nombre 


de los beneficiarios, por ser eminentemente personal, en 
la comuna donde están domiciliados, el 1”. de enero del 
año de la imposición. 

Para determinar la renta imponible, no basta cono- 
cer las entradas principales de los contribuyentes por 
concepto de sueldos, de salarios, ete., sino que es nece- 
sario también agregarle el producto de todos los acceso- 
rios inherentes a la función y al empleo y también ha- 
cerle sufrir determinadas deducciones. 


Las entradas accesorias a que nos hemos referido, con- 
sisten, por lo general, o bien en mejoras en dinero o en 
especie. En cuanto a las primeras, dichas retribuciones 
en dinero se agregan a la principal, cualquiera que sea 
su denominación, ya tengan un carácter regular o excep- 
cional, ya procedan del empleador o bien de sus clien- 
tes o proveedores. Así, al sueldo de los militares y ma- 
rinos se agregan los viáticos de alimentación, de habi- 
tación, etc. Respecto de los funcionarios, hay que tener 
en cuenta todas las sumas recibidas, a cualquier títu- 
lo que sea; así, por ejemplo, los gastos fijos, gastos de 
escritorio, gratificaciones, gastos de representación, de 
habitación, de residencia, de permanencia, de cargas de 
familia, suplementos excepcionales en tiempo de guerra, 
etc. Tratándose de empleados de comercio, deben agre- 
garse las primas, participaciones en los beneficios, in- 
demnizaciones por gastos de viaje, ete. 

En lo que se refiere a las mejoras en especie, tam- 
bién debe agregarse su valor al sueldo o salario. Con- 
sisten, por lo general, en el alojamiento, calefacción, 
iluminación, lavado, alimentación y vestido. 

La ley de 1917 no menciona reducciones de ninguna 
clase que deban hacerse a los sueldos, salarios, etc., pero 
es evidente que al manifestar que sólo se gravárá el mon- 
to «neto real», las ha autorizado de hecho. Por lo tanto, 
las reducciones deben ser las mismas que las que se han 
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establecido al tratar del impuesto general sobre la renta, 
de que hace mención el Reglamento Administrativo de 
17 de Enero de 1917, el que dispone que en lo que con- 
cierne a las propiedades y empleos se deben hacer las 
siguientes deducciones: 1%. por gastos necesarios para 
el ejercicio de la profesión o empleo; 2. por retencio- 
nes para pensiones y retiros. Es cierto que los gastos 
son a menudo compensados por indemnizaciones especia- 
les, pero es también cierto que estas indemnizaciones son 
agregadas al sueldo principal, de manera que los au- 
mentos y reducciones se anulan recíprocamente. 


Las reducciones más comunes son las que se refieren 
al alquiler de locales direciamente afectados al servicio, 
la retribución de auxiliares, los gastos de escritorio, de 
representación, ete., La deducción no se puede extender 
a los gastos personales que no son más que una conse- 
cuencia indirecta del empleo o función. 


Las deducciones deben comprender también a las re- 
tenciones y sumas entregadas para pensiones y retiros, 
aunque la ley de 1917 no las menciona, ya que ésta gra- 
va el monto neto, además de que estaría en eontradie- 
ción con la ley sobre retiros obreros que establece su 
obligatoriedad. Por otra parte, sería injusto que no se 
hiciera la deducción a aquéllos que voluntariamente ha- 
cen entregas, sea a la Caja Nacional de Retiros para la 
vejez, a las cajas departamentales o comunales, socieda- 
des de socorros mutuos, ete. Claro es que esta deducción 
será posible «con la condición de que dichas entregas 
o retenciones conserven el carácter de previsión propor- 
cional a la importancia del salario y comparables por 
las administraciones públicas o privadas y que no se 
trate de ahorros». (Instrucción de 1918). 


Cómo se establece el impuesto. — Todos los particu- 
lares y sociedades o asociaciones que ocupan empleados, 
dependientes, obreros o auxiliares que devengan suel- 
dos, salarios o retribuciones de cualquier clase, deben re- 
mitir en el mes de Enero de cada año, al agente del con- 
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trol de las contribuciones directas, un estado que in- 
dique: ) 

1”. Los nombres y direcciones de las personas ocupa- 
das en el curso del año anterior; 

2% El monto de los sueldos, salarios, y retribuciones 
pagadas a cada una de ellas durante el año; 

3% El período a que se aplican dichos pagos cuando 
es inferior a un año pero superior a treinta días con- 
secutivos. e 

La disposición que precede no es siempre aplicable 
más que en lo que concierne a las personas cuyos suel- 
dos, salarios o retribuciones calculadas conforme a las 
prescripciones legales y correspondientes al año, para 
el mínimum sujeto al impuesto. 


Los particulares y las sociedades o asociaciones que 
pagan pensiones o rentas vitalicias deben proporcionar, 
en las condiciones previstas, los datos relativos a los ti- 
tulares de estas pensiones o rentas, cuando pasen de 1.250 
francos. | | 

Con ayuda de los informes proporcionados, en ejecu- 
ción de las disposiciones que hemos mencionado y de to- 
dos los otros que pueda recoger, el agente de las con- 
tribuciones directas fija las bases de las cuotas, sin per- 
juicio del derecho de los interesados de reclamar. 

Los beneficios provenientes de los sueldos públicos y 
privados, de las indemnizaciones y emolumentos, de los 
salarios, de las pensiones y rentas vitalicias, están so- 
metidas al pago del impuesto solamente por la fracción 
que exceda: 

Para las pensiones, de la suma de 3.000 francos; 

Para las rentas vitalicias, de la suma de 2.000 francos; 


Para los sueldos, indemnizaciones, emolumentos y sa-. 


larios, de 4.000 francos, en las comunas de menos de 
50.000 habitantes; 


De 5.000 francos, en las comunas de más de 50.000 
habitantes o situadas en un radio de 15 kilómetros a par- 


tir del perímetro de la parte central de una comuna de: 
50.000 habitantes. 


iio 
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De 6.000 francos, en París y en las comunas situadas 
dentro de un radio de 25 kilómetros de las fortificacio- 
nes de París. 

La fracción de renta comprendida entre el mínimo 
exonerado y la suma de 8.000 francos, solamente se cuen- 
ta por la mitad. La tasa del impuesto es del 6 %. 

Las infracciones a las prescripciones establecidas por 
este impuesto están penadas con una multa de 100 fran- 
cos, la que se aplica cada vez que se incurre en omisio- 
nes O inexactitudes en los informes que se debe pro- 
porcionar al fisco. 


Cédula 7?. — Impuesto sobre las rentas de los valores 
mobiliarios. 


El impuesto sobre las rentas de los capitales mobilia- 
rios se aplica, de acuerdo al artículo 31 de la ley de 29 
de Marzo de 1914, a los dividendos, intereses, y a los de- 
más productos de los siguientes valores: 

1”. De las acciones, participaciones de los fundadores, 
participaciones de intereses, comanditas y empréstitos 
de toda clase de las sociedades y colectividades francesas 
designadas en el artículo 1%. de la ley de 29 de Junio 
de 1872, y no exoneradas del impuesto sobre la renta 
de valores mobiliarios por las leyes subsiguientes; 

2%. De las acciones, participaciones de los fundadores, 
participaciones de intereses, comanditas, obligaciones y 
empréstitos de cualquier clase de sociedades, compañías, 
empresas, corporaciones, ciudades, provincias extranje- 
ras, así como cualquier otro establecimiento público ex- 
tranjero; 

3%. De las rentas, obligaciones y otros efectos públi- 
cos de las colonias francesas y de los gobiernos extran- 
jeros. i 

La tasa del impuesto en lo que respecta a los valores 
mobiliarios franceses se ha fijado en el 10 %. Se exeep- 
túan los premios pagados a los acreedores y a los porta- 
dores de obligaciones, efectos públicos y otros títulos de 
empréstitos que son gravados con la tasa del 20 %. En 
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cuanto a los valores mobiliarios extranjeros se gravan 
con la tasa del 12 %. 


Cédula 8*. — Impuesto sobre las rentas de los créditos, 
depósitos y fianzas. 


El impuesto a las rentas de los valores mobiliarios es 
aplicado también, por la ley de 31 de Julio de 1917, a 
los intereses y demás productos: 

1”. De los eréditos hipotecarios, privilegiados y quiro- 
grafarios, haciendo exclusión de toda operación comer- 
cial que tenga el carácter jurídico de un préstamo; 

2”. De los depósitos de sumas de dinero a la vista, a 
plazo fijo, cualquiera que sea el depositario y cualquie- 
ra que sea la imputación del depósito; 

3%. De las fianzas en numerario. 

La tasa del impuesto que se aplica es la del 10 y 12 %, 
según se trate de créditos internos o externos. 

Se eximen del impuesto sobre las rentas de esta cé- 
dula: 

1”. Los intereses de las sumas inseriptas en las libre- 
tas de las cajas de ahorro; 

2%. Los intereses de los créditos hipotecarios o privile- 
giados, en representación de los cuales, las sociedades 
o compañías autorizadas por el gobierno para hacer ope- 
raciones de erédito territorial, han emitido obligaciones, 
títulos o valores sometidos también al impuesto sobre la 
renta; | 

3. a) Los intereses de los préstamos acordados o de 
los depósitos efectuados por las sociedades, fundaciones 
y comisivnes nacionales de casas baratas y las socieda- 
des de crédito inmobiliario, que se constituyen y funeio- 
nan de conformidad a las leyes de 12 de Abril de 1906, 
10 de Abril de 1908 y 23 de Diciembre de 1912, así como 
las sociedades de baños - duchas y las de jardines obre- 
TOS. 

b) Los intereses de los préstamos acordados para las 
eajas de ahorro en provecho de particulares. 
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El impuesto se liquida sobre el monto bruto de los in.- 
tereses y demás productos de los valores mencionados. 
Se hace efectivo por medio de la adhesión de timbres 
sobre el recibo o sobre cualquier otro escrito en el que 
conste el pago o la inscripción a una cuenta, de intere- 
ses u otros productos. El derecho debe pagarlo el acree- 
dor. Sin embargo, el acreedor y el deudor son respon- 
sables solidariamente. 


Toda infracción es penada con una multa de 50 fran- 
cos a cargo de cada uno de los contribuyentes, indepen- 
dientemente del pago por el acreedor de una multa igual 
al quíntuplo de los derechos de que el Tesoro ha sido 
privado por cada uno de los años anteriores al descu- 
brimiento de la infracción. 


La ley consagra ciertas desgravaciones. Así, el pro- 
pietario de un inmueble afectado por hipoteca, privile- 
gio o anticresis en garantía de un crédito, tiene el de- 
recho de obtener, si lo pide, desgravación del impuesto 
territorial (parte del Estado) referente a este inmueble, 
hasta la concurrencia de la fracción de este impuesto 
que importe una renta igual a los intereses de dicho cré- 
dito. El pedido de desgravación es presentado y resuelto 
antes de los tres meses del pago de los intereses y debe 
ser basado en el recibo o documento liberatorio. Los in- 
tereses de las deudas quirografarias también pueden ser 
deducidos de las rentas del deudor, con excepción de las 
que provengan de valores mobiliarios. Para obtener este 
beneficio, los contribuyentes deben pedirlo y justificar 
que la deuda realmente existe, que los intereses de la 
deuda alegada han sido efectivamente pagados al acree- 
dor y gravados por el impuesto sobre la renta. 


La deducción es imputada a las rentas de la empresa 
o de la explotación para cuyas necesidades ha sido con- 
traída la deuda. En caso de insuficiencia de dichas ren- 
tas o en defecto de justificativos que se refieran a la 
causa de la deuda, la imputación se hace sucesivamente 
sobre las rentas de las categorías tasadas más débilmente. 

Cuando los valores mobiliarios han sido constituidos 
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en garantía de créditos, el deudor puede obtener el re- 
embolso del impuesto sobre la renta de dichos valores 
hasta la coneurrencia de los derechos percibidos o sobre 
los intereses de su deuda, con la condición de presentar 
el pedido con los justificativos necesarios y de demos- 
trar que el impuesto sobre la renta de los títulos en cau- 
ción incumbe al portador de los mismos y ha sido PES 
gado por él. 


Son exonerados del impuesto sobre la renta de los ca- 
pitales mobiliarios, los intereses y otros productos de los: 
préstamos acordados bajo una forma cualquiera a co- 
mereiantes o industriales franceses o residentes en Fran- 
cia, por sociedades francesas de banca o crédito consti- 
tuídas por acciones, que emiten, en representación de 
estos préstamos, obligaciones u otros títulos de emprés- 
titos sometidos ya al impuesto sobre la renta de los ca- 
pitales mobiliarios. Los préstamos exonerados no pue- 
den nunca exceder el monto de las obligaciones y títu- 
los emitidos, y la sociedad de banca o crédito deberá jus- 
tificar su calidad de prestamista. 


Disposiciones aplicables a todas las cédulas. 


Ciertas disposiciones de la ley de 15 de Julio de 1914, 
relativas al impuesto general sobre la renta, son aplica- 
bles a los impuestos cedulares. Dichas disposiciones se 
refieren a la recaudación, a las reclamaciones y al secre- 
to que debe observarse por parte de los empleados de la 
administración. Igualmente, los contribuyentes no están 
autorizados a enterarse de los datos consignados en las 
listas del impuesto, más que en lo que concierne a sus 
cuotas. 

Sobre los impuestos cedulares cada contribuyente tiene 
derecho en concepto de cargas de familia, a una reduc- 
ción calculada como sigue: 

Cuando la renta no es superior a 10.000 francos, 
7.50 % por cada persona a su cargo hasta la segunda. 
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y 15 % por cada una de las otras personas, a partir de 
la tercera; 

Cuando la renta es superior a 10.000 francos, 5 % por 
cada una de las tres primeras personas a su cargo y 
10 % por cada una de las otras personas, a partir de 
la cuarta, sin que el monto total de la reducción pueda 
nunca pasar de los 300 francos por cada persona a 
cargo del contribuyente. 

Son consideradas como personas a cargo del contri- 
buyente, las que designaremos al tratar del impuesto 
general. 

Para acogerse al beneficio de las reducciones, los con- 

_ tribuyentes deben presentar una declaración al agente 
del control de su domicilio, indicando los nombres, fecha 
y lugar de nacimiento de cada una de las personas a 
su cargo, así como todas las cireunstancias que justifi- 
quen que estas personas deben ser consideradas a cargo 
del contribuyente. Las declaraciones deben indicar tam- 
bién los impuestos sobre los cuales deben operarse las 
deseravaciones y las comunas en las cuales deben ser 
establecidas. Dichas declaraciones serán recibidas en los 
tres primeros meses de cada año, teniéndose por váli- 
das hasta que sus indicaciones no dejen de ser exactas. 
En caso contrario, deben ser renovadas. 


2. — Impuesto global 


Los diversos impuestos cedulares descriptos, si bien 
se aplican a cada categoría especial de réditos en la for- 
-ma más adecuada a la naturaleza de los mismos, presen- 
tan el inconveniente fundamental de aplicar solamente 
una tasa proporcional y no progresiva. De aquí el esta- 
blecimiento del impuesto global y complementario so- 
bre la renta, esencialmente personal y que aplica en toda 
su extensión las deducciones por cargas de familia lo 
mismo que la progresividad. 

El impuesto global o general sobre la renta se aplica 
anualmente a todas las personas que tienen en Francia 
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una residencia habitual, las personas que poseen allí una 
casa de habitación a su disposición, sea a título de pro- 
pietarios, usufruetuarios o locatarios; en este último Caso, 
cuando la locación se coneluye por una convención única 
o sucesiva, por un período continuo de un mes a un año. 

S1 el contribuyente tiene una residencia única, el im- 
puesto se establece en el lugar de esta residencia. Si po- 
see muchas residencias, está sujeto al impuesto donde 
posea su principal establecimiento. 


Cada jefe de familia es imponible, tanto por sus ren- 
tas personales como por las de su mujer y por las de 
otros miembros de su familia que vivan con él. Sin em- 
bargo, los contribuyentes pueden pedir que se separen 
las rentas a los efectos del impuesto, en los siguientes 
casos: 1”., cuando la mujer separada de bienes no viva 
con su marido; 2”., cuando los hijos u otros miembros 
de la familia tengan una renta de su propio trabajo o 
de una fortuna independiente de la del jefe de la fa- 
milia. 

Se eximen del impuesto : | 

1”. Las personas cuya renta imponible no exceda de 
3.000 francos; 

2%. Los mutilados, viudas y dereeho-habientes de muer- 
tos en la gran guerra, por las pensiones de que sean ti- 
tulares; 

3”. Los embajadores y otros agentes diplomáticos ex- 
tranjeros, así como los cónsules y agentes consulares, 
pero sólo en la medida en la que los países que repre- 
sentan concedan ventajas análogas a los agentes diplo- 
máticos y consulares franceses. 

El monto imponible es la renta neta total anual de 
cada contribuyente, la que es calculada teniendo en euen- 
ta las propiedades y los capitales que posee este contri- 
buyente, las profesiones que ejerce, los sueldos, salarios, 
pensiones y rentas vitalicias de que goza, así como los 
beneficios de todas las ocupaciones lucrativas, haciendo 
deducción : 1%. de los intereses de los préstamos y deu- 
das a su cargo; 2”. de los intereses de las rentas que 
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debe pagar; 3”. de todos los impuestos directos y tasas 
asimiladas; 4”. de las pérdidas resultantes de un défi- 
cit de explotación en una empresa agrícola, comercial 
o industrial. 

La renta imponible correspondiente a las diversas 
fuentes de rentas enumeradas es determinada cada año 
de acuerdo a su producto respectivo en el año prece- 
dente. 

En lo que respecta a las personas no domiciliadas en 
Francia, pero que poseen en ella una o muchas residen- 
cjas, la renta imponible se fija de acuerdo a una cifra 
legal de siete veces el valor locativo de dicha o dichas 
. residencias, a menos que las rentas obtenidas por el con- 
tribuyente, de propiedades, explotaciones o profesiones, 
establecidas o ejercidas en Francia, no importen una ci- 


fra más elevada, en cuyo caso, dicha cifra sirve de base 
al impuesto. 


Deducciones por cargas de familia. — La ley de 15 
de Julio de 1914, modificada por las leyes de 29 de Ju- 
nio de 1918 y 25 de Junio de 1920, dan derecho a los 
contribuyentes a una reducción sobre el monto neto de 
las rentas, ya sea por matrimonio o por cargas de fa- 
milia. Estas deducciones, operadas sobre la base del im- 
puesto, no hay que confundirlas con las que se efectúan 
sobre el impuesto mismo, las que solamente dan derecho 


a las que se refieren a las cargas de familia y no al ma- 
trimonio. 


- La deducción por matrimonio se ha fijado en 3.000 
francos. Esta deducción que antes no aprovechaba a los 
contribuyentes viudos o divorciados, lo es en la actuali- 
dad por la ley de 1918, cuando el cónyuge supérstite 
tiene a su cargo los hijos del matrimonio. En cuanto a 
las deducciones por cargas de familia es de 2.000 fran- 
cos por cada persona a cargo del contribuyente, hasta 
la quinta, y de 2.000 francos cuando tiene más de cinco. 
Se consideran personas a cargo del contribuyente, las 
siguientes: 1%. los ascendientes de más de 70 años, con 
excepción de la madre viuda que vive con hijos que se 
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acogen a la deducción y que sólo pasa de los 60 años; 
2%. los ascendientes enfermos, sin tener en cuenta la 
edad; 3”. los descendientes mayores, enfermos; 4'. los 
hijos de menos de 21 años o enfermos. 


Aparte de estas deducciones del monto imponible, exis- 
ten también, como ya dijimos, las deducciones a la tasa 
del impuesto. Así, la ley de 29 de Junio de 1918 esta- 
blece que todo contribuyente gravado sobre una renta 
tasable inferior a 10.000 francos, tiene derecho a una 
reducción del impuesto, del 7.50 por ciento por cada per- 
sona a su cargo, hasta la segunda, y del 15 % por las 
subsiguientes personas a partir de la tercera, sin que 
nunca esta reducción pueda ser superior a los 3 del 
impuesto. En cuanto a los contribuyentes gravados so- 
bre una renta tasable superior a 10.000 francos, tienen 
derecho a una reducción del impuesto del 5 % por cada 
persona a su cargo, hasta la tercera, y del 10 % por las 
subsiguientes personas, a partir de la cuarta, sin que el 
monto total de la reducción pueda exceder, en todo caso, 
la mitad del impuesto, o 2.000 franeos por persona a 
cargo de los contribuyentes. 


Determinación de la renta. — La renta se determina 
por medio de la declaración del contribuyente, quien 
debe indicar por categorías de rentas, los elementos que 
las componen. En la declaración, los contribuyentes de- 
ben proporcionar todas las indicaciones necesarias res- 


pecto de las deducciones por cargas de familia, por deu- ” 


das, etc. 

Las declaraciones deben enviarse dentro de los tres 
primeros meses de cada año. El que no la renueva se 
considera que mantiene la anterior. 

El agente del control verifica las declaraciones, pu- 
diendo pedir al contribuyente detalles aclaratorios. El 
agente puede rectificar la declaración poniéndolo en eo- 
nocimiento del contribuyente. En caso de desacuerdo, 
este último puede reclamar por vía contenciosa. 

El monto del impuesto es aumentado en un 10 % cuan- 
do el contribuyente no hace la declaración en el plazo 


- CERO 
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que hemos señalado. Cuando declara una renta insufi- 
ciente y no prueba su buena fe, es penado con el pago 
de una suma cuádruple al impuesto correspondiente a 
la renta no declarada. 

El contribuyente que se abstiene de hacer su declara- 
ción o de dar los detalles pedidos, es tasado de oficio, 
pudiendo pedir la reducción de la tasación por la vía 
contenciosa, siempre que presente la justificación del 
Aso. 

Para el cálculo del impuesto, toda fracción de renta 
inferior a 100 francos no es tenida en cuenta. 

La fracción de renta que no excede de 6.000 francos, 
una vez hechas las deducciones a que nos hemos referi- 
do anteriormente, no es gravada. Pasando de esta cifra, 
las fracciones de renta se cuentan como sigue: 

Por 1/25, la fracción comprendida entre 6.000 y 20.000 
Trancos; 


Por 2/25, la fracción comprendida entre 20.000 y 
30.000 francos; 


A partir de esta cifra se va aumentando por secciones 
dle 10.000 franeos hasta 100.000 francos, 1/25, por see- 
clones de 25.000 francos hasta 400.000, y por secciones 
de 50.000 hasta 550.000; la fracción de renta que exce- 
de de 550.000 francos se cuenta íntegramente. 

La tasa que se aplica a la renta así obtenida ha sido 
fijada en el 50 %. 

La ley de 25 de Junio de 1920 establece que el monto 
del impuesto global sobre la renta es aumentado en un 
25 % para los contribuyentes de más de 30 años que son 
celibatarios o divorciados y que no tengan ninguna per- 
sona a su cargo. El mismo monto es aumentado en un 
10 % para los contribuyentes de más de 30 años, casa- 
dos desde dos años antes al 1% de Enero del año de la 
imposición cuando, a esta misma fecha, estos contribu- 
yentes no tengan hijos ni ninguna persona a Su cargo. 

Esto no se aplica a los contribuyentes que son titu- 
lares de una pensión por invalidez ni a los contribuyen- 
tes cuyos hijos han muerto en la guerra. 
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TI. — LOS ANTECEDENTES NACIONALES 


Antes de entrar en la consideración de las normas ge- 
nerales que se deben seguir en la implantación de un 
impuesto sobre la renta en la República y de referir- 
nos a la contextura legislativa del proyecto que pro- 
piciaremos, haremos el examen de los antecedentes de 
más importancia existentes en el país respecto de ini- 
ciativas parlamentarias o gubernativas. Lo haremos 
por su orden con los siguientes: 

1%. Proyecto del Poder Ejecutivo de 1917. 

2%. Proyecto de la Comisión de Presupuesto de la 
Cámara de Diputados. 

3%. Proyecto aprobado por la Cámara de Diputados 
en 1920. 

4%. Anteproyecto del Ministerio de Hacienda de 1923. 


1. — Proyecto del Poder Ejecutivo de 1917 


Este proyecto de impuesto global a la renta fué re- 
mitido por el Poder Ejecutivo al Congreso el 22 de 
Agosto de 1917 conjuntamente con el proyecto de pre- 
supuesto para el año entrante. Fundamentando la crea- 
ción del nuevo impuesto, decía el P. E. en el mensaje 
de remisión: «No obstante las reformas parciales que 
se proyectan en algunas leyes impositivas vigentes, no 
era posible equilibrar el producto de la renta ordinaria 
con el presupuesto general de gastos que demanda 
la administración nacional. Se presentaba una dife- 
rencia de 30 millones de pesos. En tales circunstan- 
cias, no cabía sino enviar ese presupuesto con ese dé- 
ficit originario; cubrir la diferencia aparentemente 
como se ha hecho hasta ahora, autorizando el uso del 
crédito, o afrontar una reforma en el sistema rentísti- 
co fiscal, creando nuevos recursos susceptibles de pro- 
ducir los ingresos necesarios. El P. E. no ha vacilado 
un solo instante en adoptar el último de los tempe- 
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ramentos, para poder presentar un proyecto de pre- 
supuesto que, en su ejecución, resulte equilibrado. 


«Se ha proyectado, en consecuencia, el impuesto a 
la renta, que en los momentos actuales debe consi- 
derarse el gravamen más justo y oportuno, desde que 
sólo alcanza al que recibe beneficios positivos por 
su capital o trabajo o por ambos factores combinados. 
Esta importante reforma que se proyecta, si bien por 
su índole y por las dificultades de orden práctico que 
hay que vencer para su implantación, no producirá de 
inmediato los reeursos que es susceptible de alcanzar- 
se definitivamente con ella, significa una nueva orien- 
tación que acarreará beneficios positivos a las finan- 
zas nacionales; desde que el P. E. al proponerla a la 
consideración del H. Congreso, no persigue tan sólo el 
propósito de cubrir momentáneamente los déficit de 
las rentas, sino el de iniciar un nuevo régimen tribu- 
tario que distribuya las cargas públicas con la mayor 
equidad y justicia. 


«La imposición a la renta permitirá, una vez nor- 
malizada la situación porque atravesamos, hacer des- 
aparecer muchos gravámenes que provocan el encare- 
cimiento de la vida e impiden el desarrollo de la pro- 
ducción en general.» 


Examinaremos el articulado del proyecto presenta- 
do. Empieza declarando que toda persona real o ju- 
rídica domiciliada en el territorio de la República, 
está sometida al impuesto sobre sus rentas líquidas, 
recaudadas en el país o en el extranjero durante el año 
precedente, considerándose como rentas a los efectos 
de la ley, el conjunto de los ingresos en valores de 
toda especie que obtenga cada contribuyente con su 
capital o trabajo, o con ambos factores combinados, 
con las solas deducciones y exenciones que expresa- 
mente acuerde la misma o sus reglamentos. Están so- 
metidas también al impuesto las personas no residen- 
tes en el país, sean argentinas o extranjeras, sobre 
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las rentas líquidas que obtengan de bienes situados en 
la República. | 

La renta neta se determina haciendo las siguientes 
deducciones: a) el importe de los impuestos directos, 
patentes, permisos, retribuciones o servicios que se abo- 
nen al Estado, provincias o municipalidades; b) los 
intereses de las deudas que gravitan sobre cada con- 
tribuyente o las personas a su cargo; e) los gastos 
ordinarios, originados para obtener, garantizar y con- 
servar sus entradas; d) las pérdidas extraordinarias, 
provenientes de casos fortuitos y fuerza mayor, como 
ser: incendios, tempestades, terremotos, naufragios u 
otros accidentes o siniestros; pero sólo cuando tales 
pérdidas no sean cubiertas por seguros, indemnizacio- 
nes públicas o de otra manera. 

Se eximen de impuesto: 1%. las personas cuya renta 
anual no pase de $ 1.500 moneda nacional; 2 los 
valores que se adquieran por herencia, donación -0 
legado, debiendo sólo computarse el impuesto sobre 
las rentas que sean susceptibles de producir; 3%. las 
sumas que reciban los beneficiarios de seguros sobre 
la vida y las sumas que perciban como devolución de 
primas satisfechas por ellas durante la vigencia del 
seguro; 4%. las sumas recibidas por concepto de in- 
demnización de accidentes del trabajo, lesiones o in- 
capacidad parcial o total para el mismo; y las que 
perciban los herederos a título de indemnización por 
la muerte de miembros de su familia; 5%. las asocia- 
ciones o instituciones de beneficencia, mutualistas, gre- 
miales, filantrópicas, deportivas o de cultura física o 
intelectual y la Caja Nacional de Ahorro Postal; 6. 
los agentes diplomáticos y consulares. 

Este proyecto del P. E. incluye también como mate- 


ria imponible al mayor valor de los bienes, al que la 


ley denomina «renta acumulada». Así, establece que se 
tendrá por renta acumulada al mayor valor que se 
obtenga al enagenar todo bien adquirido con poste- 
rioridad a la presente ley; el monto líquido de la renta 


”” 
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acumulada se obtiene deduciendo el valor de las me- 
joras o capitales invertidos por el poseedor durante 
el tiempo que haya sido propietario, siempre que haga 
denuncia de esas inversiones o de la introducción de 
mejoras, en el tiempo y en la forma que se establezca 
en la reglamentación de la ley. 


En cuanto a la aplicación del impuesto, ésta se efec- 
túa por una tasa fija y una tasa adicional. La prime- 
ra es del 2 % cuando se impone a personas reales o 
jurídicas domiciliadas en el territorio de la República 
y del 3 % cuando grava rentas de personas no residen- 
_tes o no domiciliadas en el país, siempre que tus ren- 
tas provengan de bienes situados en el mismo. lista 
tasa deben abonarla las personas no residentes en el 
país, sean argentinas o extranjeras y las corporacio- 
nes constituidas fuera del territorio nacional sobre las 
rentas líquidas que obtengan de los bienes situados en 
la República. 

La tasa adicional que es progresiva se aplica a las 
personas físicas de acuerdo a la siguiente escala: 


14 % por año sobre la renta total de 2.500 a 5.000 
A ra de, 1 18:0005;, 10.000 


5,0 10.000: ,, 20.000 
ns) 20.000 ,, 30.000 
ds y as 30.000, 40.000 
a 0.000 ,, ++ 50.000 
a ss 90.000 ,, 60.000 
o aj 060,000 ,, + 70.000 
41% » »” » 2 »” ») e) ” 70.000 9) 80.000 
ES »” » » »” ” >) » ” 80.000 9 90.000 
A 90.000 y, 100.000 


7 ” »” > »” 3 3 > > 100.000 y: más. 

Se efectúan las siguientes reducciones: los contri- 
buyentes cuyas rentas están comprendidas entre 1.500 
y 20.000 pesos tendrán derecho a una reducción sobre 
el monto global de las cuotas que satisfagan, del 5 % 
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por cada persona que esté a su cargo. Los que perci- 
ban rentas comprendidas entre 20.000 y 40.000 pesos 
tendrán derecho a una reducción de 2 y % 9% por ca- 
da persona a su cargo. Las reducciones no podrán ex- 
ceder jamás del 50 % en los primeros casos y del 
25 % en los segundos. Se reputan personas a cargo 
del contribuyente, siempre que no tengan rentas pro- 
pias alcanzadas por este impuesto: a) los hijos y nie- 
tos menores de edad, los padres y abuelos propios y 
de la esposa, siempre que habiten bajo el mismo techo 
y sean mayores de 60 años o imposibilitados para el 
trabajo; b) los hermanos incapacitados para el traba- 
jo y los sobrinos en primer grado, menores de edad 
que habiten bajo el mismo techo. A las personas sol- 
teras y viudas sin hijos se les liquidará el impuesto adi- 
cional con la tasa inmediata superior y a las mujeres 
viudas con hijos menores, con la inmediata inferior 
de aquélla que pudiera corresponderles por el monto 
de su renta. 

En cuanto a las sociedades anónimas y asociacio- 
nes comerciales o civiles con capitales denunciados en 
el acto de su constitución, el impuesto adicional se li- 
quidará teniendo en cuenta la proporción que sobre 
dichos capitales representen las ganancias o utilida- 
des obtenidas, en la siguiente forma: 


Rendimiento hasta 4 % del capital.......... eximido. 
z A a e O E SON Yo % 
A O OA A A RN 1 % 
ñ A O ON A AIN AAA 3 % 
y TO 1 AN 5% 
. MR O AL 10 % 
E E DO e VEO 15 % 
E ,» 90% y más ,, ES 2078 


Las sociedades que no hubieran fijado o denunciado 
su capital en el acto de su constitución, deberán es- 
tablecerlo en el término de un año después de sancio- 
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nada esta ley. No se reputa capital social a los fines 
de la ley, el que pueden obtener las sociedades o com- 
pañías, mediante las obligaciones o debentures a interés 
fijo, con independencia del que haya sido integrado 
directamente por sus asociados o subseripto pública- 
mente en forma de acciones. En consecuencia, los in- 
tereses que se satisfagan por tal concepto no se con- 
ceptúan como ganancias o rentas sociales, sin perjuicio 
dle la imposición que alcance a los tenedores de dichas 
obligaciones como parte integrante de su patrimonio 
individual. 

Fl proyecto establece también la discriminación de 
las rentas por medio de reducciones que sufrirían las 
rentas sujetas al impuesto fijo y al adicional, en la 
siguiente forma: a) Para las que provengan del capi- 
tal con la concurrencia del trabajo combinado, 10 %; 
b) Para las que provengan del trabajo solamente, 20 %; 
€) Para las rentas acumuladas, 25 %. 

La renta se determina por la declaración directa 
del contribuyente, prestada bajo juramento y someti- 
da al control de la administración general de rentas, 
la que podrá, en caso de existir presunción de fraude 
o falsas denuncias, solicitar del contribuyente y reunir, 
por su parte, de oficio, todos los elementos de com- 
probación que le sean menester para determinar la ren- 
ta y el monto de la tasa impositiva. 

Si el contribuyente no denunciase su renta en los 
términos fijados por el P. E., el fisco procederá de ofi- 
cio a tasar las rentas. El contribuyente no podrá nunca 
denunciar rentas inferiores a las siguientes bases: 1”. 
Sobre los bienes raíces edificados o establecimientos ru- 
rales con mejoras, 4 % del valor que se les atribuye 
para el pago de la contribución directa; 2”. Sobre tle- 
rras baldías, campos abiertos o incultos, 5 % sobre la 
misma base; 3%. Para las explotaciones agrícolas y gana- 
deras, 30 % del arrendamiento o valor locativo de la 
tierra explotada; 4”. Para las rentas de profesiones li- 
berales, 30 veces el valor de la patente o permiso que 
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se abone para ejercerla; 5%. Para las personas sin ocu- 
pación conocida, 5 veces el monto de los alquileres que: 
pagan en su residencia o el valor locativo de la mis- 
ma, si les pertenece o no pagan alquileres. 

Por lo que respecta al mecanismo administrativo del 
impuesto, la percepción está a cargo de la Dirección 
General de Rentas, presidida por el Ministro de Ha- 
cienda e integrada con tres mayores contribuyentes, 
la que podrá valerse de los funcionarios y empleados 
nacionales y municipales cuya cooperación se requiera. 
para las funciones de la ley sin remuneración alguna 
extraordinaria. La Dirección General de Rentas pon- 
drá a los mayores contribuyentes en los lugares que: 
estime conveniente para asegurar o formar parte de la. 
comisión, jurado o delegación que sea menester para 
recibir la declaración de los contribuyentes, estimar 
la exactitud de la misma, proceder a las tasaciones. 
de oficio y a las demás funciones que se le deleguen 
para llenar los propósitos de la ley, funciones que se: 
declaran carga pública. 


Toda persona, le corresponda o no el impuesto a la 
renta, deberá proveerse de la cédula censal, la que 
registrará su nombre, edad, estado, nacionalidad, do- 
micilio y el número de orden de la inscripción y de- 
más cireunstancias indispensables para identificar al 
contribuyente, pero en ningún caso ni en forma algu- 
na podrá determinar directa o indirectamente el mon- 
to de las tasas abonadas por el contribuyente ni la 
categoría a que pertenece. Ningún funcionario podrá. 
dar curso a peticiones, demandas, trámites o recursos. 
que interponga cualquier habitante, sin la previa exhi- 
bición de la cédula censal, y las personas no censadas 
no podrán otorgar escrituras públicas ni realizar nin- 
gún acto de trasmisión o adquisición de bienes raí- 
ces, muebles, semovientes, ni por actos entre vivos o 
disposiciones de última voluntad. 

El proyecto establece diversas penalidades por fal- 
ta de inscripción, falsa declaración o maniobras dolo- 
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sas tendientes a eludir el pago del impuesto o a redu- 
cir su proporción legal, las que consisten en multas 
del triple de la renta defraudada, sin perjuicio de 
satisfacer los impuestos adeudados. Se impone el se- 
ereto a todos los funcionarios, quienes, en caso de di- 
vulgación de los datos, antecedentes, y referencias que 
se reúnan, serán castigados con su inmediata destitu- 
ción y con dos años de presidio e inhabilitación por 
diez años para desempeñar cargos públicos, honorarios 
o rentados. 


2. — Proyecto de la Comisión de Presupuesto de la 
Cámara de Diputados 


El proyecto de impuesto sobre la renta que acaba- 
mos de describir, pasó a estudio de la Comisión de Pre- 
supuesto de la Cámara de Diputados, la que presentó 
como despacho un proyecto de que era autor el pre- 
sidente de la misma, Dr. Molina, y en el que se in- 
troducían diversas modicaciones al proyecto del P. E. 

El impuesto proyectado era también del tipo global 
y grava a los argentinos y extranjeros residentes. Los 
extranjeros que sin ser residentes percibieran rentas 
producidas por bienes o explotaciones civiles o comer- 
ciales o de cualquier otra fuente, dentro de la Repú- 
blica, están igualmente sujetos al impuesto. 

Se entiende por renta toda ganancia en dinero o en 
cualquier valor o valores estimables en dinero o que 
provengan del capital, industria, comercio o trabajos 
aislados o combinados, beneficios profesionales, suel- 
dos, salarios, pensiones y de cualquier otro origen y 
aun cuando se trate de dividendos o beneficios no dis- 
tribuídos, capitalizados o llevados a fondo de reser- 
va. A los efectos de la ley, todas las rentas serán anual- 
mente totalizadas. 

No se consideran rentas los valores adquiridos por 
legados, donaciones o herencias, indemnizaciones por 
accidentes, las que proceden de pólizas de seguros so- 
bre la vida pagadas a beneficiarios individuales a la 
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muerte del asegurado; las cuotas recibidas por el ase- 
gurado como diferenciación de primas pagadas por él 
durante el período o al terminar el mismo, especifica- 
das por el contrato o por restricciones del mismo en las 
indemnizaciones por incendios, granizos y otras que 
representan reparaciones de un daño; las sumas recibi- 
das por concepto de indemnización en accidentes del 
trabajo por lesiones o incapacidad total o parcial para 
el mismo, y las que perciban los herederos por la muer- 
te de un miembro de su familia y por las rentas que 
produzcan esos valores, quedan sujetas a las preserip- 
ciones de la ley. 


La renta neta imponible se halla deduciendo el im- 
porte de los impuestos directos, patentes, permisos, re- 
tribuciones y servicios que se abonen al Estado Fede- 
ral o a las provincias o municipalidades, lo mismo que 
a Cualquier país extranjero de donde proviniere la 
renta. Se deduce también la amortización de los bienes 
por uso o deterioro, estableciendo que no se deducirán 
los gastos invertidos en nuevas construcciones o me- 
joras permanentes en las propiedades, originados por 
operaciones ajenas a la profesión habitual del contri- 
buyente. A los extranjeros no residentes se les harán 
las mismas deducciones, pero sólo en la proporción que 
directamente se relacione con los negocios o bienes so- 
bre los cuales perciban rentas en la República. 


El mínimum de existencia se fija en $ 2.500, dando 
derecho a los contribuyentes casados a una reducción 
de $ 1.000 sobre su renta anual y otra reducción de 
$ 500 por cada persona que el contribuyente tenga a su 
cargo, considerándose como tales, siempre que no ten- 
gan rentas propias o separadas de las de aquél, los 
ascendientes de 60 años o más, equiparándose a la 
edad, las enfermedades que imposibiliten para el tra- 
bajo; los descendientes menores de 20 años o enfer- 
mos; las personas que reciban alimentos de acuerdo 
a las disposiciones del Código Civil. Se exime también 
del impuesto, las sumas devueltas por las cooperativas 
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a sus socios, en proporción de los consumos hechos o 
servicios recibidos como diferencia del precio pagado 
por esos consumos y servicios y sus gastos efectivos; y 
los intereses de títulos emitidos por el Estado broca 
las provincias o municipalidades, en virtud de le 
que eximan dichos títulos de todo impuesto. 

La tasa del impuesto es progresiva y se aplica a las 
fracciones de renta de acuerdo a la siguiente escala: 


Fracción de renta: 


Comprendida entre $ 2.500 y 10.000 
» » 070007, "15:000 


1 

ee 
Ae 0 2 19.000", :20.000' "306 
y SS » 20.000 , 25.000 4 % 
» » pea 0007, 3070007505 
es ys », 30.000 , 40.000 6 9% 
Sy ye ,- 40.000 ,, 60.000 7 % 
da a 60.000 ,, 100.000 8 % 
E > 100.000 » 150.000 9 % 
ds de », 150.000 y más 10 % 


Cada contribuyente tiene derecho, sobre el impuesto 
así calculado, a una retención del 5 % si tiene una 
persona a su cargo, de 10 % si tiene dos; de 15 % si 
tiene tres; y así sucesivamente hasta un máximum de 
50 % del impuesto. Si el contribuyente es casado y 
vive con su cónyuge, tendrá derecho a una reducción 
de 5 %, siempre dentro del 50 % como máximum. 
Esta reducción se hace sobre un máximum de renta 
imponible de $ 20.000; pasando esa suma hasta 30.000 
la reducción se disminuirá a la mitad; de $ 30.000 
en adelante, no se le hará ninguna reducción. En to- 
dos los casos en que la renta neta proceda del trabajo, 
habrá lugar además a una reducción del 20 % del im- 
puesto, y cuando sea mixto del trabajo y capital, la 
reducción será de 5 %. 

El proyecto reputa también renta imponible al ma- 
yor valor que se obtenga de la enagenación de todo 
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bien raíz adquirido con posterioridad a la promulga- 
ción de la ley, entendiendo como mayor valor, 
la diferencia entre el precio de adquisición del bien 
raíz y el precio de venta, deducido el valor actual de 
las mejoras introducidas, que en ningún caso podrán 
exceder de su costo y los gastos de transferencia. 

En cuanto a las sociedades, asociaciones y eompa- 
ñías anónimas, se aplica una tasa fija y única del 2 % 
a sus ganancias, dividendos y utilidades. Quedan ex- 
ceptuadas del impuesto, las sociedades de beneficencia 
y toda otra sociedad que sólo tenga por objeto el bien 
común o el de sus asociados y no reparta utilidades o: 
dividendos, los clubs organizados que sólo tengan por 
fin la recreación o la mejora cultural de sus socios y 
las asociaciones mutualistas no comerciales. Se entien- 
de por dividendos, ganancias y utilidades, cualquier 
distribución de beneficios hecha u ordenada por una. 
persona jurídica, compañía anónima o cualquier so- 
ciedad, proveniente de sus utilidades obtenidas o acu- 
muladas desde el 1”. de Enero de 19... y en todos los. 
años subsiguientes y pagadas a sus accionistas, socios. 
o interesados, ya sea en efectivo o en acciones de la 
compañía, cuyas sumas se reputarán rentas por su va: 
lor en dinero. Las sumas llevadas al fondo de reserva. 
o de previsión, se hallan comprendidas igualmente en 
los beneficios del año. 


Para la percepción del impuesto en esta clase de ren- 
tas se autoriza el procedimiento de retención, dispo- 
niendo que todas las personas, firmas comerciales, com- 
pañías anónimas y sociedades que no estén exceptua- 
das de impuestos y que deban pagar dividendos, ganan- 
clas o utilidades a sus socios o a cualquier accionista. 
o interesado, están obligados a retener de la paga, una. 
cantidad equivalente a la tasa normal del 2 %, hacien- 
do la declaración ante el fisco en la forma y modo que 
establezca la reglamentación, por separado y con 
distinción de la parte de la renta de cada persona a 
quien le haya sido retenida y de la cual se consignará. 
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también el nombre y dirección, especificando cuando 
aquél o ésta les sean desconocidos. Dicha retención no 
se hará a los socios, accionistas o interesados que de- 
claren ante la entidad de quien deben recibir el divi- 
dendo o ganancia o utilidad, estar exentos del pago 
del impuesto en virtud de las disposiciones de la ley. 
El mecanismo administrativo que consagra este pro- 
yecto, lo mismo que las penalidades que establece, son 
más Oo menos iguales que los del proyecto del P. E. 


3. — Proyecto aprobado por la Cámara de Diputados. 
en 1920 


Este proyecto que presenta diferencias notables con 
los anteriores, entre ellas la que se refiere a la adop- 
ción de la escala progresiva que grava las fracciones 
de renta, ha servido de modelo al anteproyecto del Mi- 
nisterio de Hacienda de 1923, en el que se reproducen 
sus principales disposiciones. Por esta razón no entra- 
mos en su examen detallado, ya que lo haremos con 
aquél. 


4, — Anteproyecto del Ministerio de Hacienda de 1923 


En el mensaje de inauguración de las sesiones del 
Congreso del año 1923, el P. E. propiciaba la crea- 
ción del impuesto sobre la renta en los siguientes tér- 
minos: «Aun cuando las necesidades de nivelación del 
presupuesto nacional exigen recursos de más inmedia- 
to resultado, mi gobierno cree que el eje de la futura 
reforma impositiva debe ser el impuesto a la renta so- 
bre la base esencial de un arreglo equitativo, previo, 
con las provincias, el cual, además, importará la su- 
presión de los impuestos internos provinciales que evi- 
tará las trabas que se han creado a la libre circula- 
ción entre los Estados y permitirá la implantación 
en todo el país de impuestos generales.» 

Consecuente con estas ideas y de acuerdo al plan ge- 
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neral de reforma del régimen tributario, el Ministe- 
rio de Hacienda sometió a la consideración de la cuar- 
ta comisión asesora del gobierno, un anteproyecto de 
ley de impuesto sobre la renta formulado sobre la ba- 
se del que obtuvo en 1920 la aprobación en general 
de la Cámara de Diputados, difiriendo, en consecuen- 
cia, de una manera fundamental de los anteriores pro- 
yectos, en particular en los siguientes puntos: la esca- 
la progresiva del impuesto global, es más moderada 
que la del anterior proyecto del Ejecutivo, por cuanto 
se aplica, como en la ley francesa, a las fracciones de 
renta; respeta a la ganadería y a la agricultura eon- 


siderándolas de escasa capacidad contributiva. 


El impuesto del anteproyecto es del tipo global, es- 
tableciéndose su vigencia por cinco años. Debe ser pa- 
gado por todos los argentinos residentes o no residen- 
tes y por los extranjeros residentes. Los extranjeros 
que sin ser residentes percibieran rentas producidas 
por bienes o explotaciones civiles o comerciales o de 
cualquier otra fuente, dentro de la República, estarán 
igualmente sujetos al impuesto, respecto de la renta 
de esos bienes, y con la tasa correspondiente al monto 
de la misma. 

El anteproyecto da una definición de renta diciendo 
que está constituida por toda ganancia en dinero, oO 
en cualquier valor o valores estimables en dinero, ya 
provengan del capital, industria, comercio o trabajo, 
aislados o combinados, beneficios profesionales, suel- 
dos, salarios, pensiones y de cualquier otro origen. To- 
das las rentas serán anualmente totalizadas a los efec- 
tos de la ley. Las acciones liberadas repartidas por 
las sociedades a sus accionistas no se consideran ren- 
tas sometidas al pago del impuesto por esta ley. 

No se consideran rentas a los valores adquiridos por 
legado, donación o herencia, indemnización por accl- 
dentes, los que procedan de pólizas de seguros sobre 
la vida pagadas a beneficiarios individuales a la muer- 
te del asegurado, las sumas recibidas por el asegurado 
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como devolución de premios por él pagados durante el 
período o al terminar el mismo, especificadas por el 
contrato o por rescisión del mismo, ni las indemniza- 
ciones por incendios, granizos u otras que representen 
reparación de un daño, las sumas recibidas por concep- 
to de indemnizaciones de accidentes del trabajo, lesio- 
nes, o incapacidad parcial o total para el mismo y 
las que perciban los herederos a título de indemniza- 
ción por la muerte de miembros de su familia. Los va- 
lores adquiridos de acuerdo a los diversos conceptos 
especificados se consideran como aumento de capital 
y sus rentas quedan en lo futuro sometidas al pago 
del impuesto conforme a la presente ley. 

El anteproyecto crea dos impuestos: uno fijo o básl- 
co y otro adicional o global. Del primero quedan li- 
bres: las rentas de los representantes diplomáticos y 
agentes consulares, siempre que haya reciprocidad; las 
sumas devueltas por las cooperativas a sus socios en 
proporción a los consumos hechos o servicios recibidos 
como diferencia entre el precio pagado por esos consu- 
mos y servicios y su costo efectivo; las partes de las 
rentas donadas o puestas a disposición de sociedades de 
beneficencia u otras que persigan el bien común y no 
repartan utilidades, siempre que tales inversiones no 
sean superiores a la quinta parte de la renta total. 


Se eximen del impuesto global: los intereses de los 
empréstitos directos emitidos por el Gobierno Nacional, 
por las provincias o por las municipalidades que, con 
anterioridad a la presente ley, hayan sido eximidos de 
todo impuesto por las leyes respectivas de su creación. 

Quedan libres, tanto del básico como del adicional, 
las rentas inferiores a $ 1.500 al año, si el contribuyente 
es soltero y a $ 2.000 si es casado y vive con su cónyuge. 
Cuando el contribuyente tenga personas a su Cargo, se 
introducirán sobre la suma a pagar, las reducciones que 
se mencionan más adelante. Se consideran personas a 
cargo del contribuyente, y sólo en los casos en que no 
tengan rentas propias o separadas de las de aquél y que 
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residan en el país: los ascendientes de 60 años o más; 
los descendientes menores de 20 años o enfermos; las 
personas que reciban alimentos de acuerdo con las dis- 
posiciones del Código Civil. 

Cada jefe de familia estará sujeto a la imposición del 
impuesto, tanto por razón de sus rentas propias como 
por las que provengan de los bienes de su mujer e hijos 
menores y que él administre; pero el contribuyente 
puede exigir que se separe el impuesto. 

La renta neta, libre de todas las deducciones men- 
cionadas anteriormente, paga un impuesto normal del 
2 %, que se recaudará en la fuente, siempre que sea 
posible, y un impuesto adicional de acuerdo con la si- 
guiente escala: 


Fracción de renta entre $ 3.000 y 6.000 1 % 
» O A A 
» RS A 
7 » sn) 7) , 10.001 9) 15.000 4 % 
» OA yo + 16:001=, "20-000" 
» o NS 2 20.D01,, 90-000 GAS 
» ES SO UB DO DOI 
» » on pa DO. 001 50 DUO ION 
» ES . y 8030017, 120 O0UU OA 
» lid 0 1200015200000 Va LIDAOA 
» oy » 5 200.001”,, 300:000< 115% 
» DAMA 5 , 300.001 y más 12 % 


Sobre el impuesto calculado de esta manera, cada 
<contribuyente tiene derecho a una reducción sobre la 
Suma a pagar de 5 %, si tiene una persona a su car- 
go; de 10 % si tiene dos; de 15 % si tiene tres; y así 
sucesivamente hasta un máximum de 60 % del impues- 
to. S1 el contribuyente es casado y vive con su cón- 
yuge tendrá derecho a una reducción del 10 % siem- 
pre dentro del 60 % como máximum. 

Esta reducción se hará cuando la renta neta impo- 
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mnible no exceda de $ 10.000 min.; pasando esa suma 
hasta $ 20.000 la reducción se disminuirá a dos terce- 
ras partes; de 20.001 a 40.000, una tercera parte; de 
40.001 en adelante no se hará ninguna reducción. En 
todos los casos en que la renta neta proceda del tra- 
bajo se efectuará además una reducción del 20 % del 
impuesto y cuando sea mixta del trabajo y del eapi- 
tal, la reducción será de 10 %. 

El contribuyente no podrá denunciar en ningún ca- 
so y bajo ninguna circunstancia rentas inferiores a 
las siguientes bases: 1% Sobre los bienes raíces edi- 
ficados y establecimientos rurales con mejoras, 4 % 
_«lel valor que se les atribuye para el pago de la con- 
tribución directa; 2% Sobre los terrenos baldíos, 2 % 
“sobre la misma base; 3”. Sobre campos incultos, 1 % 
“sobre la misma base, cuando la extensión no exceda 
de 100 hectáreas, de 2 % cuando exceda de 100 hectá- 
Teas y no llegue a 2.000, de 3 % cuando exceda de 
2.000 y no llegue a 10.000, y de 4 % euando exceda 
de 10.000. 

En ningún caso y bajo ninguna circunstancia no pre- 
vista en el articulado de esta ley, la renta global del 
contribuyente podrá aceptarse como inferior; a) Al 
«cuádruple del alquiler que paga por su vivienda cuan- 
do es mayor de $ 200.00 y al triple cuando alcanza 
esa suma; b) Al 24 % sobre el valor proporcional de 
la parte que ocupa del que se atribuye a la casa para 
el pago de la contribución territorial, en caso de que 
no pague alquiler; e) Al importe del arrendamiento que 
pague por el campo que explota o bien al 4 % sobre 
el valor que se le atribuye al campo para el pago de 
la contribución territorial, a opción del fisco. 

En cuanto a las sociedades anónimas, como toda 
«otra sociedad comercial o civil de cualquier origen que 
sea, abonará la tasa normal del 2 % sobre sus ganan- 
cias, dividendos o utilidades, la que será descontada 
«del impuesto a la renta que pagarán los contribuyen- 
tes. Quedan eximidas de este impuesto las sociedades 
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de beneficencia, los clubs y las asociaciones mutualis- 
tas no comerciales. Cuando las sociedades hayan fija- 
do por sus propios estatutos su aña económico que ter- 
mine en un mes cualquiera del mismo, las rentas se en- 
tenderán y cobrarán por el resultado del ejercicio 
anual. 

Todas las personas, firmas comerciales, compañías 
anónimas, sociedades, ineluso aquéllas que formen par- 
te del patrimonio industrial del gobierno nacional, las 
provincias y las municipalidades, que no están excep- 
tuadas por esta ley y que deben pagar dividendos, ga- 
nancias o utilidades a sus socios o a cualquier accionista 
o interesado, sujetos al impuesto sobre la renta, están 
obligados a retener del pago una cantidad equivalente 
a la tasa normal del 2 % y harán, además, la declara- 
ción ante el fisco en la forma y modo so establezca 
la reglamentación. 


El anteproyecto del Ministerio de Hacienda contie- 
ne otro capítulo con disposiciones generales y sobre la 
forma de percepción del impuesto, la que estará a car- 
o de una repartición nacional con el título de «Diree- 
ción General del Impuesto a la Renta». Una de las 
prescripciones principales es la que se refiere a la obli- 
gación que tiene toda persona, le corresponda o no el 
impuesto sobre la renta, de proveerse de una cédula 
censal en la que conste que ha cumplido con la obliga- 
ción de inscribirse en el registro que se abrirá al efecto. 

El anteproyecto consigna también en un adicional, 
diversas disposiciones relativas a las reclamaciones y 
otros derechos de los contribuyentes. Así, establece 
que a los efectos de la recaudación del impuesto se 
consideran como distritos impositivos la capital fede- 
ral y cada una de las provincias y se crea para cada 
distrito una comisión de reclamaciones encargada de 
atender a los contribuyentes en caso de errores u 
omisiones y ampliaciones o reducciones legales de las 
rentas denunciadas. Las comisiones de reclamaciones de 
cada distrito estarán formadas por el Jefe de la oficina 
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regional de la Dirección General del Impuesto a la Ren- 
ta y por dos mayores contribuyentes que nombrará el 
P. E. nacional anualmente entre los 20 mayores contri- 
buyentes de cada distrito. El P. E. nacional nombrará 
también anualmente, cuatro mayores contribuyentes 
como suplentes, para que reemplacen a los titulares en 
caso de ausencia e impedimento. 

Lus contribuyentes pueden apelar de las esla 
adoptadas por las comisiones de reclamaciones de los 
distritos locales a una cámara de apelación de "justicia 
administrativa que será la última instancia para diri- 
mir los conflictos que surjan entre los contribuyentes y 
la administración del impuesto a la renta. Esta cá- 
mara estará compuesta de cinco jueces que posean tí- 
tulo de abogado. Todos los jueces serán nombrados 
a proposición del P. E. por el Senado de la Nación, 
serán inamovibles y estarán equiparados en sus fun- 
ciones, en un todo, a los jueces del fuero federal. 

La cámara de apelación de justicia administrativa 
tendrá competencia para decidir en última instancia 
todos los conflictos surgidos entre la administración 
nacional y personas civiles, y muy especialmente en 
los conflictos que surjan en relación con la aplicación 
de gravámenes impositivos, sobre todo del impuesto 
sobre la renta, hasta tanto el Congreso Nacional dicte 
la ley orgánica que rija todas las demás funciones de 
dicha cámara. La cámara de apelación de justicia ad- 
ministrativa se formará con el presidente y los 4 jue- 
ces que constituirán provisionalmente el tribunal. La 
cámara tendrá «quórum» con asistencia de cuatro jue- 
ces y decidirá por simple mayoría. El juez que presi- 
da tendrá, en caso de empate, un voto adicional. 


Régimen, 23 
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IV. — NORMAS GENERALES A SEGUIR EN LA 
IMPLANTACION DE UN IMPUESTO ARGENTI- 
NO SOBRE LA RENTA. 


Habiendo hecho el examen de la teoría impositiva 
del impuesto sobre la renta, estudiados los diversos 
tipos y su aplicación en los principales países y ha- 
biéndonos referido a los antecedentes de más impor- 
tancia que existen en el país, réstanos considerar el 
último punto, el que más nos interesa y el que vendrá 
a ser el coronamiento de este estudio del impuesto so- 
bre los réditos en relación con nuestro total régimen 
tributario, ya que en él deben forzosamente aprove- 
charse las conclusiones a que se han llegado en los 
otros puntos examinados. Es el que se refiere a los 
principios, reglas o normas generales o directrices que 
deben informar un impuesto argentino sobre la renta, 
teniendo en cuenta la doctrina, la experiencia legisla- 
tiva de otros países, así como las peculiaridades pro- 
pias de nuestro medio. 

Juzgamos que esas normas que deben establecerse 
antes de entrar en un estudio más minucioso y deta- 
llado de lo que ha de ser nuestra futura ley de impues- 
to sobre los réditos, deben ser las siguientes: 


I—Anutoridad que debe crearlo y destino de su 
renta; 

11.—Tipo a adoptar; 

T1I.—Postulados sociales del impuesto. 
a) Progresión. 
b) Exención del mínimo de existencia. 
ec) Deducciones. 
d) Discriminación. 


Establecidas las conclusiones a que se arribe en cada 
uno de estos puntos y las que nos sugieran el conjunto 
de las mismas, podremos, partiendo de las normas ge- 
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nerales adoptadas, considerar un proyecto general de 
impuesto argentino sobre la renta. 


1, — Autoridad que debe crearlo y destino de su renta 


La implantación del impuesto sobre la renta en nues- 
tro país, plantea una primera cuestión derivada del ré- 
gimen federal de gobierno que nos rige, a saber: ¿debe 
ser nacional o provincial? Al propiciar la reforma cons- 
titucional que juzgamos necesaria para hacer posible 
en nuestro país el funcionamiento de un buen régi- 
men impositivo, nos hemos decidido por la primera 
solución, o sea, que el impuesto sobre la renta sea crea- 
do y recaudado por la Nación, en atención a la natu- 
raleza de su materia imponible que se encuentra dis- 
persa en todo su territorio. Dijimos que para ello era 
dable invocar diversas razones; en primer lugar, la 
que se refería al peligro que existe de que siendo pro- 
vincial el impuesto, muchos de los sujetos impositivos 
que existan dentro de los límites de la jurisdieción 
local, encontrarían fácilmente los medios de burlar 
la aplicación del mismo por la traslación de sus capi- 
tales a otras provincias donde el tributo no exista o 
sea más benigno. En segundo lugar, la dispersión de 
las fuentes de renta en todo el territorio de la Repú- 
blica haría imposible la creación por las provincias de 
un impuesto global sobre la renta, ya que el imperio 
impositivo de las mismas sólo se puede ejercitar den- 
tro de sus límites. 

A estas razones científico - financieras podríamos 
agregar las que se derivan de la mejor situación en 
que se encuentra el gobierno federal para organizar 
la aplicación y percepción del impuesto sobre la renta, 
teniendo en cuenta las siguientes consideraciones: 1”. 
la posibilidad de que disponga mejor que las provin- 
clas de técnicos y de funcionarios capaces de asegurar 
al impuesto su máximo de eficacia; 2%. las mayores 
garantías de imparcialidad que ofrecen las autorida- 
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des administrativas de la Nación por estar desvinecu- 
ladas de la política local. 

Un impuesto provincial sobre la renta quizás ten- 
dría éxito en localidades pobres, de escaso desarrollo 
industrial y comercial. Pero en el caso contrario está 
condenado al fracaso. El ejemplo lo tenemos en Suiza, 
en que tanto respecto del impuesto cantonal sobre el 
capital como el de sobre la renta se ejerce el fraude 
en gran escala, siendo muy natural no declarar más 
del tercio de las rentas y hasta se ha hecho habitual, 
en los agentes de la administración, preguntar desca- 
radamente a los contribuyentes cuando quieren pagar. 
Comentando estos hechos dice Seligman: «Un impues- 
to de Estado sobre la renta funcionaría tan mal, según 
nosotros, como el impuesto actual sobre el capital mo- 
biliario. En un caso como en el otro, la dificultad resl- 
de, no tanto en los métodos administrativos, como en la. 
imposibilidad de localizar los muebles o la renta. La 
historia de Inglaterra ha puesto de manifiesto la im- 
posibilidad de un impuesto local sobre la renta; la ex- 
periencia de Suiza nos ha mostrado la vanidad de un 
impuesto de Estado sobre la renta. En un país como los 
Estados Unidos, en el que la base de la vida económica, 
se ha hecho nacional y en el que las rentas del contri- 
buyente hasta han atravesado las fronteras, es un ab- 
surdo pensar establecer con éxito un impuesto estadual 
sobre la renta» (1). 

Lo mismo ha pasado en los Estados Unidos; los dis- 
tintos impuestos locales sobre la renta que se han en- 
sayado, sino han fracasado han tenido un éxito muy 
relativo. 

Teniendo en cuenta estas razones y otras que expu- 
simos referente a diversos tributos al tratar en gene- 
ral del deslinde impositivo entre la Nación y las pro- 
vincias, es que hemos proyectado la reforma de la 


=> 


(1) L'impót sur le revenu, pág. 499. 
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Constitución en el sentido de atribuir a la Nación, en 
forma exclusiva, la facultad de crear todos aquellos 
tributos que tengan una base amplia de imposición, 
entre los cuales se comprende el impuesto sobre la 
renta (1). 

Es cierto que dentro de las actuales cláusulas cons- 
titucionales sería posible el establecimiento del mismo 
por el gobierno federal, pero como ello no consta de 
normas claras y expresas, podría dar lugar en la práec- 
tica a conflictos con los Estados locales que redunda- 
rían en perzuicio del buen funcionamiento del tributo. 

La prohibición que se impondría a las provincias 
de crear impuestos sobre la renta dentro de su terri- 
torio, estaría, por otra parte, compensada con creces 
«con el derecho que les otorgaría el artículo 67 inciso 8*. 
«dde la Constitución reformada, esto es, de participar 
en una proporción que no baje del 30 % en el produ- 
cido, no solamente del impuesto sobre la renta, sino 
de todos los tributos nacionales comprendidos en el 
artículo 4”., a excepción de los derechos aduaneros. 


2. — Tipo a adoptar 


Ahora bien, ¿qué forma debe tomar en nuestro país 
el impuesto sobre la renta? Ya hemos dicho que no 
se puede hablar de «un impuesto sobre la renta», sino 


(1) «En otras épocas, la imposición local de la renta se hacía sin 
gran dificultad, porque las rentas tenían, sobre todo, una naturaleza local. 
Pero en la época moderna, la renta del contribuyente y en particular, la 
renta del gran contribuyente, tiene pocas relaciones con la localidad donde 
vive. Más bien, gracias al juego de las fuerzas económicas, la renta ha to- 
mado un carácter nacional e internacional y, en todo caso, ba traspasado 
en mucho los límites del Estado. Un individuo puede vivir en un Estado 
¡y Obtener su renta en parte de inmuebles situados en otro Estado y en 
parte de valores de sociedades existentes en numerosos otros Estados. ¿Có- 
mo es posible a una administración local o de Estado avaluar en huenas 
«condiciones estas rentas de sus ciudadanos residentes o de ejercer sobre 
ellos un control suficiente?». Seligman, Essais sur l'impót, tomo II, pá- 
Sinas 100-101. 
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de diversos impuestos sobre la renta, ya que esta de- 
nominación de «sobre la renta» es genérica y no es- 
pecífica, comprendiendo en realidad, toda una cate- 
voría de impuestos. Así es que existe un impuesto so- 
bre la renta inglés, uno alemán, uno norteamericano, 
francés, ete., que a pesar de tener una base común 
asumen formas fundamentalmente distintas, ya que se 
adaptan a la especial organización económica y fiscal 
del país. Es por eso que debemos crear para nuestro: 
país también un tipo especial, esto es, debe ser un 
impuesto argentino sobre la renta. 


Pero dentro de los innúmeros impuestos a la renta, 
hemos clasificado y agrupado aquéllos que sin ser 
idénticos, presentan formas de organización semejan- 
tes. Así hemos hablado del tipo indiciario O presun- 
cional de impuesto a la renta, del tipo sintético o glo- 
bal, del analítico o cedular, y, por fin, del mixto. Co- 
mo dentro de este esquema hemos comprendido los 
principales sistemas establecidos en las legislaciones 
positivas más adelantadas, es evidente que en él de- 
bemos a la vez fijar el sistema argentino, ya que de- 
bemos partir de la base de acomodar el nuevo impues- 
to de acuerdo a las conclusiones de las finanzas mo- 
dernas y de la experiencia legislativa. Una vez encon- 
trado el tipo de impuesto, será el momento de adap- 
tarlo a las peculiaridades propias de nuestro país, pa- 
ra formar así el sistema argentino. 

Recordaremos ahora los diversos tipos de impuesto 
a los réditos que ya hemos reseñado. El tipo indiciario 
es un modelo imperfecto de impuesto sobre la renta, 
ya que llega a desviarse de su verdadera materia im- 
positiva para recaer sobre los signos exteriores de la 
misma. La realidad de la adecuación del tributo a la: 
capacidad contributiva del sujeto impositivo no se rea- 
liza, ya que es imposible la multiplicación de los indi- 
cios en una forma tal que llegue a formar la imagen: 
exacta de la renta, no teniendo, pues, aquéllos, más: 
que un valor puramente virtual. La deficiencia notada, 
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vicia de una manera esencial el concepto actual de 
impuesto sobre la renta como un instrumento finan- 
ciero moderno que incorpore a la legislación positiva 
del país todas aquellas cualidades y virtudes que lo 
caracterizan. De aquí que desechemos su adopción pa- 
ra nuestro país. 

El tipo de impuesto global y sintético sobre la ren- 
ta es el que presenta mayores cualidades, constitu- 
yendo, en cierto punto, el ideal en esta materia, ya que 
se trata de un impuesto esencialmente personal que 
grava la renta líquida del contribuyente y sobre la 
cual es posible establecer las diversas deducciones, res- 
petar un mínimo conveniente y aplicar la tasa progre- 
siva. Las objecciones que se le han hecho han contem- 
plado más bien el aspecto práctico de la cuestión, ya 
que el método de la declaración para la determinación 
de la renta, que es necesario adoptar en este tipo de 
impuesto, se presta al fraude y a la evasión de la ren- 
ta, por requerirse especiales condiciones en los agen- 
tes del fisco, así como en la masa contribuyente. 

El impuesto cedular o analítico obvia en gran parte 
estos inconvenientes, ya que es posible aplicar en de- 
terminadas categorías de réditos, métodos más efica- 
ces para la constatación de los mismos y hasta hace 
posible la percepción del impuesto en la misma fuente. 
Su reverso consiste en que el impuesto se aleja del con- 
cepto de personalidad por hacerse abstracción, en cier- 
ta medida, del contribuyente, para no fijarse más que 
en los beneficios o provechos, y de lo que se sigue la 
imposibilidad de aplicar la progresión, de hacer de- 
ducciones adecuadas, etc. 

El desiderátum parece haberse encontrado en la com- 
binación del impuesto global con el cedular, formando 
un tipo mixto, que posee así el máximo posible de bon- 
dad teórica y de eficacia práctica. Se trata de esta ma- 
nera de compensar los inconvenientes recíprocos de 
ambos por medio de sus ventajas respectivas. Este tipo . 
lo han adoptado las naciones más adelantadas como ser 
Inglaterra, Francia y Estados Unidos. 
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En él la forma cedular asegura por una parte la fá- 
cil determinación de la renta, la percepción del im- 
puesto y también hace posible la aplicación de tasas 
distintas de acuerdo a la diferenciación de las rentas; 
y, por otra, la forma global permite llevar a todas sus 
consecuencias el principio de la personalidad en lo que 
se refiere a la progresión, deducciones, ete. 


Tal es el tipo de impuesto sobre la renta dentro del 
cual creemos que debe buscarse el tributo moderno des- 
tinado a modificar toda la economía de nuestro siste- 
ma rentístico. Su éxito, ya que se trata del tipo con- 
consagrado por el estudio y la experiencia ajenas, de- 
penderá, más que todo, de la suavidad de su aplica- 
ción y del uso disereto que de este instrumento finan- 
ciero debe hacer al principio el gobierno federal. 


Su papel debe limitarse, en la primera faz de su 
desarrollo, a vencer las resistencias lógicas que ha. de 
suscitar el nuevo tributo, tratando de arraigarlo en las 
costumbres y en la conciencia popular. Ya hemos dicho 
que el impuesto sobre la renta introduce una innova- 
ción peligrosa desde el punto de vista del éxito fiscal, 
a saber: que el contribuyente sabrá a ciencia cierta lo 
que el Estado le exige para sufragar sus gastos, des- 
truyéndole así la ilusión de no pagar o de pagar poco, 
que ha asegurado la constante eficacia de los impues- 
tos indirectos. En el nuevo tipo de tributo pasa lo 
contrario que con aquéllos: el Estado fiscal averigua 
la fortuna, la renta total o el rédito aislado del sujeto 
impositivo y le aplica la tasa que conceptúa adecuada. 
Desde entonces el contribuyente deberá separar de sus 
ganancias, al mismo tiempo que lo necesario para su- 
fragar sus gastos, «la parte del fisco», lo que indiscu- 
tiblemente le parecerá al principio algo así como una 
expoliación o exacción legal (1). 


(1) «De Parieu, el primero según afirma Chailley que ha estudiado 
estas cuestiones, formuló una interesante teoría basada en las aptitudes 
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El derecho aduanero y el impuesto interno y aun la 
contribución territorial y la patente, dan muy a me- 
nudo una visión engañosa acerca de quién los paga y 
de aquél que es en definitiva el perjudicado. El in- 
Austrial, el comerciante o el terrateniente esquivan por 
lo común su incidencia y piensan que al fin los pagarán 
otros bajo la forma de aumento de precios de las mer- 
caderías, de los frutos de la tierra, de los alquileres, 
ete.; a su vez, los consumidores suponen que el aumen- 
to de las subsistencias o de las locaciones, se deben 
a múltiples causas de orden económico y de cuyos efee- 
tos tratan de resarcirse por la elevación de los sala- 
rios. Es evidente que todos examinan la cuestión des- 
de un punto de vista simplista, ya que, exagerando las 
respectivas teorías y comparándolas unas con otras se 
llegaría a la inasequible conelusión de que el impuesto 
no lo paga nadie, ilusión que comparten todos los en- 
tes de la economía en lo que a sí respecta, y que al fin 
no beneficia más que al Estado, ya que se encuentra 
en completa libertad de acción, sin más limitaciones 
que las de algunos intereses de circunstancias. 


La realidad es totalmente diversa; bajo el actual ré- 
gimen tributario el impuesto lo pagan todos, asalaria- 
«los, industriales, comerciantes y propietarios de la tie- 
rra, ya que la repercusión y la difusión del im- 
puesto al par que la oferta y la demanda tienen la vir- 
tud de operar la distribución del impuesto en una for- 
ma impensada, caprichosa y arbitraria. Nadie se libra 


y tendencias de las diversas razas y en las cualidades morales que su- 
pone por parte de los contribuyentes el funcionamiento de este impuesto; 
cualidades, en opinión de los dos mencionados autores, más desarrolladas 
en los pueblos de raza germánica». «Revelar la fortuna a sus conciuda- 
danos, sufrir la intervención, quizás arbitraria, de los funcionarios del 
fisco, es mucho más tolerable a los hábitos de los pueblos germanos que a 
los. de raza latina». Blanco y Martínez, El ¿impuesto sobre la renta, 
pág. 340. 
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del impuesto (1) y esto que encierra un principio de 
justicia no es llevado, sin embargo, a sus últimas conse- 
cuencias, ya que es necesario completarlo con otro 
principio, o sea, el que distribuye el impuesto de acuer- 
do con la capacidad de prestación del sujeto imposi- 
tivo. ( 

El impuesto sobre la renta viene a destruir el estado: 
de ignorancia del contribuyente acerca de lo que real- 
mente paga y es por eso que el primer movimiento de 
éste sea de protesta, porque el gravamen se le hace: 
corpóreo y visible bajo la forma del nuevo impuesto.. 
Al implantarlo se debe tener muy en cuenta esta cir- 
eunstancia, empezando la aplicación en una forma me- 
surada para irlo agravando gradualmente. 

De aquí que pensemos que la condición esencial para: 
el éxito del impuesto sobre la renta en nuestro país,. 
no reside fundamentalmente en la elección justa y 
exacta de un tipo determinado. Ello sin duda tiene su: 
importancia, pero una vez elegido uno que sea la ex- 
presión de las modernas investigaciones financieras y 
de la experiencia legislativa de los principales países, 
no se debe ir más lejos, adentrándose en un sin fin de 
cavilaciones y de búsquedas a base de datos estadísti- 
cos muchas veces carentes de la necesaria certidum- 
bre. La materia de la hacienda pública es esencialmen- 
te práctica y de aquí que debamos tomar ejemplo de 
lo que ha pasado en Inglaterra, Estados Unidos y en 
Francia; desde el punto inicial de un impuesto sobre 
la renta que hoy se considera imperfecto, han llegado: 
por sucesivas transformaciones y modificaciones a un 
instrumento tributario maravilloso en su funcionamien-- 
to. Para ello han debido culminar dos etapas: 1%. Con- 
substanciar el nuevo impuesto con los hábitos y las. 
ideas de los contribuyentes; 2% A medida que era cada. 


(1) «La muerte y los impuestos son las únicas necesidades a las que: 
nadie se evade». Flora, Op. citada, pág. 46. 
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vez más aceptado, concederle mayor importancia den- 
tro del total régimen tributario y adaptarlo de acuer- 
do con las deficiencias que se notaran. 

Lo mismo debemos hacer entre nosotros; partir de 
un impuesto que sea al principio de escasa importancia 
financiera y que sería una locura creer perfecto, y a 
medida que transcurra el tiempo, aumentar gradual- 
mente las tasas introduciendo las modificaciones que 
la práctica aconseje. El factor «tiempo» de que acaba- 
mos de hablar y que tiene una extraordinaria impor- 
tancia en toda la materia tributaria, debe tenerse muy 
en consideración tratándose del impuesto sobre los ré- 
ditos. Baste considerar que Inglaterra necesitó más de 
un siglo para dar al impuesto la perfección actual, y 
que en la mayoría de los países transcurrió un lapso 
de tiempo considerable desde que se introdujera la re- 
forma en la legislación impositiva hasta que el impues- 
to sobre la renta aleanzara un puesto prominente en 
el organismo tributario. 

No deben, pues, las disquisiciones de orden teórico,. 
a base de su mayor o menor productividad, ser un obs- 
táculo para la implantación en nuestro país del gra- 
vamen sobre la renta. Lo esencial es que aparezca en: 
nuestro sistema de impuestos, aunque al principio sea 
un elemento de sólo relativa importancia en el cálculo: 
de recursos. El primer objetivo que se debe perseguir 
debe ser: acostumbrar al contribuyente a la nueva im- 
posición. Lo de que el impuesto sobre la renta sea el 
eje del régimen impositivo, como dijera el P. E. en: 
el mensaje de 1923, que se convierta en un instrumento: 
de elasticidad y precisión financiera y que alcance en. 
la mejor forma sus finalidades económicas y sociales,, 
han de ser los objetivos subsiguientes. 
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3. — Postulados sociales del impuesto 
A. — Progresión. 


La idea de la justicia en la aplicación del impuesto 
ha sido interpretada de diferentes maneras, de acuer- 
do a la naturaleza de los gravámenes y a las distintas 
épocas que se consideren; así, primero se ha creído que 
bastaba la mera iguaddad matemática, luego la pro- 
porcionalidad y, por fin, la progresividad. Este último 
£riterio es característico en la aplicación del impuesto 
sobre la renta, ya que él lleva a su realización práctica 
uno de sus postulados sociales de mayor trascendencia, 
a saber, que el gravamen esté de acuerdo a la verda- 
dera capacidad contributiva del sujeto impositivo. 


A la progresividad tributaria se le han asignado fun- 
damentos de distinto orden; así, unos han dicho «que 
él radica en la teoría de la compensación general, par- 
tiendo del punto de vista que considera que al im- 
puesto debe hacérselo actuar favorablemente en el sen- 
tido de asegurar mayor justicia en la distribución de 
la riqueza. La aplicación de tasas más elevadas de im- 
puesto a las grandes fortunas, se dice, es un modo de 
«compensar» una situación evidentemente inequitati- 
va. Otros piensan que a esta compensación debe ase- 
gurársele un rol más reducido, cireunseripto al siste- 
ma de impuestos imperante, tendiendo a contrabalan- 
cear la acción degresiva desempeñada por los impues- 
tos indirectos. Pero es indudable que estas teorías que 
buscan el fundamento de la proseresividad en una es- 
fera ajena a la del propio tributo, no nos dan una ex- 
plicación esencial y permanente de la misma. Puede 
que tengan algo de verdad en circunstancias determi- 
nadas, pero es necesario buscar una explicación que 
nazca del criterio adoptado para la aplicación del im- 
puesto. Ya hemos dicho que él reside en la capacidad 
contributiva y que la forma más justa y exacta de 
«determinar ésta, es la capacidad de prestación. La pro- 


| 
É 
É 
$ 
Í 

. 
' 
' 
' 

il 


EL RÉGIMEN IMPOSITIVO ARGENTINO 365: 


gresividad del impuesto sobre la renta trata, pues, de 
realizar esto: acomodar el gravamen del contribuyente 
a su capacidad de prestación. 

La capacidad de prestación se comprende en un do- 
ble sentido, como capacidad de consumo y como capa- 
cidad de producción. En cuanto a la primera: es evi- 
dente, que a medida que crece la renta, el margen que 
puede ser dedicado a consumos aumenta también, de 
manera que él ha de destinarse no solamente a hacer 
frente a las necesidades ineludibles de la existencia, 
sino también a todas aquellas que no lo sean, en mayor 
o menor grado. De manera que no es la misma la situa- 
ción del que sacrifica una porción de sus rentas que de- 
be consumir en las necesidades diarias de la vida, que 
aquél que lo hace con aquella porción que iba a destinar 
al lujo o gastos superfluos. Es claro que en el primer ca- 
so el sacrificio es mayor y de aquí que para resta- 
blecer el equilibrio sea necesario gravar a las rentas 
más elevadas son tasas más altas. La dificultad de 
comprender únicamente en esta forma a la capacidad 
de prestación consiste en la índole subjetiva del «sa- 
erificio» gue varía en los distintos casos particulares. 

En cuanto a la capacidad de producción, es también 
fácil de comprobarla, pues, a medida que aumenta la 
renta dedicada a aquélla, crece también en una forma 
superior, el margen dedicado a la producción ya sea 
industrial, agrícola o comercial. Así, se ha dicho, 
que mientras la renta se eleva en progresión aritmeé- 
tica, la capacidad de producción lo hace en forma geo- 
métrica. Por esto que la verdadera justicia consiste 
en gravar más a aquellas rentas que están en dispo- 
sición de producir también más (1). Claro está que la 


(1) Dice Seligman: «Se puede decir que un hombre rico está sujeto, 
en cierto modo, a la ley de los rendimientos crecientes. Cuanto más tiene, 
más fácil le es adquirir más. Las desventajas iniciales han sido vencidas, 
hecho que ya fué señalado por Adam Smith cuando dijo: Un gran capi- 
tal, aunque con pequeños beneficios, suele crecer más rápidamente que un 
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proporcionalidad da un criterio más exacto y matemáti- 
co, pero no por eso se debe sacrificar el gran postulado 
social que encierra la realización de la progresividad 
en los tributos. 


Ahora bien: ¿cómo debe entenderse la progresión en 
el impuesto argentino sobre la renta? ¿Cómo debe 
aplicarse? La primera cuestión que se suscita es la 
referente a si se debe adoptar un sistema de progre- 
sión pura O limitada. El primero tiende indiscutible- 
mente a la confiscación de toda la renta por parte del 
Estado o por lo menos de parte de esa renta, si se 
adopta la escala fraccionada. En efecto, para las ren- 
tas muy elevadas llegará un momento en que la tasa 
a aplicar será la del 100 % o sea de toda la renta. El 
sistema de progresión limitada trata de impedir esto 
por medio de la estabilización de la tasa a partir de 
cierta cantidad. Consideramos, de acuerdo con el ante- 
proyecto del Ministerio de Hacienda, que esa cantidad 
puede fijarse en $ 300.000 (fracción de renta) aplicán- 
dole la tasa del 12 %. 


La segunda cuestión se refiere a si la progresión 
debe aplicarse en el impuesto cedular, en el global o 
en ambos. Consideramos que sólo debe tenerse en cuen- 
ta la progresión en el global. En efecto; no sería pro- 
pio realizarla en el cedular donde no se conoce más 
que los réditos provenientes de una sola categoría y 
donde aun no se han efectuado las diversas deduccio- 
nes. La progresividad sólo es compatible con el cono- 
cimiento de la renta líquida y global del contribuyen- 
te. En cuanto al impuesto cedular, la tasa debe ser pro- 
porcional. 

Por fin, ¿la progresión de la tasa debe referirse al 
total de la renta o sólo a fracciones de ella, como en la 


capital pequeño con grandes ganancias. El dinero, dice el proverbio, hace 
el dinero. Cuando habéis adquirido un poco, es a menudo fácil adquirir 
más. La gran dificultad es adquirir ese poco». El impuesto progresivo en la 
teoría y en la práctica, págs. 340-341. 
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ley francesa? Creemos que este último procedimiento 
está más de acuerdo con la idea de la justicia, y por 
otra parte, de conformidad también a lo que hemos 
dicho sobre la necesidad de que en sus comienzos, el 
impuesto sea lo más benigno posible. Esto último tam- 
bién nos ha inducido a adoptar un coeficiente de pro- 
gresión moderado (1 %). 

La escala propuesta en el anteproyecto de 1923 nos 
parece conveniente; en ella se aplica a las fracciones 
de renta comprendidas entre 3.000 y 10.000, 10.001 y 
15.000, 15.001 y 20.000, 20.001 y 25.000, 25.001 y 30.000, 
30.001 y 40.000, 40.001 y 60.000, 60.001 y 100 mil, 
100.01 y 150.000, 150.001 y 200.000, 200.001 y tres- 
cientos mil y de 300.001 para arriba, las tasas de 1, 2, 
3, £, 5, 6, 7, 8, 9, 10 y 11 por ciento, respectivamente. 


B. — Exención del minimum de existencia. 


El tributo debe imponerse de acuerdo a la capaci- 
dad contributiva y ésta debe responder al criterio de 
la capacidad de prestación. Pero es de preguntarse: 
¿todos los individuos que están en la posibilidad de 
ser sometidos al impuesto, poseen esa capacidad de 
prestación? La respuesta ha de ser negativa; en efec- 
to; se puede decir que existe un mínimum de renta 
que se juzga indispensable para responder a los gastos 
ordinarios de la existencia, tales como los de alimenta- 
ción, vestido y vivienda, de manera que aquellos 
individuos cuyos provechos, beneficios o ganancias no 
excedan de esa renta, deben ser eximidos del impues- 
to, ya que se encuentran en una imposibilidad de he- 
cho para acudir a la formación de los recursos del Es- 
tado, careciendo por tanto de la capacidad de presta- 
ción (1). 


(1) «Se llama contribuir, desplegar un excedente de la actividad que 
requiere la propia personalidad. Aquél que no puede hacer esto, aquél 
¿que no puede más que vivir, y conservar su vida, Carece de capacidad 
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Esta exención no es un privilegio personal, ya que 
ella no favorece a personas determinadas sino que 
contempla sólo a las rentas de los individuos, no con- 
siderándolas como imponibles hasta no haber deduci- 
do de las mismas la cantidad que se fije como nece- 
saria para sufragar los gastos indispensables de la 
existencia. La exención no se refiere a ningún caso 
particular ni fluctúa de acuerdo a las diversas situa- 
ciones que puedan presentarse, sino que contempla a 
la generalidad, adoptando una cantidad considerada 
como el término medio de los gastos comunes a la ma- 
yor parte de los individuos. 


Su fundamento no reside, como han querido algu- 
nos, en que ejercita un rol de compensación con res- 
pecto a los impuestos indirectos que recaen principal- 
mente sobre las clases pobres, si bien puede realizar 
el mismo subsidiariamente. El se encuentra en lo que 
antes hemos dicho sobre la capacidad de prestación 
de que carecen los titulares de rentas pequeñas. De 
aquí que sea uno de los elementos indispensables del 
mecanismo del impuesto sobre la renta, ya que éste se 
basa precisamente en aquel eriterio para encontrar la 
medida del tributo. 


Los argumentos que se han aducido en contra de la 
exención del mínimum de existencia nos parecen in- 
consistentes. El que se refiere a que el impuesto es una. 
parte de los gastos del individuo, se basa en una pe- 
tición de principio, y en cuanto al que muestra los. 
problemáticos peligros de orden electoral que podrían 
sobrevenir se aparta del terreno propiamente finan- 
ciero. Por fin, en cuanto al argumento de que el im- 


para contribuir. Aquél que, económicamente, sólo puede sufragar los gas- 
tos de su mísero sustento, lo suficiente para conservar su vida, salud y 
facultad de trabajar necesaria para poder conseguir esto, aquél no tiene: 
capacidad para contribuir». Vocke, Principios fundamentales de hacienda,. 
pág. 304. 
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puesto debe ser pagado por todos, ya que no es más 
que la contraprestación que el individuo debe al Es- 
tado en razón de los servicios que éste le proporciona, 
parte de un criterio especial para determinar la capa- 
cidad contributiva que ya hemos desechado. 

Ahora bien, siendo la exención del mínimum de exis- 
tencia una aspiración de la moderna teoría tributaria, 
y el impuesto sobre la renta el más adecuado para lle- 
varla a su realización, ¿en qué forma y en qué medida 
sería aplicable en la República ? 

En primer lugar, ¿la exención del mínimum de exis- 
tencia debe establecerse sólo en el impuesto celudar, 
en el global o en ambos? Creemos que se debe adoptar 
el último temperamento, ya que en cuanto al impues- 
to global sólo debe comenzar su imposición a partir 
de los $ 10.000 de renta, en atención al carácter com- 
plementario del mismo y a la necesidad de ensayar 
con suavidad la aplicación del nuevo impuesto. 

Y en cuanto al impuesto cedular debe también te- 
nerse en cuenta la exención, ya que hay muchas ren- 
tas pequeñas que escapan a la imposición del global 
y por lo tanto no se les podría aplicar aquélla. 

En lo que se refiere a la medida de esta última, con- 
sideramos que $ 2.000 es una cantidad alrededor de 
la cual gira la cantidad mínima necesaria para la exis- 
tencia y, por lo tanto, la propiciamos para su implan- 
tación en el impuesto cedular. Salvo en la categoría 
de las rentas de salarios, sueldos y emolumentos, pen- 
siones y rentas vitalicias en la que adoptaremos la de 
$ 3.000, por considerar que aquéllas son las que más 
soportan las consecuencias de la preponderancia que 
en nuestro régimen tributario tienen los impuestos in- 
directos. 

En cuanto al impuesto global, ya hemos dicho que 
10.000 $ nos parece una suma-límite conveniente. 


Régimen, 24 
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C. — Deducciones. 


El concepto de la personalidad del impuesto que exi- 
ge que se contemplen las situaciones particulares de 
los individuos, es también uno de los postulados so- 
ciales de los impuestos modernos, cuya realización se 
trata de conseguir por medio de la implantación del 
impuesto sobre la renta. 


En efecto: los impuestos personales, que no tienen 
nada que ver con las antiguas prestaciones de servi- 
cios que confinaban con el estado de servidumbre, se 
llaman así en contraposición de los reales que gravan 
a la riqueza, haciendo abstracción de los titulares de 
la misma, mientras que aquéllos tienen muy en cuenta 
el vínculo existente entre ambos. No gravan, así, el 
activo de los individuos sino el saldo que resulta me- 
diante la deducción del pasivo, teniendo en cuenta asl- 
mismo las cargas familiares que gravitan sobre aqué- 
llos (1). 

De aquí, que en la aplicación del impuesto sobre la 
renta en la República, se deban considerar esas dos 
grandes categorías de deducciones que deben verifi- 
carse sobre la renta o ganancia neta del contribuyente, 
a saber: 1%. Intereses de las deudas; 2. Una cantidad 
calculada por las cargas de familia. 

Una cuestión previa a dilucidar consiste en si estas 
deducciones deben efectuarse en el impuesto cedular, 
en el global o en ambos. En Inglaterra se efectúan 


(1) «Está fuera de duda que el régimen tributario debe tener en 
cuenta las diversas situaciones de los contribuyentes y no operar en sen- 
tido dañoso. Obraría en sentido dañoso e inmoral si suponiendo dos ré- 
ditos iguales, el impuesto fuera el mismo para un célibe que para una 
familia de diez hijos. Hay dos especies de impuestos en los que este prin- 
cipio de la familia se puede tener mejor en cuenta: el impuesto sobre las 
sucesiones, y el impuesto general sobre el patrimonio o sobre la renta. 
Este último, sobre todo, se presta más que cualquier otro impuesto a tener 
en cuenta la especial situación del jefe de familia». Nitti, Principi di scien- 
za delle finanze, pág. 342. 
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en el «income-tax», pero como éste se percibe en la 
fuente, el contribuyente tiene luego que reclamar del 
fisco las cantidades que ha pagado demás. Teniendo 
en cuenta que en nuestro país existen en gran número 
las rentas pequeñas, de adoptarse el sistema inglés la 
marcha de la Administración se entorpecería en forma 
notable. Por eso consideramos que las deducciones de- 
ben aplicarse en el impuesto global y no en el cedular. 

En cuanto a la primera categoría de deducciones a 
efectuar sobre la renta total imponible, se deben com- 
prender a más de los intereses de las deudas que gra- 
vitan sobre cada contribuyente, otras salidas que se 
les asimilan, como ser el importe de los impuestos di- 
rectos, patentes, permisos o retribuciones, las pér- 
didas resultantes de un déficit de explotación en una 
empresa industrial, comercial o agrícola y las pérdi- 
das extraordinarias provenientes de casos fortuitos o 
de fuerza mayor como ser incendios, tempestades, te- 
rremotos o naufragios. Referentemente a las dedue- 
ciones por cargas de familia nos parece conveniente 
adoptar un doble orden, a saber, sobre la renta imponi- 
ble y sobre el impuesto. Las primeras consisten en una 
reducción de $ 1.000 si el contribuyente es casado y 
de $ 500 por cada una de las personas a su cargo, 
comprendiendo entre éstas a los ascendientes de más 
de 60 años, a los descendientes de menos de 20 o en- 
fermos y a las personas que reciban alimentos de acuer- 
do a las disposiciones del Código Civil. Respecto a la 
deducción sobre el impuesto, se puede calcular en un 
10 por ciento si el contribuyente es casado y vive con 
su cónyuge, de 5 % si tiene una persona a su Cargo, 
de 10 % si tiene dos, de 15 % si tiene tres, y así su- 
cesivamente hasta un máximo del 60 % del impuesto. 
Esta reducción se hará cuando la renta neta imponi- 
ble no exceda de $ 20.000; pasando esa suma hasta $ 
30.000 la reducción se disminuirá a 2/3 partes; de 30.001 
2 50.000, a una tercera parte; de 50.001 en adelante no 
se hará deducción. 
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En el caso de que el contribuyente no caiga bajo la 
imposición del impuesto global en razón de que su ren- 
ta total no aleanza el mínimo a partir del cual se lo 
computa, podrá solicitar las mismas reducciones por 
cargas de familia, tanto en el monto imponible como 
en la cuota, así como la deducción de los intereses de: 
los créditos hipotecarios o de los préstamos afectados: 
a una explotación industrial, comercial o agrícola; dis- 
minuciones que deberán efectuarse en la cédula o eé- 
dulas en que estén gravadas sus rentas. 


D. — Discriminación. 


Actualmente se exige también que la legislación 
distinga a los efectos de aplicar el impuesto a las dis- 
tintas categorías de rentas o fuentes de entrada del 
contribuyente, averiguando si son ellas procedentes del 
trabajo, del capital o del concurso de ambos facto- 
res, esto es, rentas mixtas. Esta distinción es a los 
efectos de imponerlas con tasas diferentes, ya que si 
no son lo mismo desde el punto de vista cuantitativo,. 
difieren desde el de su naturaleza intrínseca. Esto es 
lo que se conoce con el nombre de diferenciación del 
impuesto o de discriminación de las fuentes de renta 
del contribuyente. 

La diferencia fundamental que el sistema inglés re- 
sume dando el nombre de rentas ganadas a las prove- 
nientes del trabajo y de no ganadas a las provenientes. 
del capital, reside en el hecho de que las primeras tie- 
nen un carácter aleatorio, temporal y precario, mien- 
tras que las segundas son de índole permanente, se- 
guras y estables. Las rentas del trabajo están sujetas 
a mil contingencias resultantes del estado de salud o 
de enfermedad, de la energía desarrollada en la labor 
y se extinguen con la vida del titular; mientras que: 
las del capital no están sujetas a ninguna de esas po- 
sibilidades y se trasmiten íntegras a los herederos. Por 
otra parte, las rentas del capital suponen mayor ca- 
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pacidad de prestación, ya que en éstas el sujeto pue- 
«le consumir la totalidad de la renta sin que lo preocu- 
pe el porvenir, mientras que en las del trabajo se debe 
separar del consumo una porción que bajo la forma 
«le ahorro tiende a capitalizarse para asegurar en el fu- 
turo una renta estable y exenta de cuidados (1). 

Estas consideraciones han hecho colocar a la diseri- 
minación entre los principios que se deben guardar y 
aplicar en un sistema tributario moderno, en el cual 
el impuesto sobre la renta desempeña el papel más con- 
siderable. Tiende así este tributo a realizar una finali- 
dad social de la mayor importancia, cual es la de com- 
pensar a los titulares de los beneficios del trabajo, 
la desigualdad en que se encuentran con respecto a los 
que perciben sus rentas del capital, asegurando así el 
rol esencial del impuesto, esto es: acomodarlo a la ca- 
pacidad de prestación del contribuyente, 


Un impuesto a la renta argentino, debe, pues, rea- 
lizar la discriminación de las fuentes de renta. Ella 
debe efectuarse, no en el impuesto global, ya que se 
aplica al conjunto de todas las rentas, sino en el ce- 
dular que las clasifica por categorías. Será así posl- 
ble establecer tasas diferentes para cada una de las 
“mismas, según que se trate de réditos procedentes del 
trabajo, del capital o de la combinación de ambos. 
Es claro que a las primeras les corresponderá el lu- 
gar inferior de la escala, a las segundas les correspon- 
«lerá el superior y a las terceras el intermedio. Es por 


(1) <Aquél que posee una renta de su capital es más fuerte, desde el 
punto de vista financiero, que aquél que vive de su trabajo, en su tota- 
lidad o en gran parte. En un gran número de casos el primero estará en 
estado de aumentar los medios de que dispone; y si no está en estado de 
hacerlo, se encontrará siempre en una situación más favorable que la per- 
sona privada de fortuna, porque estará menos necesitado de economizar 
«en provecho de su familia»... «Se puede sentar como regla general que 
tratándose de rentas iguales deben soportar una imposición tanto mayor, 
«cuanto que el elemento renta del capital ocupe un lugar más importante». 
Pierson, Revenus de UVEtaí, págs. 288-289. 
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esto que proyectamos para las cédulas 4%. y 5%. que tra- 
tan del impuesto sobre los sueldos, salarios y emolu- 
mentos, pensiones y rentas vitalicias, y del impuesto 
sobre los beneficios de las profesiones no comerciales, 
respectivamente, solamente tasas del 1 y 2 %, mientras 
que para la cédula 6”., que trata del impuesto sobre las 
rentas de los valores mobiliarios, créditos, depósitos y 
fianzas, es decir, procedentes exclusivamente del ca- 
pital, la del 4 %. En cuanto a la cédula primera que 
se refiere al impuesto sobre los beneficios industriales 
y comerciales, por comprender rentas mixtas, la grava- 
mos con una tasa intermedia del 2,50 %. A las rentas 
comprendidas en las cédulas 1*%. y 2*., por motivos es- 
peciales que luego se especificarán, las gravamos con 
la tasa mínima del uno por ciento. 


V. — CONCLUSIONES 


Indicadas las normas generales para la adopción del 
impuesto sobre la renta en la República, en lo que se 
refiere a la autoridad que debe crearlo y al destino 
que debe darse a su renta, al tipo a que se debe aco- 
modar y a los postulados de orden social que debe con- 
sagrar, a saber, la progresión del impuesto, la exención 
del mínimum de existencia, las deducciones y la dis- 
ecriminación de las fuentes de renta, nos resta detallar 
en particular las prescripciones legales que podrían 
adoptarse para realizar y dar efectividad práctica a 
dichas reglas en nuestro derecho tributario positivo. 

En la tarea de dar cuerpo y forma legal a la teoría 
que hemos expuesto sobre el impuesto a la renta, ya 
tenemos material en nuestro país, que se ha ido for- 
mando a partir del proyecto del Poder Ejecutivo de 
1917. Por eso, a pesar de no haber llegado en el lapso 
de tiempo transcurrido, a convertirse en ley ninguno 
de los proyectos presentados, se puede decir que ya 
existe una experiencia parlamentaria y gubernamental 
en la materia, ya que, los sucesivos proyectos y ante- 


me 
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proyectos presentados han dado margen a estudios y 
eríticas, dando por resultado la formación de una que 
podríamos llamar «opinión nacional» al respecto, cons- 
tituída por el modo de ver de profesores universita- 
rios, publicistas, periodistas, y de los representantes 
más destacados de las actividades de la producción y 
del trabajo en todas sus formas. Las opiniones autori- 
zadas vertidas al presentarse cada proyecto o estudio 
sobre el particular, han dado por resultado el sucesivo 
perfeccionamiento de los mismos. Es así como los pri- 
mitivos proyectos del P. E. y de la Comisión de Pre- 
supuesto se han ido despojando de numerosas dispo- 
siciones que la crítica señaló como ineficaces o mo- 
dificándose aquéllas que requerían un cambio, al mismo 
tiempo que se agregaban las que se conceptuaron omi- 
tidas. 


De esta manera, el anteproyecto del Ministerio de 
Hacienda de 1923, que es el último documento oficial 
sobre el impuesto a la renta, ya no consigna a los efec- 
tos de la aplicación del impuesto, ninguna distinción 
entre residentes y no residentes, ni establece diferencia 
entre lo que debe conceptuarse como renta al mayor 
valor, que figuraba en anteriores proyectos como renta 
acumulada, evitando también la doble imposición que 
se originaba por la defectuosa legislación sobre socie- 
dades .Conserva, sin embargo, una disposición que cree- 
mos errónea y perjudicial, y que desvirtúa el verda: 
dero carácter que debe tener el impuesto sobre la ren- 
ta. Es la que se refiere al establecimiento de rentas 
presuntivas, debajo de las cuales no se podría hacer nin- 
guna declaración. Así, establece diversas bases para 
los bienes raíces edificados y establecimientos rurales 
con mejoras, para los terrenos baldíos, para los campos 
incultos, estableciendo luego que en ningún caso y bajo 
ninguna circunstancia no prevista en el articulado de 
la ley, la renta global del contribuyente podrá aceptarse 
como inferior: a) Al cuádruple del alquiler que paga 
por su vivienda cuando es mayor de $ 200 y al tri- 
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ple cuando alcanza esa suma; b) Al 24 % sobre el va- 
lor proporcional de la parte que ocupa del que se atri- 
buye a la casa para el pago de la contribución terri- 
torial, en caso de que no pague alquiler; c) Al impor- 
te del arrendamiento que pague por el campo que ex- 
plote, o bien al 4 % sobre el valor que se le atribuya 
al campo para el pago de la contribución territorial, a 
opción del fisco. 

Estas disposiciones tienden a establecer un sistema 
de indicios o presunciones para determinar la renta, 
cayendo en el tipo anticuado de impuesto sobre la ren- 
ta que ya hemos estudiado. Este sistema despoja al im- 
puesto de la base real que es su característica, ya 
que tiende a convertirlo en un tributo sobre determi- 
nados signos que distan mucho de dar una imagen aca- 


bada y exacta de las verdaderas facultades del contri- 


buyente. | 

Es indudable que el temor a las evasiones y al frau- 
de en la primera faz del desarrollo del impuesto, es 
lo que ha llevada a establecer esas bases de presunción 
sin pensar que ese temor debe desaparecer ante las 
tasas poco elevadas que se imponen y ante una fisca- 
lización conveniente. Por fin, si a pesar de todo se pro- 
dujera la evasión en cierta medida, débese recordar lo 
que ya hemos dicho acerca de la creación de hábitos 
de disciplina en el contribuyente por la fuerza de la 
costumbre, y la sanción moral que es su lógico com- 
plemento, a lo que no se podría llegar por métodos coer- 
citivos y avaluaciones injustas. 

Por otra parte, el citado anteproyecto de 1923, es- 
tablece un tipo de impuesto global, lo que explica en 
parte la adopción de dichas disposiciones, ya que a 
excepción de los dividendos o utilidades repartidas por 
sociedades y firmas comerciales, no se adopta, en aten- 
ción a su imposibilidad, el método de retención del 
impuesto en su fuente. Estableciendo, en cambio, un 
tipo de impuesto global y cedular, será posible en mu- 
chos casos aplicar la retención, lo que forzosamente 
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disminuirá la importancia de lo sometido a la decla- 
ración y percepción del impuesto con arreglo a ella y 
a la tasación administrativa, haciendo el posible fraude 
más reducido. 

A pesar de lo que llevamos dicho sobre la existen- 
cia en el país de antecedentes parlamentarios y guber- 
nativos sobre un impuesto a la renta argentino, pen- 
samos que sería conveniente antes de dictarse la ley 
respectiva, de reabrir la discusión pública al respecto, 
reuniendo el mayor número de opiniones calificadas y 
representativas para así redactar el proyecto definiti- 
vo. Bueno es observar, sin embargo, que a esta enÍ 
cuesta debe ponérsele por anticipado un término limi- 
tado y tratar de que no se prolongue la discusión por 
la mera controversia de intereses encontrados que no 
harían más que prorrogar indefinidamente el momen- 
to de la aplicación de la ley. Lo esencial, como ya lo 
dijimos, no está en encontrar un modelo perfecto de 
proyecto de impuesto sobre la renta aplicable a nues- 
tro país, ya que ello no sería posible, sino aquél que 
reuniendo un término medio de buenas cualidades teó- 
ricas y de posible eficacia práctica, se entregue a la 
experimentación legislativa, sin dilaciones que distan- 
cien eternamente la reforma de nuestro régimen tri- 
butario. La experiencia, que ha sido la gran artífice 
del impuesto sobre la renta en los distintos países en 
que tiene hoy un lozano desarrollo, nos mostrará sus 
defectos, lo que hará que se busquen los remedios apro- 
piados, provocando así su gradual perfeccionamiento. 


En las páginas subsiguientes esbozamos un esquema 
general para un proyecto de impuesto federal sobre 
la renta, cedular y global. Para este último aprovecha- 
mos especialmente los materiales suministrados por el 
anteproyecto de 1923, aunque reformado en muchas 
partes y arreglado al tipo mixto que adoptamos. 

Para el cedular, seguimos en sus líneas generales las 
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disposiciones de la legislación francesa, aunque también 
reformada y adaptada a nuestro país. 


VI. — PROYECTO DE IMPUESTO FEDERAL SO- 
BRE LA RENTA 


1. — Disposiciones comunes a los impuestos cedular 
y global 


Desde el primero de Enero de 19... en adelante, 
las rentas que se produzcan en la República quedarán 
sujetas a los impuestos cedular y global sobre la renta 
en la medida y forma que se establece en los artículos 
subsiguientes. 

Los impuestos cedular y global sobre la renta deben 
ser pagados por todos los argentinos residentes o no 
residentes, y por los extranjeros residentes. Los extran- 
jeros que sin ser residentes percibieran rentas produ- 
cidas por bienes o explotaciones civiles o comerciales 
o de cualquiera otra fuente, dentro de la República, 
están igualmente sujetos al impuesto, respecto de las 
rentas de esos bienes. 

Quedan libres de los impuestos cedular y global so- 
bre la renta: 

Las rentas de los representantes diplomáticos y 
agentes consulares, siempre que haya reciprocidad. 
Las sumas devueltas por las cooperativas a sus socios, 
en proporción a los consumos hechos o servicios reci- 
bidos, como diferencia entre el precio pagado por esos 
consumos y servicios y su costo efectivo. Las partes 
de las rentas donadas o puestas a disposición de socie- 
dades de beneficencia u otras que persigan el bien co- 
mún y no repartan utilidades, siempre que tales in- 
versiones no sean superiores a la quinta parte de la 
renta total. 

Constituye la renta de que trata esta ley toda ga- 
nancia en dinero o en cualquier valor o valores esti- 
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mables en dinero, ya provenga del capital, industria, 
comercio o trabajo, aislados o combinados, beneficios 
profesionales, sueldos, salarios, pensiones y de cual- 
quier otro origen. 

No se considera renta a los valores adquiridos por 
legado, donación o herencia, indemnizaciones por ae- 
cidente, los que provengan de pólizas de seguros sobre 
la vida pagadas a beneficiarios individuales a la muer- 
te del asegurado, las sumas recibidas por el asegurado 
como devolución de premios por él pagados durante el 
periodo o al terminar el mismo, especificado por el 
contrato o por rescisión del mismo, ni las indemniza- 
ciones por incendios, granizos y otras que representen 
reparación de un daño, las sumas recibidas por con- 
cepto de indemnizaciones de accidentes del trabajo, 
lesiones o incapacidad total o parcial para el mismo y 
a las que perciben los herederos a título de indemni- 
zación por la muerte de miembros de su familia. 

Los valores adquiridos de acuerdo con el párrafo 
anterior se consideran como aumento de capital y sus 
rentas quedan en lo futuro sometidas al pago del im- 
puesto conforme a la presente ley. 


2. — Impuesto cedular 


Creemos que la organización de este impuesto, que 
grava cada una de las categorías de rentas, debe se- 
guir en sus líneas generales a la de su similar francés. 
Por esa circunstancia, no formularemos el proyecto de 
las disposiciones legales sobre el impuesto cedular, eo- 
mo lo hicimos con las generales que lo comprenden 
al mismo tiempo que al global y como lo haremos lue- 
go al tratar en particular de éste, ya que al estudiar 
el sistema francés hemos expuesto detalladamente lo 
atingente al impuesto cedular. 

Trataremos sólo en forma general de las diversas cé- 
dulas, remarcando sólo en aquellos puntos en que he- 
mos creído conveniente apartarnos del modelo, expo- 
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niendo brevemente las razones que nos han inducido , 
a ello. Mencionaremos también aquellas disposiciones 
que hemos cereídos conveniente agregar, tendiendo a 
asegurar el mayor éxito del nuevo impuesto. 

La clasificación del impuesto en cédulas que adop- 
tamos en la siguiente: 


Cédula primera. — Impuesto sobre los beneficios in- 
dustriales y comerciales. 

Cédula segunda. — Impuesto sobre la propiedad te- 
rritorial. 

Cédula tercera. — Impuesto sobre los beneficios de 
la explotación agrícola. 

Cédula cuarta. — Impuesto sobre los sueldos, sala- 
rios y emolumentos, pensiones y rentas vitalicias. 

Cédula quinta. — Impuesto sobre los beneficios de 
las profesiones no comerciales, 

Cédula sexta. — Impuesto sobre las rentas de los 


valores mobiliarios, depósitos, créditos y fianzas. 


Cédula primera. — Impuesto sobre los beneficios indus- 
triales y comerciales. 


Tratándose de legislar para esta cédula, creemos que 
debe adoptarse lo prescripto al respecto por la ley 
francesa, ya que se refiere en forma clara y detalla- 
da a las rentas que comprende, a las reglas para ha- 
llar el producido bruto y líquido, ete. 

Para la determinación de la renta establece dos mé- 
todos, el del beneficio real y el de los beneficios ava- 
luados, según el giro de los negocios de acuerdo con 
determinado coeficiente de tasación. Este último debe 
ser desechado de nuestra legislación por su carácter 
un tanto arbitrario, según ya lo demostramos al ocu- 
parnos en particular del sistema francés. 

En cuanto a la tasa del impuesto, estimamos que se- 
ría suficiente por ahora una que oscilara alrededor 
del 2.50 %, en atención a la diferenciación que debe 
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observarse ya que se trata de rentas mixtas, el hecho 
de encontrarse ya gravados el comercio y la indus- 
tria por medio de patentes y licencias, y en atención 
de que se trata de un impuesto que se ensaya por pri- 
mera vez. 


Este impuesto comprende tanto a los beneficios co- 
merciales e industriales de las personas físicas como 
a los de sociedades anónimas y demás asociaciones y 
agrupaciones. Sin embargo, como los dividendos de las 
acciones se gravan en la cédula del impuesto a los va- 
lores mobiliarios, depósitos, créditos y fianzas, debe 
evitarse la doble imposición que podría verificarse, 
por medio de la deducción en el impuesto a los bene- 
ficios, de lo que se haya pagado en concepto del im- 
puesto a las rentas de las acciones. La exoneración 
del impuesto a los beneficios comerciales e industria- 
les de las sociedades anónimas y en comandita por 
acciones no correspondería, como se ha insinuado algu- 
na vez, ya que no todas las utilidades se reparten en 
forma de dividendos, sino que algunas van a engrosar 
el fondo de reserva u otros renglones. 


El mínimum de existencia lo fijamos en $ 2.000. 


Cédula segunda. — Impuesto sobre la propiedad terri- 
torial, 


La tasa de este impuesto, que en el régimen francés 
alcanza al cinco por ciento, debe ser reducida al míni- 
mum en el nuestro, en atención a los fuertes gravá- 
menes que ya soporta. Se ha calculado que la propie- 
dad fundiaria, rústica y urbana, concurre con el ca- 
torce por ciento de sus rentas al sostenimiento del era- 
rio nacional, provincial y municipal. 


Además, el suelo entre nosotros no tiene una gran 
productividad; así, el ingeniero Bunge dice que de to- 
do el territorio argentino, dos tercios están exentos de 
rendimiento, y cuando lo tienen, es parcial y en detri- 
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mento del tercio que está realmente en explotación (1). 
Existen 238 millones de hectáreas aptas para la gana- 
dería, agricultura y explotación de bosques, pero de 
esa cantidad sólo se aprovechan 93 millones, o sea el 
39 por ciento, de la siguiente manera: 


Hectáreas 
Ejido de ciudades y pueblos ......... 100.000.— 
Cultivo de todo orden y explotaciones 
Forestales e TON a 24.361.980.— 
Canados ines MA Do IE Vii A 68.638.040.-— 
OLA Ad 93.100.020.— 


Por otra parte, el gravamen a la renta debe alcan- 
zar, más que a los propietarios del suelo, a los acreedo- 
res hipotecarios. En efecto, se ha caleulado, que el ren- 
dimiento total de la propiedad territorial, compren- 
diendo la edificada y no edificada, gira alrededor de 
430 millones de pesos moneda nacional, cuyo destino es 
el siguiente (2): 


Proporción % 


A los acreedores hipote- 


CALIO SA A AA $ 242.000.000.— 56 
Contribución directa .. ,, 58.000.000.— 14 
A los propietarios .... ,, 130.000.000.— 30 

$ 430.000.000.— 100 


Como los 58 millones de la contribución territorial 
son cargados por los propietarios, resulta que los acree- 


a 


(1) Riqueza y renta, pág. 57. 
(2) Bunge. Op. citada, pág. 82. 
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dores hipotecarios, a pesar de corresponderles el 56 
por ciento de la totalidad de las rentas de la tierra, se 
encuentran exentos de gravamen. Es por esto y porque 
la propiedad fundiaria, relativamente al impuesto so- 
bre la renta, tiene escasa capacidad contributiva, es 
que fijamos la tasa que grava a aquélla en sólo el uno 
por eiento. En cambio, a los créditos hipotecarios, com- 
prendidos en la cédula del impuesto a los valores mo- 
biliarios, créditos, depósitos y fianzas, les aplicamos la 
tasa del 4 por ciento. 

Por otra parte, deben quedar eximidas del impuesto 
territorial aquellas personas que explotan personalmen- 
te una propiedad rústica, siempre que su extensión 
sea menor de 800 hectáreas, que no posean otras pro- 
piedades y siempre que su renta total imponible no 
exceda de $ 2.000. La razón de esta disposición reside 
en la necesidad de proteger y formar la pequeña pro- 
piedad agrícola. 

No consideramos conveniente establecer reducciones 
en esta cédula por cargas de familia, como lo hace la 
ley francesa, ya que ellas se efectúan en el impuesto 
global. 


La renta imponible está representada por el alquiler 
bruto (anual) con deducción de los gastos de repara- 
ción o de conservación (un sexto de las rentas para las 
casas y un tercio para las tierras) y de la contribu- 
ción territorial. No deducimos tomo en el income-tax 
los intereses de los créditos hipotecarios porque ello 
se efectúa en el impuesto global (1). 


La renta se determina por medio de la declaración 
efectuada por el locatario si el propietario no habita o 
mo explota el inmueble, siendo también él el que debe 


y 
(1) Debe exceptuarse el caso en que el contribuyente no sea alcanzado 


por el impuesto global, en él que es justo acordarle el derecho de reclamar 
la reducción en el impuesto territorial. 
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pagar el impuesto, deduciéndolo del precio del arren- 
damiento. A este fin, todo propietario tiene que de- 
clarar el nombre de sus locatarios. . 


Cédula tercera. — Impuesto a los beneficios de la ex- 
plotación agrícola. 


La organización de la cédula francesa respectiva es 
perfectamente aplicable a nuestro país en lo que se 
refiere a su amplitud de comprensión y a la obtención 
de la renta imponible. Lo mismo en lo que se refiere 
a la determinación de la renta, la que se efectúa cal- 
culándola en la mitad del valor locativo anual. 

En atención a la escasa productividad de la agricul- 
tura y aun a la de la ganadería, la tasa no debe ser 
elevada. Así, dice el señor Bunge: «Los capitales em- 
pleados directamente en la agricultura no tienen a 
nuestro juicio un rendimiento propio, a pesar de re- 
presentar un valor no inferior a un billón seiscientos 
cincuenta mil pesos moneda nacional. Pensamos que 
la maquinaria y los útiles agrícolas, no son de hecho 
más que las herramientas de los colonos o arrendata- 
rios que ellos pagan o amortizan cón su trabajo. Los 
colonos y arrendatarios de la agricultura, que constitu- 
yen el 60 % de los que cultivan la tierra, no son sino 
obreros cuyo salario es apenas indispensable para sub- 
venir a sus necesidades primordiales dentro de una 


forma de vida realmente miserable, con un mínimum 


de confort para un país civilizado, confort inferior al 
del obrero urbano, con la sola compensación del aire 
y la luz y de cierta mayor independencia moral» (1). 

De aquí que pensemos que la tasa a aplicarse no 
debe exceder del uno por ciento. En cuanto al míni- 
mum de existencia, creemos que debe establecerse en 
$ 2.000. 


(1) Op. citada, pág. 71. 


7 A A dass 


5 CE A 
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Cédula cuarta. — Impuesto sobre los sueldos, salarios y 
emolumentos, pensiones y rentas vitalicias. 


Son también aplicables en esta cédula las disposi- 
ciones de la análoga francesa referente a las especies 
de rentas que abarca, así como a las diversas conside- 
raciones que hay que tener en cuenta respecto a la 
forma de retribuir el trabajo, los gastos, ete. Lo mis- 
mo en relación a lo que debe entenderse por renta im- 
ponible y a las deducciones que pueden hacerse ya 
sea por aportes para pensiones o retiros o por los 
gastos inherentes al cargo o función desempeñada. 
También consideramos adaptable a nuestra legislación 
lo que se refiere a la determinación de la renta por 
medio de la declaración de los empleadores, lo mismo 
que a la tasación administrativa a los efectos de la 
aplicación del impuesto. 


La percepción debe hacerse en la fuente, reteniendo 
los empleadores el importe, deduciéndolo de los sueldos 
o salarios que deban pagar. 

La tasa imponible no debe pasar del uno por ciento, 
- teniendo en cuenta el carácter precario de estas ren- 
tas, y en que ya están gravadas fuertemente con los 
impuestos al consumo, y en cuanto a la porción de la 
renta no imponible puede fijarse en $ 3.000. 


Cédula quinta. — Impuesto sobre los beneficios de las 
profesiones no comerciales, 


En esta cédula se gravan las rentas de médicos, in- 
genieros, abogados, arquitectos, dentistas y en general 
de todas las profesiones liberales. A más, comprende 
también cualquier ganancia o provecho procedente del 
ejercicio de una profesión que no sea comercial y en 
general, cualquier entrada profesional que no esté gra- 
vada en las otras cédulas. 

La renta se determina por declaración del contrj- 


Régimen, 25 
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buyente y tasación administrativa. Teniendo en cuen- 
ta que su origen es el trabajo, debe aplicársele una 
tasa moderada, como ser del dos por ciento. El míni- 
mum de excepción puede fijarse en $ 2.000. 


Cédula sexta. — Impuesto sobre las rentas de los valores 
mobiliarios, créditos, depósitos y fianzas. 


La organización de la correspondiente cédula fran- 
cesa es perfectamente adaptable a nuestro país. No 
mencionaremos sus disposiciones por haberlo ya hecho 
al tratar en particular de aquélla. ) 

Las rentas de esta cédula constituyen una excelente 
materia impositiva, ya que se trata de beneficios que 
tienen exclusivamente su Origen en el capital, y que, 
por otra parte, no se encuentran gravados con otra 
suerte de impuesto. Deben exceptuarse del impuesto 
los intereses de los empréstitos directos emitidos por 
el gobierno nacional, por las provincias o por las mu- 
nicipalidades que con anterioridad a la sanción de la 
ley, hayan sido eximidos de todo impuesto por las le- 
yes respectivas de su creación. En cuanto a los inte- 
reses de los empréstitos que no reuniesen esa condi- 
ción o que se emitan con posterioridad a la ley deben 
ser gravados únicamente con la mitad de la tasa gene- 
ral, con el propósito de robustecer el crédito público. 

La percepción del impuesto debe verificarse por me- 
dio de la retención que hagan las compañías y demás 
deudores del importe del impuesto, deduciéndolo de 
las sumas a pagar, bajo la responsabilidad de los mis- 
mos. i 

En virtud de las conclusiones anteriores, la tasa del 
impuesto puede fijarse alrededor del 4 %. En cuanto 
al mínimum de existencia, $ 2.000, 
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Este impuesto se aplica a aquellas personas cuya 
renta global, después de efectuadas las deducciones 
autorizaias por la ley. a es inferior a $ 10.000. 

Las sociedades anónimas así eomo toda otra sociedad 
civil o comercial quedan eximidas de este impuesto, 
aunque se sobreentiende que los miembros de las so- 
ciedades deben comprender en el monto de su renta 
personal, su parte de los beneficios obtenidos por la 
sociedad. 


La renta gravada es el monto del total de los be- 
neficios obtenidos por el contribuyente en el año pre- 
cedente. 

La renta imponible está formada por el producto 
total de las diferentes fuentes de renta, ganancias y 
beneficios de que dispone cada contribuyente con de- 
ducción de los gastos que gravan especialmente cada 
una de esas fuentes, por una parte, y por otra, de 
las siguientes cargas que afectan el conjunto de la 
renta; a) el importe de los impuestos directos, paten- 
tes, permisos, retribuciones y servicios que se abonen 
al Estado federal y a las provincias y municipalidades 
o a cualquier país extranjero de donde proviniese la 
renta; pero los impuestos a la renta pagados en país 
extranjero serán deducidos del impuesto nacional que 
corresponda a la parte de la renta ganada en aquel 
país; b) los intereses de las deudas que gravitan so- 
bre cada contribuyente; e) las pérdidas resultantes 
de un déficit de explotación en una empresa industrial, 
comercial o agrícola; d) las pérdidas extraordinarias 
provenientes de casos fortuitos o de fuerza mayor co- 
mo ser, incendios, tempestades, terremotos, naufra- 
glos, ete., accidentes en la agricultura y en la ganade- 
ría y otros accidentes y siniestros, pero sólo «en cuan- 
to» tales pérdidas no estén cubiertas por seguros, in- 
demnizaciones O de otra manera. 

Cada jefe de familia está sujeto a la imposición del 
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tributo, tanto por razón de sus rentas propias como 
por las que provengan de los bienes de su mujer o hi- 
jos menores y que él administre; pero el contribuyente 
puede exigir que se separe el impuesto. 

Las rentas inferiores a $ 10.000 quedan libres del 
impuesto. Si el contribuyente es casado, tendrá dere- 
cho a una reducción de $ 1.000 sobre su renta total. 
Si tiene otras personas a su cargo, tendrá derecho a 
una reducción de $ 500 por cada una. Se consideran 
personas a cargo del contribuyente, y sólo en los ea- 
sos en que no tengan rentas propias o separadas de 
las de aquél y que residan en el país: los aseendientes 
de sesenta años o más, los descendientes menores de 
veinte años o enfermos; las personas que reciban ali- 
mentos de acuerdo con las disposiciones del Código 
Civil. A partir de $ 10.000 se aplicará a la renta total 
la siguiente escala: 


» % 5 E 100.001 ,, 150.000 
»> > A 24 150.001 ,, 200.000 
» » » E 200.001 ,, 300.000 
» se e $ 300.001 y más 


Fracción de renta entre 10.000 y 15.000 1% 
» ” oo» de 15.001 ,, 20.000 2 % 
» o» : 20.001 , 25.000 3 % 
» O e 25.001 ,, 30.000 4 % 
» y » 30.001 ,, 40.000 5 % 
5 e AS 40.001 ,, 60.000 6 % 
» 2». < 60.001 ,, 100.000 TT 

8 
9 
0 
1 


pa pa 


Sobre el impuesto así caleulado cada contribuyente 
tiene derecho a una reducción sobre la suma a pagar; 
de 5 % si tiene una persona a su cargo; de 10 % si 
tiene dos; de 15 % si tiene tres; y así sucesivamente 
hasta un máximo de 60 % del impuesto. Si el contri- 
buyente es casado y vive con su cónyuge tendrá dere- 
cho a una reducción del 10 %, siempre dentro del 60 
por ciento como máximo. 
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Esta reducción se hará cuando la renta neta impo- 
nible no exceda de $ 20.000, pasando esa suma hasta 
$ 30.000 la reducción se disminuirá a 23 partes; de 
30.001 a 50.000, a una tercera parte; de 50.001 en ade- 
lante no se hará ninguna reducción. 

Los contribuyentes están obligados a suscribir anual- 
mente una declaración de su renta imponible, con in- 
dicación precisa de cada una de las clases de renta, 
de los elementos que las componen, a cuyo efecto, la 
administración pondrá a disposición de los interesados 
los formularios cuya especial redacción permita con- 
signar detalladamente y por completo todas las indi- 
caciones que la declaración deba contener. 

La declaración será dirigida a los agentes del fisco 
encargados del control, los cuales pueden solicitar al 
contribuyente todas las declaraciones que juzguen con- 
venientes y tienen el derecho de rectificar las declara- 
ciones, en cuyo caso, antes de la tasación definitiva, 
deben hacer conocer al contribuyente la indicación de 
todos los elementos que utilizan para fijar su cuota, 
invitándolos al mismo tiempo, a aceptar la tasación o 
a hacer las observaciones que estimen convenientes. 

Todo contribuyente que se hubiera abstenido de ha- 
cer su declaración o de satisfacer las aclaraciones so- 
licitadas por los agentes del control, será tasado de 
oficio. En caso de desacuerdo, el contribuyente tasado 
de oficio puede reclamar por vía contenciosa la tasa- 
ción que se ha aplicado, presentando todas las justi- 
ficaciones necesarias. 


El contribuyente que no renueva anualmente su de- 
claración, se considera que mantiene cada año la de- * 
claración formulada anteriormente. 

Todo el que por falta de inscripción, falsa declara- 
ción, o maniobras dolosas eluda el pago del impuesto 
o lo reduzca de su proporción legal, será pasible de 
una multa igual al triple de la renta defraudada, sin 
perjuicio de satisfacer los impuestos adeudados. 

Los funcionarios que forman parte de la adminis- 
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tración del impuesto o de las comisiones de reclama- 
ciones están obligados a guardar secreto acerca de los 
datos que les sean suministrados por los contribuyentes, 
así como de las operaciones en que intervengan. En 
caso de su divulgación serán castigados con su inme- 
diata destitución, con prisión de uno a tres años e 
inhabilitación por 10 años para desempeñar cargos pú- 
blicos, honorarios o rentados. 

Todo contribuyente deberá proveerse de la cédula 
censal, en la que constará el cumplimiento de dicha 
obligación, le corresponda o no el impuesto global so- 
bre la renta. La cédula censal registrará el nombre, 
edad, estado, nacionalidad, domicilio y el número de 
orden de inscripción y demás circunstancias indispen- 
sables para identificar al contribuyente, pero en nin- 
eún caso ni en forma alguna podrá determinar directa 
o indirectamente el monto de las tasas abonadas por 
el contribuyente y la categoría a que pertenece. Nin- 
gún funcionario podrá dar curso a peticiones, deman- 
das, trámites o recursos que interponga cualquier ha- 
bitante, sin la previa exhibición de la cédula censal, 
y las personas no censadas no podrán otorgar escritu- 
ras públicas ni realizar ningún acto de transmisión o 
adquisición de bienes raíces, muebles, semovientes, ni 
por actos entre vivos o disposiciones de última vo- 
luntad. 


En cuanto al mecanismo administrativo para la apli- 
cación y percepción del impuesto sobre la renta, tanto 
cedular como global, nos parece acertada, en general, 
la organización adoptada por la ley francesa. A fin 
de darle mayor independencia y flexibilidad a la ad- 
ministración del impuesto, nos parece conveniente la 
creación de una nueva repartición nacional con el tí- 
tulo, que podría adoptarse, de «Dirección General del 
Impuesto sobre la Renta». 

Respecto de las comisiones de reclamaciones sobre 
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la determinación de la renta y aplicación de la tasa, 
deducciones y exenciones, lo mismo que en lo que 
se refiere al tribunal de apelación, creemos que deben 
adoptarse las disposiciones contenidas en el «Adicio- 
nal al proyecto de impuesto a la renta», presentado por 
el Ministerio de Hacienda durante el año 1923 a la 
comisión asesora del gobierno, que ya hemos repro- 
ducido, y por el cual se crean comisiones de distritos 
y una cámara de apelación de justicia administrativa. 


SECCION 5*, 


EL IMPUESTO A LAS HERENCIAS 


Hemos indicado a este tributo como a uno de los que 
deben concurrir a formar la base rentística de la Nación, 
en atención a las cualidades que posee desde el punto de 
vista fiscal referente a su productividad y elasticidad y 
por prestarse en forma acabada a la realización práctica 
de los principios científicos, económicos y sociales que 
caracterizan a los impuestos modernos (1). En la actua- 
lidad forma parte de la esfera impositiva de la Nación, 
pero sólo en lo que se refiere a la Capital y Territorios 
Nacionales, en virtud de lo dispuesto en los incisos 14 y 


(1) Respecto del fundamento del impuesto a las herencias, dice Se- 
ligman: «No queda más que la teoría que mira al impuesto sucesorio co- 
mo un impuesto directo sobre el beneficiario de la sucesión. Si admitimos 
que el fundamento del impuesto radica en las facultades del individuo, es 
evidente que todo aquello que la herencia agrega a su riqueza, aumenta su 
capacidad contributiva». Essais sur l'impót, tomo I, pág. 210. 

En cuanto a la autoridad que debe implantarlo, expresa: «De la misma 
manera, los pedidos en favor de un impuesto federal sobre las sucesiones 
provienen, en gran medida, de los conflictos entre las diversas jurisdic- 
ciones fiscales de los Estados. Quien se haya tomado el trabajo de seguir 
con cuidado los efectos del inheritance-tar en los primeros de nuestros 
istados, se dará cuenta que desde el punto de vista del rendimiento sería 
mucho más productivo si no se hallara trabado por las dificultades debi- 
das a los conflictos entre las diversas jurisdicciones fiscales». Op. citada, 
tomo II, pág. 100. 
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27 del artículo 67 de la Constitución, estando reservado 
a las provincias la imposición del mismo en sus respecti- 
vas jurisdicciones. Tanto el impuesto nacional como los 
provinciales adolecen de imperfecciones de distinto or- 
den, estando muy lejos de poseer las cualidades y de 
realizar los principios que hemos mencionado. Además, 
el impuesto nacional está exclusivamente destinado a 
la Caja de educación común de acuerdo al artículo 44 
de la ley 1420. 

La reforma constitucional que hemos auspiciado con- 
vertirá al impuesto sobre las herencias en un tributo na- 
cional que excluirá las facultades de las provincias en 
cuanto a su creación y recaudación, ya que se trata de 
un impuesto de base amplia, cuya materia imponible se 
encuentra dispersa en todo el territorio de la República. 
En cuanto a las provincias tendrán su participación en 
la renta que produzca de acuerdo a la disposición del in- 
ciso 8%, del artículo 67, que les asigna una cuota que no 
baje del 30 % en el producido de todos los impuestos 
nacionales comprendidos en el artículo 4. 

Respecto de los principios de orden económico y so- 
cial que deben caracterizar al impuesto nacional sobre las 
sucesiones, mencionaremos los siguientes: 

1%. No debe ser un impuesto confiscatorio, ya que ello 
daría por resultado la desorganización de la economía 
privada; 

2%, Debe ser progresivo - limitado en el doble sentido, 
vertical y horizontal a la vez, es decir, teniendo en cuen- 
ta el monto de la herencia, así como el grado de paren- 
tesco (1); 


(1) «La graduación de acuerdo al parentesco ha sido aceptada por 
todo el mundo; la progresión según el monto ha sido más controvertida: 
Esta cuestión ha sido tratada en otra parte, habiendo llegado a la con- 
clusión de que la teoría de la progresión es más aplicable al impuesto 
sucesorio que a cualquier otra parte del sistema fiscal, y que una escala 
de progresión es a la vez: deseable y practicable, ya fundemos nuestra de- 
fensa de la misma en la teoría de la limitación de las herencias, en la 
de la facultad o en la de la compensación». Seligman, Essais sur l'impót, 
tomo 1, pág. 216, 


¿e 
e 
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3 Debe respetar un mínimum de existencia; 

40. Debe asegurar la personalidad del tributo, estable- 
ciendo diversas deducciones. 

No entraremos en el examen de la teoría del impuesto 
a las herencias, ni en el de los sistemas extranjeros y 
legislación nacional. Tampoco daremos detalles acerca 
del impuesto que proyectamos y que conjuntamente con 
el de sobre la renta, los impuestos internos y los dere- 
chos aduaneros deben formar el nudo central de nues- 
tro régimen impositivo, ya que nos hemos extendido 
al tratar de aquéllos. Nos contentamos, pues, con dar 
las normas generales que dejamos señaladas. 


CAPITULO CUARTO 


CAPITULO CUARTO 


SECCION e 
SISTEMA IMPOSITIVO DE LAS PROVINCIAS 
I 


El plan de impuestos existente en las provincias no 
obedece en la actualidad a un principio de organiza- 
ción, ni a una clasificación determinada, ni constituye 
tampoco un conjunto homogéneo. Comprende, por lo ge- 
neral, impuestos directos e indirectos, completando el 
régimen rentístico recursos de muy distinto orden (1). 


(1) - El sistema impositivo de las provincias, en lo que tiene de funda- 
mental, ha quedado estudiado en distintos lugares de este trabajo. Si ahora 
nos referimos a él es simplemente por una cuestión de método, y como com- 
plemento. Así, las facultades impositivas de las provincias, de acuerdo a las 
actuales disposiciones legales han quedado establecidas al tratar de la «De- 
limitación constitucional de las facultades impositivas de la Nación y de las 
provincias» (Sección 1%., capítulo segundo). Al examinar los «Resultados 
prácticos de la delimitación constitucional» (Sección 2%, del mismo capí- 
_ tulo), nos hemos referido extensamente a las graves deficiencias de que 
adolece el sistema impositivo provincial implantado por la Constitución, así 
como a las perniciosas consecuencias de toda índole que ha acarreado a las 
provincias. En la Sección 3a. de dicho capítulo segundo, que versa sobre las 
«Medidas legales y constitucionales a adoptarse», hemos expuesto con am- 
plitud los motivos en que fundamos la demarcación constitucional de los 
tributos nacionales y provinciales que propiciamos, determinando los im- 
puestos nacionales. 

Además, al entrar en el examen de los impuestos internos (Sección 22., 
capítulo tercero), y al considerar el parágrafo sobre la «Autoridad que los 
crea y destino de su renta», nos hemos referido «in extenso» a los incon- 
venientes de los impuestos internos provinciales, a los de la doble imposi- 
ción que originan y a la necesidad de suprimirlos. Por fin, al estudiar el 
impuesto sobre la renta (Sección 4%, del capítulo tercero), 'al tratar el 
parágrafo relativo también a la «Autoridad que lo crea y destino de su 
renta», hemos hablado de la inconveniencia de su imposición por las pro- 
vincias, abogando en cambio por la participación de éstas en el producido 
de su renta. 
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Así, los recursos ordinarios de la Provincia de Buenos 
Aires en 1923 fueron los siguientes: 


Contribución ter miiorla Mr e 21.000.000.— 
Producción agropecuaria 1.1... de 9.700.000.-— 
Impuesto a las SUCesIones a 8.500.000.— 
Ley de sellos, papel sellado y justicia .. 14.000.000.— 
Comercio e INQUSinas. a 6.954.686.21 
Alcoholes, naipes y tabacos .......... 3.500.000.— 
Patentes DAS e Te NO 3.212,264.71 
Consumo de bebidas alcohólicas, naipes, 
tabacos. A pPertumes o a. 11.522.132.26 
CAMINOS voten ale AL de o 3.000.000.— 
MArcas pi Ea RSE O 123.950.— 
Ganalización+y drenaJe us a los 90.000 .— 
MUulA3-DOF IMPUESTOS ara eo 900.000.— 
Recursos de años anteriores ......... 4 .500.000.— 
Matrículas de escuelas comunes y com- 
pliementarids ora. due A OS 150.000.— 
>ubvención: nacionalidad 750.000.— - 
Arrendamiento de tierras escolares .. 3.000.— 
Recursos escolares de otros años ...... 9590.000.— 
PA A A 84.016.032.18 


De dicho total, $ 61.235.617,05 van a rentas genera- 
les; 19.642.814,67 a Escuelas; 2.913.841,31 a Municipa- 
lidad y 223.760,15 a Patronato de Menores. 

La Provincia de Santa Fe obtiene sus principales re- 
cursos de las patentes; contribución directa, impuesto al 
ausentismo, de sellos, que aparte de sus disposiciones or- 
dinarias comprende: el de marcas y señales, certifica- 
dos de campaña, productos agrícolas, impuestos profesio- 
nales y de transmisión de bienes por herencia; el im- 
puesto al quebracho, rollizo y leña, y el de alcoholes, 
tabaco y cerveza. La Provincia de Córdoba cuenta en- 
tre sus impuestos a la contribución directa y adicional, 
las patentes, el impuesto a la cal, a las minas, las mar- 
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cas y señales, el impuesto de sellos, de riego y a los 
alcoholes, tabacos, naipes, cervezas y fósforos. La de 
Entre Ríos a la contribución directa urbana, a la rural, 
a las as patentes, al impuesto de sellos, a los alcoholes y 
tabacos, a las marcas y señales y al impuesto a las he- 
rencias. 


LE 


Ya hemos demostrado cómo el régimen impositivo de 
las provincias presenta numerosas fallas, de las cuales 
las más importantes son: 

1%. Escasa productividad de aquellos impuestos que 
pueden implantar de acuerdo a la Constitución ; 

2%, Establecimiento de tributos que están en abierta 
Oposición con las cláusulas constitucionales y del cual 
se derivan innumerables males financieros, económicos 
y políticos para el país. 

Podríamos agregar una tercera, que sería la siguiente: 

3%, Inexistencia de impuestos, en los cuales se reali- 
cen los principios de orden científico, económico y so- 
clal que se requieren en los regímenes impositivos mo- 
«lernos. 

La reforma constitucional que hemos propiciado, al 
"mismo tiempo que asegura a la Nación un sistema impo- 
sitivo saneado y conveniente, tiende también a eliminar 
las dos primeras fallas que hemos mencionado como in- 
herentes a los impuestos provinciales. Así, en primer 
lugar, en el artículo 4. consignamos: «El gobierno 
federal provee a los gastos de la Nación con los fondos 
dlel Tesoro Nacional, formado... de los demás impuestos 
que equitativamente imponga el Congreso General y cu- 
ya base de imposición sea amplia...»; agregando tam- 
bién al final del artículo 108: «Las provincias no ejercen 
«el poder delegado a la Nación. No pueden... ni esta- 
blecer los impuestos que el artículo 4”, reserva a la Na- 
«ión». Con estas disposiciones eliminamos de la esfera 
impositiva de los Estados locales todos aquellos tributos 


400 MANUEL L. LÓPEZ VARELA 


que tienen establecidos o que podrían establecer violen- 
tando la naturaleza intrínseca de los mismos bajo el am- 
paro de la vaguedad y poca precisión de los actuales 
artículos constitucionales (1). 


En segundo lugar, establecemos en el inciso 6”. del 
artículo 67: «Corresponde al Congreso... Fijar anual- 
mente a las provincias una participación que no baje del 
30 % en el producto de los impuestos nacionales com- 
prendidos en el artículo 4*., haciendo exclusión de los 
derechos aduaneros y de acuerdo a la población respec- 
tiva de cada provincia.» Esta distribución que se hace a 
las provincias de una buena parte del producido de 
los impuestos nacionales, tiende a compensar en forma 
amplia la escasa productividad de los tributos que se 
les deja en plena libertad de imponer y que están cons- 
tituídos por la contribución territorial, patentes, se- 
llos, ete. 


TIL. 


En cuanto a la tercera falla que hemos señalado en 
la organización impositiva de las provincias, se refiere, 
como ya lo hemos dicho, a la inexistencia de impuestos 
en los cuales se realicen los principios de orden cien- 
tífico, económico y social que se requieren en los siste- 
mas tributarios modernos. 


Sin embargo, la reforma eonstitucional haría me- 
nos importante este inconveniente de los impuestos pro- 


(1) «La segunda consideración es la de la conveniencia. ¿Existen 
fuentes de rentas que por su naturaleza convengan más a una jurisdicción 
fiscal que a otra? Este es, en realidad, un problema que atañe a la base 
del impuesto. La base de un impuesto determinado, ¿es amplia o estrecha ? 
Es manifiesto, que a medida que la base de un impuesto se extiende, la 
argumentación favorable a su utilización por la jurisdicción fiscal más 
clevada, es cada vez de más peso. La estrechez de la base del impuesto 
sobre los inmuebles es, por ejemplo, una de las principales razones por las 
cuales el gobierno federal nunca ha recurrido a él». Seligman, Essais sur 
UVimpót, tomo II, pág. 95. 
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vinciales, ya que se suprimiría de la esfera impositiva 
de las provincias impuestos que no reúnen las condieio- 
nes que se requieren en la actualidad, y en cambio se les 
daría participación en el producido de algunos tributos 
que, como ser el de sobre la renta y las herencias, son 
de todo punto recomendables bajo ese aspecto. La cues- 
tión quedaría circunseripta a adecuar los restantes gra- 
vámenes que quedan siendo de la competencia exelusi- 
va de las provincias a las nuevas tendencias impositivas. 
Tal debe hacerse con la contribución territorial y las 
patentes. Así, debe abandonarse en lo posible en estas 
últimas el gravamen sobre los signos o indicios hacién- 
dolo recaer más bien sobre los beneficios líquidos del 
industrial o comerciante. En cuanto a la contribución di- 
recta debe tratarse de que las avaluaciones se apro- 
ximen al valor real de las propiedades, procediéndose 
para la mejor percepción y aplicación del impuesto a 
la formación de los catastros territoriales. 

Es evidente que una reforma radical en estos tributos 
no podría llevarse a cabo sin hacerlos formar parte del 
impuesto sobre la renta, para lo que se requeriría en 
primer lugar que las provincias se desprendieran de los 
mismos y en segundo que entraran a identificarse con 
algunas de las categorías ya existentes en el impuesto 
cedular. Pero para esto sería preciso que el impuesto so- 
bre la renta hubiera adquirido un vigor que no es de 
presumir que alcance en sus primeros tiempos. 


SECCION 2*, 


SISTEMA IMPOSITIVO DE LOS MUNICIPIOS 
Il. — EL REGIMEN MUNICIPAL 


El artículo 5% de la Constitución Nacional establece 
como uno de los requisitos que las provincias deben lle- 
nar para gozar de la garantía federal, la necesidad de 
que aseguren el régimen municipal. Ahora bien: ¿qué 
debemos entender por régimen municipal? Del claro en- 


Régimen, 26 
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tendimiento de este concepto dependerá la esfera im- 
positiva que atribuyamos a las comunas. 

La primera cuestión a resolver en el orden de buscar 
las soluciones que nos han de llevar al fin expresado, 
se refiere a si nuestra Carta fundamental al estable- 
cer la citada exigencia ha querido con ello erear un 
tercer organismo político en coexistencia con el de la 
Nación y el de las provincias, o bien si se ha querido 
referir únicamente al gobierno administrativo de las 
ciudades. De la creencia de lo primero ha partido sin 
duda la inserción en algunas constituciones de provin- 
cia de la cláusula por la cual las mismas adoptan el 
sistema representativo, republicano «federal» de go- 
bierno, dando a entender con ello, que así como 1 
Nación está formada por la unión de las diversas au- 
tonomías políticas llamadas provincias, de la misma 
manera estas últimas se hallan constituídas por los 
entes autonómicos comunales. De aquí también la razón 
por la cual la Constitución de la Provincia de Buenos 
Aires manifieste en el inciso 2%. del artículo 204, que 
«cada uno de los partidos de la provincia formará un 
municipio». 

Sin embargo, creemos que es esa una opinión equi- 
vocada. Dentro del tipo de Estado compuesto no se, co- 
noce más que la federación y la confederación, que im.- 
plican la existencia simultánea de dos órdenes de po- 
deres políticos, lo que hace que quede desechado la po- 
sibilidad de un tercero, ya que tendría por resultado 
inmediato absorber las funciones de uno de los prime- 
ros. Así, un poder político local haría imposible la su- 
premacia del provincial o su subordinación al mismo. 
En la doctrina política moderna las facultades de esa 
naturaleza se agotan al ser distribuídas entre el Estado 
central y los locales; una tercer especie de gobierno se 
concibe sólo a condición de que ejercite poderes de otra 
naturaleza. Por otra parte, la tradición romana, españo- 
la y la de las leyes de Indias que encierran el lógico 
antecedente de nuestros municipios, entendía sólo a los 
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mismos como en la posibilidad de disponer por sí mis- 
mos, relativamente a aquellas medidas de orden local 
que les interesaban particularmente. Su acción termi- 
naba con los límites mismos de la ciudad, no siendo sus- 
- ceptible de extenderse a porciones de territorios no po- 
blados, a lo que llevaría indudablemente la teoría de 
establecer un régimen federal en las provincias a base 
de las municipalidades. 

El sistema municipal no puede referirse más que al 
gobierno de las ciudades o de las poblaciones, enten- 
- diendo este gobierno, no en un sentido político, sino sólo 

en el de administración, atendiendo a determinadas ne- 
cesidades de índole estrictamente local y haciéndoles 
frente por medio de recursos de igual índole (1). A más 
del Preámbulo y de todo el contexto de nuestra Carta, 
surge claramente que en la República no existen más 
que dos especies de órganos políticos por los cuales se 
pone de manifiesto la soberanía del pueblo, a saber, el 
gobierno federal y los provinciales. La administración 
de justicia, la educación común y el régimen municipal 
no son más que exigencias de buena administración, per- 
fectamente explicables dentro de nuestro sistema de 
interdependencia de los poderes. 

Una segunda cuestión que se presenta al querer de- 
terminar el concepto de régimen municipal es la rela- 
tiva a la fuente de que emanan sus autoridades, es de- 
cir, si deben proceder de elección popular o bien de nom- 
bramiento por los gobiernos provincial o federal. Es evi- 
dente que debe adoptarse el primer temperamento; la 
facultad de la propia determinación sobre los asuntos 
de un carácter eminentemente local es lo que da valor 
al régimen comunal y constituye su característica pro- 


(1) «Se puede definir el municipio como una subdivisión incorporada 
del Estado, creada en parte como una agencia u órgano del Estado para 
la administración del gobierno civil y en parte para administrar los asun- 
tos locales e internos del término territorial incorporado». Leo S. Rowe, 
El gobierno de la ciudad y sus problemas, pág. 135. 
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pia. Una municipalidad cuyos miembros sean nombrados 
por las autoridades federales o provinciales, es algo con- 
trario a la propia esencia de aquél. Bajo este aspecto, 
se lo falsea en la capital y en ciertas provincias, ya que, 
o bien los intendentes son nombrados por el P. E. res- 
pectivo, o bien existe el sufragio limitado. 

En resumen, los dos conceptos fundamentales que se 
deben tener en cuenta en esta materia son los siguientes : 

1, El régimen municipal consiste en el gobierno admi- 
nistrativo de las ciudades o poblaciones. 

2%. Dicho gobierno se debe constituir por sufragio unl- 
versal, 


II. — FUNCIONES DE LOS MUNICIPIOS 


Las funciones de las comunas deben desenvolverse en 
el terreno circunscripto que hemos trazado alrededor 
de la administración de aquellos ramos que interesan 
especialmente a las respectivas localidades. Es evidente 
que dentro de este concepto general existe toda una gra- 
duación respecto a la importancia de los asuntos que se 
confían a la gestión de los municipios, ya que partiendo 
de la posición que adopta el liberalismo ortodoxo hasta 
llegar a la del socialismo de Estado caben numerosas 
situaciones intermedias entre la ampliación y restric- 
ción de dichas funciones (1). Sin embargo, la práctica 


(1) Refiriéndose a la esfera de acción de los municipios, dice Adolfo 
Posada, siguiendo a Bruére: «El programa de bienestar de una ciudad, 
eficazmente gobernada, entraña, para todos los ciudadanos, prerrogativas 
tan sencillas de ciudadanía como las siguientes: la salud personal y la de 
la comunidad; imposición equitativa en relación con los beneficios de la 
comunidad; educación adecuada; protección contra la explotación de co- 
merciantes, propietarios y empresarios; prevención de delitos contra per- 
sonas y bienes; habitación adecuada y alquileres razonables; limpieza, 
buen pavimento, calles bien alumbradas; servicios públicos eficaces y ade- 
cuados; recreos abundantes; previsión frente a la miseria y el desamparo 
causados por la muerte, la enfermedad, el paro forzoso y otras calami- 
dades; publicidad de los hechos relacionados con el programa de go- 
bierno, sus actos y resultados». El régimen municipal de la ciudad moder- 
na, pág. 82. 
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de los países en que mejor se desenvuelve el régimen 
municipal, como ser Inelaterra, se inclinan a la adopción 
de aquellas medidas que mejor responden al último con- 
cepto enunciado, pudiendo decirse que en la actualidad, 
las funciones administrativas de los municipios tienden a 
extender continuamente su campo de acción. Ello se 
ha visto favorecido en forma singular durante los años 
de la guerra, cuando la restricción de la producción y 
las necesidades apremiantes del momento hicieron que 
las comunas se inmiscuyeran en numerosos asuntos que 
hasta entonces habían estado reservados solamente a la 
acción privada. Pasado el período crítico, las municipa- 
lidades han retenido, sin embargo, muchas de las fun- 
ciones que asumieran entonces. 

¿Cuáles son los ramos administrativos que entre nos- 
otros debe reservarse a las comunas? Alberdi pensaba 
que debían ser las siguientes: la administración de jus- 
ticia civil y criminal en primera instancia por alcaldes 
y regidores elegidos por el pueblo; la policía de orden, 
de seguridad, de limpieza, de ornato; la instrucción pri- 
maria de la niñez del partido o vecindario, los cami- 
nos y puentes, las calles y veredas; la inmigración, es 
decir, el enriquecimiento, el aumento del vecindario; las 
rentas, los fondos, los medios de crédito y de todo géne- 
ro para llevar a ejecución esos objetos y propósitos (1). 

La ley orgánica de la Municipalidad de la Capital es- 
tablece las principales funciones de su incumbencia al 
establecer las atribuciones del Concejo Deliberante en 
el artículo 43, que dice; «Corresponde al Concejo dictar 
todas las medidas, ordenanzas y disposiciones cuyo ob- 
jeto sea la dirección y administración de las propiedades 
e intereses locales del municipio.» Dichas atribuciones 
están clasificadas y enumeradas en tres secciones corres- 
pondientes a Hacienda, Obras Públicas y Seguridad, H1- 
viene, Beneficencia y Moralidad pública. Entre las atri- 


(1) . Op. citada; tomo I, pág. 268. 
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buciones de Hacienda, las principales se refieren a la fi- 
jación de impuestos, votación del presupuesto y contra- 
tación de empréstitos. Entre las de Obras Públicas, las 
referentes al ornato edilicio, parques y paseos, etc., aguas ' 
corrientes, usinas, construeción de caminos, puentes, des- 
agúes y calzadas; concesión de permisos para la construe- 
ción de tranvías, ete. Respecto a las disposiciones sobre 
Seguridad, Higiene, Beneficencia y Moralidad pública 
las principales, correspondientes al primer renelón, son 
las que versan sobre intervención de la Municipalidad 
en la construcción de teatros, templos, escuelas y demás 
edificios destinados a reuniones públicas, en la cons- 
trucción y refacción de edificios particulares, aunque 
en forma más restingida, sobre el establecimiento de 
ordenanzas sobre la dirección, pendiente y cruzamiento 
de ferrocarriles y tranvías, sobre la provisión de lo con- 
cerniente al alumbrado público, ete., ete. Entre las que 
se refieren a Higiene pública se encuentran: la limpie- 
za general del municipio, la desinfección, la reglamenta- 
ción higiénica de los edificios públicos, de las industrias 
incómodas e insalubres, la vigilancia del expendio de 
substancias alimenticias, etc. Entre las de Beneficeneia 
y Moralidad públicas: fundar y reglamentar casas de eo- 
rrección y de trabajo, asilos, hospicios, etc.; crear y ad- 
ministrar hospitales, dictar disposiciones sobre espectácu 
los, permisos para bailes, juegos, etc. 


Estas funciones administrativas que la ley orgánica 
otorga a la Municipalidad de la Capital, no encarna en 
toda su amplitud el concepto moderno del régimen mu- 
nicipal. El círculo de las atribuciones comunales se ha 
ensanchado mucho y de aquí que sea necesario acomo- 
dar al mismo nuestra organización municipal. 

Las Constituciones de provincia no son muy explícitas. 
en lo que se refiere a la delimitación de las atribucio- 
nes de las Municipalidades. Así, el inciso 1%. del artícu- 
lo 131 de la Constitución de Santa Fe, dice: «Las Mu- 
nicipalidades son independientes de todo otro poder en 
el ejercicio de las funciones administrativas que les son 
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propias.» La ley orgánica municipal de la misma provin- 
cia se limita a hacer una enumeración de las facultades 
del Concejo Deliberante y del Intendente. Entre las pri- 
meras se reproducen, más o menos, las que hemos men- 
cionado como propias del Concejo Deliberante de la Ca- 
pital. 

Creemos que no debe existir esa vaguedad en las dis- 
posiciones constitucionales que aseguran el régimen mu- 
nicipal, ya que si las atribuciones de las comunas nacen 
sólo de una ley ordinaria como lo es la Orgánica de las 
Municipalidades, y por lo tanto derogable en cualquier 
momento, queda librada esta institución fundamental 
de una democracia a los vaivenes y caprichos de cual- 
quier mayoría legislativa. Las Constituciones, sin entrar 
en una enumeración completa de todos los asuntos que 
competen a las municipalidades, deben indicar en líneas 
generales aquellos ramos que son de su incumbencia, de 
manera que la garantía de la institución municipal se 
encuentre resguardada por la propia ley fundamental 
de cada provincia. Otro remedio sería que las leyes or- 
vánicas fueran sancionadas en una asamblea constitu- 
yente elegida por el pueblo de los municipios respecti- 
vos, a cuyo efecto, las Constituciones deberán consignar 
tal facultad, aunque es evidente que dichas leyes orgá- 
nicas deberán encuadrarse dentro de ciertos cánones oO 
reglas preestablecidas en aquélias (1). 


TIT. — EL SISTEMA IMPOSITIVO 


Establecido el concepto de régimen municipal y las 
funciones administrativas que le son anejas debemos 
determinar las rentas o impuestos que deben dejarse al 


(1) «El paso más reciente en el movimiento hacia la autonomía muni- 
cipal, consiste en conceder a las ciudades el derecho de elaborar sus pro- 
pias cartas; poniendo así la carta de la ciudad respecto de los habitantes 
de ésta en la misma relación en que se halla la constitución del Estado 
respecto de los habitantes del mismo». Rowe, Op. citada, pág. 152. 


408 MANUEL L. LÓPEZ VARELA 


arbitrio de las municipalidades para cubrir las eroga- 
ciones que demanden aquéllas. 


Las leyes 4.058 y 10.341, establecen como impuestos y 
rentas de la Municipalidad de la Capital, a los siguien- 
tes: el impuesto de alumbrado, debiendo afectarse su 
producido al pago del servicio, e ingresar a rentas ge- 
nerales el exceso; el impuesto de barrido y limpieza; el 
impuesto de extracción de arena, resaca y cascajo; el 
impuesto de pesas y medidas, hasta el monto necesario 
para cubrir el servicio; las patentes sobre tranvías, ca- 
rruajes y vehículos en general, excepto los de cualquier 
clase que sirvan para el acarreo y venta de artículos de 
consumo; sobre mozos de cordel, sobre perros, sobre es- 
tablecimientos de máquinas a vapor o electricidad; tea- 
tros, cafés cantantes, revendedores de localidades, billa- 
res, circos, frontones, canchas de pelota, juego de bochas 
y demás establecimientos de diversión y recreo, monte- 
píos y casas de empeño; el impuesto de delineación en 
los casos de nuevos edificios, o de renovación o refae- 
ción de los ya construídos; el impuesto de tranvías; el 
impuesto sobre telégrafos urbanos, teléfonos, compañías 
de luz eléctrica y de gas, y demás empresas análogas; el 
producido del arrendamiento de sus mercados y demás 
propiedades municipales, locales para carruajes, de bre- 
tes para mataderos, de extracción de cueros y de hacien- 
das; el producido de la conducción de cadáveres y de 
la venta, delineación y reparto de las sepulturas; el 
producido de los hospitales, asilos y hospicios; el pro- 
ducido de la venta de los residuos de basura; el produ- 
cido de los derechos de oficina y el de las multas esta- 
blecidas por la ley orgánica o por las ordenanzas muni- 
cipales; la parte de los beneficios líquidos que, según ley 
de 2 de Noviembre de 1895, corresponde a la Municipali- 
dad de las extracciones de la lotería nacional; el impues- 
to de niveles; el del uso del subsuelo de las vías públi- 
cas; el impuesto por colocación de avisos en la vía pú- 
blica, interior y exterior de los coches de tranvías, esta- 
ciones de ferrocarril, teatros, cafés, y demás estableci- 
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mientos públicos; los derechos dle inspección a los esta- 
blecimientos insalubres, peligrosos o incómodos; a las ca- 
sas de compra y venta de ropa usada u otros objetos; 
el derecho de las protestas que se hagan ante la Mu- 
nicipalidad; el derecho de inscripción de las fondas, po- 
sadas, hoteles, restaurants, casas de lunch, casas amue- 
bladas, de inquilinato, conventillos y casas de vecindad; 
los derechos de sótano, los derechos de copias y de re- 
visación de planos; el 20 % del producido de la contri- 
bución directa del municipio; el 20 % del producido de 
las patentes comerciales e industriales del municipio. 

En cuanto a las rentas de las municipalidades de las 
provincias están constituídas, más o menos, por los mis- 
mos renglones que acabamos de mencionar como perte- 
necientes a la de la Capital de la República. 

Ahora bien, la extensión siempre creciente de los ser- 
vicios municipales con el lógico aumento de gastos que 
lleva consigo, ha hecho que se planteen diversas cues- 
tiones, dada la necesidad de encontrar nuevas fuentes 
de recursos para satisfacer aquéllos. 

Así, la primera que se suscita es la que considera la 
posibilidad de que los municipios posean un amplio po- 
der de creación de rentas o impuestos para poder llenar 
con eficacia sus fines. Creemos que ello no puede acep- 
tarse por las siguientes razones; en primer lugar, la crea- 
ción de arbitrios de renta constituye uno de los signos 
más tangibles del poder político y ya hemos dicho que 
los municipios no tienen ese carácter, ya que sólo pueden 
poner en ejecución facultades de orden administrativo. 
De aquí que si bien es cierto que las Constituciones 
o leyes orgánicas pueden confiarles la administración 
y usufructo de determinados renglones, no les confieran 
en forma general atribuciones acerca de un grupo es- 
pecial de rentas, ya que ello implicaría admitir la crea- 
ción, por los municipios, respecto a cada uno de los ele- 
mentos rentísticos en particular. | 

En segundo lugar, nuestra ley fundamental al esta- 
tuir sobre la materia impositiva establece una clasifi- 
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cación mediante la cual distribuye los poderes de ese 
orden entre la Nación y las provincias, o bien hace po- 
sible la concurrencia respecto a aleunos de los mismos. 
No se menciona para nada un tercer organismo con aná- 
logas facultades, de manera que conferir atribuciones de 
esa naturaleza a los municipios, sería cercenar el propio 
campo de acción que en la materia poseen el gobierno 
federal o los de provincia. El poder impositivo de las 
municipalidades no puede girar más que alrededor de 
aquellos arbitrios específicamente determinados que se 
juzguen necesarios para el progreso y desarrollo de la 
institución. 

Pero este poder impositivo de los municipios tiene aún 
otra limitación de importancia. En efecto: este poder 
no puede ser, no sólo de la misma extensión, sino tampo- 
co de la misma calidad e índole que el de la Nación y 
las provincias. Si es cierto que en términos generales 
pueden aquéllos hacer efectivos «impuestos» ,es también 
evidente que esta palabra no puede tomarse en el senti- 
do general de una contribución que se exige para su- 
fragar, en forma indefinida, los servicios que emanan 
del Estado. El radio de acción de las comunas está cir- 
eunseripto a límites locales y de aquí que no sea posible 
adoptar fórmulas generales en materia de rentas. Los 
servicios que prestan las municipalidades aprovechan 
sólo a los vecinos, de donde se deduce que éstos y nadie 
más que éstos son los que deben retribuir el servicio en 
justa proporción con el mismo. La esfera impositiva de 
los municipios no puede, pues, extenderse más que a las 
tasas o retribuciones de servicios, que si pueden llamar- 
se impuestos desde un punto de vista general, no lo son 
desde el particular y concreto con que los contempla la 
ciencia de las finanzas (1). 


(1) Si bien las contribuciones de mejoras no son extrictamente «ta- 
sas» por recabarse en virtud de una mejora específica de la propiedad, 
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Por otra parte, las comunas no ejercitan más que po- 
deres de orden administrativo; de aquí, la imposibilidad 
en que se eneuentran de implantar tributos, ya que la 
facultad de imponer como la de legislar o la jurisdiccio- 
nal, como inherentes a la soberanía, son como éstas in- 
delegables e improrrogables, de donde nace, que ni el 
Congreso ni las legislaturas provinciales pueden confe- 
rir a los municipios la facultad de establecer impuestos, 
so pena de ir contra el sistema de gobierno implantado 
por la Constitución. Admitir lo contrario sería aceptar 
que éste es triple, formado por la coexistencia de tres 
órdenes distintos de organismos políticos. Es por esto 
que consideramos errada la disposición del inciso 21 del 
artículo 52 de la ley orgánica municipal de la Provincia 
de Buenos Aires que hace formar parte de las rentas 
municipales «el producto de cualquiera otra contribu- 
ción, derecho o gravamen que impusiera el Concejo so- 
bre materia de carácter municipal sobre la que no pesa- 
se otro impuesto fiscal.» 


El único caso en que las municipalidades pueden con- 
tar entre sus recursos a aquéllos que emanan del impues- 
to es cuando éste sea creado y recaudado por el gobierno 
federal o por los provinciales, sesún que se trate de 
la Municipalidad de la Capital o de los municipios de 
las provincias respectivas. Este caso se da en la actuall- 
dad respecto a la participación que tienen los muni- 
cipios en el producido de determinados impuestos na- 
cionales y provinciales. Así, la Municipalidad de la Ca- 
pital Federal percibe el 30 % del producto total de la 
contribución territorial y de las patentes. En la Provin- 
cia de Buenos Aires, las municipalidades tienen una par- 
ticipación del 10 % del producido de la contribución te- 


participan de su naturaleza ya Que consisten en la retribución de una 
ventaja particular mesurable. Tratándose de la «plus valía» de propieda- 
des debida a obras públicas de carácter local, las contribuciones de mejo- 
ras (special assessment, betterment taxes), son perfectamente adecuadas 
a la índole del régimen muvnicipal. 
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rritorial, del 15 % en el impuesto al comercio y a las 
industrias, del 30 % en el del impuesto a las bebidas al- 
cohólicas, naipes y tabacos, poseyendo también una cuo- 
ta-parte en el impuesto al consumo de bebidas aleohó- 
licas, naipes, tabaco y perfumes. 


Esta distribución de parte del rendimiento de impues- 
tos, a las municipalidades, es de los más benéficos resul- 
tados y está en consonancia con las ideas modernas sobre 
la materia, no militando en su contra los areumentos de 
orden político que se hacen valer respecto del reparto 
del producido de impuestos nacionales a las provincias. 
Nosotros, que hemos considerado que esta última es una 
medida eficaz y conveniente para solucionar el problema 
impositivo de acuerdo a nuestro sistema de gobierno, 
con más razón debemos propiciar la adopción del mismo 
temperamento respecto de las municipalidades, por me- 
"dio de disposiciones explícitas consignadas en las cons- 
tituciones provinciales y en las leyes orgánicas munici- 
pales. Ello suprimiría los graves inconvenientes de la' 
triple imposición que ya comienzan a manifestarse. En 
efecto; aparte de los tributos que han creado la Nación 
y las provincias sobre la misma materia imponible, crean- 
do así la superposición de gravámenes, las municipalida- 
des se han arrogado ieuales derechos en virtud de dis- 
posiciones de sus leyes orgánicas. Un caso práctico lo te- 
nemos en la Provincia de Buenos Aires donde el inciso 
7%. del artículo 52 autoriza a las Municipalidades a ercar 
el «impuesto sobre la venta de naipes, tabacos y lico- 
res». Ahora bien; en el año 1923 se creó en dicha provin- 
cia el impuesto al consumo de dichos artículos, el que su- 
mado al impuesto interno nacional ya existente, se tenía 
de hecho a la triple imposición. Con este motivo y con 
el fin de evitar los graves inconvenientes que se derivan 
de la misma, el congreso de intendentes de la Provincia 
de Buenos Aires reunido en La Plata en julio del mismo 
año, resolvió enviar una comunicación a los poderes eje- 
cutivo y legislativo expresándoles el deseo de (que se res- 
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petaran las atribuciones que la ley concede a las munl- 
eipios. 

Sin embargo, no es esta la solución legal y adecuada, 
ya que no es creíble que la Provincia vaya a sacrificar 
sus facultades impositivas en virtud del simple pedido 
de las municipalidades. Ella se encuentra, como ya lo 
hemos dicho, en la distribución del producido de deter- 
minados impuestos entre ambas administraciones. El 
procedimiento que se lleva a cabo con la contribución 
territorial, patentes, ete., debe ser ampliado a aquellos 
impuestos que siendo creados y recaudados por la Na- 
ción, se reparte su renta entre aquéllas y las provincias. 
En esta forma, las provincias harán participar a su vez 
a los municipios de una cuota determinada del rendi- 
miento de los impuestos internos, del impuesto sobre las 
herencias y del impuesto sobre la renta. 


Esta fuente de recursos deberá asegurárseles a las co- 
munas por medio de disposiciones consignadas en las 
respectivas constituciones provinciales y ellas podrán re- 
ferirse, según los casos, a unos u otros o bien a todos 
los impuestos mencionados, estableciendo un tanto por 
ciento que variará indudablemente de provincia a pro- 
vincia de acuerdo a las necesidades de sus municipios. 


En cuanto a las tasas y retribuciones de servicios que: 
constituyen la esfera rentística propia de las comunas, 
deben ajustarse a su propia naturaleza y conservar su 
carácter imponiéndolas de acuerdo al valor del beneficio: 
prestado, adoptando para ello aquellas bases de impo- 
sición que más se presten para asegurar su proporciona- 
lidad y equidad. Pero escogida una base en esas condi- 
ciones, no creemos que sea posible inquirir desde un pun- 
to de vista subjetivo la equivalencia exacta entre el ser- 
vicio y la tasa; lo único viable es adoptar aquella pre- 
sunción que más se acerque a la realidad en la mayoría 
de los casos. La administración del municipio no debe 
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quedar nunca enervada por consideraciones de aquella 
índole, ya que la impulsa en su desenvolvimiento un su- 
perior interés colectivo. 


SECCION 3?. 


DISTINTAS FORMAS DE LA PERCEPCION 
DE IMPUESTOS 


1 


El problema financiero de la materia tributaria pare- 
cería que quedara solucionado con la elección de deter- 
minados impuestos que contemplen el aspecto fiscal, eco- 
nómico, científico, social y práctico del mismo y que se 
hallen adecuados, al mismo tiempo, a nuestro régimen 
político de gobierno federal. Ello sería cierto, evidente- 
mente, si se tuviera en cuenta a los tributos únicamente 
bajo la faz que podríamos denominar «estática» de los. 
mismos, pero no si se lo hace también cuando el impues- 
to sale de su“estado de pasividad para poner en relación 
al fisco con el contribuyente a los efectos de lograr su 
efectividad, es decir bajo su faz dinámica (1). El hecho 
fundamental que se desarrolla en este aspecto de la 
teoría impositiva es, indudablemente, la percepción o 
recaudación del tributo. Esta es, como su mismo nom- 
bre lo indica, el ejercicio de la facultad de imponer en 
su rol material de entrega por el contribuyente de la 
cuota que le corresponde. 

Ahora bien; la regla general tratándose de impuestos 


(1) Esta faz empieza con el nacimiento de la deuda impositiva, la 
que, como toda deuda, es una relación jurídica personal, «que no puede 
resultar más que del hecho de que una prestación detrminada en su na- 
turaleza y en su quantum se la hace recaer sobre una persona determinada, 
Esto no puede tener lugar, en el derecho impositivo, más que por un acto 
administrativo; la orden de pago». Esta orden de pago, llevada a conoci- 
miento de la persona obligada es lo que determina el nacimiento de la 
deuda impositiva». Myrbach-Rheinfeld, Précis de droit financier, pág. 204. 
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que reúnan las condiciones de bondad y eficacia reque- 
ridas, es de que el rendimiento se acomode a la cantidad 
calculada de antemano, lo que significaría que todos los 
contribuyentes han concurrido a la formación de la ren- 
ta fiscal con la cuota que se les había asienado. Sin em- 
bargo, no existe nunca una correspondencia exacta en- 
tre lo que el tributo debe producir teóricamente y lo que 
resulta en la práctica una vez recaudado. Diversos fae- 
tores lo hacen imposible; tales son por ejemplo la eva- 
sión, el fraude, los desfaleos administrativos, ete. (1) 
Por otra parte, la cantidad obtenida, el monto recauda- 
do, no es más que el producido bruto del impuesto; para 
hallar el producido neto hay que descontar los gastos 
de percepción, ya que la administración de un tributo 
requiere elementos de diverso orden, tales como edifi- 
cios, instalaciones, funcionarios y empleados, que nece- 
sariamente producen erogaciones. 


Teniendo en cuenta estos dos factores de disminu- 
ción del monto teórico calculado y ya que el ideal en 
esta materia es que aquél se acomode al rendimiento real 
del impuesto, es claro que una buena percepción debe 
responder a estos dos principios: 1% máximo de eficacia; 
2, mínimo de gastos. 

En cuanto al primero. Ya Adam Smith en sus famo- 
sas reglas se había referido a la necesidad de amparar 
a los contribuyentes contra los abusos de los funcionarios 
fiscales, estableciendo que la parte del impuesto total 
que a cada individuo corresponde ha de ser cierta y no 
arbitraria; dándoles comodidades para el pago de los 
impuestos, manifestando que éstos solo deben ser exigi- 
dos en la época y forma que verosímilmente sean más 
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(1) Excluímos todo lo que se refiera a la variación del rendimiento 
«calculado en virtud del aumento o disminución de la materia imponible. 
La correspondencia a que aludimos parte de la base de que aquélla per- 
manezca invariable, es decir, nos referimos a las diferencias que se notan 
entre la renta calculada y la realmente obtenida del tributo, en función 
«le las diversas formas de percepción. 
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favorables, y finalmente, diciendo en la regla cuarta «que 
los impuestos deben ser moderados y percibidos de mane- 
ra que se exija a los contribuyentes el menor exceso po- 
sible sobre la cantidad que entra en las arcas públicas y 
de modo que su producto permanezca el menor tiempo 
posible fuera de esas arcas después de haber salido de 
mano del contribuyente». Como se ve, estas reglas 
tienden en esencia a asegurar el cumplimiento del de- 
ber fiscal tanto por parte del contribuyente como de 
los funcionarios administrativos, evitando así el posible 
fraude del primero o su dificultad en el pago, y la dila- 
pidación o negligencia de los segundos en el manejo 
de las rentas. 

Respecto al segundo principio que hemos mencionado 
como inherente a una buena recaudación impositiva oO 
sea el que se refiere a la necesidad de que se efectúe 
con el mínimum posible de gastos, depende su realiza; 
ción, más que todo, de la organización administrativa y 
de la existencia o no de funcionarios capacitados. 


II 


Ahora bien: ¿cuáles son-las formas de percepción que 
realizan mejor en la práctica los dos principios de que 
acabamos de hablar ? 

Previamente debemos establecer qué formas de recau- 
dación vamos a tener en cuenta a esos efectos. Estas se 
pueden clasificar de diferente modo, según sea el erite- 
rio que se adopte. Así, se puede establecer una clasifica- 
ción partiendo del sujeto activo que actúa en la percep- 
ción del impuesto o sea del ente que la realiza, o bien, 
teniendo en cuenta el sujeto pasivo o individuo sujeto a 
la recaudación (1). 


(1) Otras clasificaciones pueden formularse. Así, partiendo de la ma- 
nera de pago de la deuda impositiva, puede él efectuarse de acuerdo a las 
prescripciones comunes de la ley o bien en relación con una convención 
que el fisco efectúa con uno o varios contribuyentes, a objeto de facilitar 
la recaudación. El pago del impuesto puede también hacerse de una sola. 
vez O en varias cuotas, en dinery efectivo por medio de timbres. 
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De acuerdo al primer criterio, podemos clasificar a las 
formas de percepción, entre la efectuada por el fisco y 
la realizada por personas o corporaciones que la hagan 
en virtud de una delegación del primero. La forma más 
conocida de esta última es la recaudación efectuada por 
arrendatarios que pagan una cantidad fija al Estado, 
teniendo ellos en cambio el usufructo de un tributo de- 
terminado (1). 

Se han dado razones en pro y en contra del arrenda- 
miento de tributos o de su percepción por intermediarios. 
Así, se ha dicho que ello significa la declinación por par- 
te del Estado de una de sus funciones más característi- 
cas, que el fisco percibe una cantidad inferior a aquélla 
que le es exigida a los contribuyentes, ya que la empresa 
arrendataria cobra su comisión y de que el contribuyente 
es a menudo víctima de las exacciones y de la falta de 
consideración de los agentes de dichas empresas. En cam- 
bio, la recaudación por intermediarios presenta la ven- 
taja de que los fraudes de los contribuyentes así como 
los desfaleos administrativos se reducen a su mínimum, 
ya que siempre es más vigilante la acción del interés pri- 
vado, administrándose el impuesto de manera más co- 
rrecta, por no existir, como si se tratara del fisco, los 
efectos perjudiciales de la complacencia amistosa o por 
intereses políticos. 


Teniendo en cuenta estas últimas consideraciones es 
que el gobierno de la Provincia de Buenos Aires ha lle- 
gado a un acuerdo a fines del año de 1923 con el Banco 


(1) Otra forma frecuentemente usada en Europa, es la de encargar 
la recaudación del impuesto a los cuerpos administrativos autónomos, es- 
pecialmente a las comunas. Esta forma se adopta respecto de los impues- 
tos indirectos cobrados a la entrada de las ciudades y de los directos que 
gravan el producto o la renta. Este sistema admite subdivisiones, según 
que las comunas respondan o no al Estado del monto del tributo, o se- 
gún que sean por cuenta de aquéllas o de éste los gastos de percepción, 
No lo creemos aplicable a nuestro país, en lo que se refiere a los muni- 
cipios. 


Régimen, 27 
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de la Provincia, a fin de que éste, mediante una comi-- 
sión, se encargue del cobro de los impuestos directos, ere- 
yéndose que por este medio llegará a la reducción o su- 
presión del déficit que se nota todos los años en la per- 
cepción de los mismos. Las causas de este déficit se atri- 
buye, por una parte, a la deficiente y anticuada orga- 
nización administrativa, y por otra a los fraudes repe- 
tidos que vienen notándose. Ahora bien; si es posible 
el mejoramiento de aquélla, no pasa lo mismo con los 
desfaleos administrativos, ya que ello tiene su origen, 
por lo general, en la falta de selección de los empleados 
debido a la política, factor cuya eliminación es muy 
difícil y casi impracticable de hecho. En cambio, efec- 
tuada la percepción por el Baneo, quedan suprimidos 
ambos inconvenientes; en primer lugar, la organización 
bancaria se presta admirablemente para efectuar el 
cobro de impuestos, y en segundo, las defraudaciones 
quedarían evitadas, ya que el Banco estará obligado a 
entregar el importe de los recibos cobrados o devolver- 
los a la Dirección de Rentas. 


En el convenio realizado entre el gobierno y el Banco 
ha quedado fijado que éste se hará cargo de la percep- 
ción de los impuestos directos a partir del 1%. de Julio 
de 1924. Un punto, sin embargo, no ha quedado defini- 
tivamente resuelto; es el que se refiere a los juicios con- 
tra los deudores morosos que por lo general no se ini- 
cian actualmente debido a influencias de orden político. 
Debido a esto se produce todos los años vn fuerte mar- 
gen de pérdida para el fisco, ya que las sumas adeuda- 
das quedan sin cobrar. A fin de obviar esto, sería con- 
veniente que el mismo Banco se encargara de la eje- 
cución de los deudores, con lo que quedaría suprimido 
un factor de corrupción administrativa. 

Además, esta reforma de la percepción de impuestos 
que se efectúa en la Provincia de Buenos Aires irá acom- 
pañada también con la acción gubernativa desarrollada 
en el sentido de verificar la realidad de las partidas que 
figuran en los registros y muchas de las cuales corres- 
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ponden, en lo que se refiere a la contribución territorial, 
por ejemplo, a inmuebles que no existen en la forma en 
que figuran en los registros, o que han cambiado de do- 
micilio o cuyos propietarios son desconocidos. Esta labor 
quedaría a cargo de las actuales oficinas de avaluación. 


A pesar de que los autores, por lo general, se pronun- 
clan en contra de la percepción de los impuestos por in- 
termediarios, admiten sin embargo ciertos casos de ex- 
cepción, cuando se trata de países, como dice Wagner, 
«en que faltan ordenados y desarrollados métodos admi- 
nistrativos» (1). Para estar de acuerdo con esta opinión 


nosotros le agregaríamos: o en que sean frecuentes las 
defraudaciones. 


En nuestro país creemos que debe hacerse una distin- 
ción; tratándose de los impuestos cuya creación y recau- 
dación tiene reservado el gobierno federal no se justifica 
la delegación de esta última facultad a los intermedia- 
rios. En efecto; no es dable objetar de una manera fun- 
damental la administración de los principales impuestos 
nacionales, siendo sus defectos sólo de orden secundario; 
más aún, existen algunos cuya corrección y eficacia es 
de recomendarse, como pasa por ejemplo con la de los 
impuestos internos. Pero en lo que se refiere a los im- 
puestos provinciales, las cosas pasan de diferente ma- 
nera, por la carencia de una buena organización admi- 
nistrativa y por la política local que se inmiscuye en la 
misma. 

Por eso nos parece que la reforma llevada a cabo en 
la Provincia de Buenos Aires es digna de aprobación, 
siempre que la comisión a pagarse al Banco sea modera- 
da, estando en armonía con los servicios que preste. Por- 
que no es el caso de desechar cualquier tentativa de con- 


(1) Op. citada, tomo lI, pág. 435. 
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fiar a intermediarios la recaudación de los impuestos; lo 
que ha sido siempre objeto de críticas ha sido el arren- 
damiento de los mismos mediante el pago de antemano 
de una suma determinada al fisco como si se tratara de 
un impuesto de repartición. El que lo había efectuado 
tenía entonces la explotación del tributo, la que reali- 
zaba en la forma que le parecía más conveniente y lo 
que hacía que la recaudación del impuesto fuera una 
fuente de arbitrariedades e injusticias. 

En cambio, el sistema que adopta la Provincia de Bue- 
nos Aires no presenta esos inconvenientes, puesto que 
el Banco no tiene en realidad el carácter de eoncesiona- 
rio para la explotación «de los impuestos directos, sino: 
sólo el de encargado del cobro de los mismos, obteniendo 
por el servicio efectuado una remuneración determinada. 
Por otra parte, dicha institución presenta la garantía de 
ser semi-oficial no existiendo por tanto el peligro de que 
se atienda únicamente a sus intereses particulares. 

Creemos que el sistema adoptado por la Provincia de 
Buenos Aires para la percepción de sus impuestos debe- 
ría ser imitado por muchas otras provincias en que ac- 
túan los mismos vicios de deficiencia administrativa y 
de poco cuidado en el manejo de los fondos públicos, 
siempre que, como ya hemos dicho, las comisiones a pa- 
gar no superen de ningún modo los gastos de percepción 
bajo el sistema de administración directa. 


YY 


En lo que respecta a los impuestos nacionales, ya he- 
mos dado las razones por las cuales se debe seguir en 
la forma actual de recaudación por el fisco, aunque es 
evidente la conveniencia de dar la mayor amplitud a los 
principios que constituyen el «desiderátum» en esta ma- 
teria, a saber, el máximo de eficacia administrativa y 
el mínimum de gastos de percepción. 

Hemos indicado a los impuestos internos como a uno 
de los renglones de nuestro sistema tributario en que se 


O 
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realiza mejor la recaudación. Las disposiciones de la ley 
3764 que actualmente rigen han sido reproducidas casi 
en su totalidad en el anteproyecto de ley general pre- 
sentado por la Administración, introduciéndose solo muy 
ligeras modificaciones. Están comprendidas en los si- 
guientes artículos: 

«Art. 83. — La recaudación de los impuestos internos 
estará a cargo de la administración del ramo. En los te- 
rritorios federales donde no hubiere oficina de impues- 
tos internos, la recaudación será realizada en las oficinas 
que determine el Poder Ejecutivo. 

Art. 84. — Los impuestos internos serán abonados de 
contado, y en dinero efectivo al ser extraídas las merca- 
«dlerías de la aduana, fábrica o depósito fiscal. 

Art. 85:—La base para el cobro será la declaración 
jurada del fabricante o importador y los asientos en 
sus libros, los que exhibirán todas las veces que se les 
exijan. 

Art. 86.—Los pagos de impuestos que no se efectúen 
en debido tiempo, devengarán el interés bancario co- 
rriente, sin necesidad de interpelación y aunque la deu- 
da no haya sido reconocida por escrito. 


Art. 87.—Los eréditos por impuestos internos goza- 
rán de privilegio especial sobre todas las maquinarias, 
enseres, edificios, de la fabricación, depósitos y produec- 
tos en existencia, todo lo cual queda igualmente sujeto 
a las responsabilidades en que se incurra por contraven- 
ción a las disposiciones de esta ley. Este privilegio sub- 
siste aun en el caso de que el propietario transfiera 
a un tercero por cualquier título el uso y goce de la fá- 
brica. 

Art. 88.—Los productos de fabricación nacional gra- 
vados por esta ley, serán exceptuados de impuestos cuan- 
do se exporten. 

Art. 89.—Serán solidariamente responsables del pago 
de los impuestos internos y de los intereses, los que en 
el momento de iniciarse el sumario sean los poseedores, 
meros tenedores o propietarios de los efectos que se ten- 
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gan en contravención de las leyes y decretos respectivos.. 
En la misma responsabilidad incurren los que los hayarr 
transmitido. Las personas designadas responderán tam- 
bién solidariamente en cuanto a los intereses, comisos y 
eastos del hecho de sus factores, agentes o dependientes.» 

Por otra: parte, los gastos de percepción han venido 
disminuyendo paulatinamente como puede observarse: 
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por las siguientes cifras: 


Años 


1904 
1905 
1906 
1907 
1908 
1909 
1910 
AQ 
1912 
1913 
1914 
1915 
1916 
1917 
1918 
1919 
1920 
1921 
1922 


Estudiadas las formas de percepción de acuerdo al eri-- 


Recaudación 


310, 
.644. 
.487. 
.591 
5.092 
.011 
.643. 
.5908. 
Asta Pal 
.922. 
Ud 
.306. 
.896. 
.119 
643. 
.841. 
633. 
.163. 
184.177. 


016. 
149. 
844. 
638. 
.042. 
LOS 
249. 
288. 
389. 
726. 
643. 
389. 
194. 
¿055 . 
652. 
902. 
124, 
897. 


Gastos generales 
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OTE: 
.085 
.086. 
.131 
¿0d 
.264. 
314. 
435. 


11O 


¡017 
974. 
.036. 
.036. 
.879 
Sor 
.879. 
Axe 
.308. 
.590. 


640. 
.440. 
740. 
.440. 
.440. 
100. 
380. 
580. 
.288. 
128. 
397. 
332. 
332. 
100% 
769. 
769. 
309. 
399. 
919.6 


E SS SO 


SS DO ES 
LS E MA AO 


Costo 


ZUADADO AA 


terio del sujeto activo de la materia impositiva, nos que- 
da a examinar las que se refieren al sujeto pasivo o 
sea al contribuyente. Aquí también la clasificación se 
formula según que se proceda directa o indirectamente,. 
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es decir, según que el contribuyente sea el que abone al 
administrador del impuesto la cuota que le corresponda 
o bien que lo haga un intermediario. Es evidente que en 
último término será el contribuyente el que abone el 
impuesto, puesto que el intermediario lo recabará a su 
vez de aquél, de manera que la distinción es puramente 
formal, establecida al sólo efecto de determinar los dis- 
tintos caminos o procedimientos que se siguen en la 
percepción del impuesto y de averiguar cuál sea el que 
deba adoptarse teniendo en cuenta los principios que 
mforman una buena recaudación tributaria, esto es, el 
máximo de eficacia y el mínimo de gastos. 


Podemos, pues, clasificar a las formas de percepción 
tomando en consideración al contribuyente, en percep- 
ción directa e indirecta. ¿Cuál de estas dos formas es 
la más ventajosa? A favor de la recaudación directa se 
puede argúir de que con ella el contribuyente tiene más 
conciencia de aquello que desembolsa para concurrir a 
formar el tesoro del Estado, de manera que su acción 
es más vigilante y eficaz en el sentido de controlar 
las imposiciones fiscales y su posible exageración. En 
cambio, la percepción indirecta tiene la gran ventaja 
de no poner al contribuyente en una relación inmediata 
con el fisco y de que el que abona el impuesto al ad- 
ministrador no tiene mayor interés en eludir la carga 
fiscal, evitando así en gran manera la evasión y el 
fraude. 

La adopción de una u otra forma de percepción de- 
pende por lo general de la naturaleza de los impuestos 
de que se trata. Así, los impuestos denominados indirec- 
tos son por lo general de percepción también indirecta 
y muchos de los directos, de percepción directa. A pe- 
sar de esta sinonimia no debe pensarse que se identifi- 
quen ambos conceptos y de que la recaudación ha de 
ser directa o indirecta, según que el impuesto sea di- 
recto o no. En efecto: la distinción es en el primer ca- 
so, como ya lo dijimos, puramente formal, de procedi- 
miento, mientras que en el segundo se establece una cla- 
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sificación que obedece a diferencias más fundamenta- 
les, ya que se las hace radicar en caracteres que resi- 
den en la misma esencia de la carga tributaria y que se 
refieren a su permanencia o regularidad, repercusión, 
ete. 

A pesar de esto, existen algunos autores que esta- 
blecen la calificación del impuesto de acuerdo a la 
forma de percepción, concepto simplista que rechaza- 
mos, pero que nos muestra la anarquía que existe res- 
pecto de la diferenciación entre los impuestos directos 
y los indirectos. Clasificaciones más científicas y ge- 
nerales nos parecen las referentes a los impuestos rea- 
les y personales y a las que se refieren a la base de 
imposición del tributo que hemos adoptado para efec- 
tuar la delimitación de las facultades impositivas entre 
la Nación y las provincias. 


Por otra parte, existen impuestos reputados como di- 
rectos que admiten la percepción indirecta. Tal por 
ejemplo el impuesto sobre la renta en su forma cedular 
tratándose de las categorías referentes a las utilidades 
o dividendos de las sociedades anónimas, alquileres y 
arredamientos, sueldos, salarios, pensiones, jubilaciones, 
créditos hipotecarios y quirografarios, en que es eo- 
mún la percepción en la fuente. En estas clases de 
réditos, tratándose del «income-tax» y del impuesto ce- 
dular francés, por ejemplo, el que obla el impuesto lo 
hace por cuenta del verdadero contribuyente .Este pro- 
cedimiento — sttopagat source — consiste en que la 
sociedad anónima u otro deudor, empleador, inquilino 
o arrendatario, deduce de la cantidad que debe abo- 
nar, el importe correspondiente al tributo, el que en- 
trega a los representantes del fisco. De manera que el 
directamente obligado aquí es un tercero sobre el que 
recae la responsabilidad y el que no tiene mayor inte- 
rés en defraudar al fisco. La percepción es indirecta, 
ya que existe un intermediario que abona el impuesto 
en nombre del contribuyente. 

Tratándose de determinarnos por una u otra forma 
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de percepción, diremos que la indirecta nos parece la 
más indicada para asegurar la prosperidad y buen fun- 
cionamiento de un tributo. Ella es la causa del cons- 
tante éxito de los impuestos al consumo (derechos 
aduaneros e impuestos internos) y la que ha asegurado 
al income-tax su formidable desarrollo. Por eso es que 
la adoptamos en el impuesto sobre la renta que pro- 
yectamos, en su parte cedular. Además, la percepción 
indirecta de los impuestos, tiene otra ventaja impor- 
tante y es la que se refiere al nrenor costo que por lo 
general origina, ya que no es necesaria una fiscaliza- 
ción tan rigurosa como en el caso de que sea el contri- 
buyente el que deba abonar directamente el tributo. 


Sin embargo, no creemos que en esta cuestión de la 
percepción directa o indirecta sea dable decidirnos en 
una forma general y abstracta, sino que es necesario 
considerar particularmente cada tributo, teniendo en 
cuenta las probabilidades de mayor éxito que tenga ba- 
jo una u otra forma de recaudación. 


SECCION 4*, 


EXPLOTACION OFICIAL DE CIERTOS SERVICIOS 
Y DE DETERMINADAS INDUSTRIAS 


Si bien los recursos provenientes del impuesto cons- 
tituyen el aporte más considerable para cubrir los gas- 
tos públicos, existen también otras fuentes como ser las 
formadas por la explotación del dominio del Estado, por 
la retribución de sus servicios y por la combinación de 
ambos. Estas fuentes de rentas tienden a adquirir cada 
vez mayor importancia, especialmente en lo que se re- 
fiere a la explotación por el Estado de determinadas 
industrias y al desempeño por los municipios de las 
funciones llenadas habitualmente por las empresas pú- 
blicas. 

Esta orientación moderna de la acción del Estado 
que abandona la elásica posición del «laisser passer» 
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y que ensancha continuamente su órbita administrativa, 
obedece a multitud de causas de orden social, económi- 
co, financiero y hasta político. Nos interesan solamente 
las causas de orden financiero que las motivan y es 
evidente que ellas radican en el deseo de amortiguar 
el peso de los tributos que continuamente crecen, por 
medio de la creación de recursos que no provengan ex- 
elusivamente del contribuyente. Si el Estado, se dice, 
tiene gastos al igual que sus súbditos, es justo que ellos 
se sufraguen, aunque sea en parte, de la misma manera 
que los de aquéllos, esto es, con el producto de la 
propia actividad aplicada a la creación, transforma- 
ción, transporte o cambio de la riqueza. 


Pero es evidente que el Estado no puede sustituirse 
y subrogarse a la acción privada en cualquiera o en 
todos los órdenes de su libre actividad, ya que ello im- 
portaría desarticular las bases de la actual organiza- 
ción económica, siendo que nosotros nos colocamos en 
un plano netamente financiero. La eficiencia de la in- 
tervención gubernativa, sea en la producción, en la fa- 
bricación o en la venta, requiere por lo general el mo- 
nopolio y éste, ejercitado sin distinción en cualquier 
aspecto del movimiento económico, tiende a la concep- 
ción colectivista del Estado. De aquí la necesidad de 
preguntarse: ¿cuáles son los servicios que pueden ofi- 
cializarse O industrias que puedan explotar el Estado, 
central o locales, y los municipios? 

Creemos que los servicios o ramos de explotación in- 
dustrial del Estado y los municipios, pueden clasifi- 
zarse de la siguiente manera: 


1% Aquéllos que son inherentes a sus funciones de 
cobierno. 

2%. Servicios públicos que no se consideran inherentes 
a las mismas. 

3. Explotaciones necesarias a la conservación y pro- 
greso económico y político del Estado. 
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4% Servicios o explotaciones que procuran rentas al 
Estado. ; 


Existen, en primer lugar, determinados servicios cuyo 
desempeño se considera inherente al mismo mecanismo 
administrativo y de gobierno en su rol conservatorio y 
de progreso de los intereses generales. Tales son, por 
ejemplo, los servicios de policía, justicia, instrucción 
pública, higiene, vialidad, moneda, asistencia social y 
de fomento económico y cultural que incumben al Es- 
tado y los de alumbrado, barrido, limpieza, cemente- 
rios, ete., que llenan los municipios y de los cuales no 
podrían hacer abandono sin desvirtuar la propia razón 
de su existencia. 


Hay, en segundo lugar, ciertos servicios que son lle- 
nados por lo general por las llamadas «empresas públi- 
cas» y en los cuales la intervención del Estado se hace 
necesaria, ya que se trata de servicios de índole general 
que requieren fuertes capitales para su explotación, por 
lo que de hecho pueden llegar a ser monopolizados, re- 
quiriendo además los empresarios una cierta seguridad 
contra una competencia ruinosa. Estas empresas públi- 
cas pueden estar sometidas a diversos regímenes; uno 
es el de la libre concurrencia; otro el de las concesio- 
nes, y, por fin, el de su nacionalización o municipali- 
zación. Este último se recomienda cuando el Estado o 
el municipio son capaces de producir a menor costo que 
las empresas particulares, o más bien dicho, de poner 
el producto al alcance del público o el servicio, a me- 
nor precio que el que ofrecerían aquéllas en iguales con- 
diciones de bondad o eficacia. En los últimos tiempos 
se ha visto que varios países se han inclinado decidida- 
mente por este régimen. Así, en Alemania se nacionali- 
zaron los ferrocarriles y en Inglaterra la municipaliza- 
ción ha adquirido extraordinaria importancia. Los tran- 
vías, los teléfonos, el abastecimiento de aguas corrien- 
tes, la luz eléctrica, el gas, ete., ete., han ido pasando 


498 MANUEL L. LÓPEZ VARELA 


eradualmente de mano de los empresarios particulares 
a las del municipio (1). 

Este movimiento municipalizador no ha dejado de sus- 
citar resistencias, y así se ha dicho que la industria ofi- 
cial nunca produce los beneficios de la privada, que 
tiende a la corrupción administrativa, al electoralismo, 
a la rémora en los procedimientos técnicos y a la de- 
tención de la inventiva. También se la ha acusado de 
querer llegar por ese medio a la confiscación de los 
instrumentos de producción y a la propiedad colectiva, 
finalidad no desmentida por todos aquéllos que forman 
parte del movimiento socialista. La municipalización, 
según éstos, no debe abarcar sólo a los ramos que he- 
mos mencionado, sino a todos aquéllos que se concep- 
túan que procuran artículos de primera necesidad, com- 
prendiéndose así la provisión de pan, carne, leche, 
e 


Entre nosotros, y debido quizás a nuestra condición 
de país nuevo, estamos aún bajo el régimen de la con- 
cesión, esto es, las empresas públicas quedan sometidas 
a las obligaciones y tienen derecho a los privilegios 


A — 


(1) «Hasta donde puede servir de guía la experiencia, los resultados 
obtenidos en las ciudades de la Gran Bretaña demuestran, no sólo la 
tosibilidad del buen servicio, sino la superioridad de la administración 
municipal respecto de la privada, especialmente al realizar aquellos gran 
des fines sociales que constituyen la más alta función social de la vida 
conunal. Lo que han contribuído las ciudades británicas al progreso go- 
cial e industrial constituye el capítulo más brillante de la historia del 
desarrollo de la ciudad moderna. Al rebajar Jos precios de los tranvías 
urbanos, al fomentar la ampliación del servicio del gas, al procurar cons- 
tantemente la mejora del abastecimiento de aguas, las ciudades británicas 
han dado al mundo una gran lección respecto de la posibilidad de la ac- 
ción organizada para mejorar las condiciones sociales». Rowe, Op. citada, 
pág. 314. 


(2) «Ninguno de los dos sistemas, el individualismo o el colectivismo 
obtendrá por lo tanto un triunfo seguro. Son principios complementarios, 
no autónomos, Entrambos sistemas deberán subsistir, uno al lado det 
otro. La coexistencia de las dos formas de empresa constituye una garan- 
tía para su eficacia respectiva». Montemartini, Munitcipalización de los 
Servicios públicos, pág. 46. 
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establecidos en las ordenanzas-contratos sancionados por 
el Concejo Deliberante. Lo mismo en el orden nacio- 
nal; aun en la materia más propicia para la estadiza- 
ción como ser la de-las comunicaciones, ya que abonan 
a su favor argumentos de todo orden por su acción esen- 
cial de fomento, los ferrocarriles, que constituyen su me- 
dio más eficaz, se encuentran en su inmensa mayoría 
en poder de compañías privadas. Sin embargo existen 
excepciones. Una la constituye el servicio de correos, 
cuya renta entra a formar parte del Tesoro nacional, 
de acuerdo a lo establecido en el artículo 4”. de la Cons- 
titución Nacional y el de telégrafos, que se le ha asi- 
milado. 

Servicios de esta índole son también los que presta la 
Nación al explotar los denominados portuarios, y por 
los cuales percibe los derechos del mismo nombre, en 
virtud de equiparárselos a los derechos aduaneros. Sin 
pensar que el Estado carezca de derecho para explotar 
dichos servicios, creemos, sin embargo, que no debe asi- 
milárselos a los derechos aduaneros, ya que en este caso 
se trata de impuestos cuya tributación debe acomodarse 
sólo a la capacidad contributiva y a los principios de 
equidad, mientras que en aquél, sin existir una corre- 
lación exacta desde el punto de vista individual entre 
el servicio y el derecho, se trata de una tasa, en virtud 
de considerarse que el derecho portuario es la contra- 
prestación del servicio de igual índole. 

El cálculo de recursos para 1923 estimaba el produ- 
cido de estos servicios en la siguiente forma: 


SES DALiZas coa o ha $ % 3.000.000.— 
Puertos, muelles y diques ...... »  11.000.000.— 
Pescantes y guinches ......... E 2.800.000.— 
Almacenaje y eslingaje ........ »  17.000.000.— 
IO LIÓN: e IRE Eo RO e 4 .000.000.— 


Visita de sanidad ......- TO pe 390.000.— 
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Otro servicio nacional de importancia es el de las 
Obras Sanitarias, cuyo producido se estimaba en 1923 
en $ % 22.500.000 (1). 

En los últimos tiempos se ha insinuado una tendencia 
favorable a la extensión de las atribuciones del Estado 
en esta materia; tal parece deducirse, por ejemplo, del 
proyecto de seguro nacional, aunque más que por razo- 
nes económicas, se halla inspirado por las de previsión 
social. 

En tercer lugar, el Estado entra a explotar determi- 
nadas industrias aunque teniendo en vista menos el 
beneficio directo que de las mismas se puede derivar 
para el fisco o el consumidor, contemplando altas fina- 
lidades de orden económico o político, con el objeto de 
salvaguardar una fuente de riqueza nacional o los in- 
tereses fundamentales del Estado. Dentro de este or- 
den se comprenden aquellas industrias denominadas de 
defensa nacional, cuyo explotación oficial se acepta en 
todos los países y también en el nuestro, y se refieren 
a los arsenales, astilleros, proveedurías, así como a todos 
los accesorios de los mismos. Entre las que se refieren 
al fomento de la riqueza nacional, tenemos el ejemplo 
entre nosotros en la proyectada política del petróleo 
del P. E. que quiere reservar a la Nación una zona 
de un millón de hectáreas, proyectando también la crea- 
ción de una gran refinería. Otro ejemplo lo poseemos 
respecto al proyecto del P. E. de la Provincia de Bue- 
nos Aires presentado a la Legislatura sobre creación de 
un frigorífico oficial que contribuyera a solucionar la 
crisis ganadera. 

Pero nosotros debemos ocuparnos solamente de la 


(1) Las rentas provenientes de este renglón no entran, sin embargo, 
en el cálculo de recursos general, pues las Obras Sanitarias están some- 
tidas al sistema de las administraciones autónomas. 

Otras tasas o retribuciones de servicios que percibe la Nación, son las 
provenientes de los correos y telégrafos, tarifa de análisis, matrículas y 
derechos de examen, patentes de invención y marcas de fábrica, registro 
«de la propiedad y boletines oficial y judicial, y escribanía de gobierno. 
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oficialización de los servicios públicos. de su municipali- 
zación y estadización, así como de la explotación de 
ciertas industrias, en relación con las rentas del Estado, 
como medio de contribuir a la formación de las mismas. 
En los casos que hemos mencionado anteriormente, el 
objetivo del Estado o de los municipios al hacerse car- 
go de determinados servicios o al explotar ciertas in- 
dustrias, no es propiamente el de procurarse recursos, 
sino a veces, totalmente lo contrario. Así, los enemigos 
de la municipalización en Inglaterra la han acusado re- 
petidas veces de producir el aumento de las contribu- 
ciones y de las deudas públicas (1). Es que la finalidad 
era Otra, o sea la de disminuir el precio de los artículos 
por la supresión de la ganancia del industrial o comer- 
ciante. La finalidad también puede ser, como ya lo he- 
mos dicho, la de llenar las propias funciones del Estado 
o municipio, la de fomentar las fuentes de la riqueza 
nacional o la de la defensa del país. 

Pero ahora consideramos el caso en que el Estado se 
hace empresario, industrial o comerciante con un fin 
muy distinto y de la misma índole del que tienen las 
personas aisladas o las empresas al ejercitar sus acti- 
vidades, esto es, para procurarse una ganancia (2). Es, 


(1) Ver Avebury, Municipalización y nacionalización de los servicios 
públicos, capítulos 111 y XI. 


(2) Wagner expresa que las rentas que se obtengan de esta manera, 
«que denomina económicas-privadas, deben reunir las condiciones siguien- 
tes: 1%. que el Estado no debe gozar respecto de los otros productores de 
ninguna ventaja jurídica emergente de su calidad de tal; 2%. que aunque 
.el Estado no ejerza la explotación en un interés exclusivumente financiero 
para adquirir una renta, sino para llenar los otros fines del Estado, debe 
estar en condiciones de proceder así; 3%. el Estado debe poder explotar 
el servicio o la empresa desde el solo punto de vista económico-privado, 
“teniendo en cuenta el más alto rendimiento posible. ...«Si el Estado, 
«cuando establece la reglamentación financiera de la explotación, se deja 
guíar por sus fines, propiamente tales, y renpncia a una parte de la renta 
que podría obtener la explotación económica-privada, la disminución de 
entradas que resulte, constituye en cierta medida un gasto que el Estado 
hace intencionalmente en el interés público. La renta deja de ser pura- 
mente económico-privada». Op. citada, tomo I, pág. 342. 
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pues, un fin netamente utilitario, que consiste en hacer 
ingresar en las arcas fiscales el excedente de las en- 
tradas sobre las salidas y por lo tanto, la solución én 
esta materia debe inclinarse, según que la explotación 
que se emprenda produzca o no beneficios. Aunque es 
evidente que los servicios que en virtud de esta consi- 
deración entre a llenar el Estado o las industrias que 
dirija pueden involucrar también en su realización be- 
neficios de distinta índole sea a los consumidores o a 
la economía del país, es indudable también que la con- 
secución de los mismos deben quedar subordinados a 
aquélla. 4 


Actualmente, el dominio privado del Estado propor- 
ciona a la Nación las siguientes rentas, de acuerdo al 
cálculo de recursos para 1923 y 1924, pudiendo obser- 
varse que ellas provienen en su mayor parte de las tie- 
rras públicas: 


Arrendamientos y concesiones en los 


DOES e al a ea O $ ”% 1.500.000 
Venta de productos del Instituto Bae- y 

teriológico ..... NA O 8 80.000: 
Derecho de pastaje en los territorios 
nación les ale oo Ae ys - 500.000 
Arrendamiento de tierras públicas .. .,, 800.000 
Producto de enajenación de tierras AS 

¡fecales de onicciodp rd RAS 00 ro 100,000 
O Giones for estales MS 10.000 
Ventas y arrendamientos (Art. 12, ley 

OO AOS ae adas ORO PA A 000 
Casa de moneda ......... A EL 
Dirección de ganadería ............ a 100.000 
Campo de maniobras ............... q - 10.000 
Intendencia de guerra ERES o He 30.000 


En cuanto at dominio industrial del Estado formado 
principalmente por los ferrocarriles y el petróleo de 
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Comodoro Rivadavia, y al dominio financiero, formado 
por el Banco de la Nación Argentina y el Banco Hipo- 
tecario Nacional, no proporcionan rentas, porque las ex- 
plotaciones e instituciones nombradas se hallan bajos el 
régimen de la administración autónoma. $ 

Ahora bien: ¿conviene que el Estado y los munici: 
pios extiendan su radio de acción en esta materia? 
Confesamos que es ésta una cuestión en extremo deli- 
cada, Es cierto que el régimen rentístico argentino se 
resiente por la preponderancia que tienen en él los re: 
eursos emanados del impuesto, «siendo en cambio casi 
nula la proporción en que entran las demás fuentes de 
recursos; pero el Estado, por lo común, no se encuentra 
en condiciones de hacer la competencia a los particula- 
res por la falta del incentivo del interés o por los mane- 
jos de la política, siendo la acción privada más di- 
ligente y susceptible de producir mejores frutos. Salvo 
el caso de monopolio o de circunstancias muy excepcio- 
nales, la industria oficial difícilmente prosperará. En 
cuanto a aquél, sería muy difícil justificarlo no siendo 
el caso de servicio de carácter público o de consumos 
dañosos, pues en caso contrario fácil es ver que se iría 
contra la garantía consagrada en el artículo 14 de la 
Constitución Nacional de «trabajar y ejercer toda in: 
dustria lícita». En cambio, creemos que sería perfecta: 
mente legal el monopolio ejercido por el Estado sobre 
artículos de carácter perjudicial a la salud como ser el 
alcohol o el tabaco, ya que entonces se jJustificaría 
la acción del Estado por su rol de policía y de inspec- 
ción. De igual manera en aquellos servicios de caráe- 
ter público como ser los ferrocarriles, por constituir ya 
un monopolio de hecho. 

En cuanto a los municipios, están en mejores condi- 
ciones que el Estado nacional o provincial para obte- 
ner sus recursos de la oficialización de determinados 
servicios, ya que hemos dicho que la esfera impositive 
de las municipalidades era la de las tasas o retribucio- 
nes de servicios. La luz y la energía eléctrica, los tran- 
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vías; los teléfonos, ias aguas corrientes, el was, las pom: 
pas fúnebres — en el año 1923 se presentó en San Luis 
un proyecto oficializando este servicio por las munie:- 
palidades — ete., pueden caer dentro de la municipali. 
zación. Pero pensamos que no es posible dar una eon' 
testación categórica y general, por las siguientes razo- 
nes: 1% la experiencia extranjera es muy variable y 
contraticioria al respecto; 2% no tenemos precedentes 
en el país; 3%. porque hay que considerar cada comuña 
en particular, ya que, por ejemplo, nó es posible asimi' 
lar la A de Bueños Aires a la de La' 20A 
o Jujuy. | 

Sobre todo, creemos que. de municipalización no del 
emprenderse sin antes poseer todos los elementos de jui- 
cio que permitan pensar fundadamente que ella ha de 
dar ganancias que permitirán reducir el monto de los 
impuestos y no, al contrario, dar la engañosa aparien- 
cia de una oficialización ventajosa para luego cargar 
los supuestos beneficios en forma de toda suerte de 
contribuciones. Esto no haría más que provocar el ere: 
cimiento desmedido de la burocracia y entorpecer la 
máquina administrativa que se encontraría perturbada 
:n sus naturales funciones. 
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